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Absvlutton. — So probando el actor los hechos en que ae funda la 

acción, cuando ñolas asionle el demandado, corresponda 

la absolución de csla. Página ái2. 
Acusación fiscal. — En las causas criminales no procede le acusación 

fiscal, ni puede dársele curso, mientras se halle abierto y na 

esté terminado el sumario. Página 163, 
Afirmados. — La facultad de pagar por cuotas la deuda por alirmado 

no modifica la naturaleza de esta deuda única. Página 431. 
Apelable. — Véase : fírmate. 

Apelación.— Pmctide la apelación, si el auto recurrido no resuelve 
una revocatoria sino una cuestión nueva y causa gravámen 
al recurrente. Pagina 370. 

.Ipro/JiflcíoM indebida. —El que se apropia con fraude de dineros del 
Estado, es pasible de la pena de dos años de trabajos for- 
zados y mulla del triple de lo cobrado. Página 168. 



Breve. — Pase del Breve Pontificio sobre nombramiento del iluslrÍM- 
mo señor Obispo de La Plata, monseñor doctor don Juan N . 
Terrero. Página 435. 
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Capitán . - El capitán es responsable del ™lor de la lancha que se 
perdió por haber sillo traída á remolque, cuando, según el 
contrato de fletamenlo debía ser transportad* como .:arga. 
Página 352. 

CitGCiO* de evimon - Incorporada la citación de ev.ccioti a Ja con- 
testación de la demanda, su sucinte el procedimiento en lo 
principal, hasta que la incidencia se resuelva por el lram.lt> 
previo que eorre^oudr. Él enajenante no puede contestar 
al demandado el derecho de hacerlo citar de «viccion por no 
tratan de la acdon reivindicatoria directa de la cosa, sino 
del» subsidiaria. Aclarada procedente la citación debe 
ordenarse al citado que manifieste si quiere ó no hacerse 
parle en el juicio, ante de proveer sobre la excepción de in- 
competencia opuesta por él. Una ve* hecha la manifestación 
en sentido atirmalivo, y tenido por parle al citado, cesa la in- 
tervención del demandado en la causa y no corresponde acu- 
sarle rebeldía La jurisdicción ordinaria de la Suprema 
Corte procedente de haber sido una Provincia la parle de- 
mandada, desaparece, cesando ésla de serlo por la interven- 
ción lomada en el juicio por .dotado deeviccion. Pág.- 

na 28*. i 
Cobro depe<os. - Probado el hecho de haber sido abrevadas en la re- 
presa del actor muías de propiedad del demandado, el nu- 
mero aproiimado de ellas, y el tiempo del uso del agua co- 
rresponde mandar abonar el precio que por ese uso consta 
que se paga en la localidad , Página 12. 
Comm - La ocultación de mercaderías entre la ropa de uso de- 
muestra la intención de defraudar la renta fiscal. Pig.~ 

na 338. I É ■ 

Comw. - Según la ley de Aduana de 18% el sobrante del rancho 
del buque, que »o baja sido manifestado, cae en com.so. Pá- 
gina 450. 

Comodatario. - El comodatario no liene derecho de negar la restilu- 
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cion do loa documentos recibidos para hacer uso de ellos, so 
preleslo ile <jue no pertenecen ;d comodante. Página 447. 
Competen fia. — Véase : Jurisdicción, 

Compulsa. — Los informes y notas que el demandado haya pasado 
al gobierno nacional y se hallen incorporadas á un expe- 
diente administrativo, no son de su propiedad. El no puede 
oponerse, mientras el espediente exista en su poder, á que 
el demandante pitia como elemento de prueba, la compulsa 
en sus libros de dichos informes y notas. Página 3G9. 

Concordato. — E\ concordato celebrado por los acreedores de la so- 
ciedad no aféela á los acreedores particulares du lus socios, si 
nada se estipuló entre las parles en tal carácter. Página 3G3. 

Condominio. — La adquirieron hecha en común, pero estipulándose 
por los tres adquirenlcs que en cuan 1 > á uno de ellos solo 
regirla realizándose un e ven lo futuro é incierto, que no se 
verifica, se tiene como no sucedida respecto de esta, y 
queda en su lolalidad a lavorde los otros dos. Si estos ce- 
den después al primero los derechos y acciones que les co- 
rresponden en la adquisición, y éste á su ve* los enajena á 
un tercero, la cesión y enajenación comprende la totalidad 
de la cosa adquirida. La declaración que posteriormente haga 
el tercero de que su enajenante queda en condominio con él 
por la parle que, según la adquisición primitiva, habría sido 
suya verificándose la condición, no tiene valor, por ser 
fundada en un error y ser sin causa. Página 296. 

Conjueces. — Acuerdo designándolos para la Suprema Corle y Cáma- 
ras Federales de Apelaciones de La Piala, Córdoba y Paraná 
para el ano 1ÍI04. Página 5. 

Consignación. — La consignación de la deuda hecha para los fines 
del pago en caso de ser vencido el deudor en el juicio vale 
como embargo y no puede fundar la suspensión del curso de 
los intereses que trae el pagoda consignación legítima. Pági- 
na 34». 

Cotlat. — Si el fallo de la Suprema Corte determina expresamente 
tos puntos de la sentencia del inferior, que confirma, y entre 
éstos no hace mención de las costas, la revocación de la 
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senle»cia en las demás condenaciones que contiene impona 
li condenación en costas. Página 160. 
Costa» - m costas del incidente promovido sin mon probable de- 

hen sor á cargo del vencido, Página 31©. 
r M ¿n fl - Hav culpa en tener levantada la barrera de un paso a nivel 
CHlPa ' 1 pLr el tren, y «a empresa de. Ferrocarril es responsa- 
ble de los daño* causados W su consecuencia. 

„„. tuvieron la. parles »« celebrar!». Pagina 1». 

, aplicado por U Suprema Corte on sus fallos, que los > 

embaíos «M bl.005 - ** ^ 

«nía territorial, vimmmm «'6» l"' Mto "* 
^ ,ue oo eris, un ^¿gfi* 
,„« entonga -o, di,p«¡cio„ espresa que » " ; * " 
Lda expresa o» erirte el Miad, procos colra la 

t , l I, Ar e ,«> -I. MWi- «**• de. Uruguay? 

lT e l.,e„.eo.o;arU C «l.s9 J .0 «H miW». M 
S e de.erm™ la forma de las carias roblonas , las . inta- 
¿o^i, la amoridad requerid», y nada so roncería con 
2* a los rasos ,00 sea pereda 
,. os Je bienamados fuera del lemtnno de la Nace» ft 
5« r n.e. Per el contrario, en dicho .rolado <M*«£ •» 
espute,.,, que virilmente significa la Mte de atribución 
,a decre.als bnj, el simple pedido de nn acreedor , con 

„„i,,o lina, de ser é, pasado, pnes este 
«primeóte en laojecueion do las «i f« » d * 
SáNM que és,a se baja ante lo lr.bn.bt del p^s 
donde es.an simados los bienes sobre que 1»'°™ h ««™ 
«tortitas. Kl titulo qoe solóle á lundarun procedan o 
ejeeulivo üene menor valor qoe la cosa jo* ¡jada j m» * 
, ,i,¡blo que el auto de embargo decretedo en él tenga al 
Sé! qo. se niega á ésla. , debe llevarse adelante por me- 
dio de cartas rogatorias. Página 3»*. 
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Cumplimiento de exhorto. — Los tribunales dt* un país carecen deju- 
risdiccion para ordenar embarcos sobre bienes existentes en 
país extraño, lásoberania territorial, que es inalienable, ffiige 
que esta refría sea observada mientras no exista un tratado 
internacional que contenga una disposición expresa que la 
derogue El tratado ajustado entre el gobierno argentino y* el 
de la República del Paraguay no contiene imposición ex- 
presa que autorice á ordenar esos embargos sobre títulos que 
sólo sirven a fundar un juicio ejecutivo entre particulares. 
Pátíina 4fÍ. 

I» 

Danos, — Son daños que la empresa debe reparar lo- gastos hechos 
y los honorario;: médicos devengados en la asistencia de la 
persona lesionada por el tren Habiendo fallecido ésta, no 
es procedente la lijariou de una suma pura su alimentación, 
ni para la de sus padres, si no se ha acreditado que luesen 
sus alimentarios. Pagina "¡0. 

Untos y perjuicios. — Cuando se deducé demanda por daños y per- 
juicios y se pide por ellos una suma determinada no procede 
reservar para otro juicio la juslilieaciou A¿ los daños y su 
juiporle Si no se ha probado su existencia y el valor si- 
quiera aproximado de los misinos debe rechazarse la d-- 
tnanda. I 'agina 17. 

Daños tj perjuicios — líl dueño del vapor que ha contralado su estiva 
con un empresario no es responsable de los daüus causados 
en la ejecución del routralo por culpa de dicho empresario ó 
de sus empleado». Tampoco lo es, si el accidente no se pro- 
dujo á causa de la mala calidad ó deficiencia de los elemen- 
tos y útiles del buque que puso al servicio de los eslivadorea. 
Página 213. 

Detención de correspondencia — Véase Violaría* de correspon- 
dencia. 

Documentos. — Véase : Comodatario. 

Dominio, — Para el dominio de bienes muebles no basta el contrato, e> 
necesario la tradición. Pagina 51. 
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Ejecución. — Siendo procedente la acción ejecutiva, y nn habiéndose 
opuesto excepciones ilehe llevarse adelante la ejecución. Pá- 
gina 408. 

i.tnhürgu. - Véase : Cmn¡<timieni ■» tfe ejfiorh. 

Emi¡tmwit,n de cusa omina.— Nada auopuneúla rplehrac i onde contra? 

lus pura la enajenación «te la cusa común, cuantío su someten 
en sus electo* al eonseutiiuíeuto del « uiidotnínio. Página 245. 

Errar. — Cuando el Hele *e lia estipulado en rasen del volumen, el 
error en el peso rio puedo influir sobre el precio del trans- 
porte. Página MY 

Excepciones, — Declarada ilegítima ta eomijinacíuu < u l;i que se tun- 
dan las excepciones de payo y compensación opuestas á la 
ejecución debe ésla ser llevada adelante. Cabina 40. 

Excepción de incompetencia. — La competencia del juez para el cono- 
cimiento de la causa <■> un requisita general y comprensivo 
de todos tos juicios, inclusive el ejecutivo. Página t!í6. 

Excepción de incompetencia, — No procede la excepción de incompe- 
tencia por razón de cantidad sí la fuma ci dirada exce.le de 
51X1 pesos. Cay uta 437. 

Excepción dv servieiu autiUtr. — La excepción del servicie militar debe 
concederse sin limitación ile tiempo, aunque la colerín edad 
que ¡nulilixa al exceptuado sea de posible curación. En eMe 
caso fiesa sobre él la obligación del servicio. Pagina Í07. 

Excepción drt snrich militar. —Si la madre del recurren le tiene 
recursos propios para su subsistencia, nu procede la exeep- 
cion que la ley acuerda al hijo que provee á la alimentación 
de la madre viuda. Páyina 3*2tí. 

Excitación. — VA haber el juez telegrafiado al Ministerio de Justicia 
que un preso había herido á oiro preso con arma de fuego, 
no es causa de uxcusacíon para conocer en el proceso corres- 
pondiente. Página láti. 
Expendio de billetes falsas* — El expendio de billetes de curso 
legal fabos, hecho con conocimiento de su falsedad, es cas- 
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ligado, cuantió los billetes han sido adquiridos de buena f ' 
con la multa del lauto a! triple le su valor. Página 131. 



artículo falsificado sin habewe pwiba4fl quu b,io la compra 
obrando de mala lé, que declara id nombre y la dirección de 
1, rusa vendedora, no incurre en las disposiciones penales de 
la ley sobre marcas de latinea. Página 120. 

Faltó * fu mrga. - 1'roUada la falta en la carga trasportada, den. 
estarse á lo que resulte de ia perica practicada al respecto. 
Kl hecho cmlrarin resollante ele posiciones dudas por ab- 
sueltus cu rebeldía no puede proceder contra la fuerza pro- 
- batnria de la juslicia. Págínx 1 15. 

fifa - Acuerdo designando ministro y sm-relario para la tena de 
1904. Pagina 10. 

F.rni.-Amerdode^naiMloelj.iezqne debe alendólos (Uigadoa 
déla Capital durante la feria de 1004, Página 11. 

FútnU* ad Iw. - Acuerdo designándolos para el año 1004. 

fVrc /«ten./. - ^ formad, acreditar el tuero federa» en las causas 
se rige por la ley de procedimientos nai ionales y no por las 
dispostcioneidel Código Civil. Pági»a3á0. 

Ám MM - Para justificar el tuero federal, por razón de la di- 
versa vecindad |de los litigantes, e< necesario acreditar que 
ésiü» son ciudadanos argén Unos. Página 3o». 

Fuero fi'dtwL — Véase. Jurudicáon. 

G 

^^^^^Noliabiend-p— de que las 

( ,or el marido durante el matn.uonio sean idénticamente los 
mismo* que aportó i el la mujer, el crédito .precédeme de .su 
venia eilendida a favor de ésta, se repula de la suciedad 
conyugal y puede ser embargado por deudas del marido. 
Página 2*36. 
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Habrán eorpus, — No procede el recurso de /iofceuf corpus ¿ favor ile 
detenido por autoridad mili lar por mon de pertenecer á 
uno de los contingentes destinados a! ejéreilo de línea. Pá- 
gina 182. 

Honorario*. — Los honorarios del depositario judicial deben (¡jarse 
teniendo en uuenla la naturaleza de los servicios prestados, 
y ta importancia de los objetos á su cargo y de su administra- 
ción. Pagina -218. 

1 

Infracción i \at Ordenanzas de Aduana. — Las resoluciones absolu- 
torias de loa Administradores de Aduana quedan firiu« res- 
pecto deles empleados denunciante* de infracción á sus or- 
denanzas, si no presentan al ministerio de Hacienda'esrnio 
de reclamo dentro del tener día de serles notificada É reso- 
# loción del asunto. Página 200. 

¡nlraa tm á ia ten de enraUmuéfa — La infracción h la ley de enro-- 
lamienlo es castigada con la pena oe un año de servicio mi- 
litar en el ejército permanente. I 'agina '¿'¿i. 

Infracción á ia Un de servido militar. —La (alta de citación personal 
no excusa la infracción a la ley de servicio militar obligatoria 
y no exime do la pena que ésta impone. Página 329. 

Inhabilidad de f finio. - El derecho acordado al acreedor de recibir en 
pago los terreno* hipotecados en gara» lia de su crédito, 
no le priva de la facultad de robrar éste en dinero. P;i- 
gina 250. 

inhibitoria. — Procede la contienda por inhibitoria, si se tiene pomo 
deducida la excepción de incompetencia por declinatoria. 
Página 320. 

Intereses punilorim. — El acreedor que, por haber faltado el deudor al 
pago anticipado de un semestre de intereses, ha exigido, de 
acuerdo con los pactos convenido en el préstamo, la devolu- 
ción del capital con los intereses, de lodo el término del con- 



DE JUSTICIA NACIONAL 



473 



iralo, y til interés p"ui lorio del semestre retardado, no tiene 
derecho de esipir este interés por los semestres vencidos 6 
principiados durante la ejecución, hasta el pago definitivo de 
la suma demandada. Página 4ó. 

J 

Jtteres suptentt'x. — Acuerdo depilándolo? para el ano 1904. Pá- 
gina 7, 

JuriidU cion. — Nupjrresponde el futro lederal por razón de personas 
si el demandante es ixtranjem y el demandado es una socie- 
dad de que forman parir sucios arpen tinos y extranjeros. 
Página 10-2. 

Jitrisdicnun. — La designario» de domicilio en el documento dcoblí- 
pacíiin confiere jurisdicción al juez, del domicilio designado. 
Página 1:46. 

Jurisdicción. — No corresponde á los jueces federales entender en tas 
causas contra la Municipalidad de la Capital, por devolución 
de impuesto», aunque se ak-gue la i ncoustituc tonalidad de la 
lev orgánica municipal, y déla ordenanza sobre creación de 
dichos impuestos. Página l'JO. 

Jurisdirrion. — El cómplice en la sustracción de equipos militares, 
procesado con separariuii del autor, sometido á los tribunales 
militares, debe ser juzgado por el juez del lugar donde St* 
hizo partícipe eu el delito. Páyina 114. 

JurisdkctOH. — La jurisdicciun originaria de la Suprema Corte proce- 
dente de liabei sido un» Provincia la parle demandada, des- 
aparecí-, cesando ésta de serlo por la intervención tomada en 
el juicio por el citado de uviccion. Página 284. 

Juritdicdoñ arbitral- Desde que, por pactu eipreso del contrato, se 
ha convenido, en someterá la jurisdicciun arbitral cualquier 
cuestión sohre su interpretación ó cumplimiento, no puede 
sustraerse á esa jurisdicción laque se promueta sobre valides 
ó nulidad de una de sus cláusulas. Página 376, 
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Locador. — El locador uo eslú obligado ú garantir ul locatario de las 
molestias ó embarazos que le vengan por causa i á conse- 
cuencia de convenios de sufocación ó por «feclo de sus pro- 
pios hechos. Página 13. 

. locatario. - £1 locatario de obras no tiuede pedir contra el locadur la 
rescisión del contrato por las obras que falla realizar si no 
prueba que ha cumplido las uhligarioiies que á su parle im- 
ponía el contrato ó míe estaba dispuesto h cumplirlas. Pa- 
gina U. 

M 

Mora. — La demanda ejecutiva constituye en mora ai deudor al efecto 
de pagar inU-reses. Página 'M 3, 

Multa.— Declarado el comiso ¡fe mercaderías traídas á bordo clamius- 
ttnameule, no procede imponer mulla al capitán si nada baj- 
en autos que sirva á comprobar su complicidad en el contra- 
bando. Página ¡MI. 

jf u |< a . _ fl procede imponer multa al capitán si Ll circunstancias 
del taso sirven á convencer que no luvu conocimiento de 
la existencia á bordo de las mercaderías ewmisadas. fa- 
gina 340. 

N 

Nulidades. — En materia de procedimientos el imínales no hay mis nu- 
lidades que las apresamente establecidas por h ley procesal. 
Página 120. 

Nulidad de remate.— Observadas las formalidades legales en la verifi- 
cación del remate, el hecho tle haberse obtenido mayor pre- 
cio después de cerrado, no puede fundar la nulidad del telo, 
y es inútil abrirlo á prueba. Pagina 112. 

Nulidad de remate. — Trabado embargo sobre un crédito, que no for- 
ma enlre los derechos inherentes á Ja persona. «I ejecutado 
no puede decir de --.ulidad de su venta hecha en remate, uré- 
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vías las publicariorws corresponda-ules, ni asistió al embargo, 
,10 opuso L-xcepriom-s J acepté la seriUneia que mandó llevar 
■delante la ejecución. Pagina :m. 
«teWíK/rfrroHírrtío.-Ks nulu el mntrato de nuríeiUd que debiendo 
haberse hecho en escritura publica, lo habido un documento 
privado. Página 21". 

O 

(J l MÍ| lI d^rí ( '-Mrr^p«^rM. - Véase: Yiühmn .t^mr^oudencia. 



Patio V rom^vioH. - Víase ; BzetpctoHU. 

¡w^« deudor del «anco de ta pMA 1 de 
Butnos Aires que ha renunciado á las bvcs números 2789 y 
320j encnuülo autóriwm el pago «n certificados de depósito 
v ha convenido o» pagar la deuda en electivo no puede exi- 
gir que se le ;.dmita el pago por medio do dichos certifica* 
dos. Pagina W. 

Pago dfi mr&Mtrias comisadas.-** h» hal.nln abanlt «a de culpa j 
caifO, el pago tle las mercaderías caída» en omiso, recibi- 
das por el procesado, lomando á su cargo las responsabili- 
dades civiles, es regido par ta* disposiciones del juicio eje- 
cutivo) no por las del articulo 1032 de las ordenanzas de 
Aduana. Página iífl 

Pericia.— Véase: PrrwlMi. 

Ptrtontría. - Kn las can is sobre tierras enajenadas ñor la provm- 
cir de íiuenos Aii s, Córdoba y Sania tV, que fueron objeto 
del laudo arbitral de ta Suprema Corle de 18 de Marzo de 18BÍ 
la provincia contra la c. ualquiera ha- erseeferlivo el titulo ema- 
nado de otra de ellas, tiene personería para poner en cues- 
Üou.au iegiSmidad y hacer valer los coutralos por los que ésta 
y el adquireute dejaran sin efecto la enajenación en la parle 
que resultara luera de sus limites. Página 152. 
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Personería. — El heredero entrado en posesión Je la herencia es 
acreedor ilc Jo que lo era el causante. Página 198. 

Personería, — La ratificación de la sociedad en la demanda salva el 
defecto de personería opuesta al sorio que la interpuso per- 
sonalmente. Página 35?. 

Pre&criprion. — Nu puede oponer** la prescripción al paludo loshono- 
rarios médicos, cuando su lia estado discutiendo y ha debido 
ser resuelta por los tribunales la responsabilidad y obligación 
de pagarlos. Página 70. 

Prescripción. — Véase : Renditit» de menta*. 

Prescripción, — Ln los créditos del ISaneo Nacional, en liquidación, el 
término para La prescripción sülo puede contarse desde el 
vencimiento de los platos acordados á los deudores por la 
ley de liquidación de dicho Banco. Pagina 410. 

Prescripción. — La jurisprudencia de la Suprema Curie en materia 
de prescripciones, es que la prescripción *e interrumpe por 
demanda judicial, y que la inlenrupcion continúa mientras 
dure la instancia. Página 441 

Propiedad. — Véase: Compulsa. 

Prueba. — No puede negarse la diligencie de pericia pedida dentro 
did término, cuya demora no es imputable á la parle. Pá- 
gina 440. 

Prueba»* — Vencida el término probatorio no puede hacerse lugar á 
una diligencia, cuyo autu denegatorio ha sido consentido. 
Página |MV. 

Ptiictm. —Puede evacuarse lucra del término la prueba ofrecida 
dentro de él, cuya falla de diligcnnamiimlo nu ha dependido 
de la parir interesada. Página 24Ü. 

Prueba dt testigos. — En lo? juicios sumarios de posesión la jurispru 
dencia que ln prevalecido acerca de la admisión de la prue- 
ba de testigos ofrecida por las parles en la audiencia verbal 
que prescribe la l«y, es, que puede decretarse ordenando 
que las declaraciones de los que no han podido ser presen- 
lados en el primer dia de ella por causas ajenas á la volun- 
tad del interesado, se reciban en otro, ú otros días posterio- 
res al designado por dicha audiencia. El interrogatorio para 
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los tesu>s residente» hiera del lugar del asiento déí juga- 
do debe ser presentado al ju« de la causa, para que deter- 
mine las preguntas a su juicio pertinentes y admisibles, fl 
cuyo tenor tengan aquellos que declarar ante las autoridades 
encargadas. Página 41f». 

R 

fíecurs». - No procede el recurso del aniculo í 4 de la ley de jurisdic- 
ción de los Tribunales Federales, si no resulta que haya ma- 
teria de discusión y resolución contraria á la disposición cons- 
titucional cuya violación invoca el recurrente. Su invocación 
post ríor no puede fundar el recurso. Pagina 358. 
feritr». - La aplicación y la interpretación por los tribunales ordina- 
rios del Código l'enal y del Código de Procedimientos en lo 
Criminal im autoriza el recurso ala Suprema Corte. Página 4U. 
RtiüiniiaciOH.- En el conflicto de dos titula emanados del pro- 
pietario sobre la misma cosa, es mejor la condición del pri- 
mero en tiempo que recibió la p, ¿sion. Corresponde absol- 
ver al demandado, cuando elaitor no produce prueba sobre 
los hechos en que se runda. Página 152. 
Remale. - No es necesaria para la valide/ del remate, en juicio eje- 
cutivo, la presencia del secretario en el acto. El auto que la 
ordena es apelable. Página $13, 
Rendición de atenta*. - BJ que l.a hecho vender la prenda recibida 
en garantía de su crédito tiene la obligación de rendir 
cuenta al deudor del estado ra que se hallan sus relaciones 
d*- acreedor con él. Esta obligarían no se prescribe por el 
término de cuatro años «¡ado para las cuentas en el articulo 
8VI del Código de Comercio; pero si se prescribe por dicho 
término la acción de nulidad que el deudor quiera promover 
por irregularidades eu la venia de la prenda. Pagina SftO. 
Retásion de contrato. — Véase : locatario. 

Revisión. - Las declaraciones contenidas en la sentencia que no han 
sido reclamadas, deben tenerse por firmes y no son materia 
de revisión . Página 441 
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Sobreettadias. — Si la demora en la descarga no es imputable al ca- 
pitán , corresponde pagar las sobreestarlas con arreglo á lo 
estipulado. Página 91. 

Sociedad de techo. — El que aportó su industria á tal sociedad, no 
herir más derecho que el de exigir su parte en las utilidades, 
>i las hubiere habido durante la existencia de hecho de ta 
misma. Página 51 7. 

T" 

Tercería de dominio. — No puede proceder la tercería de dominio 
sobre inmuebles y accesoi ios que por haber sido hipotecados 
al Banco Hipotecario Nacional fuesen desembargados y 
entregados á éste con arreglo á la ley de la materia. Pági- 
na 57 . 

Tercería de dominio* — La tercería de dominio se caraueriza por la 
circunstancia de atribuirse el tercerista la propiedad de los 
bienes embargados. No haciéndose mención ftV es., en ta 
tercería deducida no corresponde la suspensión de Los pro- 
cedimientos prevista por el articulo 302 de la ley d«* enjui- 
ciamiento. Página 106. 

Titulo ejecutivo. — La condenación pronunciada contra una empresa, 
no puede constituir titulo de ejecución contra olra, sin ante- 
cedente que acredite la identidad de las dos. Página i 10 

Tratado proeeml de derecho internacional privado, — Véase: Cumpli- 
miento de exhorto . 

V 

Vecindad - La distinta vecindad concíeme solamente á los argenti- 
nos. Página 10 \ 

Vendedor. — £1 vendedor pie ha ofrecido entregar la cosa tiene 
derecho de pedir el pago del precio al comprador que resis- 
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lió su recibo. Los tantos percibidos antes de la tradición 
pertenecen en esle caso al vendedor. Página 343. 

Verificarían rfr crMito, — H socio romanditario separado de lo so- 
ciedad antes riel término de su duración, no puede presen- 
tarse en el concurso de la iis:na romo acreedor por el 
capital afectado, si la disolución no fué registrada | publi- 
cada en el lug«r de su domirilio. Página 108. 

Violación de corrttpowlmña. — Kl empleado de correos que detiene, 
oculta y abro cartea dirigidas á la administración para aer 
entregadas á sus destinatarios, es pasible de la pena de 1ra- 
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HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuento designando coopté** dría Corte y délas 

Cámaras Federales ./e Allanan de La l'lata, Córdoba y 
Paraná para el afín t'joj. 



En Hucios Aír.'s, /, veintidós de hieiemure de rníi nove- 
cientos tres, reunidos en su Sala de Acuerdos los señores 
nuestros ile la Suprema ferie, dorlores «Ion Octavio liunjíe, 
don Nicanor Qatm\® del Solar, don Mauricio P. haract, y 
don Antonio Bermejo, COü e| objeto «Je formar para el año 
de rail novenenlos cuatro, ta íístn de Conjueces para esta Su- 
premo Corle. á u.uesereiWeel artículo i.i déla Lev de Procedi- 
mientos yel inciso 3°, nrtírulo l'dela leyiltí'f, asícomo para las 
Cámaras Federales de La Plata, Córdoba v del Paraná, d que se 
refiere el jnciso 4°, artículo 2 de la lev 4163, se practicó la 
respectiva insaculación, resultando designados: para la Su- 
prema Corle los doctores don Indalecio Gómez, don Estanis- 
lao S. Zeballos, don Juan A. Bibilo u, don Emilio Frers, don 
Rafael Ruiz de los Llanos, don Juan Carballido, don Manuel 
Oharno, don Julián ttnlbin, don Juan J. Romero, don Luis 
Lagos Garda, don Francisco L. García, don Juan E. Barra, 
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don Joaquín M. Cuiten, don Daniel J. DOnovaii. cíon Mariano 
Castellanos, don Santiago G. O Fnrreil, don Leopoldo Basa- 
vilbaso,don Juan A.Areco, don Calixto S. déla Torre, don Bal- 
domcro Llerena, don José O. Machado, don José A. Frías, don 
Felipe Yofre, don Raimundo Willmarl y don José M. Rosa. 

Para la Cámara Federal de La Piala, los doctores don Dalmi- 
ro Saenz, don José N. Ma Lienzo, don Julio Sánchez Viamonte, 
don Julián l. Aguirre, don Tomás R, García, don Ftlemon 
Torres Carranza, don Vicente C. Gallo, don Manuel Pasión y 
Montes, don Jufio N. Rojas, .Ion Ricardo Marcó del Poní. - 
Para la Cámara Federal de Córdoba, los doctores don Trisian 
Bustos, don Teodomiro Paez, don Rafael García Montano, don 
Justino César, don Raíael Mojan 0, don Benjamin Otero Cap- 
devila, don Gonzalo Figueroa, don Manuel C. Buslamanle, 
don Herioch I). A^uiary don Julio D. Dehesa. — Para la Cá- 
mara Federal del Paraná, los dorlores don José del Barco, 
don Ramón O. Leguizauion, don Miguel Laureucena, don Mi- 
guel M. Ruiz, don Ramón A. Perern. don Ramón Olaño, don 
Leónidas Zaballa, don Zaba Z. Hernande,, don Esteban Co- 
malerasydon Martin Ruiz Moreno. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se publi- 
case y remirase en el libro correspondiente. 

OCTAVIO BUNGE. — NICANOR Q. DIL 
SOLAR. M . t. ÍJABACT.— A. 
BERKEJO. 

Federico Ibargurén, 
Siertlirio. 
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Acuerdo designando tos jueces suélenles y fiscales ad hoc 
¡tara el año f90í 

En Buenos Aires, á veíate y dos de Diciembre de mi! nove- 
cientos tres, reunidos en la Sala «le Acuerdos de la Suprema 
Corte Nacional los señares ¡ministros doctores don Octavio 
Bunge, don Nicanor li<mzalez de] Solar, <lun Mauricio P. Da- 
niel y don Antonio He rmejo, acordaron formar las listas de 
abogad is que, con arreglo á la ley de veinticuatro de Sep- 
tiembre de mil ochocientos setenta y ocho, deben suplir en 
el año de mil novecientos cuatro, á los jueces federales de 
sección legalmente impedidos ó recusados, y ejercer las fun- 
ciones de fiscales ad hoc. 

Para ta Capüal: Doctores don Miguel (i. Méndez, don Her- 
nardino Bilbao, don MarianoJ. Paunero, don ingel K. lasares, 
don Julio A. (larda, don Rafael Castillo, don Emilio Noeelti, 
don Manuel A. Motiles de Oca, don Tomás R. CuIJen y don 
Eduardo Coronado. 

Para la sección de /.« Hata: doctores Don Manuel A, Pór- 
tela, don Enrique Ri varóla, don Pedro Dellieye, don Hicordo 
Marcó del Pont, don Julio Sánchez Viamonte, don Dardo Rocha, 
don Nicolás E. Videla. don Jarobo Larrain, don Oscar Rodri* 
guez Sa rae haga y don Ireneo Rebollo Paz. 

Para la F-cocion de ttakia Blanca : doctores don Manuel 
Lucero, don Manuel J. Fernandez, don Ernesto H. Celesia, 
don Loroteo Basañcz, don Juan 1. Passo, don Teófilo de la 
Colina, don Eduardo BambilL 

Para la sección del Rosario de Santa Fé: doctores don Pe- 
dro Nolasco Arias, don Joaquín Lejana, don José Leguizamon, 
don Nicanor de Elía, don Federico Molina, don Federico V. 
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Taldés, don José M. Salvó, don Miguel S. Coronado, don 
Jorge F. Sellóle y don Jii.hi M. Gaferattó. 

Pura la sección de Santa Fé : doclores don Tomás Furrio, 
don Estanislao M. López, don José A. Gómez, don Félix R. 
Pújalo, don Severo Rasavilbaso, don Rafael Funes, don Luis 
F* Clucellas, don Federico Gorcla Alberdi, don José I. Peina- 
do y don Félix C. Paz. 

Paralo sección de Entre Utos: doc loros don Cárlos M, de 
Ella, don Ramón C. Costa, don Torcuata ililberl, don Emilio 
Villarrucl, don Andrés G.Gollinn, don Romeo Carbó, don Jo- 
sé L. Churruarin, don Marciano K. Torras, don Samuel Pape- 
ra Denisy don Luis L. Etcheverz. 

Para la sección de Corrientes: doctores don José Miguel 
Guastavino, don Victorio Torren l (hijo», .Ion Fermín E. Alsi- 
na, don Rómulo Amadey, don José F, Soler, don Justino J. 
Solari, don Manuel Mora y Arnujo, (ion Adolfo Mimando, don 
Héctor Lomtinaco y don Juan J. Lubari. 

Para la sección de Córdoba : doctores don Manuel D. Piza- 
rro, don Manioc] uno Molina, don Arturo M. lías, don Tristón 
Avellaneda, don Nicolás Garzón Maceda, don Emilios. Achara!, 
don Auge! Sosü, don Pedro C; Molina, don Alberto Centeno y 
don Nemesio González. 

Para la sección de Santiago del Entero : doctores don Napo- 
león Tfiboada. don Ramón íiomez, don Dámaso Giménez fiel- 
tro n, don Benjamín Zavalfa, don liemigio S. Carol, don Maria- 
no Snntillán, don Ramón J. Castro, don Dalmiro Itarrionuevo 
y don Pablo Lugo ríes. 

Para la sección de Tueumdn doctores don Emilio Terán, 
don Francisco Marina Alfaro, don Eugenio A. Méndez, don 
Benjamín Hátfenzo, don Patricio Zn valía, don Servando Viaño, 
don Alberto E, Paridla, don Rufino Cosió, don Próspero Mena 
ydonMeliton Gamaño. 

Para la sección de Salta : doctores don Juan T. Frías, don 
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Julio C. Torillo» don Luis Linares, don José María Solá, don 
Darlo Arias, don Fernando López, don Carlos C. Serrey. 
don Domingo Güemes, don Mariano Peralta y don David Sa- 
ravia. 

Para ta sección do Jnjuy : doctores don Benjamín Villafnfie, 
u*on Vietor Vargas, don Daniel Ovejero, don Manuel Carrillo, 
don Damián Puch, don Antonio Siearelli, don Mariano de T. 
Pinto, don Octavio Ilurbe, don Luis A. Ortega y don Florencio 
Peralta. 

Para la sección de Caiamurca : ductores don Martin T. So- 
sa, don Sínfonano Herrera, don Marcos Molas, don Adam 
Quiroga. don José táoCtsncros, don Rafael Robín Esc álame, 
don Enrique Santa Coloma y don Argentino K. Que vedo < 

Para la sección de La Itinja i doctores don Marcial Catalán, 
don Wenceslao Frías, dort Pelado It. Luna, don Tomás Vera 
Barros, don Nicolás Gomsaíez. don José M. Jara mi lio, don 
Angel M. de ln Colina, don Kalanl S. Martínez y don Julio 
Vera Barros, 

Para la sección líe San hinn ¡ doctores don Aoacleto Gil, 
don Pedro M. linrm, don Javier M. liarramuún, don Mario 
Videla, don Daniel S. Aiibone. don Roberto Barrera, don Vic- 
torino Ortega. «Ion losé &• Correa, don Luis Leonardelli y don 
Juan de Dios Flores. 

Para la sección de Mendosa : doctores don Juan E. Serú, 
don Manuel Bermejo, don José .Y Lencinas, don I) niel rio 
Petra, don Conrado Céspedes, don Severo C. del Castillo, don 
Adolfo Calle, don David Dorrego, don Carlos Molina y don Cé- 
sar Ponce. 

Para la sección fie San Luis: doctores don Cristóbal Pe rey - 
ra, don Domingo Flores, don Benigno Rodríguez Jurado, don 
Morcelino Ojeda, don Víctor S. Cuiñazú, don Juan Daract, 
don Jorge A. Zavala, don Mauricio Lucero y don Alberto 
Arancibia Rodrigue?.. 
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Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regís- 
traseen eí libro de armenios y sh comunicase á quien corros- 
ponda. 

OCTAVIO BUNGE. — NICANOR G. DE!. 
SOLAit. — M. P. DAHAO. — A. 
BRRlfEJO. 

Federico tbaryuren, 
Siticretaflo. 



Acuerdo designando Ministro y Secretario para /« feria 

de ¿904 

En Buenos Aires, á 'veintiséis de Diciembre de mil 
novecientos (res, reunidos en la Sala de Acuerdos de la Su- 
prema Corte, los señores ministros doctores don Octavio 
Bunge, don Nicanor González del Solar, don Mauricio P¿ Da- 
ract y don A. Bermejo, con objeto de nombrar juez de feria, 
con arreglo al artículo 4* del lieglamento para el régimen 
interno de la Suprema Corte, acordaron nombrar al señor 
ministro doctor don Antonio Bcrnieju, actuando como secreta- 
noel doctor don Eduardo M. Zavalía, quien deber» designar 
los empleados que duranlela feria tengan que concurrirá la 
Secretarla para el servicio de ella. 

Todo locuai dispusieron y mandaron, ordenando que se 
regístrase en ei libro correspondiente y que se publicase. 

OCTAVIO BUHCE. — NICANOR G, DEL 
SOLAR. — M. >. DARACT — A. 
BERMEJO. 



Federico Ibaryuren, 
[Secretario. 
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Acuerdo designando el juez pie debe atender tos juzgados 
de la Capital durante la feria de f'Jaí 

En liucnos Aires, á los veintiséis días de Diciembre de 
mi) novecientos tres, reunidos en Ja Sala de Acuerdos déla 
Suprema Corte, los señores ministros doctores don Octavio 
Bunga, don Nicanor González del Solar, don H. P. Daract j 
don A. Ucrmejo, acordaron designar pura el servicio de los 
tres Juzgados Federales de la Capital, durante la feria de 
Enero proiírno, al juez doctor don Francisco B. Asligueta coo 
el secretario ó secretarios que éj designe. 

Lo firmaron, ordenando se publicase y se comunicase á 
quien corresponda. 

OCTAVIO BUPif,E. — NICANOH G- DKL 
SOLAn. — M. P. DARACT. — A. 
BEHMEJO. 



Federico Ibarguren, 
Secretario . 
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CON LA HKLACÍON DE SUS HKSPKCTIVAS CAUSAS 



* 

AÑO 1 900 

(Cfmrhuitmj 



CAIMA «1*1/1 



Don Juan Aguign contra don Francisco Espimxa, sobre 
cumplimiento de contrato de locación 

Sumario. ~$¡ locador no está obligada á garantir al loeats- 
rio de las molestiasó embarazos «me le rengan porcauaaó á con- 
aecueuda de conreino* de sufocación, ó por efecto de toa pro- 
pios hechos. 

Caso. — Lo explica el 

I «lio riel Jue» Federal 

ÉordOto, Agosto 6 de 1900. 

Auto» j vistos: Loa aegnidofl por «Ion Juan Agustín contri 
don Francisco Espillos», por cumplimiento de un contrato. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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Resulta : 1° Que «1 actor funda la demanda en que convino 
cen don Francisco Espinosa que le cedería en arrendamiento 
la casa que ocupaba el establecimiento de talabartería y fábri- 
ca de callado que turo en sociedad con don Juan Puiggené 
ana reí dtsnelta esta sociedad ; que disuelta solicitó del deman- 
dado el cumplimiento del conreine, el que le pidió le hiciese 
propuesta más ventajosa que la que le hacia Puiggené J actual 
ocupante de la casa, manifestándole que la tomaría en las mis- 
mas condiciones que éste, .i lo que no accedió á pesar del con* 
▼enio ; que desde la disolución de la sociedad él le sigue pagan- 
do los alquileres dándole los recibos á su solo nombre i que en- 
tabló acción de desalojo contra Puiggené ante los Juzgados de 
la Profinoía, en cayo juicio fué Tencido, por no ser propietario 
ni apoderado de Espinosa ; que no habiéndole hecho el señor 
Espinosa entrega déla casa, como era de su obligación, pide Be 
la condene á que le dé la posesión tranquila y pacifica de la casa 
arrendada con las obligaciones'que la lo y impone al locador. Con 
costas. 

2° Que incoada la demanda, el demandado manifiesta que 
antes de la formación de la sociedad J. Agustín y compañía 
arrendó la casa de la referencia a) demandante, el que, después 
de formada, le pidió extendiese los recibos por alquiler á nombre 
de la sociedad, á loque accedió ; q:ie disuelta ésta, el mismo 
le continuó abonando los alquileres y exigid los recibos á su 
solo nombre, á lo que asimismo accedí'» por no haber él nunca 
contratado con la sociedad ; que fué el actor quien introdujo en 
casa á Puiggené sin su anuencia ni su intervención, de 
mera que él nada tiene que ver con esto mientras no se atri- 
buya derechos de poseedor ; que por otra parte en el convenio 
referido él se reservó el derecho de fijar el precio y el término del 
arrendamiento, no habiéndole pedido, hasta la demanda, proteo* 
cion contra Puiggené, ni propuesto precio por la casa. Pide el 
rechaio de la demanda, cotí costas. 
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3° Que abierto á prueba el juicio se produjo la de qua da 
cuenta él certificado de foja 21 , sobre cuyo mérito informaron 
ambas partes. 

Y considerando: i° Que si bien es verdad que la curta de foja... 
imponía á Espinosa el deber de arrendar al demandante la casa 
de que se trata, uñara disuelta la sociedad que éste tenia con 
Puiggené, también lo -s que, como consta de autos, Espino** 
cumplió esta obligación, pues los recibos aparecen puestos á 
nombre del demandante después de esa fecha. 

2» Que aun cuando sea cierto que el demandante no pudo 
usar de la casa arrendada, su derecbo á pedir al locador la en- 
trega de la misma depende de las circunstancias, es decir de 
quePuiggené y otro pretendiese sobre ella la propiedad, servi- 
dumbre ó uso de ella ; puessi se tratara simplemente de una 
fia de hecho, á Agustín sólo le incumbía defenderse, y carece 
de derecho para pedir amparo al locador (artículos i 526 y 1528, 
Código Ciríl). 

3 a Que en autos no aparece ; rueba alguna de que el deman- 
dante no pudiera usar de la casa por hechos de terceros que 
pretendiesen derechos sobre ella ni menos que haya notificado á 
Espinosa durante esos hechos para que le ampare en la tenencia 
de dicha casa, por cuya razón éste ni es responsable de la pér- 
dida de la tenencia alegada por el demandante, ni tiene obli- 
gación de ampararlo en ella. 

4° Que de autos surgen también motivos para creer que 
Agustín, á ta fecha de la contestación de la demanda, estaba 
gozando de T a casa, desde que consigno ante el Juzgado las lla- 
ves de la misma ; en cuyo caso menos tenía el demandado obli- 
gación de entregársela. 

5" Que en todo caso, y suponiendo hipotéticamente que el de- 
mandante hobiera perdido la tenencia ne la casa, siendo ella por 
su propia culpa ú omisión, el contrato está terminado por sn 
parte (artículo 1604, incisos 6 y 7). 



te 
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En eu mérito j definitivamente juzgando fallo: no haciendo 
lagar á ta acción entablada, sin especial condenación. Hágase 
saber, repóngase, transcríbase, y f en so caso, archívese. 

C. May ano Gacitúa. 

Vmam *m im Suprema Cmrtm 

Buenos Aire*, Noviembre 90 de 1900- 

Vistoi y ' onsiderando : Qne según resulta del du omento de 
foja primera con que el a -tor instruye la demanda, y ta recono- 
ce el demandado, la casa cuya entrega se pide fui dada en lo- 
cación por Espinosa á Agustín , entrándooste ¡i ocuparla. 

Que pendiente y en ejecución el contrato de locación, Agustín 
se asoció con don Juan Puiggené para explotar un negocio en 
el ramo de talabartería y fábrica de calzado, instalada en la 
casa mencionada. 

Que terminada La sociedad se mantuvieron las relaciones de 
locador y locatario entre Espinosa y Agustín, pagando éste á 
su solo nombre los alquileres, como lo había hecho antes de la 
celebraron de la sociedad; que el demandado expresa que él nun- 
ca celebró contrato con la sociedad que la autorizara ú ocupar 
Ja casa, no habiéndose producid " prueba suficiente que sirva 
á acreditar que esa sociedad ejerciera sobr- la cosa otrus dere- 
chos que los derivados del contrato entre el propietario y 
Agustíu; lo que se desprende también del hecho, ya recordado, 
de qne era éste quien continuo las relaciones con el propie- 
tario. 

Que, por consiguii nte, Agustín no puede demandar la en- 
trega de la casa, porque esa entrega se Je hizo, ni requerir del 
propietario que suprima los estorbos que Puiggené le pone para 
el goce tranquilo de la casa, porque es obra de él la ocupación 
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que ha tenido la sociedad y, por Unto, el bocio Puiggené ■ y no 
es deber del locador originario garantir ul locatario de las mo- 
lesta o embarazos que le vengau por cansa ó á consecuencia 
de conwnioa de sufocaciones, ó por efecto de sos propio. 

Que las ratone, dadas en el perito de foja cincuenta y cua- 
tro, n. son de tomarse en consideración porque en ese escrito 
la parte ha debido limitarse ¿interponer el recurso, sin con- 
vertirlo en una expresión de agrarios, que no es la oportunidad 
* pr0dllCÍr ' "° tanfo, sido dabidamen,, admiti- 

do y agregado á los auto, en esa forma ; ni apreciadas bastan a 
impugnar con élito las concluyes de la sentencia recurrida 

lor estos fundamentos y concordantes de la sentencia apel 
lada de foja cuarenta y cinco, se confirma ésta, con costas. No- 
t.ffquese con el original y, repuestos los sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ, — ABEL BAZAN . — 
«JAN *, TOHHENT. 



• AMA 1DLVI 



El Ferrocarril Ceñirá t A rgtnttno contra don Francisco Grande 
sobre rescwon de contrato de obra, y reconvención . por 
daños t/ perjuicios. 

Sumario. - Jo E l locatario de obras no puede pedir contra 
el locador la rescisión del contrato por las obras que falta retli- 
lar, si no prueba que ha cumplido las obligaciones que á su 
parte imponía el contrato, 6 que estaba dispuesto á cumplirla.. 

2 
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2° Cuando se deduce demanda por daños 3 perjuicios y *e 
pide por ellos una suma determinada, no procede reservar para 
otro juicio la justificación de los daños y su importe. Si no se 
ha probado su existencia, y el valor, siquiera aproximado, de los 
mismos, debe rechazarse la demanda. 



Caso. — Lo 1 x plica el 

relio del Jure frcrfernl 

Rosario. Marzo ;J d<> 18ü4, 

Y vistos 1oí> actuales iniciados por el Ferrocarril Central 
Argentino contra don Francisco Grande, sobre rescisión de con* 
trato, perjuicios é interese», resulta : 

I o Que la impresa indicada demanda si Grande solicitando la 
reícision de la convención celebrada en fecha 30de Julio de 1890, 
corriente á foja 35 y por la cual el demandado debía construir 
para la indicada compañía un Vapor, cuatro chatas, y hacer los 
demás trabajos en dicho documento indicados, debiendo la em- 
presa del Central entregar á Grande todos los accesorios corres- 
pondientes á dichas chatas y vapor, en el astillero c San Julián », 
y el constructor entregar, á bq vez, las construcciones en el 
término de 6 mese- y en la forma establecida en el contrat" 
referido. 

2* Que aduciendo la empresa falta de cumplimiento al con- 
trato de parte de Grande, quien había retardado, dice, la 
"ntrega de las embarcaciones enunciadas, trayendo así para la 
empresa esa demora grandes perjuicios, pioe la rescisión en la 
partí- en que aún no se había cumplido aquel, solicitando igual- 
mente se condene á don Francisco Grande al pago de los perjui- 
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«¡Mí interne, í m „ r.fi cr , n lo. artículos 629 j I6S3 del 

• ' ' ° r '" ,,, , ,! >" " comunicaciones ££ 

le presente qUR si no m t •» 

b»r ph». se P e, Iirls s „ r „ acisi „ n , „ ce s » 

'ojaM, I' iiendo su rechaao, y reconviniendo í la veiá la 

propiedad de Orando, de (M dice se apod-r ¡ 

WtfM »c pide al mismo tiempo nc. in^emniJeionVo J £ 

^ubonar a I. compañía por ,» falt. de ol^inHeZ, 

ocupado en .1 trabajo de construcción de la. dirías embar- 

ade.an.ada,, ocurriu ,„ e empresa violeni.menT' 
•rand.de .. taUer, se apodera de fe obras comens.da, v . 

bajo la dirección j cuent.de los demandantes 

5" Que I. empresa, .dem,¡», había sido I. primera e„ faltar el 
-trato d.jand, de entregar „ I. ,,po,,„n¡d.d deb a T 
paraje cons.nidc ,oa .ateríale, necesarios, ,i,ndo ésta la SÍ 

^i^T/Lror.: '^ Gt,,d<, ° - ' ,ifi °«— — - 

f Que i mérito de todo ello, concluye Grande, j- habiéudoae 
o erado , cmpr.s. de d„. chatas, ^aderam 

moneda nacou.l. era I» parte del demandado, pidiendo en con- 
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secuencia le fuera aquélla abocada y se ordenase la devolución 
de los útiles que se expresan en ta lista de foja 19. 

7* Quedado el traslado de la reconvención, ella se contesta á 
foja 27 1 pidiendo fuese rechazada, pues se fuudaba en hechos 
notoriamente fallos y que si se habían producido lo fueron con 
conocimiento, consentimiento y beneplácito de Grande, que se 
encontraba imposibilitado de cumplir el contrato, por lo que 
respectaba á las dos primeras lanchas que debió armar y entre- 
gar. 

8° Que abierta la causa á prueba por el auto corriente :i foja 
30, se produce además de los documentos simples acompañados 
en la acción y reconvención, los que corren de fojas 33 á 36, de 
tóá 44.de it6a55y de76á80. 

Y considerando : 1° Que en los contratos bilaterales, como 
lo es el de foja 35, no es permitida á una de las partes pedir su 
riscision, pu>liendo sólo eligir su cumplimiento (artículo 1204 
dei Código Civil). 

2 o Que eata regla de derecho sólo tiene por excepción la exis- 
tencia de un pacto espreaoque autoriceá una de las partes para 
«oli< iur esa rese¡ -ion, y tal cláusula no existe en el contrato 
referido. 

3 a Que la conformidad que aparece como manifestada por 
Grande en el documento de foja 36 y en la que funda la empresa 
actora la corrección de su procedimiento, diciendo que la resci- 
sión del contrato, apoderamiento, de su parte, de las herramien- 
tas del demandudo y continuación por ella de \m obras, había 
sido verificado de mutuo acuerdo; de autos resultan tales he- 
chos completamente inexactos. En efecto, á simple vista se 
manifiesta que la frase firmo conforme, que precede á la firma de 
Francico Grande, no ha sido puesta por éste, pues el carácter 
de Vtra con que aquellas dos palabras están escritas, es com- 
pletamente distinto al de la firma de Grande. 

Además, si tal conformidad hubiera existido el 2 de Dicieni- 
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brr de 1890 en que ese documento está fechado, las cartas 
corrientes a fojas 6 j 7 no tendrían explicación é implicarían un 
contrasentido, lia aquél aparece como ya rescindido el contrato 
de Grande 3 éstr como apartado de él, mientras que, en los 
últimos, fechados cuatro y cinco meses después, es decir, en i" 
de Abril y 1fi de Majo del ano siguiente de 1891. se exue no 
obstante de Grande la realización de su contrato y se le pide 
indique el lugar que crea más conveniente para recibir los ma- 
teriales de construc ion. Tales documentos Tienen pues, así, á 
destruir de manera evidente la existencia de la conformidad de 
fraude aducida pur el Ferrocarril en su descargo, siendo de 
□otar 'jue 1h documentos de fojas v 7 lian sido presentados 
por la misma parte del Ferrocarril al iniciar su demanda y como 
fundamento de la misma, no pudendo así ser aquellos argüidos 
por la empresa actora, 

4° Que la acción deducida por el Ferrocarril pidiendo la res- 
cisión, en ausencia de pacto comisorio, ú acuerdo de partes pos- 
terior, es por consiguiente inadmisible y debe, en consecuencia, 
s-r rechazada. 

B Q Que no se ha probado tampoco de pane del demandante 
exista con respecto á Grande causal de falencia ú otra análoga 
que hiciera imposible :i éste el cumplimiento del contrato j 
pudiera, tal vez, hacer así procedente la rescisión solicitada. 

6 o Que no existe, por otra parte, prueba suüciente para des- 
prender de ella se haya dado tampoco, de parte del Ferrocarril, 
cumplimiento á lo dispuesto en el artículo 1201 del Código Civil, 
que preceptúa igualmente que : * * n tos contratos bilaterales una 
de las partes no podrá demandar su cumplimiento, si no probase 
haberlo ella cumplido por lasuya». En efecto, las entregas he- 
chas á Grande, á cuenta, y a que le refieren los recibos de fojas 
33 y 34, no comprueban, pur sí solos, compensen el Talor de las 
(ios embarcaciones construidas por Grande y ya recibidas pot el 
üVroaarril ; el artículo 5 o del contrato engloba el valor de todas 
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las construcciones, y nu existiendo así la especificación imitan < 
del importe de cada una de ella*, ni producido» prueba al res- 
pecto, hacen imposible averiguar «i las sumas que acusan lo» 
recibos indicados, bastan ó no para el pago de las construecio- 
Mi realizadas y entregadaa, y, por lauto, si el ferrocarril cum- 
plió, por su parte, con las obligaciones que le incumbían y qu, 
debió en estos a uto a evidenciar se encontraban llenadas per 1» 
suya. 

V Que ia ,.re>eripcion del articulo 629 del CóJigo Civil no 
hace prosperar la acción deducida, pues ese artículo, fundido en 
la disposición de las leyes 12, título H, partida 6-, v 5, titulo 
27, partida S* ( si bien es cierto aquél preceptúa que < si el deu- 
dor no quisiere ó no pudiere ejecutar el hecho, el acreedor 
puede exigirle la ejecución forzada, ú no ser que fuese necesaria 
violencia contra la persona del deudor; y en este último caso el 
acreedor podrá pedir perjuicios é intereses » ; también lo es qu«- 
tal exigencia debe ser formulada por ame el juez, como las leyes 
de partida recordadas lo estableen, cuando consignan las 
siguiente palabras: «El Juez debelo apremiar para que lo faga 
ansi como fué puesto é lo prometió»; procedimiento no usado 
por la parto de la empresa, la que, por el contrario, ba resuelto 
indebidamente el contrato por si y ante sí. 

8* Que íu rescisión de hecho y por acto* propios, llevada á cabo 
por la empresa, hace, por una parte, imp, acédentela acción dedu- 
cida, que es otra que la rescisión ya realizada, y por otra hace 
á la mUma empresa responsable de los perjui- ios, á mérito de la 
infrac ción á los preceptos contenidos en los artículos 1201 v 
1204 del Código Civil. 

9° Que establecido lo anterior y constatado suficientemente 
en autos por la prueba testimonial conrordante y uniforme y 
hasta por la misma confesión de la parte y documento de foja 20, 
que la empresa, usando dé violencia, despojó á Grande de las 
herramientas y útiles de trabajo, dejando de esta manera á 
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di. ho Grande en la imposibilidad de proseguir esos trabajos y 
dar cumplimiento al contrato; es de estricta justicia hacer 
lugar á la reconvencían deducida por los perjuicios irrogados 
que emerjan del acto irregular llevado á cabo por la empresa 
contra el demandado. 

10* Que Grande no ha probado, empero, como debiera, el 
val^r exacto uí aproximado .le los perjuicios originados, raion 
por la cual no puede el Juzgado designarlos t-u esta sentencia. 

Por tanto: definitivamente juzgando, rallo: no hacindo lugar 
a Ja acción deducida por el Ferrocarril Central Argentino, 
j declaramU que esta empresa dcbt: ■ volver ¿don Francisco 
Grande, ó en su defecto abonarle . í valor de las herramientas y 
útiles, de propiedad de éste, de que se apropió indebidamente, 
con más los perjuicios é intereses correspondientes y cuvo 
importe total deberá justificarse oportunamente por la parte de 
Grande, con la* costas del juicio. 

Notifiques*.* con el original y repongan - | . „ Uc^. 

G. Escalera y Ztwiria. 

rail* dr i* Suprema Vorin 

Buenos Aires, Noviembro ¿0 de 1900. 

Vistos, resulta : Que la demanda deducida á foja nueve de es- 
tos autos por la empresa di I Ferrocarril Central Argentino contra 
don Francisco Grande, tiene por objeto 3a rescisión del contrato 
de locación de servicios de foja cinco en la parte en que, según 
dice el apoderado de la empresa, aún no se ha cumplido» y que 
se condene al demandado ú la indemuiiacion de loa perjuicios é 
intereses i que se refieren los artículos seiscientos veintinueve 
y mil seiscientos veintitrés del Código Civil y á las costas del 
juicio. 



2* FALLOS DE LA SUPREMA COATE 

Que la empresa furnia esta demanda en que Grande ha dejado 
vencer con exceso el término acordado para cumplir con la* 
obligaciones que contrajo, sin que diese seriales de verificarlo, 
que no tan sólo retarda la eutrega de las dos primeras ebata* 
que debía armar, siuóque por nu haber cumplido con abonar su* 
salarios á ios operarios que en ellas trabajara, «tíos solici- 
taron y obtuvieron un embargo indebido de esa. chatas ; y en 
que habiendo requerido repetidas Teces a Grande, exigiéndole 
manifieste si persistía ó no en el propósito de cumplir ei con- 
trato en Jo concerniente á las dos chatas y ai vaporcito restan- 
tes, había guardado silencio, sin contestar á las conminaciones 
que le había hecho, de que si no lo efectuaba en breve plazo, 
pediría la rescisión del contrato. 

Que corrido traslado de esta demanda, lo evacuó la parte de 
Grande pidiendo su rechazo con costas, y deduciendo á su vez 
reconvención para que la empresa fuese condenada á la devolu- 
ción de los útiles y herramientas que detalla en la planilla de 
foja diecinueve, más una indemnización por el uso abusivo de 
ellas y á lo que corresponda abonarle por falla de cumplimiento 
al contrato. 

En apoyo de sus pretensiones, el apoderado de Grande recono- 
ce ser cierto el contrato .le foja cinco, v alega que, estando 
un representado en el trabajo, el cual se bailaba muy adelanta- 
do, o. urrió que la empresa demandante, por medio de sus repre- 
sentantes generales señores Thompson y Ficher, espulsó á aquél 
de la manera más violenta, apoderándose de las obras que 
había principiado. v haciéndolas continuar con los mismos obre- 
ros que tenía ocupados Grande, por dirección y cuenta de los 
representantes de la empresa, que se apoderaron también de las 
herramienta y útiles de aquél. 

Que seau cualesquiera las causales que la empresa pudiera 
alegar en este juicio, jamás sería justiücada su conducta, sien- 
do elemental que nadie puede hacerse justicia por sí mismo, 
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como lo había hecho aquélla, colocando al demandado en la 
imposibilidad de abonar Jos jornales á sos obreros que ascendían 
ú una suma mayor de cuatro mi i pesos, por la cual había sido 
demandado. 

Que por otra parte, la empresa había sido la primera en fal- 
tar al contrato, uYjando de entregar en la oportunidad debida 
j en el paraje convenido tos materiales pura la construcción de 
las chatas y vapor, siendo por i -sta causa que Grande encontraba 
dificultades para la terminación de sus trabajos. 

Que lo emano era que después de lo expuesto j de haber 
pasa lo 4 Grande el memurándutn do Toja veinte, que acompaña. 
Ib. empresa demande rescisión del contrato y daños y perjuicios, 
cuando quien es verdaderamente autora de todo clloe* la misma 
demandantey quien loa ha sufrid,, es Grandcenunasumamayor 
de diez mil pesos moneda nacional, por la cual viene á reconve- 
utrla, como igualmente por la devolución dolos Útiles que se 
eipn^an t 'ii la lista que se acompaña. 

Que comunicado traslado de la reconvención, pidió la empre- 
sa su rechazo, con costas, alegando que ella se fundaba en 
hechos notoriamente falsos y que serían desmentidos por docu- 
menta timados por el mismo Grande, que no los presentaba 
por estar ««regados ú otros autos pendientes ante eíJ (IIga do 
y en que cnata que los atropellos que se imputan á la empre- 
sa fueron acto? ejecutados con conocimiento, consentimiento y 
beneplácito de Grande, que se encontraba imposibilitado de 
cumplir el contrato de foja cinco, por lo que respecta á las dos 
primeras lanchas que debió armar y entregar. 

Que era también falso que la empresa ae hubiese apoderado 
y retuviese las herramientas que se especifican en la cuenta de 
foja diecinueve ; que lo contrario no podría probar el demandado 
ni con el testimonio interesado y parcial de los operarios con 
quienes se complotó para trabar en aquellas lanchas el embargo 
ilegal que ante el Jugado se solicitó. 
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Que el memorándum presentado & luja veinte liarla prueba ni 
significa; que Grande se jactaba de ser acreedor de su parte 
por el valor de algunas herramientas, y que los señores Thouip- 
son y compañía, lo redujeron ¡i silencio con el pedido de la ñuta 
de las que él creyese haber sido llevadas cüu las chuta>, j que 
ui-ande nada contestó, ni jamás habría contestado, a no medmr 
el interés posterior en deducir esta reconvención,. 

Que puesta la causa á prueba sobre tus hechos alegados por 
las partes, se ha producido la que se registra en autos y des- 
pata de alegar aquéllas sobre su mérito, se ha dictado la sen- 
tencia de foja ciento d ieci siete, i u que se rechazu la demanda de 
la empresa y se la condena A devolver á don Francisco Grand< 
las herramientas y útiles de propiedad de éste que aquélla 
se apropió, y, en su defecto, a abonarlo el fglbí de las misma-, 
con más los perjuicios é intereses cot respondiente^ f cuyo 
importe deberá justificarse oportunamente por ta paite de 
Grande, con cosías. 

Que esta sentencia ha sido apelada por la empresa del Ferro- 
carril. 

Y considerando: Que el contrato cuya rescisión demándala 
empresa del Ferrocarril Central Argentino es un contrato de 
locación de servicios; que, según el articulo mil seiscientos 
veintitrés del Código Civil, se rige en sus efectos por las dispo- 
siciones de este código sobre las obligaciones de hacer. 

Que con tai motivo, para ser procedente Ja demanda de resci- 
sión de ese contrato, es necesario que ta empresa, acredite que 
se halla en el caso de la disposición del artículo seiscientos 
veintinueve del Código Ciril, es decir, que Grande, en su cali- 
dad de deudor de la obligación de ejecuta*- las obras que le 
restaba terminar conforme al contrato, ha rehusado hacerlo sin 
causa imputable á ta empresa. 

Que i este efecto, y tratándose de un contrato, como el de 
foja cinco, no basta que la empresa haya probado que dirigiera 
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á Grande, bajo ¡as conminaciones que expresa, las cartas de 
Cuja seil y siete, requiriéndole la ejecución de las obras que 
aún fal rab¡i realizar, y que diga que ha rehusado contestar, 
si no prueba qta- al hacer esa requisición había cumplido las 
obligaciones que á en parte le imponía o) contrato de locación. 
é que estaba dispuesto ¡i cumplir la» que I.- correspondía llenar 
según el mismo contrato, como es de derecb» y resalta de la 
disposición de los artículos mil doscientos uno y seiscientos 
veintiséis del Código CHfií, 

Que, entreunto, de la prueba producida no aparece acredita- 
do que ta empresa demandante se haya hallado, ni se halle eo 
condiciones que Ja habiliten para pedir la rescisión del contrato, 
daños y perjuicios, dado el caso de que Grande se hubiese ne- 
gado, sin razón, á proseguir tas obras estipuladas, ó que real- 
mente le fuese imposible continuarlas .¡n culpa de la empresa. 

Que si es verdad que ésta ha probado haber entregad á 
Grande la suma de cuatro mil pesos moneda nacional á cue. ta 
de trabajos, como eon>la por los recibos de foja treinta y tres ? 
treinta y cuatro, no es menos cierto también que con ello no ha 
justificado que, en el estado de ejecución en que se hallaban 
las obras, cuando dirigió á Grande Jas cartas di- fojas seis y siete, 
no estuviese obligada á proveer de más fondos A Grande, para 
adquirir el derecho de exigirle 1^ -ontinuacion dt ellas, sin 
nueva erogación de loa fondos que éste Je eiigiÓ para pagar los 
obreros y que ella negó. 

Que de los términos del contrato de foja cinco no puede 
deducirse que la empr- >a tuviese ese derecho, con sólo haber 
entregado á Grande la mencionada suma de cuatro mil pesos, 
teniendo paradlo presente el importa total de las obras, fijado 
en el contrato, la estipulación relativa á las cantidades que 
aquélla debía á Grande á medida que adelantase el trabajo, y el 
hecho de haber entregado ya terminadas dos chatas, cuando con 
la entrega de una más adquiría aquél, conforme al contrato, 



FALLOS UE LA ftUPHBMA COATE 



elderechode percibir hasta nueve mil pesos moneda nacional j 
el resto de las otros nueve mil á la terminación de las obras. 

Que ó esto debe agregarse, que mientras ha est:ido Grande al 
frente de las obras, la empresa I Ferrocarril le propuso y él 
aceptó continuar los trabajos de la chata de acero á que se relie- 
re el documento ile foja treinta y seis, firmado por ambas partes, 
y en el qne se consigna < que el Ferrocarril tomará loa obreros 
por su cuenta, pagando los salarios desd- ahura basta que esté 
concluida la chata, y deduciendo el importe pagado del total á 
pagarse » ¡i Grande, como se aíirma también por el apoderólo 
de la empresa en la segunda posición del interrogatorio de foja 
Guaren ta y dos. A es** du- amento, que ha sido presentado, en 
calidad de prueba, por la empresa, leba dado ésta el alcance de 
una estipulación por la cual Grande la ha autorizado á prescin- 
dir absolutamente de su intervención en la ejecución de las 
obras rjue no se habían terminado, siendo así que lo contrario 
se demuestra por el propio t^xto de dicho documento, en virtud 
del cual no hay razón para hacer cargo á Grande de no poder 
p.igar salarios á los obreros, y pedir por ello rescisión d«*l 
contrato, desde que debía pagarlos por su cuenta el Ferrocarril, 
ni la hay, Tampoco para negar, en su mérito, ta internación de 
Grande en la ejecución de las obras y meno^ para desinteresarle 
de su resultado, por cuanto, según dicho documento, el importe 
pagado de esos salarios debía deducirse del total que habí;i de 
pagarse á Grande. 

Que queda así doblemente demostrada la improcedencia de la 
demanda de foja nueve. 

Que respecto á la reconvención deducida por Grande, la sen- 
tencia que condena á la empresa á devolver las herramientas que 
le reclama, y, en sa defecto, el valor de ellas con sus intereses, 
es justa y debe con armarse, porque, á juicio de esta Suprema 
Corte, es cierta el hecho de haberlas tomado ta empresa para 
ejecutar la obra de las chatas que aún faltaba armar, y que si no 
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la prueba por sí el testimonio de los obraros que trabajaron en 
ellas, ¡i pesar de ser tan asertivo y concluiente, en virtud de la 
tacha que se les ha opuesto de ser acreedores de Grande por 
salarios devengados, lo pn.eba ta fuerza de esas declaraciones 
combinadas con las eircunstancias del caso y con el méiito del 
memorándum de foja veinte, en que los señores Thompson y 
compañía piden á quél que les remita una nota de las herra- 
mientas que cree le han tomado, loque no implica negar la 
verdad, ni la justicia del redamo que les ha hecho. 

Que la sentencia apelada ha condenado también á la empresa 
del Ferrocarril á pagar ¿Grande ios perjuicios é" intereses corres- 
pondientes, y cuyo importe íij.- oportnname* t«, por la falta de 
cumplimiento del contradique imputó á dicha empresa. 

Que respecto de esta parte de la sentencia, es de observar que 
habiendo Grande íijado en sn reconvención el importe de esos 
daños é intereses en la cantidad de diez mil pesos moneda nacio- 
nal, era deber suyo probar cuales eran los perjuicio recibidos, 
y establecer también con Ja prueba respectiva cuál fuera su 
valor, siquiera aproximado, para poder fijarlo en la sentencia, 
desde que la causa se recibió a prueba sobre los hechos alegados 
por las partes. 

Entretanto, nada ha probado la pa. e de Grande, ni sobre la 
existencia de tales perjuicios, ni sobre su valor exacto, ni 
aproximado, como lo declara la misma sentencia, en cuyo caso 
no procedía reservar para otro juicio la justificación de e^ta 
parte de la reconvención, sino rechaiarla de conformidad á la 
disposición de las leyes treinta y nueve, título dos, y primera» 
título catorce, partida tercera. 

Por estos fundamentos, seconfirma la sentencia apelada de 
foja ciento diecisiete, en cuanto no se hace lugar i la demanda 
y admite la reconvención en la parte que manda entregar ú 
Grande las herramientas y útiles, ó, en su defecto, á pagarle el 
valor de las mismas» el que se fija en la suma de nuevecientos 



90 FALLOS DE LA SUPHtMA COMI 

letenta j siete pesos moneda nacional que expresa la cuenta de 
foja diecinueve, con más lo* intereses desde 1» notificación de la 
contrademanda, y se revoca dicha sentencia en Jas demás con- 
denaciones que contiene. Las costas de ambas instancias se 
pagarán en el orden causado. Notifiques^ con el original, y, 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN I'AI. — ABEL BAÍAN, — 
JUAPI C. TOHREISJV 



Don Tomás Duggan t untra ta provincia de Buenos Aires; 
sobrr pa<jo por rnmifjmtctfm 

Sumario. — El deudor del Banco de la Provincia fie Buenos 
Aires, que lia renunciado á las leyes números 2789 y 32UI en 
cuanto autorizan el pago en certificados de depóstt > y ha conve- 
nido en pagar la deuda en Activo, no puede exigir que se te 
admita el pago por medio de dichos certificados. 



Caso, — L expli<-;i H 

Fall* riel Juf» F«riev*l 

Ilueimí Aires, Octubre ó de 1H99. 

Y vistos: los presentes auUs seguidos por don Tomás Dug- 
gan contra el Banco de la Provincia de Buenos Aires, sobre pago 
por consignación, de cuyo estudio resulta : 

Que don Tomás Dnggan, fundado en que el Baneo de la 
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Provincia de Buenos Aires se había negado á recibir en pagu 
una suma de certificado;» de depósitos de dicho establecimiento 
y otra en efectivo que le ofreció, en cumplimiento de una obli- 
gación :1 su cargo, venía á hacer consignación judicial de ella, 
p r lo que acunipa fiaba un recibo 'le depúsiro del Han '-o de la 
Nación por 1236.500 pesos con 6 centavos moneda nacional 
en certificados de depósitos de aquel Banco, y 18.921 pesoB en 
dinero efectivo. 

Que según escritura de fecha 31 de Diciembre de 1895 otor- 
gada por ante el i-scrihano señor Lapido, es deudor del Banco 
de la Provincia de la suma de 1.182.515 pesos 3 centavos mo- 
neda nacional, r para cuyo pago se le acordó el plazo de diez 
anos, dividiéndose el Mal de h obligación en diez motas igua- 
le* de 118.250 peso* con tres centavos moneda nacional, con 
más el interés de 4 por ciento anua!. 

Que si bien el convenio celebrado con el Banco acreedor con- 
tiene una cláusula por la cual se obligaba á pagar -u crédito 
en dinero efectivo y renunciaba á la vez á los beneficios que tas 
leves ban acordado, ó pueril n acordar á los deudores de dicho 
establecimiento, e^ns hechos nada significan, en nada perjudi- 
can sus derechos para obligar á su acreedor á que le reciba el 
pago ofrecido, desde que al pagar en esa forma lo hacía do 
acuerdo con los artículos 5" de la lev nacional y 13 de la ley 
provincial de moratorias. 

Que la cláusula segunda de la escritura agregada á foja 24 
ninguna importancia jurídica tiene, pues que l is artículos 5", 
19, 21 y 872 del Código Civil no permiten que por convenios 
particulares se deroguen las disposiciones de h ley, en cuya 
observancia bay un interés de órden publico, y, desde luego, 
tiene derecho á ampararse de la ley de moratorias que faculta 
al acreedor para que pague su deuda en certificados de depósi- 
tos cuando hiciese el servicio de amortización de otro tanto por 
lo menos del que le corresponde. 
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Que el Banco de la Provincia, evacuando el traslado confe- 
rido, impugna por su escrito de foja 35 la consignación, ape- 
ado en ta cláusula segunda de la obligación hipotecaria acom- 
pañada y sostiene que los derechos renunciados por Duggan 
afectan sólo intereses privados. 

Que recibida la cansa á prueba para la justificación de Jos he- 
chos alegados y no consentidos, se ha producido laque indica 
el certificado del señor secretario de foja 110, habiéndose agre- 
gado los alegatos presentados por las partes, llamándose autos 
para sentencia, quedando con ello la causa en estado de su pro- 
nunciamiento. 

Y considerando: Que para qu« la consignación surta los efectos 
<Jc pago y obligue desde luego al acreedor i recibirlo, de acuer- 
do con el artículo 758 del Código Civil, se bace necesario con- 
curra en cuanto á las personas, objeto, modo f tiempo, todos 
lo* requisitos sin los cuales el pago no puede ser válido. 

Que según lo estatuyen los artículo* 740 y 750 del código 
citado, el deudor debe entregar al acreedor en el plazo conve- 
nido la misma cosa á cuya entrega se obligó. Es á la faz de 
estos principios jurídicos que el Juzgado entra á resolver la 
cuestión suscitada sobre la legitimidad del derecho que ejercita 
Dnggan . 

Que la escritura de convenio celebrada entre el Banco de la 
Provincia de Buenos Aires y Duggan, que obra á foja 24, des- 
pués de ñjar el importe del crédito en i .182.545 pesos con 3 
centavos moneda nacional de curso legal, consigna en su artículo 
primero que el pago debe efectuarse en diez anualidades igua- 
les de 118.250 pesos con 3 centavos, con más el interés del 
4 por ciento anual, cuyo pago debe hacerse el 3t do Di- 
ciembre de cada ano, á contar desde el ano 1896, convenio que 
las partes deben respetar, porque, como dice Zacharia (tomo 
1% página 44), la libertad jurídica de los individuos es tan ex- 
tensa que ellos pueden por sus convenios particulares dejar sin 
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efecto los beneficios que las leyes les acuerdan, principio qne se 
halla de acuerdo con el consignado en el artícul H07 del Có- 
digo Civil, al estable ar que las eonvenciones hechas en los con- 
tratos íorman para las partas una regla á la cual deben some- 
terá- como á la ley misma. 

Que habiendo la convención determinado el tiempo del pago, 
el Banco acreedor usa de un perfecto derecho al rehusar reci- 
bir el que se le quiere hacer en otra f,»rma que la estipulada, 
desde que, de acuerdo con el arií,uk 570 del Código CitiJ, el 
filazo puesto en las obligaciones se presume establecido en bene- 
ficio de ambas partes. El paífo, desde luego, como lo consigna 
ta disposición citada, no puede hacerse antes del vencimiento 
def plazo sitió de común conformidad de los interesados. 

Según se eipreaa en el escrito de demanda, las sumas ofre- 
cidas en pago corresponden á las cuotas que vencen el 31 de Di- 
ciembre de 1897 y Diciembre de 1898, con lo que «e demuestra 
que el pago <| ( . esta anualidad lo hacía ron anticipación á ¡>u 
vencimiento, y por tanto el acreedor tiene perfecto é indiscuti- 
ble derecho de oponerse ti ello. 

K! rechazo de la consignación lo basa además el banco acree- 
dor, fundado en la cláusula segunda del convenio, queeipresa- 
niente consigna que el pago debe ser hecho en lamUma moneda 
en qne el señor Duggan paga á sus demás acreedores, es decir, 
en dinero efectivo y no en los certificados de depósitos qne se le 
pretende dar. Siendo este convenio la ley de las partes, Dug- 
gan sólo cumple su obligación pagando en la misma clase de 
moneda estipulada, tanto más que el artículo 740del Código Ci- 
vil preceptúa que el Wó r debe entregar al acreedor la misma 
cosa á coya entrega se obligó. 

La clase de moneda que ha sido designada es la nacional de 
curso legal, y de<de luego el señor Dog-an no ha podido, sin 
desconocer la convención pactada, pagar con los certificados de 
depúaitoi, pues como lo dice Frdtus en su proyecto de código 

T. 11XXIX 
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para el Brasil, si la obligación fuese He fiar una cosa cierta, no 
habría pago efectivo sin que el deudor entregue al acreedor ta 
misma cosa áeuya dación se obligo. El acreedor no puedo ser 
obligado á recibir una cosa por otra, aun cuando fuese de igual 
ó mayor valor que la debida (artículo i 089 del proyecto del có- 
digo para España del doctor doy e na). 

Al interpretar las convenciones, como lo dice Marcadé (tomo 
4 o . pág. 396). debe buscarse siempre cuál ha sido )a intención 
de los contratantes, y basta observar loa términos de la escri- 
tura de Toja 24 para comprender sin esfuerzo que ha sido la vo- 
luntad de las partes que el pago se haga en moneda nacional, 
pues que no sólo se halla destinada especialmente esa clase de 
moneda, sinú que los términos empleados « de que el pago le 
será hecho al banco en la misma moneda con que el señor 
Duggan paga á sus domas acreedora » comprueban conclu- 
yentcmente esa intención. Los certificados de depósitos del 
Bunco de ta Provincia, por otra parte, sólo tienen fuerza 
chuncelatoria para el mismo banco, pero nunca para otros 
acreedores. 

Si bien el artículo 12de la ley número 3201 dispone que esto* 
certificados serán recibidos por el banco en pago del 90 p«T 
ciento de las amortiiaciones de sus créditos, y por toda la deu- 
da cuando se hiciera una amortización de otro tanto de lo que le 
correspondía :»l deudor (art. 13), tales disposiciones no son de 
aplicación en el ca^o sub-judice, en que especialmente el sentir 
Duggnn pactó la fonn i det pagó con una moneda dada, y renun- 
ció expresamente por la cláusula segunda á los beneficios que 
las leyes han concedido 6 puedan conceder á los deudores del 
banco acreedor* 

La renuncia, como lo dicen Aubry Rau, § 323, es un a«to per 
i-I cual una persona abdica ó abandona un derecho que le perte- 
necía, y puede hacerla toda persona capaz de disponer de sus 
bienes (art. 8^8, Código Civil) en cuyas condiciones se hallaba 
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SSSSf * 6 * enos no se hi *** »' 

" da y t.ene carácter obligatorio, conio que se hall. c„,np,o- 
ba,lo por „n .nstra^enu púbüco ,„,. m erece „ ^ 

Al contratar, Doggan ejercitó «na facnltnd propia n» dere 
£«¡mo. i tod. peraoo. ,, «.^¿^ 

53 «r ¡T"' ""«M*" P" el ministerio de la ley fart 

'o que la ley „o prohibe (urt. ,9 de J, Constitución nación. / 
teta** temo h ^ 42> d|M „ ^ n ^ 

W .a ley „o prlra q „ed. abajado a. n£ .rbUHo de da 
«no doctr.na MI H baila de perfecto .cerdo coo la conten da 

.b ssr r, " ,uncia p " e """ ,e " u,,dar a i<>i,os * **s ^ 

tablee dos en su .nterés particular. T es Unto mas de obser- 
varee .a renuncia p,,,ada. .«unto q„e e!la ha sido ,. ean.ad,. 

...o Ja qM „ e8cr¡tnr> „ taMíw 

ir r*f * " , 11 r,,r m! ' r " Breni,ti ' ¡ » * £S 

2 t 6 " " 000trat< " "» para '« 'esalt. 
qn ellas „.,„ga„ | Jo8 «nU*** ,„ eueosio „ . £¡ 

al Banco de I, ProTinei. no e.. por otra parte, como se afir». 
•« l-y 4, orden p.bH,.. No ha sido ella creLd. en benéfico 
de la comnn.dad toda, sind de determinadas persona, de han 
y oe sos deadores, ella afeeta, desde «negó, ...teretes 1er. 
mente particular». Kl fin del derecho pdbLo es S2 
« S e„er.U pees, como dijo Portalis. bien público e e en 

ZeTo '. enDUblÍC0M " »»"'"" toda, las libertnd . 
derecho, é mtereses (Acallas, tomo *, pjg 9S1) 

leyes de órden püblico. como lo ha sostenido el ei-eama- 
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rista doctor Bunge en la cansa seguida por Jorge Gowland é 
hijo, contra A. S anta alaria y compañía, son siempre de inte- 
rés público, pero na todas las leves de esta clase revisten la 
primera calidad. 

Las lajea sobre moratorias acordadas al Banco de la Provin- 
cia no son por ór íen público, no obstante ser inspirada* en un 
interés público, desde que sólo tienden á evitar ó disminuir los 
males que la situación de la plata ü otra eventualidad ha oca- 
signado á personas determinadas ; son leyes dictadas en beue- 
01*10 de personas dadas, y, portante, se encuentran, como lo 
«xpreaii Duvergier, en un círculo más estrecho, menos íntima- 
mente vinculadas al gobierno del estado y al bien públiüu. Lu 
que se relaciona con el tetado de las personas tiene respecto al 
ór ien público una conexión mayor que loque sólo se ha ocupado 
de las cosas; de aquí que la convención, como dice Zacharia?, 
no puede ir hasta derogar las leyes que interesan al orden pú- 
blico y buenas costumbres, pues se hallan éstas colocadas en 
una esfera á la que no «ileanian las vuluntades privadas. Prt- 
vatorum conventio juri publico non dero<jat t 

La ley recordada ha sido creada, como queda dicho, en bene- 
ficio de personas determinadas, y no tiene, como lo expresaba 
el doctor Bnii^e en la causa citada, relación alguna con las dis- 
posiciones que contienen las faltas á la moral pública qne tien- 
den i la formación de la familia y constitución del estado, 6 
que propenden á su seguridad y estabilidad, que son los únicos 
preceptos que afectan de una manera directa el ¿rden de las co- 
modidades sociales. 

No estando en esta cat-^oría la ley en cuestión, las partes 
han ejercitado un legítimo derecho ni celebrar el convenio de 
qae hace mérito la escritura pública de foja 24, y el tribunal 
no puede menos que confirmar los derechos comprometidos, en 
raion di* ser dicho convenio la ley suprema de las partes : Le- 
gan contracium debit. 
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Que habiendo sirio reconocidos por loi litigantes los hechoa 
fundamento «le la acción, el Juzgado concepta, sin objeto en- 
trar á ocuparse sobre el mérito de las pruebas rendidas, desde 
que lo. derechos y obligaciones tanto del banco como de Dug- 
gan están perfectamente consignados en la escritura de obliga- 
ción hipotecaria de foja 24, extremo éste que ha sido recono- 
cido por el demandante en su alegato, cuando expresa que la 
cuestión que se debate es evidentemente ima cuestión de dere- 
cho, deade que lo, hechos fundamentales han sido reconocido», 
discrepando sólo en la manera de apreciarlos. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo: no 
haciendo lugar á la consignac ión ofrecida por don Tomás Dug- 
gan al Banco de la Provincia de Buenos Airea, con costas, á 
mérito de lo dispuesto en el artículo 760 del Código Civil. 

Notifiquen con el original y repónganse los sellos. 

Agustín Urdí narra in. 
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\lw no3 Aire*. Noviembre 22 de 1900. 

Vistos y considerando ; Que la ley número dos mil setecien- 
tos ochenta y nueve, de diez de Agosto de mil ochocientos pe- 
Tenta y ano, acordó al Banco de la Provincia de Buenos Aires 
el plazo de cinco anos para el pago de sus deudas bajo la condi- 
ción , entre otras, de recibir de sua deudores hasta el cincuenta 
por ciento en certificado, de depósito, ,i ellos limitau sus pagos 
á la amortización establecida al origen del préstamo y hasta el 
ochenta por ciento á Jos que p a g uen no cincuenta por ciento 
más de eaa amortización (articulo primero, inciso primero de 
dicha ley). 



38 



FALLO» llt La SUI-HKMA <;uKTfc 



Que la lej número tres mil doscientos uno, sancionada en don 
de Enero de mil ochocientos noventa y cinco, prorrogó por diez 
arios el plazo acordado por la citada ley número dos mil sete- 
cientos ochenta y nueve, disponiendo en su artículo quinto qui- 
los certificado!* de depósito serán recibidos por ef banco eu pago 
dd noventa por ciento de las amortizaciones parciales de &us 
créditos, recibiéndose en pago de la suma íntegra á que monte 
el crédito encaso de chancelación. 

Que la última de la* leve* expresadas debió empelar á regir 
una vez que los poderes públicos de la provincia de lluenos Ai- 
res consientan, por ley, en ia garantía que se establece por el 
artículo segundo de aquélla. 

Que las cosas en ese estado, don Tomá> Duggau reconoció 
con fecha treinta j uno de Diciembre de mii ochocientos noventa 
y cinco, ser deudor al Banco de la Provincia de la -suma de un 
millón t iento ochenta y dos mil quinientos cuarenta y cinco pe- 
¡.Q3 tres centavos moneda nacional j se obligó» pagarla « en diez 
anualidades iguales con más él interéa del cuatro por ciento 
anual si está vigente la nueva ley de moratorias, pues, en caso 
contrario, será el ocho por ciento, admitiéndose eu payo de éste 
una proporción en certificados de depósito que importe el pago 
en dinero efectivo del mismo cuatro por ciento » (escritura de 
foja veinticuatro, cláusula primera). 

Que se convino también entre las partes, según se vé en la ci- 
tada escritura, cláusula segunda, que el pago se haría al banco 
en dinero efectivo, reiiunciau lo el deudor Duggau los benefi- 
cios que las leyes han concedido ó puedan conceder á ios deudo- 
res de dicho establecimiento. 

Que renunciando Duggau á Jos beneficios de las leyes núme- 
ro dos mil setecientos ochenta y nueve y tres mil doscientos 
una, ya referidas, en cuanto autorizan respectivamente el pago 
en certificados de depósito desde un cincuenta por ciento hasta 
el íntegro pago de ia deuda en su caso, ha renunciado i dere- 
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Chus por ellas conferidos y que sólo á su interéb individual 
afecta. 

Que, en consecuencia, la cláusula de referencia debe surtir 
los efectos que comportan las convenciones legalmente concluí- 
das, ya q,, e no pue d e dudarse que Duggan ha podido hacer 
abandono voluntario de derechos que leyes ya sancionadas le 
daban, sea de una manera incondicional, 6 sea sometida á una 
condición que se cumplió, desde que la renuncia ao tocaba sino 
á su interés individual (articulo diecinueve, Código Civil). 

(¿ue esta conclusión es tanto iná* incontestable, cuanto que. 
aun tratándose de la moneda en que se ha de hacer el pago v 
aunque ella fuera nacional, las leyes reconven á U interesa- 
dos el derecho de reglar sus obligaciones, inviniendo una mo- 
neda especial para el pago, según lo determina el artículo seis- 
cientos diecinueve del Código Civil, |» dice también el artículo 
seiscieutos ochenta y cinco del Código de Comercio y lo confir- 
ma el artículo tres de la lev de iu con versión número mil sete- 
cientos treinta y cuatro, 

Que no es la oportunidad de jui^ar de los efectos que ia re- 
nuncia de Duggan pudiera surtir cuandu estuvieren en cuestión 
beneficios emergentes d<- leyes que se dictaren en lo futuro y 
que las partes no tuvieron en mira en su convención . 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento cincuenta y una, se eonfirma ésta, con costas. 
Notifiquen con ehirigin>l, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 



BttlMMIN PAZ. — ABRI, BAZAtt. — 
OCTAVIO BUflGÜ. — JUAN R. T0 - 
RRENT. 
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('AUNA «'M, VI II 

El Banco de la Provincia de Hítenos Aires contra don Tomás 
Düggon, por cobro ejecutivo de pesos; sobre pago y compen- 
sación. 

Sumario, — Declarada ilegítima la consignación en la que se 
fundan las excepciones de pugo y compensación opuestas á la 
ejecución, debe ésta srr lleTada adelante. 



Caso. — Lo explica el 

Fulla 4*1 Juca Federal 

Buenos Aires», Octubre 5 de 1899. 

Y vistos estos autos de los que resulta : Que el Banco de ta 
provincia de Bueno» Airea demando ejecutivamente á don To- 
más Duggan por cobro de Ja cantidad de 132.445 pesos con 60 
centavos moneda nacional, cun más los intereses de esa suma 
que le adeuda, en virtud de la obligación hipotecaria acompaña- 
da, siendo la demanda por el importe de la anualidad vencida el 
día 31 de Diciembre de 1898. 

Que citado de remate el deudor, por su escrito de foja Í7, 
dedujo las excepciones de pago y compensación de crédito, fun- 
dada la primera de esas defensas, en que en un juicio que sigue 
al Banco ejecutante consignó en certificados de depósito de 
dicho Banco la suma que hoy se le cobra, alegando análogas 
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consideraciones para la segunda excepción, opuesta subsidia- 
riamente, ú sea la conipensarion . 

Que substanciado el traslado «mferido, se recibió la causa á 
prueba, habiéndose producido la que eipresa el certificado di 1 
señor secretario de foja 55 vuelia. 

Y considerando: Que siendo el pago él cumplimiento de la 
prestación que hace el objeto de la obligación, el deudor, de 
acuerdo con el artículo 740 del Código Civil, debe dar al acree- 
dor la misma cosa á cuya entrega se obligó, y el acreedor no 
puede ser obligado á recibir una cosa por otra. 

Que de los propios fundamentos de la excepción se despren- 
de que el deudor ejecutado pretende hacer el pago eon certifi- 
cados de depósito del Banco de la Provincia, contrariando oon 
ello el artículo 2" del convenio que instruye el documento de 
foja*, que dispone que el pago le será hecho al Banco en ta 
misma moneda con que el señor Duggan paga á sus demás acree- 
dores, es de-ir, dinero efectivo. 

Que la consignación que se alega haber hecho, no puede en el 
mb-judice surtir los efectos de pago, desde que á ella se ha 
opuesto el banco, como resulta de la manifestación del deudor 
en su recordado escrito de foja 27, y. d-mie luego, es desde la 
fecha de la sentencia que la declare legal que produce ese efecto, 
por no estar el derecho del ejecutado irrevocablemente recono- 
cido ni declarado judicialmente por sentencia firme. 

Por estas consideraciones y fundamentos legales ad unidos por 
la Suprema Corte de Justicia en los fallos que se registran en el 
tomo 3<\ página 169; tomo Í3, página 428, y tomo 18, pagina 
251, fallo rechatando la excepción de pago alegada. 

Considerando en cuanto á la compensación de crédito : Que 
ésta tiene logar, de acuerdo con el artículo 270 del Código de 
Procedimientos, cuando se trato de un crédito líquido, que re- 
sulta de documento que tenga fuerza ejecutiva; y procede 
cuando ambas deudas reúnan caracteres absolutamente idénti 
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cos. Y si bien es verdad qoe ti artículo 12 de la ley de morato- 
rias del Banco d< a Provincia preceptúa que los eertilicados de 
depósitos de dicho Banco serán por éste recibidos en pago del 90 
por ciento de la* amortizaciones de sus créditos, dicha disposi- 
ción legal no es de aplicación en el presente caso, por cuanto eí 
señor Duggan pietú ó cmtvmo la forma de su crédito en una 
moneda determinada, y renunció ¡i lave* por la cJánsuIa 2* á 
los beneficios que. las leyes han concedido ú puedau conceder :í 
los deudores del eipresudo establecimiento. Uno de esos beueli- 
cius erael de peder cancelar su créditocon cerí jileados de depó- 
sito*. La renuncia á esos privilegios haré no pueda prosperar la 
excepción. 

Para que la compensación pueda prosperar, es necesario, 
cuno lo detenmna el artículo H19 del Código Civil, que ambo» 
créditos sean eiigiblea y de pl tac vencido, y, mino tu time resuel- 
to la Suprema Corte Nacional m el tomo *.), página 142 de sus 
fallos» de créditos líquidos y de fuerza eje» oliva, y el de Duggan 
no reúne estos requisitos, pues que lea certificadas de depósitos 
con que se pretende barer la compensación no son de plazo veo- 
cid o, son títulos amortizaba por sorteo ó por licitación pública 
dr acuerdo con la ley número 2301. Desde luego, no U niendo 
Duggan título contra el Banco, no puede legalmente oponer la 
excepción de compensación. 

Por otra porte, la compensación con estos títulos sólo le es 
permitida á los deudores del Banco de la Provincia, de acuerdo 
con esta última ley, de cuyo beneíirio no puede gozar el deudor 
Duggan, per razón de su renuncia expresa hecha en el convenio 
que instruye la escritura dt foja 2, convenio que hay que respe- 
tar, desde que las convenciones hechas en los contratos son ley 
para las partes {artículo H97, Código Civil. Legem coutrac- 
tuta debit). 

Duggan, en su contrato, se obligó a pagar al Banco en una 
clase de moneda, y, en consecuencia, de acuerdo con el artículo 
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740 del CúdigoCiT il, debe entrega r la misma cosa a que se obligó. 
Ese convenio ea perfectamente válido, desde que al contratar 
ejerció un derecho legítimo, una facultad eiclumu, er. razón 
de que á toda persona le es permitido todos Jo. actos que no 
están expresamente prohibidos. Nuestro Código Civil, va el 
título de la compensación, no contiene una sola disposición que 
prohiba á las partes la renuncia de este derecho. y, por ^se- 
cuencia, para apreciar juzgar sóbrela legitimidad de Ja renun- 
cia, son las lev es de orden general las que rigen el caso. 

Tuda persona capaz de hacer una renuncia, puede- renunciar á 
todos U» derecho* establecidos en su interés propio <artículo872, 
Código Civil), disposi. ion armónica con el precepto constitucio- 
nal .artículo 10; que establece qu, nadie puede ser privado de 
hacer lo que la ley no prohibe. Marcadé (tomo i\ página 651 
número 5) dice: cada uno es libre en principio y en derecho de 
renunciar sea anticipadamente ó después á los derechos estable- 
ados á su favor. Y como la rompensauion no está sometida á 
ninguna excepción ó prohibición al respecto, eabeu Jas renun- 
cias indicadas* 

Toda persona eapaz d, disponer de sus bienes puede hacer ó 
aceptar una renuncia, en cuyo caso se hallaba Duggau cuando 
pactólo, por lo menos, «o se ha alegado ó justificado lo contra- 
rio; y por tanto, ese convenio es perfectamente válido, como 
qae se halla acreditado por un instrumento público que no 
ha sido argüido de falso (artículo 993, del Código Civil) ; tanto 
más que la renuncia no fué á título gratuito, diré aaí, sinó moti- 
vada por la quita qne ó su vez «I Banco le hizo, la que consta del 
teito de la misma escritura. 

Pero se arguye que, siendo una ley de órden público la renun- 
ciada, tal renuncia es nula, de acuerdo con los artículos 5 10 
21 y 872 del Código Civil, que no permiten que por convenios 
particulares se deroguen leyes de esa naturaleza. El Juigado 
fallando en la fecha el juicio seguido por el mismo Duggan con 
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el Banco sobre pago por consignación, resuelve in extenso que t »a 
ley no reviste tal carácter, en ra7.uu de qoeuoha sido sancionada 
en beneficio de Ja comunidad tuda, sínó de determinabas perso- 
nas del Banco y sus deudores, que ella afecta intereses mera- 
mente particulares, y do es, por tanto, una leyde órden público, 
si bien es una ley de interés público. El fin del derecho públiio 
es la con remenea general, porque, como lo dice Portalis, el bien 
público es la ley suprema. La ley de moratorias concedida a! 
Banco, ninguna relación tiene c ni las disposiciones que contienen 
las faltas á la moral pública, que tienden á la formación de la 
familia y constitución del est.do, ó que propenden á su seguri- 
dad y estabilidad, que son los únicos preceptos que afectan de 
tina manera directa el órden d? las coiüudidades sociales, como 
lo decía el ei-camarista doctor Bunge. en la causa seguida por 
Jorgr Gowland é hijo con A. Santa María y compañía, y no 
hallándose en esas condiciones la ley que nos orupa, las partís 
usaron de un perfecto derecho al pactar sobre los beneficios que 
ellas acuerdan á los deudores del Banco y el Juzgado confirma 
los derechos eomprometidos, por ser la convención celebrada la 
ley -uprema de las partes. 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo lugar, con costas, 
a las excepciones de pago y compensación deducidas por d">n 
Tomás Duggan L<n la presente ejecución, y, en su consecuencia, 
mando se Heve adelante el juicio hasta el Integro pago al acree- 
dor del capital, intereses y costas reclamadas. 

Notifiques»; original y repónganse los sellos. 



Atfusttn L'rdinarrain . 



DE JUSTICIA NACIONAL 



45 



r«ll* de i» Huprtnui Cort* 

Bueno» Aires, Noviembre ¿i de 1900. 

Vistos y considerando : Que ha' léndose resulto en la fecha el 
juicio ordinario promovido por p| ejecutado Duggan contra el 
ejecutante, el IJancode la Provincia, sobre consignación, ha que- 
dado decidido por sentencia lirmequ*' el citado Dugrgau uo tenía 
el derech i de pagar con certificados de deposito de dicho Banco, 
el crédito por el que se le ejecuta. 

Porosto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja cincuenta y nueve, se confirma ésta, con costas, Notiff- 
quesecon id original, y, repuestos los s-Llos, devuélvanse, 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZA N . 
— OCTAVIO BUHGE.— JÜAPf 
E. TORniWT. 



(AUNA IUM\ 

tion Euffcnto Üaurrérontra iiun Andrés T. VtJfanueta, por cobro 
ejecutivo t'u> peso.-, ; sohre payo <ie intereses punitorios 

Sumario. — El acreedor que, por 'íaber faltado el deudor al 
pago auticipailo de un semestre de intereses, ha exigido, de 
acuerdo con los pactos convenidos en el préstamo, la devolución 
del capital con loá intereses, de todo el término del contrato, y 
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el interés puní torio del semestre retardado, no tiene derecho 
de exigir este interés por loa semestres veneidoa ó principiados 
dorante la ejecución, haata el pago definitivo de la auma de- 
mandada. 

i «II» 4«l Jun f>4er»l 

Buenos Airo, Setiembre de lw99. 

Atitos y vistos : este juirio ordinario seguido entre don An- 
drés T. Villanueva, representado por don Cirilo Ber^alli y dou 
Eugenio Dauré, representado por don José A. Rotandaro, so- 
bro eienflíon de intereses punitanos; de mi estudio resulta : 

I o Que seguido juicio ejecutivo por ante este Ju?gado, 
por don Engento Daure contra don Andrés T. Villaoueta, 
por cobro de una obligación hipotecaria, hecha la respectiva 
liquidación, después ite seguidos todos loa trámites del proce- 
dimiento ejecutivo, Villanueva, ofreciendo como fianza U mis- 
ma auma que representaban los intereses puoitarios, se reservó 
ejercitar la correspondiente acción ordinaria, como lo lialieohu 
en estos autos, sosteniendo que no corresponde se le imponga 
el pago de loa referidoa intereses pituitarios, por Jos tres semes- 
tres que se incluyeron en iu liquidación de foja 268. 

Que al practiearse ésta se incluyen tres semestres, como 
que.i.i dicho, de intereses punitorios, posteriores n la inicia- 
ción de la ejecución, sosteniéndose por el ejecutante Dauré, que 
á ello le autorizaba la clausula ¿efunda de la escritura de obli- 
gación que le servía de título para aquélla ; pero que entonces 
observó y hoy repite que aquél dió por terminada la operación 
en términos precisos, en el escrito que presentó con tal objeto, 
haciendo así inútil é imposible el que él pudiera hacer en ade- 
lante ■-] servicio de la deuda, eat<» es, de los intereses. 

Que resuelta asf la obligación por el acreedor, sus derechos s*» 
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limitaban á exigir el reembolso de la ¿urna prestada, más tos 
intereses estipulada y la pena por la denmra en el tiempo trans- 
currido hasta la rescisión, pero nunca jamás, á reclamar la pena 
por el tiempo posterior y mi utras se realizaba, orno eonse- 
. uenei», el bien afectado en garantía .fe aquélla (artículos 655 
y 659, Código Civil); 

Que la misma clausula segunda de la escritura ciuda esta- 
blece que la pena sólo proceda para el caso de que eJ deudor 
dejare transcurrir un semestre sin abonar loa intereses adelan- 
tados, cualesquiera que fueran los días corridas, con lo que 
Caramente se explica que su alcana es e] asignado en el párra- 
fo anterior y no el que el demandante pretende darle, que es 
int'oncebiMe. 

Que, finalmente, no debe olvidarse la enormidad de la indem- 
nización que se pretende, fuera de toda costumbre y que aun 
haría avergonzar a nn gran usurero ; razones por las cuales de- 
bía el Juzgado ile- ¿ararle eionerarlo de la obligación de pagar 
intereses punitorios. 

2* El demandado, contestando la demanda, expuso : Que de- 
bía rechazarse la pretensión de Tillan imto. que no tiene raxon 
de ser, en mérito de los antecedentes que pasa á expresar. Que 
en efecto, el señor Vülanueva solicitó del señor Dauré* un prés- 
tamo hipotecario de 80.000 pesos y éste último se los facilitó 
en las condiciones de la escritura de f u ja 3 del expediente eje- 
cutivo. 

Que ese contrato establecía las siguientes cláusulas: prés- 
tamo de 80.000 pesos moneda nacional al interés del uno y 
octavo por ciento mensual, pagaderos por semestre* adelanta- 
dos. 

Que el contrato comenzaba á regir el !3 de Agosto de 1896, 
fecha de la escritura, y terminaba el 13 de Agosto de 1899. 

A la garantía de esteeontrato, hipotecaba uncampodel señor 
Vülanueva un Lobos, provincia de Bueno» Aires. 
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Que hecho el contrato y recibido por Yillanueva el dinero, 
pagó, según la misma escritura, el primer semestre adelantado 
que correspondí:! del 13 de Agosto de 1896 al 13 de Febrero 
de 1897. 

Venció el segundo semestre adelantado el 13 de Agosto de 
1897, y no fué abonado por Villanueva, siendo inútil toda ges- 
tiun y empeño para conseguirlo. 

Entónces se inició la ejecución por cobro de pesos y resci- 
sión del contrato, de acuerdo con la cláusula segunda de la es- 
critura, haciendo presente que t i semestre no pagado ae conver- 
tí' en una numa doble por apremio y como pena, según lo 
convenido, siendo entúnces pur 10.800 pesos moneda Racional 
en reí de 5400 pesos moneda naeional por no haberlo abonad-i 
en tiempo. 

T i onio también se pedía la rescialon del contrato de foja 3, 
demandaba al si-ñor Villauueva por Ja sum í de 1 12.400 pesos 
moneda nacional que era basta entones 1*. que debíaycuyo de- 
t ille era el siguiente : 

Capital prestado , 80.000 

Semestre vencido el 13 de Agosto de 1897, 10.800 
Cuatro semestres hasta el fin del contrato. Él .600 

Total 112. 400 

T agregaba que quedaba a^í terminado este contrato de hi- 
poteca, desdi- que no había sido cumplido en el tiempo couve- 
nidn y á mérito de lo eipue<to en i sa escritura. 

Que, en resumen, cobraba lo que s. le adeudaba hasta esa 
fecha.de acuerdo con el contrato, cláusula segunda y luego 
exigrfa la rescisión riel contrato. 

Que al hacerse, Ja liquidación del crédito, i la altura corres- 
pondientedel proc* dimiento ejecutivo, se hacía cobrando todos 
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te todo el término de la demora ó de la ejecución ; y adema», 
abonará el importe de un amostre de intereses, por indemniza- 
ción de daños é intereses ó perjuicios ». 

Y bien, pues, el señor Villanueva pretende, que no habiendo 
el ejecutante Daurré cobrado ginó uu semestre al iniciar la 
ejecución, no puede cobrarle los tres restantes, desde que, por 
su misma manifestación de voluntad, lo que únicamente inclu- 
yó fué uno do esos semestres al iniciar el procedimiento eje- 
cutivo, 

Daurré contesta á esto que sólo incluyó uii semestre en jui- 
cio, porque sólo uno estaba vencido ; pero que ello no impor- 
taba, en manera alguna, que hubiera renunciado a cobrar los 
demás á su tiempo. 

Ahora bien, darlos los términos • n que está concebida la cláu- 
sula 2' del contrato de préstamo de foja 3, ¿ es dable poner en 
duda el derecho de Daurré para cobrarlos semestres cuyo pa- 
go exige Villanueva? 

En nuestro concepto surge de los términos de esa escritura 
el derclio de Daurré vara 'obrarle á Villanueva los semestres 
de la refereneia. 

En efecto, no puede haberse referido á otra cosa la escritura 
de foja 3, cuando dice : « que por apremio debe interés cual- 
quiera que sea la demora y durante la ejecución... etc. » 

El hecho, pues, de que Daurré al iniciar el juicio ejecutivo 
no incluyese sinó un semestre sólo, indica qne así debió hacer- 
lo, desde que entonces sólo uno estaba vencido; pero la obliga 
cion de Villanueva de pagar Ujs subsiguientes, surge de l«s 
términos explícitos é inequívocos de la clásula 2* de la escritura 
¡le foja 3. 

T no es dable aceptar observación tendiente á demostrarla 
dureza de las estipulaciones de aquélla, desde que, las conven- 
ciones de las partes, fruto de su libre y espontánea voluntad, 
constituyen para ellas una regla á la que deben someterse co- 
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mo á ¡a ley misma, según la prescripción del artículo 1197 del 
Código Civil. 

Por otra parte, Villanueva incurrió en mora, eoo arreglo 
á lo* artículos 508 y 509, inciso i\ Código Civil ; siendo de 
advertir que en el caso sutt-jütiice, por el mero vencimiento del 
plazo, sin efectuar el pago, surgió el derecho de Daurré para 
cobrar esos doblen intereses estipulados. 

Son, pues, de aplicación al presente caso tas disposiciones de 
tos artículos 65Ü, 654, 655 y 656 del Código Civil, además de 
Uta ya citados. 

Por estos fundamentos y Ing concordantes de Ins escritos de 
Daurré, de fojas f5, 26 y 40, delictivamente mzgando, fallo; 
no haciendo lugar í la eiencion de pago de intereses pu ni to- 
rios pretendida por Villanueva, don A. T.; debiendo, en su méi t - 
lo, hacerse entrega de la soma déla referencia depositada en el 
banco á don Kagcnio Daurré, para cuyo efecto se librará la 
orden respectiva. 

Repuestos que sean loa sellos, notifíquese. Así lo resuelvo en 
Buenos Aires, capital de la República Argentina, á diecinueve 
de Setiembre de mil ochocientos noventa y nueve, 

Olaecheay A teoría, 
MI» de I» *u|»m»m» t*»rt* 

Buenos Aire», Noviembre 11 de 1900. 

Vistos y considerando : Que según ¡o manifiestan el deman- 
dante y demandado, y se acredita además por la escritura pú- 
blica que corre á foja ire< de los aut m traídos ad effrctum 
videndii don Eugenio Daurré dió en préstamo a don Andrés T. 
Villanueva ta cantidad de ochenta mil pesos á tres años de plazo 
y con el interés del uno y octavo por ciento meusual, pagaderos 
por semestres anticipados, habiéndose garantido la deuda con la 
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hipoteca del inmueble de que se Lace referencia en dicha es- 
critura. 

Que mediante estipulaciones especiales comprobadas ta la 
misma escritura, quedó convenido entre las partes, que si el deu- 
dor u< cumplía ain la obligación del pago de los intereses eu las 
época»* y con la anticipación expresada, cualquiera que fuese la 
demora, abonaría en vez de uno y octavo por ciento mensual el 
dos y cuarto por ciento p ir el s-mestre á que afectase la mora, 
acordándose también al acreedor el derecho para que, succ lien- 
do esa mora, pudiese pedir el inmediato pago del principal de la 
deuda, con sus intereses por todo el tiempo que aún restase para 
(i terminación de los tres años que debía durar el contrato. 

Que en virtud de haber el deudor caldo en mora para el pago 
del primer semestre de intereses, posterior al abonado de conta- 
do, el acreedor, usando de los derechos que el contrato le daba, 
dt mandó el pajjo de los intereses penales del dos y cuarto por 
liento en los referentes á dicho semestre, y también el pago de los 
ochenta mil pesos prestados, con uus interese», por el resto d> 1 
tiempo estipulado para la duración del préstamo, ó sea por cua- 
tro semestres al tipo de uno y octavo por ciento mensual. 

Que vendido el bien hipotecado en juicio ejecutivo, sí instan- 
cia del acreedor, éste ha sido pagado con acuerdo del deudor, 
del semestre de intereses* al dos y cuarto por ciento y del capital 
de la deuda, es* decir, de toa ochenta mil pesos prestados, ha- 
biendo surgido diferencia entre las partes sobre el tipo del inte- 
rés relativo a -emestres, que vencieron ó principiaron durante 
la tramitación del juicio, pretendiéndose por el acreedor que 
esos intereses debían ser de dos y cuarto por cient» mientras 
sostiene el d udor que no los debe sino al tipo de uno y un 
octavo por ciento. 

Que el acreedor furnia sus pretensiones en la clausula penal 
estipulada para el caso en que el deudor incurra en mora para 
el pago de intereses por semestres anticipados, y sostiene que el 
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tipo del uno v octavo por ciento do es aplicable sinó á los semes- 
tres que no habían principiado i correr en «I mom< uto del 
pago de la deuda, ••atendiendo el deudor que este tipo es el 
único que corresponde, según el contrato, desde el día en que et 
acreedor hito acto de opción ontre ]ns derechos que le estarían 
acordados, pronunciándose por la ce*asion anticipada del prés- 
tamo mn iu pago inmediato y el de los intereses hasta el lin 
del término del oo ti trato. 

Que no habiendo en la <onv< ncion cláusula que previ a de 
una manera explícita los efectos que debía producir la mora en 
el pago de la deuda, toando e>e pago debiera hacerse dentro del 
término de lo* tres años estipulados, pues que tal estipulación 
no existe sinó para la mora posterior al vencimiento de eite 
término, hay necesidad de interpretar *■! alcance del contrato í 
ese respecto, mediante el auxilio de las Tet las de interpretación 
aplicadas á las ba&es de la conven* ion que sirve de antecedente 
á este juicio. 

Que desde luego, debe dejarse establecido que el pago de 
intereses del uno y octavo por ciento por todo el tiempo del con- 
trato ruando el acreedor hubiese opiado por exigir que lesea 
satisfecha la deuda pendiente, ese término importa también 
una cláusula penal con que se grava al deudor que ha caído en 
mora respecto al papo semestral de intereses anticipados y qne 
lo pone en la obligación de abonar frutos de un capital que de- 
berá devolver Antes de dicho término. 

Que habieodo el acreedor optado por el cobro inmediato del 
capital, el deudor dejó de estar obligado á hacer el servicio 
semestral de intereses anticipados, porque la demanda del prin- 
cipal llevaba en sí, como llevó en efecto, la demanda de sus 
accesorios, de manera que no caben, respecto ú éstos* condena- 
ciones penales, que no serian pertinentes en lo tocante al pago 
de aquél. 

Que el acreedor reconoce que la mora del deudor para el pago 
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de la deuda que le exigid anticipadamente no le imponía el 
deber de abonarle el interés penal de dos y cuarto ñor ciento 
por todo el tiempo que faltaba para la terminación del plazo del 
préstamo, pues que no pretende ese tipo de interesa sitió redu- 
ciéndolo., á los semestres vencidos ó principiados durante el 
juicio de ejecución habiendo así acuerno de partes en el aentidu 
de entender que aquella mora no estaba en si ¡penada con 
alimento en el tipo del interés como lu tetaba cuando ella sobre- 
venía después del vencimiento, dei plazo del contrato á estar a 
la convención expresa que á ese respecto se contiene en la 
escritura de referencia. Que si la cunvencíon hubiera de inter- 
pretarse como lu quiere el acreedor resultaría que al acordársele 
el derecho de pedir el pago auticipado de la deuda con sus inte- 
reses basta el tíu del plazo, se había convenido en una clausula 
penal consistente en el pago de estos intereses j manteniéndo- 
se á la vez otra estipulada para el easu tu que el contrato siga 
su curso* 

Que tal interpretación es contraria ¿ la regla deque las clau- 
sula penales DO admiten interpretación ex ten >i va de acuerde 
con la re¡*la también inconcusa de que, en cu*o de duda sobre 
el alcance de un concepto, delie resolverse á favor de quien tra- 
te de evitar un daño y no del que quieta obtener . veiilajas, ó 
sea en favor da la liberación. 

Que el acreedor mismu así lo comprendió, al demandar en el 
juicio (raído el pago del principal consus intereses, liquidados 
éstos al tipo del uno y octavo por ciento, excepción hecha del 
semestre en que ya estaba en mora el deudor y que motivó 
aquel pedido, sin haber hecho reservas que ind icaran el propósito 
de modificar esa liquidación si durante el procedimiento se 
vencían ó principiaban nuevos semestres, lo que prueba que 
hasta ese momento él entendía el contrato como lo entiende el 
deudor, porque á no ser así, es de creer que do hubiera dejadu 
de hacer dichas r< servas. 
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Por entos fundamentos, se revoca la senteueia apelada de foja 
cuarenta y seis, declarándose qur d demandante, no está obli- 
gado á abunar sinüii interés del uno y octavo por ciento. 

Notifíquose con el original, y, repuestos los sello», devuél- 
vanse junto con ¡os autos traídos mí rffectun videndi. 

uenjAmn KAl. — AUEl H A/O . — 
JUAH K. TOÍ1RENT. — OCTAVIO 

BUNGE (en disidencia). 

[)ISIÜE>UA 

Vistosjf onsiderando : Primero: Que on el contrato .! hipoteca 
corriente ¡i foja tres de lo^ autos traídos para mejor | veer, se 
Biprosa qoe don And-és T. Vi llauucva recibe de don Eugenio 
Diurré la cantidad á" ochenta mil pesos moneda nacional, que 
éste le facilita <>u calidad de préstamo, comprometiéndose Villa- 
nueva á devolver etcupitaj al prest amista ai plaio de tres años y 
á abonar el interés. drazou de uno y o<-tavo poi* ciento mensual 
qu.' regirá hasta la devolución íntegra del capital prestado, y 
que será pagadero por semestres anticipados. 

Segundo: Qu e en la cláusula segundase establece que en casode 
faltar el deudor al pago de los intereses en la forma estipulada, 
correrá por apremio el interés doble del convenido, es decir, 
dos y un cuarto por ciento mensual, cobrándose dichos intere- 
ses por semestres íntegros, cualquier;! que sea la demora, y del 
mismo modo si faltase al pago del capital al fin del plazo corre- 
rá doble interés del estipulado de la demora ú de la ejecución. 

Tercero: Que por lo convenido en la segunda cláusula, es 
evidente que Villanueva e obliga á pagar el interés punitorio 
si falla al pago del interés del uno y octavo por ciento en los 
términos fijados en el cont¡ ato t cualquiera que sea la demora, 
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ó ti falta al pago del capital durante todo el tiempo de la demora 
ó de la ejecución. 

Cuarto: Que además de la obligación que contrae Villanue- 
vade pagar un interés punitorio, se agrega en la referida clan- 
aula que, ain perjuicio de lo que precede, la falta de pago de los 
intereses dará derecho at arreador para eligir el inmediato 
reembolso de todo el crédito eu tiempo estipulado. 

Quinto: Qu<- la palabra c sin perjuicio » indica con claridad 
y precisión que udeinás d-- lu obligación que contrae el deudor 
de payar un interés jm ni torio por la mora en que incurriere, se 
reconoce a) acreedor no sólo el derecho de eligir el pago de los 
intereses punitorios siuó tamliii n el de cobrar al mismo tiempo 
anticipa-' 'mente, todo el capital, como antecedentemente le 
había reconocido el derecho de cobrar los interese* adelantados. 

Sexto: Que los intereses punitorios no surgen del hecho del 
acreedor en r«uon de cobrar anticipadamente el capital, sino de 
la mora del deudor, por lo que siempre que esta mora se produz- 
ca es indudable que aquél puede exigir el pago de la pena con- 
venida, en vista de los términos clan* y precisos del contrato 
y del espíritu que revela su contesto. 

Séptimo: Que la demora del deudor está comprobada en el 
eipedienteagregado, pues según consta á foja doscientos noven- 
ta y ocho vuelta, el apoderado de Dauir¿ recibió el capital y los 
intereses en veintiuno de Noviembre de mil ochocientos noventa 
y ocho, es decir, cuando ya habían vencido los términos de los 
trimestres anticipada que se fijan en el contrato. 

Octavo: Que con sujeción á lo dispuesto por el artículo mil 
ciento noventa y siete del Código Civil, las convenciones forman 
paralas partea una regla á la cual deben someterse como á la 
ley misma. 

Por esto, y por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada corriente á foja cuarenta y seis, con declaración de que 
las costas de! juicio son á cargo del demandante, por uo encon- 
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trar mérito para exonerarlo de su pago, y dfFuékanse, repo- 
niéndose el papel, 

OCTAVIO BUKGE. 



< llSi ( DIA 

ttahba, Richard y üB^Hiñin t rn ht ejecución tivt lianco ISacioMl 
m liquidación contra don Jorge g. fHnkeldcin; tobrt tercería 
de dominio. 

Sumario, — 1* No ptinde proceder ia tercería de dominio >c- 
bre inmuebles y accesorias que por haber sido hipotecados al 
Banco Hipotecario Nacional fuesen desembargad s y entre- 
gados á éste con arreglo á la ley de la materia. 

2° Para el dominio de bienes muebles n«> basta el contrato ; 
es necesario la tradición. 



Caso. —Lo explica el 

FmIIo del Jur, redenl 

Córdoba, ALrir S de 1894. 

Autos y vistos; la tercería dedoinmio deducida por los señores 
Rabia, Richard y compañía sobre unos bienes embargados por 
el Banco Nacional en liquidación al señor Jorge Elden Dinkel- 
dein, por de propiedad de éste en el juicio ejecutivo que le 



58 



FALLOS t>£ LA SUPREMA CORTE 



sigue y unos bienes consisten en lus inmuebles auotados en 
las actas Je embargo, á lo* números 2 y 3, un rao! ido de tiento, 
un motor vertical y gran cantidad de artefactos pae.i gas j 
uguas corrientes, cuya nomenclatura se determina iü las acta* 
adjuntas, como también pur Las cañerías de ga* y agua» corrien- 
tes que se encuentran depositadas debajo du tierra en las callea 
de. la ciudad de Río IV, cuyos muebles se encontraban en tas 
casas del tercerista y por lus que también deduce tercería J en 
los wagones del Ferrocarril Nací nal Andino, donde estaban car- 
gados para ser remitidos a ellos, y todo esto ae hizo i-n mérito di 
haber aido denunciado al embargo por el señor Olivares, Geren- 
te de la bttcursal del Rauco Nacional eu esa, sin razan de se; , 
por cuanto el Banco no ha podida embargar siuó el bien ú él afee- 
tado, \ que el derecho sobre los tiernas inmuebles se justifica por 
el documento público otorgadu por ante el escribano Miguel 
Gaspar Carranza de cata ciudad , cu fecha 25 de Oci ubre de 1892, 
y las Cañerías que están cu las calles expresadas J los caños que 
se secaran de lo* caños maestros que están en las casas de fa- 
milia y faroles públicos, por la cesión hecha por el ejecutado á 
ellos ante el escribano Francisco C. González, con fecha $3 de 
Febrero de 1894, las cuales m- adjuntan y los demás bieiu por 
t i documento de depósito otorgado por Üink'-ldein, que también 
se acompasa ; por lo cual pide se haga lugar á la tercería, con 
costas. Corrido traslado al ejecutante y ejecutado respectiva- 
mente, el primero nuui tiesta que no se debe hacer lugar á la 
tercería por los fundamentos que pasa á exponer y que son ; en 
t ¡danto >e n-fiere si las propiedades, es cierto que ellas fueron 
embargadas, pero teniendo conocimiento que de esas propieda- 
des había t maiio posesión el Banco Hipotecario Nacional, á 
quien estaban afectada-* cuando fueron vendidas á los terceristas, 
como consta del documento ántcs mencionado, en mérito de ha- 
berse sacado i remate y no haber habido postores y . p r consi- 
guiente, se había hecho dueño el Hunco de ellas, de acuerdo con 
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\a ley «le la materia y notina de los señores Rabba, Richard y 
compañía, y que á más rio había existido ese embargo -n rea- 
lidad, porque si Uien es cr-rtoqu embarcaron, no se hizo ano- 
tar en el .jistro respeetifo, á fui da qu<- tenga efecto el embar- 
go, de que ésto debe considerar*'' como nu lie ho .-n el presente 
raso y que á unís fueron horrada - de la hit i del embargo p>»r t<-íter 
conocimiento que de esas propiedades, en vista de la posesión, 
era dueño e¡ I lauco Hipotecario Nacional y cuya manifestación 
se hizo cu la Mecería dedo- ¡da por el expresado Banco Nacional 
Hipotecario, sobreestás propiedades. Y en cuanto se refiere á 
la lista de fojas 10 y II, sóbrelo- muebles y artefactos, también 
es improcedente, porque su representado tiene hipotecado al 
ejecutado la usina de \¡ñ< y aguas corrientes de que esos arte- 
factos >on accesorios con los edificios correspondientes, según 
escritura de 1890; y el documento de d< pósi* - dado por Din- 
keldein ¡i los terceristas, no lieneTalor alguno sinó desde la pre- 
sentación til juicio, por ser n documento privado, y que esa fe- 
cha sería de Ootubn- de 1894, lo que >■& en mucho posterior 
á la hipoteca de su representado. 

El ejecutado, contestando, dice: Que debe haberse tugará la 
tercería, por cuanto los bieoes que reclaman ios terceristas per- 
tenecen a ellos, y que el Kan- o no ba podido trabar el embargo 
mu ó sobre los bienes afectados cotí hipoteca, porque de lo con- 
trario incurre en los daños y perjuicios que causare por el em- 
bargo de otros bienes que no sean los dados en hipoteca, por lo 
que se debe hacer lu¿ar á la tercería, condenando en costas al 
Banco. 

Se dicta e) auto á prueba y la parte del Banco , . • >• nía la de 
foja 33, ofreciendo tu declaración de! agente del Banco Hipote- 
cario Nacional, que absuelvan posiciones los terceristas y que el 
escribano de hipotecas é inhibiciones informe sobre si dichas 
propiedades están embargadas por el Banco Nacional y si están 
hipotecadas al Hipotecario Naeiuuat, en qué fecha. En conse- 
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cucncia, se manda poner los autos á la oücína, en cuyo término 
presentan bus respectivos escritos los terceristas y el ejecutante ; 
los primeros, sosteniendo sus pretensiones, dicen que, por el 
hecho de que no se baya hecho l;i anotación, no importa en ma- 
nera alguna dejar sin efectoese embargo y que esa anotación no 
modifica en nada el titubarlo, puerto que éste debe sur beoho 
primero para poderse hacer la anotación y que á más es com- 
pletamente fabo que los señorea Rabí a, Riebard y compañía no 
sean dueños de los inmuebles y que lo sea el Banco Hipotecario 
Nacional, por cuanto éste no hace más que cobrar los alquileres 
con el ti n fie amortizar su deuda, pero los que están en posesión 
de ellos, son ellos, y que con relación á la cañería que está en las 
calles de Río í% se comprueba plenamente ¡>u propit dad por el 
documento de cesión que corre á foja..., y que de éste e! Baneu 
Hipotecario Nacional en liquida- ion guarda silencio y no hace 
cuestión alguna, y en cuanto á las demás cañerías y mercaderías, 
ser do ellos por el documento de foja..., reconocido por el señor 
Uinkt'ldi ¡ii, en el cual se comprueba que éste no era m.is que un 
simple depositario de ellosy que de la prueba producida no hay 
ninguna que justifique que esas mercaderías no son de ellos. 

Que el embargo ha sido ilegal desde el momento que, ha- 
biendo bienes hipotecados, no ^ han podido enihargar otros 
bienes tí no aer los gravad. ta con la hipoteca, con lo que conclu- 
yen pidiendo se haga lugar á bus pretenciones. La parte del 
Hanco sostiene las suyas, manifestando que en cuanto á las 
propiedades, los terceristas no tienen raion de reclamar, por- 
que ellas son exclusiva propiedad del Banco Hipotecario Nacio- 
nal y él se encuentra en posesión de las mismas coniu consta 
de autoa; y en cuanto á las cañerías de las calles tampoco los ter- 
ceristas tienen posesión alguna ni han intentado tenerla, y só- 
lo se han conformado con la escritura de cesión y que el se- 
ñor Dinkeldein no les ha hecho tradición de la coBa y por 
consiguiente no son propietarios, porque paraeso es indiipen- 
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sable adquirir la propiedad y el que estaba en la posesión el 
día del embargo era Diukeidein y no los terceristas, y que i-l 
documento firmad > por Diukeidein, que tos terceristas quieren 
Ií.i -r valer en su favor. Sstfl do tiene valor alguno sinó desde 
la fi cha de ta presentación en juicio, y ésta ha si(]<> después del 
embargo y además bace otros argumentos en su favor, con ta 
que. concluye se baga lugar á sus pretensiones, cuu os tas. í 
vencido eolo término á la o lie i na se llaman autos para defini- 
tiva, 

Y considerando: 1* Respecto á los muebles embargados, 
que el ejecutante no niega que l is ea^as ubicadas como á 1000 
metros al sur de la píala principal, orno la quinta á 3000 
metros al norte de la iui>(ua, sean de los terceristas, y ello ade- 
más aparece comprobad * con las escrituras de foja, . . 

2 a Toñita de autos que dichos inmuebles fueron embargados, 
ni en estos autos ni en bis del Itálico Hipotecario Nacional que 
fueron desembargados. Solicitóse al embargo, libróse exhorto 
al efecto y no aparece que el referido desembargo se diligencia- 
ra; si esto se hubiese hecho, « lio habría sido un traspaso de la 
ocupación que. tomó el ejecutante ámanos del Banco Hipoteca- 
rio, sin intervención del ejecutado. Pero aun suponiendo que 
estos inmuebles hubieran estado desde antes bajo la adminis- 
tración del banco Hipotecario, siempre el propietario habría 
tenido acción para pedir el desembargo, sea para poder vender, 
ó para ejercer en cualquier otra forma *us derechos de dueño, 
porque el haber convenido que el líanco Hipotecario Nacional 
'«'marfil la posesión d* eli.is. encaso no se pavura un deuda, 
n i ha quitado A los terceristas su nai lad de dueños (artículo 
3159, Código Civil). 

Que siendo el embargo el apoderamiento ú ocupación, por 
úrden judicial, de la cosa de otros, habiéndose verificado en 
este caso este apoderamiento, nombrándose depositaría que ad- 
ministrara y cobrara arrendamientos (foja.,.), la falta de regia- 
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tro no ha destruido este lucho de la ocupación, por perjudicial, 
para el dueño. 

3* Respecto de las cañerías de gas y aguas corrientes em- 
barcadas: qae lo hipotecado en favor del ejecutante p^r el eje- 
cutado era la usina de gas y aguas corrientes, eiistentes en 
determinado inmueble, con sus máquinas y demás accesorios 
necesarios para su funcionamiento, según dice la escritura de 
foja 45, 

Según ella, pues, á título de inmueble hipóte -ado, sólu pudo 
embargarse lo que dice la escritura, y la cañería de la ciudad no 
pudo sin lo como adherido al inmueble; tampoco pudo serlo 
como ininueblfj 6 mueble aparte; pero inutilizado «a fa- 
vor de la usina, pues la escritura hipotecará no comprende 
nada que esté fuera del ed i tic i<> hipotecado ; y prescindiendo 
todavía de esto, nunca pudú mirarse como un inmueble, 
un mueble adherido permanentemente á un inmueble ajeno, 
al subsuelo de una calle, que pertenece, no al dueño de los ca- 
ños, sino á la comuna del lugar (Laurent, tom«* 5, número 418). 
Tampoco pudieron serlo como bienes muebles aparte, del eje- 
cutado, pues por una escritura publica de cegian, regida por las 
regias de U renta (foja,.,), verificada unta del juicio, esas ca- 
ñerías, bienes muebles, habían pacido á propiedad de los ter- 
ceristas (escritura de fojas 14 j 15). 

Kn la contestación de la demanda, nada ha dicho el Bancu 
respecto á la propiedad invocada p»r los terceristas, por lo qm 
el Juzgado, conforme á lo dispuesto por los artículos 85 y 86, 
Código d- Pro ediiuientus, lo ej»tima,confeso de ese hecho : ad- 
mitir la eic 4 "ton de que los terceristas no son dueños, intro- 
ducida en el alegato de bien probado, es imposibilitar la defen- 
sa y hi prnebs del contrario. 

En ta contestación del Banco nadase dicede la propiedad 
délas cañerías, sino que los artefactos ú accesorios de los edifi- 
cios estaban hipotecado* al Banco cinco años antes que Dinkel- 
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Jein declama pertenecientes A.los terceristas, por eJ documen- 
to privado de foja- 10 y II, 97 y 98; luego no se refiere esa 
contestación á las cañerías, porque aquel documento no las 
enumera. 

4° Respecto á los mueblas y artefactos embargados: que parte 
de est,os inmuebles estuvieran ú la fecha del embargo en posesión 
de los demandantes, dentro de los edificios de su propiedad 
(considerando t a ) y, parlo *anto, al ejecutante tocábale probar 
qu. pertenecían al ejecutado, porque esta posesión, cuando es de 
buena fé, crea, á favor del qite la tiene, el derecho de repelar 
cualquiera acción, salvo qtie la cosa hubiera sido robada ó per- 
dida (artículo 2412). Bl ejecutante no ha probado ni el robo, ui 
la mala té del poseedor. 

T la buena fe se presume en favor de los tercerista» poseedo- 
res artículo 2362), y en parte alguna resulta reconocimiento do 
la propiedad de Dinkeldein (artículo 5!»2). Los muebles que 
estaban en posesión del ejecutante son los que estaban en los 
cuartos números 10 j 14 á la fecha del embargo. 

5" En cuanto á los muebles depositados en la usina del gt», 
siendo ésta de propiedad del ejecutado Dinkeldein, y estando en 
su posesión, se presume igualmente propiedad del mismoen dichos 
muebles y ¡i los terceristas tocábales probar ser ellos dueños de 
esos muebles. Pero los señores Rabba, Richard y compañía n» 
pueden probar la propiedad ron testigos, porque eso importaría 
probar con ellos un contrato por suma mayur de 200 pesos ó con 
el documento privado de foja 97, que careciendo de fecha cierta 
NUpónese datado posteriormente al embargo, en cuyo caso el 
acto carecería de valor. Por esto, los muebles que estaban en la 
it^ina no deben ser desembargados. Alega además el ejecutante 
que los muebles embargados, en genera], formaban parte como 
accesorios de la usina de gas y aguas corrientes hipotecadas. 
Ki decir, que debe resolverse si los muebles que estaban en lo* 
departamentos 10 y 12, de propiedad de los terceristas, eran ó 
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no inmuebles en algún sentido accesorios fie la referida usina. 
Pura resolverla, desde luego debe tenerse presente que lo afec- 
tado al Uanco ejecutante en la hipoteca, es uu inmueble con la 
usina de gas y aguas corrientes en él cxist-ntes, sus» máquinas 
J «iemás accesorios necesarios para su funcionamiento, como 
tmnbien sus edificios. 

Ka, pues, lo contenido dentro del terreno de la usina lo em- 
bargado, sus máquina* y los accesorios necesarios para el fun- 
cionamiento de lo que caté* dentro de la usina. Que en ella hay 
faroles, ILves, tubos no destinados al interior de la usina <í 
otros ¡irlí -ulos que sean nectarios ó destinados á la instalación 
interior y no en la usina ó fábrica, , *to no es accesorio, no en- 
tró en la hipoteca. 

6 o Para decidir rúales de los objetos embtrgad os en los in- 
muebles de Rahba. Richard y compañía son los pertenecientes 
á la fábriom ¿instalaciones comprendidas dentro riel terreno 
de este juicio pericial, es necesario hacerlo bajo I.19 bases de 
criterio indicadas en <•! presante considerando. 

7 o Para la determinación de los muebles embarg idos y que se 
ordena desembargar, debe tenerse presente que sólo podrán 
mirarse como tales bienes embargados los que expresa ei docu- 
mento de foja 43, si hubiera otros objeto^ que tos en él expre- 
sados, que 86 hubieren sacado del poder del reclamante ó terce- 
rista ya no lo serf.m á título -le embargo y no podrían recla- 
marse por esta acción. 

Ahora bien ¿ los objetas que se cobran según la lista de foja 
17, son Ins que aparecen embargados? Respecto de algunos se 
decide que 110 : no consta ei embarco de uu moior vertieal, ni 
del molino «le rient»; por lo tanto la tercería, no procede por no 
estar embarcado. Kn juicio aparte, correspondería al deman- 
dante el apoderaraiento de esos bienes. Hay murhos otros que 
tampoco aparece hubieran sido embargados, como las válvulas 
de seguridad, pestaña*, combinaciones, lJa?es ( maudrfn, copos 
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de llaves; pero es posible que estos objetos estén comprendidos 
en el embargo bajo otra determinación, como pot ejemplo, bul- 
tos herramientas, biiftoi canos plomo, etc., por consiguiente 
un perito «le.-id i ría si dentro de éstos se eimnentran compren- 
,,irfo!í dicn °* muebles cobrados, Kl juicio pericial es el qae de- 
berá decidir cuáles sean, délos bienes Mueble- qm- >. andan 
desembargar por esta sentencia, lo> qtie aparecen comprendidos 
• n el acta de embargo d^f.ja... Bit su mérito, definitivamente 
juagando, fallo ha.-i-nd» lugar:*, h pr...-mte t-reería y orde- 
nando e! desembargo : 

! p De los inmuebles embargados *) - pan las nasas ubicada* 
como á mil metros al sur d- la plaza principa] y h quinta 
corno :í tres mi) metros a! n.irte de la misma; 
% a La cañería de luí y aguas corrientes: 

L«-s inmuebles que estaban eti los departamentos número* 
10 y 12 y que están compr- n luios en el acta de embargo, con 
sujeción ;i l que determinen peritos arbitrados v 
No haciéndose lugar á la tercería; 
i* Respeto de los nim-bles que estaban en la fábrica; 
^ Loa que .-ataban en los departamentos de los terceristas 
pero (jue debieran considerara como accesorios de las instala- 
ciones interiores de. la usina, cen sujeción timbien al juicio pe- 
ricial. Sin especial condenación en costas. Hágase saber con 
el original, transcríbase % en su cis.», are hítese. 

C. Moyana Oacitúa. 



WmOm ilr im HuprpMa < arte 

'menos Aires, Noviembre 2i de 1900. 

Vistos y considerando : Que la terrería de dominio de foja 
eatorce ha sido deducida por ¡ >s señores Hobba, Richard y cmn- 
t, uixaiXi 
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pañía en el juicio ejerutivo seguido por el Banco Nacional en 
liquidación contra don J«rgi. Klden Dinkeldeiu, sobre cobro de 
un crédito hipotecario, y tiene por objeto que se levante el em- 
bargo que se trabo en los bienes inmuebles y los muebles á qun 
se reüeren "U »u demanda y que le sean entregados, condenando 
al Banco ejecutante ■ n los daño* y perjuicio» y las costas !el 
juicio. 

Que dicha demanda ha sido contestad a por el apoderado del 
Banco Nacional, prendo su rechata con costas, mientras que 
ta parte del ejecutado >e ha eipfiíid" en el traslado comu- 
nicado, conformándole con !;is peticione- délos terceristas, 

Que considerada ¡.i tercería 'on relación á Jos inmuebles cuyo 
desembargo y entrega te ha pedido, es indudable que no ha de- 
bido prosperar, porque 1 1 embargo que, á solicitud del Banco 
Nacional en liquidación se trabó en esos inmuebles que sirve, 
de base ,i la demanda de foja catorce, estaba ya levantado por 
•Éiito del minm» ju--i que lu ordenó, cuando lo> terceristas repro- 
dujeran su demanda, pidiendo á foja veintiuna que se corriese 
traslado depila ti ejecutante y ejecutado. 

Que las constancias del expediente agregado para mejor pr o- 
veer, así lo demuestran, como se vé por la comparación de ¡a 
fecha en que representó el citado escrito defoja veintiuna, con 
la de los autos de foja doce y frece ó doaciento> quince y doscien- 
tas dieciseis, résped i vaineute, de dicho expediente, en que 
consta no solamente que se ordenó el levantamiento del embar- 
go de las propiedades en cuestión, con la conformidad del apo- 
derado del ejecutante, sinó que se mandó entregarlas al Banco 
Hipotecario Nacional á solicitad del agente apoderado de éste 
que hizo viler para ello, á más de tos derechos que le acordaba 
como acreedor hipotecario délos señores Kabba, Richard y com- 
pañía, la respectiva escritura hipotecaria, el expreso consen- 
timiento de estos señores, consignado en la nota en copia auto- 
rizada que se registra á foja doscuntas seis del mismo expe- 
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el agua y la lnz qut M Ifl remüen desde el <tct»6sito de aguas 
corriente y usina de gas existe ni es en aquél, deben considerar- 
se tales cañerías, ministerio como accesorios de dicho 
inmueble, y comprendidas, poT lo tanto, n la hipoteca, aun 
cuando uose mencionen expresamente ni m escritura hipote- 
caria. 

Que así íii COOTeflce la disposición del artículo quinientos 
setenta y cinco del GMJgC Civil, cuando tratando de la ohliga- 
cion de dar cosas ciertas, -orno aquí lo es la de entregar el 
inmueble hipotecado con el deposito de aguas corrientes y la 
usina del gas, claramente establece «que la obligación de dar 
c->sa> cierta* eompr iide todos los accesorios de éstas, aunque 
en los títulos no se mencionen, ó aunque momentáneamente 
hayan sido separadas de ellas i. 

Que, en < oi^ecnemia, nada importa para que dichas cañerías 
dejen de considerarse desembanrgadas y mandadas eutregar al 
Banco Hipotecario Nacional juntamente ron el inmueble hipu- 
cado, la rirrunstaucia de que se hallen colocadas fuera del 
inmueble, desde que por ello uo dejan de estar unidas á él ní de 
ser un accesorio de! mismo, y morque, tratándose de la entrega 
-le un inmueble en virtud del derecho real de hipoteca constitui- 
do sobre él, o or responde, por una estrecha razón de analogía, 
entender á su respecto lo qoe ta l«| veintiocho, título cinco, 
Parlida t.<rcera, entendía fjne estaba comprendido en la obliga- 
ción del vendedor de un inmueble, cuando se eipresa en estos 
términos; « Onde d. -zimos que si un orne vende á otro alguna 
- asa que non se entiende que le v.-nde la casa tan solamente 
uas aún los pozos é las canales, é los caños é los aguaduchos é 
toda^ las otras cosa> que solían ser acostumbradas para servi- 
do de aquella rasa, qmen sean dentro en ella ó de fuera ». 

Que respecto de loa bienes muebles a que se refiere la tercería 
de foja catorce, es de observar que las constancias de autos 
demuestran que los bienes embargados como de propiedad de 
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Dinkeldt-iu, ni son lodos los que se expresan en ta lista de foja 
trece, sinó lo> que se relacionan en el acta de embargo qm> 
corre en cópia autorizada á foja mamita y dus vuelta, ni los 
señor* allabba, R ichard y compañía han producido la prueba rir - 
rtsuria y bastante para acreditar el dominio que ;'¡ ellos se atri- 
buyen. 

♦¿ue el título que los terceristas invocan al dominio de eso» 
bienes, es el de la venta que dicen les bizo de ellos Diukeldrin, 
por no poderlos utilizar en su empresa de provisión de gas y 
aguas cyrrjenti-s di- la ciudad de Mío Cuarto, por cnanto acjuíll» 
sólo Ih producía pérdidas, según así So aseveran en la* posicio- 
i)i-8 segunda y cuarta del interrogatorio de foja noventa y siete 
que han propuesto á la absolución de Dinkeldeiu. 

Que i-uii tal iuotiv >, para que prosperase la terrería alegada, 
era necesario que los actores hubiesen acreditado, r f > sólo Vi 
existencia del contrato mencionad", sínó que les hiciera Ja 
correspondiente tradición de ios bienes objeto de la venta. 
Entretanto, de autos resolta que no eviate otra prueba del 
contrato luencionado, que el dicho de b»s actores y d»d ejecula- 
du, que declara de conformidad A todo lu que se le pregunta en 
el interrogatorio de foja noventa y siete, y que, como de 
partí- contraria del Banco ejecutante en su calidad de deudor 
ejecutado, y por A becbo fie hacer causa <*omun <on los terce- 
ristas, su dicho, asi como <d de éstos, no tiene en juicio valor 
alguno de prueba, en perjuicio de los derechos de aquél. 

Üe que aun en la hipótesis de que se diese por probado el 
contrato de la referi-ncia, no lo estaría el dominio que los ter- 
ceristas se atribuyen á los bienes de que se trata, por cuanto 
no está probado que haya tenido lugar su tradición, que es 
indispensable para adquirir el dominio de las rusas y que debe 
heceT&e eu alguna de las formas autorizadas por el Código 
Civil, uo bastando la sola declaración del tradente, de darse por 
desposeído, ó de dar al adquireote la posesión de la cosa, según 
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■e establece en el artículo dos mil trescientos setenta y ocho del 
Código Civil, 

Que tu el caso sub-judice, habiendo reconocido los terceristas 
que su titulo ú los bienes eo cuestión es derivado de don Jorge 
£. Dii.keldeíii, á quien se bis compraron, no puede admitirle, 
en vista de la disposición del articulo notes citado, como 
prueba de haberse efectuado á favor de ellos la tradición de esos 
bienes, el ri conocimiento que ha lieclm dicho vendedor del 
doeuniento privado de foja noventa y cinto, en que declara ha- 
ber recibido en depósito de los señores Rabba. Richard y chiq- 
pañía, los artículos y materiales que "ipresn, para cuidarlos y 
disponer también de ellos con cargo di' rendir la respectiva 
cuenta, cuando algo se necesite de los mismos para la conser- 
vación de la fábrica de ya» y ajjua* corrientes, como también 
para las callas de Río Cuarto. 

Que esta declaración evident mente implica paralo- señnrea 
Rabba, Richard y compañía, que bun pros -otado ese documen- 
to en calidad de prueba, el reconocimiento de que los mueble* 
en cuestien no han salido del poder del vendedor, y que, por lo 
tanto, no han adquirido sobre ellos el dominio qu<* pretenden, 
siendo valido, por con iguiente, el embargo trabado en los 
misinos por el Banco ejecuta ule. 

Que dicho documento prueba tumbien que los terceristas q 
han tenidoen Buenos Aires las ¡laves de los departamentos de la 
casa freute á la estación de Río OnartOj de donde se sacó una 
parte de los muebles embargados, enmo lo han alegado, aseve- 
rando falsamente que las puertas de eso* departamentos fueron 
forjadas, hecho que resulta desmentido igualmente por los tes- 
tigos Juan González, de foja sesenta y dos; Urbann Alvare», de 
foja sesenta y seis, y A, Pereyra Molina, de foja nento nuevf, 
que han sido presentados por sn parte. 

Que es de observar, por último, que el mismo documento 
prueba la falsedad de la declaración susorita por ni testigo Fe- 
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deric» Schuck en el papel de foja setenta y cuatro, en que don 
Guillermo Rabba, (te la firma Rabba, Richard y compañía, dice : 
que la casa en que estaban sus materiales fué abierta forzosa- 
mente con llaves ajenas, pues las que pertenecían las tenía eo 
Buenos Aires, hecho inconciliable con la calidad de depositario 
queatribuye á Dinkcldein, y con ia facultad de poder disponer 
éste de lo* objetos que se hallaban allí |»;ira la necesidad de bu 
fábrica. 

Que la circunstancia de <m< lo* artefactos embargados hubie- 
sen estado en los inmu bles qu« Dinkeldeio había transferido i 
los señores Rabba, Richard y compañía con la hipoteca que los 
gravaba á favor del Banco Hipotecario Nacional, no prueba la 
posesión que pretenden tener de ellos, desde que no han acredi- 
tado dichos señores que turnaran posesión de dichos inmuebles 
y que tos tengan ocupando por su cuenta, prueba que no han 
rendido con las declaraciones de los testigos de foja* aeato una 
V ciento dos, que son de referencia á su propio dicho. 

Que tampoco puede impugnarse el embargo trabado sobre 
otros bienes del deudor, que no son el hipotecado, porque el 
crédito por el cual se ejecuta á Dinkrldem esta afianzado por ana 
segunda hipoteca, en cuyo caso ha pudirin no limitarse dicho 
embargo al inmueble hipotecado, sino extenderse á otros bienes, 
como en el caso del articulo trescientos tres de la ley de Enjui- 
ciamiento de catorce de Setiembre de mil ochocientos seseóla y 
tres. 

Por estos fundamentos, Be revoca la sentencia apelada de foja 
ciento ochenta y siete, declarándose absuelt-i al Banco Nacional 
en liquidación de la demanda de tercería de dominio de foja 
catorce, á laque se de lara no haber lugar. Notifíquese con el 
original y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BU\GE. — 
JUAN E. TOERENT. 
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CAUSA «DLXI 

i fon Laureano Harria contra don Fimo Du/ios ; sobre 

cofrro í/f pesos 

Sumario. — Probado el he-ho de haber sido abrevadas en 
la represa del actor muías de propiedad del demandado, el nú- 
mero aproximado de ellas, y el tiempu del uso del agua, corres- 
ponde mandar abonar el precio que pur ese uso consta que se 
paga en ta localidad. 

Cojo. — Lo explica el 

rallo del Juez Federal 

San Luis, Setiembre 26 de 1893. 

Y fistos: Lii demanda por cobro de pesos, entablada por dou 
Laureano García contra don Florio Dufioaj con lo que resulla 
ue autos. 

Y considerando: j.i demandado ha desconocido en absoluto la 
procedencia 6 importe de la cuenta presentada, por las razones 
que expresa en su escrito de foja iO t en cuJO caso al deman- 
dante incumbía la prueba. 

Para este intento ha producido la testimonial que corre de 
foja» 26 vuelta a 34, la cual es insuficiente para patentizar los 
extremos de la acción deducida, esto es, que el demandado se 
simó del agua de la represa perteneciente al señor García, des- 
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de Marzo i Setiembre del88U, para abrevar á ciento v tanta* 
muías, por cuanto ¡as declaraciones rendidas sobre el particu- 
lar™ concordan en el timipo, número de animales v demás 
Circunstancias concurrentes á tal proposito, son en su mayor 
partí- de referencia, no exprestin la razón del tenimou.o j ca- 
rteen de ia claridad y precisión indispensables p,,ra hacer fé 
en juicio, adoleciendo también de est. defecto Ja absolución de 
poaicione», fojas 66 vuelta á 69. 

Kste concepto» eueu. utra reforza lo p«r los recibos de fojas 
y 7, reconocidos judicialmente, deposiciones de fojas 36 á ii 
««forme de foja 48, si bíe.. este último bu sido observado por 
el actor, sin acreditar plenamente la taclia de parcialidad insi- 
auaducuutra el testigo, como consta de las actuaciones de fo- 
jas 43 á 45. 

Pero admitiendo que el señor Duflos hubiera usado para sus 
mBlM de Ja represa del demandante, éste no ba justificado qué 
el agua ba sido vendida y mucho menos el precio que le atribuye 
en la cuenta de foja l\ y tan es así que él mismo en su alega- 
to de foja 9 lo confiesa con estas textuales palabras; « si bien 
no se ba podido comprobar, por n ■ haber tenido prueba escrita, 
el precio por el cual se convino que yo le prestarla el servieio 
aludido, i ia parte demandada, está evidenciado que rae servi- 
cio foe hecho, y que es justo que lo pague; por lo cual, ai ¥. S 
.,0 encentrase equitativo el precio consonad., en la cuenta, que 
se asigne por peritos * t 

Cierto es que ningún serv icio se supone gratuito, pero no lo 
es menos que ,*i que el demandante asevera haber prestado al 
señor Orillos, no se baila acreditado en debida forma. 

«Los hechos en que sefunda una u.-manda deben probarse por 
el actor, y en caso contrario el demandado debe ser absuelto ., 

ha estabieoido la Suprema Corteen ¡a serie 2» título 12 pá- 
gina ÍÍ3 de los Fallos. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo pedido por el 
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el demandado, hü ha lugar, cua costas, ti la presente demanda. 
Notiffquese con el original y repónganse loa sellos. 

P E. Migue*. 

Fallo de la SuprrtiiH l'«rf« 

Buenos Aires, Noviembre ¿4 de 1900. 

Vistos y considerando: Que la prueba producida por el de- 
mandante García, corriente de fojas veintisiete á treinta? cua- 
tro, basta á acreditar que el demandad» abrevó en la represa 
de aquél un número de muías de su pr piedad durante los lü"- 
ses corridos desde Marz" de mil ochocientos ochenta y nueve 
hasta Setiembre del misino ano. 

Que está igualmente probado que el número d6 las muías á 
la« qoe se le- había dado de beber en la represa era aproxima- 
damente e¡ de treinta y cinco, porque así resulta de la afirma- 
ción contenida en el interrogatorio de foja treinta y ^eis, pre- 
sentad'* por el demandado, y así ^e comprueba por las deHara- 
i iones de \o- t'-ntigoa examinados i pedido á*- una \ otra de las 
partes, cuyas declaraciones deben apreciarse por su mérito en 
conjunto. 

Que el contrato de foja ocn*\ autorizando al demandado para 
hacer uso del agua de la represa del actor en cuanto la pre- 
cise para el consumo de la casa y -ervicio de la jabonería, no 
le autoriza para usarla a! destin>> que motiva el pleito, porque 
las muías abrevadas eran emple adas en el acarreo do maderas 
para la estación del Balde y pozo artesiano, según lo confiesa 
el demandado, contestando á foja sesenta y nueve ala posición 
octava '¡el plegó de fnja sesenta y siete. 

Que consta que por el uso del agua se pagaba un precio en la 
localidad que puede, atento el mérito de los elementos pro- 
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batimos acumulados, apreciarse eu cincuenta centavos mone- 
da nacional por caria un i mal y por mes. 

l¿ue, en consecuencia, el demaudadu debe abonar al actor 
cincuentaceutavo* mensuales por cada una de tas treinta jr cinco 
muías de su propiedad, abrevadas en la represad* I demandante 
por el espacio de seis meses. 

Que aunque fuera verdad que las muías del demandado be- 
bieron durante ios meses expresados en la npreeade don Ave- 
lino Orozco, esosólo serviría para probar que fueron abrevadas 
en dos represas, acreditad- como está que se le, daba de beber 
en la il*-l actor. 

Por esto, se revoca la stntencia apelada de foja sesenta y 
nueve vuelta, y si? condena al demandado al pago, dentro del 
termino de diez días, déla cantidad de ciento >-inco pesos mom-da 
nacional con má* los intereses, á estilo de Banco, desde la uoti- 
ficacion de la demanda. Notiflquese con el original, y, repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAÍ. — ABEL BAZAN. — 
OLTAVIO BUNGE. — JUAN C. TO- 
RA lí NT. 
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Don Nicolás Noce t ti y doña ¡hnamtja í-mocchtode t\oe> ¡ (h omtrn 
eí Ferrttcarrit Rueños Aires y Ensecada, sobre, daños y per- 
juicios, por festones y muerte de don Nicolás Nocetti (hijo). 

Sumario. — 1° Hay culpa en tener levantada Ja barrera de 
un paso á nivel al pasar el tren, y la empresa del Ferrocarril 
es responsable de los daños causados, en su consecuencia. 

T Son daños que la empresa debe reparar los gastos hechos 
y loa honorarios médicos devengados en la asistencia de la per- 
sona lesionada por el tren. 

3* Habiendo fallecido ésta, no es procedente la fijación de una 
suma para su alirm-ntacu n, ni para la de sus padres, si no se ha 
acreditado que fuesen sus alimentarios. 

4° No pin-de oponerse la prescripción al pago de los honora- 
rios médicos, cuando se ha estado discutiendo y ba debido ter 
resuelta por los tribunales la responsabilidad y obligaciun de 
pagarlos. 

Caso. — Lo ''iplica el siguiente : 

t «lto 4*1 Jai» i'Mleral 

Dueños Airas, Junio 22 de I8í>8. 

Y vistos estos autos, promovidos con los herederos de don 
Nicolás Nocetti (hijo) contra la empresa del Ferrocarril de 
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Buenos Aire*; y Ensenada, sobre indemnización iJl- daños y per- 
juicios, de loa cuales resulta: 

1* Los esposos don Nicolás Nocetti y duíia Dominga Finoc- 
ehio de Nocetti, fueron declarados únicos y universales herede- 
ros de su lujo Nicolás, según consta de la transcripción he«- ha 
en **1 poder especial otorgado por aquelli» á favor de don Antoni- 
nn Díaz, que corre ¡i foja \" á*- "ate expediente; y en tal carácter 
promoví* r<«n ante el Juzgado de primera instancia de la Capital 
un juicio por cobro de la suma de 102.510 pe&ns moneda ua- 
■ jonal legal, en que e>timahau la indemnización de. daño sufri- 
do en la persona de su hijo, y los gastos de asi*tenci¡i médica, 
etc., originados durante la enfermedad de éste. La relación de 
los hechos para demostrar que el accidente se produjo por culpa 
de la empresa demandada >on los siguientes : El día 14 de Di- 
ciembre de 18y¿ el señur Ni -idris Nocetti (hijo) -e retiraba de 
la Dársena Sur, entro las K.30 y p. m. en uu carruaje de los 
vurio^ que hacen el servicio público en aquel punto, cuando, 
al atravesar el paso á nivel de la calle Brasil, umi locomotora 
d'd Ferrocarril de ta Ensenada embutió el carruaje destrozán- 
dolo completamente y causando la mu-rte instantánea del des- 
graciado cochero y vivando milagros míenle el señor Nocetti de 
la misma suerte, pero sufriendo las gravea contusiones que 
fueron mus tarde la c.msa determinante de su fallecimiento. 

La culpabilidad de la empresa demandada tte hace derivar del 
hecho de lanzar los candió lores de la máquina, la locomotora, 
con una velocidad prohibida y á toda fuma en un punto de 
considerable tráfico, donde por la curva de la vía y por los edi- 
lii-ios existentes era imponible verla -ni ó coando estuviese sobre 
e! paso á nivel de la calle Brasil, al cochero que lo cruzaba. 

Que la locomotora marchaba invertida, i on el furgón delante, 
para tomar el tren de La Plata en la estación Central y no hizo 
la menor señal que pudiera poner en guardia al mismo cochero. 

Que está priBcripto por las disposiciones de la materia, que 
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cada vei quépase una lomotora debe cerrarse la comunica ion 
de ta vía coa la calle, pur medio de barreras. La ■ alie lira* es 
ancha y su paso ,1 oivel se intercepta por dobles barrera de 
cada lado que forman en realidad cuatro, puesto que se abren y 
■ierraq en cuatro tiempos. 

Que cuando ucurrió el suceso, esas barreras estaban á cargo 
de un anciana valetudinario que no estovo oportunamente en 
so puesto, ni pudo cerrarlas, lo que explica c4mo el carruaje 
orneaba tranquilamente el paso á nivel cuando fué embestido. 

2" Que fallado el pleito en primara instancia, la empresa 
demandada dedujo unte la cámara de Apelaciones nulidad, por 
in<-nn]pe!i'm'¡a «le jurisdicción, y habiendo sid<» allí de-estimado 
id recuTso, ocurrió á la exeeMitNima Suprema Corte, la que 
declaró que el caso era de ta competencia de la jn-ticia federal. 

3 a Radicado el juicio ante el infrascripto se dió traslado de 
la demanda i la empresa del Ferrocarril, la 'cual, por medio de 
su representante don Julián Nogueras, lo evacuó ú foja 21, 
negando la exactitud de los hechas en que se funda aquélla y 
atribuyendo la responsabilidad del accidente á falla imputable 
al conductor del carruaje en qiu> iba el señor Nocetti. 

4" Re iluda la causa á prqeba para la justificación de Ion 
beci.os ale^B'b*- en la demanda y con testación, se ha producid" 
Jaque expresa "I certificado del actuario, corriente á foja 43 y 
los respectivos alefatos de las partes. 

Y considerando: I" Que al -j i ir.r la excelentísima Sur re- 
ma Corte que *1 conocimiento y decisión de esta causa corres- 
ponde á la justicia federa!, ha dejadosin efecto lo obrado en ella 
ante los tribunales de la capital. 

2* Que el ulcance de esu resolii' ion puede interpretarse en el 
sentido de que no producirá efectos la sentencia de un juez in- 
competente, pero no puede privar al que lo *-s, de la facultad 
para Investigar ¡a verdad y arrancarla de la fuente misma del 
procedo, donde cada parte ha ejercitado ampliamente su dore- 
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rha haciendo valer sus pruebas y estudiando la cuestión i La faz 
de la ley y de la jurisprudencia de nuestros tribunales. 

El fallo qu.- anula los procedimientos de un juez incumneten- 
te, retrotrae el juicio al estado dé demanda y ieTaelre ¡i los 
litigantes la libertad para producir de nuevo sus pruebas, pero 
no puede restringir la facutlad del magistrado que tiene ta 
misión de investigar la ferdad de los hechos para hacer justicia 
y decretar para mejor proveer las medidas que considere condu- 
cente» á ese objeto. Si la ley ha lija. lo términos improrrogables 
dentro de los cuales deben la partes pro-lucir sus pruehas.es 
oon el objeto de vit ir las dilaciones que cualquiera de ellw 
pudiera originar y que entorpecieran la acción de la contraria. 
Y, ¿cómo es posible, sin que el hecho -nvuelva una injusticia, 
hacer pesar sobre c-1 que litiga de buena fé. las consecuencias 
de un error cometido p., r ljn juez y calificad*) por no tribunal 
que sostienen su jurisdicción ? 

Íh-U misma manera que se sustíene la nulidad absoluta de 
lo> actos celebrados ante u., juez incompetente, podría sostener- 
se ¡a prescripción á la acción instaurada por el transcurso del 
tiempo durante el juicio, cnando esa nulidad esta sólo en el 
fallo pero no en los actos preparatorios deíste, en los cuales han 
intervenido rolnntat iamejite las parte-, llevando al proceso 
todas la pruebas legaba qu« tenían. 

¿Qué disposición de nuestra ley de procedimientos impedi- 
ría qtit notificándose las partes en todo I., obrado ante el juez in- 
competente y renunciando á ta reapertura del término de prue- 
ba, quedase el Jmgado en aptitud de pronunciar sentencia defi- 
nitiva? 

Pues, si esos actos son la expresión real y positiva del dere- 
cho, la manifestación clara y espontanea de las partes y Mas 
no los han negado ni repudiado, ¿00 son acaso bastantes para 
quee. juei, cuyo anhelo es buscar la eii>teneia cierta de las cosas 
á fin de aplicar estrictamente la lej pueda ante su análisis 
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prolijo reconocer y evidenciar dónde está el verdadero culpable? 
I, ¿ qo es más elocuente todavía que e>os mismos actos hayan 
tenido l uirar ajite un magistrado, que ai bien no era el designa- 
do por !a ley para conocer en el juicio, su intervención en él, 
(i un <> jQipritn n \ ¡a acción «1.? la* partes, el carácter de 11 a con- 
vención jurídica que tío deja duda acerca dé su autenticidad. 

La dVtrina consagrada i-or ilustrados jurisconsultos así lo 
demuestra, y es oportuno recordar entre i-trus ü Ricci que dice : 
• Lo que da valor á las prueba- practicadas en juicio es que lo 
bajan sido con la intervención de las partes y previa la nb ei - 
rancia de las formalidades establecidas por la ley á modo de 
U irantías de la verdad y de la justicia *. Ahora bien, dice el 
mismo autor «¿porqué hi it limitarle ese valor tan solo «1 
juicio en el cual ia prueba *e hubiese practicado? Se compren- 
de que si sobre el mismo hecho cuya existencia está demostrada 
enjuicio por una prueba practicada en e! un-mo, -e vuelve á 
deba; ir entre otras persomia, ésta puede ten-i el valor comu res 
tnfer ftiíifts fáta t siendo por tanto que s-- p -.reda el uihilu juicio, 
si por acaso se produjese en él la misma prueba, a practicarla 
con intervt nc:<jii de los interesados, P^sro cuando las partes 
entre la- cuales se vuelve á debatir el hecho, sur» latí mismas, 
no $>> .-(imprend'' porqué laami, aquello que respecto de ellas 
constituye verdad en un juicio, no se ha de considerar como 
verdad también en el otro. St el juez que, « on l i intervención de 
tas partes, y habiendo observado las formalidades legales ha 
practicado las pruebas, ge declara luego incompetente ó bien el 
juicio se anula por el tribunal superior por razón de incompe- 
tencia, aquél! is conservan su eficacia » i Tratóla <¡fí tas pruAns, 
tomo I o . página 52 |, y l.aurent. que sostiene que: «* i poder 
discrecional que pertenece al juez en m-iieria de prueba testi- 
monial y de presunciones <|ueda entero, pues á él corresponde 
apreciar él valor de Lis pruebas producidas» (iludido Civil, 
tomo 19, número 87), funtrasta verdaderamente con los prono- 
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sitos dr la ley qu»- quiere que la justicia sen breve j lo menos 
onerosa para los litigantes •« ''o- trina de que los actos públi- 
cos celebrados voluntariamente por las partes, sean nulos é 
ineficaces como elementos de convicción y fuente de recursos 
para descubrir la verdad y aplicar la más rigurosa justicia, 
cuándo ellos lian sido celebrados ¡míe un juez que Luego resulta 
incompetente* 

Las consideraciones y doctrina que quedan apuntadas serían 
limeieutea para determinar al Juzgad < a pronunciarse en favor 
de los principios que aquélla proclama, si no tíiiícsc todavía en 
au ayuda la cirninstancia de que la empresa demandada ni 
siquiera ha intentado probar su irresponsabilidad en el acci- 
dente, loeuíil le iucumlifa harer para justificar que el hecho no 
se produjo por causas imputables á las persona- que s - hallaban 
bajo su ib'pi'iirlriieí'j,. 

3* Que es un hecho perfectamente de mostrado y reconocido 
por hi empresa demandada, que el día 14 de Diciembre de 1892, 
entn- ocho j media y nueve de la noche, al atravesar en on 
carruaje el señor N'oc ttt, el paso 4 nivel de la calle Brasil y 
Paseo Colon, una locomotora del Ferrocarril de Buenos Airea y 
Knsenada embistió el carruaje destrozándolo completamente y 
cansando Ja muerte instantánea del cochero, ^ue el señor Xo- 
eetti recibió en et accidente grave* lesiones que lo dejaron sin 
conocimiento siendo transportado inmediatamente para su pri- 
mera asisten, ia al hospital Italiano, que se hallaba próximo. 

La prueba producida y loi antecedentes agregados, se encar- 
garán de demostrar quién fué el verdadero culpable del acci- 
dente. 

4 o ^laminando por su órden esa prueba, comenzaremos por 
el proceso ¡uatruído ante el señor juez de instrucción en Jo 
criminal doctor Luis F, Nav.irru. 

El testigo José Demuchio, vijilante al servicio déla sub- 
comisaría de la Dársena Sur, fué el primero que denunció el 

T. L1XXIX » 
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hecho ante el comisario de la sección i4", exponiendo: «Que 
siendo las 8 y 45 minutos p, m., del día 14 de Diciembre do 
1892, so dirigía por la cali Brasil en dirección ó la Dársena 
Sur y cuando atravesó la vía férrea del Ferrocarril de ta Ense- 
nada, par la calle de Pasco Colon, vio que ae aproximaba una 
máquina sola, que iba hacia la estación Central, al mismo 
tiempo que á todo galope venía por la calle tírasil hacia el 
Oeste, un coupé, y al notar el denunciante que este iba á encon- 
trarse con la máquina, gritó por repetidas veces al cochero que 
lo guiaba, que parara, cuyo aviso era también dado por un 
guarda-vía de la citada línea, y aquél siguió con la misma velo- 
cidad siendo atropellado por la locomotora quo continuó su 
marcha liaría la estación Centra!. Que piído comprobar inme- 
diatamente que del choque resultó muerto el encuero, grave- 
mente herido el señor Nocetti y completamente destruido el 
carruaje en que viajaban. tjue la máquina dio varias pitadas 
antes de atravesar la bocacalle, pero el guarda-vía no bajó los 
maderos para impedir se pudiera traspasar la vía, limitándose, 
según lo ba referido, ¿i gritar al cochero que se detuviera. Que 
cuando sucedió el hecho uo vio" á ninguna otra persona por Jas 
inmediaciones, por lo que cree que no haya ningún otro tt-stign. 

Esa declaración ha sido ratificada por Damuchjo ante el 
juez de instrucción (foja 12 vuelta del sumario). 

De la declaración indagatoria tomada al detenido Domingo 
Mercante, resulta: Que éste conducía la máquina que produjo el 
choque, dando los silbatos de urden ántes de pasar por la* boca- 
calles y que, como a las ocho varas de distancia antes de llegar 
á la esquina de lirasil, vióque venía á todo escape una vulanta 
á cruzar la vía, por loque el exponen te y el foguista Antonio 
Ferrero detuvieron la marcha de la maquina, pero, cuando ésta 
se detuvo ya era tarde, pues el coche juntamente con la máquina 
se chocaron; qne cree que el gu urda- vi a no haya bajado los 
palos que cierran el tránsito cuando va á pasar el tren ó atgu- 



de mam nacuma,. 8 3 

f q "' m > cnmo •« ''• I»" «i ello, kokbf M „u. 

do bajados, el cocí», se hubiera estrellado contra lo» palo, y B0 
hub.era suced.do el desgranado accidente 

U «eguida Antonio Forrero, foguista, , w j ta i¡!llallll( . Hte ,„ 
la máquuia. sl . g „„ P( , n , til ,„ lJtfc | arat . jorl j( Mmmti , . 

•Que como 40 ,,.„,. del día a„t.. s ^mmÜu el 

n.uqu.msta y ,1 d.claran.e fueron despachados d, I tncion 

i-".»., para la Central, conduciendo la máquina „,„„„„ 19 ¿ 
que debían enganchar al tren que 8a le para l.a «... á Jai 9 
* Central. Que dieron c „„ ,,„. marcha toca 
1- iUbato, reglamentarios repetían al aprobarse í algu- 
.»esqu,„a Qne allegar . I. de M y í una dis. ,,c,a do 
och„ mm» de ért.. el esponje y el maq U ¡„, stil m ,^ wbfe . 
re, porque recién „ permitía ver un. Tulantaque Tenía ,1 todo 
-ca,.e a cruza, la vía. par I. ,„„ empezaron á quitar el ,„», 

f ' ie """ ,r ,ü! "i l,i " a - P«» ™»e» 'I* que cato se pudiera efec- 
tuar, el cochero iba i eruzar 1» vi , »».— i , 

luzar "vía, chocando con Ja máquina: 

J, finalmenie, que para comprobar su inocencia hace presente 
que los palos qne se bajan y evitan el tránsito p ara „ mt |a 
vía cuando va i pasar „l tren 6 alguna máquina, n „ estaban 
levantados yqne tampoco el «ponente vio allí al guarda-vía 
V,e„e en «gubia l a declarado,, de Jnao Bautista Rebeco, de 
68 unos de edad, guarda-vía del Ferrocarril de Buenos Aires v 
... enada. el cual ezpone: Qne .„ el í(a y Wa M|($ • 
nado « las otra, declaraciones, vi» qoe venía „„a máquina Jel 
ad. de la estacón Brown par» Central. Que el declarante bajo 
» tranquera que queda del ludo Oeste, y como viera que del 
ado de lu Dársena viniera un coche « todo escape, le puso el 
aro. de sena, a. mismo tiempo qne gr.taba que se parara. á lo 
cual „„ obedecí, cruzando la vía y chocando con la máqnina 
numero 19, y que el mismo «ponente fué voltead, e „ tierra y 
lesionado en la mano devecbu por el coche. Qne ese hecho fué 
ptesencado por un vigilante que en ese momento iba i cruzar 
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para la Dársena, el ^ual esperó que previamente pasara la má- 
quina. 

Después de esfcia declaraciones el sumario á que se ha hecho 
referencia (ios ofrece utta inspección ocular practicada por el 
señor juez sobre el terreno donde se produjo el accidente y los 
informes inédn o-legales subre la gravedad de las lesiones reci- 
bidas por el señor NoceLti. 

Pasamos á examinar el expediente iniciado ante la Dirección 
de ferrocarriles nacionales, porque ambos sumarios, por el he- 
cho de emanar de reparticiones públicas, tienen para el Juzgado 
una validez é importancia indiscutibles, que, en cualquier caso, 
aun en et remolo de que las diligencias practicadas ante el juez 
incompetente fueran absolutamente nulas, ellas quedarían en 
pié, purque no son pruebas expresamente producidas por las 
partes, sinó actos judiciales y administrativos practicados por 
mandato expreso de la ley, 

Jteese sumario resultan ermíiniiadas las declaraciones pres- 
tadas ante el juez de instrucción por ei vigilante Demnchio, el 
maquinista y foguista de la máquina que produjo et choque y el 
guarda-vía Juan Bautista Rebeco; testimonios iodos que bas- 
tan para determinar el grado de responsabilidad que la deman- 
da ¡isigna á ia empresa del Ferrocarril. 

5° Ka un hecho perfectamente demostrado, y que surge con 
toda claridad de dichos testimonios, que el accidente se produjo 
en un momento de confusión y de espanto que lógicamente 
impedía adoptar una resolución extrema para impedirlo. La 
máquina marchaba con más ó menos velocidad, esto es materia 
de deducciones, porque las declaraciones del proceso se contra- 
dicen sobre ese punto, pero se ha reconocido que aquélla iba 
en orden inverso Ik-vardo un furgón por delante, y que á una 
distancia de 8 varas antes de llegar a la esquina de Brasil, 
ae vió recien la volanta que, á todo escape, intentó crazar la vía 
(foja 6 y foja 7 vuelta, del sumario levantado ante el juez de 
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instrucción). ¿Qué medidas de precaución era posible adoptar 
por una ú otra parte en circunstancias tan apremiantes y difí- 
ciles? Casi ninguna. Sóio on hecbo se impone en este caso, 
poderoso é irrefutable : La máquina lle^ó al paso á nivel y las 
barreras .-ataban levantadas. Nada hay en el proceso que pueda 
justificar ta actitud del guarda-vía ; por el contrario, Ja avan- 
zada edad del que desempeñaba estas funciones cuando se pro- 
dujo el accidente y el trabajo que exigía la operación de bajar 
las barreras quehabía en esa «'«poca, demuestran que se pr >cedió 
con marcada negligencia, puesto que aquel empleado, que debía 
hallarse siempre listo para observar la marcha de los trenes y 
cumplir cou lo* deberes qm- le impone la ley respectiva de ve- 
lar por la vi la de los transeúnte, después que oyó e) silbato de 
la máquina á la altura de la curva de la línea, debí.» proceder 
sin demora ú bajar las barreras, pues de ese modo furiosamente se 
eritaba e! accidente, desde que la distancia á recorrer era más 
que suficiente para precaverse en cualquier sentido, máxime af, 
como lo expresan los testigos enunciados, f a marcha de la má- 
quina era muy despacio. 

Toda la responsabilidad del suceso arranca visiblemente de 
ese hfcho importantísimo. No es necesariu recurrir al mérito 
de las demás pruebas producidas por las partes, pues se impone 
solemnemente con una lógica irresistible el argumento decisivo 
de que las medidas empleadas por el guarda-vía para evitar el 
accidente coinciden con la llegada inmediata de la máquina al 
paso á nivel, la que, aceptando como más verosímil el testimo- 
nio del agente de policía José Demuehiu, no se detuvo en el la- 
gar del suceso, lo que autoriza la pr.suncion de que su veloci- 
dad i ra más que recular, 

6* Que tus conclusiones á que arriba la Dirección general de 
ferrocarriles después del informe del inspector señor Silva, so- 
bre la responsabilidad que en el a«uidente debe atribuirse al 
coenero Vaecareza por su imprudencia, no sun las que lógica- 
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meóte puedan aceptarse, después de las que agiere á la justicia 
la aprn-.acion independiente y recta de todos I03 elementos 
traído, al proejo para el esclarecimiento de la verdad. ¿ Como 
es posible aceprar esas conclusiones después de haberse d. mos- 
trado can toda evidencia que las barreras se manejaban en cua- 
tro movim-ntos en 11 n espacio de tiempo relativamente consi- 
derable, teniendo en cuenta el largo de las mismas ; el número 
de personas que se empleaba en esa operación durante las lloras 
del día; Jas condiciones físicas del anciano Bebed», en. arcado 
déla misma durante le noobaj la distancia del paso á nivel 
basta ia curva de la vía que el representante de la empresa 
calculó en 350 metros en ,1 acto de la inspección ocular cu va 
acta corre a foja 157; por último, la circunstancia de venir la 
maquina detrás del furgón ? 

® argumento mi mo opuesto por la empreña en el acto de la 
inspección de que, hallándose el carruaje á 20 metros más 6 
menos de las barreras en la prolongacícn al Este delacalle lira- 
ai!, 8* puede ver el tren antes de llegar al paso á nivel, por un 
tapial que en su parte media tiene una puerta que lleva e ] u ú- 
mero 1536, as inadmisible, porque, de la vista ocular .«ya acta 
obra a Toja 60 del expedirte promovido ante este juagado se 
lia podido constatar que es inexacta la expresada alirmucíon 
La act.tud del guarda-vía pretendiendo detener elcarruaje de- 
muestra que no tenía el tiempo material para efectuar el des- 
censo d, las barreras, y que la presencia de la máquina en el 
paso i Bivelf„é 8 i mu r W „eu con la del carruaje, lo que se hu- 
biera evitado indiscutiblemente si aquella operación se hubiese 
necho en el tiempo requerido. 

Ksta opinión se halla confirmada por la autoridad del señor 
juez de mstruceion, que reronoció en su fallo que el hecho se 
produjo por causas imputables Unicamente á la empresa de- 
mandada. 

7° Que reconocida eomo queda la culpabilidad de aquélla y 
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tintes (i e entrar ;í con siderar las consecuencia» que surgen de 
heehos que la ley reputa ó clasifica de cuasidelitos, examine- 
mos los fundamentos en que la empresa apoya su defensa para 
"erarle á los herederos de don Nicolás P. Nocetli el derecho á 
re. -lámar la indemnización del daño 6 perjuicio moral que hu- 
biese causado el ^cadente. 

Dice la empresa que esa indemnización de 60.000 pesos mo- 
neda nacional, cuya partida (¡gura en la cuenta presentada por 
el actor, podía haber teñid » el aspecto de justa en ?ida de No- 
eetti, pero no después de su fallecimiento; que no haymús que 
un daño moral puramente, y de ys o no se ocupa el Código. 

Que. ante todo es necesario hacer constar previamente este 
heehn indiscutible. 

Que para qneeiista un daño es necesario que haya un per- 
juicio susceptible de apreciación pecuniaria. 

8° Que respecto á la personería de los ln redéis de don Ni- 
colás NoceWi, tío hay discusión, porque su carárter ha sido le- 
galmente acreditado en autos. La cuestión es, si tienen 6 no 
derecho á ree.lamar el pago do una indemnización por los per- 
juicios que el accidente pudo causar á aquél, después de haber 
ocurrido su fallecimiento y cuando los sucesores son ¡tersonas 
con recursos y no necesitaban de la protección del causante. 

Ka evidente que t tratándose de una acción civil por repara- 
ción de daños, que debe resolverse en una indemnización pecu- 
niaria, ella forma parte del patrimonio de aquél á quien perte- 
nece y pasa con él á sus herederos. 

Sólo la renuncia extingue las acciones que derivan de las 
causas enumeradas en ei párrafo anterior y aquí son de estricta 
aplicación las disposiciones contenidas en los artículos 1097 y 
1099 del Código Civil, 

SÍ el hecho fuese un delito del derecho criminal, la obliga- 
ción que de él nace no sólo comprende la indemnízaeion de pér- 
didas é intereses, sinó también del agravio moral que el de- 
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lito hubiese hecho sufrir á la persona molestándole en su 
seguridad personal, ó en el goce de sus bienes, ó hiriendo t m 
afecciones legitimas (articulo 1078 del código citado) y el iÜ7tí 
establece: Qm 14 obligación de reparar el daño causado por 
un delito existe, no soto respecto de aquél á quien el delito ),, 
damnificado directamente, sino respecto de toda persona que 
por él hubiese sufrido, aunque aea de una manera indirecta. 

99 Q ,ltí P° r otr « Pa»*te, ¡OS derechos inv-cados por los suce- 
sores del causante, uncen de un pleito entablado v contestado 
en vida der ofensor j del ofendido» 

«La obligación de satisfaoer no so extinguirá por U muerto 
de ta parte perjudicada, siiig que la que se debía al difunto á 
título de satisfacción se deber:! a sus herederos, pues de otro 
modo se quitaría parte de su valor al derecho de recibir >atis- 
facción, 8e aumentaría en el delincuente la esperanza de Ja 
impunidad, se le mosiraríu una época en que podría gozar d. I 
fruto de su delito, se le daría motivo para retardar el juicio de 
los tribunales, y aun para procurar la muerte del ,.\ adido, y 
se excluiría de | a protección lie los leyes á los q ue Énás Ja 
necesitan.» (Véase Bscriche, acción persecutoria de la cosa.) 

El agraviado por nn delito, dice el mismo autur, no sólo pue- 
de remitir al ofensor el resar-i miento de danos v perjuicios une 
se le hayan ocasionado, sinó también hasta cierto panto I» pona 
corporal señalada por la ley, pues, evidentemente, el delito 
causa dos males, um.á la persona contra quien se ejecuta y otro 
Á la sociedad :ei primero consiste en la pena d dolor que "sufre 
el ofendido y los que tienen «on-xlou de interés ó simpatía Con 
él; y el segundo en la alarma 6 temor que conciben todos ion 
individuos del cuerpo social de sufrir el mismo daño de que 
acaban de ver un ejemplo, y en el peligro que uav de que real- 
mente lo sufran ú su vei, pues el ejemplo, el buen éxito y tal 
vez la impunidad alientan al mismo delineante y á otros á co- 
meter iguales excesos. 
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Si el acusador que pide la pena pecuniaria que debe pagarle 
el acusado pnr razón de robo, hurto, daño 6 injuria, falleciere 
antes de la contestación de la demanda, no trasmite á sus here- 
deros la acción de reclamar dicha pena, sitió sólo la de reclamar 
la costa con sus frutos ó su estimación, ó sea to lo lo que hubie- 
re líegadpá poder del acusado; p«ro *i muriere después déla 
contestación, trasmite a sus herederos todas las acciones que él 
tenía. (Ley 25, título K Partida 7 a .) 

iO* Que demostrado como queda el derecho de los ocurren- 
tes para proseguir la acción entablada por don X i colas P. No- 
cetti, y probados Jos hechos en que ella se fun la, reamos cuál 
es Ja disposición pertinente de nuestro código, p aplicarla en 
el concepto más eleradn de la equidad y de la j i* cia. 

En primer lugar, el ai tículo 902 consagra la W >m;i de que : 
cuanto mayor sea el deber de obrar con prudei U pleno cono, 
cimiento de las coaas, mayor será la obliguciui resulte de 
las consecuencias posibles de tos b.chos. Kn el , ente caso el 
accidente s«- produjo por culpa y negligencia de empleados 
déla empresa, de manera que es de estricta aplicación lo dis- 
puesto en el artículo 1074, que dice: - Toda persona que por 
cualquier omisión hubiese ocasionado un perjuicio é otra, será 
responsable solamente cuando una disposición de la ley le impu- 
siere la obligación de cumplir el hecho omitido >, y loa artícu- 
los Í109y H13 f el primero, que se refiere á la obligación que 
tiene toda persona que por su culpa ó negligencia hubiese oca- 
sionado un daño á otro ¡ y el segundo, que la hace eiteusiva á 
los daños que causaren los que están bajo su dependencia, ó por 
las cosas deque se sirve, ó que tiene á su cuidado. 

ii a Que con arreglo á lo dispuesto en el artículo 1080, si el 
delito fuese por heridas ú ofensas físicas, la indemnización con- 
sitirá en el pago de todos los gastos de la curación y conTales- 
cenciadal ofendido y de todas las ganancias que éste dejó de 
hacer hasta el día de su completo restablecimiento. 
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Bien claro se desprende de ese artículo* que el propósito de la 
ley es peae indemnice en concepto de las condiciones físicas nn 
que quede el herido, puesto qne si ú cansa del bidente hu- 
biese sufrido la amputación de las manos, su estad,, no le hu- 
biese permitido en adelante ocupan de las atenciones de ,u 
ofico. La jurisprudencia de nuestros tribunales lo ha , nsa- 
gradead en numerosos fallos, librando al criterio de los ¡uc 
ees el monto de la indemnización <eguu los casos. 

12" Qne teniendo en cuenta la posición social v científica del 
aenorNoctti, su constitución física y Uedad, el Juzgado tiene 
elementos suficientes para hacer una apreciación equitativa del 
monto de la indemnización por Wa del daño y perjuicios causa- 
dos a dicho señor. 

13° tj 0e respecto de los honorarios médh-os, . onsiderando • 
Que las opiniones del Cons,jo de Higi, „, 8U „ meramente ilusl 
trat,^ pues los jueces tienen facultad para modificarlas en 
el senado de e|taWe0tíi con equidad el monto de los honora- 
nos subordmando su criterio noá la apreciación cirílicamente 
d-l trabajo, siuó á los resultados qu, lu esperada nos ofrece 
como ejcnpln. con preferencia, ,1 Juzgado esta suficientemente 
habilitado para estudiarlos en detiuitiFa. 

W Que respecto de la prescripción opuesta por ta empresa 
demandada referente á las cuentas de honorarios médicos ella 
no puede prosperar desde que se hallaban subordinadas al 
resultado del juicio, dependiendo de esto su regulación y ha- 
biendo sido presentadas oportunamente. 

PoresWs fundamentos y concordantes del alecto del actor 
W* condenando á la empresa del Ferrocarril Icenos Aires y 
Knsenada, á pagar á los herederos de don Nicolás Nocetti nom- 
brad^ Nicolás Noceti y sa esposa doña Dominga Finochio 
^trode iO días de ejecutoriada esta sentencia, la suma de 
W.000 pesos moneda nacional curso legal, por toda indemni- 
zaron de daños y perjuicios, inclusos los gastos médicos y de 
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asistencia que han sido abonados por la sucesión de Nocetti y 
que se mencionan en la demanda ¡i foja tt vuelta y foj¡i 7, cuya 
euma asciende ó 7410 pesos moneda nacional l.gal. Se condena 
igualmente ti la empresa demandada, al pago de la suma de 
15.500 pesos que importan loa boftorarioi médicos de los 
doctor. >s Luis G. Maglmni, Nuncio Romero, Pedio Ayzaguer, 
Norberto iLiglioni y Domingo Cabred, qiie estima para el pri- 
mero BU 3500 pesos; p.ira el según lo en 3600 ; paru el ter- 
cero en 300; para el cuarto en 3000 ; y para el quiñi o en 
2500 pesos moneda nacional, siendo á cargo de la misma em- 
presa las costas eausadas en el juicio. 

Notiffqne.se con él original, y repónganse las fojas. 

Provee el infrascripto p.tr autorización de !a Supr.-ma Corte. 

Gervasio l\ Granel. 

*»Ho d« I* ftuprem» Corto 

Buenos Aires, ¿íoriembre ¿í Je 1900. 

Vistos y considerando : Primero : Que el Ferrocarril de Bue- 
nos y Ensenada, en el escrito de couiestacion á la demanda re- 
conoce que el atropello del carruaje en que iba don Nicolás No- 
cetti (hijo), por una d.> sus locomotoras, tuvo lugar en un paso 
á nivel de la calle del Brasil, estando levantada una délas 
barreras colocadas para cerrarlo. 

Segundo; Que el artículo quinto, inciso octavo, de la ley nú- 
mero dos mil ochocientos setenta y tres, prescribe que toda em- 
presa de ferrocarril debe establecer barreras en los puntos en 
que se crucen los caminos ó calles públicas á nivel, y que estas 
barreras deberán cerrarse á la aproximación de cada tren, abrién- 
dose después que baya pasado para dejar expedito el trafico. 

Tercero : Que por el inciso quinto del artículo citado, se or- 
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dena eatablecer la guarda y el aervicio de las barreras en lo: 
pasos á nivel, y por el ar tic alo once, que las empresas de ferro- 
carril tendrán en todo el trayecto del camino, de día y de uo- 
che, desde que empiece hasta que termine el movimiento diario, 
el número de emplea-Jos que fuese necesario para que el sertício 
se haga con regularidad y sin tropiezo ni peligro de accidenten, 
debiendo estos emplead..* estar provistos de las instrucción* » 
v medios requeridos para el buen cumplimiento de sus obliga- 
ciones, 

Cuarto; Que el reconocimiento del demandado de haber te- 
nido lugar e] sncesy en un paso á nivel y estando levantada una 
barrera de las que lo cerraban, demuestra suficientemente su 
obligación de resareir los daños ocasionados, por no haber cum- 
plido las prescripciones legales antes referida*. 

Quinto: Que no es admisible la defensa opuesta por la em- 
presa de que un vigilante y el guarda- vía dieran voces para ad- 
vertir al cochero de la inminencia del peligro, porque aun 
cuando tales voces se hubiesen dado, ha podido convencer do 
lo contrario al cochero, el becho de no estar bajas Lis barreras 
del paso á nivel, siendo ésta la señal prescripta por la ley pan* 
interceptar el tránsito á través de la vía. 

Sexto: Que lampoco tiene importancia la observación de que 
después de la puesta del sol bay poco tráfico en el paso a niv<-J 
de la culle del Brasil, en vista de lo dispuesto en la ley número 
dos mil ochocieatoa setenta y tres antea mencionada. 

Séptimo: Qut" conforme al artículo mil ciento nueve del Có- 
digo Civil, todo el que ejercita un hecho, qne por su culpa ó negli- 
gencia ocasiona un daño á otro, está obligado á la reparación 
del perjuicio, rigiéndose esa obligación por las diaposiciones 
relativas á los delitos de derecho civil» 

Octavo: Que á consecuencia del accidente, don Nicolás No- 
cetti (hijo), ha fallecido después de un año aproximadamente 
de ocurrido aquél, lo que ha motivado una larga asistencia mé- 
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dica y otros gastos derivados del «atado en que quedó Noeetti 
por electo de las lesiones sufridas. 

Novetw : Que todas las «rogaciones liechas con ese. motivo 
y ta-, obligaciones que de igual procedencia están aún impagas, 
importan daño efectivo cuja reparación es ti cargo del demanda- 
do, en sujeción .1 los artículos mil setenta y ocho y mil setenta 
y nueve del Código Civil y también á lo dispuesto en la primera 
parte del artículo mil ochenta y cuatro del mismo código. 

Décimo: Que los gastos de asistencia se limitan á las parti- 
das indicadas en los números un» ¡i siete de (a cuenta de foja 
seis vuelta, y ú los doctores Luis y Xorbertu Maglimii, Nuncio 
Romero, Pedro Ayzaguer y Domingo Cabred, que aun no han 
sido satisfechas* 

Undécimo: Que el demandado no puede oponer al pagoda 
estos honorarios la excepeionde prescripción, porque ha estado 
discutiéndose la responsabilidad de la empresa, por tos daños 
causados á don Nicolás Noeetti (hijo), y su obligación de abonar 
los gastos de asistencia, lo que no podía quedar resuelto Binó 
por la sentencia de los tribunales. 

Duodécimo: Queta regulación (te los honorarios referidos 
que se hace en la sentencia de foja setenta y tres, ha sido con- 
sentida por los demandantes y no hay mérito para reducirla, por 
considerarla equitativa. 

Décimo tercero: Que du hay en autos elementos que sirvan 
á demostrar que Noeetti (hjjo) sufrió durante su asistencia da- 
ños ó perjuicios personales que pudieran autorizar el pedido de 
sesenta mil pesos que la demanda bace en ese concepto, siendo 
cierto que el fallecimiento del lesionado dejó de hacer proce- 
dente la fijación de una suma para su alimentación. 

Décimo cuarto: Que por derecho propio loa demandantes no 
tienen acción para que la empresa provea i su subsistencia, 
cuando no han acreditado que fueran alimentarios du Noeetti 
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Por estos fundamentos, se confirma la sentencia apelada de 
foja setentaytres, en cuanto condena al Ferrocarril Buenos Ai- 
re» y Ensenada al pago de la suma de quince mil pesos, qu, im . 
portan los honorarios de los doctores Luis j Sorberlo Slaglion.. 
Romero, Ayzaguer y Cabred, en la proporción que ep dicha *en- 
tencia m apresa, y á ta de sHemil ochocientos diez pesos que 
importan las partidas una á siete de la cuenta de foja seisvaej- 
ta; «Tocándose la mencionada sentencia en las demás conde- 
naciones que contiene. Xotifiquesec^n ,| original, y, repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — AltBI. BAZAN. — 
OCTAVIO BIJHCE. - JÜA.N E. TO- 
HHEKT. 



VAMJHA 

Oellazoppa y compatna contra Xúnez y Cerro; sobre payo 

de sobreexladias 

Sumario. — Si la demora en la descarga no es imputable al 
oapitan, corresponde pagar las sobrestadías con arreglo á Jo 
estipulado. 

Cajo, — Lo explica el siguiente 

MI» del Swmm Federal 

IttuMio> Airo, \ovierabrc 26 de 1897. 

Y Tiatos para pronunciar sentencia, estos autos seguidos 
por Dellazoppa j compañía, contra Nunca y Cerro, 
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Resulta: 1° Los demandantes, representados por don Alberto 
Hodner, man i lies tu ti : Que en el mea de Diciembre de 1889 cele- 
branm los señores Ñafies y Cerro un contrato de fenta de una 
partida de sal de Cádiz que condujo el buque « Rosa Rocca », al 
precio y demás condiciones estipuladas en el documento que'en 
copia se acompaña. 

Que por la última clausula de éste se estipuló el tiempo en 
que debían los señores Xúñez y Crro efectuar ia descaiga, 
corriendo de su cuenta, á razón de 4 peniques por tonelada de 
registro por cada día d C demora en que incurrieran. 

Que la demora en qu<< han incurrido los demandados está jus- 
tificada por el informe de la Capitanía, que también se acompaña 
a la demanda, siendo aquélla d, 10 días v medio para la desoír- 
ga referida. 

Que ésta comenzó el dfa7<ieNoviembrey terminó el fj de Di- 
ciembre, de maoeraqiie en este espacio de tiempo, según el infor- 
me de la Prefectura marítima, transcurrieron 28 días j medio 
hábiles; pero es ei caso que, según el contrato recordado, por lo 
menos la parte demandada estaba obligada á recibir diariamen- 
te sesenta toneladas de sal, de manera que, dividiendo el total 
del cargamento, esto es, 1070 toneladas por aquella cantidad, 
resalta que en menos de 18 día:- pudo hacerse la completa des- 
carga, no obstante ham rse empleado 28 días y medio según las 
pruebas relacionadas, lo que importa un excedente de 10 días 
y medio de sobrestadías, por cuya rausa entablan esta acción, 
estimando en la suma de 595 pesos con 58 centavos oro sellado 
el importe de la indemnización á que deben ser condenados los 
señores Nüñezy Cerro por la demora en la descarga y las costas 
del juicio. 

2 o A foja 10 los demandados, representados por don Ramón 
Bóveda, evacuando el traslado que se les eoníirio de la deman- 
da, piden el rechazo de ésta, con costas, contestando, fundándose 
en que según una cláusula del contrato presentado por los de- 
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mandantes, ia descarga debía efectuarse por los comprada ÍB 
pero la sal debía entregarse al coatado del buque que la con- 
tiene, á nao jr estilo de plaza, por el capitán. 

Que los demandados tenían K ran interés en efectuar la des- 
carga inmediatamente de realizada U operación de compra- 
renta y pusieron al costado del buque , R osu Rocca > el número 
de lanchas solídente para la descarga. Pero por causas ajenas 
á su voluntad ella no pudo tener lugar en el plazo estipulado. 
£1 cpitan del buque no hizo la entrega de la sal en el plazo in- 
dicado con la prontitud necesaria. 

Que los demandados ignoran que cantidad se entregó diaria- 
mente, pero pueden comprobar que durante mucho, tifas no se 
hizo entrega ninguna, y ,. aa culpa no lera imputable á ellos 
sinó 6 lo» vendedores. 

Que la tripulación del buque « Rosa Rocca » ha estado suble- 
vada v amotinada contra oí capitán durante el período de la 
deacarga t habiendo intervenido varias veces la autoridad. 

Que los marinero, ae negaban á trabajar y el capitán no pudo 
hmt la entrega de la sal, causando i los demandados, que te- 
nían sn S lanchas arrimadas al buque, perjuicios de considera- 
ción. 

Que en el caao en cuestión ae trata de una obligación recí- 
proca y los vendedores no pueden pretender que los demandados 
hayan incurrido en mora desde que lo, demandantes no ae han 
allanado a cumplir la obligación qu lea es respectiva (artículo 
510, Código Civil). 

Terminan los señores Núñe* y Cerro desconociéndole impor- 
tancia al documento de la Capitanía, porque en él se concreta a 
informar un empleado que el buque ha podido efectuar su des- 
carga en 28 días y medio babiles habidos para las operaciones 
de carga y descarga, sin tener en cuenta cuales son las causas 
que han impedido al buque < Rosa Rocca » efectuar su des- 
carga. 
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t. n«i x * uperaoiun puede ruaji- 
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larse en menos de 18 días resultaría un excedente de 10 días y 
medio de sobreestada. Como estos hechos do han sido nega- 
dos en la contestación ti ta demanda, pues los señores Nones y 
Cerro se concretan á impugnar el informe de la Prefectura, que 
en ál se limita á informar un empleado que el buque ha podido 
efectuar su descarga en 28 días y medio hábiles habidos para 
las operaciones de carga y descarga sin tener en cuenta cuáles 
son las causas que han impedido al buque * Rosa Rocca » efec- 
tuar su descarga, la cuestión queda reducida nuevamente á la 
responsabilidad que por la demura ne atribuye al capitán y tri- 
pulación del eipresado buque. 

Se ba aducido por los demandados que la descarga no se 
efectuó con regularidad, debido ú insubordinaciones producidas 
i bordo entre la tripulación del buque, y al efecto se ha recurri- 
do, parí probarlo, al testimonio de los testigos Esteban D. Rissu 
y Vietorio S. Carpí, 

Aparte de que ese testimonio, por su deficiencia, no es bas- 
tante para demostrar que efectivamente se produjeron dificul- 
tades a bordo que impidieron la operación de la descarga en 
el plazo convenido, existe una raaon fundamental que excluye 
toda prueba al respe to y es el texto mismo de) contrato de 
foja -4, que establece qae son por cuenta de) c omprador los dere- 
chos de importación y 1^ gastos de desembarque, lo cual se 
halla confirmado por el hecho mismo de habí r los demandarlos 
enriado al costado del t Rosa Rocca > las embarcaciones encar- 
gadas de practicar la descarga inmediatamente después de 
recibir el aviso de órden. Si efectivamente se produjeron difi- 
cultades imputables al capitán ó á la tripulación que entorpe- 
cieron la acción de los encargados dé practicar la descarga, 
esas hechos no han sido debidamente probados, como incumbía 
á los demandadlos, mientra- que. jnsdemandante* han justificado 
plenamente que la descarga comenzó el día 7 de Noviembre de 
1889 y terminó el 11 de Diciembre del mismo año, habiendo 
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t»«""M« dur.nl. ese tiempo 38 día, j medio MWl „ de „ 

Í5£?. l u,aridl " i 4 ra Ji(io <»" ¿t¡ 

4" Q»e loa demandado., en niégate, aducen que habiendo 
pasado lo. hecho, bajoel ¡m peI ¡, fe, a„tig„„ e6dlgo debe .p, 
curse la dación Je , 934 k ,„ /.^ , P ' 

presentado por loa demudantes y que co,« fo I a d 
J m - hubiendoae hecho en'?, uT^'í 

créenos p Jr eatndiae debe interpretare, (! ,n 10 con b e» 
tírm.no, georralea, ain limitación ,„ DI ,,J c ""«»"lo en 

Síido recibo, expre- 
Kn apnj,o de cata doctrina a. «Un .1 f,|J„ rf e ,„ SuprBmi| 

J .eaem, obsta , ,„„ p„ Uer ¡ ormellte „ 



Pero «» jurisprudencia no tiene ap.ic.oi.n en el „<o a H0 . 
JKíficc; ..1 rec.bo otorgado por e j csllit¡ .„ ,. ,„„. . . V 
Joree (Wi,.„h a k¡- capnan a r,n U r de loa señores 

rgn.owland éhijo puesto al dorsodel contrato de flp.-, m „. 
«presa categóricamente ,n, por aaldo d flet , h! a° 
£** reserva n, salvedad % m 
M..s, después «V mnclníd;. j a .lesear* , mi,.»* 

cboa del capitanTaeMn I: , ÍlüSOrÍ °' dfl "- 

b ree 6 t J d^n;,:;:r;r:r;„ q d ::. im,H>rtedeiflete » - 



100 



IALU1S DE LA M CHEMA IIOHTE 



Se ve, por otra parte, que antes de efectuarse completamente 
la descarga del buque, los señores Dellasopay compañía ges- 
tionaban lie la Prefectura Marítima un informe para establecer 
el número de días hábiles corrillos desde el día 7 de Noviembre 
al 11 de Diciembre, en que tenía lugar aquella operación, de 
donde U induce que reservaban el derecho para rechinar opor- 
tunamente el p;igo de las sobrestadías. 

5 o Que la justificación del tonelaje del buque, á los efectos de 
la indemnización, no es indispensable desde que los demandados 
al contestar la demanda no han negado ó desconocido la rapaci- 
dad que se le atribuye en la cuenta de foja í, y hay equidad 
en admitirla como base cierta álos efectos de la indemuizaejon, 
desde que está evidentemente demostrado que la carga con- 
ducida á este puerto representa mucho mayor número de tone- 
ladas. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á los señores Ntinez 
y Cerro al pago de la sutn¡i de 5Í)5 pesos con 58 centavos oro 
sellado o" su equivalente en moneda nacional, importe de las 
sobrestadías reclamadtiH, en el término de 10 días, con los inte- 
reses moratorios á estilo de Banco desde la interpelación judi- 
cial y las costas del juicio. N'otifíqueBe original y repónganse 
las fojas. 

Agustín Urdtnarrain. 

fr allí* ■!«• Ib Mupi*ciUH í 'opt4> 

buenos Airci, Noviembre ¥1 de 1900. 

Vistos y considerando : Que es un hecho comprobado por el 
documento di- foja cuatro y respecto al que están conformes 
ambas partes, que los demandados Niiííes y Cerro se obligaron 
á hacer la descarga del buque * liosa Mocea » á razón de sesen- 
ta toneladas por cada día hábil como mínimum, eumprometíén- 
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dose á pag fti cuatro penique* por talada d„ registro por cada 
día *ie demora qiu resulte. 

Que está plenamente averiguado que de.de el díaenoue la 
descarga debió principiar basta el día en que terminó, trans- 
arriero» veintiocho días y medio hábil,,, cuando descargando 
«•Uta toneladas diaria, la operación debió terminarse en 
dieciocho días. 

Que los demandados no bao producido prueba suficiente para 
hacer constar que, como lo pretenden, la demora en la descarga 
procedió de faltas ó cansas imputables al buque , Rosa Uoccu, 
m aun siquiera que hubiera aglomerado al costado de éste loa 
elementos precisos para que esa descarga pudiera hacerse en 
«m uta toneladas diarias é m en las proporciones cu que se 
obligaron, no siendo dud.su que carecen de valor probatorio 
bastante a los unes eipresados las declaraciones de W testigos 
Carp, (foja setenta y cuatro), y Hisso (foja atenta y siete) 
examinados respectivamente al tenor del interrogatorio de foja' 
setenta y tres y setenta y seis, cono carecen igualmente las 
declaraciones contenidasen laescrítura de foja setenta v cuatro 
<ley treinta y una, título dieciseis, Partida tercera; articulo 
ciento veintiocho y concordantes de la ley de Procedimientos) 
I or estos fundamentos y coucorda.ites de la sentencia apela- 
da de foja ciento veintiuna, se continua ésta, con costas. Noti- 
fiquéis eon el original, y, repuestos l«a*IK devuélvanse 



BENJAMIN PAE. — ABfíi. BAJAN. — 
OCTAVIO BÜNGE, — JUAN E, TO- 
RREN!. 
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CAUSA CDLIH 

DonCáHos Manfredmi contra Rivera hermanos y compañía, 
por indemnización; sobre competencia 

Sumario. —1° No corresponde el fuero federal por razón 
de personas si gj demandante eseEtranjcro y et demandado es 
una sociedad de que forman parte aodoa argentino* y extran- 
jeros. 

2 o La distinta vecindad concierne solamente á los argentinos. 
Caso. — Lo explica la siguiente 

PETICION 

Señor Juez Federal: 

Rivera Hnrmanos y O-, sin contestar la demanda pe sobre 
cobro de pesos nos ha promvidn don Carlos Manfredini, a V. E., 
como mejor proceda, decimos : 

Que venimos en tiempo i oponer la excepción de incompeten- 
cia de jurisdicción que paso á fundar. 

El actor ha acudido ú Ja justicia federal invocando su condi- 
ción de extranjero, pero no ha advertido que dos de los miem- 
bros que Componen la sociedad demandada son también extran- 
jeros y que, por consiguiente, este asunto corresponde a los 
tribunales de la provincia. 

Uno de loa socios de la casa Rivera Hermanos y O es el señor 
Antonio Sanguinetti, y al señor Manfredini le debe eoustarque 
es italiano. 

Otro de los socios como el que suscribe este escrito es tam- 
bién italiano como lo comprueba la fé de bautismo adjunta. 
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Respecto de Sanguinettí en oportunidad presentáremos ia 
prueba de ser súbrlito extranjero. 

Estos son Jos he. hos, señor Juez, los que, con arregbá la ju- 
risprudencia de la Suprema Corte Federal, determina la juris- 
dicción d« los tribunales tonales. 

La justicia federal es de excepebn y tiene por objeto garan- 
tir la recta é i m parcial administran de justicia al extranjero 
que litiga con un argentino, per., cuando el litigo es cutre ex- 
tranjero y extranjero, desapareen la causa de excepción deter- 
minante del fuero federal. 

La Suprema Corte de Justicia, en numerosos falks, lo ha es- 
tablecido así, pudiendo citar entre otros el contenido en el 
tomo 56, página 283, por el cual aplica directamente el articulo 
10 de lft lt? y sohre jurisdicción y competencia de Jos tribunales 
nacionales de 14 de Setiembre de 1863, en la cual fundo la ex- 
cepción opuesta. 

Sírcase V. S. liaber por opuesta la excepción de incompeten- 
cia de jurisdicción sobre la cual formo artículo de prévio y es- 
pecial pronunciamiento,? declararse incompetente, pa.a cono- 
cerdéele asunto, condenando al señor Carlos Manfredini ul 
pago de las costas que se ocasionen. 
Es justicia. 

Sánchez Viamonte. Ilivera fl*y C\ 
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La Plata, Mayo 4 de 1898. 

Y Fistos Hueramente : En vista de lo apuesto en el escrito 
de foja 10, y en mérito de Jo dictaminado por el señor Procu- 
rador Bacal, en la vista precedente, no ha lugar, con costas, á la 
incompetencia deducida por los demandados en su escrito de 
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f«jil9l, y contéstese derechamente ta demanda, fortugm 
ta foja, 1 s 

\f. S. de Aurreeoñehea, 

VISTA DEL SfcflOIt PI10€URA1*0H GENERAL 

Suprema Corte : Boenos Aire *> ,u "° * ^ 1S«B. 

Las constabas de auto, pfl CQrien 4 foja 5 com ban 
qaeel demandante es extranjero ; y la soldad demandada 
se compone de ciudadanos argentinos y de extranjeros, según Ia 
exposinou de foja 13 y constancias de foja 15. 

Considerando estos bfioboa ante la especial disposición déla 
ley «obre juri-sdicdon y competencia federal, d, U de Setiem- 
qre de \WJ f reharía que la parte demandada que es la so- 
ciedad Rrrera hermanos y C-, f.rmiíndose de argentino, y de 
extranjeros, no puede invocar legalmenLe alta última calidad 
para equiparar su nacionalidad á la de J a parte demandante 
y ser sometida á la jurisdicción ordinaria. 

La sociedad demandada es nacional, y siendo el demandante 
extranjero, l u demanda cae bajo el .nipeno de la justicia fede- 
ral al tenor de lo dispuesto en el artíeulo 2", inciso 2°, de la ci- 
tada ley de jurisdicción y competencia federal. 

Por lo expuesto, pido a V, S. la confirmación del auto recu- 
rrido de foja 18. 

Sabiniano A'f>r. 



Futió dr | H 



Buenos Aires, No s iembre 27 de 1900. 



Vistos y considerando : Que el demandado deduce la excep- 
ten de incompetencia de la justicia federal, afirmando que ai- 
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gimosdelos miembro, deque se compone la sociedad contra I. 

que se dirigí la acción, «un extranjero*. 

Que .i ese hecho fuera cierto, la circnn.ta.icia de ser eatran- 
jero el a-tor no bastarla para fundar la jurisdicción federal 
aunque fue.cn Bgéntoo* algunos miembros de la ,aa„„ a „ciaí 
demandada, porque, emolo dice el articulo .lie: déla ley de iu- 
mdicci,,, j com P ,,e„cia. para ,„ e8urttt estt j uris ,, ic<!Í0 „ es 
preesoquecadaunode Jos miembros de la sociedad tenga el 

erechode demandar 6 pueda ser demandado ante les tribuna- 
les nacionales por m ut i, os ( , P rm,l„ a „ e la nRC¡0Nalidaij 4 „. 
andad de his partes. 

Qne la distinta vendad que ha alegad, eI actor aI re3 . 
po líder A ta excepcío. de incompetencia opuesta por el deman- 
i-da, meata acreditada, ni «cría bastan!, fundamento del fuero 
fe^ral, en la hipótesi, deque hubiera extranjero* entre los so- 
cio* demudados, porque a W ü, circunstancia, 6 se a la 
Canuta vecindad, s ,,lo es «plicubi. cuando el pleito ee trata 
cutre argentinos solamente. 

Que en mérito de Jas precedente consideraciones, el inci- 
ent, ha debido huirse* pruebai p(írqu , hay he £¿ 
dos llamados á ejercer influencia deeUiva en Ta sentencia 

Por estos fundamentos, «e deja sill efecto el auto recurrida 
de foja dieciocho, 5 Suélvanse para que el inferior proceda 
reforme é derecho. Repuestos los ,eilos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. - ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUWCE. — juak B . T0 _ 
KHEHT 
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Don Domingo Lamas en la ejecución de don Luis «, Saavcdra, 
contra doña Agustina Lamas de Ovejero ; sobre tercena ¡j 
suspensión de procedimientos. 

Sumario. — La torearía de dominio se caractema por la 
circunstancia de atribuirse ei tercerista la propiedad di- los 
bienes embargados. 

No haciéndole mención de eso en Fa tercería deducida, no 
corresponde ta suspensión de los procedimientos, prevista por el 
artículo 302 de la ley de enju imam ¡«uto. 



Caso. — Lo explica el 



Vistos : Para resolver el in- identu de revocatoria suscitado 
el aerador ejecutante, del auUde foja H3, que manda sus» 



T consideran''» : Que el juagado al pronunciarse en el senti- 
do expuesto, lo hizo eu la inteligencia de que el escrito de La- 
mas importaba la deducción de una tercería de dominio, y en tal 
caso, la suspensión de la ejecución procedía por el ministerio 
de la ley. 



i «lio 4*1 Jue* reden»! 



Buenos Air 3 , Octubre -i de 1000. 
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Que estudiado atentamente dicho escrito, se observa desde 
luego, que la petición allí involucrada, no importa la deducción 
de una tercería excluyele dt- domini-., no obstante los térmi- 
nos equívocos empleados en dicho escrito y que fueron la cansa 
determinante por lo que el tribunal, tomándolo» como ta), dictó 
el auto de la referencia. 

Que. por consecuencia, la suflpension de los procedimientos 
ejecutivos no es pruccdt-nte, con arreglo ¡il artículo 302 de la ley 
nacional de proced í mientes. 

Por estos fundamentos, fallo: revocando por con trono im- 
perio el auto de foja 173 in fine, y a su mérito, ordeno que co- 
rran lo> autos aegnn ai estado. 

Agustín Vrdinarrain. 
1*1 de I* Suprema Corte 



Buenos Aires, SovÍRiubre 27 de 1000. 

Vistos y considerando : Que en arreglo al artículo trescien- 
tas uno de la ley de procedimientos, la tercería de dominio se 
caracteriza por la circunstancia de atribuirse el tercerista la 
propiedad de los bienes embargados. 

Que sólo en tratándole da esa tercería, es p< rtinente la sus- 
pensión de los procedimientos de la vía ejecutiva, con sujeción 
á lo dispuesto en el artículo trescientos dos de k citada ley. 

Que don Domingo Lamas, ai deducir la tercería á que se re- 
üerc el eipediente agregado, no pretende ser dueño del bien 
embargado* 

Por esto y fundamentos encordantes del auto apelado de 
foja trescientas treinta, se confirma éste, con costas. Notifíquese 
con el original, y, repuestos loa sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN . — 
JUAW E, TOnhENT, 
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< AIS A < IMUI 



¿7 doctor don Miguel Garda &mm* contra el concuño 
de ta sociedad Manuel Tounño y comida ; W W „m- 
/tcncío/i Je crédito. 

Sumario. -El socio comanditario separado de la sociedad 
antes del término <ie su duración, no puede preseofurs, en el 
concordo de la misma como aerador por el capi ¡tal afectada 
sHa dilución no fué registrada y publicada en él lugar ¿ 
su domicilio. 

Caso. — Lo eipjica el 



ralla rf*i Jur. letrado 

General Acha, Orfubre 18 de 1899. 

Vistos : ratos autos para resolver .obro la admisión ó el re- 
chazo del «Mito por <3.45S pesos con 36centu™ mo„,da 
nacional, presenta *J doctor Manuel García Fernandez 

Ycon„id« rando: Que en la junta de mincacion de .réditos 
celebrada el 23 de Julio último, y cuyo resultado se consigna en 
el acta de foja 245, don Alejandro Bazo, por el Banco de la Na, 
cioo, don Julio L. Kglis, por don Francisco Acebedo, v don Pe- 
dro San Martín, como cesionario de don José Alvaro han ob- 
jetado la cuenta presentada por el doctor García Fernanda 
(hijo) y pedido el ribazo del crédito, fundándose en que sien- 
do miembro déla sociedad concursada Manuel Touriño v com- 
pañía, y no teniéndose conocimiento en esta plaza que aquélla 
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a se como acreedor «¡entras no jnetiliane „a„J llenado la 
"bhgncon impnesta «, contrato M ¡ y también „„ ° 

re«r d- ,. coentapr ltad , ,u. el crédito',, reclamado áMa- 

nnel Tour.no persona d.stint. do la sociedad concursada 

Quee apoderado del doctor García Fernandos (hijo) „„ tiene 
«» ■ v» la ogitin.ld.d de, crédi,, b.aánd.e «^Í~£ 
sentado no forma parto de la referida sociedad, e„ mérüo de L 
borse «o. ,omo ,o a-redita con ,„ ese, , „ r . , u ° e ^ ¡ 
acto présenla , qoe corre en la foja 249. 

m tietnláe M lo e.n.l el j„ í¡r! ,d„ -enalo el término de 8 
días « toa efectos del artículo 1453 de, <'ódi,„ de rj^l 

«■* por el testimonio de foja 256 eslá plenamente probada 
a existencia de una sociedad comercia, en comandita, formad 
entre los señores Migue. García Fernanda (hijo,, mm<¡ a 
coman , ta r.o, j Manne, Tooriño, como sULZn Z 
el ob Je < , de explotar la casa de cmercio denominad. . BJ Z 

z rén o contarse desde e, Jo „ P Mayo de 1897, , ,ne terminará 

Í£¿ , . M ' oláosnla 9- del 

..-.ntrnto qne el domicilie de diclia seciedad e. e s,a capital 

" par f*' nd ° «e la eseritnra, envo testimonio corre nué- 
gado a foj, 849, qne )a raenl . iona(|a Bociedai ^ djsl| 

mon ..cnerdo con fecha 4 de Mayo de 1898, es al año 
haberse constituid,,, ,a cuestión , ( ue el juagado debe reso v 
primen,,,, es .a de saber ,i ta. disolución puede vd.idam I ■ 
oponerse por e, comanditario García Fernanda * ,„ s ^ d " 

Qne ,e s ,,„ el artículo 429 de. Cddigo de Comereio, ona s „- 

faera del caso d. exp.racon del plazo üj.do para S n duración 
mno cuando se han observo conjuntamente esto, dos renu^ 
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tos : Ja anotación en el Registro de Comercio y publicación en 
el domicilio de la sociedad, ó donde tenga ésta su establecimien- 
to fijo. 

Que no resultando do autos que en el sub-judice se haju cum- 
plido aquella disposición, el prorvyeiite piensa que la cuestión 
planteada debe resolverse negativamente. 

En efecto, admitiendo como válida la inscripción de la escri- 
tura de disolución de que instruye el certificado de foja 251 , no 
obstante de haberse hecho en uit lugar que no es el domicicilo 
de ta sociedad, siempre resultará que la exigencia de la ley no 
ha sido satisfecha, puesto que se bu omitido uno de los rerjti i- 
8! toa esenciales y quila el más importante, como lo es el de la 
publicación ó notificación de la disolución, á las personas que 
negocia bau con la sociedad. 

La sola prueba rendida sobre este punto consiste en las di- 
ligencias de fojas 290 á 297, y si bien de éstas resulta que íos 
comerciantes que en ellas se expresan, tenían conocimiento de 
la disolución, esfneratle duda que «dio no prueba el cumpli- 
miento del rer|iiisitw legal, ti ti primer lu^ar. porque no se ha 
probado que los acreedores de esta plaza, domicilio de la socie- 
dad, hayan sido notificados en forma alguna de la disolución ; y 
en segundo lugar, porque el conocimiento que los terceros que 
negocian con la sociedad tengan de su disolución, debe ser á 
consecuencia de un acto emanado de la sociedad y no por sim- 
ples noticia-? ó referencias. 

El doctor Machado, eomentundo una disposición análoga de la 
ley civil, dice: < No creo que los terceros pierdan sus derecha 
contra la sociedad, porque hayan tenido nuticia de la disolu- 
ción, sin haber sido notificados, si tenían negocios con elU, si 
no se hubiera hecho la publicación, porque el pmcedimíenta que 
no provenga de un acto emanado de la sociedad no debe consi- 
derarse con valor, tomándose como un mero rumor sin funda- 
mento i. 
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T bien, en e! presente caso no sólo no ha existido la publica 
Clon de Ja dfeolooion sinó que el socio ú enyo cargo quedaba el 

activo v pasivo social^ ha fontin o empando la í¡rma so- 

nal en transacciones posteriores | la f eC ba de la escritura de 
dmluaon, como lo comprueban los documentos de fojas 172 á 
174, y de 176 á 179. 

Que «i como consecuencia de lo eij.rieeto y de acuerdo con l a 
jurisprudencia d, la Kiceientísima Cámara en loeomercial (serie 
tomo 7-, pi ígi lía f 3 |) no pu,de conceptuarse legalmente di- 
suelta la sociedad en comandita formada entre el doctor García 
iernande* (Uijo) y Manuel Touriña, ea fuera de duda qu, la 

qm.bradedicbasociedaddebeser soportada por el prim.ro en 
18 medida de su responsabilidad, fijada en el contrato, y U CU1 , 
dada la naturaleza de aquélla, se limita al capital aportado ' 
* Uertü 1 UB « n U5a mmtom como aerador del corcureo 
un soco comanditan-, debe justifica, que ha aportado á la „. 
cridad un excedent, del capital ron que se obligó, y ,01o podrá 
ser tenido en tal carácter por ese excedente. Ksto no ae lia pro- 
bado en autos. 

Por estas consideraciones, resuelvo rechazar el crédito pre- 
aentado por el doet,r Miguel García Fernandez (hijo) t decía, 
rando que éste forma parte como soco eomaoditario de la so- 
ciedad Manuel Touriño v compañía, cuya quiebra motiva Patos 
autos ; debiendo pasarse al síndico todos los antecedente, del 
caso á los efectos del artículo 1459 del Código de Comercio. 

Balitear L f hit mu, 

r*H» de la «fuprem» Carie 

finimos Aires, Noviembre Í7 de 1900. 

Vistos y considerando: Que está realmente acreditado que el 
doctor García Fernandez (hijo), celebro con don Manuel 
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Taurino un contrato de sociedad que debía timar trea ¡mus, 
poique así resulta del testimonio de escritura de foja doscientas 
cincuenta y seis; sociedad que tenía objetos mercan ti les, y «o 
laque el citado doctor García Fernandez (hijo) figuraba como 
socio comanditario. 

Que es igualmente exacto que trascurrido sólo un año desde 
e) principio de Ja sociedad, se convino entre los socios su disolu- 
ción (escritura de foja doscientas cuarenta y nueve). 

Que no se registró ni publicó en el domicilio de ¡a sociedad 
la mencionada disolución, en cuyo caso, es de toda evidencia 
que eiia no surte efecto respecto de terceros, con sujeción á lo 
dispuesto en el artículo cuatrocientos veintinueve del Código 
de Comercio. 

Por eütos fundamentos, y concordantes de la semencia ape- 
lada de foja trescientas once, ae confirma ésta, con costas. No- 
iiffqtii se con el original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAl. — ABEL BAZAS, 
— OCTAVIO BUNGL. — IV AJÍ 
K. TORBfcKT. 



• 'AUNA (mmi 

DonJuan Zuccheno contra don Hámulo tfassey doña Teodoiitm 
li. de Quintana, por cobro ejecutivo de ¡mus; wbm nulidad 
de remate. 

Sumario, — Observada* las formalidades legales en la veri- 
ficación del remate, el hecliu de haberse obtenido mayor pre- 
cio después de cerrado, no puede fundar la nulidad del acto, y 
cb inútil abrirlo á prueba. 
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C aso. — Lo ciplica «I 
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Buenos Aires, Noviembre 39 do 1800. 
Visto. , la «Mfa instaurada Por don Gregorio Palacios 

SSJT " '!': la " la n " MiÍ A ° "«»• »•««<■ « rema.; 
Publico por orden * ( . st e J„ !gad0 , < e caaa |lertenec¡ÍIltl> . „ 

5 T r T' i0l r " e mm consta de! juicio pri „. 

cipal tenido ú la vista y resultando ; 

1' Que don Gregorio Paludos se presenta a foja 1 , escu- 
do que concurrió á la casa d.d remate i labora lijada M „, 
edicto., reseguir que el acto empezar» hasta 30 minutos 
después, momento, en que se presentó el do,tor Gabri,.| Oria.- 
qw cru.ad.s alguna, p-stura. y cuad., el ocurrente tenia Ja' 
«WW» con pesos 8200, „ mtrUUern e| - 

cando el b,en al referido ductor Oria», quien Un la misma 
oferta; que protestadoelaet.de cica voz , ofr,,¡d„ mayor 
preom, no fue atendido ; q„e el remate s. realizó con rmpid „ 
.nus.tada, dado el importante Ta |„r de la enea: que esta actitud 
del rematador le perjudicad, ,u carácter de acreedor hipoteca- 
re- sobre I. misma cosa vendida, por loque aoliclta se declare 
nulo el remate, mandandu hacer nuera subasta por otro marti- 
liero; no Bipresa la razón legal en que se funda 

2' Que inhibidoef juca titular de I. cansa y el «cetario por 
encontrarse emprendidos *„ el inciso 1» del artículo 43 de la 
ley le H de Setiembre de 1803, se nombró para actuar de se- 
cretario al escribiente de la oficina don lialmnré Lónez no 
aceptándose la eacu.aeion qii" i su tez hizo. 

3» Que estando la. partes conforme, en que el .userho juez 
le la lista conociera en esta causa, .e pidió informe al martiliero 

senorGregorioOonzalea.quienconte.taáfojalO apresandoque 
ni» s 
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son falsas las aseveraciones de ta parte uctora ; que es rentad 
que el acto no se abrió á la hora fijada, siguiendo un esto la 
costumbre de todo rematador, en espera de mayor clientela di' 
interesados; que cuando llegó el doctor Orias, ya se habían eni 
zado alguna ofertas ; que es falfio que el actor haya hecho la 
última por 8200, mediando la circunstancia de que al darse el 
golpe de martillo fué preguntado por varios por quién estaba 
la cusa y en voz alta contestó que por el doctor Orias, después 
de lo cual, sin baberBe mejorado la postura, la adjudicó el pre- 
di cho. Gorjcluye diciendo que carece de personería en este in- 
cidente de nulidad «porqun tratándose de remates hechos por 
orden judicial, los rematadores no estamos sujetos á las reglas 
del Código de Comercio en nuestras relaciones con los comiten- 
tes, sinú á las del mandato del Código Civil, por cuanto en e>os 
i-ahoi no hacemos actoa de comercio, sinó que desempeñamos una 
comisión ó mandato del juez», cita en su apoyo la jurisprudencia 
de la Cámara di' Apelación de la Capital Federal (fallos de sé- 
rie i\ tomo 4 o . "ágina 37; t<'mo 6 o , páginas 242 y 249; en lo 
civil y en lo comercia), série 4 o , tomo 5 o , página 430). 

4 o Corrido traslado al comprador, contesta á foja 13 diciendo 
en síntesis : ¿i) que en su deseo de que se resuelva pronto el 
asunto noopune la excepción de defecto legal en el modo de pro- 
poner la demanda, para lo cual tendría fundamento en que la de- 
manda no se expresa ul nombre del demandado ni se aduce fun- 
damento W",¡ ; 6) que por ta misma razón no opone la de falta de 
personalidad, pues el señor Palacios no puede tener interven- 
ción en un juicio en que no es parte ; c) que el actor no invoca 
título, ni tiene acción, ni causa manifiesta ; que no siendo parte 
no puede demorar ni entorpecer un juicio ; que se trata de una 
renta proveniente de un juicio ejecutivo, realizada por ejecu- 
tante y ejecutado por medio del funcionario respectivo, ante 
quien se celebra el acto jurídico, sin intervención del actor ; que 
aun existiendo fraude sería un acto nulo, sólo á petición de 
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P«fe. es decir, del comprador, del ejecutante 6 del ejecutado 
■ene luyeaduciendo comu argumente, de funde, lo. aduje' 
PA,a funderías eicepc¡„,,,. 8 de falta de personalidad y de acción 

2S "T ioio " del ,ni,nmcro ' en <-"»'•». 

s r chace la demanda, con oostas, Ríndale i salvo | a aooion ' 
que le competa por daño» y perjuicios. 

5- Cou.ider.do por ,1 Juagado ,ue no había neceéis de 
p ueba. aunque hubiera diferencia en I» expoeioion de lo. he- 
cho. por ventilaren un» cue.tion de puro derecho, a. llamo 
«U» a foja 15. en 14 de Noviembre pasado (Cámara «Je Z 
merco de (a Capital Federal, serie 1-, tomo *, p^ina 435 
Ahora bien, considerando: 

1 ' tlne no puede prescindir.., al estudiar esta demanda d. 
r-solvers. como cuestión prívi. 1. p e , son( , rfa del « 
,.. ^h. s.do argüida por e, comprador, porqne ella funda S 
taacalmentc la acción. Par» ello sera menester relacionar so- 
n..-r.mente tos antecedentes que arrojan lo. autos principa!,., 
taita i le vista. En ellos se ve ,p signóte i don Antonio d!" 
me e.n con poder de don J u .„ Zunchen., demanda i don Hú- 
malo ilasse y doña Teedelina B. da Quintana, por cobro de 
(.-eos en virtud de I», escritura, que presenta. Llevado ,| j„¡. 
cu, adelante, embargó» l« casa, de cuyo remate se ventit. I» 
- dez o „„,idad, dictad» laaentencia de remate .1 orde ar e 
I» tu.ac.on, se d» notici. ¿ Glorio Palacio., que lignr, ..m- 
b,ca como acreedor hipotecario, quien presenta una contara 
e segunda hipoteca y un contrato de locación, pidiendo se le 
ié p.rLcpac,.,, a n ,| juicio y s . tenga en ouenta su contrato 
-I realuarae I» venta. Posteriormente y ,,,„ de verilioarse el 
remata, el s. fl ,.r Palacios pide y se le otorga el desglose de su 
escritura hipotecaria. 

Según esto el seño, Palacio, ha tenido conocimiento, de acuerdo 
con el articule 3,96 de. Cddig. Civil, de la tasación hecha 2 
'«mueble, y por lo tanto I. hipotec. saya , qe d. extinguida 
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con la consignación hecha por el comprador del precio de u 
venta á la úrdt-n del juez. El do haberse veníicaiio aún «ato úl- 
timo, dado el catado del juicio ¿confiere personería al acreedor 
hipotecario que no ha tramitado p;iru sí la ejecución, á argüir 
la forma en que se h;i realizado la venta ordenada por el jui*z 
un remate público? La intervención de loa otros acreedores hi- 
potecarios está clara y esplícitamente explicada en la nota <M 
codificador y concordancia» del ariíeulo citado. ¿Cuál es el ob- 
jeto por el que se hace dar participación en el juicio á los otros 
acreedores no ejecutantes? Goyena lo dice (comentario al ar- 
tículo 1816): f de este modo loa acreedoras no tendrán de qué 
quejarse, puerto que deben ser citados para que puedan éfiftfer 
que se re baje fraudulentamente el precio de bienes que les t 
tán obligados » (citado por Llerena, tomo 5», página 373). ge* 
gun esto, la intervención verdadera y real de lo> otros acree- 
dores hipotecarios consiste en vigilar Ja tasat iun y el procedi- 
miento seguido |>ara iijar el precio de la cosa. Fuera de esto no 
tiene otra intervención, y al presentarse el señor Palacios, no 
como acreedor y en el carácter que el Código Civil le da, sinó 
como perjudicado por la adjudicación que el rematador hizo en 
el acto del remate, no puede ser reconocido como parfe legítima 
en el juicio, que en este caso y en el acto qnc se dilucida, ad- 
quiere el carácter de res ínter altos acta. No se trata aquí 
de rebaja m el precio en perjuicio de un acreedor ainóde 
las íWnias j solemnidades que la venta en remate público re- 
quiere. 

Que no se arguye el procedimiento seguido en este juicio, que 
pudo afectar los derechos del acreedor no ejecutante, ainó el 
proceder del rematador, nombrado por el Juzgado, en momento 
de realizar la venta en remate público. En este acto el señor 
Palacios, como se ha dicho, no se presenta en sn calidad de 
acreedor, ainó de un interesado cualquiera en obtener el objeto 
que va á venderse, porque Ja razón substancial que informa la 
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demanda se deduce de >u escrito y no i* otra, según su ase- 
veran, que haber preferido et rematador por igual cantidad 
aldoctor Orlasen perjuicio de él ; , l0 importando para ttS to 
que sea un postor que reúna también gj carácter de acreedor 

Ahora bien, ¿ hay relaei-m de obligación exigible entre los 
distintos pobres en un remat, judicial, j el Juzgado ó vende- 
dor de la cosa ó bu agente para la venta, q,„ «, estfl caSü m 
el rematador? 

«En el c; 10 de que hubiera e.tas relaciones, afectan la venta 
misma ? Creo que no ofrece dificultad el resolver este panto La 
relució» jur.dica entre vendedor y . -omprador se estabt.ee por 
t J acto de la veuta, que en caso de remate público conste en 
I* oferta en voz alta del interesado, aceptación del rematador, 
golpe del martiliero que cierra en absoluto el acto del re- 
mate y la adjudicación hecha por el rematador en seguida 
del golpe. Bitas so., las formas establecidas por la prác- 
ti« comer-ial y sancionada por nuestra, leves positivas 
quedando con esto concluido el contrato que eren derechos y 
obhgariones entre cmprador y vendedor, y p„r eso ell,s tan 
solo pueden alegar lus condenes en qite se ejecute m Te «ta 
arguyendo Su validez ó nulidad, pues están interesados en que 
el acto sea perfecto. Pero ni el comprador ni el vendedor han 
rgmdo et acto. Antes d, ejecuta.se éste, ó durante su ejecu- 
ción no existe relación entre uno que puede ó no asumir en de- 
limtjva el rol de comprador j el vendedor ó an intermediario 
Las leyes no.lo establecen, y no lo establecen, porque sería cam- 
bia, la naturaleza del acto, trayendo multitud de complicacio- 
nes, que le harían perderán sencillo* y rapidea. 

Pero aun suponiendo que estas relacones pudieran existir 
ellas concluirían cu* el acto, el qne crea nuevas y definitivas 
entre el vendedor y el comprador (fallo de la Cámara de Ape- 
laciones, aérie 4\ tomo 6", página 390). 
3* Que dado el caso de que el rematador con sus actos frau- 
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dulentos perjudicara las pretensiones de un interesado, podría 
admitirse que dicho interesado pueda tener ona acción perso- 
nal contra el agente 6 rematador por su do i . pero ^ aoc|ou 
no puede llegar ú anular el acto mismo, puesto que por el hecho 
de hacer i, D a postura en el remate, de pujar en él, no se ha ad- 
quirido personería para discutir la venta misma realizada en- 
tre terceros. El hecho de que el postor sea acreedor del deudor 
a qmen se ejecuta y por cuenta de quien se realiza la venta no 
camb.a la naturaleza del acto, y tampoco cambiaría, aun cuan- 
do el acreedor fuera á la vez ejecutante, si se fundara tan sólo 
en la razón de ser lesionado en sus pretensiones de postor, pues 
las formalidades del remate judicial nacen de la ley y 8e eje- 
cutan por su ministerio, no sucediendo lo mismo respecto de 
las personas entre las cuates el acto crea obligaciones (véase 
fcscnch, palabra puja, y fallos déla tierna. Cámara de Apela- 
ciones de la Capital Federal citados en el escrito de foja...), 

4° Que aun suponiendo que exista la causa de nulidad de ha- 
berse alterado la hora del remate, esto surge délas considera- 
ciones anteriores que el señor Palacio, no puede argüirías y 
que aun comprobadas éstas, ellas acarrearían una nulidad re- 
lativa snbsanable por parte legítima con la confirmación del 
acto (artículos 1058 j 1068 del Código Civil; Faltos de la Cá- 
mara Cml de la Capital Federal, tomo 8, página 321, série i'h 
Por estos fuadamento. y I os concordantes del escrito de 
foja 13, este Juzgado delictivamente falla : declarando que el 
señor Gregorio Palacios no ha comprobado personería suficiente 
para pedjr la nulidad del r.mate de la casa de doña Teodotina 
B, de Quintaua, ejecutada por órden deeste Juzgado en remate 
público el 1* de Octubre del corriente año por el martiliero 
púbhco don Gregorio González. En consecuencia, rechaia la de- 
manda instaurada, con costas al actor, quien deberá depositar 
los alquileres de la casa que ocupa á la órden de este Juiga- 
do desde la fecha del remate. Repúlanse los honorarios del 
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doctor Iturbtí por los escritos de fojas 10 j 13 en la cantidad 
de cincuenta pesos. Notifique con el original y ejecutoria.!» 
que sea esta sentencia agregúese al expediente principal. Dada 
j nrmada en Jujuy á 20 de Diembre de 1899. 

Teófilo S. de Btistamante. 



rail* de I* Nupnma Corto 

Buenoi Aire*. Noviatubre ¿9 d« 1900. 

Vistos y considerando : Que según resulta del expediente 
ejecutiTo, se han observado en él las formalidades establecidas 
por la lev, hasta llegar i la venta en remate de las casas em- 
bargadas. 

Que en .1 acto del remate (foja sesenta y nueve) el rematador 
procedíocon sujeción á las reglas que gobiernan ese acto, como 
se hace constar eu la diligencia respectiva, .tuya seriedad apa- 
rece conürmada con ia tirma de varios testigos ó concurrentes 
al remate. 

Que la eipreaada diligencia prueba que don Gabriel Orias 
hizo la oferta, con la que ae cerró el remate, no siendo permi- 
tino mejorarla después de esa clausura ; de manera que, aun 
siendo cierto que Palacios ofreciera haeerlo, cuando ya la su- 
basta estaba terminada, tal hecho no tendría influencia para 
menoscabar la validez de ta operación ya realizada. 

Que en tal virtud no ha debido recibirse la causa á prueba, al 
ubjeto de justiücar ese hecho, porque aun probado, no aprove- 
< haría. 

J'or esto y fundamentos concordantes de la sentencia apeladi 
de foja diez y ocho, se confirma ésta, con costas, declarándose 
no haber lugar al recurso de nulidad, en mérito de lo consig- 
nado en el último considerando de esta resolución y por cuanto 
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el motiw de haber desconocido en su sentencia el inferior U 
personería del recurrente, no autoriza tal recurso (artículo 
domentos treinta y tres, ley dé pro C edí,„i eil(lN . iMiffquese 
can el original, y, repuestos los sellos* demélva^e. 

BENJAMIN PAZ. _ ABEL BaIAN, — 
JUAN E. TOIUILNT. 
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th% Antonio Vállele contra don Aito/fa YUhilha; por 
falsificación de marca <le fábrica 

Sumario. - i° E fí raiiteria de procedimientos . riminales no 
nay más nulidad,* que las ei pr Psami nte e<Uble,idas por la 
ley procesal. 

2° El quü | )a comprado en plaza un artículo falsificado 8Ín 
haberse probado que hizo la compra obrando de mala f, y que 
declara el nombre y la dirección de la easa vendedor Il0 
incurre en las disposiciones penales de la ley sobre marcas de 
fabrica. 

Falla del Juei »>d«ral 

Buenos Aires. Julio 16 de lítiO, 

Y fistos estos autos seguidos por don Antonio Vállele contra 
don Adolfo Villalba, por falsificación de marca de fábrica de 
los qne resulta: 

Que á foja 13 se presenta don Manuel Marono por el actor 



diciendo que su f.n.l. rdunu. es el dueño efusivo d.< I. marca 
* Papier Duc » con que distingue Je los similares el pape l p¡ ua 
'Cigarrillos de su fabr 

Que el derecho a) uso esclavo de esa marca en lu Repúbt.ca 
lo ba adquirido en debida forma, según ¡u justifica el «riiflcado 
que presenta, y, por lo ta»*., está habilitado para perseguir á 
odos los que imit. n adularen ó ftM«ftM | 03 proiJ|¡ctM 
distingue en su marea (artículo* 4 y 34 de ta materia). 

Que teniendo noticia deque esa falsificación ó imitación s, 
hace , n esta Capital, ,„ | q„e concerne á etiquetas, , ovolto- 
tm v eajitaj de cartón, deudo importado el papel del libriio 
producto falsificado, ha recibido instrucciones para prestarse 
al Juzgado y formular querella contra el falsificador, pidiendo 
en su contra el rn.iiimum.de las penas señaladas en el artículo 
'i8, por existir reiterad™, con más las costas del juicio y deján- 
dole a Bilfo de su instituyente las acciones por daños v perjui- 
cios que riera convenirle. 

Que de Hverignaciones que ba practicado na llegado á saber 
que «ute en plaza una gran cantidad de papel falsilicado que 
se vende á un precio m**r del legítimo y que el autor de ésa 
falsificaron es don Adolfo Villalba, ei-socio de la casa Senillosa, 
ViHalba y compañía, de cuya hortorabililad no puede dudar. 

Que basta un ligero examen del papel falsificado, del que 
acompaña una muestra, para convencerse de la diferencia que 
existe con el legítimo, como puede verse por el color y en algu- 
nos detalles de la envoltura. 

Que el carácter delictuoso del acto que imputa ú Villalba no 
puede ser materia de controversia, pues éste fabrica productos 
6 pone á productos de tercero una marca ajena, ambas cosas 
constitutivas de delito (incisos 1° y fr del artículo 28 de la ley) 
aparte de falsas enunciaciones que eontieue, que hacen á 
Villalba pasible del castigo previsto por el inciso 5° del mismo 
artículo. 
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Qüe corrido traslado de la demanda, la conttsta a foja 42 el 
querellado, pidiendo su rechazo, con mis lascoaUa del juicio y 
dejándole ¿ salvo las acciones por daños y perjuicios que le 
convengan y que le irrogue con este motivo. 

Que niega rotundamente ser autor de la falsi6cacion, adul- 
teración ó imitación toé tan anualmente se le imputa, pues no 
lia cometido esos delitos ni ningún otro. Que es ej.rto que hace 
tu. año* la casa Seuillosa y Homero, ú la que sucedió la de 
Senillosa, Villalba y compañía, comenió á eipender al pública 
la mercadería importada de papel para cigarrillos marca Dnc, 
con su similar marca Brol, continuando tal expendio durante' 
años sin redamo alguno. Que la dicha mercancía era y es im- 
portada del extranjero, ha pasado por la Aduana abonando sus 
derecho* correspondientes y su venta y reventa nada tiene de 
deliel„ üá0 , ilegítimo o censurable. Que suponiendo que los 
envoltorios y cajitas de cartón que cubren esa inerrancia no 
procediera como ésta del extranjero, el hecho respondería al 
deseo de disminuir los derechos de Aduana por el impuesto que 
debe pagar. Que es cierto que la razón social antes mencionada 
se disolvió en Setiembre de 1894 y que en seguida él abrió un 
escritorio á su solo nombre, dedicándose al mismo negocio que 
aquélla, pero que es falso que el expendio haya aumentado en 
h>s últimos meses del año anterior, pues, cabalmente las ven- 
tas se paralizaron on esa época, como lo es que él haya vendido 
el artículo motivo de la querella á todas 1** casas que indica el 
querellante; que les ha vendido á algunas casas pero no le 
consta que el secuestrado sea el que él les vendK., como ha ven- 
dido en calidad de dependiente de Senillosa, Romero y compa- 
ñía ü los señores Mendy y compañía, quienes se titulan único, 
agentes para la venta de dicho papel en la República Argentina, 
siendo este hecho de capital importancia, dado el carácter de 
agentes que dichos señores tienen. 
Que como no ha cometido delito, ni tenido intención dedeliu- 
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quir, ni tenido intervención en los hechos en que se funda la 
querella, debe rechazarse en la forma que lo ha solicitado. 

Que abierta la causa á prueba i foja 83 vuelta, se produce la 
que corre agregada de Toja 84 á foja 234, consistente eu decla- 
raciones de testigos, informes de las oficinas de marca y de 
patente y exámeu pericial, y habiéndose llamado autos á ios 
efectos de! articulo 492 del Código de Procedimientos en lo 
criminal, se presentaron hs memoriales que obran de foja 242 
á foja 259, quedando la causa para definitiva. 

Y considerando : Que si bien es cierto que se encuentra justi- 
ficado el hecho que dio origen ¡i esta querella, por la existencia 
del cuerpo del delito, informe de los peritos y demás Constanzas 
de autos, no !>• es menos que en manera alguna pueda decirse 
que t i querellado sea el autor de ese delito. 

Que de la abundante prueba que se ha producido, ha quedado 
demostrado que Villalba espundia pap-1 Duc procedente de la 
casa de Carlos Hendy y compañía, que se titula único agente 
para la venta en esta República del referido papel, como asi- 
mismo que las casas que á él le compraban lo hacían en el 
concepto de que era legítimo y en cuya forma lo volrían á 
vender. 

Que aunque los mismos peritos ha en notar sensibles diferen- 
cias de peso y graduación que hau encontrado en el exámen de 
diferentes hojas del papel presentado como legítimo, debe 
aceptarse su dictamen en cuanto arriba á la conclusión de que 
ese es igual al secuestrado é impugnado como falso, pero no 
como una prueba fehaciente de que Villalba lo baya falsificado, 
puesto que f si ha demostrado que él adquirió el papel que 
expendía de quien se decía agente pura su venta en esta plata, 
do ¡sería imposible que entre el dicho papel secuestrado y el 
legítimo se encontraran algunas diferencias, vaque este último 
Jas tenía. 

Que por otra parte, se ha justilicadu que el querellado no fué 
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quien encomendó la confección de las cubiertas del papel, ni la 
preparación del trabajo a que se refiere la piedra laográfica 
secuestrada; y b¡ esto ha sticediiJo, si la mayoría de los nego- 
ciantes que han sido interrogada, deponen que el papel secues- 
trado procedía de la casa Senillosa, Villalba y compañía, forzoso 
es -onvenir que nquél no tiene ni ha podido tener participación 
alguna ( -d el delito rlé falsificación qne se le imputa. 

Que si ¡í esto .se ajjreya, qiJ ». con estas - ipücacione* amplia- 
mente ©freídas por el deman lado, éste se ha coiocdo dentro de 
la deposición del artículo 31 de la lejr de marcts de fabrica y 
de comercio, sn responsabilidad ha desaparecido aun hasta en 
el de carácter de cúmpiic* que pudiera atribuírsele, dado que 
ellas son perft íitamt nte claras y concordantes. 

Por estos fundamentos y concordantes del memorial de foja 
242, definitivamente juagando, fallo ; absolviendo i don Adolfo 
Villalba de la acci.o» contra él instaurada, dejándole á salvo las 
acciones que por daños y perjtiiuos viere convenirle, siendo las 
costas á cargo del querellante. Notifiquen con el original y en 
oportunidad archívense estas actuaciones, repuestos que sean 

los SrllOtí. 

f rancisco /f. ástigueta, 
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Buenos Aires, Noviembre 29 de 1000. 

Vistos y cooperando; QuMa sentencia de primera instan- 
cia se ajusta en su forma á las reglas q ue , de una manen* 
expresa, establece el artículo cuatrocientos noventa y cinco del 
Código de Procedimientos en Jo criminal. 

Que con arreglo al artículo quinientos nueve del mismo 
c.rftigo, el recurso de nulidad contra m.a sentencia aólo Ueue 
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Jugar cu undo ella se pronuncia con violación de las formas sus- 
Unciales proscriptas á su respecto. 

Que tanto en virtud de las citadas disposiciones, como de la 
contenida en el artículo seiscientos noventa y seis del mencio- 
nado Código, según el que, en materia de procedimiento penal, 
iiu habrá mis nulidades que las establecidas en el mismo códi- 
go ó las que resultasen de la violación de sus disposiciones 
expresas, es improcedente el recurso de nulidad deducido por el 
querellante, basándose **n tío I ación es de forma que atribuye á 
la sentencia. 

l'or esto, no ha lugar a dicho recurso. 

Y considerando, en cuanto al de apelación: que la abundante 
prueba testimonial pred* ida por el querellado sirve a acredi- 
tar que éste ha comprado en plaza el artículo a que Ja causa se 
r Hiere» 

Que nada se ha probado en el sentido de demostrar que Vi- 
llulbu hubiese obrado de mala té al hacer esa compra y expender 
en seguida el artículo adquirido por título legal. 

One habiendo dado el nombre y la dirección de la casa vende- 
dora del artículo, no es permitido hacer recaer i ontra él conde- 
naciones fundadas en la violación de la ley de la materia, porque» 
u> contrario, ha cumplido en lo q»e á él respecta, con el deber 
que le impone el artículo treinta y uno de la citada ley. 

Por eslo y fundamentos concordantes de la sentencia «pelada 
düfojadoscíentos sesenta, se continna ésta, con costas, Notifi- 
ques* con el original, y t repuestos losadlos, devuélvanse. 

BKMAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— «JAN E. TonnEitT. 
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Criminal contra Contato HachinK por heridas; sobre contienda 

'te competencia negativa 

Sumario. - El haber el jue. telegrafiado al Misterio de 
Justicia que un preso había herido á otro preso con arma de 
Hugo, oo es causa de excusación pira conocer en el proceso 
correspondiente. 

Caso. — Lo explica el 



%u*o del Juei del Territorio 

üeDemJ Acha, Setiembre 5 Je l&UO, 

Autos j visto, : Habiendo, en telegrama dirigido á S. E e¡ 
« ñor ministro de justicia, aíirmado el promente la exiatenci, 
del delito que motiva Jas precedente* a< tuucion.s, circunstancia 
que tuertando ,i„ p íe jnxg im.eoto inhabilita para seguir cono- 
- lendo en ellas, el suscrito r^.elve ,„hibirse, de acuerdo con 
los artículos 77 y 75, in,,*U<\ del Cúdigode Procedimientos. Kn 
«■onsecuencia, pase esta causa al señor juez de sección de la 
provincia de Biienoi Aire,, por ser más próximo, atenta la 
facilidad y rapidez de las comunicaciones, poniéndose S dispo- 
srcion del mismo al prevenido Bachini. 

Hat tazar 5. tieltrdn. 

Ante mí: 

José tt. tfaparro* 
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VISTA OEL SfcSoH PROCURADOH FISCAL 



Señor Juez : B,I<? "° S Aif * s ' Setl>mbrtí 11 de l9 00* 

Kl procesado Gonzalo Baohini recusa al aeñor juez nacional 
de la Pampa Central porque ha tenido parcialidad en una causa 
anterior que 86 encuentra actualmente en apelación, y ese ma- 
gistrado acepta ta causal eipueaU, se desprende del conocimien- 
to de los autos. 

La incidencia promovida no ha nido sustanciada con arreglo 
■ brecho, (articulas 82, 95 y 97del Código de Procedimiento). 
Per* ya que los autos han sido elevados al conocimiento de 
\. S. íart. 101 del código citado), corresponde estudiar si la 
causal alegada está ó no comprendida en alguno* de los casos 
que enumera el articulo 75 de la ley de la materia. El inciso 
4" de la disposición citada alude i otras personas ¿«« no es el 
juez de la causa, y aun cuando se reiiriera. á éste, el hecho de 
haber resuelto como juez, condenando al procesado recusante 
no lo inhabilita en concepto del suscripto para que pueda enten- 
der y fallar en el sumarioinstrnido con motivo de la reyerta de 
Gonzalo Bachini con Fabio Giménez. No es pues causa legal de 
recusación el hecho de que el señor juez de la Pampa Central 
haya impuesto pena en otro proceso á Gonzalo Bachini, más 
cuando éste ha hecho uso del recurso de apelación contra esa 
sentencia. Opino, en consecuencia, que V. S. no debe ha.e.- 
Jugará la recusación deducida y devolver, oportunamente los 
autos al juez de h Pampa Central. 

G. G. Vieyra. 
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MI* del J U «> Fedmj 

La pl;ír, Srüeinbre 13 tjf» 1900. 
i^" « L TÍ8t °- ! ° 0n8Íder »»' 10 »' Q« " »MM« de todo 

* Qne la causal alegada p„ r el aeñor juea para inhibirse » 

S 222" Pr00edi,nie "" ,8 * 10 *«-«"«. la 

U "J°' y üe «" , " <1 ° «° l« dictaminado por «1 méi ,¡. 
«.1, devuélvanse los aute. al jue , de su &¿¿¿ 

Isaac Codoy. 

ralla «ci Ju# . -el ¥MW|i<|r|f) 

General Actin, Setiembre i.i de 1B00. 

Auloe , Ti8t „ s: Considerando qoe en e| telegrama qoe se 
alude en e, anto de foja «, „ p rotey ,, te> „ ¿*£ 
m maro que . 1 preso BaCini había herido con arma de f«r K 

fndó'uT T m ™*<°*<*™im opinión s o„re t 
onde m asnnto j pw ,„ tanto , la „„, ( 

t Jcnl' ff" "' f * »°" «-nos Aire,, el 

1 " P "" , '" ! 61 ^"«nmí-t» M Hall» comprend do 
™ P llo, .mente, p , les to qne ha, identidad de ».«» Lr, I 
mod.l.dadea relacionad.» en e, inciso 4-, articlo 75 , 7££ 

la Exma. C uñara de Apelaciones en lo Criminal de la Capital 
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Ante mí : Uaítasar $, fíettrán. 

José ft. Navarro. 

Suprema toríe ; Bu * n0 * Aire *» K °™™bre 14 d« 1900. 

«*- 553? ; ':.: a ::;" T r : p 

JE £5E£ h ; ber - el ir de h mb " ' 

r. SS**" Mn0r M,ni »'"> «• «WM. I. «Uto.!, 
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del delito que motiva el proceso segua el auto de foja i vuelta, 
ó que el preso Bachioi había herido con arma de fuego, según el 
auto de foja 5 vuelta, no importa un juicio decisivo sobre las 
responsabilidades legales del procesado. Aquellos informes 
emanados de las primeras actuaciones de una causa, no importan 
Ja apreciación y resolución decisiva, que sólo puede afirmarse 
en el ánimo del juez, después de concluidos Jos procedimientos, 
compulsadas las pruebas y apreciadas en su valor jurídico para 
la sentencia definitiva. 

Por estas consideracionfs y las concordantes del dictámeii 
del señor Procurador Fis.ral déla provincia de Buenos Aires, de 
foja 2, opino, que no existiendo mérito en el caso para la re- 
cusación ú eicusacinn del señor Jue* letrado de la Pampa 
Central, correspondería vuelvan los antecedentes á su despacho 
para que continúe el procedimiento de la causa de cuyo conoci- 
miento se había desprendido. 

Sabiniano Kier. 

Falte 4e Inprem C*rt« 

Buenos Aires, Diciembre 1* 1900. 

Vistos: Do acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se declara no haber lugar á la eiousaciun 
del Juez Letrado de la Pampa Central. Remítantele los autos y 
avísese al Juez de sección de Buenos Aires. 

BENJAMIN PAI. —ABEL BACAN, — 
OCTAVIO BUNGE. - IDAS E t TO- 
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«w^ ^ f %ÍM ^ Pem0; $Qtfrfi 

expendio de hit tetes de curso leyat falso* 

* Ufete han sido adquirido, de baeo. fé, can ¡a multa Z 
twto.itrii.le de S u«It,r. del 



Cajo. — \ i0 -i i dica tf [ 



Humaos Aires, Mayo 31 d* 1900. 

7 br V 'I""" 1 - * 24 «ta, altero, mecuuic. 

! teM, eo 1, cali. WrJoV. „„„,„,.„ ^ Keraaldo Ve' 

Hete, falao* de banco, de cuyo estudio, reaulta • 

9>2**mm JedonJuauGattouiantala o.oh.ilt de 
U seec.u de .o^tigac^, de que n . bu r ,. oihidoeil ~ 

overeo de M „ io A d Bm ¡, un MIteti de )0( , « 
i'farae una d,ud« atra.ada de 13 peaos 
4«e babiéndole ob..r„do ,ue ,, b¡, le .e corre.poudia a lu . 

». r.,d. hhMoBl^ , teuaieudo lo fuera e.te también, dudaba 



132 



PAL LOS lit, LA SUI'KKMA Líífilfc 



de au legitimidad; éste le dijo que procedía de la quincena que 
mi patrón le había pagado, y que una casa séria como la en que 
trabajaba, no podía nunca entregar un billete falso, insistiendo 
para que se lo recibiera y para g irantir que él lo había entrega- 
do, y á solicitud déla esposa del denunciante puso sn firma al 
reversa ; recibiendo, entonces, el vuelto correspondiente. 

Que un tiempo después pagó, entre otro dinero, con ese billete 
el alquiler de casa y le fué devueljto por ser falso, por loque 
ae apersonó al patrón de Adami, siendo informad» por aquél que 
no era cierto que hubiera entregado billete alguno de 100 pesos 
o Adami, pues no había en au establecimiento obrero que ganara 
esacantidad quincenalmente, pur loqnc fué llamado á su pn - 
seneia, observándole su proceder y recibiendo dicho billete para 
cambiarlo, pero que habiendo transcurrida algún tiempo, y 
Adami siempre contestaba con evasivas, ponía el hecho en co- 
nocimiento de la autoridad. 

Interrogado el procesado Adami declaró qu«> Reinaldo Veren- 
go le había entregado un billete de 100 pesos de la serie 0.3, 
fuera de circulación, el que suponía fuera bueno, pura que lo 
hiciera circular, prometiéndole un buen regalo en caso de rea- 
lizarlo, 

Qu*' en posesión jel billete el declarante se dirigió al nego- 
cio de d<>n Juan Gattoni, u quien pagó con él u' a deuda que te- 
nía, pero rom'» dicha persona titubeara en recibirlo, sospechan- 
do fuera f.ilso, el declarante le afirmó era ligftimo, pues lo ha- 
bía recibido de su* patrones, y que si tenía temor no tenía in- 
conveniente *n firmarlo [tara mayor seguridad, io que así efectuó 
recibiéndoselo el billete y entregándole el vuelto que impor- 
taba 87 pesos. 

Que el declarante en vez de entregar ese dinero á quien la 
había dado el billete se io gustó. 

Que poco tiempo después Gattoni á quien le habían rechaza- 
do el billete que le entregara, se apersonó á sus patrones á re- 
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« lámar su devolución en caso ríe que éstos lo hubiesen entre- 
gado, como tu u;ibí¡i afirmado el declarante, y nomo la contesta- 
ción de éstos fuese negativa le fué devuelto para que reclamara 
de la persona de quien lo hibía recibido; .¡ue el mismo día se lo 
devolvió a Verengo, dieiéndole que no había podido balerío 
pasar. 

Detenido el sujeto Reinaldo Verengo, y habiendo hecho en- 
trega del billete falso de 100 pesos que le fué devuelto por Ada- 
mi, fué interrogado al respeto y declaró que el billete de la re- 
ferencia le fué dado en pago de una damajuana de vino por un 
oliente cuyo nombre y domicilio ignora, en la cantina donde el 
dependiente. 

Que ha intentado ha orlo circular y que últimamente ha- 
biéndolo mu, trado á dUtinius personas que le decían que lea 
parecía bueno, y entre ellas, Mario Adamj, se lo entregó á éste 
para que lo hiciera pasar prometiéndole que si pasaba y resul- 
taba bueno, mies suponía que no lo era, Je pagaría una farra. 

Que Ada mí tuvo en su poder el billete más de un mes, y se 
Jo devolvió dkiéndole que no servía, por lo que «1 declarante lo 
conservó con la intención de llevarlo á la Caja de conversión. 

Cerrado el sumario, el procurador Fisc al presentó su acusa- 
ción á foja 36, pidiendo para los ucausadng Adami y Verengo 

la pena que establea el artículo 65 de la lev de 14 de Setiembre 
de 1863. 

Corrido traslado A los defensores de los acusados, fué evacua- 
do por éstos á fojas 38 y 41, pidiendo la absolución de sus de- 
fendidos por las raiones alegadas en sus respectivas defensas, 
renunciando los demás trámites. 

Y considerando: I* Que el delito de circulación del billete de 
Banco que corre agregado á foja II y que resultó ser falso, se 
encuentra debidamente Comprobado por la propia confesión dei 
acusado Adami, por la existencia del cuerpo del delito y por 
las demás declaraciones que constan de autos. 



»í LA SI mr.NA COIITK 

f Que lo .legado pon», de ,„ i,, Mn8imi)s B0 fc 

Man procedidocon conocimiento J e , uc ,| b U |. t ede [<fi|r 

* fUe " ,,ho ' « ,wU '"«tru.do, por cnantode sus misma, de- 
clárenles cn,U que conocían Bu ,ala,dad, p „, 9 Veren(((J mÍ9mií 
lo conbes. cuando dice que ha prendido circular!,,, de lo que 

l*f"! *" !' "* SÍJ0 '«"«<• P« falso y además ue 
and., e,,tr,go fl , lille te á Adami para une io p„„ r , du- 
daba fuese legitimo, y e, en ese concepto que le ofrecK. re- 
compensa si conseguía circularlo. 

En cnanto á que Adami couoola la falsedad del billete auree 
de su m,ema declaración, de haberlo recbido e« comisión para 

emularlo, , del empeño , fal, des de „,e se relió para que 

Gattoni. , ue desenliaba de la ligit.raidad del billete, se lo reci- 
vZJT 4 *""" 1 ***** 'i» darl, cuenta á 

3- Que no resaltando de los antecedentes de la causa elemen- 
tos de prueba que induran i creer, loa acusado, cuno agentes 

Por estos fundamentos, 3 lo pedido por la acusación 81*1 
fallo cood,nando á Mario Au«i y i Reinaldo Vereugo í una 
multa de 300 pesos moneda nscion.,1 cada uno, , ¿LZ 
J™«>, deui,ndo des. ont.rselee de esta pena el tiempo de prí- 
eion prevnttra que lloran sufrida. 

Higa», sa ber al señor Jefe de Poliofa, notifiques, c „„ ,., or ¡. 
g'iial, y en oportunidad, archírese la c:>usa. 



Francisca R. Artigúela. 
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VISTA DEL SEflOR PhOCUJUiiOH CEiSKHAL 

„ Aires, Julio iT de 1900. 

Suprema Corte : 

U sentencia «le foja 43 dej.i plenamente comprobado, en las 
referencias de constancias fehacientes del proceso, que ge ha 
circulado un billete falso de 100 pesos, y que los autores de esa 
circulación conocían aquella falsedad, si no cuando adquirie- 
ron el billete, indudablemente miando se deshicieron de él. 

En tal caso, es rigurosamente aplicable el artículo 63 de la 
tef *ie crímenes contra la Nación, de 14c> Setiembre de 1883. 

La pena designada en aquella prescripción legal es de las di- 
visibles por razón del t iempo y cantidad, y no resultando decla- 
rada circunstancia agravante "alguna contra el procesado, debe 
aplicarse en sn término medio, según la disposición del artí- 
culo 52 del Código Penal. En su mérito, pido i V. E. se sirva 
"uiiurmur la sentencia recurrida, en cuanto declara el hecho de- 
lictuoso de que es responsable el procesado Adami, y revocarla 
respecto del quantum de la multa impuesta, que debiera limi- 
tarse A $0G pesos, con sujeción á lo dispuesto en la disposición 
del Código Penal antes citado. 

Satnniano Kier. 



r*n© de l* DvprenM f orte 

Buenos Airea, Diciembre -i de 1900. 

Vistos y consider.mdo : Que está probado el hecho de la cir- 
culación del billete falso de cien pesos qne - orre á foja once. 

Que lo está igualmente que el procesado Mario Adami fué 
quien, habiéndole encargado de esa circulación por convenio 
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con Beinaldo Vereugo, que se io entregó í ese efecto, lo dio á 
don J Qan Gatloni, en pago de una deuda de trece pea* moneda 
nacional, recibiendo de éste lo, ochenta y siete pe.o» reatante, 
Que para inducir a Guttoni á aceptarle el billete faUo.empleó 
engaño 7 astucia, afirmando que lo había obtenido en pago de 
«na salarios, y haciéndose garante de bu legitimidad. 

Que duda esta circunstancia el inferior ha aplicado justa- 
mente la pena del triple del valor del billete falso circulado 
en virtud d<- Jo dispuesto en el artículo ochenta y cuatro, ¡nci- 
«o quinto, del Código renal, ya que, apreciando el cano de ma- 
nera favorable al procesado lia entendido ser aplicable la dis- 
posición del artículo sesenta y tres de la foj penal. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la vista del señor 
Procurador general, v de la sentencia de foja cuarenta v tres 
«e couurma esta,* ,,»» costaren la parte apelada, Notifiquen ém 
ei original, y, repuestos Jos ¿«líos, devuélvanse. 



BEMANM PAÍ. — OCTAVIO BUflGE. 
JUAN E. TORKErtT. 



«AISA <I>f.\\l 

Ei Hanco de ta Nadan mntra <fan Trhtan Gómez, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre competencia 

Sumario. — l* U compelencia del juez para ei conocimien- 
to dé la .-ausa es un requisito general y omprensiro de todoa 
los juicios, inclusive el ejecutivo. 

2* La designación de domiciiú, en el documenta de obliga- 
ción confiere jurisdicción al juez deJ domicilio designado. 



Ufc JUSTICIA NACIONAL 

( aso, - Lo explican las siguientes piezas : 



EXCEPCION 

Señor Juez Federal: 

El doctor don Alberto Kamayo, por el doctor don Tristán 
Uom**, tJii.el juicio ejecutivo que le si-ue el Banco de la Nación 
Argentina á V. S. digo : 

Que con fecha de antear se me ba notificado por cédula la 
providencia de V. S. citando de remate al deudor. 

Vengo en tiempo á O pon M una excepción, que V, 8. se serviré 
oportunamente declarar procedente, como lo es, ordenando qoe 
el acreedor ocurra donde corresponda, con cnstas. 

Según «I artículo 2 del Código de FroeyditnieQloa en lo fe- 
deral, bajo ese fuero caen to las las i uestiones en que sean parte 
un vecino de una provincia y otro de otra. 

Es tiut'.st rn caso. 

Larapital de lu República - douiirilio de la entidad jurí- 
dica f Banco de la Nación Argentina >~ está asimilada, á los 
efectos judictales, á cualquiera de las otras provincias del Ks- 
taüo federal, 

Don Tristán Gómez reside y su domicilio ha sido y es la pro- 
f!nciá de Buenos Aires. 

Su casa habitación, que ocupa hace muchos años con su fa- 
milia, es en La Plata. 

Su establecimiento de campo y sus negocios en el TandiL 
Procede, pues, el fuero federal, tanto por las día posiciones ci- 
tadas cuanto por la ley especial que lo establece para amntoa 
como éste. 

Perú ante cuál de los representantes de ese fuero na debido 
presentarse el Banco á iniciar esta ejecución ? 

Ante el juez de sección de Buenos Aires, domicilio del de- 
mandado. Ksto es indiscutible. 



KA 1,1. OS DC U SUPREMA CORTE 



Lo ensena desde los orígenes del derecho, el viejo y sabido 
aforismo* actor forum rei set/uitur » , loque e 'aulece la ley 
procesal de la capital y el inciso 2 o , artículo 2' de la Jev de 14 ¿ 
Setiembre de 1863, .obre jurisdicción y , orapetcucía de los 
Tribunales nacionales y lo ha sancionado la Suprema Corte de 
mucho tiempo atrás en numerosos fallos, de l& cuales me limito 
é citar loa que corren en la págma 412, tomu 7, 2' aéris pues 
mi represen lado no estaba aquí (consta de autos) cuando se 
inició este juicio: pá-ina 383, tomo 10, 2' serie (que me auto- 
riza á oponer e*U excepción a pesar del artículo 270» ley de Pm- 
«edimiento>)7 otros que seríainútil especificar a la notoria ilus- 
tración de V. S. y especialmente el de la série 1* tomo 7 o 
página 352. 

Deduzco, pues esta excepción v ruego » V, 8, que, preria . m 
comprobación de su fundamento, la declare procedente, con ei- 
presa condenación en costas. 

Alberto Ramayo. 

VISTA DEL SEA ■■)( PROCURADOR GKIvekai 

_ . R'ienoí Aires, Julio 8 de 1900. 

Seno,- Jaez: 

Constando en el documento de foja... que! deudor diócomo 
domicilio el que 6i consigua en esta capital, ese es el domicilio 
especial y de «ierecho para el cumplimiento de la obligación, 
tanto m& cuanto que no *e designa otm para tal cumpli- 
miento. 

Creo, pues, qoeeeta circunstancia es bastante para surtir el 
fuero en el caso sub-judtcej hace que V. S. sea competente 
para conocer de este asunto, Jo que debe V. S. declarar. 



J. Marros. 
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Buenos Aims. Agosto 11 de 1900. 

Víalos ; Cooperando 1" Que 1, excepción de incompetencia 
deducida en el escrito de foja 57 por .1 apoderado del ejecutad, 
no e. admisible, por nu hallara < oraprend ida entre las enume- 
rada, por el artículo «69 de la lej de Procedimiento, fede- 
rales, 

2» Que aútt en el r-aso qu* ésta fuera admisible n-sultaría 
improcedente en mérito de iaa monea .-puestas por ,1 , e ñor 
Pro- unt do r Fiscal á foja U. 

Por estaa considera* iones, oose ha, e lugar, con costas á la 
eicc pdon deducida, sentenciándose e.^La rausa de tranne y re- 
mate. En ronaecuenna Hítese ad-lante la ejecución basta ha- 
t'ers, efeotiro el pago al acreedor del rápita! adeudado, con sua 
intereses y costas, llágase sab t, 

f ¡aspar Ferrer. . 

VISTA DEL SEÍÍOR PROCURADO!* GENERAL 

Suprema Corte : """^ A¡ ™' S * ll *" ,bre á7 de 190 °* 

Siendo la jtirisdicion materia de ürden público y en el fuero 
M, ral improrrogable por iji naturaleza, procede la interposi- 
cion de )a exr epcion de in^mp, teocia opuesta por el ejecutado 
a f«ja 37, aunque ella no esté expresamente comprendida en 
tre las excepciones enunciadas en el artículo 269 del Código de 
Procedimientos en lo federal. Y »*f lo lia resuelto la Suprema 
Corte, ^ntre otras causas, en la que registra el tomo 3 a páíi- 
na 139, de sus fallos. ' 



*^ TALLOS DE U SDPMBMA COM*. 

En cunto al mérito de Ja excepción opuesta, resultando del 

documento de foj«H 4ue el ejecutado constitnyó en I* ellla 

Arenales 103» de esta capital un domicilio especial y legul 

P*» al cumplimiento ] a obligación qw „ mot¡Ta , a acc¡0| , , 

cut.va.el M^m-juém cae bajo la jurisdicción del señor 
juez a om 

Pi^áV.S.^.irwooBfirm.rpnr ello el auto recurrido de 
foja 45 vuelta. 

Sabiniano fCier. 

fr *t lio rfe la CupreaiB Corte 

Buenos Aires, Diciembre 4 de 1900. 

Vistos v considerando : Que la competenciad.l juez para el co- 

uocm.ento de la cansa es un requisito general j comprensivo 

detodoaiocjaicios, •ieudo así cierto que puede ponerle en 

cuestión esa competencia, también en el juicio ejecutivo como 

en .«siquier otro mediante la deducción de las respectiva, excep- 
ciones. I 

Que, por tanto, hay que apreciar la excepción de incompe- 
t™. opuesta por el ejecutado y juzgarla Sega* el mérito 
de los fundamentos en que se apoya. 

Que la excepción de incompetencia la funda el deudor en j a 
circunstancia de tener su domicilio eo la provincia de Buenos 
Aires, aosteniendo que debe aer demandado ante el juez federal 
de esa sección. 

Quelft ejecución se funda en el documento de foja once que 
lo constituye una letra de eambio firmada y datada en está ca- 
pital, agregándose el mismo, como domicilio del aceptante 
la calle Arenales mil treinta. 

Que en tal caso, el pago de dicha letra ha podido ser deman- 
dado en esta ciudad, con arreglo á lo dispuesto en los artículos 



DE JUSTICIA NACIONAL |4J 

cien y setecientos cuarenta y siete del Código OKA y seiscientos 
se ia del Código de Comercio. 

Poreatos fundamentos, y de acuerdo con io eipoeato j pe- 
dido por el señor Procurador General, se confirma, con costas 
a sentencia apelada de foja cuanta y cinco ru.Ka. Bepu^ 
toa los «ellos, deruélfause, púdico notificarse original. 

BfcffJAMlN PAt. — ABEL BAEAH. — 

OCTAVIO BüISGE. — JUAN |. TO- 
HRENT. 



« ALMA « I>l \ a 1 1 



Cnminat contra Venancio Cabrat, sobre detención, ocultación 
y vtotacion de corresjwndencia 

Sumario^ El empleado de correos que detiene, ocultar 
^re caru, dirigidas a la Administración para ser entregadas a 
sus destinatarios, es pasible de la pena de trabajo, forzados por 
«ta meses, y de multa de trescientos pesos. 

Mío d*l Jue, »>4er»i 

Córdoba, Setiembre 13 de 1900. 

Antosy T i s tos:Loa criminales s,guido« por ocultación de- 
tendón y apertura de correspondencia, contra don Venancio Ca* 
b al, d, 25 anos, soltero, empleado, argentino, domiciliado en ta 
e l, Cateare, numero 72; la acusación Fi„:ai que pide se 
Mique al probado la pena determinada en e | articulo 5J de 



MI FALLOS DE U SUPREMA KOHTE 

1. hj nacional de iU de Setiembre del 63 ; le defen.» del pro- 
cedo en I. qnc S e pide , u ubsolucl.n y |„ con.t.nci». del eu- 
meno, de laa ,¡a<! ee herí mérito en seguida- j 

Con.ider.ndo: |. Que con I. confesión del pr.ce.ado Cabral 
las carta, prestada, i lo8 a„t„ s ,|, f„ js 25 v la. decl.r.cio- 
an de los testigoe del sumario y especial-nente de don Benjamín 
Gahnde, f.„ 45 Toelta. Arengo, M.rchand foja 48 rt.it. 
Dmaingo Saldan. f oj , 47 vuelta, empleo, de policía; y de los 
señoree Brandan, foja 39, Fernandez Marraja, fojns 40 euelt. 
J M. donado f„j. « , consto ,„ „ ie . 

sado don Venancio Cabral ha .ido sorprendido deteniendo y 
ocultando «arias cartas destinada, i ,„ c ircu | 8 da. por las ofici- 
•ÍOW de correos del» Nación. h»bié„do.e notada que reñía co- 
meando este delito de mucho tiempo atrás y sido aorpreudid,, 
,«« eanas c«ta (foja 53) en »u bol.illo. » lg „„» 8 de las ,u, 
t,nf.„ fecha de entrad» muy atrasadafMarzo del crrieateaño). 
* <Jue e»t, hccni , „ >üstltliy , „ de|íte clM . ficad 

|.or la ley feder.l del 63 «l e.tablecnr ,„,. ,„„„ emplead „ de ¿ 
Admin.str.oio,, deeorreo, que oculte, deteng», ue.truv. ¡ abra 
una , arta d.rigida» U Aduimi.tracio,, p.ra ser e,,treg.da ó , 
■l»e.da. perderá su empl,„. será deatiu.do » tr.b.jo. forzado. 

por do. a seis „,*.,. 6 mni , »„», lfe cien a trtrtirtte , 

p'.os fuertes ó sufrirá una y otra pena (artículo 52) 

3- Que «demás de esto» hechos t»mb¡,„ apare,-, confrontada 
la apertura de do. cartas, la dirigida á la .. ñoritadel Barco v ai 
señor Chaucellier ; pue, ..( |„ ,, os „, ^ ,,. ad< , a 

la secuestraron, O.lindez foj», 48 v M,r,h»„d foj.s 50- a.í 
aparecen en Jos untov ¡í f,i , *q^4Tr „ ■ , 
m .*¿ . ¿a J SfTmionhW fl procesad -, li- 

m.tandos, á rl^, r que no reroHUrX esas cartw» 

4» Qne si bien del bftp d,.¡*&¿ eo d ^ ^ 
H procesad., redbio do. oartas par/jou Meliton Voco* y doña 
Mana SI, Guzman, con el objeto fe constatara domicilio v 
M cuando ésto iedieraá CabraUlV recho de tenería, conaigo" 
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I* defensa no Ua probado que á las demás carias las detuviera 
cüd ti mismo lio, lo que no puede suponerse, pues para cumplir 
cutí loa deberes que el reglamento (artículos 433 y 434) le impo- 
ní.i. no necesitaba tener la* carta* co jigo, ai es creíble que tal 
fuera suobjeto, dada la fecha antigua de algunas. Por lo tanto, 
la disculpa dada por la defensa no se La probado ni se presume.' 

5* Que los hechos porque se procesa ú Cabra! impor- 
tan un delito conlirmado y conforme o» D ladoctrina legislad* 
en «] Código I-Vnal, articulo 8Q. aplicable como criterio de gra- 
duación, debe de motivar un aumento de la pena (artículo 21, 
Ley de competencia del 63; articulo 93, ley penal del 53; Kallus 
de la Suprema Corte, tomos 28, página 193, y 35, página 38). 

En su mérito y de acuerdo con lo pedido por el señor Procu- 
rador Fiscal, d.'tíriivamente fallo: condenando al procesado don 
Venancio Cabial, como autor de los delitos de ocultación, deten- 
ción y apertura de correspondencia postal, á sufrir la pena de 6 
meses de trabajos forzados y á pagar á beneficio del tesoro na- 
cional la suma de trescientos pesos de multa que se depositaran 
en el Banco de la Nación á ta orden del Ministerio de Juatici a; 
con computación del tiempo de prisión sufrida, y las costas del 
presente juicio. Hágase saber en la forma de ley, ofí- iese al Mi- 
nisterio de Justicia, transcríbase y archívese á su tiempo. 

C. Moyana Gacitúa. 



VISTA lifcL SKfiOR PROCUHAIIOH CtNEIIAL 

Suprema Corte: **** 1:1 d * 19üa 

Los esfuerzos de la defensa en la expresión de agravios no han 
alcanzado á desvirtuar ha fundamentos de la sentencia recu- 
rrida. 



'** KALL08 OK LA SUPREMA CORTE 

Sego D ella, el procesado Cabral está conneto y confeso del 
hecho de detener y ocultar varias carta* desnudas á la circula- 
con por la oficina de correos de que era emplearlo y de la aper- 
ara de dos cartaadirigidas á personas determinadas. Bao* he- 
chos SO n afirmados por las declaraciones ratificadas en forma 
legal por les testigos «laminados de fojas 39 á 45, secunlirman 
porel aecuestrode las cartas detenidas del poder del probado, 
y aun por la manifestación de su declaración indagatoria 

La defensa no desconoce el hecho, pero no encuentra la prue- 
ba de la intención criminal que impulsara á su perpetración. 

Sin embargo, en la ejecución de heebos clasificado* da 
Mito*, se presume la intención criminal, preacribe textual- 
mente el artículo 6° del Código déla maten,, y eomoel artículo 
62 de la ley penal nacional declara del,to punible la detención 
ocnltac.on, destrucción ó apertura de cartas por nn empleado de- 
la administración, comprobado el hecho, se presume la voluntad 
criminal, á no ser que resulta una presunción contraria de las 
circunstancias particulares de la causa. 

E-a diligencia* de fojas ñi vuelta ii 66, podrían servir de es- 
cusa al priado sólo respecto de las rt.» crías que le fueron 
devueltas para verificar su dirección. Pero no escusan ni 
la retención de esas y las demás cartas secuestradas después de 
un largo término, ni menos la violación de las dftttyM se encon- 
traron abiertaa y retenidas en su poder. 

Considero que los hechos está., probados en la, constancias 
de autos invoeadoa en la sentemia j q„e la pena impuesta al 
pr esado se aj„« ta estrictamente á la preseripeion del artículo 
52 de la ley de Setiembre de ÍHM y á | a doctrina consignada 
como elemento de graduación de penas por el artículo 86 del Có- 
digo Penal ; por loque p.dó á V. K. se ,.rva afirmar, por sus 
fundamentoa, la sentencia recurrid* de foja 68, 



Sahtntann Kier. 
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lluou^ Aires. lUririi.ljri' -i .le 1900. 

V.Btoa j imMmM* : Que esta plenamente nr. hg„ado que el 
procesado Vemmlo Capra] ha ,>erp«ir>*f.» «1 delito previsto y n, 
Wft poi el articula cincuenta y do* de la ley p,aal de ciu ce 
'I- Setñmbre de mil ochomeato. sesenta j tres, deteniendo 
faltando v abriendo carta, ««tente, en la Administra, >l0n de 
Wn I* oBoitt» de la ciudad MSfeM., en la que peta- 
ba servicios i;omo empléalo. 

Por ésto, de acuerdo ron lo expuesto y pedido por. I señor 
I roeurador General, y por snsfun lamentos, se confirma con eo- 
i0s. la semencia apelada de foja sesenta v ocho. 

Hágase saber con el original y derutim alJuzgado de » 
procedencia, 6 

HKHJAÜ1N RUE. - A DEf. RAZAN. — 
OCTA VIO MjKGE. — ÍUAW E. TO- 
RHENT. 



4 I DLWIU 

fímlhmo Martínez y 0-, * J(l/rfl ,, í/fJ/(|f> y ^ 
//or cobm de pesas ; sobre ¡alta en ta carga 

¡W^- i* libada la falta en |, earga tranaportada, 
'''^ 8 lü <*" c 1- Pericia practicada al respech, 

W m ««'Cho entrarlo resultante de posiciones, dadas ñor 
feMtf« en rebeldía, no puede prevalecer contra U fuerza 
probatoria de la justicia. 

t LSxsfS 

10 



Mí KAI.I.OS 1>H U SUPKfcM A COHTK 

8* Cuando el flete se ha estipulado en razón del volumen, el 
error en el peso no puede influir s^bre el precio del transporte. 

Caso. — Lo explica el 

ralla del Juei fted*»l 

Bueno* Aires, Junio 26 de 1897. 

Y vistos estos autos, seguidos entre los señores Guillermo 
Martínez y compañía y Los señores Antonio López y compañía, 
por cobro de la suma de 4Í4 pesos moneda nacional con 70 cen- 
tavos, de su estudio resulta: 

Que los iiotore* fundan su demanda en que habiéndose car- 
pido en Marzo de 1893 en el vapor «Ciudad de Cádiz», 1500 
barriles de aceitunas que venían consignados á .-Mus, del expe- 
diente de pericia que corre agregado á estos autos se ite*prendi- 
iui- hubu falla, consistente en 47 biirrilea ñe i ¡irrouay 49 bañi- 
les de media ¡trroba, los qui- apreciados al precio de plaza, segu n 
el informe pericial de foja... á razón de 5,80 pesos cada uno de 
tos barriles del arroba y ¿pe** munida na-ional 2,90 cada uno 
du los barriles de media arroba, forman la suma de pesos mone- 
da nacional 414,70, que pide se l> mande pagar por los señores 
Anlonio López y compañía. Que atribuyendo esa falla á culpa 
del capitán, con arreglo á lo dispuesto por el artículo 909 del 
''ódígo de Comercio, d^bía mandarse abonar esa suma. 

Corrido traslado de la demanda los sftüores Antonio López y 
• ompañía contestaron qur debía rechazarse con costas las preten- 
siones de los actores, porque lejos de ser ellos deudores eran 
acreedores de tos señores Guillermo Martínez y compañía por 
Ja «tima de 126,85 pesos oro sellado» ñor eiceso de peso de la 
■ arga, pues habiendo el señor B, Ruíz uenunciado solo el peso 
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í^'r,.Td« ,cr ,k ; 10650 k,ios segu " d n, " ifi - t » 

- !„, 4 A ' lü,, " 4 < ,0; , " 8 «t»'« »« «i otee» so 6o« 

'"rf , r C0a,,,;,nlie " ,ü : *» - - aplicable, .1 Lo 

JSÜÜ^- r"**" " e °" 0CÍ "'*» to -' ***** legal del 

I •■■ oJéu.ula, , eWítMS», taceil „ ,.„ trf 

tieu ua 1019 v mu ívj > P«rtei(ar. 

el cooonm^to pr ,. i((nUdo , 

Z" ° íft: 

-" "■" ,oc " - Mtaf». M „, ir ,„„,,; 

:"r «-n'— • - striclas ,„ tit „ r e ;„ : 
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nwnto „ car., de port-, v „„ ,,,„>,„„,,„ „ 

oueat» < bordo e„ el „ud. ,„ ,« M k , J1( . ( ft,,".¡ ttóo , 
'"»• 4». págitu 191. ,é,¡e 2') ' 
Que e. m é rit0 U fíM hecllus y inttl . edeiltes 

" ™ S " 8 .ntreg.„d„ eant.dudZ ,1 

■lóbrega, solo 5500 kilo, han e„tre ga d„ 9935 
<J«e por tanto, por el excedo de p„« de «35 Uto, N | t . 
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adeudaba por lo* actores la suma de pesos 126,85 oro sellado 
por doble flete, suma por ia qu*. reconvienen á lo-; actores. 

Los actores, evacuando «'I traslado que se Ies corrió de la r< - 
convención, expusieron: Que na debía huc rse lugar á ésta por 
cuanto él se pagó y «obró por cubicación y no por peso, cotnu 
consta del conocimiento acompañado. Que r-specto del peso 
hubo sin duda error involuntario al consignarlo como está, des- 
de que pesando 1000 barriles de inedia arroba de aceitunas 
5500 kilos, e» evidente que e-e conocimiento fué redactado pnr 
el delegado de la Transatlántica en Cádix, como consta por ia 
carta de ioja ... I>d mismo delegado ; di- modo que ese error d-l 
couucimiento en cuanto ai peso es sólo imputable á la misma 
compañía. 

Que por otra parte el Uetp se pagó por cubicación y no p"r 
pea-i, debiendo la compañía entregar los 1500 barrih-s que le 
fueron en t recados. 

Que por lo demás anpniiiendoqm la compañía hubiera podido 
reconvenir por el peso, estaba prcscripto üu derecho para élli», 
por cuanto habiendo sido cargador los barril.'» en Cádii el 6 de 
Marzo de 1893, recién el 19 de Mario de 1895 deducía su acción 
la compañía, lo que demuestra la preacripcior* que alegan, con 
arr.'gio al artículo 853 del Código de comercio. 

Quo en este fsiado, la causa fué abierta ti prueba, rindien-io 
las partes la que instruye el certificado de] ¡.ctuario de foja 41. 

Y considerando: Que del conocimiento acompañado á foja 1 
se deduce claramente que la carga sé pagó por cubicación. 

Que lo que se cargó en Cádiz frieron 1500 barriles de aceitu- 
nas; de éstos, 1000 de medía arroba y 500 de una arroba. 

Que es visible el error en que incurrió el deléga lo de la com- 
pañía transatlántica al consignar el peso de los barriles, pues 
después de pone* el peso de 1000 barriles de media arroba 5000 
kilos, p«'ne por 500 barriles de media arroba 500 >n vi-z de 
5000 kilos, 4ue era lo que correspondía. 
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Que tíato mismo reoonocfi Upes en su confesión de foja 28, 
como reconoce* también <¡ue fué por cu bi. ación que se recibió 
la carga y pagó el Hete. 

Que eJ error pr-vioo del delegado de la mis ma e.inpañía, que 
fué quien redactó .1 conocimiento de foja 1, lo qu reconoce 
también López al reconocer ta autenticidad de Ja curta del dele- 
gado que iorre á foja 10, 

Que lo que resulta ■ 011 evidencia de lodo lo ..brado en autos 
es que se eargnroii 1500 barriles y de ¿sto< sólo .se entregaron 
ÍÍ5J barriles de media arroba, quedando así ona fulla de *7 barri- 
les de media arroba. 

Qüe apreciad oséa tos por el peíitOÉéfcero^á razón de pvsos mo- 
neda nacional 5,00 cada uno de los barril. -s de una arroba j á 
razón de peso* moneda nacional 2,90 cada uno «le los barriles 
de medm arroba, arrojan la suma de pesos moneda nacional 
41 4.70 que m« cobra á la Trasatlántica por fallas. 

Que en cuento ú la reconveucioo opuesta por la oinuañia, 
aun suponiéndola procedente, está pre>< ripia su acción desde 
que ba transcurrido mas de dos are* desde el 6 de Mano de 
1893 en que se curgaiou en Cádiz lus barrites de aceituna- ba- 
ta el 19 de Marzo de 1895, en que se npuso ta reconven- ion. 

Por ebtos fundamenta, otros que se omiten y los euncordai- 
tes de los escritor de demanda, contestación á la reconvención 
y de alegato de bien probado, que cunen respectivamente á 
fojas %ÍÍ y 46, definitivamente juzg.in.lo fallo: t¿ue deU 
condenar, como en electo condeno, á los señores Autouio López 
>■ compañía á abonar á ion em.res Guillermo Martínez y coui- 
pañía la suma demandada de pesos moneda nacional 4U,70 en 
el término de 10 dias, sin especial condenación en las tosías por 
no encontrar memo para ello. Todo con arreglo á las disposi- 
ciones de los artículos 909 | 912 del Código de Comen io. 



/'. Otoechea y Alearla. 



Buenos Aires, Diciembre 4 de 1900. 

Vistos y considerando: Que el conocimiento de foja primera 
confesión de foja veintiocho, M te*Mtfi á Ja primer, de las 
Posiciones de foja veintiocho, reconocimiento c-.ntemdo en c| 
alegato de bien prohadodel <lei,iandado(IinaJdela f ojacincinnta v 
cuatro vuelta y r ri n , ¡p l0 de ta foja cincuenta y cinco) y el hecho 
llrfsmc de haberse entregado al demandante más de mi ) clmtn „ 
cantos barriles conteiuend- aceituna., prueba que fueron n al 
mente mil quinientos ios barril embarcados en el vapor 
<^udad «IMV l( |i Ií( , n d.,nnn á este \<\\> rto v A la consigna- 
• ion de la parte actor*. 

Que según se hace eonst.r en hi juncia de foja ratone del 
expediente agregado por vía de prueba producida por el deman- 
fent», sedió entrada en el Depósito d, | iH í'auln.as , nnl cua- 
trocientos eineuenta y cuatro barriles pertenecen^ a | c .r C a- 
mentó expresad.» de mil quinientos barriles. 

Q»cen viaud de tal cons,a„ cla resolta averiguado que hubo 
falla en la carga, de cuarenta y seis barriles, y lamente de 
ese numero por mt ,.a la diferencia entre el total de los barrí- 
les conducidos y ej de lo. depositado* en | a Aduana. 

OBI ia circunstancia de que el actor n, hubiera retirado d, 
los alm.ceue* de |, emprende las Catrinas s«nó cualrocient- 
cuenta y tres barriles de „„a arroba y óne^ienioa cincuen- 
ta y ono de media arroba, s.gun la pericia de foja nueve ó 
• uatro, .entos cincuenta y do* de los primero, v nuevecienU 
cincuenta y dos de los pondos, mm U ptír¡ ,. m d , foj¡i ratorc , 
no puede ¡afluir para imputar al buque re S pn„*abihdad e , qn ¡ 
no serkn suyas si„ó basta donde llego la falla en el momento 
de la descarga. 

aunque el actor no concurrió a absolver ¡as posición. N 
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de foja treinta y ocho, en cuya virtud se dieron ellas por ab- 
loeltas, la confesión ficta de que de tal hecho resulta debe 
ceder ante la fuerza probatoria de la pericia ya recordada de 
foja catorce, la que, como va se ha dicho, bace constar que la 
falla de la carga subió á cuarenta y seis barriles, siendo de Do- 
tar que ninguna iie la* dos parteaba hecho observaciones direc- 
tas en contrario al mérito de esa pericia. 

Que el conocimiento demuestra que el Hete se estipulo carel*, 
eion al volumen de la mercadería transportad- y no al de su pi so, 
de modo que e) error al consignar el pe«n de quinientos kiIm, 
cuino correspondiente á quinientos barriles de una arroba cada 
uno, no ha podido teuer influencia sobre el precio del *ran»p»rte. 

Que do hay elementos probatorios luflcieotea p.ira establecer 
si los cuarenta y seis barriles d- falla eran parte de los de ana ó 
de los de media arroba, si-ndr 4 equitativo distribuirlos pr«- 
porcionalmente entre Jos de una f otra clase, A lo que es lo 
mismo presumir que una tercera parte eran de una arroba v de 
media arroba las dos terceras partea restantes. 

<<¿ue admitiéndose sólo purciaimente las peticione* de un» y 
otro de los litigantes, no es procedente la condenación en costas 
a cargo de alguno de ellos. 

Por e>Ki8 fundamentos, se condena ai demandado al pago del 
valor de quince barriles de die* kilos de aceitunas cada non á 
razón de cinco pesos ochenta centavos moneda nacional por 
cada barril de los pri meros y do* pesos noventa centavos mone- 
da nacional por cada uno de los segundos, quedando en estos 
términos reformada la seut enría apelada de foja sesenta y cinco, 
Ja que se confirma en lo demás que contiene, Xotifíquese origi- 
nal, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL RAIAN. — 
OCTAVIO BUNGfc. — JUAN K. TO- 
RBENT. 
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Uno Fernandez y airo eonfa ¡a deBüenmAim 
por reivindicación; sobre cobro de pesos 

Sumario. - I* Ku bs eausa* .ubre ii.>rr« enajenad». |mr 
la» provincias rie Boenos Aires, Córdoba v Santa Fé, que fue- 
ron objeto d,| lando arbitral d, j» Suprema Corte de 18 .le 
Marzo de 1882, Ja provincia eoulr, la cual quiera hacerse afée- 
la el título emanado de otr, de ellas, tiene personería p, ra 
pn*T*Q cuestión su legitimidad, y hacer valer los contratos 
pot 108 que ésta y el adqn rente dejaron tío efecto la enajena- 
cion en la parte que resultar* fuera de sus limiten. 

2' En el mñim de dos títulos emanados del propietario so- 
bre la nnaui. cusa, e» mejor la condición del primer, en tiempo 
que recibió* la posesión, 

3» Corresponde absolver al d,mamiado f cernió el actor Ul > 
produce prueba sobre Jos hechos en que se funda. 

* nll* de I» Nuprern» Vrt* 

Buenos Aire*, Diciembre 4 •ie 1900 

Viatos esto* autos p r „ mo vidoa por do„ Lino Fernán*,, v don 
Abriham González contra la provincia de Bóémoa Air«, pw 
cobro de pesos, de los que resulta : 

Que don Oscar WiJdner, en representación de ¡os actore, 
«Jone: que la provincia de Córdoba, en ocho de Huero de mil 
ochocientos setenta, cinco, otorgó escritura de venta de ciento 
treinta |,g„as y m.l cuatrocientas cuadras cuadrada á favor d, 



duuFéliiM.Br.íuelji) don Guillermo Bertraíid.qyeéatoííhiibíar. 
comprado vn remate efectuado eo el año anterior en estaCapi- 
tal i ,r disposición d tí autoridad** competentes de la misma pn- 
vmr,d ; Q.ue con fecha tres de Ahí ildci misino añoBertrand decía- 
r, en ijiitrument.. públ.co qu, to.laesa tirrra perene. ía d Brilue- 
I »; m ilnzuela Tendió n. as tarde oetíenta leguas* l-.casa de Gfi- 
«•■e. ilatbeus, KaudHl íh»v í'ouings Onnther y compañía); que 
teclama todavía ú la provincia de Córdoba veinte de las lego,* 
eipr.sada, yq.,,,1 n ato de trdnta legua., mil .uatrocient^ 
cuadra* cuadradas barbullado estar en territor io de la pro- 
viii. ia de Humos ¿ires, en virtud del laudo pronotoiado por la 
Suprrma r„ r t« ~n Mario diecioch.. deniil ochocientos ochenta 
7 dpi» resol* hwMfrMMthn de límite iiae. provincial. * que 
le fué sometida por las provincia* de IWnos Aires, Córdoba y 
Santa Ké. .-un sujeción al convenio - Hebrado á rse efecto con 
lecha cinco de Marzo d- mil ochocientos oehrula v ano; que 
con arreglo al lando y «miento expresados, A r.iih. arbitral 
\ne lo, límite» jurisdiccionales de las provincias contratantes no 
alten, ¡o. derechos de ios particular*.,, ^ mpre fJue i l!iya „ ai lo 
Itígítimamtnti adquiridos ¡ < lt u- en cons.cmncia el derecho ad- 
quirido por Bmm-la A las treinta legua, v mil euatr.cient a. 
cuadra. cuadrada que ubican ,n la provine de Buenos Aires 
lia quedado iUBSiitfiííle, no optante iiaher sido hecha su venta 
por la provincia de Córdoba; que por trusiones sucesivas 
el derecho de Briznóla ;¡ la apresada superfleíe de terreno ra- 
dicaba en los actor,, ála época de la demanda; que la provin- 
cia de Unenos Aires ha vendido íntegramente ta tierra á vario* 
compradores, y sus autoridades han desestimad,, la, gestiones 
administrativas iargas y dispendio™ que se habían hecho po r 
los demandantes y s u, antecesores en defensa de losdervcuos 
mm** ^ ¡»*enu nadada por ta provincia de Córdoba v 
asegurados por el convenio y tallo sobre límites; y abundando 
enlaeiposkior.de hecho, que se apreciarán en adelante en 
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cuanto sean pergenien para la resolución del pleito y * C o«i- 
**mÍM*iWá?* t que, S eg (1 ,i entunde, rundan acabadamente 
S .. demanda, pide que Ja pr , )TÍricja (¡e Bl)eno¡t ^ ^ 

condenada pagar el precio actual de la, treinta leinuu. f mil 
mteMfeMtí cuadras euadradas que e l juicio c .„ 

loautereaeade la suma que resultar, justificada, á «uyo efecto 
«jpUpor la.c iuDd.recta contra esa prOffacia por reintegro 
^ipre t , u dela 1 ie. r aéindemnizacjun de perjuicios eu rea d, 
aacc.on reivindicatoría que podría intentar contr a lo, actúa- 
es pose, dore* j que sería dificultada por hab. rae wMifiditfo 

Ín,ÍmdaíÍ ^ '««>io M . t planteándose en ella colonia- 
y haataceotros úrbáoof, ( 0qiUJ UarP qile sei|ts nt|cW mm _ 
seedores, etc. 

Que corrido traslado de la demanda, «] demandado uola eva- 
cofi, habiéndose techo lugar en a» mérito, -i la rebeldía acusa- 
da porel actor y dádose por decaído el di reebO que había deja- 
do d* osar aquél (auto de foja treinta y dos melta), resolución 
que se mantos por H auto de foja treinia y ocho malta, deci- 
*»ndo <„bre el pedido del representante de la prtM„ cla de foja 
treinta y < uatro. J 

Que recibida la causa i prueba por auto de foja cuarenta ae 
ha producido por el act< r y demandado, respectivamente, laque 
-rred,.fuja.,. U are,.(ay dos a trescientas noventa y «ii ha- 
biendo alegado de bien probado amba* partes, con la interven- 
ción y f , de don Manuel Nuñez en vei de Ion Abraliam Gonzale* 
*m rirtn) de ceaioo hecha por éste á favor de aquel de am nceío- 
n;-a.v derecha (escritora de foja n,at mcienta, una r providen- 
cia de roja cuatrocientas tres vuelta). 

Ye..>„ s ¡d, riin do: Que siendo parte en ei pleito una provincia 
*n calidad de demandada y aittfuyeros los actor,.,, quicaea hu- 
lueron los derechos eu lit igo por cesión hecha por vecino, de ta 
ap.tal federal, procede la jurisdicción origiDan. de.staSu- 
pn-ma Corte, con arreglo al artfcul» ciento uno de íiCóMlito- 
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cion.j artículo prim.ro, inciso primero, de la ley de jurisdicción 
y competencia, y ]> ley fie di,e¡orbo de. Setiembre de mil ocho- 
cientos échenla y cuatro, 

Que hay acuerdo entre las partea y -e comprueba por | ; , 
entura que en testimonio corre á fojas decientas :,esenta v dis- 
co y frécenlas veinticinco, que la "provincia -le Córdoba escri- 
turó ei ocbo de Enero de rail o nocientes setenta v e i ne o a fa- 
vor de don Félix M. Brizuelay don Guillermo Bertrand, la Ven- 
ta que Labia becho a los mismo* en el remate efectuado nti esta 

í'apitalrUenUiseisdeAgostod.miloibQ.ientosiíaentarcuatro 
'lecL iito tr,inta li guas y mil cuatrocientas cuadra» adradas 
al precio de «etecentoa pesos fuertes por . ada le-ua cua.lrada, 
«tO habiendo W imi*mo cuestión sobr, que Bertr ind declaró" 
mw tardt ' < Abril lr ™' «i.l .ebucientos atenta v cin-o) que 
toda la tierra comprada pen.uecía á ürizuela, lo que también 
está acreditado en la» constancias que r-gistran ]„ t , s timnnio^ 
de fojas do^entas sesenta y cinco á rresr ten tas quince y tres- 
cientas diez y seisá trescientas setenta y dos. 

Que demandante y demandado aceptan igualmente que la* 
treinta legua» y mi! cuatro-lentas madras cuadradas iqne e^ta 
tusase refiere, están dentro de | u8 límites territorriales de la 
provincia l Buenos Aires, así romo que esa superficie estaba 
comprendida en la que , nn mayor extensión se conti- ne en la 
■ ¡itflía esrrítura de venta otorgada por la provitma de Córdoba 
» Uvor de Brúñela y Bertmnd en ocho de Km-ro de mil ocho- 
cientos setenta y cinco, deque ya se ha hecho mención. 

Queáconsecueneia d, dificultades surgidas entre el Gobierno 
deCórdobay Brm.ela. -on motivo de la venta va mencionada 
venta que aquél decoró sin valor, enajenando en seguida parte 
oV la Herra en ella comprendida, se celebró uni , transaron en- 
tre bis partes con fecha dieciocho de Mario de mil ochocientos 
o-benta y uno, coimoiendo, en lo pertinente á este pleito, t que 
Hr.zoela pagaría en el acto la suma de setenta mil pesos fuer- 
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ta. . precio de (. til!rra lwasa>i fcrfM|)MÍtollto á 
-le ta parte „ w pf0ÍÍNm Jp ^ ^ 

compr mete , entregar M. |, ,¡, tr . Hnt) ^ 

dará a 7 """"^ *«* ta -laale- 

I» parle ,,,, ,, ot r ,. sullai|u Ja n¡ 

P»rt« 1Mf . la jur,ad,ec,, n d, Ml a ,.rov„,ia toda d paite de la 
tn.r ra .,..„,,, ,, , Hllfaot A¡res _ . 

ptmfe » MMh ,,¡ de pa«ar indemnización ....... 

oro í "' ""' C " ,1,ÍCi " 1<,s - V 

q« «paira, |„ , ul „ a , ree«M«i«i»»». de «ataí pa rl e„. 

m el mencionado convenio ha «metido, «orno „ ve Ja ad- 

recenta, enadra, adradas ,„.*, eü f rt¡ J,* 

J. probeta doBneno. Aire, ó I.eoadic.on de „„. J £ 
perl.ee anedara, uim*e, reaue», h cn« a ,i„„ ,le l.m.tea inter- 
prov.ncialea, e„ jurisdicción de la prortnoia d. Córdoba, porqne 
«o Otra c,,a ,¡,„ifoa la redúcelo. Ul> ,„ ,,„„,„ tr „ in|> ¿ f 
mil cnatroc lt .„ l „,„a.lra S cuadradas veadida, á Bruuela.segun 
1» sen ara de mil ocLod.utoa aeíent; , d c,e„, á loa 

efectos de pa gü de »„ P ree,„; la estipulada,, d, |. pru , ÍM . 
na vendedora se comprometía i entrar toda la tierra vendida 
W no estoy,,*, ocupad» por la prov.acia de BaettOa Airea y 
el eo„v enl<( dl . que(iar rfSuelts |a reuU . ta ¿ 

forra ,ne ,or el resalta lo de I , cneation de Umita» , a la 
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provricia de Bueno* /.¡res, la de Córdnha no pudiese entregar. 

Que como ya se ha l»"- lio constar, la tierra de la cuestión ha 
quedado fuera do \at limites jurisdiccionales de ia provincia (te 
Córdoba y dentr» de ia de Buenos Aires, resultando así que 
aquella no puede harer su entrega, ó, lo que es lo mismo, que 
ha sucedido el c;iso de resolución de la renta formalmente esti- 
pulado entre el gobierno deesa provincia y Bri/uela (artículos 
quinientos cuarenta y cinco y quinientos mjareiita y odio del 
Código Civil). 

Que aunque haciendo aplicación i la* transacciones del prin- 
cipio general establecido pore) artículo mil ciento noventa y 
aneo del Código civil, el artf-nlo ochocientos cincuenta y uno 
del niismo dispone que aquella ni perjudica ni aprovecha á ter- 
cero; no cahe duda de que en virtud de los términos del compro- 
miso en que las provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fí 
Mometii-ronal fall" arbitral de esta Suprema Corte la cuestión 
de sus límites, aquel la no es un terrero cuando se trata de apre- 
sar 1» existencia y la eficacia de enajenaciones hechas por Cór- 
doba de tierras situadas en Buenos Aires. 

Que no puede ser de otro modo desde que, con arreglo á la 
base sexta del compromiso de referencia, i el fallo del tribunal 
arhitr.il sobre límites jurisdiccionales de las provincias contra- 
tantes, no alterará en ningún caso los derecho^ de lo* particu- 
lares subsistentes en la fecha de e*te convenio, siempre que hu- 
yan sido legítimamente adquirido-», loque implica forzosamente 
¡a personería de la provincia de Buenos Aires, para poner en 
cuestión la legitimidad de los títulos emanados de la provincia 
de Córdoba, cuando se pretende hacerlos efectivos deoiro de lo» 
límites de aquella, con sujeción al convenio expresado. 

Que si los actores han podido traer á juicio á la provincia de 
Buenos Aire* iciendo valer contratos que su antecesor Bri- 
zuela celebró con la provincia de Córdoba, no pueden negar á 
aquella el derecho de eiaminar esos contratos. 
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Q... reioélfi I» ,,,„. „ i„ que resl) „., s á , M tr( . ioU 

""V ""' ""* tTOÍ " to * "«»"~. »,„ precio lo, actores de- 
mandan. medl .„te transacción celebrada entre el Gobierno d. 
^rdoba, Bréela v el «soltado ,iel fallo srbitral, Clr ece„ ,1, 
, * «c-i»M de acones, d,re,b«s sur- 

«cute, d, ,. venta de «atierra, hech.s p„ B ri»e., 4 lavor 
*• ft**» D. Díaz, de «.«. al de do» ,„„ d . 
Coronado al del doctor Benjamín Canard, , 1>0 r fe,, al d, Id, 
***** .Porque „„di. p„ed, .ranamh.r „ „tr„ el dereeh,. 
que no tiene («hcnlo tres mil doscieulos s , t»uC.) 

Queaún ad.,iitie„doeo,uu lo pretenden loa actores, quela tran,- 
scc.un celebrada entre la pr.vio.md. Cirdob. v Unzo,), no tu- 
v.-ra p0F „ bjet(1 tM g| rfe ti(inerar t iíMih í( ^ s na^bilj'- 
dade.s pan, „„„ ísle . ¥ dejí „ „ „„ ^ 

P»r « artículo wh , dt , eomp,.»,,» arbitral m ,, r dad„, „«,- 

I o la aeeiop, pudría prosperar. 

<íu«, en efecto, consta á fojas doscienta, norenta Vtt.lt, v tres- 

c^ntae eincoenu y una vnelta, !.„ , r u , " 

'•uatrocenta, cuadra, de, p,e¡, u .,«„ ,. mpr JI, * ¡, 

•uperbee dec,e„l„ cuar.-nia , *« ,„atr.*i,, tI „s .,„,». Bw . 

tat*,, ,„„„,,, área, yc¡„„„,. nU y „¡ s 0( , ntiAr(11|8 „, ¿ ¿r 
blurno do la p»..rtuei. dn Ht.ua, Air.-aenajenó a favor de vario, 
resultando ,|„,,„ |„ sap -, os nli j ochocientos setenta , d „ s _ 
eobooiento. .-teta v tres, 6 sea. en feeba anterior i la «„„,, 

'' e 14 ' •*•*■«<» alcanzaba va á elentoenatr,. 

«■I nowconto, , ufll0 hectáreas, „. mtinl „.„ á 

-ta» ta j»-i s e,„,iáreas, da,„ ,„, r««)UinmbÍM acreditado 
P«v el c-rtibeado d, foja oi..„u mum , ^ . ,„,„ 
camban! a Vuy.r del Gobierno de la Provine,.. 

Qb. mientra* en consideración i lo. dato» mencionado, la, 
ventus hecha, por la provincia de Buenos Airea antea del a,,,, 
m.l ochoecntos setenta y cinco, comprenden • na aupcrlicie ,„ 
W» IB mucho i las IruiDU le S u. s mil coatrocienlas cuadra» 
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q oe cobra el actor, las enajenaciones anteriores sólo al cantan 
al rededor de i-atorce legua». 

Que no hay duda posible sobre el mejor der-cho di- tos que 
adquirieron la tierra de la provincia de Bacnoa Airea antea que 
la de Córdoba la vendiera á Hrizuela, porque *>n el conflicto di; 
ilos títulos sóbrela misma cosa, aunque la enajenación fuese 
lirucedent*' del pr jn- tario, es mejor la condición del primero en 
Uempo, i on sujeción á los artículos doa mil setecientos noventa 
y uno y quinientos noventa y seis. Código Civil, ya que está 
acreditado que los adquirente* de la provincia de Unenos Aires 
recibieron y están en posesión de la cosa y que lo esU, igual- 
mente, que no la tuvo ni la tiene Hrizuela, según resulta de las 
declaraciones y enunciaciones contenidas en la transacción ce- 
!■ tirada entre e| Gobierno de Córdoba y Hrizuela. 

Que correspondiendo al ictor la prueba ('eyes treintay nueve, 
título segundo, y primera, título catorce, partida Wrcera) loa de- 
mandantes han debido acreditar que las catorce leguas rendidas 
por la provincia de Buenos Aires después .le la venta hecha por 
l'órdobaá Hrizuela eran en au totalidad parte de la de maj or ex- 
tensión cuyo precio ■'tíos reclaman, ó determinar laeitenaton y 
precisa situación de las fraccione» en que existiere la superpo- 
sición du título; prueba tanto más necesaria en el presente caso 
uantoquc la tierra vendida durante los años mil ochocientos 
atenta 7 mil oehoei.-ntos setenta y tres ha podido comprender 
íntegramente las treinta leguas y mil cuatrocientas cuadras en 
litigio, por medir una superlien* relativa superior en mucho 
a éstas. 

Que no sólo no ha producido esa prueba, sino que ni siquiera 
bü determinado enconcretneu lademanda ó en las ulteriorida- 
dades del juicio, que la^ ventas hechas por ta provincia de Bue- 
nos Aires después del año mil ochocientos setenta y tres ae ha 
yan ubicado en todo ó en parteen el lugar preciso en que debieron 
situarse las tierras compradas á Córdoba. 
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Que de acuerdo con lo dispuesto en J a rilada le, primera co- 
rresponde por tanto abao!r.-r al demandado 
Que en mérito ríe lo contenido oo es necesario juzgar sobre 
Btmtoi llltei de hacer lacesion fe .i-m-hos v a , doiie , A faTor 
de iJ,az, eaaj .„„ ó 00 íntegramente las treinta leguas? u..l 

^ " U,HraS dél h ' tul ° ^ ^ m.l ochentas Menta 

J <^o, n. tampoco «obre la prudencia de la prescripción *« 
toaecton opuesta por el demandado. 

l J or estos fundamentos, la Suprema Corte, tallando en defin- 
ía, revive ,,„ hacer lugar á la demanda «,e foja dos, < fe b 
qu, s, ; absuelva la propia de Buenos Aires. Las rostas .* 
pagaran ,u el urden bisado. Notifiques, r« el original r t re- 
ROestos los sellus t archívase. 



BKNJAHIN ,MZ. _ A DEL BAZAN. - 
OCTAVIO fiLNGE, — JUaKE. TO- 
RREPfT, 



«AINA « DLX\% 

AV "'" '« Apresa H Caí** ¡Mm, 
' l^r n»i, mn}Zartm f¡er/(UC¿oii ^ 

<ios ; Kobre aclaración de sentencia. 

-i e i rilIU de í4 8Pnt , nc¡íl dd ¡nferinr corfi ; m 

■ ntre ésUs no j IUCe rapnciflJ1 deI¡(s c . 08tas |a ^ ^ 

e,, las dem. is condenadas que contiene importa la 
la condenación en i costas. 
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Caso. — Lo expresa el 

PtfttDO DE ACLARACION 

Suprema Corte . ,íu " im Aires ' m ™" b »' 6 ú * ** 

Nicolás Noc Ui, asumiendo la personería que por mi y por mi 
esposa t . nía conferida á mi apoderado y constituyendo domicilio 
en la calle tíolirar número 005 v en lo» autos seguidos cuu la em- 
presa del Ferro Carril Buenos Aires y Ensenada, sobre indem- 
nización, ante V. K. respetuosamente expongo : 

Que el fallo recientemente diñado por V. K„ no resolviendo 
expresamente sobre las costas, me suscita la duda de que 
pueda deberse á un simple error de redición, muy explicable 
vD ei notono recargo de «tenciones que pesa sobre V. E, el que 
no aparezca claro, en mi entender, m queda ó .10 subsistente lo 
resuelto al imperto por el inferior. 

Por razones sobre las que no tendría para qué insistir ante 
ta rectitud de V. fc- me ígnito inclinado ¿ pensarlo así, .obre- 
todo al comprobar otro error material en que se lia incurrido 
con relación á Jos honorarios de los médicos. 

La sentencia de foja 73, á que el fallo dt V. K. Slí Miere 
lija esos honorarios en 15.500 pesos, , el fallo dice tan solo 
f 5,000 pesos, suma insuficiente para el prorateo .mlicado en la 
sentencia y aceptado también por el fallo. 

Protestando, ante todo, mi respKo á la ilustración y equidad 
-le V B, me ven en < l l ca>o de hacer uso del derecho, que me 
acuerda el articulo 24:» de la lev de procedimientos para pedir : 
A V. K. que, t.-niéndome por parte, se «irva aclarar el primer 
punto de mí referencia y rectiliear el segundo en el sentido de 
lo expuesto. 

Es justicia etc. 

. n u TÍCffífll Nocetti. 

I). Matfliont. 
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Bue-ios Aires, Diciembre 6 de J 900, 

Autos y vistos : Considerando: l'rhnero: Que la sentencia de 
esta Suprema Corte declara que ta de primera instancia se confir- 
ma en las partes que aquella apresamente determi na y se revoca 
en las demás condenaciones que cootiene, entre las cuales se en- 
cuéntrala relativas la« costas, en cuyo caso liay pronunciamiento 
claroyexpreso de este tribunal respectodeese ponto y en sentido 
contrario i¡ ia inteligencia que se pretendí- -n el escrito anterior, 
Segundo: Que es evidente el error en que se ha incurrido en 
la parte dispositiva d*l fallo de esta Corte con relación á ta pri- 
mera de las cantidades que ól expresa, por cuanto importando 
los honorarios de loa doctores Luíh y Norbi rtoMaglioni, Romero, 
Ayzaguery Cahred la suma de quincenal quinientos pesos 
moneda nacional, en la proporción señalada por el inferior y 
confirmándose en -sa parte la decisión de éste, es esa entidad 
la qu*- corresponde abonarse por ta empresa. 

Tercero : Que el escrito precedente ha sido presentado dentro 
del término señalado en el articulo doscientos treinta y dos de la 
ley de procedimientos. 

Foresto, ae resuelve no hacer lugar á la aclaración pedida 
pordon Nico¡asNoceti,relatÍT.i a las rostas del juicio; y se ac- 
cede á la rnctilicacion del error s-dicitada por el mi.mo' á cuyo 
respecto se declara qne es la cantidad de quince mil quinientos 
pesos moneda na ional la que debe pagar ta empresa por honora- 
rios de los facultativos mencionados en el considerando segun- 
do de esta resolución y en la part- dispositiva de la de foja 
nento treinta y cuatro. Hágase saber ron el original v repón- 
gase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAKAPt. — OCTA- 
VIO MJHGE. — JUAN E, TORhKHT. 
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r»ntra iuyustn 1 Verter . por complicidad en el deUto de 
sustracción debimos de ta Xacvm: sobre procedencia de ta 
acusan mi focal. 

Suman». - En ] a8 cau^ crimno. , l0 procede la ac U8 a- 

* ff iU n¡ P"* •»*«■!•«■«•. «i«nlr. a a , halle ab.erto y 
Ofl esté terminado el sumario. 



CofO. — l.o fiplii'ii el 



WmUo fiel Juf« IVderm 

La Mala, Noviembre 3 de 1900. 

Auto, .v n.to S : El ¡„ ri ,) eDt . precio ,, or el „.„„, fisC4j 
'"ja izy. 

J -™^»udo : 1- Q-ie la acusación p r , a ,. nU()a e| 

(«ton. , proced¡m>en,o oriaJ,.!, y. eomo pmn „ tllri , „' 
poededar.,.!* curso, „o m » d(! introrf „ cir ,., 

2*1 .IJJWK garantía, rsublecida», u„,„ ín fllTor 

La ley ba di.idido el procedimiento criminal en ,l„s grande, 
liarte» : el sumario j B 

H primero lien, por objeto ,-omprobar I. e.i.teoci. de un 
«•«Ho punible, r ,„„ir todo, lo, .lementos ,„ puedan <ere¡, 
paral, c.lificaeinn del delito y conriceion del delincu.nte v 
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descubrir á ésto sus cómplices, dictando, además, las medida* 
conducentes para establecerán ideniidaJ j aprehensión . 

VA segundo se ocupa de la discusión de U culpabilidad 6 ino- 
cencia de ios reos y de determinar la pena que ha de imponér- 
seles. 

Se comprende fácilmente que loa trámites que corresponden 
al pienario, no pueden ejecutarse en el sumaria, tanto mü- 
cuando que éste es secreto y aquél público. 

Tin es ésto así, que la ley y la jurisprudencia lian estabh- 
<*ido que una toz presentada la acusación, ya no puede sobre- 
seerse en la causa, simí que ca forzoso continuar el trámite y 
fallar, absolviendo ó condenando, según sea el mérito que arro- 
jen los autos. 

Es cierto que la ley quiere que los sumarios no tengan una 
duración ilimitada y es pur eso que el articulo 412, Código de 
procedimientos en lo criminal, lija un término de 30 días en la 
capital y 60 en las demás secciones» dejando al juez la facultad 
de sobreseer en la causa en cualquier estado del sumario (arti- 
culo 432). 

Cerrado el sumario se pisan los autos al ministerio ü> al v 
al acusador particular (artículo 457). p ira que se expidan sobre 
-u mérito. 

Ks ésta la opon unidad de pronunciara, acusando, sí es que 
HO hubieran diligencias que se hayan omitido para complemen- 
tar el «iimari»; medidas que puede noiicitar tanto et fiscal, el 
acusador particular, eumo el procesado ó su defensor. Ese tér- 
mino es de interés p ira urohaa partes y ^i prevaleciera la teoría 
del señor fiscal (I i facultad de acusar en cualquier momento) 
se pondría en sus manos una arma muy peligrosa dedos filo*, 
i;on la cual se puede herir con ta misma facilidad & la inocencia 
que á la vindicta pública. 

Una a- usacion prematura puede herir la inocencia impidien- 
do al inculpado presentar las pruebas de descargo, que justiíi- 
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que» qu- el hecho que m tira el proceso, n<» le es imputable ó 
que ha obrado -n el ejerc cío de un derecho, y lo obligaría á 
soportar injustamente too s los trámites del plenario, impi- 
diendo un sobrcseimienti quizá ampli.i mente justificado. 

Puede igualmente h< rir .vindicta pública, provocando una 
clausura an( tripada del siiinariu, ó impedir de ese mudo la ter- 
minación de investigaci-me» quizás secretas, para aanuiilar 
elementos de con r ice ion decisivo* que más tarde sea imposible 
presentar, ora porque se deje tiempo para borrar los rastro-i 
del «rimen, ó porque se interrumpan p -squiza> qu'- sólo con 
rapidez y sigila deban dar resultad». 

Kn tal caso. - on un sumario deficiente é incompleto y con 
un criminal ducho y avesadn, la absolución sería la eousecmm- 
cia inevitable de un sumario Cerrado imprudentemente por 
una acusación antes d«d tiempo mar adn por Ja ley. 

Ningún peligro hay con aguardar á que, los término* lijadas 
por la ley eipir.-n y para renuneiar.ns en obsequio de la bre- 
vedad, habría necesidad del acuerdo de todo-; las partes, Kn 
efecto, si el íiscal ó el reo, no tienen ninguna diligencia que 
pedir, pueden >nlicitar la clausura del sumario ó el sobresei- 
miento. Si el juez nn tiene ninguna medida que decretar de 
ofi io, y oída la otra parte y con su conformidad, decretaría ú 
negaría toque se pide según el mérito que trrojan los autos, 
dejando libre el recurso de apelación, por ai hubie-a error de 
apreci.iciou. 

No es violando las formas establecida* por la ley , cómo se ob- 
tiene la Imena justicia, y la prudencia aconseja no precipitar 
demasiado los trámites para evitar el arbitrario. 

Tan perjudiciales son al prestigio de la administración de 
justicia esos apresuramientos que decretan sobreseimientos 
átttes de enterrar la víctima, impidiendo que mis deudos se hagan 
parte para perseguir al presunto delincuente, dejándolos sin 
justieiu, porque no se puede formar doa procesos sobre un mismo 



Mim uk U suene** <amr« 

hocU. -»» «, „, es una ^ tur 

q..,..by I0 .ar.l. ley. tmttín , prowdlln¡ent() ,. 

las garantías con pe.fecta ■tfU.H. ha establecido aquella 
* Que por otra parte, „ .., 0( . ur , 

£* 6 eTar * p,e,mri,> h m ¿«ají-*? !.» 

t.endu de competencia .,g«i». qu , 8e ha pron)()t¡d „ " 

jo« federa, de I. Cap,,., , n WÍBÍOal . . 4íti , nd . itta ... 
resuella poi la Suprema Corte. 

3- Que nada ganarla tampeco el pmcesado, ni el señor fiacül 
puede e.,,bleeer con cer,,,a cuál »„ el grado de culpabilidad 
J I. p«É que deba aplicársele .. e | ea^d. de la causa desde 
í«e lo considera compite . .«cubndor del comandante Ptíft. 
■ V . 4etU * «"ha sido faliad. d,.1nl«...,M« p u ,' 
el WWPJO de guerra, dependido de la culpabilidad del se- 
gundo, la del primero, si es que „„ presente pruebas que justifi- 
quen su irresponsabilidad. 

Si resultara qu, |„. eq,, t p., s „„„ s blF „ Midos pí< _ 

tes y por lo tanto ab.uell., tendría que descontarse el tata». 
~U m hmm ,,, R^ert«. 10 c„!,,«do d, cómplice ó 
«abridor de uqnel, p ürqll , aer(a pJ ^ 

Md,g„de proc^mient»* en toeriarfn.), ysin.mbarg». I. »»„-' 
prematura d..ría por resultado obligarlo a soportarlo, 
dos las tratónos del plena, .o, desde qne ya no „ podrí, sobreseer 
produciendo e.tínce. consecuencias f u „,.,t»s para el inocente-' 
y conspirando así entra los prnposi.o» -nnneiad.,, por el J. 
ñor fiscal en si. precedente .■scniu. 

U garantía, pues, ,., U en la estricta observancia del proce 
d ¡miento sin anteponer loa trámites. 

Por tufa,, »„ se hace logará la repo..oi., n , se concede en 
relae.ou la apelación «.dictada en subsidio 

Elévenselos autos á lo Suprema Corto con empl.aumien,» 
djfz días.. 

Isaac Godoy. 
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«uenos Aires, Noviembre 80 da 1900. 

.Suprema Corle : 

Esta causa se encontraba en estado de sumario cuando sin 
que mediase decreto alguno del juei de la causa, el Procurador 
fiscal presenta la ucusaciou de fuja 126. 

Pienso que aquel procedimiento ea irr. tfular, uu sólo por Ja 
interrupción que puede traer á U unidad del procedimiento su- 
mario, siuú tainbieu porque contradice las disposiciones del 
Código de la materia, en cuanto divide el juicio criminal en (tos 
partes y determina la su*tanc¡.ici»n que corresponde ^eparada- 
mente á cada una de ellas , 

No creo que el artículo 442 del Código de procedimientos en 
lo criminal designe an término de tal naturaleza perentorio 
para la tramitación d' l sumario que el Juzgado no pueda anti- 
cipar la cláusula, cuauuo ú su juicio ninguna diligencia queda 
pendiente. 

Perúes i'i Juigadoel que debe apreciar y decidir aquella oir- 
< uustaucia, pues según la expresión del artículo 442 del Có- 
digo citado, transcurridos dichos términos, eí juez sobreseerá 
ó elevará la causa á filmaría, conforme á las disposiciones de 
este Códtyo. 

Ks recién, entonces, que según el artículo 157 del iniamo, et 
juez correrá vista de lo actuado por seis día* sucesivos al miun- 
terio liscal y al acusador particular, para que se expida obre 
el mérito de) sumario. Parece cierto, entonces, ante el contexto 
de aquellas prescripciones, que el Procurador tíscal puede pedir 
la clausura del sumuno y que se Le corra vista para solicitar 
lo que corresponda; pero que mientras el sumario persista 
abierto y antes que la causa sea elevada á plenario y se haya dado 
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nata al Procurador fiscal á lo. efectúa del artículo 457 del Có- 
digo de Procedimientos Ja presentación de la acusación naca! 
ea fuera de su oportunidad legal. 

Por ello, pienso que procede la cuulirmac.oii del auto recu- 
rrido de fo JÜ 128, ea cuanto d.clara do liberen la causa estado 
para prj.lucir >a acusación. 

Sabinituio Kter. 



» *<>« 4* i* mupmm Vm* 



üuenua AJr*, Dieiemlire e (tino. 

Vistoa; »e acuerdo con lo espuesto y pedid,, por el «flor Pro- 
curador ,eneral t se afirma el auro n curridn d« foja ^ÉO 
veintiocho vuolia. I)efüé!van¡j>.. 

BENJAMIN PAZ. _ abíI. BA2AV — 
OCTAVIO «UNGE. - JUAN E. TOÍl- 
NfcNT,.- 
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Criminal contra limuéi AikmB ó Mm* m González. por apro- 
piar ton indebida de dineros del estado 

Sumario. — El que a- apropia con fraude de dineros del es- 
ta^, e* pasihle de la p m d, dos años de trabajos forzado* t 
mn\U doi tri|»¡i di- lo cobrado. 



f>t JUSTICIA CUaOWAL 

Caso. — Lo explica el 
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Unenos Aires, Setiembre de 190Í». 

T Tiste* ; Kstus autos seguidos contra Manuel Atkine ú Ma- 
nanoGoaialez, argentino, de 29 año,, nodo, empleado, vilo- 
inialiado en la calle de Victoria numero 1894, por defraudación , 
de cuyo estudio resulta ; 

Que habiéndose presentado ante el ministerio de I* guerra 
el soldado Nicolás Lei?a, cobrando la sum í de 148 pesos con í¡7 
centavos, por sobresueldos como soldado del batallón 3° de in- 
fantería de lín-a, y los que se encontraban con orden de papo, 
el ministerio ordenó su abono, obserraadose por la comisaría de 
gBcrta que el expediente á que se refería > 1 c. ido cobro habla 
sido pagado al apoderado de Lei radon M. González, según cons- 
taba en la re D din„ B de cuentas i¡ la Contaduría general de la 
nación. 

Pedido informe á la Contaduría, esta repartición informo que 
< I expediente de la referencia fué abonado por 1 1 oficina de pa- 
gue de la Comisaría de guerra ¡i Marian* González, quien, según 
poder extendido ante el escribano don Juan A. Agredo el 24 de 
Setiembre de 1895 j que se encontraba agregado al expedien- 
te, aparecía este como apoderad., legal de! soldado Leiva. Se 
bicía además constar que en el testimonio de poder aparecía 
cuín no sabiendo ürmar el poderdante, por lo que pedía la com- 
probación de la persona del soldado Leira, r si resultara exento 
que en el poder había habido una sustitución de persona, debe- 
ría pasarse los antecedentes al Üscal, á efecto o> que entable 
la acción correspondiente contra el escribano autorizan le y d.- 
má^ personas que han intervenido en el asunto. 

Agregado el poder y patadoa los antectdentes al fiscal, pidió 
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«ste se instruyera e l sumario respectivo, lo que se efectuó, 
siendo citadas toda* las percas que intervinieron eu e't 
asunto. 

Interrogado al respecto el escribano Juan A. Agrelo, dijo : 
que efectivamente ha «tendido el peder que se le exhibe, y que 
anteriormente al otorgamiento conocía al soldado Nicolás Leiva, 
porque b habla sido presentado por Mariano González que de- 
bía ser su apoderado, pero que, áppsur de ello, le eligió la pre- 
sentación de ía baja, y una vez á la vista procedió á extender 
U escritura de poder; que e^te hecho les conla al que ürmó á 
Tuegoy álos testigos. Que en cuanto y Mariano González lo^ono- 
cía de mucho tiempo atrás, y que, generalmente, frecuenta la 
casa de gobierno. 

interrogado don José A. No raí o <iijo : que sólo recordaba, re- 
ferente at hecho que se infesta, que hace más ú menos trea 
uñoalirmóáruesodeut. soldado, cuyo nombre no recuerda, un 

poder para -obrar uoos sueldos, por indicad leí «scribano 

Agrelo, no recordando tampoco el nonbre del mandatario; que 
el soldado á que hace referencia, eihibió al escribano Agrelo 
una baja que leyó el menoionmio escribano, y le dijo que ora 
la persona á ruega de quien iba á firmar. 

Interrogados los testigos del poder, manifestaron que, efec- 
tivamente, hau firmado cuino lo hanhecho muchas veces, pero 
que no conten al soldado Leiva nial mandatario González. 

Detenido por la policía el acusado Mariano González ó Ma- 
nnel Atkias, fué interrogado y declaró Mamarse Manuel Atltins, 
comprobándolo con la papeleta de enrolamiento y varias tarje^ 
tas que exhibió, manifestando que nunca ha usado el nombre 
de Mariano González. 

Que no conoce al .soldado Nicolás Leiva, y menos que haya 
sido apoderado de persona alguna de ese nombre. 

Que no ha llevado trabajo á la escribanía de don Juan A. Agre- 
lo, y que a nse señor sólo lo ha conocido cuando lo hizo detener. 
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Hecho comparecer tü acto «1 escribano don Juan A. Agrelo, 
manifestó que U persona qu>- dicn llamarse Manuel Atkins a 
la misma que se presentó á su escribanía con el nombre de Ma- 
riano Gonzalei j de hizo otorgar el poder agregado á los autos, 
y que esta misma persona se hizo extender en su escribanía 
otro poder para cobrar sueldos de Ramón Sosa, y otro Sosa 
cuyo nombre no recuerda, y en los que seguramente habrá pre- 
sentado, como en esti e;iao, otras personas. 

Que para comprobar que Atkins es el mismo que se presentó 
en diversas ocasiones eu ¡su es « nbanía « on el nombre de Maria- 
no Gomalez nfreoe el testimoniede los señores Lenk y Alberto 
Seguí. 

Puesto el detenido Atkins en presencia de los testigos Alber- 
to Seguí, Desiderio Maciel y Simón Fidanza, declararon que el 
iujetú puesto en su presencia lo habían . onucido en la es- 
cribanía de don Juan A. Agrelo con el nombre de Mariano Gun- 
zalea y no por Manuel Atkins, y que en dicha escribanía habían 
servido de testigos en escrituras de poderes otorgados á favor del 
eipresado González por soldados dados de baja. Además, fué re- 
conocido por Mariano Gouiaiez por tos testigos Enrique hencke, 
Horacio J. Guzmán, Domingo Cardoni y Francisco L. Schueid. 

Pedidos ad cffectum videndi los expedientes en que Mariano 
'¡onzalez tramitaba el cobro de sueldos de los soldados Riarte y 
Nicolás Leiva, y preguntado éste, poniéndole de mauínesto los 
m ibos de fojas 9 y 1 1, agregados á los espedientes referidos, si 
son de su puño y letra tai firmas que los sus. riben y que dicen 
Mariano Gomales, dijo que no eran de su puño y letra. 

A fojas 100, i 05 v 108 se encuentran los informes de los ca- 
lígrafos señores TJrtubey.HoyoyAldao, en disidencia el segun- 
do, informando el primero y último que los recibos de fojas 9 y II 
de los expedientes agregados, han sido tratados poi la misma 
persona que formó los cuerpos de escritura de fojaB 93 j 96, 
e*to es, por Mariano Atkins. 
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A foja H2 presentó su acusación el Procurador lineal di 
do que se encuentra plenamente comprobado el delito imputu- 
do al procesado Manuel Alkins ó Mariano G-nzalez, por lo que. 
pide le s^a aplicaba «1 máximum de ta pena que .-stableoe el ar- 
tículo 82 de ta ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Corrido traslado al defensor, fué evacuado á foja í 17 diciendo 
que son falsos tos hechos iuya comisión se imputa ó su defen- 
dido y pide sea absuelto, 

Y considerando: I o Qm- apercibida la Contaduría general de 
la nación de que había habido una sustitución de persona al 
cobrarse los sueldos del soldado Nicolás Leí™, pidió la instruc- 
ción del respectivo sumario, lo que más tarde se pudo ceuinro- 
bai con las declaraciones de testigos y demás antecedentes de 
autos. 

2 o Que de esas constancias resulta que el encausado Mariano 
Atkins se presentó en la escribanía de¡ escribano don Juan A. 
Agrelo con el nombre de Manuel Gonzalo y se hizo eitendi r 
un poder con ese nombre, otorgad.. por el soldado rebajado Ni- 
colás Letra para cobrarle mis sueldos. 

3 o Que tanto el uombre de Manuel Goma tez, que usaba el 
acusado como el soldado que presentó como Leira, eran su- 
puestos. 

4° Que con ese poder se presentó y cobró de la Comisaría de 
gu. rra la cantidad de 148 peso^ con 67 eéiitafoa moneda na- 
cional, que importaban los sueldos adeudados y liquidados al 
soldado Le iva. 

5* Que á pesar de negarse los hechos imputados al encausa- 
do Atkins, todo ello se encuentra planamente comprobado por 
las declaraciones del escribano Juan A. Agrelo, Alberto Seguí, 
foja 33; Desiderio U BC iel f foja 35 ; Simón Fidanza, foja3¿ 
vuelta ; Kurique Lencke, foja 45 vuelta ; Horacio J. Guzmán, 
foja 47; Domingo Cardón!, foja 48 vuelta; y Francisco h. 
Schneid, foja 5T, é informes caligráficos de f< jas 100 y 108. 
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6* Que habiéndose apropiado el acusado Atkins dineros co- 
brados ai gobierno con cuentas falsaa, se ha hecho pasible de 
la pena que determinad artículo 82 do la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863. 

Por estos fundamentos, y lo pedido por la acusación fiscal, 
fallo ; condenando a Manuel Atkins 6 Mariano González á dos 
año* de trabajos loriados, y i una multa de 446 pesos moneda 
nacional y costas del juicio, debiendo descontarse di- esta pena 
el tiempo de prisión preventiva que II<>va sufrida. 

Hágase saber al señor jefe de policía, notiflqueae con el ori- 
ginal, y archívese la causa. 

Francisco fí. Astigueta. 



VISTA UKL SgftOR PHOCUBADOK GENERAL 

Buenos Aires. Noviembre 14 de 1900. 

Suprema Corte ; 

Resulta le la prueba testimonial acumulada en el proceso que 
el encausado Manuel Atkins es la misma persona que se ha ti- 
tulado falsamente Mariano González. 

También aparece comprobado por el examen pericial y de- 
más constancia» que obran en el proceso, que el recurrente, con 
el citado nombre de Mariano González, ha cobrado indebida- 
mente sobresueldos ajenos, defraudando de esta manera al 
tesoro público. 

La expresión de agravios del apelante no alcanza a desvir- 
tuar el valor probatorio -rie las referidas constancias del pro- 
ceso, que hm sido legalmente apreciadas en la sentencia del 
señor juez a quo t qne ha aplicado al caso sub-judice la pena 
proscripta por el artículo 8$ de la ley que rige la materia, de 
fide Setiembre de 4863. Invocando sus sólidos fundamentos, 
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pido i V. E. Be sirva confirmar la sentencia recurrida de fo- 
ja 146, 

Sabiniano Kier. 



Buenos Aires, Diciembre 6 fie 1900. 

Vistos y considerando : Que e! pro-esado está convicto de ha- 
berse apropiado, con frauda de dineros del Estado, cometiendo 
así, el delito previsto y penado pot el artículo ochenta y dos d* 
la ley pt-nal nacional . 

Por esto, y de acuerdo con Jo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia Apelada, de foja ciento veintiséis. Notiff- 
qnese con el original, y devuélvanse. 

BENJAMi» PAZ. — ABEL BAZA». — 

Octavio bowge. — juan e. to- 
RBEirr. 
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Criminal contra Augusto i, Reverter, por complicidad en la 
sustracción de /tienes de la nación; sobre competencia 

Sumario. — El cómplice en la sustracción de equipos mili- 
tares, procesado con separación del autor, cometido á los tribu- 
nales militares, debe ser juzgado por el j.iPz del lugar donde se 
hizo participe en el delito. 
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La Piala, Julio £3 de 1900. 

Autosy viatoa: Estos Antecedente recibidos de la policía d« 
Buenos Airea, de los cuales resulta : 

i* El teniente o»ront-l don Antonio M. Fretes, inculpado co- 
mo autor principal de sustracción de equipos, provisiones é 
instrumentos militares, pertenecientes á la Intendencia de gue- 
rra, los cuales se han estado Tendiendo en una casa de negocio 
de la que figuraba dicho gefe como socio capitalista, 

2? Que Augusto L, Reverter, inculpado como cómplice, por ha- 
ber auii liado la comisión deldelito, 6 aprovechado de ól, sea en 
el acto de la sustracción, sea en la desfiguración, ocultación y 
venta de los efectos, apareciendo en la easa de negocio como so- 
cio industrial. 

Visto igualmente la contienda de competencia por inhibito- 
ria, promovida por el señor juei instructor militar, teniente co- 
ronel JuanBonone, y lo dictaminado por el señor procurador 
fiscal. 

Y considerando: í* Que la jurisdicción criminal atribuida á la 
justicia nacional, en nada altera la jurisdicción militar en los 
casos en que, según las leyes, debe precederse por consejoa de 
guerra (articulo 7* de la ley de competencia j jurisdicción de 
lo» tribunales nacionales de 14 de Setiembre de 1863). 

2 o Que la jurisdicción militar considera como delitos y falta* 
esencialmente militares todas las infracciones que, por afectar 
la existencia de la institución militar, tan s6lo sus leyes preveen 
y castigan, así como loa que afectan directamente el derecho j 
Jos intereses del estado, cuando son cometidos por militares ó 
empleados militares en actos del servicio ó en lugares sujetos 
excesivamente á ia autoridad militar, como ser las placas de 
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guerra, teatro de operaciones, campamentos, fortines, cuarte- 
les, arsenales, hospitales y demás esta biecimien tos militares 
(artículo 119 del Código de justicia militar). 

3 Ü Que ea indudable que el delito que se atribuye al teniente 
coronel Antonio L, Fretes cae bajo la disposición antes citada, 
no sólo por la razón de carácter militar sin ó por la naturaleza 
de los objetos sustraídos y el Migar de donde se han sacado, 

4 o Que con relación al cómplice Augusto L. Reverter su juzga- 
miento corresponde á los tribunales ordinarios, con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo 127 del mismo Código de justicia militar. 

5* Que resultando del sumario de prevención que la sustrac- 
ción se ha efectuado eu la capital di? la República, aunque el de- 
lito baya sido descubierto por la policía de la provincia de Bue- 
nos Aires» de acuerdo con lo dispuesto en el inciso 4 o del artí- 
culo 3* de la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
nacionales corresponde conocer al juez federal allí eiistente, 

Pur tanto: este juzgado se declara incompetente para enten- 
der en la presente causa y en consecuencia remítase al procesa- 
do Antonio L. Fretes, con copia de su declaración Indagatoria 
y de esta sentencia, al señor juez de instrucción militar y ul 
otro detenido con los antecedentes respectivos al señor juez fe- 
deral en lo criminal de la capital, como asimismo tos objetos 
secuestrados. 

Isaac Godoy, 



VISTA DEL SKftOR MlOCUHADOR FISCAL 

Buenos Aire*, Julio de 1900. 



Señor Juez : 



Los precedentes autos lian venido á V. S. por haberse decla- 
rado incompetente para conocer de este asunto el señor juez 
federaj de Ja prorinciade Buenos Aires. 
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Esa incompetencia tiene por base, sega» loeipresa ta provi- 
denciada foja85, la calidad d t * las personas y el logar en que 
se cometió el delito que motiva el proceso. 

El expresado señor juez federal atiene incompetencia y 
se declara tal para cnu icer eti el asunto relativamente al proce- 
sado Antonio L. Frotes, por ser éste militar y corresponder el 
conocimiento de la causa á la autoridad respectiva, según lo 
prescribe el articulo 7 o de la ley sobre competencia y jurisdic- 
ción de 1863 y articulo 119 del Código do justicia militar . 

El mismo señor juez sostiene y declara su incompetencia re- 
latinamente d Augusto L. Reverter, basándose en que habiendo 
teñirlo lugar el liecbo que motiva el proceso (el rolio del equipo 
secuestrado) <*n la capital federal, es al juez criminal de esa 
jurisdicción á quien corresponde entender en el caso, convinien- 
do, por otra parte, en que la justicia federal es ta que debe en- 
juiciar áeste procesado. 

Dejando de lado lo que el señor juea federal de Buenos Aires 
dice y establece en lo referente a Antonia L. Fretes, por cuan- 
to ello no está en tela de juiuio, me limitaré a estudiar lo que 
se relacionaron Augusto í, t Reverter, cuyo procesado ha sido 
mandado poner á la orden de V. S. El delito que motiva el 
proceso y en el cual ha tomado una parte activad procesado 
HeverU-r, es un delito de carácter federal, por cuanto afecta di- 
rectamente intereses -le la nación; por ello es que, de acuerdo 
con el artículo déla ley sobre jurisdicción y competencia de 
1863, este proceso i ap bajo la jurisdicción federal. 

Ahora, en lo relativo ala jurisdicción territorial, debo pre- 
sentar a V. S. Jas siguientes observaciones, las cuales como 
V. S, verá, meitiducená pensar que ios actos cometidos por Re- 
verter están fuera de la jurisdicción territorial de V. S. y den- 
tro de la que corresponde al señor juez federal de Buenos 
\ires. 

En efecto, según la declaración del mismo Reverter, que corre 

T. (ITIIX. ,o 
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á foja 20, todos los actos que allí confiesa como ejutados pi»r él 
tuvieron lugar en Arrecifes ven Curios Keen, >in que en su re- 
lación baya accidente alguno que lo presenten como actor en los 
hechos que se imputan á Fretes en la relativo á la sustracción 
de e quipos. 

En la misma declaración del procesado Fretes, de foja 30, 
ssf como en el informe de la policía de ta provincia, de fo- 
ja 78, se ve con claridad que la tictnacion real de Reverter en el 
delito ha sido toda en el territorio de ta provincia. Según .-a 
relación j según esas declaraciones, Reverter recibta las merca- 
dería* y equipos secuestrados en el punto de venta; allí la mo- 
dificaba en la manera que él mismo lo relaciona; allí las vendía 
y allí las conservaba ocultas hasta ese momento. 

Se ve por esto que la complicidad de Reverter (caso de esta- 
blecerseeii oportunidad) ha tenido toda ella lugar en el terri- 
torio de la provincia y pi»r ende es lógico deducir que el cono- 
cimiento de este asunto, en lo relativo al procesado Reverter, 
ya que no puede jutgarlo el juez especial que debe jusgar á 
Fretes per su carácter militar, corresponde al juei federal de la 
provincia de Buenos Aires, en cuy territorio se ban cometido 
los actos que se imputan á Reverter. 

Creo que estas consideraciones ban <ie ser bastantes par» 
fundar mi dictamen, en el sentido de que V. S. debe declararse 
tu competente para conocer en este asunto en lo relativo á Re- 
verter, 

Que al propio tiempo debe remitir V. S. estos anteceden tes- 
ai señor juet federal de la provincia de Buenos Aires, para que 
en cumplimiento de los artículos 71 y 72 del Código de Proce- 
dimientos Penal, conozca en la iniciación y secuela de este su- 
mario, aún en el caso de sostener su incompetencia, en cuyo ca- 
so deberá remitir al tribunal superior lo» testimonios áque ha- 
ce Tefereneiael citado articulo 72. 

J. Bolet. 
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F*ll« riel Jim r«#ml 

Bumjos Aires, Julio 27 de 1900. 

Autos y vistos: De acuerdo con lu dictaminado por el señar 
procurador fiscal en la vista que precede, cujas conclusiones 
acepta el juzgado, por considerarláa ajustadas á dereeLo. 

Por ello, j de acuerdo cao el artículo 35 del Código de Pru- 
ed ¿miento* en lo criminal, resuelvo declararme incompetente 
para conocer en esta causa 

En au consecuencia, remítante esta? acto aciones al señor 
juei federal de la provincia de Buenos Aires, á cuya orden se 
pondrá el detenido, ¿ las efeetoa de loa artículos 71 j 72 del Có- 
digo citado, hadándosele saber que en caso de ínaiatir ensu re- 
solución se sirva elevar los autos á la Suprema Corte para la re- 
solución del caso; y líbrense los ofinos del caso, 

Francisco Bi Astiyueta. 

VISTA DBl. SEÑOR PR0CUHAUOH GENERAL 

Bueno* Aires, Noviembre líí de 1900. 

Suprema Corte ; 

El encauaudo Augusto L. Reverter lo está per el hecho de 
¡inarei.er eomo cómplice 6 encubridor de sustracción y venta de 
Níjuipua e* instrumentos militares del ejército. Tal delito es in- 
dudable que afectü de una manera directa loa intereses de la na- 
eiou, causa por la cual este proceso cae bajo Ja jurisdicción fe- 
dera» ratione malr.riae, al tenor de lo prescripto en el artículo 3 o 
líe ¡a lej sobre juriidii cien y competencia de los tribunales fe- 
derales, de I4.lt Setiembre de 1863. 
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Entrando á considerar la jurisdicción territorial que debe 
juigar at procesado Reverter, tópica sobre el cual se ha trabado 
la presente cuestión de incompetencia, conviene examinarla* 
constancias del proceso en lo que respecta al lugar donde se ha 
cometido el delito. 

El encausado, en su declaración prestada en el sumarie de pre- 
vención instruido por la policía y cuyo testimonio corre de f> - 
jas 20 ¡i 27, manífieüt ¡i categóricamente cuál ha sido su partici- 
pación en el delito que motiva este proceso. Reverter dice que 
él mismo sellaba en su casa del pueblo de Arrecifes con ei sello 
de la casa comercial * Baratillo del Forastero las ropas J 
«■quipos militare* que vendía en la dicha casa, de la cual era so- 
cio industrial, borrando asi el sello oficial de la intendencia de 
guerra. 

Manifiesta que allí, < n su propiu casa, reformó ios morrales 
de la misma procedencia; que en su casa de Arrecifes se coloca- 
ron los botones en algunas ropas militares del mismo urigen v 
que á su casa vino la esposa del acusado como autor «leí hurto ó 
robu de tales materiales militares, teniente coronel don Anto- 
nio M ( Fretes, á efectuar arreglos y i rao -formaciones en tales 
ropas del ejército. 

La casa de negocio titulada ■ Baratillo del Forastero *. de la 
coa! era socio Reverter, en la que s- vendían al público las re- 
feridas prendas del ejército nacional, está en Arrecifes, según 
consta de la denuncia de foja i corroborada por Jas diferentes 
constancias del sumario. 

La transformación y ocult.ici<>n de la cosa hurtada y sn ven- 
ta se hnn llevado á cabo en el mencionado pueblo de Arrecifes 
de la provincia de Buenos Aires. De ahí resulta, mientras no se 
demuestre lo contrario, que en i al territorio es donde tuvo lu- 
gar el di lito que se imputa al procesado. 

La circunstancia de que el autor principal del delito deba 
ser juzgado por los tribunales militares, mientras qne el desig- 
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nado como cómplice ó encubridor, Reverter, tenga que ser some- 
tido á la justicia federal, importa dividir la continencia de esta 
uausa, pero aquello no modifica la jurisdiccimi territorial que se 
basa úní* a y eiclusivamente en el hecho y lugar en que el de- 
lito fué cometido. 

La correlación que existe entre el autor principal y el cóm- 
plice, debe tenerse ea vista con respecto á Ja penalidad . Pero 
esa correlación entre el autor principal y el sindicado como 
cómplice n u pííflde variar la jurisdicción territorial que deter- 
mínala ley i'D L-ada una de las provincias qne componen la na- 
eion. 

Forestas consideraciones, resultan lo le auto» que el proc< - 
Nado Reverter realizó las opera* iones di diciuosa* que lo hacen 
aparecer como cómplice' ú encubridor »*n H delito >le -iisr raevion 
de equipos é instrumentos militares, en el pueblo de Arrecias 
iU La provincia de Buenos Aire*, opino : que corresponde el co- 
nocimiento al señor juez de sed-ion de la provincia de Buenos 
Aires. 

Sattmiana Kier. 

Vm Hm 4* I» K«ipr*uft Ctrt* 

Buenos Aires. Diciembre fi da 1900, 

VUtos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
carador general, se declara : que el conocimiento de esta causa 
corresponde al juez de la sección de la provincia de Buenos Ai- 
res. Remítasele estas actuaciones y avísese por oficio al juez de 
esta Capital. 

BENJAMIN PAZ. — a Bel. BAZAN . — 
OCTAVIO BUNGK. — JUAN fc. 
TollUtflT. 
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flan Cdr/<w Cambian, sobre recurso de Meas eorpus á favor 
de don CdrlosJosé Campuso, detenido por la autoridad mt- 
lüar. 

Sumario. — No procede el recurso de habeos corpus a favor 
del detenido por la autoridad militar por razón de pertenecer 
A uno de loa contingentes destinados al ejército de línea. 

Caso. — Lo explica la 

VISTA DEL SEfiOA PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez ■ buei '° S Aires ' ríoTÍembre 15 <* 1800. 

Pract ¿radas tas diligencias que solicité en mi anterior dicta- 
men, y aún caando a ti resoltado no luya sido del todo com- 
pleto, se hace necesaria la resolución de eate recurso con los 
elemento* acumulados, no sólo por la naturaleza sumaria del 
juicio, sino porque así lo exije el mismo recurrente en su pre- 
cedente escrito. 

Hubiera deseado el subscrito que por el interesado se hu- 
biera cumplido lo que se le ordenó, pues de esa manera se hu- 
biera aclarado el punto que motiva este recurso, así como la 
detención en las filas del ciudadano reclamado : pero uo ba 
■ido así; ni el recurrente acompañó la papeleta ó libreta de en- 
rolamiento, limitándose á decir que le fné tomada por el jefe 



de su regimiento y que se le devolvió otra que no quiso recibir, 
ni tampoco manifesté ni menos justificó haber concurrido á los 
sorteos del aiio pasado, lo que le correspondía, según su propia 
aseveración de haber nacido en 1878. 

Juzgando, pues, el hecho con loa elementos de juicio que correa 
de autos, resulta lo siguiente : 

i* Que según la U de bautismo do foja.... el guardia nacio- 
nal reclamado nació en 1878; según ♦■«ua cnnHancia debió ser- 
vir el año pasado, no habiéndolo hecho, según resulta del in- 
forme del ministerio, y dado el silencio que guarda su recla- 
mante cuando se le incita á probar que concurrió á la conscrip- 
ción del año mencionado* 

2" Que de la propia confesión del ocurrente, asi como del in- 
forme del Estado Mayor del ejército, resulta que Cambiaso, en 
su libreta, figura como nacido en 1879, eorrespoodiéndole eiíte 
ano el servicio, y que figura en ¡guales condicione* en los re- 
gistros del regimiento á que pertenece. 

Esta Verdadera anomalía nu tiene otra explicación linó que 
Cambiaso, cuando fué á enrolarse dió una edad distinta de la 
que realmente tenía y de ahí esta divergencia entre la libreta 
y la fé de bautismo; divergencia que, por lo pronto, ledá e¡ste 
resultado: que el año pasado no concurrió a la conscripción, por- 
que según su libreta era nacido en 1879, y que este año trata 
también de esquivar el serriciu porque su Té de bautismo lo du 
cumo nacido en 1878. 

Como se re, la situación de Cambiaso es *n eitremo có- 
moda, pues de cualquier manera que se le quiera tomar resul- 
ta eiento de un servicio á que está sometido todo guardia na- 
cional y todo ciudadano. 

Pero tal situación, en que quiere colocarse Cambiaso, por mis 
cómoda que le sea, no puede darle resultado, pues no puede por 
V. S. ni por el que subscribe aceptarse que se esquive en tal 
manera el cumplimiento de la ley. 
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Si ia papeleta de enrolamiento de Cambiase le da ci.mo na- 
cido en 1879, ai en los registros da) Regimiento íigura en tal 
manera, debe ser por que él mismo así bu de haberlo declarado 
y establecido, como la ley lo determina, y por ende debe darse por 
sentado que es conscripto en el año actual, y qurel servido que 
presta en el ejército peí manen le le corresponde, por haber std.. 
sorteado comi> es de práctic;i. De otra inaneru, m Cambiaso hu- 
biera de ser aceptado como habiendo declarado que nació en 
1878, y considerado como nacido en tal año, sería hoy reo de 
violación de la iey número 3318 y correspunderfa aplicarle Ion 
dos anua de servicio militar que establece el artículo 13 de i sa 
ley páralos que no concurren á la conscripción en el año de ati 
convocatoria. 

Estando pues á las anotaciones de los registros de enrola- 
miento y á las de la libreta d> Cambiaso, y teniendulo por cons- 
cripto en el añu actual (concepto que es el más favorable para 
él), creo que V. S. no debe hact-r lugar al presente recurso, re- 
chalándolo en ia manera que la ley i*- determina. 

J. Ilotet. 

í 

Buenos Aires, Noviembre 16 de 1900. 

Autos y visten: Considerando: Que corresponde al resolver 
el presente recurso averiguar, de conformidad al artículo 617 del 
Código de Procedí miento» en lo criminal, ai la libertad de Car- 
los José Cambia so se encuentra reatrinjida sin derecho por la 
autoridad militar. 

Que de los informes suministrados por el listado Mayor del 
Ejército á foja 10 vuelta, foja i" I y foja 17 vuelta, resulta que 
el expresado Cambiaso pertenece al segundo contingente de la 
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clase de 1879, según las anotac iones hechas en loa libros res- 
pectivos. 

Que si bien es exacto, según resulta de esos informes, que 
Cambiado gestionó en Marzo de este año su eliminación de la 
lista de sorteados alegando pertenecer á la clase del 78, no se 
ha probado en cambio, que él eonrurn**ra ;i los sorteo» de cala 
última claue* ni se ha presentado tampoc- la libreta de enrola- 
miento correspondiente respecto de la cual se ha alegado un 
hecho qtit-, erando al escrito de foja 14, ha renunciado á pro- 
barlo. 

Que la nb-ervacion que hace el señor Procurador Fiscal en 
su última vista es muy exacta, loque si Cambiado pudiera ser 
exonerado riel actual servicio como conscripto del 79, lógicamen- 
te debería Considerarse orno infractor á la lejde conscripción 
como de la clase de 78 y , en este caso, ser pasible de la pena de 
dos años de servicin militar. 

Por estos fundamentos y consideraciones concorda ntea dt-1 
señor Procurador Fscal, fallo no haciendo lugar al presente 
recurso, con Costas, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 
644 del Código de Procedimientos en h criminal. 

Francisco B. Asfiyueta. 

VISTA DEL SEftOR PHO< UlUDOH GENÜHAI, 

Buenos 4 i res, Noviembre 38 de 1900. 

Suprema Corte : 

Nada encuentro que observar contra el auto de foja 22, que 
pido á V. E. se sina confirmar, t on costas, por sus funda- 
mentos. 

SabinianQ Kier. 
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Buenos Aires, Diciembre 6 1900, 

Viatos y considerando : Que de los informes producidos en 
autos resulta que el recurrente se halla inscripto en loa regis- 
tros de la Guardia Nacional, como nucido ef año mil ochocien- 
tos setenta y nueve. 

Que con isa inscripción, admitida por él t no ha debido figu- 
rar ni figuró en el sorteo del año pasado pura el servicio de 
conscripto, siendo asi justo que preste eae servicio en el año 
corriente, porque du otra manera, por hecho propio, se habría 
eioneradu del «umplimiento de la obligación que pesa sobre el 
ciudadano argentino, 

Porésto, de «cuerdo con lu pedido por el señor Procurador 
General y por los fundamentos conoordantes de la sentencia ape- 
lada de foja veintidós, se confirma ésta, con c ostas. Notifíquese 
con el original j devuélvanle. 

HEHJABJN PAZ. — ABKL BAIAN. 
OCTAVIO DUNGE. — JUAN K. 
TORIUHT. 



«auna <mvu 

Don Juan Alberto contra WiUmms. Samson y Compañía, 
subrr cumplimiento de contrato 

Sumario,— No puede pedir el cumplimiento del contrato el que 
no lo ba cumplido con arreglo á la ¡mención que turier on laa 
partes al celebrarlo, 
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ratl* del Jue* federal 

I vistos : estos autos seguido* entre don Juan Alberti y los 
señores Williams Samsou y Compañía, por cobro de cantidad de 
pesos y cumplimiento da no contrato ; de su estudio, resulta: 

Que en 5 de Diciembre de 1894 celebraron los señores W. 
Samson y compañía ron el señor Juan Alberti, el contrato 
de locación de servicios que corre á foja 39, por el cual Alber- 
ti se obligaba á construir las instalaciones necesarias á bordo 
del buque iMortla ko» , de los señores Sansón , para la ootid ucci on 
de ganado Tacú no, en la» condiciones en que generalmente se 
hacen las instalaciones, para que sirvan eficazmente á su objeto; 
que según el actor, él cumplió las obligaciones que le impuso el 
( (intrato de la referencia, pues comenzó la construcción de las 
instalaciones en el puerto del Rosario y las siguió en el de La 
Platsij. segun lo estipulado. 

Que ocupado como estaba en ello, fué separado del trabajo 
por los demandados quienes mandaron continuar el trabajo 
por otros constructores, sirviéndose de tas maderas de que él 
usaba para las instalaciones, y que poi lo cual, demandaba á 
los st'fn n-es Samsonj compañía, para que si' les obligara á cum- 
plir con las obligaciones que leu imponía el contrato dé foja 38. 

Loa demandados, contestando la demanda» exponen que: de- 
bía rechazarse la demanda, por cuanto el actor, lejos de tener 
derecho a exigirles el cumplimiento de sus obligaciones no ha- 
bían cumplido las que á él le competían por el contrato de foja 
39, desdeque jaseoustru jciones que hiiu no llenaban las condi- 
ciona estipuladas, por carecer de seguridad y solidei para 
servir al objeto á que se las destinaba. 

La causa fué abierta á prueba y se ha rendido la de que ins- 
truye el certificado del actuario, de foja U2. 

T considerando : Que !¿s cuest iones u resolver en el caso s«6- 
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judice non las simientes, según se desprende u> las constancias 
de autos: 

1*¿Ha cumplido don Joan ¿Iteíti la* ubi ig aciones que le iu- 
pone el contrato fie foja 39? ¿Tiene derecha á exigir que cúm- 
planlas suyas los áéñóres W, Sam-on j compañía? 

Que para resolverlas, es necesario analizar Ja prueba rendida 
con sujeción ;i las r^tas de la sana crítica. 

Qued.d análisis minucioso de ¡aprueba rendid» se despren- 
de qu. las instalaciones que empeló a construir Aiberti, Ui 
llenaban la. condiciones requeridas para que condujeran gana- 
do vacuno, es de. ir, que no se hacían en ediciones de solidez 
resisreneh é higiene indispensables para que el vapor «Mortla- 
ke» pudi.-ra conducir -añado vacuno como era la intención de las 
partes al cobrarse et contrato de foja 39; que estos hechos 
resultan acreditados por el exámen pericial de foja i 15 j Las de- 
claración*. ,I e Sieh,s á foja m, Hnnichem fi foja 120, Wright 
a foja 131, lasque son onlirnndas por las declaraciones de los 
carg.more, de hacienda señorea CVb, ¡í foja 138, y Avila á foja 
135; qne ese conjunto de deposiciones tienen especial impor- 
tancia, por ser los declarante idóneos, de prepararon especié 
• nía materia sobnqu. han depuesto ; como loes, el informe 
pericial de foja 115, de carácter oficial ; que la prueU rendi- 
da por el actor Alberti, no acredita, rom» debiera acreditar, 
que Alberti baja cumplido *us obligación^, que, romo que- 
da dicho, no lo han sido en la forma convenida. 

Que siendo ésto así, es ronser «encía lógica de - 11o que Al- 
berti no pueda ni tenga derecho a exigir á los demandados el 
cnmpürai.ntode sus obligaciones, como lo disponen los artículos 
1201 del rediga Civil y 207 del de Comercio, Iratandnse, como 
trataba, de laa obligaciones quesurgíande uueontrato bilate- 
ral como es et de la referencia; que debe tenerse presente que las 
maderas que empleó Alberti en su* instalaciones, fué utilizada 
por los que las reformaron. 
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Por estos fundamentos y otros que se omiten y los concor- 
dantes ite loa escritos de contestación á la demanda y alegato 
de bien probado, de foja 144 y foja 151, infinitivamente juz- 
gando, falto; que debo absolver como en efecto absuelvo, ú los 
señores William Samson y compañía, de la demanda contra 
ellos entablarla por don Juan Aiberti, sobre cumplimiento de 
un contrato, sin especial condenación en las costas y dejándose 
á salvo á Aiberti su derecho para cobrar el importe de la ma- 
dera qoe se utilizó por los cmstruclires definitivos de las ins- 
talaciones; y á los añores Williams Samson y compañía, para 
ejercitar su acción queso reservan contra Aiberti por daños y 
perjuicios. 

Repuestos que sean los sellos, nntiffquese original. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires, Capital déla República Ar- 
gentina, á 10 de Junio «le 189H. Provee el infrascrito por auto- 
rización de la Suprema Corte. * 

Oiaecheay Alearía, 

fluenos Aires, Dirimí bre 6 de 1900. 

Vistos y considerando : Que es fuera dedudü que la intención 
ña las partes al celebrar el contrato de foja treinta y nueve, ha 
sido la de que las instalaciones á quo ese contrato se refiere de- 
bían construirle en condiciones adecuadas para su destino y con 
sujeción á Jos usos y prácticas establecidas (artículo doscientos 
dieciocho, inciso seis, del Código de Comercio, y artículos seiscien- 
tos veinticinco y mil seiscientos treinta y dos del Código Cítü). 

Por ésto y por sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia de foja ciento sesenta en la parte recurrida. Repues- 
ios los sellos, devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BUNÜE, 
— JUAN E. TORRENT. 
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€AU«A I DLXIVI 

Iton Federico Gutiérrez y don ,fas« Lamtretlo, contra ta Munt- 
cipalidaddela Capital, pormromhturwnüiidad y devolución 
de impuestos; iü&ré rompetnma. 

Sumaria. — No corresponde á loa jueces federales entender 
m las causas contra la Municipalidad de la Capital, por devolu- 
ción de impuestos, aunque se niegue la inconstitucional ¡dad d.* 
la ley orgánica municipal, y de la ordenanza sobre creación de 
de diclios impuestos. 



Cato. — Lo ' i plica la 



VISTA OEI, SEftOH l'ROCUhAllOB FISCAL 

Señor Juez: I»™ Air^ Junio de 1897, 

Pur eJ precedente escrito parece establecerse una acción con- 
tra la Municipalidad de la Capital por devolución d.. lo pagado 
pur los recurrentes, ;i titulo de impuesto general, impuesto qn, 
ellos ta han de inconstitucional. 

Aun cuando lacrearon v distribución de lo-: impuestos muni- 
cipales sea una creación del poder publico municipal, qae 
como luí le corresponde, de acuerdo con el articulo U de 
la ley orgánica, la Municipalidad es demaiidable ante I -s 
Tribunales por la restitución del pago indebido de algunos de sus 
impuestos, por los particulares, pues en tal caso está en las 
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mismas condiciones de cualquier otro estado ó eorporacion que 
los hubiera cobrado, y que tachados de inconstitucionales se le 
exigiera la devolución d.' lo pagado. 

De aquí que sea procedente la demanda instaurada por la 
viü simplemente contenciosa, tanto más cuanto que, por su ob- 
jeto ú su naturaleza» no encuadra dentro de la excepción ei presa 
que establece el artículo 52 de la W orgánica municipal. 

Dada la procedencia de la demanda, ¿cuál es el jiiei compe- 
tente para conocer d< ella? ¿Loes V. S. ? ¿Loes lajustica or- 
dinaria déla Capital? 

Ateniéndome al texto de la lev que en estos casos rige la ju- 
risdicción y competencia de V. considero que el presente 
iMiuto es extraño ¡i ella, cayendo por razón del objeto y las per- 
donas bajo la jurisdicción de la justicia ordinaria. 

Si bien «'s cierto, como en el precedente escrito se establece, 
qué el aTtfculo 2°, inciso 1", de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de loa tribunales nacionales de 14- de Setiembre de 
1863, estatuye que los jueces nacionales de sección conocerán 
en primera instancia de las causas que sean especialmente re- 
gidas por la Constitución nacional y las leyes que baya sancio- 
nado y sancionare el Congreso, no es menos cierto que la ley 
de organización de lo» tribunales de la Captta1.de 2 de Noviem- 
bre de 1886, en el inciso I a del artículo 111, estableció igual 
cosa, agregando (al final de dicho inciso) expresamente, que ello 
«•ra con excepción de las (leyes ) que se refieren al gobierno y 
administración de la Capital. 

Esta ley, derogatoria en esta parte de la de 1853 citada, se- 
gún lo establece su artículo 112, sacude la jurisdicción de V, 
todas las causas regidas por leyes del Congreso, de carácter lo- 
cal y que ese poder dictara, no como Congreso federal, sinó 
como legislatura local de la Cap i tal. 

Ahora bien, el presente caso que proviene de la aplicación de 
la ley orgánica municipal, y eu que *e discuten sus dispoaício- 
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nes, encuadra éftcté a temen te dentro de la excepción que he he- 
cho notar del articulo 111. inciso 1°, de la lev citada de 1886. 
No siendo, por lo manifestado, de aplicación el carácter excá- 
vente que A lú jurisdicción de V. S. atribuya el artículo 12 de la 
primitiva le- citada. 

La cita del fallo de la Suprema Corte en la causa LXIV, to- 
mo 9, *éne3\ página 112, que ge tr:le como fundamento pe?» 
motivar la competencia de V. S., no es aplicable al presenta 
caso, porque en la sección de Tucumán, de donde procedía la sen- 
tencia que fué mocada, y dictada por el señor Juei federal de 
allí, no era de aplicación la excepción establecida por el inciso 
I o del articulo 1H déla ley de organización de los Tribunales 
de la Capital, lo que es perfectamente aplicable aquí. 

Por esto es que la Suprema Corte ai resolver aquel asunto tuvo 
en cuenta loprescripto por el articulo 2«, inciso 1°, de Ja lt?y de 
14de Setiembre de 1863, y no pudo ni debió hacer mérito par.. 
Tucumán de lo que sólo estableció el Congreso para la Capital, 
en su ley de 2 de Noviembre de 1886. 

Y además, si V. S. lee el cuarto considerando de la sentencia 
de la Suprema Corte en la mencionada causa, encontrará que 
lo que establece se funda en los fallos de ella misma, de la serie 
^ íom .8% páginas 171 y 207, que establecen que, para ocurrirá 
la justicia nacional cuando se alega que el impuesto provincial 
(municipal en este caso) es inconstitucional, es necesario ape- 
lar en Última instancia para ante ella ó poner demanda con- 
tra la provincia (municipalidad en este caso) yante >u juris- 
dicción, lu justicia local de la Capit.i!, con arreglo al artículo 
llt, in iso I-, déla ley de 1886 citada, después de pagar el 
impuesto con tas reservas consiguientes. 

Los recurrentes en el presente easo no han temado ninguno 
de los camina señalados por la Suprema Corte en los citados 
fallos: ni se han presentado ante los tribunales locales contra la 
Municipalidad, ni el pago del impuesto cuestionado lo han he- 
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cho con las reservas consiguientes, j por ello es que na ha po- 
dido venir directamente á V, S. evitando la jurisdicción ordi- 
naria, que les está proscripta por una ley en todo vigor. 

Seria sencillo para cualquier litigante requerir y cansar la 
competencia de la justicia federal, quede suyo es restrictiva y 
de excepción, con sólo mezclar en sn demanda la tacha de cual- 
quier ley como inconstitucional. 

Esto no puede ser aceptable : la Municipalidad de la Capital, 
en lo contencioso, tiene los tribunales locales, donde debe de- 
mandársele por so naturaleza misma de institución de carácter 
I" al y nacida de una ley dictada por el Congreso como legisla- 
tura de la Capital, á mérito del inciso 27 del ártico i o 67 de la 
Constitución. Pero podría decirse que por el hecho de ponerse 
en discusión la inoonatitucionalidad de una ley del Congreso, 
cualquiera que fuere el carácter en que fuera dictada, ya ha- 
bría de reputarse procedente la jurisdicción federal, dado el ca- 
rácter general que tienen las prescripciones de la Constitución. 

Esto no sería exac to, por cuanto los tribnnales de provincia 
ó ios locales de la Capital que les están equiparados en su juris- 
dicción, son perfectamente c» paces para resolver las cuestiones 
constitucionales que se le presenten, no sólo porque su primer de- 
ber es aplicarla conformándose á ella, de acuerdo con sn artículo 
31, sin6 también porque sus resoluciones, en tal materia, 
tienen el recurso del artículo 14 de la ley de 14 de Setiembre de 
1803 y en la manera que allí se establece. 

La Suprema Corte así to ha establecido, respecto á los tribu- 
nales de provincia en su fallo de la serie %\ tomo 1 , plgina 134. 

Por último, señor juei t si V. 3. lee el escrito que se presen- 
ta, se apercibirá que no se trnta en este caao de la violación 
de un precepto constitucional expreso, ni de un impuesto espe- 
cialmente regido por la Constitución, sinó déla interpreta- 
ción más ó menos aceptable de una ley que puede ó no afectar 
derechos garantidos por ella. 

t. ttxxix 13 
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Notará V, S. que el fundamento del precedente escrito, es- 
tá en la afirmación que se hace de que el Impuesto general que 
se reohaia es un impuesto de contribución territorial, el que se 
asegura que sólo compete imponerlo al Congreso; esta es una 
simple apreciación, bien mediata por cierto, para llegará la 
incoistituoionalidad de la ley orgánica municipal, á lo que se 
llega por los recurrentes, después de una lar^a disquisición , 
loque no importa absolutamente determinar un caso especial- 
mente regido por la Constitución. 

Estas consideraciones son lasque fundan mi dictámen contra 
la jurisdicción de V. S. y que me mueren á pedir su declaración 
de incompetencia para conocer en el presente asunto. 

J. BoteL 



Falle M J«e> leicnl 

Buenos Aires, Agosto 7 de J897, 

Y ristfis : pura pronunciarse sobre la competencia de este 
*■ juzgado para conocer de la <i< manda entablada por los señores 

Federico L. Gutiérrez y José Lararello contra la Municipali- 
dad de la Capital, por repetición de cantidad de pesos, funda- 
rla en la inconstitucional idad de la ley orgánica de la municipa- 
lidad y de la ordenanza sobre impuestos municipales, con lo 
expuesto al respecto por el Procurador fiscal. 

Y considerando: I* 1 Que Ion artículos 100 y 101 d. la Constitu- 
ción nacional determinan, en términos generales, las causas de 
competencia de los tribunales federales, disponiendo que su 
jurisdicción se ejerza se^un las reglas y excepciones que esta- 
blezca fí prescriba el Congreso. 

2 o Que entre las causas comprendidas por tos dos artículos 
citados de la ley fundamental de la nación, están lo» especial- 
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mente regidos por la misma Constitución, las leyes del Honora- 
ble Congreso y los tratados co» las potencias extranjeras, todo 
sin perjuicio de lo establecido por el inciso f 1 del artículo 77 
4e la misma Constitución. 

3* Que los oasos especialmente regidos por la Constituí ion , 
luje* del Congreso y tratado» públicos cotí las naciones ex- 
tranjeras, á que se refiere el inciso 1 • del artículo 2" de la ley 
de jurisdicción y competencia de los Tribunales federales 
de U de Setiembre do 1863, casos en que, únicamente, la 
jurisdicción de los tribnnales federales «excluye absolutamen- 
te» la de los tribunales ordinarios, son aquellos que emanan du 
las tfacultades conferidas? de los privilegios acordados y de la- 
prohibiciones contenidas » en la misma Constitución nacional 
(Story, Coméntanos; Jurisprudencia de la Suprema Corte, fa- 
llos que corren en tomo 7°, série 1% causa 80; tomo fl», seiic 2', 
causa 104). 

4" Que esa misma es la interpretación dada ú las cláusulas 
•le la referencia por los constitucional istas norteamericanos. 

5° Que la jurisdicción de los tribuuales federales es limitada 
y excepcional y no pueden, por tanto, por interpretación, exten- 
derse á otros casos que no estén expresamente determinados. 

6° (¿ue aplicando las reglas generales que se desprenden de. 
los preceptos constitucionales y legales .-numerados al cuso 
sub-judiee, en el que se pone á título de jui.-to, la constítucío- 
nalidadde la ley orgánica de la municipalidad de esta Capital 
y de la ordenanza dictada por la misma, sobre impuestos mu- 
niii pales, se percibe fácilmente que, aunque la cuestión que se 
plantea por los actores, puede rosar la constitución, en sn 
fondo, esa circunstancia por sí sola no basta para hacer surtir 
fuero federal, por tratarse de una ley y de una ordenanza, am- 
bas de carácter esencialmente local, dictada la primera por el 
Honorable Congreso de la nación, es verdad, pero en su carácter 
•le legislatura local de la Capital. 
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7 a Que para entender y resolrer sobre el particular, la cues- 
tión instaurada por los actores, están los tribunales ordinarios 
de la Capital, sin perjuicio de que el caso pueda caer más tarde 
bajo ta jurisdicción de la Suprema Corte Federal, si se tratara 
de alguno de los casos prefistos por la lej de jurisdicción y 
«•ompeteucia de los tribunales federales de U de Setiembre 
de 1863, en su articulo 14. 

8" Que sí alguna duda pudiera abrigarse sobre la incompe- 
tencia de este tribunal para conocer en el caso sub-judice f ella 
s edisipará del todo, ante la prescripción expresa del inciso I o 
in fine del artículo II I de la ley orgánica de los Tribunales de 
la Capital, en cuya disposición, si bieu se establece que compete 
ií los jueces federales de la Capital conocer en i» instancia 
de los casos € regidos especialmente por la Constituciun na- 
cional, los tratados públicos con las naciones extranjeras y fui 
leyes que sancionara el Congreso », también se prescribe al final 
que será < c^n excepción du la* que se refieren al gobierno y 
administración de la Capital ». 

9* Que dada la disposición esplíciia de ese artículo, no es da- 
ble poner en duda, en el caso sub-judice, la incompetencia de este 
juzgado, para entender y resolver sobre la in^nstitucionalidad 
de la ley orgánica municipal y de la ordenanza sobre impues- 
tos municipales, por ser ellas esencial mente locales, y, en conse- 
cuencia, comprendida en la excepción del inciso f 9 , artículo III 
citado de la ley de organización de los Tribunales de la Capital. 

Por estos fundamentos, y los concordantes del dictamen del 
señor Procurader lisca] de foja..., fallo: declarando este juigado 
incompetente para el conocimiento do esta causa, sin especial 
condenación en las costas, por no encontrar mérito para ello. En 
su consecuencia, ocurran los interesados dunde corresponda. 

Así lo remeta» en Buenos Aires, Capital de la República Ar- 
gentina, fecha uisupra. 

I\ Olaecheay Alcor la. 
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VlftTA DfcL sCNOft PlLOc UKADOH GKNERAi. 

Bueno* Aires, Oclubre 36 de 1897. 

Suprema Corte : 

Los fu n dame utos de la viíta fiscal de íoj.i 197 y auto de foja 
210. establecen de un modo innegable la incompetencia de la 
jurisdicción federal en el caso, pnr tratarse de impuesto» auto- 
rilados por el Congreso en su carácter de legislatura local y 
para la Capital de la República. 

Rétame reproducirlos, pora pedir a V, E. en su mérito, la 
especial confirmación del auto recurrido. 

Sabimano Kier, 

Bueno? Aires, Diciembre 6 de 1900. 

Vistos y considerando: Que comu lo observa el auto recurri- 
do, la ley orgánica municipal se Tetiere al gobierno y admi- 
nistración de la Capital. 

Que ea también rigurosamente conforme con el inciso pri- 
mero, articulo ciento once de la ley de organización de los tri- 
bunales de la Capital, que la jurisdicción dr los jueces federales 
de la misma no se extiende á los casos relativ a 4 leyes del Con- 
greso sobre el citado gobierno y administración local. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general» y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
doscientas diezyieis, se confirma éste, < on costas, Notifíquese 
con el original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZA*», — 
OCTAVIO BtMCt. — JUAÜ S. TO- 
RREN!. 
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CAUSA «DLIVlii 

Los herederos úet doctor don Agustín Matienzo, contra don $ 
A . Turnea por cobra de honorarios; sobre personería 

Sumario. - El heredero entrado en posesión de la herencia 
es acreedor de lo que lo era el causante. 

Coso.- Don Alberto Matienzo, con poder de su madre señora 
Honorata Alurralde de Matienzo y de s US hermanos José Nico- 
lás, Emilio y Brígida, se presentó ai Juzgado federal solici- 
tando se regularan los honorario* de su finada padre don 
Agustín Matienzo, como bogado de don M. A. Tarner, en el 
juicio que éste sigue contra el Jockey Club, Acompañó u» cer- 
tificado expedido por el secretario del Juzgado en lo civil á 
cargo de! doctor Felipe Arana, del que resulta que las personas 
nombradas han justificado su carácter de presuntos herederos 
como esposa é hijo, respe, ti emente del citado don Agustín 
Matienzo. 

El apoderado del señor Turner dijo: Que don Alberto Ma- 
tienío no tiene personería para gestionar el cobro de los hono- 
rarios devengados por el finado doctor Matienzo, pues ni aquél 
ni sus representados han acreditado su carácter indiscutible de 
herederos. 

Don Alberto Matienzo, evacuando el traslado eonferido, ex- 
puso: que ei cenificado acompañado prutba iuficientcment* 
el carácter hereditario; que el señor Tumer no lo niega, ni for- 
maliza excepción, ni podría hacerlo, porque sólo se trata de la 
regulación y no del cobro; que cuando llegue éste, el señor 
Turner podrá deducir excepciones si las tuviere legítimas. 
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Buenos Aires, üclubre 27 de 1900. 

Vistos: Por las consideraciones aducidas en el precedente 
escrito y con las salvedades hechas en él, se declara que el pre- 
sentante tiene facultad para pedir la regulación d. honorarios 
y á su mentó, autos para regular. 

Agustín t'rdinarrain. 



WmMm «le l* fl*prM» «»ü* 

Buenos Aires» Diciembre 11 de 1900. 

Vistos y considerando: Que con arreglo al artículo tres mil 
cuatrocientos diei del Código Civil, cuando la sucesión tiene 
lugar entre ascendientes y descendientes, el heredero entra en 
posesión de la herencia sin nmguna formalidad ó interna- 
ción délos jueces. 

Que según resulta del certiucado de foja primera, el solici- 
tante don Alberto, Hallen» es hijo legítimo del finado doctor 

Agustín Matienzo. 

Que el heredero que ha entrado en la posesión de laherenoi* 
continúa la persona del difunto y es acreedor de loque éste lo 
era (artículo tres mil cuatrocientos diecisiete del C6digoCÍTÍl). 

Por esto, no confirma, con «oslas, el auto apelado de foja once, 
ííotifíquese con el original,.?, repuestos los >elloi, devuélvanse. 

BfcNJAHW ta. — ABEL Bk*k*> — 
JUAN B. TOÜBaBWT. 
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t'ADNA l Uliim 



«o» ¿u,ru, u Liucky compañía, con ta Aduana; ¡aire 
infracción i su.i ordenanzas 

Sumario. -U* resoluciones absolutorias de los süminis- 
radore. de ,„„ fl . 

¿rr r ; i " fraccion 4 8ua » ¡ - J 

f"*** Hl " J,e '" ll, ™ rit » 1» «-ta™ dentro del tercer dh 
íe serles notificad» la resolución del «suntu. 



Coso. — Lo explica la 

VIST* DEl PROCURADOS FISCAL 

Señor Juez: BueuM Alres > MfonlS J900. 

'J¡S 'y 1 *™'"" 1 *• «eliot.re.adoyd. la 

«ontestacon del procurador fiscal que suaoribc, esta ca«.a que- 
d-eu e.tado de « M V. 8. se pronunciar, sobre ella, de acuerdo 
co» el artículo ,070 de 1», Ord,„ao«s de sdunna 

Cousultsndo V. S. sin duda, la major amplitud de la defeu- 
s«, y creyendo encontrar en el ssso. hechos controvertidos v no 
un» simple cuestión de derecbo, abrió la cus. » pmeb., según 
lo npresu la proridenoia de foja 9*. 

M que suscrihe consintió tal providencia, aun cuando de so 
parte no h»b(» hechos que probar, pero la parle adversa no I. 
consten te v pide á V. S. su revocatoria 
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Aun cuando no acepto los fu adamen Los en que el recurrmtt 
apoya su revocatoria y apelación, sin embargo, considero que 
la prueba no tiene raion de ser en el presente caso, en que lulo 
se discute la aplicación de la ley aduanera, sin que ninguna 
parte haya controvertido tos hechos expuestos por la ol ra y que 
constan de autos; y esta creencia se afirma titntu más en el que 
suscribe, teniendo preséntelas Ordenanzas de aduana (articulo 
1070), <"uyo espíritu y tendencia es maniliesta en el sentido de 
hacer rápidos estos juicios. 

Si bien creo que esta*! consideraciones pueden llevar á \\ S. 
legítimamente á la revocatoria de la providencia de foja 94, no 
creo lo misino respecto de ln expuesto en el precedente escrito. 

La consideración expuesta por el contrario, relativa ¿ la cosa 
juzgada, no creo que ella pueda ser considerada poi V. S. como 
una excepci m previa, que requiera una prévia resolución, ella 
deberá ser considerada y resuelta por V. S. al resolver el asunto, 
pues tal excepción y en tal carácter no es procedente en esta 
clase de juicios (aduaneros), dado el texto del artículo 1070 
citado, que excluye toda otra discusión de lo que allí se consien- 
te; lo que á su vex hace inaplicable la disposición que cita el 
contrario, para su admisión, del artículo 413, inciso 4*, del Có- 
digo de Procedimientos Penal. 

Creo, pues, que V. S. puede proveer de acuerdo con la revo- 
catoria pedida teniendo en cuenta lo siguiente : 

1" Que probado de una manera indiscutible por los antece- 
dentes agrupados en el sumario aduanero, que el tabaco de que 
se trata en este asunto es tabaco habano y n« me j ir-ano, la 
prueba es inoficiosa. 

2" Que si bien la consideración del recurrente basada en la 
cosa jutgada debe ser resuelta por' V. S., debe de serlo al resol- 
ver este asunto en definitiva, y á cuyo efecto correspondería, 
desde ya, dictar la providencia de autos para sentencia y resol- 
ver sin más trámite el asunto. 



808 '*"•«»» «• MIMEN* COKTE 

3- Q»e e.» consideración no es □„, ^i», „„„ cnando 
lo fuera, „. «rio procedente en ..t. caeo, como oréria dado 

TffiSTi ,ueel proMdiB,k " ,t0 ^í: 

Mrme V * S " e " «M«utnci», resolver como lo imíico. 



/tote*. 

rali» *>| j UM Fed*r«i 



Hueuos Aires, Abril U de lt¡99. 

deía^r ""¡Y"""' Te " Íd0S, ' n "'"='»<"<"' * i* ***** 
le Ja Aduana (Je la Capital. 

Confie™,,,,; Que la eacpcioo de agravio, d, lo. señores 

¡mS* ss ,** r q,,e habla cos> iuíBaja «2 

r; v* 7 ei w * ■» «..„. don j. M j. ,* Wl 

««"«■ í«e I» resolución de MU 8 de Marao de 1894 *f 
.«cridad d, co 8 . iulg , dai resol|lcio| , ¿ 

definitivamente en este aumano. J 
Que para r, a ol,,r vete p„„ t o. esto ... ,| r , lrtír , ( „ cvs , 
juagada, -lo. tener.e en enema ,„ e la referida resotue.on de 
Marao mandé s „ breseBrj fu< „ 

!.■ ape a C11 .„ ante el Mi„ istr , d. Hacienda, een arreglo al JuZ 
l« 21 de la ley de Aduana de 1895, 

«.* reeult. |a,a„,,nte ,„ e e, empteado Carbia. Ínter- 
I nao en t.empo ,1 recnrso de apelación y an m erh., „. podía 
• ustir cosa juagad;, para t\ . H 
Que con m interposición M recreo en tiempo, quedó í saleo 

mío ¡r r, ; currir *• u «¿A». . 

Que cuando la l ej acnerda el término de tres días, come lo 
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luce el artículo 21 la hf de Aduana de 1895, para recurrir 
da una resolución, no quiere ello decir, en manera alguna, qnc 
dentro de ese término se ba de presentar al Ministro de Hacien- 
da, sino que ba de interponer el recurso dentro de aquél, ¡inte 
La autoridad que dictó la resolución requerida. Así sucede dia- 
riamente ante lus tribunales federales, que interpuesto el 
recurso de apelación de las resoluciones do los jueces, dentro de 
los cinco días que la le j prefija pura ello, los interesados se 
presentan ante la Suprema Corte, con intervalos de tiempo 
más ó men^s largos, ejercitando el derecho que dejaran a salvo 
i on la interposición del recurso en tiempo oportuno. 

Detodulit expuesto se desprende la insubsistemia de la cosa 
juzgada alegada por la parte de Linck j compañía. 

Por esto* fundamentos, y los concordantes de la sentencia de 
foja ... y de la tista tiscal de foja este juigado confirma la 
resolución apelada de foja ... f con costas. Repóngase los sellos, 

í'. ülaechea y Akoria. 

VISTA DEL SI- Son PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corle ; 

De los recursos instaurados contra la sentenciii de foja 106, 
ninguno resulta autorizado ante las constancias fehacientes del 
proceso. 

El de nulidad, deducido por el recurrente, de la invocación de 
la t'Xüepcion de cosa juzgada, y de la omisión de una decisión 
especial al respecto en la sentencia recurrida, mreoe de funda- 
mento legal, si se observa que la sentencia se ocupa especial- 
mente de esa excepción en sus primeros considerandos, que 
considera y declara se interpusieron en op ortunidad los rt-cursos 
contra las resoluciones de que se dodure Ut ejecutoria, y con- 
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cluveque en su mérito no podía existir eoaa juzgada para el 
recurrente. 

En cuanto al fondo de la cuestión, es <le todo punto inútil la 
distinción que quiere íiacme entre los mercadería emitidas á 
depósito y las pedidas i despacho, puesta que en uno y otro caso 
la Aduana tiene el derecho de refinación y examen de las merca- 
derías para la apreciación de la eiacritud de su documenta- 
ción. 

Como lo de. ¡ara la resolución del Ministerio de Hacienda, la 
ley de Aduana, á partir del año 93, consigna que las aduanas 
podrán VrnfiYa,- á bordo, ó al recibirse las mercaderías en depó- 
sito, siempre que lo considere necesario, la exactitud de lo 
manifestado, y que las diferencias qne resulten decíase, calidad 
órantidad, quedarán sujetas a las disposiciones de los artículos 
128 y 930 de las Ordenanzas. 

Es incontrovertible que existe una diferencia declarada ..ficial- 
mente entre la calidad del tabaco de Mélico manifestado, y la 
del tabaco de la Habana, oficialmente reconocida y declarada. 

Es indudable, también, el derecho de la Adtnina á examinar 
laealidad del artículo en depósito, como lo prescribe el artícu- 
lo 25 de la ley de Aduana ; y es incoestionanle también, que 
las diferencias resultantes en perjuicio del Estado, quedan 
sujetas á las disposiciones procesales de los artículos 128 y 930 
de las Ordenanzas. 

Si el último de esos artículos prescribe la pena de dobles 
derechos, no se comprende qué agravios hará podido producir 
la resolución que así lo declara. 

Se argumenta ron la cosa juzgada, invocando para ello ta 
primera resolución de Aduana, que le afirma no fué recurrida 
en tiempo. 

Las consideraciones de la vista liscal de foja 73, que pido á 
V, S. haber por reproducida para eritar repeticiones, y las de 
la sentencia recurrida de foja 106, demuestran que la primera 
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resolución de la Aduana fué legalmente recurrida ante el 
Ministerio de Hacienda, y la segunda es el resultado de la apre- 
ciación de las constancias del proceso r de las prescripciones de 
las ordenanzas que lea eran aplicables. 

En su mérito, no mediando nulidad ni coBa juzgado antes de 
la resolución administrativa, confirmada por U¡ de jurisdicción 
contenciosa, de foja 106, pido i V. S. se sirva couGi mar la última. 

por sus fundamentos, . 

1 Satnmanu Kier. 



Bueno» Aire», Diciembre 11 Je 1900. 

Vistos y considerando : Que según resulta de la resolución de 
foja tretd vuelta, y petición que se registra al pie de esa reso- 
lución, el denunciante don Juan J. Carbia, quedó notificado con 
fecha A de Julio de 1895, de la decisión de la Aduana, absolu- 
toria de la violación á las ordenanzas y leyes de aduana impu- 
tadas x la casa de Augusto C. Linck y compañía en virtud de 
iiaber manifestado mercaderías ¿depósito de calidad inferior a 
las realmente depositadas. 

Que el citado denunciante se presentó al Ministerio de Ha- 
cienda, con fecha diez del expresado mes y año, haciendo valer los 
agravios que en su concepto le infería el fallo de la Aduana y 
pidiendo sn reparación. 

Que apreciando el caso con sujeción tan sólo á las ordenanias 
de Aduana, la resolución de que sena hecho mención no habría 
sido susceptible de recurso, porque no lo son las absolutorias 
que pronuncie el administrador de aquélla en ejercicio de las 
facultades que le acuerda el articulo mil cincuenta y cuatro de 
esas Ordenanzas, st'gnn expresamente la dice el artículo mil 
sesenta y dos de las miomas. 
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Que es. regla ha .¡do modificad» en el ioteré. de lo, ^Wé. 
dos de Aduna ,„ e eoo.id.ren afectados derechos por lu 
resoluciones .bsol.toria. qne dioten I.. .dministrndore, de 
renta. lo S e„o. de lo. artículo, mil cincuenta y cuatro mil 
cincuenta y ,.¡. y m ¡| éimmit j .¡«te de la, ordena»*.*, „. r . 
ñutiéndole, que puedan redamar con nn ,olo ccrilo al Ministe- 
rio de Hacienda, d.„tr. del tercer di» de serle, comunicad. I„ 
resolocoa de! asunto, como lo dispone el artículo veintiún,, de 
I. ley de Aduana para mil ochocleut... noventa v cinc 

Que por tanto, el denunciante Carbia que', notilicado en 
cuatro de Julio de I. rc.olao.on .b.olutoria, NM ,i. a„ t8 el 
Minuten, de Hacienda recién el diecinueve del mismo n » osla- 
baya en tiempo par. deducir el recurso, dejando a.í la'oa,,,. de 
hallar., en el caso de eicepci„n establecido p„ r .| citado ártica 
lo ve.nt.uno para caer en la regl. del artícnlo mil sesentay do. 
di> las Ordi nan.as. yo mencionado. 

Por esto, fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
fnja ciento. eis. y 8e declara en consecuencia Arme Involución 
admimstratiea de foja once, mantenida ¿ foja trece vuelta, no 
hacéndo.e lagar a | r ,.c UrS o de nulidad interpuesto á foja cienf. 
««.re, conjuntamente con el de apelación, po, no baber motivos 
leales que lo funden (artículos quieto, „„„» , seiseienlns 
noventa y sel, del Código de Procedimiento, en lo Criminal,. 
Wíquese con el original, ,, repuesto, 1„, „|| oa> devuélvanse. 

beniaMK p*i. — aoel natas. 
— OCTAVIO BUNCE. — JUAN 
E. TORn.NT. 
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Ihm ídot/h Radvur; mitre excepción del servicio mtittar 

Sumario. — La excepción del servicio militar debe conce- 
derán sin limitación de tiempu, aunque la enfermedad que inu- 
tiliza al exceptuado sea de posible curación. Kn este caso, pesa 
sobre él la obligación d^l servicio. 



Caso. — El ciudadano Adolfo Badino, diciendo ser enfermo 
de Ioü oídos, solicitó excepción del servicio militar. 

Li inspección general de Sanidad del Ejército reconoció á 
aquel y certificó n.ue padece de otitis supurada, por cuya ratón 
debía concedérsele una eicepeion por el término de 6 meses. 

La junta ta acordó por éste término. 

Palle 4*1 Jm< *V4*r*l 

Unenos Aires, Julio 23 de 1900, 

Autos j ristos : Resultando de tan constancias de aulosy es- 
pecialmente del informe de la cuniision médica de foja 7 qne 
..on Adolfo Badino, es inútil para el servicio de las armas, y 
qne como tal se halla comprendido eu la disposición del arti- 
culo 25 de la ley número 3318. 

Y considerando: Que estando comprendido entre lo-, que la 
ley y artículos citados exondan del ser? ieio militar, coi responde 
acordarle la excepción respectiva, mientras subsista la oaiiia 
que la motiva; que no fijándose por la ley término limitado 
para el goce de hi excepción, no procede su limitación. 
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Por tanto, de acuerdo con lo expuesto por el Defensor de In- 
capaces, y á pesar de to dictaminado por el Procarador Fiscal 
se reforma Ja resolución de la Junta de foja 4 y se declara 
exceptuado de todo servicio por inútil a] ciudadano don Adolfo 
Badino, mientras daré la causa que motiva su petición. 

G. Ferrer. 

VISTA DEL PROCURADOR GENERAL 

■ 

Suprema Corte : - Buenos Aireíl Seliembre 5 de 190 °- 

Ni ej informe de la comisión de reconocimiento, ríe foja 3 
vuelta, ni el de ¡os médico* de loe tribunales, de foja 7 han 
declarado que el guardia nacional don Adolfo Badino sea inútil 
para el servicio de las armas. 

S,> establece en el último informe que está atacado de otitis 
que produce una diminución del oído, que puede ser favorable- 
mente modificada. 

No existe, pufe S( un impedimento absoluto y por tiempo ind.- 
finido. Una afección local, que sólo ofrrce la diminución del 
oído izquierdo, y que debe modificarse en un Ormino raionable 
no autorizóla eicepcion indefinida que el artículo 15 de la ley 
número 3ai8 establece, respecto de los que resulten mutiles 
por enfermedad ó defecto físico. 

Si la inutilidad ó defecto físico en el caso, procede de una causa 
que puede con toda probabilidad desaparear dentro del termino 
expreso p (ir los informes médicos, ,, ie „Ho q„e no procede U 
excepción absoluta, sinó la que ha acordado la resolución de la 
junta a foja 4, lo que no impide, por otra parte, al recurrente el 
solidar Jo que correspondieseis al vencimiento del término 
uose liubiesen modificado sus condiciones actuales En tal 
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concepto, pido á V. E. se sirva revocar la sentencia de foja 10 
fuella, eu manto rxceptna de todo servicio por inútil, al ciuda- 
dano Badino y confirmarla de la Jauta de excepciones, de foja 4, 
con la agregación ei puesta en el informe de (os médicos de los 
tribunales, d» foja 7. 

Sabvñano Kier. 

Buenos Aires, Diciembre 11 de 1900. 

Vistos y considerando : Que del informe médico de foja 7 re- 
sulta que el ciudadano Adolfo Badin es inútil paraei servicio 
militar, por causa de enfermedad. 

Que aunque ésta ¡sea de posible curación en un tiempo inde- 
terminado, más ó menns largo, tal circunstancia no puede obs- 
tar ála excepción que le acuerda la ley de la materia, sin per- 
juiciodeque, si la curación se produjese, pese sobre aquel ciu- 
dadano la obligarion del servicio. 

I'or ésto y de acuerdo con Ib resuelto por esta Suprema Corte 
en caso análogo, fallo de fecha Agosto siete de mil novecientos, 
eu la causa de Atilio Zanota, sobre excepción del servicio mi- 
litar, se confirma la sentencia apelada de foja diez. 

Notífíquese con el original y devuélvanse. 

■ENJAMUI Pal, — ABEL BA7 tR. — 
OCTAVIO BUNGB. — JUAN £. TO- 
RRENT. 



V. muí 



11 



210 



FALLOS DE U SUPREMA CORTE 



4* A UNA IDLXXIV 

bou Manuel T. Avellaneda contra el Ferrocarril Ventral Córdo- 
ba; sobre ejecución de sentencia dictada contra el Ferrocarril 
Central Norte. 

Sumario, — La condenación pronunciada contra una empre- 
sa, no puede constituir título de ejecución contra otra, sin an- 
tecedente que acredite la identidad de las dos. 



Caso.— Lo esplica el 

MI* del Jtaes V«tor«l 

Córdoba, Junio 18 de 1900. 

Autos j vistos r El recurso de reposiciou interpuesto por el 
representante del Ferrocarril Central Córdoba del auto de sol- 
té ñd a dictado en el juicio ejecutivo iniciado por don Manuel T. 
Avellaneda contra U referida empresa. 

T considerando : i 9 Que aún cuando la parte del Ferrocarril 
Central Córdoba ha alegado no haber enLablado recurso de re- 
posición en su escrito de foja 30, ello en primer lugar ha sido 
desestimado, auto de foja 41, y en segundo aquella declaración 
no j m por tu ría nunca conformidad con ese auto, dado el recurso 
que contra él se entabla ; quedando en pié por consiguiente la 
necesidad de proveer sobre él. 

2" Que la sentencia de foja 5 cuyo cumplimiento se pide, 
condena til terminis á don Gabriel López, jefe de Ja estación 
Chiloas del Ferrocarril Central Norte, habiéndose notificado al 
jufe de) Ferrocarril Central Córdoba por eipreso pedido del de- 



I>K JUSTICIA MA4.IO>U. 2|| 

mandante, diciendo ser él el representante -le la empresa ,|, - 
mandada, 

3° Que la parte contraria, Ó se a el gerente del Ferrocarril 
Central Córdoba, ha pedido revocatoria del auto de sotando 
diciendo no ser él el deudor de la suma cobrada, j que los he- 
chos y deudas de que se trata, han teñid., lugar durante el adeu- 
damiento que el Central Norte, qu, es el condenado, hiíu al go- 
bierno de la Nación. 

4" Que aún cuando aparezca del contrato que corre al folio 
40 del Registro Nacional -año 90 -que Hume hermanos 
«rendaron la línea á Chilcas para el Central CJrdobael año 90, 
Hlo no prueba en ese arrendamiento j al contrario el fallo de! 
Ja Suprema Corte en foja 16 vuelta, da á entender, que los he~ 
rhoasehan producido durante el arrendamiento anterior del 
Central Norte. 

5- Que el procedimiento ejecutivo no comiente diligencias 
prévias de discusión y probaoias, para conocer cuál es el deu- 
dor de la obligación que se demanda, y si ésta deuda tuvo orí- 
gen durante el último 6 el primer arrendamiento ; y pura que 
este procedimiento se abra es preciso que la persona del deudor 
y la calidad ejecutiva del documento se rean á la simple lectura 
del mismo. 

En su mérito se resuelve, dejar sin efecto, por contrario im- 
perio, el decreto anterior, nu haciendo lugar al procedimiento 
ejecutivo y sin perjuicio del ordinario. Hígase saber. 

(i. Moyana, (¡acitúa. 



Buenos Airea, JJiciembre U de 1900. 
Vistos y considerando : Que según resulta del testimonio con 
que el actor ha instruido la demanda ejecuti™, las sentencias 
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cayo cumplimiento se pide fueron dictado» en juicio contra la 
empresa del Ferrocarril Centra) Norte. 

Que sin otro antecedente, la condenación pronunciada contra 
dicha empresa no puede constituir título de ejecución contra 
el Ferrocarril Central Córdoba, porque no resulta acreditada 
la identidad de U persona condenada con la persona contra 
quien se din je la acción, como sería necesario para la proce- 
den* ia de ésta, ya que en principio el juicio *que fuere dado 
contra alguno, non empese á otroi (ley veinte, título veintidós, 
partida tercera). 

Por esto y fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja cuarenta y tres, y de acuerdo cun lo dispuesto en los artí- 
culos doscientos cuarenta y ocho y doscientos cincuenta y dos 
de la ley de procedimientos, se confirma dicho auto, con rostas. 
Notifíqiiese coa el origina) y repuestos los sellos, devuélvanse. 

bemanm paz. — a bel baza*. — 
octavio bimge.— juan e. to- 

UBENT, 



Don James fíosio Polar contra don Julio (¡rümt/aum; sobre 

falsificación de patente 

Sumario. — No probando el autor los hechos en que se fun- 
da la acción, cuando no las asiente el demandado, corresponde 
la absolución de ésta. 



ns jl»tima racional 

Vaso. — Lo oí plica el 
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Buenos Aires, Setiembre 6 de 1900. 

Y vistos : Estos autos seguidos por don Luis Romano Nevos 
en representación de don James Bosio Polar, contra don Julio 
Gnliubaum, por faJsilicacion do una patente de invención de 
cuyo estudio resulta: 

Qtio con fycha 13 de Marzo de 1899, don Luis Romano Neves 
en representación de don Jumes Bosio Polar, se presentó de- 
mandando ádou Julio Grttrabuum por falsificación de una paten- 
te de invención de la que es propietario su mandante, según lo 
comprueba con ej certificado que acompaña expedido por la uli- 
cina respectiva, y pedía que en su oportunidad se condenase al 
demandado á la pena que establece el artículo 53 de la ley de 
Patentes de intención, más las costar del juicio, dejándole ¡i 
salvo sus derechos por los daños y perjuicios ú que hubiere 
lugar. 

Que el invtntu consiste en un sistema minero-vegetal para 
curtir cueTos, empleando simultáneamente el cromo y el tanino 
en la operación del cortimeñto, empezando con el uno y conclu- 
yendo con el otro elemento en mayor ó menor proporción se- 
gún Ja naturaleza del cuero que so desea obtener y el empleo 
qne se le quiera dar. 

Qne el señor Giümbattm le ha falsificado el procedimiento de 
curtir eneros, hecho de que se ha podido dar cuenta por un 
cuero que ha comprado en la cssa de los señores Marti y An- 
chorena.con el sello del falsificador, como lodemue *ra con un 
pedazo que acompaña y que en la estación de la prueba se com- 
probará que dicho cuero so ha curtido empleando el procedí- 
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miento mi ñero -vegetal de su matul ante, es decir, por medio del 
cromo y del taníno. 

Corrido traslado de la demanda, fué evacnado por don Luis 
Argeriob como representante de don Julio Grümbaum diciendo, 
quejel sistema patentado áBóiio Polar no tiene novedad alguna, 
por consiguiente se encuentra estrictamente dentro de los pre- 
ceptos del artículo 4 Ü de la ley de la materia, debiendo decla- 
raran, al fallar, su nulidad de acuerdo á los artículos 47 y 52 de 
Ja ley. 

Que, además, ae promueve esta acción sin haberse dado cum- 
plimiento á todas las formalidades que la ley especial eiige; 
qun tas aseveraciones de la demanda son completamente falsas; 
qne el señor Grümbaum no lia falsificado nada y que todo lo que 
se dicees falso y com luye pidiéndose declare nula la patente 
de invención y también sin esa declaración so rechace la de- 
manda, con es presa condenación en costas. 

Abierta la causa ;í prueba se produjo la que corre agre- 
gada de foja 30 á foja 58 consistente en un informe de 
la oficina de patentes, diciend > que la etiqueta de foja 39 es 
exactamente la misma cuyo usóse concedió «i Job señores Grüm- 
baum y compañía con fecha 11 de dioiembre de 1896 para dis- 
tinguir cueros curtidos y cuya marca no ha sido transferida. 

A foja 47 declaró el testigo don Fran 'seo Anchorena, que 
el 27 deFebrero del año próiimo pasado, poco más ó menos, ven- 
dió al señor Bosio Polar una suela macho planchada; que di- 
cho cuero lo habían recibido de los señores Grümbaum y com- 
pañía, dueño de la curtiembre «La Argentina» y el cual llevaba 
la marca que dicha fábrica nsa para sus cueros 7 que notando 
que el expresado cuero era un articula distinto del que tiene la 
casa de la misma procedencia, interrogó al señor Rodolfo 
Grümbaum, que cree que este señor es socio de la casa, quien le 
manifestó que el expresado cuero había sido curtido por unos 
individuos como prueba ; que la expresada manifestación se la 
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hizo al señor Grfiubaum antea de la venta del enero, presenta 
el mismo corte que algunos de los comprados en la curtiembre 
del señor Bosio Polar manifestó que no son iguales. 

T considerando : 1° Que la presante demanda versa sobre fal- 
sificación de una patente de invención de un sistema minero- 
vegetal para curtir cueros. 

2° Que examinada la prueba sólo se tía producido por la par- 
te del deman Jante el informe déla oficina de patentes de fo- 
ja 38 vuelta, y la declaración del testigo don Francisco Ancho- 
rena de foja 47, la que aparte de ser única es adversa al 
demandante, no es igual á tos comprados en la curtiembre del 
fleíior Bosio Polar. 

3° Que aún dado por probado el hecho dr que el cuero con el 
sello déla cusa del demandado presentara el mismo corte que 
ios que vende et -I anudante mo se habría con esto probado que 
el procedimiento y componentes para curtir ese cuero sea el 
mismo patentado al señor Boiio Polar. 

4 o Queadeina* del informe de foja 85 resulta que no se ha 
hecho por la oficina respectiva las publicaciones que expresa- 
mente determina el artículo 43 de la ley de la materia, lo 
que bí bien no invalida la patente, tampoco le da derecho al de- 
mandante para ejercer acciones contr* terceros por falsificación 
de una patente que bien pu^eron no tener conocimiento de la 
concesión de ella por no habérsele dado la publicidad ordenada 
por la ley. 

Por estos fundamentos, fallo : declarando que no se ba pro- 
bado la demanda, y se rechaza ésta, con costas. Hágase saber 
con el original y archívese la causa, previa reposición de sellos. 



Francisco /í. Astiyuela. 
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Buenos A i red, Diciembre 11 Je 1900. 

Vistos; considerando: Que en la contestación á la demanda 
el demandudo ha hacho valer la nulidad de la patente de inven- 
ción concedida al demandante don James Bosio Polar, no en 
forma de reconvención sino como una de las excepciones y de- 
fensas que le autorizan oponer el artículo cincuenta y siete do la 
ley de la materia, expresando de manera clara y precisa que pulo 
el rechazo de la demanda con declaración de ser nula é informal 
la patente de referencia; « y también sin tan declaración ». 

Que, por consiguiente, el inferior ha podido dentro de la litis 
contestación pronunciar la absolución del demandado , sea ó no 
válida la patente, si p:ira aquello ha encontrado mérito suficiente. 

Que el demandante no ha acreditado que el demandado sea 
autor ó cómplice de La falsiücacion que su le atribuye no ha- 
biendo ni aún prohado que se hayan curtido cueros en plaza 
con aplicación del sistema patentado á su favor. 

Que no probando el actor los hechos en que so funda la acción 
cuando , como acontece en el presente caso, no los asiente el deman- 
dado, corresponde la absolución de éste (artículo cuatrocientos 
sesenta y ocho del Código de Procedimientos en lo Criminal). 

Por ésto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ochenta y siete, se confirma ésta, con costas; no ha- 
ciéndose lugar al recurso de nulidad, de acuerdo con lo dis- 
puesto en los artículos quinientos nueve y seiscientos noventa y 
seis del citado código. Notifíquese con el original, y, repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAIAN. — 
OCTAVIO BDflGE. — JUAN K. Tü- 
RRENT. 
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¡ion Antonio Olive}/ ra ron t ra ¡imt l.tdoro J. Ou nt teros 
sobre rohro de pesos 

Sumario. — i n Ka nulo ti contrato de sociedad, que debien- 
do haberse hecho en iwri tura pública Jo ha sido en documento 
privado. 

2 C VA que aportó su industria á tal sociedad, no tiene m.\* 
derecho que el de eligir su parte en las utilidades, si las hu- 
biere habido, durante la existencia de hecho de la misma. 

4d Juei Federal 

Córdoba, Moyo 30 tic 1900, 

Autos y vistos : Los seguidos por don Antonio Olive; ra contra 
don Lidoro •} . Quinteras, por cubro de peso». 

Resolta : 1" Que el a tor funda su acción en que cuino socio 
industrial, por el término de 6 años y el 10 por ciento de las 
utilidades, celebró un contrato de sociedad con los señores Li- 
doro J. Quinteros, Silvano Bores, ívudoro Vutquez y Eudoro 
Robles, para la formación y explotación de un establecimiento 
de campo de propiedad de éstos, llamado Monte Grande, ubi* 
cado en la provincia de Tucumán, sociedad qne giraba bajo el 
nombre de Eudoro Vmquei y compañía, habiendo el socio señor 
Robles vendido ó Quinteros la acción que en dicha propiedad 
tenia, el 3 de Septiembre del 89; se redacto por escritura públi- 
ca, con ese uiotivo, un nuevo contrato social el 9 de Noviembre 
del mismo entre los señores Quinteros, Bores, Vázquez, Alfredo 
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de Guzmán y Eduardo S. Leston, la que giraba bajo la firma 
social Vázquez y compañía, siendo entendido entre los antiguos 
socios, á pesar de que no tuvo conocimiento de la redacción 
de ta escritura pública eo la que no figuró su nombre, que él 
continuaría en las mismas condiciones que en la primera por lo 
que siguió at frente del establecimiento todo el tiempo que 
duró la sociedad Vázquez y compañía; que después por escritura 
pública de 9 de Octubre dH 90, tos señores Bores y Voi^uez se 
retiraron de la sociedad, laque quedó disuelta y el activo y 
pasivo de ella ú cargo de Qninteros,Guxmán y Leston que eran 
los dueños de la razón social Guzmán y compañía, quedando él 
al frente del establecimiento hasta que éslalo enajenó en el 
año 92, época en que demandó á ésta el 10 por ciento de las 
utilidades qne Ih correspondían por el contrato social, tomando 
romo base el fuerte beneficio obtenido por esta sociedad en la 
venta del Montr Grande ¡i Padilla hermanos, resolviendo la 
Suprema Corte que él no era socio de Quinteros, Guzmán y 
Leston pomo figurar en el contrato social, pero que le debía 
lo» servicios qoe le presió en la administración de Monte Gran- 
de, los que fueron estimados por arbitra en la suma de 1600 
pes «B mensuales que ya recibió» todo sin perjuicio en los dere- 
chos que le correspondan contra la primitiva sociedad, faltán- 
dole que les sean pagados los servicios que les prestó á las dos pri- 
meras sooi edad es Eudoro Vázquez y compañía y Vázquez y 
compañía, que consistieron en la administración inmediata de 
Monte Grande, teniendo derecho de cobrar á éstos el 10 por 
ciento de las utilidades que el negocio social pudo y debió pro- 
ducir prudentemente jugando, durante los seis anos señalados 
como término t n elcontrj Lo social, deduciendo lo que ásu cuenta 
tiene recibido de la sociedad Guzmán y compañía, en virtud del 
fallo de la Corte ya citado, pudiendo además dirigir su acción 
contra 'malquiera de los asociados por el todo de su crédito, por 
ser solidaria su obligación, por lo cual la dirige contra donLidoro 
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J. Quinteros, que fué socio de la Eudoro Vázquez y cumpa ñia, de 
la Vaiquei y compañía y de la Guzmán y compañía, que fué la 
iue obtuvo grandes beneficios con la venta de Monte Grande; 
formado y administrado por Olivevra ú Padilla hermanos. 

Pide se condene á Quinteros á pagar ?i 10 por ciento de las 
utilidades que el establecimiento Monte Grande produjo ó pudo 
producir en los 6 añus que el contrato debió durar, prévia de- 
ducción de la cantidad que tiene recibida á cuenta de loa srñores 
G minan y compañía, con costas. 

2? Que incoada la acción, el demandado evacúa el traslado 
manifestando, que fundándose aquéllas en la ejecución de un 
contrato de sociedad comercial sin que se acompañe b u inacrip- 
cion en el Registro de comen- i o, no puede producir acción entre 
los otorgantes. Que el carácter de comercial se lo dan á esa 
sociedad su objeto, la elaboración de azúcares y alcoholes, y la 
voluntad de las partes al establecer que el contrato se inscribirá 
en el Registro de comercio, careciendo en consecuencia dicho 
contrato de efectividad en razón de ser nulo ñor falta de regis- 
tro (artículos 36, inciso 3, 4! y 296 del Código de Procedimien- 
tos Comercial). Que aún en el supuesto que el contrato establecie- 
se ona sociedad civil sería igualmente nulo por falta de forma, 
pues que todo contrato de sociedad cuando el capital de cada 
aot io pase de mil pesos 6 cuando alguno de los bienes aporta- 
dos fuese fnmiieble debe ser liecbo por escritura pública ; y 
ademán porgue, cuando la forma instrumental es exclusivamente 
decretada en una clase de instrumentos, el contrato no vale sí 
He hace en otia forma, siendo su único efecto el quedar con- 
cluidos como contratos en que las partes se lian obligado á 
reducirlo á escritura pdblica (artículo 1184 incito 3, 1044, 
977, 1088, 1183, H85, 1187, 1138 y 1047, Código Civil). Que 
por otra parte, la Eudoro Vaiquei y compañía, no llegó á tener 
existencia de hecho porque á poco de celebrarse fué de mutuo 
acuerdo dejada ain efecto, paaando la tinca de Monte Grande a 
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Ir Vázquez y compañía, con fecha 9 de Noviembre del 80, ta 
que se formo entre luí señores Vázquez, Bores y Ja razón social 
Gazmau y compañía, la que á su vea se componía de loa señorea 
Alfredo Guiman, Eduardo Leston y Quinterui, habiendo éste 
transferido por aquella escritora los derechos y acciones que 
tenía en Monte Grande á ta G tu man y compañía, retirándose de 
aquella en 9 de Octubre del 90 los señores Bores y Vázquez, 
quedú ¿ata ¡i cargo del activo y pasivo, ] que se le comunic a 
Oliveyra por carta de esa misma fecha, a la que acusó recibo 
con fecha 10 del mismo. Pide el rechazo déla demanda, con 
costos y costas. 

3 o Que abierto á prueba el juicio se prmiujo por ambas par- 
tes, la de noliciones, documental y de testaos que eorre de fojas 
161 á 204, sobre cuyo escrito infamaron ambas parteB, 

Y Consid, -ramio: !• Que | a sociedad que mo ti tu este juicio 
es de carácter civil pituita su objeto primordiales Ja explota- 
ción agrícola da un fundo, aun cuando según el contrato en 
cierto tiempo y bajo ciertas condiciones deba ^plantarse en él 
una industria fabril. El artículo l'del contrato dice : t 1 Wedo- 
res los primeros de la estación Monte Grande, de Famaylld, y 
concertados para la formación de un establecimiento agrícola 
que tenga por ba¿e principal plantaciones de caña dulce, arroz, 
tabaco y maíz, á la m que la explotación de leña y labranza de 
madera que; bosques de ella puedan ofrecer». 

Es cierto que en otro artículo se establece que: « Cuando los 
sembrados de caña propios del establecimiento havan alcatifado 
ú íiGO cuadras, los señores Quinteros, Bores, Vázquez y Kobles 
colocarán en é\ un ingenio y alambique...», pero esto oo quita 
al contrato su carácter civil, en primer lugar, porque esto no es 
según el conlratolo esencial del negocio sino una industria de 
transformación de productos que se establecería en ciertas cir- 
cunstancias, y en segundo lugar, que esa industria s^ría para 
i ransformar la misma materia elaborada en el establecimiento ; 
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todo loque deja subsistente la negociación de carácter cítil 
antes indicada. El registro comercial del contrata de que se 
habla en otro artículo, tampoco hace cnmercialis las obligaciones 
que surgen del contrito, porque su naturaleza m tiene tal 
carácter, 

2 o Que con forme con lo establecido pnr el artículo 1184 inciso 
3", relacionado con el artículo 1662, el contrato de que se trata 
d- bió ser hecho en escritura pública, pues es et i dente que el 
total del fondo social excede en macho d la tasa fijada por el 
artfcolo 1184; y no habiéndose redactado en tal forma, el con- 
trato no palé como nocí edad, aun cuando resultara comprobada ó 
no fuera negado el contrato privado, como sucede en este cano. 
La Suprema Corte tiene declarado qne la omisión de la espita- 
ra pública en el contrato social causa la nulidad de la sociedad 
para el futuro, en el sentido que cualquiera de los socios puede 
separarse cuando le parezca j que no puede oponerse en contra- 
rio el artíoulo 1162 del Código Civil, porque esta deposición se 
retiere á los contratos de menos de 1000 pesos tumo 37, pá- 
gina 50). 

3" Que esta doctrina debe entenderse sin perjuicio de que 
cualquiera de los socios pueda alegar y probar el hecho de la 
sociedad ó sea la existencia de una comunidad, para pedir la 
parte que á cada uno corresponde en los bienes comunes, pre- 
via la liquidación de las operaciones hechas en comtin, como 
también las ganancias que esa§ operaciones hubieren produ- 
cido. 

Por consiguiente es procedente la acción del demandaot< 
Ülireyra en cuanto se refiere al aporte y gananci a de la socie- 
dad Rudera Yaiquii y cumpauía de que él formaba parte y 
á que se refiere en su escrito de bien probado, foja 210 vuelta 

4° Que conforme con lo dispuesto en el artículo 1185 del Có- 
digo, el contrato de sociedad de foja 8, aunque nulo como tal 
contrato de sociedad, produce sin embargo el efecto de obligar 



FALLOS UK LA MJ CHEMA ÜORTfc 



I las partes á darle existencia legal reduciéndolo á escritura 
pública, so pena, si no la otorgante responder de los daños y 
perjurios que la falta del cumplimiento de esta obligación les 
causara. Esta disposición es del todo aplkable á loa firmantes 
dtJ contrato privado aludido, salvo la de reducirá escritura 
pública e<e contrato, porque, comolo dioe taparte demandante, 
este hecbo seria legalmente imposible por Ja celebración de los 
contratos públicos entre esas partes y sobre la misma cosa rea- 
lizados después : la <>ciedad Vázquez y compañía en 9 de Se- 
tiembre del misino año 89 y la Guiman y compañía el 9 de 
Octubre de 1890. 

5 o En consecuencia y siendo id demandado uno de los firman- 
tes del contrato privado de foja 8 e¡. pasible eo principio de 
tos daños y perjuicios causados al demandante por no haber 
realizado su escritura pública ese contrato, ó sea por baber 
suscrito otro público que ha hecbo impasible aquél. La ley al 
declarar que e^e contrato es nulo, no produi e efectos y cada so- 
cio puede separarse de él» se isfiere solo á su existencia como 
contrato de sociedad y efectos relativos y propios de éste, pero 
en manera alguna á la obligación de otorgar escritura y de pa- 
gar en su defecto los daños é intereses, porque <>stoestá expresa- 
mente consignado en la misma. 

ti fl Que no obstante lo dicho, el señor Quinteros uo es respon- 
sable solidariamente por « I total de los perjuicios tomo lo pre- 
tende Ja demanda. 

Tratándose de una obligación de daños y perjur ios en una 
sociedad ciríl eu la cual no rig- la solidaridad, no puede atri- 
buirse ésta sino en caso de una dispusn-ion de la ler, y ésta 
tío existe. 

Es verdad que el artículo 1 700 atribuye á los socios adminis- 
tradores de dicha sociedad, las mismas obligaciones y derechos 
que las que el mandato cre;i entre mandante y raanda.ario; 
eoruo es también cierto que sí dos ó más personas han nombra- 
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do üd mandatario para un nego«io <omun ( estos le aun obliga- 
dos solidariamente para todos los efectos del contrato; pero 
esto no importa ta obligación acidaría del demandado Quin- 
teros resp.cto al demandante en este caso, porque el Código 
prescribe que las disposiciones del articule* 1700 rigen no ha- 
biendo en él título disposición en contrario, y ya se ha dicÍM 
que las liaj ; las del artículo 1747 la que establece la respon- 
sabilidad por sólo t porciones tí riles*, disposición que Tiene á 
modificar aquel principio general, quedando **n vip-.-n- ui sólo 
para todas tas demás ola iones entre mandante y mandatario. 
El doctor Segovia comentando el articulo 1749 dice que sus 
disposiciones no eximen al socio industrial y bace notar que 
en estas disposiciones el Código establece principios distintos 
de los que rigen las sociedades comerciales, ocupándose luego 
usté comentarista del artí« ulo2703, que atribuye al condómino 
administrador las obligaciones del mandatario y no las del socio 
administrador, bace notaren su nota 64 in fine que los con- 
dominos mandantes á diferencia dé ios socios quedan obligados 
solidariamente. 

Luego pues, la solidaridad uo está establecida en favor del 
administrador de las sociedades driles y en consecuencia: til 
a-ñor Quinteros no puedo ser dt-mandado por sitado de ios per- 
juicios causados al señor Oliveyra. 

Por último la solidaridad no se presume, se necesita que elta 
esté expresa en la ley Ó en la convención para qu>- pueda apli- 
carse á u u caso determinado artículo 701 Código Civil. 

7" Que aunque el demandado fuera responsable por el todo 
de los perjuicios, do hubiera procedido el quantum pedido en la 
demanda. 

Los daños é intereses comprenden sólo los que son conse- 
cuencia inmediata y necesaria de la inejecución de laobligAcion 
de escriturar la sociedad, y estos podrían consistir en lo qaesi 
se bubiera escriturado hubiera percibido el demandante. Pero 
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éste cobra lo que hubiera percibido una sociedad con socios y 
capitales distintos como es la sociedad Guzman y com¿ iñía de 
que él no formó parte, tomando como base lus utilidades de 
otros ingenios romo el de la Concepción. 

No ha probado que con los socios y capitales primitivos de 
la sociedad privada de que él formó parte, le hubiera sido po- 
sible obtener esas ganancias. 

Ks de creer que cuando se disolvió la sociedad originaria fué 
porque los socios j capitales de que se componía eran insu ti- 
cieutes para obtener esas ganancias, así lo dice el demandado, 
y el mismo demandante reconoce, que los socios Bores y Váz- 
quez no dieron oportunamente el capital necesario- por lo que 
la sociedad se disolvió. Luego si sigue la sociedad primitira, 
ral T»'i no se obtienen las ganancias cobradas. (Absolución de 
posiciones foja...) 

Esto en cuanto a lo que ¡ obra á título de perjuicios; que mi- 
rado esto como ganancias de las sociedades subsiguientes ea- 
rece de acción para cobrarlos, porque él «o formó parte de ellos 
como lo declara la l y y lo ha reconocido la Suprema Corte. 

Su acción como socio solamente déla sociedad Eudoro Váz- 
quez y compañía ti. ne que limitarse u la restitución de lo que 
hubiere aportado al fondo social, liquidación de tas operaciones 
hechas en común, y partición de las ganancias que de ello 
hubieren obtenido, á título de perjuicios por la no escritura- 
ción, sólo procederían los que fueran su consecuencia inmedia- 
ta y necesaria, lo que liubiera podido ganar la sociedad de que 
él formó par (< i durante todo el tiempo del contrato ; porqué la 
'■arta aviso de la formación dé ta soeiedad Guimin y compañía 
no prueba que se conformara con dejar de ser socio, sin ó «ou la 
incorporación de otros y cambín de nombre. 

En primer lugar porque no se le decía que dejaba de serlo, 
en segundo porque no es creíble que no reclamara de su eielu- 
sion y, por fin, porque los diversos juicios seguidos indican que 
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« ie «oí., aunque por error, socio de 1. Y Mqan T «a,™^ 
d» la Gurman y compañía. 17 

8» Que e S equivocado afirmar que W 8upl(llw Cort „, f „ 
«1 ju.co qu. sigM ,| demandante contra la sociedad Gu,. 

mjn y compafii,, haya d,jadoí «ilaciones como las „, 
ahora se entabla contra Quinteros. 

Este tribunal no haciendo Ingar í una demanda por daño, y 
perjuicio, entablad, contra las partes mencionadas dijo que 
resolución era «ia perjuicio de lo, derecho, ,„ córre,- 
pond.n al demandante contra ta prfmüin .„,„>,/,„,.. Lo que 
«« .mporta .ududablemente reconocer al demandante el dereeto 
.pert.r ¿ uuedo de los socios de c» .«¡edad y ú título d, 
«•«o. y perjuicio, lo une han ganado otra, seriedades. „i menos 
el derecho de entablar acción por la parte de g.uan.-,:,, dee.a, 
socf pilad ra que muy di furente. 

Lo, derecho, contra la primitiva sociedad en lo, limite, e.U- 
b-ec, „s ,„ e , „„„ dt ,, tom 37 pas . na ^ imntntMn 

1 n, la parte ,-ontraria los niega; p,.ro aquí ,e cobran hecho, v 
ganancia, futuras v de sociedades diversa,, sobre lo ,„e nada 
ha dicho la Suprema Corte. 

»• Q« la prescripción de tres «ños i„voe.da por ,1 demau- 

■lado es improcedente. K.a prescripción está regida por la ley 

comercm), yya se hadeclaradn esta lili, est. r ..g¡da por ¿ 

< .si.UMc.one, .I., «digo Cié,! qu..„ola establece , i„,!,ca e | 
demaniiadi». 

fe habría por otra p„ le tiempo hábil para « ta precrip- 
e..n porque I. demand. á |. , cWad Gorman y compañía por 
I. nusma eos. y l. s¡s „ itntr deJucida m ^ 

-I mismo «ñor Quinteros h„h le ran interrompido. (Doco- 
mi ntos de fojas S70 y 171 ), y 

Kn su mérito y definitivamente jugando, f.Ho: haciendo lo- 
gar al cobro hecho al señor Lidoro J. Quintero, en cuanto i lo, 
-i.no. j p, rJ u.ci 0S ,„e ., hübieren irrogado al dem.nd.ntc por 
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la ojnibioii de escriturar la suciedad Eudora Vázquez y rompa 
nía ; limitando su responsabilidad á su parte y porción , y to- 
mando por base para su determinación, lo que hubiera gána lo 
en la sociedad expresada solamente. Debiendo igualmente ha- 
cer el pago por su porción de la qne hubiera ganado la sociedad 
Eudoro Vázquez y compañía mientras existió; cuyos perjuicios 
y ganancia* se determinarán en otro juicio. No haciendo lu¡erar 
al cobro de ninguna ganancia obtenida por las sociedades 
Vázquez y compañía y Giizmaii y compañía, ni la excepción di 1 
prescripción invocada ;. y debiendo descontarse de lo que pu- 
diera pagar >e X título de perjuicios y ganancias lo que la 
.sociedad Guarnan y compañía le haya pagado en virtud del fallo 
de la Corle citado en el consídtrando octavo, 

f\ Mntjunu tlacitiai. 

r«ll»ée la «opríiii» l'vrlr 

Buenos Aire.-, Itirierubre 11 de lflOO. 

Vistos y considerando: Que la demanda deducida á fon 
veintiuna por 'Ion Anteni-- Hliveyra contra do', Lidoro J. Quin- 
teros tiene porobjet-el cobro d*d diez por ciento de las u( Nida- 
da» que ele s tabrtrimicuto Monte Grande de la provincia de Tu- 
cu man produjo/ pudú producir «>« los seis años que debía durar el 
contrato de sociedad de foja oebo. diez por ciento cuyo ruonro 
lo d. termina el aetor en la cuenta adjunta de foja onc-, pidien- 
do se le mande abonar, con i'i*tns, previa deducción de la canti- 
dad que dñ e tener recibido á cut^ta du Iok señores fi.izman y 
compañía en virtud de la aentenoia de la Suprema Corte qne < n 
copia ir o m paña á foja do>. 

Qu" esta demanda, cuy o rechazo, con cortas, pidK» la parte de 
Quinteros, al evacuar el traslado que se le t nmunicó de ella, ha 
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sido sustanciado por todos los trámites del juicio correspondien- 
te » rec ^ eildo en MnitÍTa. sobre Ja misma, la sentencia de foja 
Am ientas cuarenta y seis, de que han apelado ambas , fí ut,8 ( 

Que para apreciar la procedencia ó improcedencia de dicha 
Amanda, así como I» rama ó sin razón de los agravios que la s 
partes han ezpresado respectivamente -unirá la citada senten- 
c,:, « C0,,fitM)e hn " r lósente los siguiente, antevientes qu, 
acreditan las constancias de autos, a saber: 

Que con fecha dieciseis de Julio de mil ochocientu* ochenta y 
nueve, lo, señores LidoroJ. Quinteros, Silvano Bores, Ktidoro 
Vázquez J Eudoro Robles, en calidad de socios capitalina* ,- e - 
Lbraron condón Antonio Oliveira, como socio industrial, el 
contrato de sociedad de qp, instruye el documento priva lo de 
Toja ocho para la explota, ion agrícola de la estancia Monte 
Uraode, de propiedad de los primeros, encargandoal socio Olivei- 
ra de la organización y dirección económica del e>tabl. oimiento 
en los diferentes trabajos para los que se formaba la sociedad 
oujl duración >e lijó en seis años, -stipulándose qu> llevaría la 
iirmade Kudoro Vasquez y compañía y que el mjcío Oüveira go- 
zaría de la remuneración del diez por ciento le la, utilidades 
en las condiciones que allí se expresan. 

Que eu tres de Setiembre dei mismo ano, eí socio Robles ven- 
dió a don LidnroJ. Quinteros su acción eu la estancia Monte 
Urande y con fecha nueve de Noviembre de dicho ano mil ocho- 
cientos ochenta y nueve se celebró un contrato, en escritura 
publica, entre los sé-lores Lidoro J, Quinteros, Kudoro V az . 
■|uez. Silvano Borea, Alfredo Guzman y Eduardo S. Lestou, por 
■ I cual se constituye una sociedad bajo la raron social Vázquez y 
compañía para la explotación déla misma propiedad Monte Gran- 
de y de iguales industrias, que tenía por objeto la sociedad 
Kudoro Vázquez y compañía. En este contrato, en quem. toma 
parte el señor Antón m üliveyra, se expresa que la propiedad 
Monte Grande pasa en un todo y solo dominio á ia sociedad Vaz- 
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qtiei y compañía y se estipula que la firma social será usada por 
los señorea Kudoro Vázquez y Alfredo Guxij in, perteneciendo 
ií éste último la alta administración, y que la administración in- 
mediata podrá estar confiada á persona extraña á la sociedad en 
la forma y el modo que los socios determinen. 

Que por escritura pública de noeve de Octubre de mil ocho- 
rientos noventa los señorea Silvano Bore* y Eudoro Vázquez 
convinieron con los señores Quinteros, Guzman y Leston, dueños 
de la razón social Guzman y compañía, en que, por no haber 
podido cumplir jos primeros con las obligaciones que ge impu- 
sieron en el contrato de sociedad de nueve de Noviembre de mil 
itehneieiitos ochenta y nueve, daban por extinguida y disuelta la 
suciedad Vázquez y compañía, quedando con el activo y pasito 
de la misma los miembro» de la sociedad Guzman y com- 
pañía. 

Que don Antonio Oliveyra, dando cumplimiento por su pnrte á 
lo estipulado en el contrato de sociedad de dieciseis de JuIjo de 
mil ochocientos ochenta y nueve, v ncibiúde la propiedad 
Monte Grande, iniciando y dirigiendo, desde Setiembre del 
mismo año, los trabajos tendientes á llenar los unes de la socie- 
dad Eudoro Vázquez y compañía y continuó prestando sus ser- 
vicios, en calidad de administrador inmediato de dicho estable- 
cimiento, ya cuando pasó á ser de propiedad de ta razón social 
Vázquez y compañía, como cuando quedó de exclusiva propiedad 
de Guzman y compañía, permaneciendo como tal administrador 
hasta que éstos lo vendieron á Padilla hermanos ii mediados de 
mil ochocientos noventa y dos. 

Que con este motivo Üliveyra reclamé de Guzman y compañía 
el diez por ciento de las utilidades que dijo le correspondían por 
su contrato de sociedad, y habiéndose negado dichos señores al 
pago de ta su maque por ese concepto les reclamaba, dedujo con- 
tra el los demanda, pidiendo fuesen condenado-: al pago de ciento 
veinte mil pesos moneda nacional por daños é intereses prove- 
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nicntes do bu falta voluntaria de cumplimiento al contrato de 
sociedad alebrado con el actor en dieciseis de Julio de mil ocho- 
cientos ochenta y nueve, demanda que riiÚ lugar al juicio que 
terminó por la sentencia de e>ti Suprema Curte que se registra 
en copia* foja dos, en Ja que ge rechaza esa demanda y se de- 
clara, que Olivara, por sus servicios prestados á la so. iedad Vai- 
quez y compañía y Guzinun y compañía, tiene derecho á la re- 
tnbuciui» que le lijen arbitros, sin perjuicio de Jos d.^huaque 
Ee correspondan contra (a primi tita sociedad. 

Que después de esta sentencia se nombro por las partes un 
Arbitro qm. fijó la i emuneracio.i que la sociedad Guzmau y com- 
pañía adeudaba a Olivara por lus servicios prestados á ella, 
siéndole abonado mi importa 

Queüliveyra invoea estos antecedentes, al deducirán deman- 
da de foja veintiuna sostenii ndu que, en su mérito, tiene el 
derecho de robrar a la sociedad primitiva, denominada Ku.loro 
Vázquez y compañía. ■ I valor de sita servicios, segiin el contrato 
social de qu- formaba parte, y que podí;. dirigir la misma acción 
contra « uaiqniera de los asociados, por ser solidariamente res- 
ponsables ron relación á él por el valor de aquellos servicios, «ó 
sen (según se ezpresa), el diez por ciento de las utilidades que el 
negocio social pudo y debió producir, prudentemente jugando 
durante los seis años señalados como término en el contrato 
social, deduoiendn lo que, á cuenta, tiene recibido de la sociedad 
Guzman y compañía en virtud de la sentencia de la Suprema 
Corte antes mencionada». En apoyo de esta pretensión y para 
justiüVarel hecho de haber dirigido au demanda contra la sola 
persona de don Lidoro J. Quinteros para el pago íntegro del 
ú'm por ciento de lasut 1 ¡dad es mencionadas, cita la disposición 
deioa articulas mil setecientos, mil novecientos cuarenta y cinco, 
mil seicienios sesenta y dos y mil « iento noventa y uno del Có- 
digo Civil, alegando que, por haber hecho, por su parte, la 
prestación á que se obligó y tomando á su cargo el establecí- 
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miento Monte Grande para administrarlo, como socio adminis- 
trador ó mandatario de sus coasociados, ninguno de Satos, ni 
todos juntos, podían cambiar ú i.-dificar en ningún sentido, y 
por un acto propia indi-pendiente de la voluntad del socio man- 
datario,, las condiciowea en que este bahía nitrado A tomar par- 
ticipación en « I negocio. 

Agrega, que supo que habían sido admitidos une™» socios, 
pero que igaoro impre 411 e se hubiese redamado un contrato 
social en escritura pública excluyéndosele de la sociedad, porque 
exclusión impon aba el hecho de no haet-r figurar su nombre 
va esc contrato; y que continuó administrando el bien social la 
mismo cuando la saciedad se Hamó Eudoro Vázquez y compañía 
que cuando tuvo por nombre Vázquez y compañía ó Guzman y 
compañía, siempre en la creí ocia de que su posición era la mi- 
mu en las tres sociedades, porque así se lo aseguraban sus eoaso- 
ciados en la primera sociedad. 

Tales son, en resumen, los antecedentes y fu adame utos de la 
demanda de foja veintiuna, que ciertamente no la justifican, 
cuno no justifican tampoco la sentencia apelada, en cnanto con- 
dena á don Lidorn J. Quinteros á los daños y perjuicios que se 
hubieren irrogado al demandante por la omisión de escriturar 
la sociedad Eudoro Vázquez y compañía, aunque haya limitado 
la responsabilidad de aquél á su parle y porción tomando por 
base para su determinación lo que hubiera ganado en la expre- 
sada sociedad solamente, y en cuanto lo condena también a 
hacer el pago por su porción de lo que hubiera ganado la socie- 
dad Kud- r.. Vazq11ezyertmpafi.fr! mientras ezistió; puntos estos 
de la sentencia que han sido materia de la apelación de ambas 
partes, pidiendo Ja do Quinteros la completa revncacton de ella 
en dicha parte y la do Olireyra su modificación vn 1 s términos 
de su escrito de foja a.scíontos setenta y na». 

Que para demostrar lo primero ó sea la improcedencia de la 
demanda de foja veinr ¡una es necesario no olvidar, que lo que por 
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ella se pide es el pago del (liea por cíenlo Je las utilidades que 
el establecimiento Uonte Grande produjo >> pudo producir en los 
seis años que debía durar el > ontr ito de sociedad de foja o ' i, 
y que ese diet por ciento se determina por el actor presentando 
la cuenta ó planilla de foja nuce del producido de las cosechas 
de caña dulce que debió dar dicho establecimiento, según su 
i általo en los cuatro años corridos desde mil ochocientos noventa 
y dos á mil ochocientos noventa y cinco, sin exprés ir que se 
hubiese lieclio algún negocio ú operación que diese utilidad.-*, 
en los dos años anteriores sobre producios del misino estableci- 
miento ni cual pudiera ser sn importancia. 

Que es también necesario mi olvidar que el fundamento capi- 
tal deesa demanda e^ el contrato de sociedad de dieciseis de 
Julio de mil ochocientos ochenta y nueve, celebrado en el docu- 
mento privado de fuja ocho en que se estipula una sociedad de 
valor en mucho superior á mil pesos y á la que se hace por los 
socius capitalistas ei aporte del inmueble denominado Monte 
(ir ande, 

Que la sola enuncia* ion de tal demanda con el contrato que le 
sirve de base, basta para convencer de la muniliesta improce- 
dencit de las pretensiones que en ella se formulan, desde que 
ese contrato, como lo bu alegado el demandado, el nulo con 
arregle fl (á expresa disposición del artículo mil ciento ochenta 
y cuatro, inciso terceio, del Código Civil, y porque siendo nulo, 
es evidente que dmi Antonio Oliveyra no puede derivar do él ni 
alegar en su mérito, contra todos, derecho alguno á su fb.vor ni 
obligación de parte de ellos para que le den una porción cual- 
quiera de los productos de Ja estancia Monte. Grande á que se 
refiere, mientras estuvo de hecho en ejercicio ó subsistente la 
sociedad, como se verá adelante. 

Que la verdad de esta conclusión *e evidencia teniendo pre- 
sente que p<»r raion de la nulidad de ese contrato, los socios 
capitalistas de la sociedad Eudoro Vatquei y compañía tiau po- 
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dido celebrar eo escritura pública con otras perseas, como fo 
han hecho, el contrato de sociedad de nueve de Noviembre de 
mil ochocientos ochrnta y nueve parala explotación agrícola del 
mismo establecimiento Monte Grande bajo la razón social Váz- 
quez y compañía, y cambiar Ó sustituir el nombre de esta so- 
ciedad con otro nombre, disponiendo de esa propiedad por otros 
contratos, yin hacer figurar en ninguno de ellos el nombre de 
don Antonio Oliveyra, quien, por lo mismo no puede pretender 
partf algunaen el producto líquido de la explotación industrial 
de la misma propiedad desde que el'a no se haga ja p..r la sole- 
dad Eudoro Vázquez y compañía ni Oliveyra concurra más, en 
calidad de sucio, á íaobuncion de sus productos. 

Que nada importa que el actor, para atribuirle el den-choque 
pretende, alegue que continuó prestando i la sociedad Vázquez 
y compañía y lo mismo que ala de Guznian y compañía, tos ser- 
vicios que se comprometió á prestar a* la de Kudoru Vázquez * 
compañía, y que aún cuando supo que sí; habían admitido nue- 
vos socio*, siempre ignoró que se hubiese redactado un contrato 
social en escritura pública del cual se hubiese excluido; porque 
el hecho de que haya continuado prestando sus aerricios á las 
nu* vas sociedades, no tiene utru carácter ni alcance jurídico que 
el de una locación de servi- ios ni le da más derecho según lo lia 
declarado esta Suprema Corte, eu la sentencia de foja dos, que á 
la remuneración que le lijen árbitros, habiéndosele abobado ya los 
que prestó á Guzman y compañía, como lo ha reconocido, y po- 
diendo haber cobrado también los prestados & la sociedad Vaiqm z 
y compañía, de cuyo activo y pasivo fué sucesora aquella razón 
social y porque la circunstancia deque hubiese ignorado Olivei- 
rii que se había redactado, en escritura pública, un contrato 
social en que se admitían nuevos socios, ni hace válido y sub- 
sistente el contrato de sociedad Kudoro Vázquez y compañía ai 
nulifica el de la sociedad Vázquez y compañía, no pudiendo 
aprovecharle esa ignorancia por serle imputable, á más de ínve- 
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rosímii, como lo demuestra ti hecho di' que, en sociedad con 
a u hermano César Olivevra celebró con la sociedad Vázquez y 
compañía, en fecha di z de Diciembre d<< mil ochocientos ochenta 
y nueve, es decir, ai mes de constituida esta sociedad, el con- 
trato en copia autorizada que se registra á foja ciento ochenta 
y tres vuelta, lo que prueba que don Automo'Oliveyra cunada 
el con trato que facultaba -\ lo?, socios autorizados á usar de la 
firma Vázquez y cuuipaiV cuando ajustaba con esta sodedad al 
importante contrato di- la referencia. 

Que dado este antecedente que implica de parte del deman- 
dante Oliveyra que eonouía su eliminación de la nueva suciedad 
Vázquez y compañía y asentía ¡i ella, desde que nada reclamó a 
mi n specto, y na bttbieie.l» probado que loa miembros de esta 
sociedad le aseguras, n que su posición en ella fuese la misma 
que en la sociedad Eudoro Vázquez y compañía, tomo ya lo de- 
claró esta Suprema Corte en la sentencia de foja dos, mal puede 
fundar, -n su mérito contra don Lidoro J. Quinteros., la demanda 
de foja veintiuna. 

Que habiéndose hecho el contrato de sociedad de fecha dieci- 
seis de Julio de mil ochocientos ochenta y nueve en esentura 
pública, ó sea en la forma subsUucialmente pn v nida por la ley, 
es claro que el ucwr no puede hacer valer cuntí a sus coasociados 
otros derechos que los que acuerda á éstos el artículo mil seis- 
cientos sesenta y tres del Código Civil por razón de la comunidad 
de bienes en que hubiesen estado, desde que en ese caso sola- 
mente le-í es admitido alegar la existencia de la sociedad, « para 
pedirla restitución de lo que hubiesen apunado á la sociedad, 
hi liquidación de las operaciones hechas en común, la partición 
de la:* ganancias y de todo lo adquirido en común, i 

Que en presencia de esta explícita disposición de la ley, es 
fuera de duda que no ha podido, de modo alguno, prosperar la 
demauda de foja veintiuna, desde que Oliveyra, que se hizo cargo 
del establecimiento Mmite Grande desde Setiembre de mil ocho- 
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cientos ♦cht'fitu y nueve ha-ta nueve de noviembre del misuio 
año en virtud de lo estipulado en lu sociedad Kudoro Vázquez y 
compañía, pasando á servir, en esta última fecha, á la sociedad 
Vázquez y compañía, ni menciona ni prueba que, en tan corto 
t iempo de la existencia de aquella suciedad, hubiese hecho algu- 
na <j man 'ta 6 negocio qut- liquidar sobre loa productos del men- 
cionado paTa repartir entre tos consocios la utilid, i que pudiera 
corresponderás; sino que pide parte de las utilidades. 6 sea - I 
diez por ciento de las que, dice, ha producido •'• podido producir 
el referido establecimiento -*egou el cálculo de la planilla de 
foja once y en un tiempo en que no "Xistía ya sociedad con 
Ülivevra. 

Que respecto de la sentencia apelada es di- observar, que ella 
oh ti ene des pronunciamientos euntra el demandado. 

El uno es que pague á O) i rey ra los daños y perjuicios que -c 
le hubiesen irrogado por la umisicn di escriturar la sociedad 
Kud jro Vázquez y compañía, y el otro, que le pague por su por- 
ción lo que hubiera ganada esta suciedad mientra* existió. 

Que pa de notar en cuanto al primer pronunciamiento, que, 
en la demanda de foja veintiuno no ha pedido Uliveyra, en pan- 
alguna de ella, que se condece á Quinteros á indemnizarle danos 
y perjuicios por haber omitido escriturar et contrato de foja 
ocho, sino que se le condene al pago de) diez por ciento de las 
utilidades que produjo 6 pudo producir H establecimiento M it- 
Grande en los sei> años que debfi durar la sociedad estipulada 
en aquél, petición que no es igual tu equivalente á la anterior, 
en cuyo c an .-el ni<>iicioiiado pronunciamiento nn puede ser dt cla- 
rado subsistente, copodi clarado ultra petítio, 

Que, sin embargo, y a «oque hubiera de considerarse bien 
motivado dicho pronunciamiento por los términos de ta demanda 
de f»ja veintiuna en virtud de una lata interpretación que al 
juez fuera permitido hacer de ellos, no por esto m¡ justificaría 
la condenación que contiene, aún admitiendo que fui-sen aplica- 
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bles al «'aso los artículos mil ciento ochenta y cinco y mil ciento 
ochenta y siete (leí Código Civil, rujas disposiciones hu invocado 
aquél para fundar dicha condenad m, y < on mus razón sino le 
fuesen aplicables, como lo h.i sosh nido el apelante Quintaros. 

Que para demostrar la verdad déla tisis ar^erior y juzgando 
*'\ cuso en la hipótesis di- que el contrato de -oeiedad de foja 
ocho valiera tomo contrato en que las partes se han obligado A 
hacer escritura pública, l>a?ta observar que no es cierto que la 
simple omisión de formalizaran escritura pública, los contrato» 
i que se ritiere el artículo mil ciento ochenta y cinco del ' di»o 
''ivil haya de dar derecho ;í ¡aparte que ategu- la omisión para 
que la otra iV otras que lirman el documento, le pague loa daños 
y perjuicios que se le pu»daü - casionar por ello, desde que, se- 
l-iui la eipj. ^a disposición del articule mil ciento ochenta y 
siete ilil (Yi.Iigo Civil, es necesario que haya parte que se resista 
á hacer la escritura, en cnp < a>o, dice el artículo, /Wr«í ser 
demandada por to otra para que oiorf/tw la escritura pública, 
bajo pena de reverse la o(>fioacioK en el /la^ de perdidas é 
intereses; de modo que no puede ser justo imponer esta pena, 
sino cuando se haya demandado á la parte que resiste el , .torna- 
miento de la eseritur i pública, paTa que la haga, conminándola 
con la pena le pagar duños y perjuicios, sino lo hiciere. 

Que en et caso i«^-/urffcc no hay la menor constancia de que 
Olireyra haya exigido á Quinteros ni á ninguno de los otros so- 
cios capitalistas de la sociedad Kudoro Vazquei y compañía que 
redujesen á escritora pública el contrato de foja ocho; ni hay 
prueba tainpnco de que haya dr mandad o esa escrituración bajo 
1:» conminación de la ley, siendo por ello evidente que et inferior 
no ha podido hacerla efectiva contra don Lidoro J. Quinteros, 
como ha sucedido. 

Que respecto al otro pronunciamiento de la sentencia apelada 
por el cual se ha condenado á Quinteros á pagar á Uliveyra, por 
su porción, lo que hubiera ganado la sociedad Kudoro Vázquez 
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j compañía mientras existió, no puede haber duda de que proce- 
de su revocación teniendo presente que, como lo demuestran lus 
constancias de autos, y se baubaervado ya, la duración de esa 
sociedad ha sido desdé el dieciseis de Julio de mil ochocientos 
ochenta y nueve hasta el nueve de Noviembre del misnn año; 
que Olíveyra recien entró á trabajaren Ja estancia Monte Gran- 
de en Setiembre de dicho año y que ni siquiera mención ha he- 
cho en su demanda ni en parte alguna de los autos, y menos 
probado, que en tan corto tiempo de duración di* t si sociedad se 
haya obtenido alguu producto ó realizado algún negocio sobre 
los productos del establecimiento, que les pudiera haber dado 
alguna utilidad, Carece, por > ousiguient*', de base dicho pro- 
nunciamiento. 

Mué dailas las conclusiones consígna las en las precedentes 
consideraciones de esta sentencia, nu es necesario resolver la 
cuestión relativa á la naturaleza de las obligaciones de los socios 
entre sí deque se han ocupad.» las partes y ta sentencia, ni con- 
siderar i,<spe< -mímente cada uno de ios puntos que comprende la 
expresión de agravios déla parte de Uliveyra para demos traT *¡u 
improcedencia, habiendo quedado de manifiesto con ¡o que ha-ta 
aqui se deja ei puesto. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada «le foja 
doscientas cuarenta y seis, absolviéndose de la demanda de foja 
ventiuno á don Lidom J. Quinteros. Xotiffqu -secón el original 
y repuestos ios sellos, devuélvase. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA»» 
Cuerno BUNGE, — JUAN •■ . 
TUhBKNT. 
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Contra dan Tomás M fiarn/ y Juan Boíet, sohre pago 
de merr arterias caídas en comiso 

Sumaria. — Si ha habido absolución de culpa y cargo, el 
pago de la< mercaderías caida^en comiso, recíbidae por el pro- 
cesado tomando ásu cargo las responsabilidades cítíIcs, e» re - 
gid.» por Jas disposiciones dd juicio ejecutivo, r no por la de) 
artículo 1032 de las Ordenanzas de Aduana. 



Casa. — Lo explica la 

VISTA DEL SBÑOR PROCL'HADOK HSCaL 

Señor Juez : ^ * 1898 " 

Kvacúo la vista conferida. 

Las «cepejones que opone Barry no deben ser tomadas en 
cuenti ni aun ser oídas por V. S., procediendo con arreglo a loa 
términos del artículo 1076 de la* Ordenamua de Aduana, 

Constado autos que á ese señor se le ha intimado el pago, 
que han transcurrido los tres días que el citarlo artículo le 
acuerda para pagar, y no habiéndolo hecho debe ser tomado 
preso á los efectos de la sanción del citado artículo. 

Debe V. S. tener presente en este caao que la acción que 
tensfo interpuesta contra Barry, no es un juicio ejecutivo ni de 
apremio, sino aún mis, la aplicación simple y llana de una día- 
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posición de la Lcf id Dañera, que es una 1,-v ( xcepcionaly que 
nada tiene que ver con los procedimientos generales fie ios cita- 
dos juicios. 

Si el demantiado no üu pagado lü que <*■ le cobra en el tér- 
mino de tres días, debe como h> he dicho ser constituido en 
prisión, pudendo pagar en forma si ¡a quien- evitar, único me- 
dio que ie salv.irí» <le la sanción lega! y expresa; tanto más 
cuanto que la planilla que se discute es un documento oficial 
que tiene en su favor la presunción de la ley. 

Lo que digo respecto de las excepciones, lo digo respecto de 
los recursos interpuestos, no deben ser oídos, y V. S. deb.- pres- 
cindir de filo». 

En consecuencia, V. S. debe sin más trúmit* librar úrdeu de 
prisión preventiva contra don Tomás M. tlarry, señalando el 
liempo que el Ja debe durar (según el citado artículo 1076) en 
relación .. la cantidad que le exige . 

Kn cuanto al fiador don Juan Botet, siendo su tianxa solida- 
ria y mancomunada, debe V. S hacerle el minino apercibimien- 
to é intimación que á Hurry, y en caso de no pagar, proceder 
c-.ntra él, «mi la misnn forma que contri su liado. 

./. ftetet. 



r«li» tf*t Jura *>drr*j 

Buenos Aires, Diciembre 13 de 1*9* 

Vistos y considerando: Que el procedimiento que se ha obser- 
vado en esta causa a pedido del Procurador Fiscal é$ el que es- 
tablecen los artículos 1075 y 1070 de las Ordenanzas de Aduana. 

Que ese procedimiento s '-lo se encuentra autorizado por la 
en el cav> que determina el artículo 1032 de las citadas 
Ordenanzas. 
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Que en el pr-seiile juicio, habiendo sido absuelio el señor Ba- 
rry por lasentcne-iade foja 168 de todo culpa y cargo, declarando 
caídas en comido tas mercaderías aprehendidas en estado de iu- 
f noción á las Ordenanias, mu se encuentra comprendido el pre- 
sente caso dentro de loa término» del artíonlo 1032 de las ri- 
fadas Ordenanzas y sí en las disposiciones del juicio ejecutivo. 

Por estas considera- ¡iones, resuelvo revocar el uuto de foja 
288 vm ita, por contrario imperio, é intimen á los señores Tn- 
mát M. Uarry f Jumo Botet dea y paguen dentro del tercero 
día la cantidad de 10.070 peses nim^da nacional ; bajo aper- 
< ¡oimiento de ejecución y embargo, no ¡ m¡¡udo>e en cunaide- 
i ación las defensa- aligadas por los ejecutados por no ser di- 
oportunidad. 

llágase sab.r con el original, y repon-anst los selU. 

Gervasio F, Granel. 

VISTA ÜtL SEñQH PhOCUKAOfJh ÜE3EHAL 



Kueiíus AJrt-s, flan» I I dé 

Suprema l ord*: 

La sentencia ejecutoriada de foja 236, declaro caídas en co- 
miso, las mereadi-rías aprehendidas en estado de infrac ion á 
las Ordenanzas aduaneras, ron sujeción é lo dispuesto en sus 
artículos «¡59. 1025 y 102*3. absolviendo de culpa y rar^o por 
falta de prueba, á los procesados. Según el primero de aque- 
llos artículos, el que extraiga mercancías de ).« depósitos de 
aduana, sin el correspondiente pt .mUo, perderá las mercaderías 
extraídas si son auyas ; y si no lo son, pagará una multa igual 
á su valor, «sin perjuicio de las penas que correspondan, con 
arreglo á derecho >. 

Según tos últimos, « srrá considerado . orno fraude y por 
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consiguiente materia de pena », toda falta ti e requisito, toda 
faha declaración, todo hecho que pagara de-apercibido, pro- 
dujera menos rentade la que legítimamente corresponde. Y aún 
agregan, que todo hecho de aquella naturaleza, aunque no tenga 
una sanción especial en las ordenanzas será penado con pena 
de comiso. 

De las prescripciones referidas* ae deduce, que el comiso de- 
clarado, e4 una pena bien definida, y aplicada con sujecien á la 
ley especial de la materia. 

Xo importa entonces, que huyan sido absueltus loa proceaa- 
dospor no haberse comprobado el fraude, el soborno de emplea- 
do», ú otros he-bos delictuosos, que fueran fundamento déla 
acusación. Laabsoiucion de culpa y carg» de esos delitos, y de 
las penas corporales é indemnizaciones á que se refiere U últi 
ma parte del artículo 950 de las Ordenanzas, no excluye «I 
cumplimiento, con todo el rigor de e<as Ordena atusóte la pemt 
decomiso, impuesta por infracción á loa requisitos legales, para 
el despacho. 

Kl propietario ó representante de las mercaderías sorprendi- 
das en fraude, es responsable de la pena de oomiao. 

Si esas mercaderías eiistierau iu especie, debieron entregarse 
al comiso, sino, pagar una multa igual á su valor, y esa multa, 
es una p. -na impuesta por la ley, y cuyo carácter, condiciones 
y responsabilidades, do son dudosos, ante los términos explíci- 
tos de las prescripciones citadas. 

Ahora bii-ri, si Barry y su Hadar, recibieron aquellas merca- 
derías comisadas, bajo la lianza áque se refieren las diligencia» 
de fujas :i 34, están obligados á su devolución ú al pago de 
la multa equivalente á eu valor, según las prescripciones de la 
ordenanza. Y para el paga de esa multa, que es una pena, no 
debe recurrir-seá loa procedimientos ordinarios en el ónten civil, 
porque la rr^eria de impuestos, está sujeta á fórmulas preci- 
sas, determinadas por sus leyes orgánicas. 
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La lev de aduana prima > n la materia sobre las leyes gene- 
ralea ; y cuando esta ley ha esta blec i Jo procedimientos espe- 
ciales para el cumplí tu ientode su s pena lid ad es, no creo pueda 
prese i nd i rae de >us mandatos, para sustituirlos con los proce- 
dimientos comunes «leí juicio ejecutivo. 

La ley de aduana, abraza toda la materia relativa á su admi- 
nistración, inf ramón de sus ordenanzas, aplicación y ejecución 
de penas. 

Su artículo 1031, declara responsables de las multas impues- 
tas i los penados « todos los bienes y especialmente las merca- 
derías sobre que se ha intentado la defraudación > y autoriza á 
las aduanas para embargarlo, hasta que cada uno abone el im- 
porte de la multa ó pena que le corresponde. 

El artículo 1032, es explícito y directamente aplicable al cajo 
suh-judice. Xo necesito omentar lo, basta transcribir su teitn. 
i En el caso deque alguno de los penados, prescribe, no tenga 
bienes con qué abonar la multa, sufrirá una prisión, cuya dura- 
ción se regulará á un peso fuerte por día, sin poder exceder en 
ningún raso, dien» prisión, de dos años ». 

Si consta en la sentencia La pena de comiso y en las dili- 
gencias del proceso, qut tos recurrentes se apoderaron de las 
mercaderías Comisadas, constituyéndose en mnticmnnn et imoti- 
<htm responsables de su valor, les es aplicable el artículo 1032 
de la Ordenanza, ya que n ■ se trata de deuda civil, sinúde pena 
de multa impuesta con sujeción al régimen especial délas Orde- 
nanzas de Aduana. 

l J nr estas consideraciones, v las muchas que omito en obse- 
quio á I i brevedad, que ban d- presentarse al ilustrado criterio 
de V. K,, pídele se strT4 revocar el auto recurrido de foja 26'J 
vuelta, y mandar >e esté a lo resueltí en el de foja 288 vuelta. 

Sabiniano Kwr. 



t. ttixn 
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rail* de I* Muwr«ai« Certe 

Un»; nos Air»*», hineinlin? 13 ti** 1900. 

Viitm y considerando: Que líarry y Botet no han tomado á 
su cargo sinó las responsabilidades civiles que surjan fiel bu ho 
que motirii esta causa. 

Por ésto, y por sus fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de foja doscientos noventa y nueve. Notifíqueae con el 
original y devuélvanse, 

BENJAMIN l'Al. — ABEL BA/AN. — 
OCTAVIO BUKCI . - JIUN E. TO- 

BHEST. 



C AIMA 4 DJLXAXIA 

Don ütistnr., tiohmer contra ei Hunco Hipotecaria tfa ia favwncia 
de Hítenos ¿tiftás, Cfo&M *j pfirjuWM ;$Q&r. prwítus 

Sumario. ■■<+- Puede evacuarse fuera del tínmno la prueba 
ofrecida dentro di él, cuya falta de diligenciamiento m> ka 
dependido de la parte interesada; 



Coma — L" expr*-su el 

ralla del Juci redera! 

La IMMa, Julio 38 de 1900. 

Vistos y considerando:! gu- es - xat to que ».l incidente 
promovido a foju 46 uoJia sido resuelto aún, ^gun puede terse 
examinando la providencia de foja 47. 
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2" Que tratándose de an juicio p.*r indemnización de perjui- 
cio! o! actor debe comprobar en el mismo tu existencia de los 
que demanda y m importancia, y s do le es permitido dejar 
para otro pl. itn so istimacion, cuando ellos son reclamados 
como accesorios d.> otra acción, objeto principal y verdadero 
del litigio, y conjuntamente con e\ta, según n snlu de lo esta- 
blecido en e! arlfculo 15 do la ley de procedimientos y la juris- 
prudencia d- la Suprema CJój te, cun>tante en sü í fallos (tomo 
8, página 94; tomo 20, pagin , 114: tomo t¡3, página 38¡ i„ m<J 
HO, psígina ¿87). 

3° Que el demandado puede concurrir ó no, según le plazca 
al nombramiento de perito^ cuyo dictémeu puede ser antece- 
dente útil y quiñis indispensable para apreciar la existencia ó 
importancia de dichos ¡^fju'«i**B, en caso que del examen de 
N aut -s resulte proced fce su responsabilidad ; pero no puede 
coartar los medios de prueba de su ad^rsano. 

5 n Que habiendo propuesto el actor como perito* á los inge- 
nieros Lucero y Martínez (escrito dé foja 36) el demandado 
puede por mí parte, propon r también dentro de terc-r día. '. 
no proponer si cree no >miTemente, 

& Que no encontrándose agregado* ios informes ordenados 
á foja 27, sin que haya antecedente que haga presumir que esa 
falla sea imputable al actor, debe agregarse esa prueba, por 
haber sido p dida en tiempo, - orre^potide reiterar las oficios con 
ese objHto. 

7 o Que no siendo exacto que la citación d, I doctor Uelcasse y 
procurador Palacio*, ordenada á foja 31, se baya malogrado por 
falla de noíificariou á las part-s. pues consta al pié de ese de- 
creto que Palacios fué notifico en forma, y siendo un debur 
de tas parr.-< urgir y facilitar la producción deTi prueba por 
e.los ofrecida, <•*• falta le e* imputable, y entonces 00 h. (y m<- 

nvo quejo -tiíiq ne su recepción después de íencíd. el término 
dé prueba. 
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8' Que en euanto al nombramiento de) perito Angel Diaz he- 
cho liar el auto de foja 51, estando consentido, sólo resta fijarle 
término para que presente la liquidación que se le enco- 
mienda. 

9* Que los traslados conferidos á foja 34 vuelta, y foja 36 
vuelta, están contestados .1 foja 39. 
Por tanto, se resuelve : 

t° Tener por nombrado ú los peritos Lucero y Martínez al 
objeto pedido, quienes aceptarán eei forma, y podiendo propo- 
ner el demandado por su parte otros, dentro de tres días ; 

2* Se reiteren !•>* olicios ordenados á foja 27 con emplaza- 
miento de diez tilas, para que sean enviados los informes qu* 1 
se piden en ellos, 

3 a No hacer lu^ar ¿i la cita- ion del doctor Delcusse y pro- 
curador Palacios. 

4° Fijar al perito Díaz el término de quince días para que 
presente su informe, debiendo untes aceptar el cargo en forma. 
Sin coatas, por no haber mérito para imponerlas. Molifiqúese 
original, previa reposición de sellos. 

Isaac iiodoy. 

r«lle de lo Suprema Corle 

líut-iios Aires. Diciembre 13 d«? L9UQ. 

Vistos y considerando : Que la parte de Bohmerha ofrecido 
dentro del término la prueba cuya producción se admite en el 
auto apelado, resultando de las constancias d< autos que no 
ha dependido de ella a falta de diligenciamiento. 

Que no puede darse por transcurrido el término de prueba 
respecto á Los incidente* que con motivo de ello y al objeto de 
rendirla ban estado pendiente de resolución judicial. 

Por estoy fundamentos concordantes del auto de foja ciento 
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Teintinoa, se confirma éste en la parte apelada, con declaración 
deque al efecto del nombramiento de peritos el juez de ka cau- 
sa procederá con sujeción A lo dispuesto en el artfnilo ciento 
cuarenta v dos fie la ley le procedimiento-*, en cuyo sentido se 
reforma til citado auto. Notifíquese con el original y repues- 
tos los sell'oj, devuélvanse. 

BKtUAHlH PAI. — kim. BAZAN.— 
OCTAVIO BUN«E. — JUAÜ B. TO- 
RBKHT. 



* AI NA | »** 

¡laña [mirra Fernandez lint de lumznlez, contra don Miguel 
/* ijuintrros ; sitbm nulidad de contrato 

Sumario. — Nada se npone á la celebración de contratos para 
la enajenación di> la cosa común, cuando se somaten eu sus 
efectos al consentimiento del condomino. 

Caso. — L" explica el 

Falta M Jutm fr 4*rt»i 

Paraná, Octubre ¿i de 1B96 

Vistos : en la causa iniciada por demanda de don Sebastian 
Vaiquei, á nombre y representación de doña Andrea Fernandez 
Oro de González y de su hija raeuoi Anemia González, con- 
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fcra don Migue] P. Quinteros, para que se declare nulo un con- 
trato de pruiuea» de TenU d# un cimpa Aliado en el departa- 
mento deGoncordía, diaftito ájenme de cita provincia v se le 
obligue á entregar la» dos terceras parte.s que en él correspon- 
den á los ^ mandantes y ¡o* frutos q.u- estima t 0.000 pesos 
6ro con sus interesas y las rostas, resulta : 

Que en Í883, doña Andrea F-rnandez Oru fc&ftftttltt y don 
Miguel P. Quinteros eouriuierou en un contrato ñor el cual la 
primea He obligó, prério. toa trámite, que fuesen' nectarios, á 
vnder al segundo una licita de campo que poseía en el lug'.r 
ame, expresado y ubicado entre el arroyo Quebracho y tai -re- 
•ios de la sucesión Migma yd, Sa^rmnoVlores, íi jando como 
precio la suma .1c 4500 p< sos fuerte que U entregarían de eéft- 
tod* «Ma^ z que la rend, Jora QUi^e obtenido la ^critura- 
cionen propiedad de) goh.eroo de la prorincía y que ella es- 
critura- la nafta al comprador, quedando por cuenta de la 
Te ndedora tos gastos de escrituración, procuración y demás 
obligaciones creadas por la gestión que la vendedora seguía 
ante el g..bierno, asi como los d- la tramitaron que fues. ne- 
(tósftilosegnir ante jos tribunal. -a; y en caso do que se presen- 
tasen dificultada por parted.l turor de ..no de los d 08 menores 
iut rosados eulaíercera parte del m ei contrato quedaría 
reducido á sólo la parte de lona Andrea y la de su hija Arte- 
una, reduciéndose entonces proporcionalmente el pr-eío con- 
venido ; Quinte. quedaba autorizad» por el mismo convenio 
ft diapoiier del campo objeto del contrato - orno * fuese suyo 
propio, renunciando doña Andrea Goiualea al derecho de eügítr 
le indemnización por el usoqu, u> él hiciere, tttriti cióndose una 
multada 500 pesos que pagaría Quinteros en el ca>o de dejarse 
sin efecto el contrato por su culpa. 

En 17 de Diciembre del mismo año, doña Andrea F Oro de 
0cnzalez confiere poder X don Floro R. Olirer para que tome 
posesión del campo ya escriturado en propiedad por el gobter- 
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no y solicite autoríia'-iou para la venta judicial del mimno a 
fin fi*? disolver el condominio y hacer la división «le su valor cu- 
tre los propietarios. 

Kn u^o <le este ¡nuJer y orno tutr del menor Aqu i les Gonzá- 
lez con dómino del campo, Olivar -e prenota al jues de i' ins- 
tancia de Concordia, <n 5 de Febrero de 1884 solicitando auto- 
rización para vender privid: mente el campo en la suma de 6000 
pesos moneda nacional, sietidu d« - arpo del comprador pagar la* 
19 .mu. i Üdades que por él se adeudaban al tisco de esta provin- 
cia, la que le fué concedí la ern Techa 14 d" Jttoto deí mismo ano, 

Con esta autorización Ion Floro N. Uliver como tutor del 
menú Aquil González veud- i don iliguel P, QuiulettH la 
tere r¡i part<* indivisa que. «irn^pon lli i «Uébo menor en el 
campo por la suma d>- 2000 peso* nMÍonales om, quedando á 
■ argo del comprador el servicio de las letras q^ne se adeudan 
al gobierno en ia proporción Je lat-reern parle (l-sumonio d - 
foja 21). 

La demandante fund í la nulidad de la promesa de venta : i" 
en que ella se h i heeho de la totalidad del campo perteneciente 
en común a ella y á lo* dos m* ñores Aquilea y Artcuiia Gonzá- 
lez por iin solo precio, y aunque se previo el caso que el tutoi 
de Aquilea opusiese dificultades para la venta conviniendo 
que entonces *f reduciría el predu proporcionulmentc, siempre 
subsistía la venta de lo indiviso respecto de madre é hija, y el 
< outraf" sería nol i aún respecto de la parte d<- la madre, según 
el ar ti u lf> 1 331 del f Mdi^'o Civil, sin que Quinteros tenga de* 
recluí á reclamar indemnización según el artículu citado, por- 
que el contrato mismo demuestra qm* él sabía que el e ampo en 
su mayor parte pertenecía á menores ; y 2 o en que el pre- 
cio de 4500 p. sos estipulados en la promesa de venta es algo 
in.i- que ridículo, pues la legua de campo costaba A doña Andrea 
las» nía de 6148 peso- con 45 centarus fuertes, y en tal caso, no 
hay contrato por falta de precio s«>gun i jurisprudencia senta- 
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da por la Suprema Corte en el fallo série 2\ tomo 5 o , pu-i- 
na 102, 

Contesta la ¡.manda don Cayetano Ripoll, en representación 
de Quinteros, diciendo : que el precio de 4500 pesos fuertes li- 
jado en el convenio de Octubre de 18&Í le común acuerdo con la 
demandante > con intervención de don Ploro ST. Oliver, l uí por 
el derecha de posesión de la legua de campo á cuenta del cual 
tuvo que anticipar 1500 pesos porque ni doña Andrea ui Oliver 
tutora del menor Aquiles no tenían con qué sufragar los gastas 
de tramitación de compra al gobierno) servicio de las jir i nia- 
ras letras al Fisco. Concluida i sa tramitación y escriturado el 
campo por el gobierno á dona Andrea y sus menores hijos, don 
Fl»ro S. Oliver, como tutor de uno de ellos y con poder de doña 
Andrea, madre de la menor Artemía, en Junio de 1884, solicitó 
del juei de Concordia la autorización necesaria para vender el 
campo eitrajiidieinlmentey cumplir así la obligaci-.ii que tenía 
doña Andrea con su mandante entregándole ísteá Oliver 150 
pe^os para que bicies' !«is gastos de esta gestión, pero Oliver se 
limitó á escriturarle la tercera parte que correspondía ú su pu- 
pila Aqmlessin quererlo hacer por la viuda doña Andnay su 
hija, adookndo pretextos paraello. Aquerida ísta direiítamen- 
te Quinteros pura que escriturase la venta le entesé que 
se «atendiese con su primo el . nronel don Manuel Fernandi s 
Oro ,í q.neu había encargado arreglara sus negocia -iones. 

El coronel Fernandez Oro con quien habló Je dijo, que el com- 
próme • de tenta era nnlo, y si no lo fuese, todo estaba previs- 
to, pues doña Andrea había puesto en su nombre la parte que 
le ■ orrespondla en el campo y en el de otro pariente, la casa 
calle Andes.de m «aloque en el caso de un pleito se presentaría in- 
solvente. Infectivamente, dos meses y medio después de obteni- 
da la autor iiacion para vender doña Andrea transfiere sus de- 
rechos al coronel Fernandez Oro y más tarde los de su hija Ar- 
temía á Oliver ; el coronel tran-Üere también los qm obtuvo de 
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doña Andrea á favor deOliver en 1887, queimdo éste nm los 
de la madre j la hija. 

Di- la misma confesión hecha en la demanda se deduce, dice, 
las artimañas puestas en juego por doña Andrea y sus cómpli- 
ces Olirery Fernandez Oro pata evadir e! cumplimiento de la 
prometí de venta. 

En cuanto á que el contrato celebrado por dona Andrua con 
su mandante señor Quinteros, es nulo según el artículo 1881 
del Código Civil por ser una venta de la totalidad del inmueble 
indiviso por un solo precio, dice que no hay tul contrato i.' 
Tenta sinó una prometí d- venta, lo que es muy diferente, pues 
ésta es una obligación de hacer según 1<> define la ley, consis- 
tiendo los hechos á ejecutar, en obtener la autorización judi- 
cial para vender la parte déla menor en forma privada y por el 
precio estipulado, y ¡í eso se refiere la cláusula del convenio t 
previos los trámites necesarios, porque ->in esc autorización no 
podría vender y finalmente ú escriturar el ronfcrati llenados que 
fuesen est->8 requisitos ; por lo que nu es en mauera alguna 
aplicable la disposición del artículo 1331 citado, y mucho me- 
nos cuando la demandante confiesa que obtuvo 1¡i autorización 
del juez para la venta, con lo que desaparecía el único obstíí- 
cula para su validez. 

Por lo que respeta al segundo fundamento de la nulidad, 
• que no hubo precio por ser ridiculo el que se estipuló entre doña 
Andrea y Quinteros » t niega que el precio de 4500 pesos fuertes 
ptieda calificarse de ridículo por ser ese el precio corriente del 
derecho á una legua de campo «n esta provincia en la fecha del 
conven ; y cita'e ntre otros casos que lo comprueban, la compra 
hecha por dou Autonio García de una legua fie campo en Colón 
por 4000 pesos, y desde luego, no le es aplicable el fallo de la 
Suprema Corte en el caso de Madero y compañía contra Leí ama. 

Niega que por el contrato de promesa de venta quedase á cargo 
de la vendedora la obligación de pagar al gobierno la letras íir- 
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nudas por ella al tiempo de la escrituración ¿ petes este servicio 
quedaba á cargo del comprador Quint-ros, siendo una prueba 
de qni' tul fué la intención de los contratantes, la coruura-veut;* 
i\*> la parte <JeI ineu>ir Aquilea González escriturada con su tutor 
dun Floro N. Olí ver en cu ni pli miento del mismo contrato. 

Por lo que respecta á los frutos que se le reclaman, contenta 
«jiie Quinterus fué puesto en posesión por voluntad ríe la de- 
mandante de acuerdo * on el en ti trato d*> 1883; es poseedor de 
buena fé y lu itecbo suyos Ioí I'ruro-¿ percibidos e.imo lo dis- 
pone el artículo 2123 del Código Civil, debí ¡ndo abonármele 
además y i n tod ■ rase, )u> gastes necesarios y útiles qm- hizo 
el campo, dada la naturaleza «le la posesión como lo preceptúa 
el iiuicul.' 2427 non derecho por su partp á retener el inmueble 
ha^ta 8i r reembolsado de ellos según el 2i28. 

Pide i n <-<Hi'-liiMon ae desestime la demanda, coaoostaB, y se 
obligue á doña Andrea Fernandez Oro de González para que 
otorgue á favor de Quinteros la escritura de venta del campo. 

La pürtH demandante contesta la reconvención negando la 
referencia que hace el representante de Quinteros de una con- 
fiTi*ncia habida rntreésleyel coronel Fernand» zOro, Ka cuan- 
to á la cuestión en debate, dice que cuando ana promesa de 
yenta se subordina ¡i trámites previo* y éstos resultan contra- 
rios, el contrato queda anulado . Que la hecha ¡í Quinterón fue! 
par el preció de 3000 pesos fuertes las dos partes de dona An- 
drea y su hija equivalentes á 3100 pesos nacionales oro y la au- 
torización del junde Concordia para la renta fué dada por él 
precio de 40Ü0 |e*sos nacionales oro por esa 5 dt>g terceras par- 
tes, pues en 1884 aún un >xi> r j a e] curso legal de la emisión á 
moneia nacional y además con la carga del omprador de pagar 
ttigobiernó las letras lirmad:^ por • I precio devenía en la 
misma porción. Ksta modificación en las condiciones del con- 
trito catira su nulidad y así lo entendió Quinteros al imputar 
los 1650 pesos que dice entregó á cuenta de precio de esas dos 
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i f roerás partea en fl (Jp la parte fie) menor Aquí leu comprada 
á su tutor por un contrito di- tinto : Qn« á «Juña Andreu nadie 
Je propu-o cOmpráríe en las condh ione* «Je la intorizacion ju- 
riioial ni i lla habría rendido por e*$ar feioit asesorada. En cuan- 
r«i a la -bliga* ion de pagar los fruto> iiel eamp> liice q 1 1 ^ |<>s 
artículos del (Vidigo citados pi*r la parte de Quinteros --ólo üe- 
iiHi] canon al pos- edur ¿i título de dueño y no al simple de- 
tentado? como lo es él, al que nilu * s .1 i-I., al' le e: artículo I051¿ 
del ÍVjdifíu í'hiL 

I-] .Ministerio de Menores se pnriuiieia en sentido di las 
pretensiones deducidas «•« la demanda. 

Y Considerando: i 9 Que la convención de 9 de Octubre de 
I8H3 cunaijína ta eti a scritur le f.^a 18 es una pmmesa de 
vriiti bajo una doble Condición suspensiva, la cjue el hibier- 
no de la provincia escriture la legua decampo en propiedad á 
doña Andrea Fernand-zOro de González, y 2", que el juez coiii- 
petente autorice la venta privada en condici uh & estipuladas 
á que se refieren las palabra^ privivs los Inkntlmqw fuesen 
necesarias, de la escritura de convenio. 

2 o Que e^e convenio eomo se ve sñlo impone a doña Andrea 
Fernandez Oro obligaciones de hacer porfectamente legítimas 
y válidas como lu son la de solicitar en <a carácter de represen- 
tante lelilí de mi hiji inenur Artemia la liceneia judicial para 
vender la parte de ésta en el campo y obtenido ésto otorgar la 
escritura de venta de dicha parte • onjuntamentc con la suya I 
favor de Quinteros, put a llenando A requisito de Ja licencia ju- 
díela! y ejerciendo duna Andrea la representación legal de su 
hija menor y la escrituración por parte del gobiern* la venta 
prometida de las dos partes indivisas pur un sólo precio ira 
perfectamente legal, sin que obste á su validez el artículo 1331 
del Codigi» Civil citado por la demanda el que se refiere al coa- 
cto de venta en sí mismo; y ésto cuando el vendedor no esta 
sulicientementf autorizado [tara vender la parí" de su condó- 
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iniao careciendo de aplicación al caso en discusión que coum 
se ha dicho no es una venta. 

3 o Que tampoco da fundamento á la nulidad del acto el pre- 
cio on venido de 4500 » fuertes por loa dos tercios, objeto de 
la promesa, pues aparte de que él dependía de ta autorización 
judicial que habría decidido si era ó no justo tomando como 
el verdadero valor del campo total en la época del convenio el 
pagado por compra at gubier le 1.» provincia 4265 pesos fuer- 
tea aumentando con loa 18o I pesos fuertes importe de l<»s gas- 
tos de tramitación y suponiendo, además^ que ese precio *te hu- 
biere pagado de contado y tu oro y no en título* depreciad..* 
como se pagó, según ley informe le foja257, quedaría una suuia 
de 6126 pL'Sus fuertes como caíanla la demanda á foja o y >e 
tendría cnt <ncesqu< el precio de 4500 pesos fuertes estipulado 
ÜJteede en muchu la mitad del verdadero ; de modoque no sólo 
núes ridículo sino que ti i siquiera habría causado la lesión 
enorme que según la antigua legislación autorizaba la rescisión 
del acto. 

A la mistti i conclusión se arriba tomando como precio ver- 
dadero el de 3250 pesos de curso legal en qur aparece haber ren- 
did» doña Andrea el tercio de legua de su hiji Artemia á su 
ei-apoder ido Gliver, en Junin de 1889, foja 150, pues dado hI 
cambio en aquella época esa cantidad no aleamab» a 2000 pe- 
sos oro j eso guiri* propiedad raí?, ba subido de valor respecto 
de 1883 como es notorio. 

Que así demando que la promesa devinta consignada en 
la «scritura pública de foja 18no es nula, doña Andr. a Fernan- 
da Oro estaba obligada ú solicitar la autorización judicial para 
vender la parte de su bija menor en el campo en hs mismas 
condición*-» estipuladas con Quinteras, pues era de bu cargo como 
prometiente y madr- de la menor Artemia cumplir esta condición 
de que dependía Ja eiistencia de la obligación principal. 

Considerando por lo que respecta 41a reconvención de Quin- 
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teros par;i que se obligue á doña Andrea á eBerituTir la venta 
de su parte y la de su hija ártemia. 

Que por confesión de la misma demandante y por la escri- 
tura en testimonio dv foja.,- está probado que la primera con- 
dición de que dependía la promesa de venia, fué cumplida. 

Qu<- debe tenerse asimismo como cumplida la secunda con- 
dición por haber concedido el juez di* Concordia que es el de la 
sucesión y la tutela la líe* ncia de doña Andrea para realizar 
privadamente, la venta del campo según lo prueba su propia 
confesión y la resolución en testimonio de foja 21. 

Que á esto no puede objetarse que esa autorización fija un 
precio mayor que el estipulado en la promesa de venta, éato es, 
6000 peso* moneda nacional oro por legua y el valor délas le- 
tras que s*- adeudasen al gobierno, en vez de 4500 pesos, porque 
estando probado por las copias testimoniadas de foja 80, que 
doña Andrea, en lugar de solicitar la licencia judicial para ven- 
der al precio convpnído con Quinteros como era su obligación 
dio poder ádon Floro N. Oliver par a que pidiese la autorización 
para la renta judicial del campo, lo qne es diferente, y mas 
tarde ratificó la gestión hecha en su nombre por Olí ver para 
vender privadamente, pero al precio de 0000 pesos oro más el 
valor de las letras, como se infiere de los escritos de foja, 3 y 
-209 queda demostrado también que doña Andrea impidió volun- 
tariamente que esta condición se cumplies» tal como fué conve- 
nida y s>egún la disposición del artículo 538 del Código Civil, 
deb+* tenerse por cumplida la condición bajo la cual se obligó 
una persona si ella impide voluntariamente mi cumplimiento. 

Ni cabe replicar á esto que en tal caso la menor habría su- 
frido perjuicio recibiendo menos precio del que debía porque 
uparte de que Quinteros se allana á pagar el precio fijado en la 
autorización judicial, lo que remueve toda dificultad a) respecto, 
aunque así no fuese, déla consecuencia legal da tenerse por 
cumplida la condición y de la imposibilidad de vender la parte 
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de la menor pop un precio inferior a! fie la autorización judi- 
cial se deduce que ta reducción en el prmn teudríu que sufrirla 
d-ma Andrea exclusivamente, lu q¡oe ti la reí es tina tonac- 
ciu ncia lógica «I** su falta fie estrii to cumplimiento de las ob 1 1- 
gaciones por ella contraídas (art. 511 y 512, Coligo Civil). 

Que cumplirías como lo lian sido, en el paso á resolver tas con- 
dicione* suspensivas bajo las cítate* ha contradi r> una 
obligación, ¿sta so considera romo pura y simple y -us* .-{Vetos 
" p retrotraen á ta fecha en que se contrajo, debiendo pruced- rse 
.i -u ejecución (art, 545 y 513). 

Que Quint- -r»i mi está obligado á restituir los fruto- perci- 
bidos del campo, por cuanto la pnse-i--n de él y el dercbo de 
percibirlos sin obligación de restituir lúa le fué concedida expre- 
samente ñu* di ña Andrea, en la cláusula 4* del conreino de 9 

de Octubre de 1883, foj i 18 mella, siendo por lo tant » s do 

poseedor de buena f¿ smó por derecho consagrad" por contrete. 

Por toda» (sin a con sideraciones j en inériro de loque dispone 
el artículo «25 del Código Civil, fallo no haciendo tugará la de 
manda de nulidad del convenio celebrado en9de Uetubrt de 1883, 
entre doñ;i Andrea Fernandez Oro de González y don Miguel P. 
Quinteros, que se contiene en la escritura de foja 10 ni á la 
devolución por parte de Quintero- del campo objeto del conl ra- 
to y fie lo- f rutos que hubiese percihido de él, y que por I 
contrario, la «presada sefiora doña Andrea Fernandez Oro de 
íiíinzalf z está obligada a escriturar á favor de Quintero* el 
-imirato devenía» qm- se obligó pitrel citado convenio al prerin 
lijado "i.i"; juez leí 1 m-ianiia d- C.-im urdia eo su rexjltirinn 
di- 14 fie .¡uni-* «te 1884, y que aeeptó el coinpTador, lo que 
deberá verificar <-n el término de 10 días, previo depósito del 
precio por el compra ¡nr, sin espeoial enndenarion en ebatasV 
Notifíquese en et original y repóngase el papel ci-n el sellado 
correspondiente. 

M. de T, Pinto. 
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Buenos Aire-, lliciimbiv U de 1900. 

Vistos y considerando : Que e.s fuera de duda qu< doña An- 
drea Fernandez Oru de GouzaJei pudo celebrar el contrato que 
se «untiene en la escritura pública de foja dieciui ho prometien- 
do tu vea tu p.-r un soo precio de fraci ioiit>9 a!i> uotas que tenfa 
con su hija Anemia sobre el terreno de que se trata en esta 
■ ansa, porque nada lé opone ú la celebraoion de contratos pura 
I» enajenación de la cusa común cuando v somaten su» efectos 
ai ■ oiisentiuiieniu del condomino ó dt sus representantes ieg.f- 
l-> (artfculii mileientu ,es«nta ;* un<» det í'údigo Cítil), 

Que en virtud del consentimiento prestado por Quinteros 
para .jue la citada pr-iueoa >e cumpla en las condicione* de la 
autorización dada por el juez correspondiente no puede í>inó 
liarse por realizado el segundo de lo» hechos si que subordinó esa 
promesa «n lo que á precio respecta, siendo ciert", además, que 
» oa arreglo i lo convenido debe aceptarse que hubo acuerdo 
entre las partes en el sentido de que Quintero) había de tener 
á su cargo el pago di las letra> ó la urden del gobierno de la 
proTJii* ia por razón dej Titlor atribuido a" campo al transmi- 
tirse de ésta á la demandante j <-um parte*. 

?0t ebto y luudamentoa * iJtieurdarite> de la ^ uieui ia apela- 
da de foja trescientos seis, se confirma ésta, no ha I» lagar ¡i 

la cundenai-iou en cintas solicitada por la parte de Quinteros 
por no haber mérito para t ilo. Ratifiqúese con el original, y, 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

uenjAmn i-az. - ahel bazas,— 

OCTAVIO BUMCE. — JUAN K. TO- 
HHE>T. 
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« Al »* I D.II I 

Doria Juana González contra la empresa det Ferrocarril 
Central Córdoba , ^or daños // perjuicios ; sobre pruebas 

Sumario. — Yencidoel término probatorio no puede hacerse 
lugar á una diligeuci;i, cuyo auto denegatorio ha sido con- 
sentido. 

F«ll« 4 el Jiiem Bwtanl 

Córdoba, Octubre ¿0 de 1900. 

Ala confesional: Cítese á «ion Duucau M. ilunro pura que 
comparezca ú la audiencia del lunes prúiimo, á segunda hora, á 
absolver tas posiciones acompañadas, bajo apercibimiento de 
dárselas por ahsueltas *i deja de comparecer sin justa causa. En 
cuanto ai testigo Villegas, estando reunido el término de prueba 
y no habiéndose ¡astado se reciba su declaración dentro del tér- 
mino, no ha lugar. Al otrosí, desígnase la audiencia del sábado 
próximo á primera hora. 

C. Moyana Hacitúa. 

Aliase del Jhbi A > edei*Mi 

Córdoba, Noviembre 14 de 1900. 

£n cuanto á la apelación deducida por el doctor Garzón, no 
encuadrando el caso dentro do la disposición del artículo 200 
del Código de Procedimiento Civil, no ba lugar. En cuanto & la 
apelación deducida por el actor, no obstante de ser ineiactoque 
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ha ¡astado se le re^ ia declaración al testigo Villegas, pues eu 
el escrito á que se h e referencia, sólo se solícito la declaración 
délos otros testigos frecidos, concédese en relación el recurso 
de apelación ínter pu ito. EiéTense ios autos al superior, on 
notificación. 

C, )tot/uno üacüúa. 



fr de I* Buitrera» £*ri* 

«"► nos Aires, Diciembre 13 de 1900. 

Vistos y considerando : Que según se expresa en el escrito 
de foja trece, el testigo ofrecido, don Fernando Villegas residía 
en el Rosario, 

Que con ese antecedente, no pued*- entenderse que H escrito 
de foja veintiuno se refiera también al citado Villegas, pues que 
lo excluye la circunstancia de pedirse en ese escrito despacho 
citatorio encomendado al juez de pat suburbios nordeste. 

Que esta inteligencia se confirma por el escrito de foja vein- 
tidós, en el que sólo se solicita, respecto á Villegas, que este 
declare sobre el pliego de repreguntas, instándose para que se 
reciban las declaraciones de los testigos Torres, Romero, Perew 
ra y Astudelo. 

Que el auto de foja veintidós Tuelta no hizo lugar al mencio- 
nado pedido sobre Jas repreguntas, estando ese auto consentido 
por la parte, 

Por esto, y fundamentos concordantes del auto de foja vieoti- 
cinco vuelta, se confirma éste, con costas, en la parte recurrida* • 
Repuestua los sellos, devuélvase. 

BENJAMIN PAI* — ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO BVHGE. — JUAN |. 
TORRENTE 

i. liuií, 
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Don J. C. tiu^errez contra doña .Harta Fernandez de Paz 
sobre recurso de resolución de tos tribunales ordinarios 

Sumario. — No procede el recurso del artículo catorce de la 
ley de jurisdicción de los Tribunales federales, si no resulta qoe 
haya sido materia de discusión y resolución contraria ta 
disposición constitucional cuya miaron invoca el recurrente. 
Su invocación posterior no puede fundar el recurso. 

rail* ri* la a«i»r«Mft \ mrt+ 



Hueñi* Aires, Dinorubr*' 15 .le im> 

Autos y visl..*: Considerando: Que según resulta de laexpu- 
licion cuNit-nidaen el escrito que precede, e l auto de que recu- 
rre la parte, es aquel por el cual la Cámara de Apelaciones en 
lo rivil confirma el de primera instancia que no hace lugar al 
término extraordinario de prueba. 

Que el expresado auto regido como se halla por la ley de pro- 
cedimientos, no da lugar al reeurs- autorizado por el artículo 
catorce de la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
W'rales, púas como lo tiene resuelto esta Suprema Corte uni- 
formemente en numerosos calos, la interpretación 6 aplicación 
qur- los tribunales de la capital hacen de la de procedimien- 
tos páralos mismos, no puede» por *f sola dar logar al mencio- 
nad.» rer ursn. 

Que tampoco resulta que haya sido materia de discusión v 
resolución contraria al derecho que el rerurrent- pretende fon- 
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dada en Ja disposición constitocional que cita en lu escrita an- 
terior, do pud ieado su invocación posterior serrir de fundamento 
al recurso interpuesto. 

Por esto se declarante improcedente, llágase saber con el 
original y repuestos ios sellos archívese. 

BENJAMIN PAI. - AB£L BAZAH. 
«JA» l¿. TOHREKT. 



«AUNA I |»\4 III 



MI flanco l'rommyíat d<- Salía contra don Francisco finta, por 
robra ejecutivo de pesos ; sohre mhalnlidad de titulo 

Sumario. _KI derecho acordado »| acreedor de recibir en 
pago los terreno» hipotecados en garantía de su créd.to, „o le 
priva de ta facultad de cobrar éste en dinero. 

SliU, Jumo 15 de 1899. 

Vistos los autos de ejecución seguida *or don KJÍas Gallardo 
'■presentando al Bauc, Provincial de Salta, rontra los espcws 
nnClsco PlBt0 - v M *™ Ok de Pinto, y- excepción puesta por 
e.tos, resulta : Que lo. señores Constantino Uporta y Fran- 
cisco Pinto por sí j sus respectivas esposas Segunda y María 
Ola, otorgaron el 18de Enero de 1889 la escritura pública C ujo 
test.momo corre á foja 7, ™ la cual dolaran : haber recibido 
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de don David Apatie la sumu de siete mil pesos monada legal, 
en préstamo, con («laxo de cinco años, qoe se obligan cada uno 
á pagar la mitad, pero garanten toda la suma con hipoteca 
i * pedal de dos fracciones de la estancia c Las Saladas», en el 
departamento del Hogaño de la Frontera, y expresan, en la 
cláusula quinta que : c Los deudores se obligan á otorgar es- 
crituras de venta á favor del acreedor de las dos fracciones hi- 
potecadas, ¿i al vencimiento del plazo estipulado no libertan su 
hipoteca, c«n el pago del capital é intereses, y se obligan á re- 
cibir en pago úv dicha finca la sum.. de ,«e/e mil pesos, por la 
que otorgan la presente obligación », debiendo de abonar el in- 
terés del uno porcieuto mensual, en semestres adelantados y, 
en caso contrario, «'apualizars" cada seis meses, 

t¿iir antes de vencer el plazo para el pajo del capital, en 
Ibril de 1893, el Baneo ejecutó á los deudores p . la suma del 
interés hasta e^a fecha (foja 11 del primer expediente) y es- 
tos opusieron ta excepción de inhabilidad del título, fundados 
en que tas estipulaciones referidas no daban «I BancO el derecho 
de ejecutar el pago semestral de los intereses, sinó el de capí- 
talizai los cada seis meses, sinó los pagaban y al vencimiento del 
plazo de cinco años demandar el pago de éstos y la escritura- 
ción de venta de la estancia hipotecada, ai ellos no pagaban el 
capital é intereses (fojas 3tty 37 del Begundo expediente) núme- 
ro 149), pero la parte del Uanco y don Francisco i'into por >í, 
y con poder especial de su esposa, presentaron la transa» cion de 
foja 44, < xpresundo éste que, por arreglado con el primero el 
j ugo corres pondiente á él y á su esposa, en los intereses ejecuta- 
dos, desistían de las excepciones opuestas, en la parte que les 
incumbía, lo que se declaró por auto de 17 de Agosto de 1893, 
á foja 44 vuelta del expediente citado, continuando la ejecu- 
ción sólo contra Laporta y su esposa, quienes abonaron ó arre- 
glaron el pago d. la parte que les correspondía en el total de la 
deuda, según aparee a foja 89, lo declara el ejecutante á fojas 
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97 y 105, y lo comprueba el decreto manejando archivar lo¡> 
aotosá foja 117. 

Que vencida la prórroga acordada á los deudores don Fran- 
cisco Piiitoy su esposa, el Banco repiti.í j suspendió otras veces 
la ejecución contra éstos , por los intereses dej préstamo, hasta 
que, con ios instrumento^ relacionados, dedújola por los trea mil 
quinientas pi sos de principal y los intereses que Pinto y su esposa 
se obligaron ú p¡igar; mas despuea de atársele de remate (auto 
de foja 29y citación <ie foja 30 vuelta), el Banco, suspendió su 
instancia aceptando di* los de plores la cantidad ile setecientos 
p «sos ;t cnent u del capital, intereses y gastos causídicos y, por 
el saldo liquido de tre^ mil pesos, el pagaré de foja 42, á tres 
meséis de plazo, íirmad-t el 22 le Diciembre de 1897, que Pinto 
Be obligó, además, á pagar integramente, en la solicitud de fo- 
ja 55. 

Que el diez de Noviembre de 1898 el representante del Banco 
gddid te reiterase ia citación á Jos deudores, por estar vencida 
con en eso la espera que les acordó, sin haber hecho el pago 
á que se obligaron; cu» este motivo, e¿ loetor Benjamín Diez, 
por los ejecutados, opuso la excepción de inhabilidad de Ututo 
en que se funda la ejecución, alegando : que por la cláusula 
quinta del contrato de préstamo, sus representados se obligaron 
á otorgar al acreedor escritura de venta de sus respectivas frac- 
ciones hipotecadas, si t al vencer lo- cinco años de plazo, no li- 
bertaban su hipoteca, pagando el capital é intereses, y á recibir 
en pago de la finca, tos siete mil pesos por lo que otorgaron aque- 
lla obligación ; que por tanto, la obligación impuesta á sus re- 
presentados, en el caso de no pagar la suma prestada, en el 
plazo fijado, es de hacer (artículo 629 del Código Civil) ; la cual 
estando sometida i diferente procedimiento, por expresa dispo- 
sición de los artículos 1185 y 1187 del mismo Código, de ningu- 
na manera puede ser objeto de la acción ejecutiva, instaurada 
por el acreedor, quien, según lo estipulado, do tiene, por otra 
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parte, derecho á ejecutar el pago, sino solo a demandar la escri- 
turación de la renta. 

Que el ejecutante contestó pidiendo el rechazo de la excep- 
ción» por ser evidente que, al estipular lo contenido en la cláu- 
sula quinta, sólo á 41 se dejó en libertad de ejecutar el pago ó de 
exigir la escrituración de la renta, elección que está confir- 
mada, dice, por el hecho subsiguiente de haber los deudores pa- 
gada la mayor parte del capital, hasta reducirlo á tres mil pesos, 
después de vencer el plazo fijado; que si la mente de las partea 
hubierasidolaque pretende « I ejecutado, había quedado también 
sin efecto, por la novación hecba en el último documento, donde 
se obligó á pagar los tres mil pesos en el plazode nuventa días; á 
cuya cantidad é intereses restringe la ejecución. 

Y considerando: i° Que el verdadero concepto de la eláusula 
citada está lógica y legalmente indicado por el propósito domi- 
nante déla escritura hipotecaria que, como en la generalidad 
de las de su especie, no es otro que el de asegurar al acreedor el 
reembolso de lo prestado por medio más conducente, porque es 
regla de interpretación, y lo declara la Suprema Corte, en los 
fallos: sene 1*, tomo 8, pagina 343; serie 2°, tomo 3, pagina 56; 
que las palabras empleadas por las partes, en las estipulaciones 
de ios Contratos, cuando su sentido unes claro y preciso, deben 
siempre tomarse en el que dé mas eficacia al fin propuesto, ó esté 
más en armonía con el contesto general del documento; si pues, 
el objeto primordial de la escritura hipotecaria es et enunciado 
y no ta compra-renta, el intento de las partes, al estipular lo ex- 
presado en la cláusula quinta, no ha sido otro que el de ampliar 
aquella garantí*, poniendo A disposición del acreedor, á más 
del ordinario del pago, un otro medio, que podía ser más expe- 
ditivo y eficaz para obtenerlo, sin menoscabo alguno en sus in- 
tereses y, en consecuencia, sometiéndoselos deudores áeste de- 
xechode. elegir entre uno y otro medio, acordado al prestamista; 
pues repugna al contesto general del contrato y al buen sentido, 
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que éste hubiese aceptado subordinar el conveniente reembolso 
de su capital á U sola voluntad d e aquellos, exponiéndo- 
los & perjuicios que no podía prevcer con cinco años de antici- 
pación. 

2° Que, aun si fuese permitido atender sólo al texto ais- 
lado de aquella clausula, prescindiendo de la íntima conexión 
qui- tiene con el objeto determinante de todas la demás estipu- 
laciones contenidas en la escritura, tampoco podríamos encontrar 
en ella el pacto decompra y venta incondicional, enque el acreedor 
esté sometido á ta conveniencia de los deudores, y no éstos i la 
de aquél ; para que existiese tal convención era necesaria la con- 
currencia de voluntades, tanto de quienes prometieron la venta 
cuanto del que se pretende haberla aceptado con anticipación, 
en fl coso de que los deudores no restituyeran el dinero prestado 
(artículo 1323 del Código Civil), y que ese consentimiento se 
demuestre expreso en el acto, ó manifestado por hecho* inequí- 
vocos, que autoricen á presumirlo ; si no consta en algunas de 
estas dos formas, no pnede sostenerse que la persona onsiotió 
ni qne se obligó, en consecuencia, según los artículos 1144 y 
1 14& del mismo Código ; pero la cláusula transcripta sólo esta- 
blece la obligación de los deudores á escriturar la venta de las 
dos fracciones de estancia hipotecadas, si al vencimiento del 
plato no pagaran el i apital é intereses; ninguna de sus palabras 
expresa, ó uignitka siquiera, que el acreedor hubiese consentido 
en renunciar á la ejecución del pago y en quedar obligado á 
aceptar ta transferencia de la propiedad hipotecada, si, al ven- 
cimiento del plaso, Los deudores no devolvían el dinero presta- 
do y, en reí de haberse probado algún hecho que autorice á 
presumirlo, la parte del Banco ProTincial, ejecutado e) pago, 
desde el vencimiento de la obligación, ha demostrado, por el 
contrario, que no consintió en dejar á la voluntad de los deado- 
res pagar el capital, ó escriturar la transferencia del inmueble 
hipotecado. 
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Que, por consiguiente, c) alcance de aquella estipulación cla- 
ramente determinado por su propio texto, en armonía con el ob- 
jeto del contrato, no justifica Ja excepción opuesta, aun sin 
considerar que el ejecutado Ja renunció sin reserva en la trans- 
saoción de foja 44 del segundo expediente ; que las diversas 
transformad-iones porque lia pasado la obligación originaria, 
con reserva del privilegio de hipoteca, autorizada, por el artí- 
culo 803 del Código Civil, constituyen una verdadera novación, 
por la cual, el pagare. de foja 42 de estos autoB, se la convirtió 
en la obligación pura y simple de pagar el ejecutado aólo la 
cantidad de tres mil pesos moneda de curso lega), á los uoventa 
días de la fecha consignada, extinguiéndose, con esta nueva, la 
obligación primitiva, que imponía, á cada uno de los dos deudo- 
res de entonces, el pago de tres mil quinientos pesos 6, en su de- 
fecto, la de escriturar la transferencia, de las dos fracciones 
hipotecadas, por ta suma de tos siete mil pesos importe de una 
obligación ; finalmente, que no sería posible cumplir hoy lo 
que se pretende estar pactado en dicha cláusula, en las condicio- 
nes en que el acreedor pudo haber aceptado la compra; primero, 
porque en ella no se impone ú los deudores la venta de una ó de 
otra de las fracciones hipotecadas, sino ta de ambas simultánea- 
mente, y por la totalidad del préstamo, lo cual no ofrece el ojo- 
tado, ni puede exigirse, puesto que el otro deudor pagó ó arregló 
con el Banco el pago de ln mitad que le correspondía; y segundo, 
porque reducido el crédito á sólo tres mil pesos, seria no sólo 
imponer al Banco el recibu de lo que aparece haber aceptado en 
pago, niño lo que es más, una compra forzada y el desembol- 
so de las cantidades que recibió de los deudores. 

Por tanto : fallo declarando infundada la excepción opuesta, 
y mando se lleve adelante la ejecución, hasta el trance de re- 
mate y completo pago de la cantidad á la cual se ha reducido la 
demanda, intereses, ul ti pnque tenía fijado el Banco Provincial 
de Salta en la fecha del pagaré de foja 44, y costas del juicio 
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por el ejecutado, de conformidad al artículo 277 del Código de 
Procedimientos. 

Repóngasej pudiemlo notificarse con el original. 

David Zambrano 

r»ll« de tm ftuprctn» imrtr 

Buetins Airt'í, Diciembre 35 lie 1900. 

Vistos y considerando: que la acción ejecutifa deducida por 
el Banco de la Provincia de Salta en esta causa» tiene por obje- 
to el cobro de una deuda por .sumas de pesos, comprobada por 
instrumento público, en cuyo caso, la citada acción está autori- 
zada por loa articulo* doscientos cuarenta y ocho y doscientos 
cuarenta y nueve de la I-ey de Procedimientos. 

Que el instrumento de foja siete, al acordar al acreedor el 
derecho de recibir en pago los terrenos hipotecados para la se- 
guridad de la deuda no le ha privado de la facultad de exigir 
del deudor que esa deuda le sea satisfecha eti dinero. 

Que tanto menos puede ponerse en duda dicha facultad , cnanto 
que el ejecutado por intermedia del doctor Adolfo Baveu, man- 
datorio debidamente autoritario al efecto (escritura de foja 
cincuenta y una), se obligó á pagar el saldo de tres rail pesos por 
principal, que aun adeuda, en pesos moneda nacional ; obliga- 
ción de cuyo cumplimiento se trata al presente. 

Foresto y fundamentos concordantes, seoontirma, con costas, 
la sentencia apelada de foja setenta y tres. Notifíquese oon el 
original y detuélfanse, preña reposición de sellos. 

BENJAMIN PAI, — ABEL BAZA*. — 
OCTAVIO BUHGE. — JUAN fe. TO- 
RRBNT. 
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Doña Jacinta Santiltan de Márquez, por tercería de dominio en 
ta ejecución de don Dionisio Zerdan contra don Concepción 
Marques ; sobre cobro de peaos. 

Sumario. —No habiendo prueba de que los animales vendi- 
do» por el marido durante el matrimonio sean idénticamente los 
mismos que aportó á él la mujer, ei crédito procedente de su 
venta extendido a favor de ésta, Be Tepnta de la sociedad i-onyu- 
gal, y puede ser embargado por deudas dH marido. 

Fftll» «el Jue* Federal 

Salta, Setiembre 5 de 1898. 

Vistos los tres cuerpo de autos y antecedentes relativos á 
otras tantas torcerlas opuestas por doña Jacinta Santitlan de 
Márquez a los embargos sucesivos trabad»* en la ejecución se- 
guida por don Dionisio Zerdau contra don Concepción Márquez, 
resulta ¡ 

Que fallada una ten erfa anterior, seguida entre las mismas 
parles, y ordenado el desembargo y entrega á la tercerista de 88 
eabezas do ganado, cuyo dominio exclusivo justificó, por compra 
en escritura pública hecha á Márquez, meses anteB de ser su 
esposo, el procurad.* don Eloy Forcada, por el ejecutante, de- 
nunció, 1000 pesos que decía tener el ejecutado Márquez, en 
poder de don Jaime Ltovet. 

Que trabado este embargo, don Arturo Soler, por la señora 
de Márquez, opuso el mismo duminio, fundado en que el pagaré 
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del señor Llovet estiba otorgado á faTor de su representada, 
como se te i foja 40 del primer cuerpo de estos autos, y en que 
«se dinero le pertenecía por ser importe del ganado que una 
(sentencia ejecutoriada había declarado ser de au propiedad, por 
cuja razón pidió se declarare el dominio exclusivo de la terceris- 
ta en aquel dinero; el ejecutante negó que el documento aere- 
ditara el dominio de la de Márquez en el ganado vendido porau 
esposo al señur Llovet, pidiendo que, aún en el supuesto de ser 
aüí, se rechazase la tercería, de conformidad á las disposiciones 
legales que invocaba; por lo cual» en auto de foja 71 lijóse 
como único objeto de prueba el dominio de dicho ganado. 

Que el ejecutado absolviendo posiciones A fojas 95 y 96, con- 
íiesa que el ganado vendido por él á su esposa antes del matri- 
monio, y desembargado por sentencia, tenía ta marca M, en 
tanto qne el vendido al señor Llovet tenía otra diferente, de 
propiedad de su espoBa, quien es dueña de todo el ganado, por- 
que el absolvente no tiene ni un animal; a-i 1" dice también la 
tercerista en el interrogatorio de foja 76 y escrito foja 144, 
y lo declaran los testigos de una y otra parte, agregando loa de 
la señora Santillan que de ésta era todo el ganado que adminis- 
traba su esposo, porque antes de casarse con él tenía más nú- 
mero del que actualmente posee. 

Qne á fojaa 80 y 98 del primer cuerpo, el Receptor General 
de Rentas de la Provincia informa que, en el catastro del uño 
1887 á 1890 inclusive, figura la señora Jacinta Santillan de 
Pedraia, con 2fiO animales vacunos, SOyeguarisos y 44)0 ovejas, 
y desde el año 1 895 adelante, la señora Jacinta Santillan de 
Marquex, con 350 vacunos, 15 caballares, 150 cabríos y ! 50 
lanares. 

Qne el ejecutante recordando que la a. tura fundósu propiedad 
exclusiva sobre el ganado vendido á Llovet en el hecho de ser 
el desembargado pí sentencia ejecutoriada, sostiene que esto 
está contradicho por el ejecutado, la tercerista y los testigos, 
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que ban confesado y declarado ser otro ganado, con marca dis- 
tinta de aquél al cual se refiere la sentencia invocada. 

Que debiendo el actor probar su demanda en las bases con 
que fué entablada, ai, como en cate caso, no está probado el he- 
cho en el cual el' la fundó, falla la acción por tu base, ¿mes no cg 
licito á las paltos alterar el cuasicontrato formado en la de- 
manda y contentación, ni separarse de él ó moüilicar los hechos 
invocados al rendir las pruebas. 

Que por esto, la ley ordena al juez resolver según lo alegarlo 
y probado, j estando probada la falsedad del bocho alegado por 
la tercerista, debe rechazarse, con rosta-, la demanda, como lo 
ha declarado la Suprema Corte en numeraos casos. 

Que, además, no constando en convención nupcial ú otra es- 
critura pública anterior al matrimonio ni probado por es- 
critura pública, tegumentos 6 particiones ú otros instrumentos 
de igual autenticidad que lu d" Márquez adquirid los ganados 
quu dice haber introducid)' al matrimonio, y si, por la confe- 
sión del marido, que no existen tales documentos, es ineficaz La 
prueba testimonial para demostrar el dominio que pretende la 
tercerista, porque no acreditándose, en instrumento público ó 
privado, haber ella aportádolos al matrimonio, sojuzga que se 
contrujo éste haciendo comunes de ambos esposos dicho» gana- 
dos, debiendo tenérseles como bienes adquiridos durante el ma- 
trimonio, de conformidad con los artículos 1224, 122ÍÍ, 1283 j 
otrus del régimen del matrimonio en el Código Civil. 

Que, ?n el supuesto más favorable u la tercerista, el crédito 
cuiitra Llovet ha sido adquirido durante el matrimonio, y por el 
inciso 2 a del artículo 1272 pertenece á la sociedad como ganan- 
cia!, j responde ul pago de las deudas del marido con sujeción 
á tos artículos 1280 y 1283 del mismo Código. 

Que el opositor alega que el hecho único sometido á prueba, 
por el auto consentido de foja 71 , fué el dominio de) ganado 
vendidu al señor Llovet, y habiendo probado quu era de su repre- 
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sentada y no de Marque», como pretende el ejecutante, pide se 
falle ordenando el desembargo y entrega á día del Testo del 
importe de dicho ganado, con coatas. 

Que citadas las partes para sentencia, se dití > la providencia 
de foja !6, ordenando acumular éste a otros dos cuerpos de autos 
referentes á iguales te roerían, anuidas entre las mismas partea, 
sobre la misma especie de bienes y fundadas en el mismo título 
exeluyente. 

Qu-, encada una de esta* dos últimas tercerías, motivadas 
por otros embargos de ganado, constantes á fojas 101 y 115 del 
expediente ejecutivo, don Temistocles Garvisu, por la señora de 
Marque?., opone el dominio exclusivo de su representada, alegan- 
do ser la única dueña de todos los semovientes que posee, por ha- 
berlos heredado de su primer marido Pedraza e* introducid. «las al 
matrimonio con don Concepción Márquez. 

Que el ejecutante contesta que es inverosímil que éste, des- 
pués de vender, días untes de casarse, todo su ganado á la que 
es su esposa, de enajenar sus inmuebles, en el mismo tiempo, y 
de haber recibido cuatrocientas cabezas de ganado vacuno, que 
dice llevó laSautillan á su matrimonio, hace ficho anos, no haya 
adquirido ni siquiera un animal para pagar á »u acreedor, y en 
ésta, como en la siguiente oposición, reproduciendo las disposi- 
ciones legales qin i cito ul contestar la anterior tercería, insiste 
en que la señora de Marque! no es dueña exclusiva de los semo- 
vientes embarcados, porque no ha presentado ningún instru- 
mento público ó auténtico, como la ley exige, para demostrar 
el dominio exeluyente que afirma tener en aquellos ganados. 

Que en ambos expedientes, muchos testigo* uniformes, afir- 
man que los ganados embargados, como todos los que tienen la 
marca usada por doña J¡i cinta, desde antes de casarse con Már- 
quez, los adquirió aquella por herencia de su primer esposo, 
Manuel Pedraia, y los aportó á su segundo matrimonio; que 
Márquez no tuvo ni tiene hoy un sólo animal. 

* 
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Que por informe del secretario ¿foja 19 del tercer expediente, 
diligencia y recibo unte el juez de paz comisionado, á foja 145 
de los autos terminados por ¡sentencia, consta que la tercerista 
recíuiu éh uto noventa y tres cábelas de ganado sn vez di* las 
ochenta y ocho que dicha sentencia mandó entregarla. 

T considerando : Que siempre que la ley tenga ordenada for- 
ma especial para probar un contrato ó acto jurídico determinada, 
ta falta de osa forma no puede ser suplida, ni juzgarse probado 
el acto, p<>r ningún otro medio de prueba (artículos 1191, 1183 
y 976 del Código Civil ) ; así, pues, cuando inspirada en el pro- 
pósito de asegurar derechos de terceras personas, que de I n con- 
trario, fácilmente podrían eludirse poraetoa entre esposos, en 
el articulo 1229, U misma ley ordena que cen relación á los 
acreedores del marido, el recibo de la dote debe constar en 
convenciones nupciales, ó en otra escritura pública anterior al 
matrimonio, ó probarse por escritura pública, testamentos 6" 
particiones ú otros instrumentos de igual autenticidad * ipso 
(acto ha excluido la prueba testimonial, y toda otra que no esté 
comprendida «mí los instrumentos determinado* en su disposi- 
ción; de ta) manera, que no es permitido declarar el dominio 
ticlusivo de la muj.-r en lo> bienes embargados por un acree- 
dor del manilo, fundándose sólo en declaraciones de testigos, 
por muchos y üdedignuü que ellos sean, si no lo probase con al- 
guno de .iis documentos enunciados. 

Que la opositora y su esposo confiesan uo existir ninguno de 
aquellos instrumentos designados romo único medio de probar, 
contra el a< reedor de su marido, que ella introdujo á este ma- 
trimonio los bienes embargados; sólo se funda en el hecho que 
instruye la abundante prueba testimonial que ha producido en 
cada una de las tercería- opuestas; laoü¡il si puede tener efecto 
eu otro diferente órden de relaciones jurídicas, en el caso sub- 
judice. está absolutamente excluida, por los preceptos claros de 
la ley, desde que no concurr" ninguno de los documentos que la 
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1 ■ y determina; pues e) certificado de) receptor de rentas déla 
provincia, auténtico para demostrar el camero de ganado por el 
cual doña Jacinta pagaba contribución antes de su matrimonio 
t on Márquez, y el número por et que actualmente paga, no 
está comprendido en ninguno de los títulos precisados por el 
artículo 1229 del Código Civil ; más, aunque to estuviere y pro- 
bara que la opositora llevó á su segundo matrimonio loa bienes 
. junáronlos, como éstos • msiaten en dinero y semovientes, uo 
habiendo convenció!] nupcial que establezca lo contrario, siem- 
pre tendríamos que ellos serían de la sociedad conyugal y do de 
propiedad delusiva de la tercerista, porque así lo dispone, para 
este caso, el artículo 1224 d«l Código citado. 

Que, en tanto, es indiscu tible, según las disposiciones citadas, 
que los bienes embargados pertenecen en < oinúu al ejecutado y 
su esposa, y no particularmente ¡í ésta, lo es también que en tal 
calidad responden á las deudas del marido, sean anteriores <'» 
posteriores al matrimonio (Fallos de ktSuprema fíórti-, sériel 1 , 
tumo 7", pag. 331), como en igual caso responderían á las déla 
mujer; porque los artículos 1280 y 1283 ban impuesto este gra- 
vamen correlativo á los bienes de la sociedad conyugal, sin que 
razón alguna pueda autorizar á suponer, en la intención de la 
ley, baber querido imponerlo sólo para el payo de las deudas di' 
la mujer y no para »•! de las primeras, del marido, estableciendo 
así, un previlegio inmotivado en favor de los acreedores de la 
mujer, cuando la base, en las relaciones de la sociedad conyugal . 
es la reciprocidad de cargos y beneficios. 

Por estas razones, fallo: declarando que la tercerista no ha 
probado el dominio eicl usivo que alegó ; en consecuencia, man do 
se lleve adelántela ejecución de los bienes embargados, y con- 
tieno en Jas costas á la parte de doña Jacinta Santíllan de Már- 
quez , por haberopuéstose contra expresas disposiciones de la ley. 

Repóngase y nofcifíquese original. 

David Zambra no. 
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Valí* ¡i* I» lipnnt C«rt*> 

Buenos Aires, Diciembre 15 de 1900. 

Victos y considerando: Que aunque el documento que a© re- 
gistra en la foja que lleva el número cuarenta, aparece extendi- 
do á favor de doña Jacinta Santillan de Márquez, no puede 
ponerse en duda qui? él contiene un crédito pertenecí ente á la 
sociedad conyugal, por tratarle de una obligación contraída du- 
rante el matrimonio y procedente de operaciones que el marido 
está autorizado á realizar en su earáctor de administrador de ta 
sociedad (artículo mil doscientos setenta y seis, Código Civil). 

Que esas operaciones, ó sea la venta que sirve de causa al 
crédito expresado, fueron realmente convenidas por el marido, 
de modo que cp solo con el asentimiento de éste, que el docu- 
mento ha podido otorgarse i favor de la esposa; y esto aunque 
fuera verdad que los animales vendidos hubieran realmente sido 
dótales (artículos mil doscientos cincuenta y cuatro y mil dos* 
cientos cincuenta y siete y siguientes del citado Código). 

Que ha quedado averiguado y se reconoce, por ta tercerista, 
que loa animales embargados ú toa fines do la ejecución, no son 
los mismos que los que en tercería anterior se declararon de su 
propiedad. 

Que m> hay prueba que sirva á establecer que los referidos 
anímales sean idénticamente loa mismos que la tercerista tenía 
cuando contrajo su matrimonio, debiendo presumirse, al contra- 
rio, dada la fecha de ta celebración del enlace relacionada con Ja 
del embargo, que esos animales se han adquirido durante el 
matrimonio. 

Que, como acontece con el actor en general, á la tercerista le 
correa pendía el deber de probar el dominio que se atribuye sobre 
cosas que han estado y han debido estar en la posesión del eje- 
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catado, con sujeción á lo dispuesto en el artículo mil doscientos 
setenta y seis citado del Código Civil, y sus numerosos con- 
cordantes. 

Que la circunstancia de que los multiplico* y los ganados en 
general Iteren la marca que turo la tercerista antes de sn matri- 
monio, sólo sirve á probar que la puso á disposición y servicio de 
éste, por aer ssf conforme con el régimen de la sociedad 
conyugal. 

Per ::to y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja ciento ochenta, se conarmatota, con costas. Nottflquese 
con el original, y, repuestos los aellas, devuélvanse. 

BENJAMIN PAL — ABEL BAlAN. — 
OCTAVIO BCNGE. — JUAN I. 
TOR1ENT- 



kAVHA Í DU1 



Don Antonio Paci leo contra Lamport y fíolt, representados por 
T. S. Roadle y compañía ; sobre daños y perjuicios 

Sumario. — I a El dueño del vapor que ha contratado su es- 
tiva con un empresario no es responsable de loa daños causados 
en la ejecución del contrato por culpa de dicho empresario ó de 
sus empleados. 

f* Tampoco lo es, si el accidente no se produjo ú causa de li 
mal* calidad ó deficiencia de loa elementos y útiles del buque 
que puso al servicio de los estiradores. 

T. Lililí, is 
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Caso. — Lo explica el 

ralla M Swn Mml 

Autos j vi-tos : Los seguidos entre don Antonio Pacileo y los 
señores Lainpurt y Holt, representado! por toa Beñorea T. S. 
Boadle y compañía, subre cobro de pesos, por indemnización de 
daños y perjuicius ; de su estudio, resulta : Que en de Abril de 
{896, Pacileo se ocupaba como peón estivador de la descarga 
del vapor inglés « Bellaura » en el Dique 3 del puerto y que, 
mientras ae efectuaba la descarga, se rompió uu gancho ó per- 
no de hierro di- la cadena con que se suspendía, para desembar- 
carlo» un pesado bulto de maquinaria. 

Qut, tanto el gancho ó perno que en rompió, como la cadena 
de que formaba parte el guinche á vapor con que trabajaba y 
todos los demás accesorios, pran pertenecientes al vapor € Be- 
llaura ». 

Que Pacileo trabajaba á jornal á la órden de los contratistas 
estivadores, quienes, á m ves, cobraban de los señores Boadie 
y compañía, agentes de Iob armadores del referido tapor. 

Que, como consecuencia de ese accidente, Pacileo, sufrid la 
fractura 4e una pierna y otras lesiones, por cuya raion cobra- 
ba á los referidos señorea Boadle y compañía, la suma de 15 
mil pesos, como indemnización de los daños y perjuicios que le 
había ocurrido ese accidente del que eran responsables los em- 
pleados délos citados señores, en cumplimiento á loa artículos 
1 109 y 111 y siguientes concordantes d*l Código Civil, en más, 
las costas de) juicio. 

Los demandantes niegan los hecboB un que se fundf.ba la de- 
manda y pidieron desechase éat. con costas al actor. 

La causa fué abierta á prueba y se ha rendido la de que ins- 
truye el certificado del actuario de foja 62. 
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Y considerando : Que ej hecho del accidente, qne ocasionó 
las lesiones de Pacileo, ha quedado probado por las declaracio- 
nes de foja !9 y las actuaciones de foja... Que no tiene im- 
portancia el hecho de la confusión de loa nombres de los Ta- 
pora t Bcllaara» ó « Belleuú », desde que de los informes ofi- 
ciales de foja 88 y foja 97 de la Prefectura Marítima y de los 
administradores de la Aduana, queda demostrado qae el Tapor 
inglés < Bellaura > que fué el que descargaba el de Abril 
de 1896, fué del accidente. 

Que tampoco tenía importancia la confusión de nombres en 
cuanto al apellido del que sufrió la fractura, desde que los 
mismos demandados en las posiciones de foja 54, le llaman An- 
tonio Pacileo, con cuyo nombre él entabla la demanda. 

Queen cuanto á la importancia de las heridas, del informe 
del Hospital Italiano de foja 45, j de lo expuesto por el doctor 
Villar, foja 100, resulta que no tienen importancia esas lesiones 
y que, actualmente, se halla del todo bien de salud y apto 
para el trabajo de su oficio. 

Que, atentas estas conclusiones, se comprenda que es exce- 
siva la suma que cobra Pac: leo, por los perjuicios sufridos co- 
mo consecuencia del accidente de la referencia, 

Qui* atenta la importancia de las lesiones Bufridas, el tiem- 
po de curación y lái condiciones en que actualmente se halla 
Pacileo, y procediendo e* osqui et baño, apre ciamos en la suma 
de 1000 pesos eso» daños y perjuicios» 

Por estas consideraciones, y la-; concordantes de la demanda 
y alegato de bien prohado de foja 2 y foja 65, definitivamente 
juzgando, fallo: que debo condenar como en efecto condeno; 
á los señores T. S. Roadle y compañía, en su calidad de agen- 
tes délos señores Lamport y Holt, armadores del vapor inglés 
* Beilaura > £ pagar A don Amonio Pacileo, en el término, de 10 
díis, la suma de un iooo pesos moneda nacional como indemniza- 
ción del daño sufrido por el accidente ocurrido i bordo del re- 
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ferido vapor. Bellaura » el 9 de Abril de 1890, con más Iff 

coiUb del juicio. 

Así lo resuelvo en Buenos Aire», Capital de la República Ar- 
gentina, á 30 de Majo de 1896. 



r«H* *e I* NfPHM Vmrf 

Buenos Aires, Diciembre 15 de 1900. 

Visto» y cun Aderando : Que seguo se apresa en la demanda, 
el accidente que ha motivado este juicio, se produjo á conse- 
cuencia de la rotura 'del gancho que sujetaba la polea en la 
parte superior del pescante, cayendo la cadena j polea sobre el 
demandante, causándole las lesiones que menciona. 

Que en la misma demanda se expone» que el vapor tenía es- 
peciales y más consistentes aparatos para la descarga del bulto 
que levantaba el pescante, los cuales >o fueron empleados por 
no considerarlo !necesano|las personas que dirijían la opera* 

cion. 

Que como consecuencia de estos antecedentes, el actor ex- 
presa que el accidente se lia debido á la torpeza, negligencia, 
igiicrsn'Mü y abandono de tas personas encargadas de.dirigir é 
inspeccionar el trabajo. 

Que Pacileo formaba parte de un cuerpo de estibadores con- 
tratados y pagados por un empresario que obraba en calidad de 
contratista de estiba del vapor • Bellaura ». 

Que este hecho resulta plenamente probado por las posUio- 
nes dos y tres del pliego de foja cincuenta y cuatro, que debtn 
darse por absueltas en virtud de lo dispuesto en el artículo 
ciento quince de la ley de procedimientos» y por el reconoci- 
miento explícito qne se contiene (foja [sesenta y cuatro vuelta) 
en el escrito de bien probado del demandante ; elementos proba- 
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torios que ¡s* hallan corroborados por otros que se registran tía 
el expediente. 

Que existe, en consecuencia, prueba acabada de que Pacileo 
trabajaba por y para un contratista 6 empresario que no tenia 
con l ¡i compañía demandada las relaciones de superior á infe- 
rior, sinó las legales que surgen del contrato de locación de 
obras, cuando el locatario procede en calidad de empresario. 

Que resulta de los hechos expuestos en la demanda, de que 
ya se ha hecho mención, queei accidente no se produjo i causa 
déla mala calidad ó deficiencia de los elementos al servicio de 
ios estibadores. 

Que debe, por tanto, desestimarse la responsabilidad qne pre- 
tende hacer recaer sobre la compañía demandada, eo cuanto esa 
responsabilidad tiene por fundamento la culpa 6 negligencia 
de dicha compañía, en lo que se refiere á los útiles é instrumen- 
tos del buque que ella puso á disposición del empresario para 
la descarga de las mercaderías. 

Que tampoco puede admitirse responsabilidades á cargo del 
demandado por los hechos de acción ú omisión de qne pueda ser 
culpable el personal de estibadores empleados en ta descarga, 
puesto que, como ya se ha hecho constar, ese personal no esta- 
ba bajo la dependencia de la compañía de navegación, sinó bajo 
la de nn empresario qne los contrató y pagó para qne traba- 
jaran de su cuenta y en su propio interés. 

Que así es en efecto, porque la responsabilidad de hechos 
ilícitos no tiene lugar sinó en virtud de acciones ó comisiones 
propiasó de personas dependientes, coa arreglo á losartlouloa 
mil sesenta y seis, mil setenta y tres, mil ciento nueve y mil 
ciento trece del Código Ci» : l, ya «ue, según se deja demostrado, 
en el caso tampoco existe responsabilidad por daños derivados 
de la deficiencia de las cosas de propiedad y al servicio del de- 
mandado, empleadas ó que debieron emplearse, cuando se pro- 
dujo el accidente. 
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Qot es eiarto, como lo establece la sentencia apelada, que 
to consideración á las circunstancia* especiales de) caso, el error 
respecto del nombre del buque en que sucedió el accidente, 
llamándose « Bellaura i, en la demanda cuando se quiso decir 
« Bellavuei no debe ser obstáculo para la resolución del litigio, 
ni puede fundar un motivo de nulidad de la sentencia, con 
arreglo á lo dispuesto en la ley diei, título dieaisiete, libro 
cuarto, Recopilación Castellana. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lt> resuelto por esta 
Suprema Corte eu casos análogos, se revoca la sentencia recu- 
rrida de foja ciento cinco, y se absuelve al demandado de la 
demanda de foja dos, no haciéndose lugar al recurso de nulidad 
deducido. Nottfíquese original, y, repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAl. — A BEL BAZAR. — 
OCTAVIO BUNCE. — JUAN B. TO- 
RREN!. 



* avha < mmmm 

Don Adolfo Perei/ra Molina, en los autos del Banco Nacional 
contra don Jorye IHnkiiden ; sobre honorarios de deposita- 
rio judicial. 

Sumario. — Los honorarios del depositario judicial deben fi- 
jarse teniendo en cuenta la naturaleza de Iob servicios presta- 
dos, y la importancia de los objetos í su cargo y de bu admi- 
nistración. 
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Cojo. — Lo explica el 

FÜIi del Juei Federal 

Cirdoba, Agoslo2-i de 1887. 

I fistos : la rendición de cuentas presentada por el señor 
Adolfo Pereyra Molina, á solicitud del representante del Banco 
Nacional, en liquidación, y del señor Eldeti Dinkeldein ejecuta- 
do por dicho Banco, rendición que de él pidieron por liaber sido 
depositario de la Usina de Gasj Aguas Corrientes en la ciudad 
de Eío Cuarto y otros muebles y dependencias de la Usina, y la 
cuenta de sus honorarios presentada por el depositario, de la 
que resulta : 

Que presentada la cuenta de foja 34 por el depositario, el 
Banco y el ejecutado se oponen á que ella te apruebe y el ulti- 
mo se funda en que faltan artefactos y cañerías de los depó- 
sitos ; dice que estas se han sacado y entregado á la Municipa- 
lidad, sin automación ninguna ; que los objetos depositados han 
sido tratados con la mayor indolencia, que se han dejado sa- 
quear por el ¿érente del Banco de Río Cuarto; que la Usina se 
ha arrendado por un precio verdaderamente irrisorio ; que la 
Usina ha estado más tiempo arrendada; que son ridiculas las 
sumas por qué se han alquilado los inmuebles del ejecutado y 
que no debe pagarse por el honorario del depositario, más que 
la suma de 68 pesos moneda nacional. 

Contestando la parte del depositario, dice : que los caños han 
sido colocados para poder dar el agua al municipio de esa ciudad ; 
que se colocaron creyendo cumplir una automación del jos- 
gado: que estaban seguros y que podían ser retirados si fuere 
necesario; que el precio por qué se arrendó la fábrica, era el 
justo y que al opositor le tocaba probar el mayor precio que 
hubiera sido posible sacar por arriendo ; que él debe también 
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probar el mayor tiempu que dice haber percibido los arriendos, 
como igualmente que percibió mayor suma por los alquileres 
de los otros inmuebles; que en ouanto á los honorarios, nada 
menos podría cobrarse, en raion de la importancia del depósito 
y responsabilidades de) encargado y en atención también al 
éxito que el depósito habrá dado, entregándose todo en mejor 
estado que al recibirlo y además objetos que no fueron inTPu- 
tarios cuando se recibió el depositario señor Molina. 

A titulo de justificativos de la .rendición de cuentas, se pre- 
sentan los comprobantes de fojas 36 á 52, 63 á 70, 27 y 11 á 17 
y la protesta del señor gerente del Banco de foja 22. 

Abierta la causa á* prueba, las partes uo producen ninguna, 
alegando sólo ta del señor Pereyra Molina. 

Y considerando: 1° Que presentada la rendición de cuernas 
del depcáitario señor Pereyra Molina, en la forma y con loi 
documentos de foja 34, ésta ha sido impugnada por el ejecutado 
señor Dinkeldein por las siguientes consideraciones : 

Afirma que falta una cantidad de cañerías de aguas corrien- 
tes. El hecho está justificado por comprobantes presentados por 
el mismo demandado. De ellos resulta que esa cañería fué pres- 
tada á la Municipalidad por el depositario, para que pudiera 
llevarse el agua ú varios puntos de la ciudad, Plaia Ra cedo. 
Escuela Normal, Hospital, etc. El punto de saber si el heeuo 
de sacar los caños de donde estaban depositados y ponerlos en 
las calles para hacerlos servir es perjudicial ó dañoso para los 
intereses de la cosa depositada, no puede ser, resuelta por el 
Jnigado en razón de que el opositor demandante en este caso 
no ha comprobado m demostrado la existencia de ese perjuicio 
ni su quantum. 

El depositario á quien son aplicables laB disposiciones del 
Código Civil sobre el depósito, sólo está obligado á cnidar de 
la cosa, á devolverla con todos sus accesorios y frutos, v á dar 
aviso al depositante de los gastos necesarios para la conserva- 
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cion de la co*>a (art. 218, inciso 2<\ 2204 y 2210, Código 
Civil). 

Ningunu de estos deberes aparece violado por la colocación de 
tos caños en la forma y moflo como ha sido hecha. Al contrario, 
aparece más bien que ellos están prestando servicios retribui- 
dos y siempr** A disposición 'de quien por la ley tenga derechos 
sobre ellos, puesto que la Municipalidad, en cuyo poder están á 
título de préstamo, se declara responsable de ellos (comproban- 
tes de fojas 36 á 39), de modo que la autorización que le diera 
el Juzgado de dar agua sin perjuicio de los intereses que cus- 
todiaba, parece haberse iisadn dentro de esas condiciones. 

2" Que de autos no consta que falten objetos de los depnsita- 
dos y, por lo tanto, que haya habido t saqueo» de los bienes de- 
positados. De los inventarios anteriores cotejados con tos últi- 
mos que se han practicado para recibirse el nuevo depositario, 
aparecen haberse recibido los objetos depositados y algunos 
más, eiceptos sólo la cañería prestada á la Municipalidad. El 
hecho, pues, alegado nu debe ser apreciado por cierto, en razón 
de no haberse comprobado. Es cierto qu- el mismo depositario 
dice que por hechos del gerente del Banco un mecánico Moretli 
biso uso para el establecimiento de aquél de «muchos de los 
elementos de la usina*. 

No tratándose de nu uso propio é indebido del depositante, 
prohibir» «s por la ley, artículo 2209, Código Círit, él serla sólo 
responsable en cuanto permitió y dejó que otro usara esos ele- 
mentos; pero este punto que no ha sido sujeto á disensión ni 
demandas, no da base para apreciar el perjuicio que pueda ha- 
ber producido. 

3* Tampoco se ha probado ni demostrado por el opositor que 
el arrendamiento á la Municipalidad de la Usina por la suma 
de 100 pesos le haya sido á éste perjudicial ó baya sido el he- 
cho abusivo. 

£1 depositario fué autorizado por el Juzgado para dar agua á 
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la Municipalidad de Río Cuarto, sin perjuicio de los intereses 
que custodiaba. 

Con este objeto arrendo ias instalaciones ¿dicha corporación, 
corriendo de su cuenta las reparaciones necesarias, en tus cua- 
les gastó más de 400 pesos y obligándose además á pagar 100 
pesos por mes. 

La usina se ha recibido funcionando por el 'nuevo deposita- 
rio j el Juzgad u no tiene por qué suponer que esté en peor es- 
tado que e) en que la recibiera el señor Pereyra Molina, De las 
reparaciones que ha hecho la Municipalidad en ella, aparece 
más bien lo contrario. 

Ahora bien, el Juzgado no puede saber si el depositario pudo 
haber obtenido mejor renta, ó si el arriendo hace sufrir per- 
juicio á la rosa. 

Para que el depositario pudiera acr considerado como respon- 
sable de no haber cuidado de la coBa como suya propia (articu- 
lo 2202, Código Civil), sería necesario que el opositor hubiera 
comprobado, 6 el perjuicio que sufre la cosa ó la posibilidad de 
encontrar mejor colocación ú la usina, prueba que no se üa 
producido ni intentado producir. 

4° Tampoco ha comprobado el opositor que el depositario haya 
arrendado la usina 6 inmuebles por más tiempo que el qae ha 
dicho y comprobado eou el abono de sus productos el dioho depo- 
sitario. En la cuenta rendida, aparecen abonadas varias partidas 
por arriendo de la fabrica y de varias dependencias de los in- 
muebles; si el arriendo fué por mayor suma ó tiempo, debió 
ser también probado por el señor Dinlttldein, y no lo lia sido. 

5 a Que la intervención en el cuidado de la cosa dada á per- 
sonas extrañas, como el frente del Banco Nacional, la omisión 
de consultar otros actos y arreglos relativos á la misma, son 
sin duda, irregularidades del punto de vista de la forma y modo 
como ha debido ser cuidada la cosa, pero bajo el punto de vista 
perjudicial no se ha demostrado perjuicio alguno. 
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6* Que de la protesta del gerente del Bañen, nuda concreto, 
ni mismo comprobado aparece; el dicho del individuo Mona- 
vrlla en cuanto afirma que se le quizo vender esos caños, ha sido 
negado, y no resultan faltar ó a) menos ésto no se ha probado. 
El depositario dice que fueron ellos devueltos. 

7° Que para apreciar los honorarios cobrados debe tenerse en 
consideración, si bien por una parte las omisiones apuntadas, 
por otra el tiempo de año y medio que ha durado el depósito, 
foja 40 y 69; las responsabilidades consiguientes á la impor- 
tancia y calidad de las cosas depositadas ¡ debe tenerse en con- 
sideración que la cosa ba producido y se ha restituido integra 
y en buen estado. También que en los gastas en el cuidador ó 
cuidadores de uno de los inmuebles, no induce la exclusión 6 
disminución de los honorarios del depositario, pues éste ni po- 
día ni estaba obligado á vivir en los inmuebles, 

En mérito de Las anteriores consideraciones, el Juzgado falla: 
aprobando las cuentas presentadas pnr el depositario don Adol- 
fo Perevra Molina v recula á la vez <us honorarios como tal en 
la suma de 2500 pesos moneda nacional que deberán ser paga- 
dos por quien corresponda. 

Hágase saber con el original, transcríbase y en su caso, archí- 
vese. 

i\ Moya no íiacitúa. 

17*11* ** I» SMpwe*a* (Mr** 

Buenes Aires, Diciembre 4 de 1900. 

Vistos y considerando : Que según resulta de los escritos de 
fojas ciento dos y ciento tres, e) auto de foja noventa y cinco 
ha sido recurrido tan sólo en cuanto al monto de la regulación 
de honorarios en él contenida, siendo por consiguiente, el único 
punto sobre que debe pronunciarse esta Suprema Corte. 
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Que en atención á la naturaleza de los servicios prestados por 
don Adolfo Pereyra Molina, como depositario , á la de los obje- 
tos á su cargo é importancia de sn administración, debe fijarse 
sus honorarios en la cantidad de quinientos pesos moneda na- 
cional. 

Por t ato, se reforma el auto de foja noventa y cinco en la 
parte recurrida, fijándose en quinientos pesos moneda nacional 
los honorarios de don Adolfo Pereyra Molina, 

Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

BENJAMIN PAZ — ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO BCÍGE. — JUAH E. 

TORRBirr. 



C AUSA I DAI V1I 

Loa herederos de don Martin Frat/ueiro contra ta provincia de 
Córdoba, por cobro del valor de un inmueble, rfíu restitución ; 
sobre citación de eviccion ¿ incompetencia* 

Sumario. — i a Incorporada la citación dv eviccion á la con- 
testación de ta demanda, se suspende e) procedimiento en lo 
principal, hasta que la incidencia se resuelva por el trámite 
previo que corresponde. 

2° El enajenante no puede contestar al demandado el dere- 
cho de hacerlo citar de eviccion por no tratarse de la acción 
reivindicatoría directa de la cosa, sino de la subsidiaria. 

3° Declarada procedente la citación, debe ordenarse al cita- 
do que manifieste si quiere 6 no hacerse ¡ arte en el juicio, antes 
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de proveer sobre la eioepcion de incompetencia opuesta por él. 

4» Una fez hecha !a manifestación en sentido afirmativo, y 
tenido por parte al citado, cesa la intervención del demandado 
en la causa, y no corresponde acusarle rebeldía. 

5" La jurisdicción originaria de la Suprema Corte procedente 
de haber sido una provincia ta parte demandada, desaparece, 
cesando ésta de serlo por la intervención tomada en el juicio 
por el citado de eviccion. 



Caso. — Los herederos de don Martín Fragueiro demandaron 
á ta provincia de Córdoba para que les abonara el valoT de un 
inmueble situado en dicha ciudad ó le restituyera el inmueble 
mismo que fué vendido á esa provincia, con un poder otorgado 
por el señor Fragueiro, vario* años después de fallecido éste, 
ó sea cuando el mandato había caducado. 

Corrido traslado de la demanda por haberse acreditado la 
jurisdicción originaria déla Suprema Corte, lo evacuó el doctor 
José Figueroa Alcor ta, representante de la proTincii. pidiendo 
el r échalo de aquella, y ó la vez, que se citara de eviccion ti 
causante inmediato de ella, señor Héctor C, Quesada, de acuer- 
do con «i articulo 21G8, Código Civil. 

La Suprema Corte decretó «déla citación de eviccion, tras- 
lado • . El señor Quesada contestándola, dijo: Que ella no pTO- 
cede con arreglo á la disposición legal citada por el apoderado 
de la provincia, pues se trata, según la demanda, de la acción 
subsidiaria de indemnización y no de la propiedad ó posesión, 
ni del ejeiciciode una servidumbre ó de cualquier otro derecho. 
Que además, haciéndose él parte en el juicio, cesaría la juris- 
dicción de la Suprema Corte porque desaparecería la interven- 
ción de la provincia. Agregó que la demanda era improcedente. 
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VmUm Ú9 la Bmpvmmm f!mrU> 

Buenos Aires, Junio 30 de 190), 

Vistos y considerando: Que el actor deduce su acción contra 
la provincia de Córdoba por el pago de la suma de cuarenta y 
dos mil pesos moneda nacional, en que aprecia el inmueble á 
que la demanda ae refiere, « on más lo» intereses, ú por la res- 
titución del inmueble mismo. 

Que la provincia de Córdoba adquirió ese inmueble de don 
HeotOT Quesada, según lo dicen el demandante y demandado, y la 
reconoce el mismo Quedada. 

Que, por tanto, éste no ha podido contestar el derecho del de- 
mandado para hacerlo citar de eviccion y saneamiento, desde 
que, jase trate de la acción reivindicatoría directa con referen- 
cia ú la cosa misma, o ya de la subsidiaria, dicha citación está 
prevenida por el artículo dos mil ciento ocho del Código Civil, 
puesto que en uno u otro caso estarla en cuestión un derecho 
comprendido en la adquisición, ya que la acción subsidiaria 
reemplaza á la reivindicatoría por razón de los motivos que la 
informan y fines que persigue. 

Por esto, se declara procedente la citación de eviccion solici- 
tada por la provincia de Córdoba; y en consecuencia» manifieste 
don Héctor Quesada, lo que puede hacer en el acto de la notifi- 
cación, si quiere hacerse parte en el juicio, y cumplido quesea, 
vuelvan los autos al acuerdo para proveer lo que corresponda 
sobre las demás peticiones contenidas en el escrito de foja se- 
>enta y seis. Notifíquese original y repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ» — ABE:. BAZA V — 
OCTAVIO BUHGL. — JUAN E. TOR- 
RE NT. — B. MARIMEZ. 
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En virtud de este auto, el señor Quesada por intermedio de 
mandatario, manifestó qn>- resuelve hacerse parte en el juicio. 

Tenida por parte el mandatario del señor Qucsada, se confi- 
rió traslado de la cuestión de competencia, j despuesde evacua- 
da por los actores, éstos acusaron rebeldía al representante de 
la provincia por no haberlo contestado á su ves. 

rail* de I» Suprema C«rte 

Buenos Aires, Setiembre 27 de 1900. 

No correspondiendo la rebeldía acusada por cuanto la incom- 
petencia ha sido alegada por el citado de ¿ficción que Be ha 
heeho parte en el juicio, cesando en consecuencia la interven- 
ción de la provincia de Córdoba, no ba lugar á ¡o solicitado» v 
habiendo sido evacuado el traslado ordenado a foja setenta y 
siete vuelta, por esta parte, córrase en vista ul señor Procura- 
dor general, como está mandado en la citada foja. Repóngase 
la foja. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BASAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. 
TOBRENT. 

VISTA DEL SCftOB PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 1900, 

Suprema Corte : 

La jurisdicción federal es de excepción y no puede por ello 
extenderse fuera de la esfera de acción expresamente autori- 
zada por la Constitución y leyes nacionales que la organizara. 

El artículo 100 del código fundamental, estableció la juris- 
dicción de la Corte Suprema en las causas que se susciten entre 
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una provincia y los vecinos de otra, y el artículo 101 dispuso 
que en las que alguna provincia fuese parte, la ejercerá origina- 
ria j eichiaivamente. 

Aquellas disposiciones fueron repetidas en el artículo I a , 
inciso 1% de la ley sobre competencia de lo* Tribunales Nacio- 
nales de 14 de Setiembre de 1863. 

No es dudoso el texto y espíritu de las disposiciones constitu- 
cionales citadas: los fallos de V. E. que contienen ana juris- 
prudencia incontestable, han afirmado la doctrina al respecto, 
estableciendo en múltiples causa* que su jurisdicción sólo se 
ejerce originariamente cuando una provincia es parte, y decla- 
rado también en el tomo 28, página 93, que no procede la 
jurisdicción originaria por el interés que en una causa tenga 
nna provincia, si ésta no es parte directa en el juicio, y en el 
tomo 10, página 34, que «ceaa_su jurisdicción originaria» para 
conocer en una demanda dirigida contra una provincia, cuando 
resulta que ésta no es parteen la causa. 

Aplicando aquellos principias J jurisprudencia al caso $ub- 
jadice, aparece insubsistente en el estado actual de la causa, la 
jurisdicción originariamente declarada. 

Si aquella turo su fundamento legal cuando se trataba de 
una demandü contra la provincia de Córdoba, en la que su go- 
bierno había io reconocido parte directa, pedida la citación 
de eviccion y aceptada por Ja parte vendedora, despareció la 
intervención de la provincia como resulta de la constancia de 
autos de foja 78 adelante. 

La provincia, cualquiera que fuera el interés que pudiera 
ce n servar en cuanto á los resultados de la cuestión, dejó de 
intervenir y tomar parte directa en el juicio, como V. É, mis- 
mo lo ba reconocido y declarado ya en el auto de foja 96. T 
suprimida la intervención directa de la provincia de Córdoba y 
su intervención en este juicio, desaparecieron las condiciones 
fundamentales de la jurisdicción originaria de V. E., cou suje- 
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cion & las cláusulas de la Constitución, á las leyes federales y á 
la jurisprudencia uniforme de los fallos citados. Pido á V. E. 
se siria así declararlo. 

Sabiniano Kier. 

Vmítm 4c l* iuprcMK Corle 

BiMSOS Aires, l)íeierjilirr> 18 de J900. 

Vistos y considerando: Que la citación de evieeinn que la 
provincia de Córdoba hizo en el escrito de foja cincuenta y tres, 
se incorporó & U contestación de la demanda. 

IJue, en sit virtud y sin llevar la causa adelaute en lo princi- 
pal se sujetó la incidencia al triiuiílc de carárler prévio que 
correspoi- ,e, hasta ser «lia resuelta por el auto de foja setenta 
y cuatro, declarándose procedente la citación y ordenándole al 
citadoque haga acto de manifestación de vuluntad en el sentid u 
de hacerse ó no parte en el juicio. 

Que, en consecuencia, el citado duu Héctor C. Qupsatla mani- 
festó poi el órgano de su representante, que quería hacerse 
parte (escrito de fuja setenta y sii-te), lo que motivó el auto de 
foja setenta y si-. • vuelta, teniéndolo en tal calidad, y el de 
foja noventa y seis en que se estableció que había cesado la 
intervención del.i provincia de Córdoba en la causa. 

Que este auto pone fuera de cuestión que Ques.uia no obra en 
el juicio en calidad de mandatario de la provincia citante, por- 
que á no ser asila intervención de ésta no habría cesado, en 
tanto el citado sina encargado de la defensa de los derechos 
que transmitió por efecto de Las obligaciones que el contrato de 
venta impone al vendedor, defensa que hace á su costa y ries- 
gos, á diferencia de lo que sucede con el mandatario. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y con la jurisprudencia de e*ta Suprema Corte en casos 

¥, IIIIIJ 19 
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análogos, como puede verte en 1* causa de Román con Malbran 
y otros (fallo de diecisiete de Mayo del corriente año), se de- 
clara que ba dejado de ser procedente la jurisdicción originaria 
de esta Suprema Corte. Hágase saber con el original y repón- 
ganse los sellos. 

BfeEfJAHIH PAl. — AHL BA1AN . — 
JOAN R. TORfcRHT. 



4' AUNA ÍD.U V1II 

Don Tomás (¡arela Montaña y don Doroteo Olmos (hijo) contra 
el Banco Nacional, en liquidación; sobre rendición de cuentas 
y prescripción. 

Sumario, — 1* El que ha hecbo vender la prenda recibida en 
garantía de su crédito, tiene la obligación de rendir cuenta al 
deudor del estado en qne se bullan sus relacione* de acreedor 
con él. 

t" Esta obligación no se prescribe por el término de cuatro 
años lijado para la» cuentas en el artículo 847 del Código de Co- 
mercio; pero si se prescribe por dicho término la acción de nuli- 
dad que el deudoT quiera promover por irregularidades en ia 
venta de la prenda, 

Wmílm émí Jim MmI 

Córdoba. Noviembre 8 de 1899. 

Autos y vistos: Los seguidos por los doctores Tomás García 
Montaña y Doroteo Olmos (hijo) contra el Banco Nacional, en 
liquidación, por rendición de cuentas y danos y perjuicios. 
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Resulta : i° Que los actores fundan su acción en que habien- 
do sitio el demandado bu acreedor prendario, enajenó en venta 
privada la prendo que consistía en cuatro certificados por 662 
acciones de] Banco Provincial de Córdoba, sin que h-s rindiese 
cuenta de la operación ni les hiciese saber el pstado de sus re- 
laciones con él, habiéndoles, con ambos beehjg, ocasionado 
perjuicios de consideración. 

Piden se condene al demandado ¡í rendirles cuenta de la pren- 
da y operaciones rcaliiada* con la misma, j lo declare pasible 
de tos daños y perjuicios caucados. 

2° Que incoada la acción, el demandado manifiesta que son 
falsos los hechos alegados por los actores y que realmente ha 
hecho que se enajenara la prenda de acuerdo con lo proscripto 
por et artículo 585 del Código de Comercio, encargando a !os 
martilieros Serna j Gordillo de acuerdo con aquellos. 

Que, por otra parte, á pesar de haber rendido cuenta de las 
en jenaciones efectuadas, of one la excepción de prescripción 
(articulo 847, incisos I o y 3*, Código de Comercio). 

Pide el rechazo de la demanda, con costas. 

3» Que abierta á prueba la causa, se produjo, por ambas par- 
íes, la de queda cuenta el certificado de foja 10, informando 
sobre su mérito sólo los actores. 

T considerando: i* Que está debidamente constatado y re- 
conocido de contrario que los señoras Doroteo Olmos (hijo) y 
Tomás García Moni aña entregaron al Banco Nacional, en liquida- 
ción, en ocasión de su deuda, cuatro certificados por 562 acciones 
del Banco Nacional de Córdoba con fecha 31 de Octubre de 1889, 
demanda de fnja... contestación de foja 8, certificado foja 13. 

2 o Que ritá también reconocido, por ambas partes, que el 
Banco, tencido el plazo de las obligaciones de los demandantes 
procedió á la renta de los títulos dados en prenda, á fin de ha- 
cerse pago de su crédito (contestación Ala demanda, foja 8). 

3* Que el Bañen, acreedor prendario de los demandantes, al 
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realiur esta operación se ha colocado en la situación de nn 
comisionista que realiiaodo una operación comercia! por cuenta 
de otros, debe rendirles cuenta de la misma una vez llevada á 
efecto; como asimismo tener al corriente á sus mandantes de 
todas las circunstancias relativas á esa operación que pudiera 
interesarles cono- er, áfin de que pueda modificarlas, confirmar- 
las ó revocarlas; lo cual debe hacer puntualmente dentro Je *** 
2* horas de concluidas (art. 245, Código de Comercia; art. 585 
j nota 1982 de Segovia; artículos 60 y 70, código citado). 

4* Que siendo una de las acciones entabladas en este caso, la 
de rendición de cuentas, al Banco correspondíala prueba de ha- 
berla rendido, cuya prueba no ha producido. 

U cuenta de foja 26 presentada á los demandantes por los 
señores Serna y Cordilla, según sus declaraciones de fojas 33 y 
34 vuelta, uo importa una rendición de cuentas verificada por 
el Banco, nifstá Üruiada por el mismo y no está probado que los 
señore* Serna y Gordillo sean representantes del Bamo, sus 
factores ó dependente* autopiados ; en segundo lugar y como 
Lorolariod, aquello, « aa cuanta es la de venta simplemente, pero 
no laque fija las relajones de derecho entre el Banco y los deu- 
dores, posteriores a la negociación (artículos 69,70 y 581 d*- 1 

Código de Comeré i 

El Banco, por otra parte, no ha probado haber estado en el 
( a *o de sustituir la comisión, ni puede, p.»r lo tanto, alegar que 
los inores Sema y Gonhllo hayan cobrado como comisionistas 
sustituidos (artículos 521 y 52$. 

5 a Que en tal caso y conforme con las disposiciones de la ley, 
p1 Banco está en la obligación de n adir cuentas á los deman- 
dantes, comu igualmente a pagar ios daños y perjuicios por la 
omisión hasta el presante de esa obligación legal ; quedando 
para resolver en el juicio de rendición de cuentas los perjuicios 
que se cobran por las ventas de las acciones en forma ilegal, se- 
gún se afirma (articulo 245). 
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6° Que la acción de daños t perjuicios y de rendición de cuen- 
tas, que *on la* únicas entablada» en este juicio, no están pies- 
criptas por no haber transcurrido el término necesario para la 

extinoíon de ellas, 

En su mérito, definitivarneu te juzgando, fallo: Condenando 
a! Banco Nacional, en liquidación,^ rendir las cuentas pedidas 
en la demanda, dentro del término de 10 días, y á pagar los 
daños y perjuicios «pe su omisión haya causado á los d* mandan- 
tes y que se probaren en otro juicio, con costas. 

Hágase saber en la forma de ley» repóngase, transcríbase y 
en su caso, archirese* 

í7. Moyana Gacttua. 



Buenos Aires. Diciembre 1H de 1900. 

Vistos: considerando: Que la demanda deducida á foja dos 
por ios señores García Montaña y Olmos contr- el Banco Nacio- 
nal, en liquidación, tiene por objeto que éste sea condenado a 
rendirles cuentas de cuatro certificados por quinientas sesenta y 
dos acciones del Banco Provincial de Córdoba, que le entregaron 
en prenda y caución de un crédito por treinta mil pesos moneda 
nacional que la adeudaban, prenda que dicen vendió dicho Banco, 
en *enta primada, en el año de mil ochocientos noventa y tres, 
sin sujeción á lo dispuesto en al articnlo quinientos ochenta y 
cinco del Código de Comercio, y >in haberles dado cuenta hasta 
el día de la demanda, veintiuno de Noriembre de mil ochocien- 
tos noventa y ocho, de la prenda y operaciones realiiadas, por 
lo que piden también que declarándolas nulas, se le condene i 
tos darlos y perjuicios causados, con costas. 

Que la parte del Banco ha pedido, á su vez, el rechazo de esta 
demanda, con costa, alegando que los certiticadosde las accio- 
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ne» del Banci, Provincial de Córdoba caucionadas han sido ven- 
didas de conformidad con lo p rescripto en el artículo quinientos 
ochenta y cinco del Código de Comercio, por los martilieros se- 
ñorea Serna y Gardillo, de acuerdo con los demandantes, des- 
pués de vencidas y protestadas las letras suscritas por los actores. 
y que el Banco vendió á éstos a cuenta de e*u operación, que la 
aceptaron sin observación alguna; pero que, atinen Za hipótesis 
de que las cuentas no hubiesen sido aceptadas, de que estuviese 
mal hecha Ja enajenación de loa certilieados vendidos, Ó que no 
se hayan rendido las cuentas respectivas, la acción deducida es- 
taría proscripta, por haber transcurrido, de mil ochocientos no- 
venta y tres, en que se realizaron las operaciones de que se trata, 
hasta el día de la demanda, más de cinco años, Hiendo solamente 
necesario para operarse la prescripción, el transcurso de cuatro 
años, con arreglo al artículo ochocientos cuarenta y siete, inciso 
primero y tercero del Código de Comercio, por lo que opone esta 
eicepcion contra la demanda. 

Que puesta Ja causa á prueba, de la rendida no resulta que 
el Banco haya pr >bado, « orno le correspondía hacerlo, que la 
venta de los certificados hubiese sidu realizada de conformidad 
con loprescripto en el artfclo quinientos ochenta y cinco del Có- 
digo de Comercio, pues esa venta ni fué hecha por corredores 
inscriptos en la matrícula de tales, calidad que no tenían los se- 
ñores Serna y Gordillo que la efectuaron, ni lo fué en remate 
público, aunque ejercían estos señores el oficio de martillerus, 
sinó en venta privada, como lo han declarado los testigos presen- 
tados por el mismo Banco. 

Que tampoco ba probado el Banco, que hubiese rendido á los 
actores )a cuenta correspondiente del estado de esa deuda con 
ocasión de la venta de dichos certificados, siendo cierto, sin 
embargo, que los martilieros Serna y Oordillo, cumpliendo ór- 
denes del gerente del Banco Nacional en Córdoba pasaron á los 
señores García Montaña y Olmos, la cuenta de venta de foja 
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veintiséis, pidiéndoles su conforme, el que negaron, rehusando 
aceptar dicha cuenta, según resulta de las declaraciones dt: los 
mismos martilieros de foja treinta y tres y foja treinta y cuatro 
vuelta. 

Qup dada la verdad de los hechos antea expuestos, no es du- 
doso que la excepción de prescripción opuesta por el Banco á 
la demanda de foja dos, no puede prosperar en cuanto se funda 
en el inciso primero del artículo ochocientos cuarenta y siete del 
Código de Comercio, porque no se tratrt aquí de deuda justificada 
por cuenta ó cuentas justificadas, liquidas 6 que se presumen 
líquidai, de conformidad á los artículos que en dicho inciso se 
citan, sino de una rendición de cuentas que no se hallan en ese 
caso, y para lo cual no rige, por lo tanto, el término de prescrip- 
ción de cuatro añoa. 

Que esto mismo no puede decirse con relación á la acción de 
nulidad involucrada en la demanda de foja dos, por lo que con- 
cierna i la irregularidad de la venta de los certificados de que se 
trata, practicada de órden del gerente del Banco Nacional, en 
liquidación; pues habiéndose pedida que se declare la nulidad 
de esta operación, y siendo ella un acto jurídico comercial, desde 
ruya celebración han transcurrido más de cuatro años hasta que 
ae ha pedido su nulidad, es claro que procede contra esta parte 
de la demanda la excepción de prescripción que ha opuesto el 
Banco, fundado en la disposición del artículo citado en su inciso 
tercero, no siendo, en su mérito, jusU la sentencia apelada en 
cnanto condena al Banco á pagar á loa actores indemnización de 
daños y perjuicios para raaon de la irregularidad de aquella 
venta. 

Por estos fundamentos, ae confirma la sentencia apelada de 
foja sesenta y cuatro, en cuanto condena al Banco Nacional, en 
liquidación á rendir cuenta á los demandantes en el plaxo que 
en dicha aentencia se designa, del eBtado en que se hallen sus 
relaciones de acreedor y deudor, y se la revoca en ta parte qoe 
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condena al mismo Banco al pago de danos y perjuicios y de las 
costas, las que so pagarán en el órden cansado. Notifique se con 
el original, repónganse los sellos y devuélvanse. 

■UtJAHM PAZ. — ABEL BASAN, — 
OCTAVIO BUNGB. — JUAN E, TO- 
BBEHT. 



bon Pedro Jf . Espinosa y su hijo don Pedro A Iberio Espinosa 
contra la provincia de tíñenos Aires; sobre condominio 

Sumario. — i m La adquisición hecba en común, pero esti- 
pulándose por los tres adquirentes que en cuanto á uno de ellas 
sólo regiría realisúndose un evento futuro é incierto, qut- no se 
verifica, se tiene como no sucedida respecto de éste, y queda 
en su totalidad á favor de (es olios dos. 

Si esto* ceden después al primer, los derechos y acciones 
que les corresponden en la adquisición, y éste a su vez los ena- 
jena A un tercero, la cesión y enajenación comprende la totali- 
dad de la cosa adquirida. 

9* La declaración que posteriormente haga el tercero de que 
su enajenante queda en condominio con él por la parte que, 
según la adquisición primitiva, habría sido anya verificándose 
la condición, no tiene valor, por ser fundada en un error, y ser 
sin can a. 



Caso, — Lo explica el 



1>K JUSTICIA NACIONAL 



rail» del» SN|t«m t'*rae 

Buenos Aires, Diciembre 18 de 1900. 

Vistos: Los seguidos originar i umea te unte esta Suprema 
Corte, por don Pedro AI. Espinosa y su hijo don Pedro Alberto 
contra la premuna de Sai 1 tíos Aires, sobre posesión de terrenos 
que dicen pertenecerás t n condominio con ella, y sobre rendi- 
ción de cuentas de la administración de los ummos, de cuy .8 
autos resulta : 

Que á foja ocho se presentaron los demandantes exponiendo : 
Que como constaba de) testimonio de escritura que acompaña- 
ban, en veinte de Julio de mil ochocientos noventa y tres, el 
Poder Ejecutivo de la provincia dividió el condominio que exis- 
tía sobre una fracción de terreno en las inmediaciones de La 
"lata y sobre el mismo puerto de la Ensenada, cuyos terrenos 
pertenecían en parte a h\ provincia y en parte á los demandan- 
tes, eu unión con don Alberto y doña Manuela Espinosa* 

Que el orfgea de este condominio, así como toda la tramita- 
ción seguida para dividirlo, se encontraba historiada en la escri- 
tora que acompañaban, donde con minuciosa proligidad se han 
transcripto todos los actos jurl Jicos é instrumentas habilitan- 
tes que las leyes exigen. 

Qne durante los últimos meses hablan gestionado del Poder 
Ejecutivo la posesión delinitiva de los terrenos que les perte- 
necían; y aunque habían [bailado deferencia de su parte, por 
cnanto habla ofrecido cumplir ios deberes de condominio T loa 
actos posteriores de la misma autoridad los obligaban á oonrrir 
ante tu Suprema Corte en amparo de los derechos que les co- 
rrespondían. 

Que el Poder Ejecutivo, en primero de Setiembre último, en 
el expediente seguido con don Emilio Suarei, que ocupaba los 
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terrenos conocidos por Bañados de li Entenada, había dictado 
on decreto en el cual textualmente decía : que ellos eran de la 
exclusiva propiedad de la provincia, unos por compras hechas i 
particulares en diversa* épocas, y otros, por su carácter de fis- 
cales, como se establecía por el decreto de fecha veintiséis de 
Mayo de mil ochocientos noventa y uno, y que, en consecuencia 
de ese decreto, mandó tomar posesión de los terrinos ocupados 
por Suarez, estando actualmente en esa posesión el gobierno de 
la provincia. 

Que entre los terrenos á que se refiere el decreto de diecisite 
deSetiembrede mil ochocientos noventa y seis, están compren- 
didos aquellos coya propiedad se reconoce á los demandantes 
en la escritura adjunta, de Julio veinte de mil ochocientos no- 
venta y tres, y & los que no lia podido el Poder Ejecutivo consi- 
derar como fiscales, no estando incluidos entre aquellos á que 
ge refiere el decreto de veintiséis de Mayo de mil ochocientos no- 
venta y uno, cuya disposición no puede tener eficacia respecto 
del expresado acto jurídico de veinte de Julio de mil ochocientos 
noventa y tres, es decir, dos años posterior en fecha; y en cuan- 
to áque esos terrenos no lian sido comprados en ¿poca alguna 
por el Poder Ejecutivo de la provincia, lo demuestra la misma 
escritura acompañada, por la que se ve, con referencia á las es- 
crituras de dos de Abril y catorce de Jnnio de mi 1 ochocientos 
ochenta y seis, pasadas ertre el Poder Ejecutivo y don Pedro M . 
Espinosa, que se reconoce á los demandantes condominos con 
la provincia de Buenos Aires en la fracción que no se ha enaje- 
nado por aquélla ni por ninguna otra eseritnra. 

Que la escritura que acompañan señala, en general, los lími- 
tes del terreno que lea pertenece, y que una mensura privada 
cuya aprobación entorpecía hasta ahora el representante de la 
provincia, les ha impedido usufructuar de esas tierras que han 
sido oficialmente ocupadas 6 arrendadas dorante diei anos, es 
decir, desde mil ochocientos ochenta y seis, en que se firmó la 
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escritura primitiva entre el demandante Pedro M. Eapínoaa y 
el gobierno de ta provincia, escritora que á la ves que consagraba 
la venta de una parte de loa terrenos, establecía el condominio 
con el resto. 

Que durante tan largo lapso de tiempo, loa derechos de con- 
dominio, si bien reconocidos por la provincia, no les han produ- 
cido utilidad alguna; y que la ley los autoriza á exigir de su 
cosdómtno administrador, lea rinda cuenta de su administra- 
cion, a*í « orno á tomar parte en el nombramiento del adminis- 
trador común. 

Que á mérito de lo expuesto, entablan formal demanda con- 
tra la provincia de Buenos Airen, pidiendo se la condene en 
uportunidad : 

1° A poner á los demandantes en posesión de los terrenos que 
les pertenecen, según consta de la escritura acompañada ; 

3° A rendir cuentas de la administración do lastierrnsde la 
referencia, condenándola al pago de los usufructos que les co- 
rresponden, con los intereses debidos; 

3* A nombrar para lo sucesivo, de acuerdo con los demandan- 
tes, el administ rador de los mismos bienes ; y 

4* A pagar las costas del juicio. 

Que acreditada la jurisdicción originaria de esta Suprema 
Corte por la distinta vecindad de las partes, se corrió traslado 
de la demanda á la provincia, la que, evacuándola por medio de 
su apoderado á foja cincuenta y cinco, pidió su rechato, con cos- 
tas, alegando : 

Que los demandantes diciéndose propietarios de un terreno en 
la Ensenada, compuesto de cinco millones doscientos veinte mil 
metros cuadrados, fracción que según los actores, linda por el 
Noreste con las chacras de ta Ensenada, por el Noroeste su an- 
tiguo egido de Tolosa, por el Suoeste el égido de La Plata, y 
por el Sureste con lo vendido al Estado, solicitan de la Corte 
tos ponga en posesión de los indicados terrenos. 
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Que los demandante*, como medio de justificar su derecho, 
acompañan un titulo extendido á solicitud de ellos mismos de 
una manera empeñosa, no para establecer su carácter de pro- 
pietarios, ni siguiera para señalar y determinar una área de te- 
treno qne les pertenezca, sinó para complementar la escritura 
de r^ta, que el primero de aquellos señores celebró con e! go- 
bierno de la provincia de Buenos Aires en ios de Abril y cator- 
ce de Junio <ie mil ochocientos ochenta y seis. 

Con el objeto de esclarecer los hechos y hacer conocer cómo 
se llegó á las mencionadas escrituras de dos de Abril y catorce 
de Jnniu, el apoderado de ta provincia dice: Que la señora de 
Durañunu, con un título informativo extendido por el Juei de 
Paz de Quilmes, cuya validez no discute, vendió en Junio de 
mil ochocientos ochenta y cinco á dun Lionel Bou et sus dere- 
chos y acciones á una extensión de tierra en ta tiusenada, cu- 
yas dimensiones menciona ; Que Bonnet, por declaratoria de 
once de Julio del mismo año expresa, que esos terrenos los 
adquirió para los señores Torres, Várela y Espinosa, estable- 
ciendo en la misma escritura la situación legal en que queda- 
ban los adquirentes. Que Espinosa adquirió los derechos y ac- 
ciones de Torres y Várela y con este titulo vendió al Estudo el 
terreno que a éstos pertenecía, y que dieron origen á las escri- 
turas de dos de Abril y catorce de Junio, escrituras que, según 
el actor, no eran claras para establecer la extensión vendida y so- 
bre todo para deslindarla. Que este complemento de escritura 
de tas dos fracciones vendidas, y nada más, tuvo por objeto la 
presentación de Espinosa al gobierno, presentaciou que dió por 
resultado el título ó documento, cuyo testimonio acompañan 
los actores á la demanda 

Que al consignarse en ese documento otros hechos que los 
expresamente determinados por las partea, el escribano de 
gobierno había extralimitado sus» facultades, haciendo enuncia- 
ciones ajenas al acto juríd ico que lo motivaba y suscribió el 
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gobernador Costa probablemente sin darse cuenta exacta del 
alcance que tenia ó podía tener en lo sucesif o. 

Refiriéndose el apoderado de la provincia al expediente que 
motivó esa escritura, deduce de sus constancias que, no habien- 
do las partes entendido otra cosa que determinar, sin perjuicio 
délos derechos del Fisco, los limites dentro de los coales debían 
encerrarse las dos fracciones de tierras en la Ensenada, vendi- 
das por Espinosa y qne fueroi. de Torres y Várela, y no fijar 
límites, como lo habla hecho caprichosamente el escribano de 
gobierno, ú un terrenoque se dicede Espinosa, dándole también 
nna extensión y superficie no consignada en ninguna parte del 
expediente, era inoficiosa y de ningún valor jurídico lareferencia 
qne se bacía en dicha escritura sobre este punto, tanto más 
cnanto que Espinosa no había acompañado titulo que pudiera 
convenir al pretendido carácter de propietario que invoca. 

Que Espinosa no bu sido nunca, ni en ningún momento pro- 
pietario de una sola vara de terreno «n la Ensenada, procedente 
del título de Duruñona; y partiendo de la base supuesta, que el 
titulo informativo de éstos es perfectamente suuo y bueno, dice 
el apoderado de la provincia, que ha de justificar aquello p r 
escrituras públicas, cuyas copias ha de solicitar se agreguen i 
los outos, (■ invoca al efecto los términos de la escritura de 
declaratoria becba por Liouel Bonnet con fecha once de Julio 
de mil ochocientos ocbenta y cinco y los de la convención cele- 
brada en la misma escritura eutn* los señores Torres, Várela y 
Espinosa, sosteniendo que a) comprar el gobierno por interme- 
dio de Espinosa los derechos que se le vendieron por las escri- 
turas de dos de Abril y catorce de Junio de mil ochocientos 
ocbenta y seis, les ha comprado la integridad del título que les 
había otorgado la familia de Durañona, no quedando por adqui- 
rirse de ese título ni un sólo palmo de turra. 

Alega también la parte de la provincia, que Espinosa no ba 
tenido jamás la posesión del terreno que pretende, ni puede 
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invocar derecho real sobre él, por no habérsele hecho bu tradi- 
ción, según la ley, para adquirir el dominio. 

Que el estado es el que posee y ha poseído esos terrenos, nu 
podiendo aquél, en consecuencia, fundar acciones posesorias 
sobre el terreno de que se trata ; y como la obligación de res- 
ponder al turbado 6 despojado en la posesión sobre su manu- 
tención ó reintegro se prescribe por un año, con arreglo si 
articulo cuatro rail treinta y ocbn de) Código Civil, baco pre- 
sento que, en su mérito el gobierno de la provincia no e-tá 
obligado á responderá Espinosa por acciones posesorias, aun en 
el supuesto de qno en algún momento hubiese tenido éste la 
posesión, no habiendo sido dentro del último año, y cuya prueba 
serla á cargo del actor producir. 

Observa por ú i timo el apoderado de la provincia, que los 
Espinosa no pueden pretender rendición de cuentas en la admi- 
nistración de tierras que dicen tener en condominio con la pro- 
vincia, ni el nombramiento de un común administrador, porque 
son éstas acciones personales que se excluyen con la acción 
posesoria que es rea), siendo sabido el principio de derecho que 
solo permite la acumulación de acciones que sean de una misma 
naturaleza. 

Que los demandantes, finalmente, ni tenínn derecho para 
entablar acciones posesorias por los terrenos que se mencionan, 
ni para reclamar rendición de cuentas de lo que no se les debe, 
sucediendo lo prupio con la exigencia relativa al nombramiento 
de administrador común. 

Que corrido traslado, con calidad de para mejor proreer, de 
los documentos acompañados á la contestación de la demanda 
y de la prescripción opuesta, fuéefacuado por los actores á foja 
noventa y siete, pidiendo el re< baxo de la prescripción alegada 
y que se faltase la cuo«a de acuerdo con el petilum de la de- 
manda* 

Puesta la causa á prueba por el auto de toja cíenlo trece y 
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después de alegar las partes sobre el mérito de ta producida, 
se ba dictado la providencia de autos para sentencia 

T considerando: Que don Pedro 11, Espinosa y su hijo don 
Pedro Alberto, vecinos ambos de cata capital, han promovido 
el presente j nieto contra la provincia de Buenos Aires, proce- 
diendo en consecuencia la jurisdicción originaria de esta 
Suprema Corte, de acuerdo con el articulo ciento uno de la 
Constitución, articulo primero de la ley de jurisdicción y com- 
petencia y ley de Setiembre dieciocho de mil ochocientos ochenta 
y cuatro. 

Que según consta de la escritura pública, de once de Julio 
de mil ochocientos ochenta y cinco, que en testimonio eorre 4 
foja ciento cuarenta y cinco, don Lionel Bonnet declaró que la 
compra que él había hecho a* doña Dominga Dnrañnna de Dura- 
ño na el ocho de Junio del miamo año de los derechos y accio- 
nes á la propiedad del terreno situado en el partido de ta 
Ensenada, provincia de Buenos Aires, á que esa escritura se 
ri ñere, la había realiiado por cuenta, órden y para los señores 
don Gregorio Torres, don Juan Cruz Várela y don Pedro M. 
Espinosa, 

Queen 1 a misma escritura, lo* ei presado aeñores Torrea, Várela 
y Espinosa, reglando sus respectivas relaciones, hicieron constar 
< que ai se transase con el gobierno de la provincia el pleito 
existente, con lo que se perciba ae pagará ante todo el precio que 
se adeuda, y el reato se dividirá asi: dos quintas partes para 
el señor Espinosa y tas otras tres quintas partes para los seño- 
res Torres y Várela *. « Y que ai el pleito por eualqnier causa 
no se transase con el gobierno, el señor Espinos * queda exone- 
rado de pagar la parte del precio que es de su obligación, 
tomándola i so cargo los señorea Torres y Várela y el señor 
Espinosa en ese caso les transferirá la parte que según la escri- 
tura tiene y le corresponde en los mencionados terreros». 

Q ne, por convenio expreso de las partes, quedi», por tanto 
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subordinada al hecho futuro é incierto de un» tratación, que 
se tenia en mira de celebrar con el gobierno de la provin- 
cia, la adquisición de tos derechos emergentes de la compra 
mencionada, íya en ei Sentido de dar participación en esa com- 
pra o los señores interesados en parte* alícuotas determinadas 
(dos quintas para Espinosa y ítes quintas para Torres y Vá- 
rela), ó ya en el de eliminar á Es pin osa. 

Que, en efecto, y con elación á la última deesas situaciones, 
la estipulación no deja duda t de que si la transacción no te 
celebrase por cualquier causa, Espinosa no debe parte alguna 
del precio, en sus relaciones con Torres y Várela, y está obli- 
gado á transferir, transferirá dice la escritura, la parte que, 
con arreglo á la declaración de Bonnet, le corresponde en la 
tierra. 

Que U convención entre Turres, Várela y Espinosa e^ carac- 
terísticamente generadora de obligaciones condicionales, 
gun la definición del artículo quinientos veintiocho del Código 
Civil. 

Que está fuera de cuestión que la transacción á que los con- 
tratantes subordinaron la adquisición del derecho por parte de 
Espinosa, no se celebró, porque así lo establecen y reconocen 
ambos interesados, diciéndolo el actor de una manera eipUeita 
en su alegato de bien probado á fojas trescientos veinte vuelta. 

Que, por consiguiente, el derecho de Espinosa ha quedado 
como si nunca hubiera existido, porque tal es el efecto del n 
cumplimiento de la condición á que se subordinó su adquisi- 
ción, con sujeción á lo dispuesto en el articulo quinientos cua- 
renta y ocho del Código Civil y sus numeróos concordantes. 

Que en virtud de ese antecedente, cuando don Juan Cruz 
Várela y el doctor Luis V, Várela, sucesor de Torres cedieron 
á Espinosa, en treintay uno de Mano y diei de Junio de mil 
ochocientos ochenta y seis, respectivamente, los derechos y ac- 
ciones que los citados Torres y don Juan Cruz Várela tenían y 
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les correspondían en los terrenos comprados á la señora Dura- 
iiuna por don Liouel Bouuct, colocándolo en su propio lugar, 
grado j prelacion como se dice textualmente en las escrituras 
respectivas de fojas ciento cuarenta y ocho y ciento cincuenta 
y tres, le cedían la totalidad de los derechos que abarcaba el 
título der irado de la citada 8- ñora de Durañona. 

Que, aparte de que U falta del cumplimiento de la condición 
ha debido producir su efecto por la fuerza mi -nía de las cosas 
j de las disposiciones legales que gobierna la materia, no sien- 
do así preciso que Espinosa hubiera formalizado la transferen- 
cia de sus derechos í favor de Torres v Vareta, porque uo te- 
niendo derecho alguno, la escritura sólo habría estado desti- 
nada ú barer constar que el derecho no se adquirió, es de toda 
evidencia que, mediante la circunstancia de haber sucedido 
Espinosa por título singular, en los derechos y acciones de 
Torres y Várela, se operó la confusión extintiva de la obliga- 
rion de hacer la transferencia, por la reunión en Espinosa de 
Jas calidades le acreedor y de deudor (artículo ochocientos se- 
senta y dos del Código Civil), sin perjuicio del resurgimiento 
He losderechos temporalmente extinguidos, cuando la confusión 
cesa por un acontecimiento posterior que restablezca las citadas 
calidades (artículo ohocienfcos sesenta y siete de dicho Có- 
digo), 

Que t desde que Espinosa, colocado en el lugar, grado y 
]»re1acion de don Gregorio Torres y de don Juan Cruz Várela, 
vino áser adquirente por el título derivado de esos señores, de 
la totalidad de la tierra qne la señora Durañona escrituró á 
favor de Bonnet, enajenó á favor de la provincia de Buenos 
Aires la integridad de loa derechos adquiridos con procedencia 
rlírecta de don Juan Cruz Várela y de la del doctor Luis V. 
Várela, sucesor de don Gregorio Torrea, no puede sino ronclnirse 
que i-emprendió eu laeuajenaciun si todo de la tierra de refe- 
rencia. 
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Qm\ si alguna duda pudiera existir, esa duda desaparecería 
por completo ante el texto de la escrituia registrada á foja 
cuarenta y tres y doscientos noventa y cinco, en la que, al Ten- 
der Espinosa con fecha catorce de Junio de mil ochocientos 
ochenta y seis á favor do la provincia de Buenos Aires las ac- 
ciones y derechos derivados de don Gregorio Torres, á los terre- 
nos escriturados por la señora deDurañona á faTor de Bonnet, 
se hace constar que Torres adquirió esa» acciones y derechos 
•en condominio con don Juau Crni Várela, por declaratoria 
hecha á su favor por don Lionel Bonnet», porque, en virtud de 
tal enunciación, que >e baila bajo el amparo de un instrumento 
público que lleva la firma de Espinosa y que comporta prueba 
acabada ilel hecho (articulo novecientos noventa y tres y nove- 
cientos noventa y cinco del Código Civil) es el mismo Espinosa 
quien dice que no estaba él entre los condóminos ; ó loque es 
lo mismo, que la adquisición hteha por Bonnet, resultó serlo sólo 
í favor de Torres y Várela, en virtud, es de admitir, de no ha- 
berse cumplido la condición que debió darle participación en el 
condominio de la cosa enajenada por la señora de Durañona. 

Que debe, también, observarse que en la escritura citada no 
se contiene cláusula ó declaración de laque resulte que Espi- 
nosa se bubiera reservado derecho alguno de condominio sobre 
las tierras del pleito. 

Que, el convenio que más de seis años después déla venía 
hecha por Espinosa á favor de la provincia de Buenos Aires, se 
celebró entre el gobernador de ésta y el citado Espinosa el 
veinte de Juliode mil ochocientos noventa y tres (fojas ciento 
sei* vuelta y doscientos noventa y cinco), en «1 que se recono- 
ció que Espinosa tenía una tercera parte del terreno escritu- 
rado á Bonnet por la señera Durañona, no puede hacerse valer 
con éxito contra la provincia, porque consta que ese convenio 
ha sido informado en el concepto equivocado de que loa dere- 
chos y acciones dedo» Gregorio Torres y don Juan Crui Va- 
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reía, que la provincia adquirió non titulo derivado de Espinosa, 
no comprendía la totalidad de la tierra de referencia ; error 
demostrado por las consideraciones precedentes. 

Que el reconocimiento que se hacía áfa- orde Espinosa resulta 
asf sin causa, no pudiendo tenerla ni siquiera en un proposito de 
liberalidad de parte del representante déla Provincia (propósito 
que en verdad nada hace presumir par aparecer la acción sor- 
giondo puramente de un error), porque no entra en las faculta- 
des del gobernante disponer de las tierras portales móviles. 

Que en mérito de las precedentes consideraciones, no es ne- 
cesario apreciar la importancia de los demás medios de defensa 
de que ha usado el denunciado. 

Por estos fundamentos ae resuelve, no haceT lugar á la de- 
manda de foja ocho, de laque se absuelve, en consecuencia, ¿ la 
Provincia de Buenos Aires; las costas se pagarán en el órden 
causado, por no haber mérito para imponerlas al actor. Notífí- 
quese con el original, y repueatus los sellos, archívese. 

BENJAMIN PAI. — OCTAVIO BURGE. — 
JUAN B. TOHUENT. — ABEL BAZA» 

(en disidencia). 



DISIDENCIA 

Vistos: En mérito de los antecedentes relacionados por la 
mayoría. 

T considerando; Que por la demanda de foja ocho, al pedir 
los actores que la Provincia de Buenos Aires sea condenada, 
en oportunidad, i ponerlos en poscBÍonde los terrenos á que se 
refieren, no ñau deducido una acción posesoria ó interdicto que 
baya debido ser sustanciado o fallado en juicio sumario, como 
paratál caso lo prescriben las leyes de fondo y de forma. 
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Que de esto convencen los términos en que e*té concebida e sa 
demanda, enyo fundamento capital es el condominio que se atri- 
buyen loa actores en los terrenos que bou materia de ella, en 
virtud de la escritura pública que han acompañado; además de 
la circunstancia de no haber alegado el hecho de haber tenido y 
perdido la posesión qut- reclaman, eomo raion y fundamento 
principal de sn demanda, por loque. e¡>ta Suprema Corte ha en- 
tendido que debía darle, como le ha dado, el tramite del juici-. 
urdinario, sin observación ni redamo alguno de las partes. 

Que no tratándose, por consiguiente, de resolver, en el caso 
mb-judke, una acción posesoria, *egnn lo pretende el apodera- 
do de la Provincia, no puede haber doda que carece de perti- 
nencia y no debe admitirse la eicepcim de prescripción que ha 
opuesto pan pedir el rechaao de la demanda de que se trata, 
invocando a) afecto la disposición del artículo cuatro mil treinta 
y ocho del Código Civil, y alegando que la Provincia siempre ha 
tenido la posesión de los terrenos que se le demanda. 

Que desertada, así, esa .icepcionde la oposición qne el repre- 
sentante del Gobierno ha hecho á la demanda de foja ocho, la 
cuestioné resolver, para declarar si ésta procede ú no, queda 
reducida á averiguar, ai los señores Pedro M. y Alberto Espinosa 
-tienen efectivamente ó no el condominio que con el Gobierno de 
Buenos Aires se atribuyen en los terrenos de la Ensenada que 
se mencionan en la escritura pública d* veinte de Julio de mil 
ochocientos ochenta y seis, corriente á foja doscientos noventa 
y cinco, condominio que terminantemente ha negado el apode- 
rado de la Provincia. 

Que es de observar para la conveniente resolución de esta 
cuestión, que dicho apoderado ha reconocido en su escrito de 
contestación i la demand», que el Gobierno de la Provincia 
compró á don Pedro M. Espinosa, con fecha dos de abril y ca- 
torce de Junio de mil ochocientos ochenta y seis, los derechos 
y acciones que correspondí* ron á don Gregorio Torres y a don 



ftt JUSTICIA NACIONAL 



309 



Juan Cruz Várela en la compra que don Lionel Bonnet hilo á Ja 
viuda de Duruñoaa, en ocho dt> Junio de mil ochocientos ochen- 
ta y cinco, de derechos y acciones ;l tina extensión determinada 
de terrenos en la Ensenan, rompra que el referido Bonnet de* 
claró por escritura di* once de Julio del mismo año haber reali- 
zado para los ya nombrados señores Torres y Van-la y para don 
Pedro M. Espinosa. 

Que es de observar igualmente que, según resulta úu di. lia 
escritura de declaratoria, la adquisición de lo comprado por Lio- 
nel Bonnet á la viuda de Durañona ha permanecido en común 
entre los señores Torres, Várela y Espinosa, habiéndose deter- 
minado solamente en el convenio celebrado entre estos señores 
y que se registra en el cuerpo de aquella misma escritura, las 
partes alícuotas que les corresponderían respectivamente en lo 
que restase después de pagado el precio de lo comprado, si se 
transaba con el Gobierno el pleito existente. 

Que también debe te ner*, presente que, después de ese con- 
venio, don Pedro M. Espinosa adquirió de los señores Torres y 
Várela la parte que á cada uno de ellos les correspondía en (o 
comprado & la viuda de DuTañoo^i, mediante las escrituras de 
cesión y transferencia que, en copia, ha presentado el apodera- 
do de la Provincia y que se regisLran de foja ciento cuarenta y 
ocho i foja ciento cincuenta y cuatro, parte esa que fné sola- 
mente la que don Pedro M. Espinosa vendió al Gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires, con fecha dos de Abril y catorce de 
Junio de mil ochocientos ochemay seis, según se expresa cla- 
ramente en las respectivas escrituras. 

Que dados estos antecedentes y siendo cierto, como lo es, 
que el Gobierno de Buenos Aires h . tenido la posesión de los te- 
rrenos que han dado origen á este litigio, por lo menos desde 
mil ochocientos ochenta y seis, según lo reconocen en su de- 
manda los actores, si no se aceptase que esa pose.ion en poder 
del Gobierno data desde mucho antes, como lo ha aseverado el 
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apoderado de la Provincia, no puede dudarse de que t en iu mé- 
rito, los demandantes han ju$tií¡< ado plenamente el condominio 
que alegan existir entre ellos y la Provincia de Buenos Aires en 
los terrenos de que se trata , por cuanto lian permanecido, en 
indivisión material hasta el presente los respectivos derechos 
que adquirieron por la compra de Ltom 1 Bonnet á la viuda de 
Durañona los señores Gregorio Torres y Juan Cruz Tárela, y, á 
■u reí, e) Gobierno de la Provincia, por la venta que de ellos les 
hizo don Pedro M. Espinosa y los que han correspondido á este 
último por aquella compra j que no aparece haberlos enajenado, 
hasta hoy, a persona alguna. 

Qae no es posible, por lo tanto, desconocer ese condominio; 
desde que por el rm-hode contratare! Gobierno de la Provincia 
con Espinosa la compra de una ó más partes, de toda la ex ten- 
sion de terrenos adquiridos por éste del modo que ya se ha ex- 
presado, ha reconocido poT el mismo hecho, que su vendedor no 
sólo es dueño y señor de la parte que le ha comprado sino que ha 
quedado en condominio, por la parte que no le ha vendido, 
siendo, como es, de expreso derecho, según el artículo dos mil 
seiscientos setenta y cinco del Código Civil, que el contrato es 
uno de los mudos de constituir condominio. 

Que como consecuencia de este principio, es evidente que na- 
da importa, para que no haya de considerarse á los demandantes 
en la calidad de condominos qne se atribuyen, el hecho de que 
nunca hayan tomado, ó se les haya puesto en posesión del terreno 
que demandan, porque lej vale la posesión que tenía y en que se 
bailaba el Gobierno de la Provincia cuando compró á Espinosa 
las partes de terreno que ¿ste le vendió por Las escrituras de dos 
de Abril y catorce de Junio de mil ochocientos ochenta y seis ; y 
porque esa posesíou en virtud de la cual ejerce hasta hoy la ad- 
ministración de latosa común, lo constituye en mandatario de su 
condómino, razón por la que ella aprovecha Á los Espinosa, como 
sucede con los actos del mandatario pata con su mandante. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



3H 



Que, por lo demás, no es exacta que el Gobierno de la Pro- 
viti iu, comprando á Espinosa los derechos de Torres y Várela, 
haya adquirido, egun lo ha alegado el apoderado de la provin- 
cia, la integridad délos derechos derivados del título de la ren- 
ta hecba por la señora de Burañooa á Bonnet, pues ni io de- 
muestran así las escrituras á que se refiere dicho apoderado, 
ni es cierto tampoco que por no haberle celebrado, como no se 
celebró, con el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires la 
transacción del pleito existente, de que si- habla en el convenio 
que tuto lugar entre los señores Torree Várela y Espinosa y 
que se registra en la escritura de declaratoria de foja... haya 
dejado Espinosa de ser dueño de la parte que le correspondía en 
la compra de Bonnet. Para que esto sucediese, habría sido ne- 
cesario que Espinosa hubiese transferido á sus consocios en la 
compra su parte, como se establece en el artículo segundo de 
eg<? convenio, transferencia que no se ha probado la hubiese he- 
cho ; i-unstandt*, por el contrarío, que vino á ser él [Espinosa) et 
eesíonario dn los derechos que pertenecieron á sus consocios en 
dicha compra. 

Que, finalmente, 4 las anteriores consideraciones, que bastan 
por sí solas para acreditar el condominio que pretenden los de- 
mandantes, hay que agregar otra prueba no menos concluyen- 
te, como es la que resulta da los explícitos términos de la es- 
critura de veinte de Julio de mil ochocientos noventa y tres, 
en que el gobierno de la provincia de Buenos Aires reconoció i 
don Pedro M, Espinosa y sus hijos la parte de condominio que 
les correspondía en los terrenos de la Ensenada, comprados i 
la viuda de Durañona por Lionel Bonnet, lijando por mutuo 
acuerdo su extensión y determinando sus colindantes. 

T,a validez de este contrato no se derruye con la efímera es- 
pecie alegada por el apoderad o de la provincia de que A escriba- 
no de gobierno por su cuenta consignó las cláusulas de ese 
acuerdo, en que no debió parar sn atención, por un mero des- 
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cuido, el gobernador que lo suscribe, siendo evidente que no ■ s 
posible la inconsciencia que á éste se le atribuye para anular el 
acto tieque se trata, y que no es más que la consecuencia de los 
actos jurídicos anteriormente celebrados con don Pedro M. Es- 
pinosa. 

Que demostrado, como queda» que los demandantes son due- 
ños de la parte de terrenos cuya posesión reclaman del gobier- 
no de Ja provincia, justo es que se Ies de la posesión que piden. 

Que son timbien justas las peticiones de la demanda relativa 
áJa rendición de cuentas y pago del usufructo correspondiente 
por la administración de los terrenos sobre que lia versado el 
condominio alegad» y que ha tenido á su cargo el gobierno de 
la provincia demandada, por ser ellas conforme á derecho, en 
virtud de los artículos dos mil setecientos uno, dos mil sete- 
cientos siete y dos mil setecientos nueve del Código Cíiil. 

Que respecto ú la petición de la demanda sobre nombramien- 
to para lo sucesivo, de acuerdo con los demandantes, de un ad- 
ministrador común de los mismos terrenos, es de observar que 
es improcedente, desde que se ha hecho ya por Ja escritura de 
foja ciento seis, Ta división de condominio con el gobierno de 
la provincia de Buenos Airea, y se bu de poner á los demandan ■ 
tes, después de esta sentencia, en posesión de los terrenos que 
reclaman. 

Por estos fundamentos se declara, que don Pedro M. Espi- 
nosa y su hijo don Pedro Alberto, son copropietarios de Job te- 
rreno* de la Ensenada, á que se refieie la escritura de división de 
condomiuio con el gobierno de la provincia de Buenos Aires de 
foja ciento seis, y serondenu á éste ú dar á los actores posesión 
de la parte de los terrenos que correspondió a don PedroM. Es- 
pinosa y sus hijos en la mencionada división de condominio, y 
i rendirles cuenta de los frutos que haya percibido durante el 
tiempo que ha tenido la administración de los terrenos en con- 
dominio, y de los que baya percibido y percibiere de la parte del 
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terreno que se adjudicó á ku> referida Espinosa en la citada es- 
critura, hasta que se déii los demandantes la posesión de ella, 
debiendo el gobierno de la prorinoia abonar >í éstos, dentro de 
tercer día, el saldo que resulte á su favor de la cuenta que se le 
manda rendir ¡>or esta sentencia. No se hace lugar al nombra- 
miento de un administrador de los terrenos sobre que hubo con- 
dominio y que se ha pedido se efectúe de acuerdo entre loa de- 
mandantes y el gubierno, todo sin especial condenación *n 
costas. Notifíquese con el original, y, repuestos los sello» y 
ejecutada que sea esta sentencia, archívese. 

ABEL BAZAR. 



C AUHA D> 



El Manco .Wicimal, en liquidación, contra don Lucas Garavieta, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre presencia del secretario 
en el arto del remate y apelación denegada. 

Sumario.^ I o Noes necesaria parala validei del remate, en 
juicio ejecutivo, la presencia del secretario en el acto. 
2 o El auto que la ordena es apelable. 



Suprema Corte 



INFORME DEL JDEE FEDERAL 

Lft Piala, Diciembre 13 de 1900. 



Evacuado el informe pedidoy cuyo oficio recibí ayer, debo ma- 
nifestar: Que efectivamente el Banco Nacional, en liquidación, 
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■igue ante este Juigado un.* ejecución contra don Lucas Gara- 
víeta, en la cual, después de los trámites legales, se señaló dia. 
para el remate ^ e los bienes embargados 

No habiendo tenido lu^ar el remate por no haberse hecho la 
publicación de avisos en debida forma, pidió el üancoel señala- 
miento de nuevu dia y ai presentar al despacho el esorito, el 
secretario puso la siguiente nota: «Señor Juei: El represen- 
tante del Banco Nacional, * u liquidación, ha pedido al suscrito 
verbalmente, pida á mí vez al juagado se haga constaren e 1 
decreto que recaiga en este escrito, la obligue. on de concurrir 
al aeto del remate y esto ha sido mutirado por haberle solicitado 
ge haga cargo de Los gaslOB necesarios. Saludo á V. S. respe- 
t uosam inte. —Esteban Guabelfa ». 

El juigado proveyú lo siguiente: 

tía Plata, Mayo 4 de 1900. — A lo principal señalase el 31 
del corriente, á Ias3p. m., para que tenga lugar el remate. 
En cuuuto á lo manifestado por el actuario en la nota preceden- 
te, hágase súber a éste, al interesado y al martiliero, que debe 
levantarse acta del remate, autorizada por el actuario y suscrita 
por el martiliero, el comprador y dos testigos, y ai el acto no 
tuviere lugar, debe ponerse constaría suscrita por el actuario 
y el martiliero, expresando la causa. — Godoy*, 

El representante del Banco pidió reposición y, en subsidio, 
apelación de ese auto diciendo que cesta superabundancia de 
formalidades no indicadas en la ley, sería plausible si la ley 
fuera deficiente, pues tiende á rodear el acto de la Seriedad y 
eficacia que requiere todo mandato judicial». Agrega que la 
resolución reclamada recarga con gastos perfectamente inútiles 
loa ya excesivos de una ejecución. 

Resolviendo el recurso, se dictó el siguiente auto : 

«La Plata, Noviembre 27 de 1900.— Vistos: Los autos lla- 
mados á foja 126 vuelta para resolver el incidente promovido a 
foja 100. 
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Y considerando : I o Que do e¿ exactu, como lo pri-teadu el 
recurrente, que la presencia del escribano en el acto del remate 
no sea exigida por la ley. 

Si bien e* cierto que la ley de procedimientos, en el título del 
juicio ejecutivo, sólo dice que se ordenará la venta de io> bienes 
en pública subasta, artículo 288, también lo es que en su ar- 
tículo 374 establece que « las leyes preexistentes que reglamen- 
tan los procedimientos judiciales, seráu supletorias de la pre- 
sente en lo que no se opongan á sus disposiciones». 

2° Que en consecuencia, si no hay una disposición expresa en 
la ley de procedimientos federal, como la hay en ea*i todos loi 
Códigos de las provincias, que establezca las formalidades que 
deben llenarse en el acto del remate, debemos bu car el precepto 
supletorio de Jas leyes de partida, que son las leyes preexisten- 
tes á que se refiere el artículo citado de 14 de Setiembre 
de 1803. 

Al objete, bastará referirse al más autorizado de los exposi- 
tores de las leyes de partida, el doctor don Joaquín Escriche, 
el cual, en su diccionario razonad., de legislación)* jurispruden- 
cia, anotado por los doctores Jopé Vicente Oaravantes y don 
León Galindo y de Vera, edición de 1875, dice en el tomo 3 o , 
página 531, hablando del acto del remate. * Llegado el día y la 
hora del remate, concurre el juex t on el escribano al sitio desig- 
nado para celebrarlo; anuncia en alta toz el pregonero los bie- 
nes que se van á vender, el precio en que están tasados y 1a 
postura mus importante que, en su caso, se hubiera hecho, ad- 
viniendo que se van á rematar en el ar > á favor del que más 
"frexca, presentándose, entonces, los licitadores, estoes, los que 
quieren comprar los bienes y hacer verbal y sucesivamente las 
proposiciones y pujas ó" mejoras que les parecen; repítelas en 
alta voz, también, por orden sucesivo el pregonero, y el juex les 
va advirtiendo y el escribano apuntando, hasta que no habiendo 
ya quien más puje y extinguida la candela ó dada la señal que 
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en <•! país fuere de costumbre, declarad juei ejecakida, la venia en 
faror del que haya ofrecido mayor precio, quien acepta el remate 
obligándose á cumplirlo y firma el acta con doa testigos, el ju* z 
y el escribano ; leyes 32, 33 y 34, título 26, partida 2-, y ley b% 
título 5 o , partida 5', Sustituida en el procedimiento moderno, 
la presencia del juez por la del martiliero, no queda elimina-la 
la asistencia del escribano que es el oficial público que autoriza 
el acto ante dos testigos». Por eso, los Códigos de procedimien- 
tos de tstus últimos tiempos, tienen como el de Mendoiade 1895, 
un artículo redactado en estos térmiuos: < Artículo 764. Del 
acto del remate, como cuando éste no tenga lugar por falta fie 
postor, se levantará acta que suscribirá el martiliero que lo 
baya verificado, el adjudica ario de los bien el deudor ejecu- 
tado, si se encontrare presente, dos testigos y el escribano », 
articulo copiado de la ley de enjuiciamiento que redactó para la 
misma provincia el doctor don Calixto de la Torre en I88Ü. 
Esta era la práctica en uso cuando el doctor Velei redactó el 
Código Civil, y es por eso que en el articulo 1 184 dispuso, que 
los contratos celebra-loa en subasta pública, no necesitan redac- 
tarse en escritura pública, aunque se trate de la transferencia 
de bienes raices, y la Suprema Corte, aplicando estos principios, 
ha resuelto c que el acto del remate es en si mismo un contrato 
perfecto de compra-venta, que tratándose de bienes inmuebles 
no necesitan, para su legalidad y val idea, ser extendidos en escri- 
tura pública, viniéndola escritura, en este caso, á importar tan 
sólo la autentic ación ex post faeto del acto del remate, pero no 
un contrato.» (Fallos, tomo 17, página 325). No se comprende 
c nao puede sostenerse que un acto tau grave, como es una su- 
basta pública, por la cual se quita á una persona su propiedad 
para transferírsela á otra, pueda consumarse sin más forma! idad 
que la presencia del martiliero, por regla general, nombrado á 
propuesta del ejecutante, los cuales no dejan más constancia 
que un boleto, en el cual no consta que se hallan llenado las for- 
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malidadei legales, n¡ se expresan los «Utos esenciales, romo ser 
Cubicación, extensión y linderos de los inmuebles y sólo lo 
firma el comprador y el martiliero. Si el juez mismo cuando 
autoriza una venta, es decir, autentica ra post fació el acto fiel 
remate, necesita, pam que tenga efiVacia el instrumento que 
subscribe por el deudor, que sea autorizado por el notario y dos 
testigos, con cuánta más razoo no n- ceait a rá la intervención !§M 
escribano actuario el acto mi -mu del remate que produce la 
mutación <lel derecho, levántase el acta respectiva con las for- 
m ¡itidades necesarias, haciendo constar que se han llenado los 
requisitos exigido» por la lev, en garantía del ejecutado, del 
ejecutante y del comprador mismo. Cuando el artículo 979, in 
císo 4 o , Código Civil» declara instrumentos públicos *las artas 
judiciales hecha» en los expedientes por loa respectiros escriba- 
no* y firmada» por las parle» en los caso» y en la forma que de- 
terminen la» leyes de procedimientos y las copias que de esas 
artas se saqu< n por orden del juez ante quien pasaron, segura- 
mente no se ha referido á esos boletos que autorizan solamente 
los martilieros, Kl instrumento del remate á que se refiere el 
fallo citado de la Corte y los artículos 979 y H84 del Código 
Civil, no puede ser otro que el arta autorizada por el escribano 
y suscrita por el martiliero, dos testigos y el ejecutado, si estu- 
viese presente en el acto. Sin estas formalidades esenciales se 
daría lugar á grandes fraudes. El martiliero pondría ó no la 
bandera de remate ; abriría Ó no el acto á la hora fijada; recibi- 
ría o no las posturas; adjudicaría los bienes á quien le diera la 
gana, sin control y hasta podría ser comprador, por precio Til 
y por interpósita persona, pre-ente ó aumente, real ó ficticia, 
para fiar aliento más tarde a su propia casa de remate, por cuen- 
ta propia, ti es que no hubiera confabulación con el mismo eje- 
cutante para hacer producir lo menos posible a los bienes á 
rematarse, 

3 o Que ningún perjuicio sufre un ejecutante honrado conque 



3t8 



FALLOS US LA SUPREMA CORTE 



el remate de loa bieneB de) deudor se haga con todas las forma- 
lidades necesarias, y sí la tras 'ación del actuario a grandes dis- 
tancias, cuando no bajan motíTos especiales que hagan indis- 
pensable su asistencia, pudiera ocasionar gastos que consideren 
gravosos, la ley ha previsto el caso y la* partes pueden pedir que 
ae cometa al juei de paz de la localidad que autorice e) arto 
llenándolos requisitos indicados, como se hace á diario, cuando 
se trata de notificaciones, requirimientes, posesiones y mil otras 
diligencias que perla ley deben practicarlas loa «ecretarios y 
aún el jues mismo, como es la recepción de las declaraciones, 

Pur tanto, fallo: no haciendo lugar á la reposición solicitada 
y no causando perjuicio irreparable, por lo cual, no es apelable 
como lo lia declarado la Suprema Corte en varios casos, no se 
concede la apelación solicitada en subsidio. Notifíquese ori- 
ginal y repónganse los sellos.— Isaac fiodoyi 

Desde que el informante está al frente del juzgado, se halle- 
nado invariablemente la formalidad de la asistencia del actuario 
& los remates judiciales, sin que se note el inconveniente que et 
recurrente apunta ó sea el entorpecimiento del despicho por la 
ausencia del actuario, pues siempre se tiene cuidado de señalar 
días que no son de turno para el secretario que deba asistir 
al acto. 

VA juzgad" ha creído que no son aplicables las disposiciones 
del Código de Comercio A los remates judiciales, y que ellas 
sólo rjg"ii para tus ventas voluntarias, por encargo de partí* 
cubres. 

Para ne^ar la apelación no sólo ha tenido en cuenta el hecho 
de no causar perjuicio irreparable al recurrente, sino la dispo- 
sición del artí< u'r> 300 de la ley de procedimientos civiles de 14 
de Setiembre de 1863 que solo declara apelables en et juieío eje- 
cutivo, los actos que se declaren tales en esa ley. 

Saluda atentamente al señor secretario. 

¡sane Godoy. 
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r*ll* la lnprem C«ri« 

Bueno* Aire», Diciembre ¿O de 1900. 

Autos y vistos: considerando: Que no hay disposición alguna 
en la ley de procedimientos de catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres, que haga necesaria, para la validez 
de! remate en juicio ejecutivo, ia presencia, en el acto, del se- 
cretario. 

Que hacer de esa presencia un requisito j-ara la regular ena- 
jenación del bien embargado, pue ie traer entorpecimientos para 
la marcha del juicio, susceptibles de e«m vertirse en graves según 
sean las distancias j medios de comunicación entre el asiento 
del juzgado y el del lugar en donde debe practicarse el remate. 

¿ue en virtud de h< precedentes consideraciones, el auto 
apelado no entra en los que corresponde al trámite del juicio 
ejecutivo, en cuyo caso no está comprendido en la disposición 
del artículo trescientos de la ley citada. 

Por este . se declara mal denegado el recurso ; y por tos mis* 
mos fundamentos y con arreglo á la práctica ul nervada por esta 
Suprema Corte y jueces federales, se reroca el auto de fecha 
cuatro de Mayo del presente año, transcrito en el precedente in- 
forme del juez de la causa, en la parte apelada. 

Notifiques-* con el original y remítanse estas actuaciones al 
juez respectivo para la agregación á sus antecedentes. 

beiuamin pa1. — abtl bazar. — 
octavio «ungi-' . — jüas e. to- 
babnt. 
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CAUSA »1 

0oh .tf«r//ri Vi Ihldn contra (ion Juan liellAcqua, por cobro 
de pesos; sobre competencia por inhibitoria 

Sumario.— i* Procede la contienda de competencia poT iníii- 
bitona, si ae tiene por no deducida laeicepcion de incompetin- 
cia pur declinatoria. 

2* La forma de acredita! el fuero federal en las causas se rige 
por la ley de Procedimiento* Naeionaks, y no por las disposi- 
ciones del Código Civil. 

Caso. — Lo explica el 

Oficio y ale i Jim» r«deral 

La fl.ii.-i. Abril 4 de 1900, 

Ai señor Juez de Primera instancia en lo Civil y Comercial del 
Uepartumentu déla Capttal de la Provincia de tfuenos .lires, 
ductor don Pedro E. Atjuitar. 

Tengo el agrado de dirigirme á V. S. á fin de que quiera ser- 
virse inhibirse del conocimiento del juicio que ha nido enta- 
bicante el julgado de V. S. p r don Martin Villoldo con don 
Juan Üell'Acqua, sobre cobro de pesos, en virtud dehabersede- 
clarado el suscrito competente para conocer de dieho juicio, ni 
atención de 1<> solicitado P'* el señor Procurador liscal y lo dis- 
pnesto por este juzgado en el escrito, vista y de to de su rife- 
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Tencia, que se transcriben i continuación para conocimiento 
deV. S. 

♦ La Plata, Mano 26. — Señor Juez Federal: Juan DelV 
Acqua, italiano, mayor de edad, constituyendo domioilio un la 
calle 48, n* 714, como mejor proceda á V, 8. digo: Que por al 
juzgado civil de la provincia, á cargo dí'l señor Jnei doctor Pe- 
dro E. Aguilar, me ha demandado don Martin Villoldo, argenti- 
no, de este vecindario, por cobro de pesos, y en uso del derecho 
que me acuerda la ley nacional sobre junadla «i y competen» 
cia de tos Tribunales federales rengo á promover la contienda 
de competenc ¡a pidiendo el amparo de la jurisdicción federal, á 
fin de que se declare, que en razón de tratarse de un juicio por 
acción personal, en que es actor un ciudadano argentino y de- 
mandado un extranjero, corresponde á esta jurisdicción enten- 
der en él, debiendo la ordinaria de la provincia abstenerse desn 
conocimiento. Lo» testigos que suscriben este escrito declaran 
constarles que don Martin Villoldo es argentino y yo extranjero 
Previa ratificación de ellos pido é V. S. dirija exhorto al señor 
jnez mencionad», pidiéndole se sirva excusar de conocer en el 
juicio y remitir á este juzgado los autos respectivos, con cita- 
ción de las* partes. Será justicia.— Juan ÜelVAcfjua. Del Campo. 
Testigos: Leopoldo del Campo. José Bagués. 

Señor Juez; Con la información testimonial producida ha 
quedado comprobado que el recurrente e,s extranjero y argentina 
la pprsona que lo ba demandado en la jurisdicción ordinaria de 
ta provincia (articulo 2, inciso 2?, de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863). Tenga V, S. á bien declarar su compi -tencia y librar 
oficio al juei de lo civil doctor Aguilar para que remita los ante- 
cedentes (articulo 46 de la ley de 14 de Setiembre de 1868).— 
Marzo 31 de 1900. -fL G. Vieyra. 

La Plata, Abril 3 de 1900. —Autos y vistos: Habiéndose acre- 
ditado, con la información de testigos producida, que el deman- 
dante es argentino y el demandado es extrnnjero y reclamando 

T. Lililí 21 
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éste la competencia du la justicia federal para conocer en la 
cauta de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2, inciso 2 o , de 
U ley de competencia de 14 de Setiembre de 1863, se declara 
este juigado competente, y en consecuencia, líbrese oficio al 
señor Juei de primera instancia de la provincia, doctor Agui- 
la r> con los recaudos á que se refiere el artículo 46 de ta ley de 
Procedimientos.— Isaac liodoy.* 

En considienciu, el infrascrito espera de V. S. se sirva 
acceder aloque =e solicita en el presente exborK quedando, en 
cambio, obligado lacia V. S. d la reciprocidad en análogos 
casos. 

telad, i V. S. .t^taaieote. Isaa0 aodoy. 



Auto drl Juex d« Primer» 

La Plata, Marzo 19 de 1900, 

Tistes y considerando: Que la inhibitoria deducida por el 
señor Juei federal de esta provineia es .mprocedente porque 
según las mismas referencias del oficio de foja 41 no ie ha pro- 
bado que don Juan Dell'Acqua sea de nacionalidad italiana. 

Que la prueba del nacimiento en el caso sub-jmlhe, debió 
efectuarse con los medios que imperativamente e^ablecen los 
artículo* 82 y 83 del Código Civil. 

Que sólo en el caso de demostrarse la imposibilidad de probar 
el nacimiento en la forma expresada en el considerando prece- 
dente es admisible la información (articulo 85, código citado], 
pero se entiende que esta iuf rma. ion debe ser amplia bajo todo 
concedo para suplir la existencia del instrumento público. 

Que nadadee.to consta en el o [icio recordado de foja 41. Este 
se limita ¿ transcribir el escrito del recurrente, la vista fiscal y 
el auto respectivo, pero no contiene la ratificación de los testigos 
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ni otros antecedentes que «mostrasen la exactitud de lo ase- 
verado por DeIJ'Acqua. 

Que, por consiguiente, á juicio del suscrito, el mencionado 
Dell'Acqua do ha probado su nacionalidad como era de su deber 
hacerlo (leyes t y 2, título*, partida 3-). 

Por estos fundamentos y no obstante lo dictaminado por el 
ageute fiscal i foja 54, no se hace Jugar á la inhibitoria pedida 
por el señor Jueí de secoien de esta provincia y eu consecuen- 
cia, libre oficio al mismo magistrado haciéndole saber esta reso- 
lución y requiriéndole para que» ai insistiese sobre su competen- 
cia, dé por formada la contienda, remitiendo los antecedentes á 
la Suprema Cork- Federal (artículo 419, Código de Procedi- 
mientos). 

Sin cost;iB, por tratarse de una cuestión de oficio y no ser 
aplicable entonces el artícolo22l del Código de Procedimientos. 
Repónganse los sellos. 

Podro E. Ayuilar. 

Oñtim y aula «el J«ei FeJeral 

U Piala. Julio 27 de 1900. 

Al señor Juez uV Primera Instancia en h Civil y Comercial del 
Departamento de la Capital de ta Provincia de Buenos Aires, 
don Pedro Aguiktr, 

Tengo el agrado di dirigirme ¿ V. S. en los autos seguidus 
por don Juan Dell'Acqua, sobre incompetencia del juzgado de 
V, S. para conocer en un juicio que le La iniciado don Mar- 
tin VíUoUo, por cobro de pesos, poniendo en su conocimien- 
to, y á tos efectos consiguientes, la resolución que el infrascrito 
La dictado en dichos autos y que dice así : 

«La Plata, Julio 23 de 1900. — Vistos : La resunción del 
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señor juez de primera instancia de la provincia, doctor Agui- 
lar, sosteniendo su competencia para entender en el j jício pro- 
movido por don Martin Villoldo contra don Juan Dell'Acqua y 
latt piezas agregadas con posterioridad. 

y considerando: 1° Que si bien es cierto que por ru ta gene- 
ral coando se deduce la incompetencia como excepción dilatoria 
ante el juei, al cual se ha presentado la demanda, no se puide 
deducir después la contienda por inhibitoria ante el juez que se 
reconoce competente en el « aso suf>-judice t no puede decirse 
que se ha sustanciado la excepción de incompetencia desde que 
el señor Juez doctor Aguilar no le ha dado curso, según consta de 
los documentos por él remitidos, y eotónees queda, al deman- 
dado, expedito su camino para deducir la contienda por inhi- 
bitoria. 

í" Que la insistencia del juez provincial la funda en que la 
diversa nacionalidad de las partes no ha sido probada en la 
forma que establece el Código Civil, sinó por información de 
testigos. 

3* Que tal fundamento es insubsistente desde que la forma 
de a reditar el fuero federal no se rige por el Código Civil sino 
por la ley de Procedimientos de los Tribunales Nacionales de 14 
de Setiembre de i 863, y ésta el sn artículo 2 establece que con 
tal objeto se presentarán documento* ó informaciones qu acre- 
diten que el caso entra en la jurisdicion nacional». 

Por tanto, se resuelve insistir en la competencia de este juz- 
gado, y en consecuencia, remítanse los auto* á la Suprema 
Corte, con noticia de las partes y hágase saber por oficio al señor 
Juei prouncial para que remita loa =>uyos. — Repónganse los 
sello* , 

Isuac Goday. 
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VISTA l>RL SE (lOR PHOCORADGR GENERAL 

Buenus Aires, Noviembre ¿8 de 1900. 

Suprema Corle : 

auto del señor juez dejo > ivtl de La Plata ¿ostempndo su 
competencia en la causa Vjholdo contra DelTAcqua carece ríe 
fundamentos legales, porque confunde las pruebas del nací" 
miento de las personas á que sp refiere el GVdigo Civil, á los 
efectos de la posesión de estiido, con lo que establece la ley de 
Procedimiento» Nacionales de 14 de Setiembre de 1863, ú loa 
efectos del fnero federal. 

Siendo esta última ley la aplicable, puesto que ,*e trata sim- 
plemente de la comprobación de la diversa nacionalidad de los 
litigantes á efecto de establecer el fuero competente, y apare* 
ciendo demostrada la diversa nacionalidad con sujeción á sus 
disposiciones eipresas, considero que procede rn el casoiuA- 
judice la jnrisdicion nacional como ¡o ba declarado el auto del 
señor Juea federal de foja 19, que pido á V. E. se sirva declarar 
subsistente á los efectos ulteriores. 

Sabiniono Ktcr. 

de I» suprema forte 

bueno* Aires. Diciembre SO de 1900. 

Victos y considerando; Que en virtud del auto de foja catorce 
vuelta del expediente obrado ante el juez de la provincia de 
Buenos Aires la excepción de incompetencia por declinatoria 
debe tenerse por no deducida. 

Que acreditado por prueba legal á lo* efectos de establecer el 
fuero que don Juan Dell'Acqua es extranjero y argentino su 
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contraparte, procede la jnrisdicion federal, con arreglo al ar- 
tículo cien de la Constitución Nacional, y ártica lo dos, inciso 
segundo, de la ley de jnrisdicion y competencia de los Tribunales 
federales, de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres. 

Por esto, y de acuerdo con lo < zpuesto y pedido por el srñor 
Procurador general y por los fundamentos concordantes del 
luto del juez federal, se declara que éste es competente para 
conocer en este juicio, Remitánsdes, en consecuencia, los 
autos, y avísese por oficio al juez de primera instancia de La 
Plata. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA*. 
— OCTAVIO RÜWCE. — IDA!» 
E. TOBRKNT, 



«AUNA DII 

flun José Marré, sobre excepción del servicio militar 

Sumario, — I o Si la madre del 'recurrente tiene recursos 
propios para bu subsistencia, no precede la excepción que la 
ley acuerda al hijo que provee á la alimentación de la madre 
Tiuda. 

taso. — Lu explica iu 

RESOLUCION CIE LA JUNTA 

Buenos Aires, Méyo 7 de 1900, 

Desprendiéndose de autos que el finado padre del recurrente 
ka dejado un nrgocio establecido y que por lo tanto la madre 
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iw necesita de los subsidios de bu hijo, y por otra parto, no lia- 
berso comprobado debidamente que la señora continúa en actua- 
lidad en eatado de viudez, uno de los extremos que debe jus- 
tificarse; s-í resuelve: uo ha lugar y hágase entrega de la pape- 
leta. Fecho, archívese. 

Hulirich. — E. Damianovich.— 
Saturnino M. hará. 

VISTA DEL StvflOR PROCURADOR FISCAL 

Ünenos Aires. Agosto Si de 1900. 

Señor Juez: 

La patente agregada y lo expuesto por el recurrente lejos de 
probar la procedencia de la excepción, demuestran por el con- 
trario que no debe hacerse lugar áella. 

En efecto : el solicitante Marré funda su pedido únicamente 
en que está ul Trente del negocio, que dejó á su fallecimiento 
su señor padre, el cual es de bastante importancia y capital, se- 
gún se desprende del monto de la patente que paga. Esta pre- 
tensión carece de fu adame uto y la Corte Supreuia, en canos pa- 
recidos lia establecido jurisprudencia, declarando que el solo 
hecho de desempeñar un puesto de encargado 6 dependiente de 
una casa de comercio perteneciente á la madre 6 á la familia no 
exime del servicio, desde el momentu que osa* funciones pueden 
ser desempeñadas por cualquier persona, á sueldo, Jo que en 
manera a1guna>Tjud icaria el negocio y permitiría al ciudadano 
cumplir sus deberes de tal. 

No siendo, pues, el recurrente Marré el hijo único de ma- 
dre viuda uí quien atiende a su subsistencia, reprodmeo lo ex- 
puesto en mi vista de foja 14 en su parte lina). 



J. BoteL 
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rail* 1*1 Smmm Vmimwmi 

Buenos Aires, Setiembre 7¡di 1900, 

Y vistos : Por loa fundamentos del dictamen del señor pro- 
curador fiscal, que precede y que el Juagado hace suyo, se con- 
firma la resolución de la Junta de Excepciones, de foja 12 vuel- 
ta, coa costas, y prévia reposición de sel' os, llágase desglose del 
documento de foja 22, dejando - onstaneia ué autos , y ejecutoría- 
da que sea esta sentencia, archívese el expediente. 

Agustín ürdinarrain. 

VIST* DEL SfcflOK Pltü CURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Diciembre 10 de 1900. 

Suprema Corte; 

Considero justa la sentencia de foja 26, con sujeción á las con- 
eideraciones de la fista fi.so.il de foja ti vuelta, que legalmente 
la funda y pido'A Y. B, se sirva confirmarla por sus funda- 
mentes. 

Sabiniano Kier. 

* ele ta ««prwawCctrt* 

Unenos Aires. Diciembre SO ds 1900. 

Vistos y considerando : que según resulta de autos, la madre 
del recunente.tiene recursos propios para su subsistencia, lo que 
basta para demostrar que éste uo puede acogerse á la excepción 
que la ley de la materia acuerda al hijo que provee á la al i- 
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mentación de la madre i i tula. Por esto, y de auuerdo con lo ei~ 
puesto y pedido por el señor Procurador general se confirma, 
con costas, la sentencia apelada de foja Teintíseis. Notifíquese 
con el original y devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante 
el inferior. 

BENJAMIN PAZ. — A&Kl BAIAN. — 
OCTAVIO BUNGC — JUAN 1. TO- 
RRaST. 



í 'Al! «A IHI1 

Causa contra Máximo Diaz, por infracción á la ley de servicio 

militar <thligatorio 

Sumario. — La falta de citación personal uo excoga La in- 
fracción á la ley de Berrido militar obligatorio, y no exime dn 
la pena que ésta impone. 



Caso. — Lo explica el 

rail* «el Jwi fr'«4«r*i 

Paraná, Setiembre 21 de 1900. 

Vision : ta causa seguida contra Máximo Diaz (alias sin re- 
loj), argentino, soltero, jornalero, de 40 año* cumplidos, por 
infracción de la ley de servicio militar obligatorio. 

Y considerando : 1° Que interrogado el procesado á foja... 
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confiesa no haber concurrido al lugar de la concentración 'le 
los guardias nacionales de 20 anos cumplidos en 1899, el día 
señalado con ose objeto, no obstante reconocer que le correspon- 
día el servicio obligatorio, alegando para eicusar su falta que 
si comisario do policía de Ibicuy á cuyo ser victo estaba como 
sargento, no lo cító, diciéndoie qoe no estaba eomprenilido 
en la lista dn lo.i <\ui> debía citarse, loque comprueba con el 
informe del comisario Autoría de fi ja 17. 

Que la íalta de citación personal para concurrir al lugar de 
la concentración, y aún la omisión di- incluir en las listas de ci- 
tación el nombre del procesado, supuesto que fuese cierto» no 
obstante estar contradicho por el informe del jefe político j 
por las publicaciones en los periódicos qoe acompaña, no basta 
para excusar la falta c ometida y eximir de la pena á Máximo 
Dial, pues el sabía por su libreta de enrolamiento que le corres- 
pondía hacer el servicio obligatorio en el corriente año, at gnn 
laley número 3318 que debía conocer por haberse promulgado, 
obligación que en ningún cuso depende de la citación personal 
que no ha establecido la ley, sino el decreto reglamentario con 
el sólo objeto de facilitar su eji-cucion, pues tanto la ley litada 
en su artículo 14, eomo la número 3686 en el artículo i\ dis- 
ponen que la falta de presentación sin causa justificada, es de- 
cir, enfermedad, imposibilidad material, etc., será penada con 
dos aiioa de serví- ios continuado* en el ejército de línea. 

Por estas consideraciones, y de conformidad con las leyes ci- 
tadas, onndeno á Máximo Dial á prestar servicio en el ejército 
de línea por el término de dos años, debiendo deducirse de ese 
término el tiempo de detención que ha sufrido durante el pro- 
ceso, con costas. Kotiffquese y repóngase el papel con el sellado 
correspondiente. 

M, He T. Pintos. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Bueni» Aires» Noviembre 20 de 1900, 

Suprema Corte : 

La falta de citación per son i «tel procesado Diuz, que invoca 
la deferían, no excusa di* la responsabilidad penal en el caso, co- 
mu lo demuestra á mi juicio, coa ^videncia, la sentencia recu- 
rrida de foja 27, que pido á V. E. tic sirva confirmar por tus 
fundamentos, 

Sabiniano Kier. 
rail* úm I» luprfnu Carte 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedida por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos, se cuolirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja veintisiete. Notifiques? con 
el original, y devuélvase. 

BEIUAKIN PAl. - ABEL RAZAIS. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAK E, TO- 
BRBNT. 



('AUNA IflV 

n ontnt JoKé Martínez, por infracaun 4 (a Jey de enrolamiento 

Sumario. — La infracción á la ley de enrolamiento es casti- 
gada con la pena de un añitdc servicio militar en el ejército 
permanente. 
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Caso. - Lo eiplica el 

r*ll« d«l Juei «-><l«r«l 

La Plata, Noviembre 30 d« 1900. 

Vistos : Esta causa promovida contra José Martinet, por 
iofracciimá la lev de enrolamiento. 

Y considerando : 1 Que - i l delito está plenamente probado por 
la confesión del procesad», pues nianiüestaque no se enruló. 

2° Que la excepi-ion de inhabilidad no ba «ido debidamente 
probada y coasta por los iufurmes facultativos de foja 18 vuel- 
ta y foja 28 vuelta, que es hábil para el servicio militar, 

3° Que la segunda eicepcion, — la de haber concurrido á 
enrolarse y haberse negado H comandante i hacerlo — si bien 
se ba justificado el hecho, también está comprobada la causal 
de la negativa, cual es la de no habtT comprobado debidamente 
la edad y el estudo civil, ú lo que < stá obligado poT lo dispuesto 
en el artículo 17 de la ley número 3318. 

4° Que el enrolamiento es obligatorio desde la edad de 18 
años á 40, siendo tasadu, y cuarenta y cinco sieudo soltero., 
(articulo 17, léj citada), en cuya disposición se encuentra com- 
prendido el procesado. 

5° Que los que estando obligados i enrolarse no lu verifica- 
ren, serán destinados á servir un año en el ejército permanente, 
sin perjuicio del enrolamiento en la Guardia Nacional en la 
categoría que )t-s corresponda (artículo 35 de la ley citada). 

Por tanto fallo, de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Fiscal, condenando á José Martínez, argentino, soltero, de 28 
años de t-dad, á servir un año en el ejército permanente, sin 
perjuicio ii ser enroladu en la categoría correspondiente, de* 
biendo deacoi. ' irse el tiempo de prisión sufrida á ratón de un 
dia de prisión po. uno de servicio. 
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Notifíquese original, oficíese al señor Ministro de la guerra, 
poniendo á su disposición al reo, y a) señor Jefe de Policía para 
que lo remita á la inspección de milicias A objeto de que lo 
enroleny, en oportunidad, archívense los autos. Molifiqúese. 

Imac (iodoy. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

4 

li uenos Airea, Diciembre 7 de 1900. 

Suprema Corte: 

Ajustándose la sentenciada fuju 130 i los hecho* coustuntea 
en el proceso, y al derecho que los rige, pido á V. B. se sirva 
confirmarla por sus nmdamontns. 

Sahiniano Kter. 

WmUm 4* I» taprcaia Vrnrt* 

Buenos Aires, Diciembre 20 de 1900. 

Vistos y considerando: Que aunque es verdad que el recu- 
rrente José Martínez acudió á la comandancia militar á objeto 
de enrolarse, no lo es metías que, habiéndosele pedido la pre- 
sentación de comprobantes que acreditaran la fecha de au 
nacimiento, no volvió más, haciendo así abandono del cumpli- 
miento de sus deberes. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general y por su fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja treint». 

Notifiques? con el original, y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BUS GE, — JUAN t. TO- 
EfcEffT. 
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CAUMA Df 

Contra DelfitlQ Vinas, por con trabando ; sobre imposición 

tte multa 

Sumario, - Declarad*» el '-omiso de mercaderías traídas á 
bordo clandestinamente, mi procede imponer multa al «-apitan 
si nada hay en aulos que sirva á (improbar su complicidad 
en el contrabando. 



Caso. — Lo explica la 

RESOLUCION DE ADUANA 

lím-not Aires, Julio 2fi ó> 1897. 

Vistos: Resulta de to actuad que cu la visita ordenada por 
el señor administrador y practicada por el guarda señor Arrc- 
chea, ou virtud de lo^ aatei edeutes que refieren en Ja reso- 
luiondei expediente 754, se han encontrado á bordo del va- 
por t Asstduita * sin manifestación por parte del capitán, 9 ki- 
tos camisetas de punto y 14 kilos Nenio de hilo {verificación de 
foja 0). 

Que las camisetas fueron bulladas ocultas entre calchones, 
segun lo asegura ia denuncia, sin que haya sido negado por el 
capitán. 

Que los 14 kilos tejidos de lienzo, si bien han sido manifes- 
tados por escrito no se bu pretendido introducirles clandesti- 
namente, sino que el procedimiento usado por el tripulante que 
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lus traía ha sido correcto según se deduce de la declaración de 
foja 4 vuelta y siguientes, cuya veracidad se ha podido consta- 
tur por informes verbales tomados en el Resguardo. 

Por estos a ule ce-leu' es, \ i-- acuerdo cotilos artículos 838, 
906, 1037 y 1055 de las Ordenanzas y 48 ,de la ley de Aduana. 

Fallo, declarando caídas en comiso la» camisetas de la refe- 
reticia, é impónese una multa igual á su valor al capitán del 
buque, que liará efectiva el agente en su carácter de represen- 
unte. Legal de aquel (artículo 842 de las Ordenanzas) ; y en 
cuanto ni tejido de lienzo, sobreséase y entréguese á la perso- 
na que se meucioua en la declaración de foja 4 vuelta, previo 
pagos de derechos. 

Notifiques© y repónganse loa sellos, 

J, V. Rodríguez. 

VISTA DEL SEfiOR PROCURA IIOK KlSCAI. 

Buerwá Aire>, Marzo de 1898. 

Señor Juez ; 

Al ser visitado el vapor cAvúduita» fueron ^centrados por 
los ampliados de aduana, las mercaderías que se expresan en el 
parte de foja f , dentro de las camas de 3 a ciase. 

Ksaa mercaderías así ocultas, no Üguraban en el maniüeato 
del expresado vapor y son traídas, eom» bien se comprende, para 
hht introducidas clandestinamente. Tal hecho perfectamente 
previsto y castigado por los artículos 838, 905, t025y 1026 de 
las Ordenan!** de Aduana son pasibles decomiso, es decir, tal 
c ' i tw 1 se establece en dichas ordenamas. 

No es del caso tomar en cuenta el argumento que se hace, 
basándose en el privilegio de paquete del expresado vapor, res- 
pecto *] tiempo de que disponía para corregir su manifiesto ; 
primero porque la adu.ma tune derecho á requerirlo, así como 
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i visitar al boque así que entre al puerto y aun antes de la des- 
carga í y segundo porque como el agente mismo lo afirma, al 
querer defender al capitán do la multa que se le ha impuesta, 
éste no tenía conocimiento del escondijo, po; lo cual, aun ruan- 
do hubiera querido, no hubiera podido reformar el raaniBesto 
que 7a le había Milu requerido. 

La multa impuesta al agente, creo que es perfectamente pro- 
cedente, y V, E. debe confirmar la resolución de foja 6 vuelta. 

El agente ha sido condenado, cumo e*a resolución lo eipre a, 
como representan^- del capitán, quien siendo el superior de 
á bordo aa responsable de loa hechos de sus subordinados. 

Bien puede ser qoe ni el capitán ni el agente tuvieran cono- 
cimiento exacto de las mercaderías escondidas, pero ello no es 
bastante para eximir de t p^nsabilidad al capitán y al agente 
enan representación, pue> aquí') ha debido saberlo, ignorándolo 
sólo por incuria ó descuido, lo que implica una responsabilidad, 
pues á haberse confiado en un capitán y a haberse descargado 
la mercadería oculta la renta iiscal hubiera tenido una posi ■ 
Uva disminución, proveniente de una infracción que el capitán 
debió evitar. 

En consideraciones semejantes y en previsión de casos comu 
el presente es que la ley de aduana vigente se ha fundado para 
dar al administrador, en su articulo 48 la facultad de impo- 
ner multa al buque por hechos como del que üb trata. 

Por lo dicho, creo que V. S. debe c infirmar la resolución 
aduanera de foja 6 vueita en Ir forma ordenada por la ley. 



./. Batel. 
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rail* del Juex redera! 

lítenos Aire** Mayo 19 .Je 1899. 

Y natos: Pur los f [indumentos de la precedente vista del se- 
sor Procurador fiseal, S( . confirma con costas, l;i resolución a-t- 
ministrntíva de foja ti vuelta. Eíotiffqoese con el original, j 
en oportunidad devuélvanse es ras actuaciones á la Aduana ■! u 
la Capital á 1»$ efectos consiguientes, Repónganse loa «ellos. 

, (lervasio F. Granel. 

r»ll« de I* luprent t orlf 

Buenos Air*?», Diciembre 20 Je 1900. 

Vistos y considerando : Que la resolución administrativa de 
luja seis vuelta, ha sido dictada previa audiencia del capitán del 
vapor * Assiduita > . 

Que la circunstancia de no haberle notificado al capitán di- 
eba resolución, no autoriza ;'i nlegar contra ella el recurso de 
iiiilidiiddediicido p»r el agente del vapor que es responsable atit- 
la aduana, no sólo de la descarga sitió también de las respon- 
sabilidades que afecten al buque, conforme á lo dispuesto en 
los artículos ochocientos t-uarci.U j dos, y ochenta, y cíenlo cua- 
renta y siste, iri isu tercero, de las Ordenanza, sin perjuicio 
de repetir lo que corresponda, por la responsabilidad que *e 
haya heclio efectiva en él y que, según derecho, sea delusiva 
•lelos que dieren lugar á l a. 

Que conforme al artículo cu aren la y ocho de la ley de Aduana, 
en vi^or para el año mil oc hocientos noventa y siete, la fa- 
cultad del Administrador de aduana para aplicar al buque una 

T. LTII1X. Si 
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multa igual al valor de las mercaderías no mu ni femadas y que 
se encuentren & bordo, solo eiiste cuando esas mercaderías se 
hallen en poder de loa empleados de los buques ó en los compar- 
timentos que lea son reservados. 

Que las mercaderías no manifestada, de que se trata en ésta 
causa, no se. hallaban en ninguna de esas condiciones, resultan- 
do averiguado que estuvieron ocultos entre las colchonetas de 
las tarimas de los pasajeros de tercera clase. 

Que nada hay, por otra parte, en au^os, que sirva á compro- 
bar que el capitán del buque ó los empleados del mismo, fue- 
ran cómplices 6 hubieran participado en forma alguna del pro- 
pósito de la defraudación a la renta. 

Por esto» fundamentos, sin hacer lugar á la nulidad alegada, 
su revócala sentencia dr foja veintitrés vuelta, en la parte re- 
currida, declarándose improcedente la multa al capitán. Kotifl- 
quese original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 

UEIUAWN Pkt. — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO BUSíiE, — JUAN E. TO- 
IIHENT. 



«AUNA »V1 

Contra don Angel Massia; sohre comisa 

Sumario. — La ocultación de mercaderías entre la ropa de 
uso demuestra la intención de defraudar la renta liscal. 

Caso. — Lo explica la 
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RESOLUCION 1)£ AD1 \Na 

Vistos : La infracción denunciada, que consiste en laconduc- 
i i olí líe mercaderías ia calidad "le equipajes y la ocultación do 
parte di- ellas esti probada. La manifestación qu< dice el pasa- 
jero haber hecho e! capitán del bagué l^j^a estar probada, ba 
sido segada por éste. IVr otra parte no se concilla esa preeau- 
* ion del pasajero para asegurar la manifestación ú la aduanado 
las mercaderías que conducta, con la ocultación de ellas en 
una forma qu- no ha podido <vr explicada satisfactoriamente 
por el pasajero. 

Por tanto y desacuerdo con los artículos 838, 905, 1037 y f 05 i 
de las Ordenanzas, declaro caídos en comiso, lo» efectos qu* se 
detallan á fojas 3 y 4. á favor del ¿prehensor. 

Notiflqnesey pase 4 la alcaidía para ta venta por tos martille- 
ros de turno señores Scotti y compañía. 

Repónganse los sellos por el ben 'tetado , 

VESTA DEL RRSíIK PUOCUKAOOR GENERAL 

Riifmjos . tYhri'ro lí de 1900. 

Suprema Corte: 

La sentencia de foja 30, conlirmatoria de la resolución ad - 
miuiitrativa de foja 5, lia considerado y apreciado con exacti- 
tud las constancias de hecho, y su parte dispositiva se ajusta á 
las prescripciones do los artículos 837, 838, 905 y 1037 de las 
Ordenanzas de Aduana. 

La expresión de agravios cita circunstancias j antecedentes , 
é invoca doctrinas fjue no resultan apliüábUi en el caso sub-ju- 
dice ; porque en él se trata de una tentativa de defraudación, 
pretendiendo hacer pasar ocultas entre ropas de uso, mer- 
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caderlas sujetas al pago de derechos de aduana* Por ello, y fun- 
damentos concordantes de la vista üscal de foja 20 pido á V, E. 
se sirva confirmar la sentencia recurrida de foja 30. 

Satriniana Kicr, 



Buenos Aires, Dídeiubrü 20 de 1900. 

Vistos y ron^Kramlo: Que la forma en que lian -ido traídos 
los artículos á que este proceso se reliere, ocultándose los uno*, 
dentro de los otros, sirve á demostrar la in* ncion de defraudar 
la renta fiscal. 

Que con tal ante, edente no puede preMiniirs* que el recurren- 
te haya ohrado de buena fé, como lo pretende. 

Por ésto, de Muerdo con lo exporto y pedido por el señor 
Procurador General y tumi uñemos coneordante> de la sen- 
tencia apelada de foja treinta, ie conlirma ésta, con castas, lo- 
tifique^ con el original y repunto los sellos, devuélvanse. 

BEttJAlllN PAI. — ABIX BAlAN. 
OCTAVIO BUNGK. — «MU K, 
TOim»ST. 



4 AUNA »¥H 

Contra Deifino hermanos, por contrabatí* ' sobre imposición 

de multa 

Sumario. — No procede imponer multa al capitán, si las cir- 
cunstancias del « aso sirven a convencer que no tuvo conocimiento 
de la existencia á bordo de las mercaderías comisadas. 
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rallo del Junliiml 

Buenos Aires, Octubre 10 de 1900. 

Y vistos : y considerando : Que ile autos consta que loa due- 
ños du la» mercaderías encontradas en contravención á las Orde- 
nanzas debían manifestar a la Aduana la existencia de las mis- 
mas para el abon & de loa derechos. 

Que multadas i-mis mercadería* en la f rma que 'eterminan 
latí Ordenanzas, no existen antecedentes que autoricen á impo- 
ner al capitán una pena pur un hecho ajeno completamente á 
él, desde que, esas nv readeríaa para hacerle responsable, la» 
hubiera podido agregar al man ¡tiesto general del buque pues 
estaba en tiempo para ello en «1 rnnnu-nto de la risita. 

Que, consentida la resolución de foja... por los interesados ó 
dueños de las mercaderías, la presente apelación sólo puede 

ikigarsi - ti cuenta e referí nte á la multa impuesta al capi- 

Tlü , por cuanto éste no tiendo parte en lo referente al comiso 
sólo podía interponer el recurso en lo referente i la expresada 
multa, única que le afectaba. 

Que el artículo 51 de las Ordenanzas autoriza al capitán para 
salvar sin reato cualquier error cometido en el manifiesto, ya 
sea aumentando ¿ disminuyendo 6 combinando su contenido, y 
sólo id el caso del artí-Milo 904 podrá aplicarse el artículo 905, 
y como la visita del guarda se practicó antes de ese tiempo f 
como el capitán ignoraba la eiistencia de eso* efectos á bordo, 
no podía hacerle responsable del bechu ocurrido mientras no 
transcurriera el tiempo dentro del cual debía hacer las salve- 
dades consiguientes. 

Por estos fundamentos, no obstante lo dictaminado por el se- 
ñor Procurador Fiscal, se revoca la resolución administrativa en 
la parte que impone pena el capitán y se la deja subsistente en 
lo demás. 
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Notiffqnese con el original j en oportunidad, devuélvanse estas 
actuaciones á la Aduana do )a Capital á los i fe< t-^ consiguien- 
tes. Repóngase el papel. 

Francisco fí. Astigueta. 

VISTA DEL SEAoH PHOi.URAÜOR GEKEHAL 

Ííuouoí Aires, Diciembre l de 1900. 

Suprema Corte : 

No encuentro mérito legal para suputar el recurso de apela- 
ción instaurado ú foja 33 por el señor Procurador Fiscal con- 
tra la sentencia de foja 32, cuyos considerandos se amoldan á 
las constancias del prooeso. I'or'otra parte, habiéndose aplicado 
a la infracción que motiva esto juicio la pena que establece el 
articulo 61 déla ley ue Aduana vigente en t899 t en consonancia 
conlosartículos 1025 y 1026 de las ordenanzas, procede la confir- 
mación que solicito de V. E. de la sentencia recurrida de foja 32. 

Sabiniano Ktcr. 



Buenos Ai™*, Diciembre ¿0 de l9üa 

Autos y vistos : Kn virtud de Jo manifestado por el señor Pro- 
curador General, y teniendo en consideración que las circunstan- 
cias del caso sirven ;í convencer que el capitany empleados supe- 
riores del buque no han tenido conocimiento de La existencia a 
bordo dt las mercaderías comisadas y que se encontraban en 
poder de unjeamarero, en cuyo caso procede la absolución en ejer- 
cicio de la facultad que á ose efecto se desprende del artículo se- 
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lienta juno de la ley de Aduana, devuélvanse los autos al Juz- 
gado de su procedencia, previa reposición de sellos. 



BE3JAHIN PAZ. — ABEL BAZAN. 

— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E* 

— TORUENT, 



« 41*4 1>1 III 

DonSevtro frettes contra ¿on Pascual Catiro; spbre pago 
ile tittrn'sr.s t¡ vottsujnaeion 

Sumario, — 1* La demanda ejecutiva constituya en mora al 
deudor al eíWto d" pagar interese». 

2* La consignación de La deuda hecha para los finca del pago 
en caso de ser vencido el deudor en el juicio, vale como embar- 
go, y no puedi* fundar U guapearon del cursu de los intereses 
que trae el pago de consignación legitima. 

3° El vendedor que ha ofrecido entregar la cosa tiene dere- 
cho de pedir el p¡igu del precio al comprador que resistió su 
recibo. 

4' Los tantos percibidos antes de 1 1 tradiciou pertene :eu, 
en este caso, al vendedor. 

tALLO AHB1TKAL 

Córdoba, Octubre 18 de 1898. 

Vistos los autos que se relacionan con los dos puntos someti- 
dos 4 la decisión arbitra) en el escrito de foja 18, resulta: que 
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en ti de Enero de 1891, don Severo Freites vendió á don Pas- 
cual Caeiro la suerte de tierras que se determina en la escritura 
que corre á foja 3 de uno de los expedientes que tengo A )a vista, 
pct el precio de 36.000 pesos nacionales, pagaderos 1 2.000 al 
firmar la escritura, y ios 24,000 restantes por.cuotua.tnniestru- 
les de 4000 pesos, abonando adema* sobre el dinero que adeude, 
el interés correspondiente á razón del 10 por ciento anual é 
hipotecando en garantía del pago de la expresada suma el terre- 
no vendido. 

El señor Caeiro rebnsó entregar la segunda cuota que frébfá 
abonar á platos, la cual le fué cobrada ejecutivamente en Ayus- 
to 4 de 1891 por el señor Freites, y opuso á la ejecución la ex- 
cepción de inhabilidad de! título, \ pronunciada contra él la 
sentencia de remate el 2 de Mayo de 1892, apeló para ante la 
Suprema Corte de la Nación, este tribunal confirmó la sentencia 
de remate el 11 de Junio del corriente ano. Kl 6 de Noviembre 
de 1891 demandó Freites ejecutivamente, por cuerda separada, 
la tercera cuota de las mencionadas, y expedido el auto de sol- 
Tendo, el señor Caeiro, el 12 de Noviembre de 1891, expuso:que 
á fin de evitar una nueva tramitación inútil, había consignado 
i n el Banco Nacional á la órden del Juzgado b suma demanda- 
da (440150 petos moneda nacional), acompañando el documento 
que lo acreditaba; y agregó; que lo liada en atención á estar é la 
resolución del señor Juu el juicio ejecutivo inieiado anterior- 
mente por obligaciones de igual origen y procedencia, cuyo fallo 
será el mismo para ambos juicios y ¡i loa efectos del artículo 755, 
incieo 4*, Código Civil, hastalantosefiecidael juicio referido.Co- 
muiiieadaen traslado ai ejecutante la consignación, solicitó éste 
que se declarase improcedente é ilegal con efectos de pago el depó- 
sito hecho, que se mantuviera en calidad de embargo y ¡*c libra- 
se mandamiento por l,s intereses. El 20 de Junio del corriente 
año, solii il6 el señor Freites, invocando Ja confirmación de la 
■euteuoia de remate por la Suprema Corte, se despachase el man- 
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damieutode embargo por valor de las tres últimas cuota* é instó 
por la resolución del incidente sobre consignación, y en este esia- 
do se sometieron á la di cisión arbitral los dos puntos siguientes: 
I o Si es ó no deudor o! señor Cueiro al señor Freites de tos infere* 
ses que sobre la tercera cuota consignada por el primero en el 
Banco Nacional á que se reliere el inciso i " de la transacción co- 
bra él señor Freites, ó de ladiferencia entre el monto de esos in- 
tereses según el contrato, ron los que paga el Banco ; y 2 o Si es ó 
no deudor el señor Freítes al señor Caeiro del usufructo 6 goce 
que de los campos rendidos haya lierho desde la fecha (te la vm- 
ta hasta el presente y que cobra el señor Caeiro. 

Y considerando, respecto del primer punto: I o Que el señor 
Freites no pudo retirar inmediatamente la cantidad depositada 
en el Banco por el señur Caeiro, como éste lo alega, porque no 
ta depositó con ese objeto, sino, según queda relacionado, has- 
ta tanto se resolviese el juicio antee iniciado por obligación 
de igual origen y procedencia, cuyo fallo sería el mismo para 
umbos juicios. 

2* Que la obligación que imponía al señor Caeiro el auto de 
soliendo, era la de entregar al señor Freites, en el término de 
tercero día, la cantidad demandada como lo establece el artículo 
252 ley de Procedimientos Nacionales, y lo ordenó el señor Juei 
en dicho auto; y no cumplió ciertamente con ella cuando la 
depositó en el Banco, no á disposición del acreedor ejecutante, 
sinó á la orden del juez y hasta tanto se riíSoWía el primer jui- 
cio iniciado, que ha terminado Tecien este ano con la resolución 
de la Suprema Corte Nacional, foja 104 de los autos respec- 
tivos. 

S" Que si bien el señor Caeiro, aj depositar la cantidad de- 
mandada, expresó hacerloálos efectos del urtículo767, inciso 4 o , 
no verificó pago por consignación, pur cuanto el mismo artículo 
citado requiere que, para que esto tenga lugar., es preciso quo 
concurran dos circunstancias: que fuese dudosa el derecho del 
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acreedor á recibir el pago, y que otras personas concurrir sen á 
eligirlo del deudor, lo cual no ocurrió en el caso en cuestión. 

4« Que no habiendo el señor í'aeiro payado la cantidad de- 
mandada, C#mo el si Cor Juez se lo ordenó, incurrió en mora y se 
hito responsable por los intereses que su morosidad causó al 
señor Freite N ;u tículns 508 y &09, Código Civil. 

T con ¡lid erando, respecto del segundo punto: 5* Que el señor 
Frutes manifestó en 17 Setiembre de 1891 , foja 8 del primer 
eipi diente ejecutivo, que reiteradamente había requerido al 
Be ñor Caeiro para que reciMera el campo, sin haber obtenido 
respuesta categórica; que por omisión del comprador no hábil 
j odído entregarlo, ó pesar de etar li>tn para ello y hallarse el 
campo libre de extraña poses ion ; y que, a lin de poo> r fuera da 
disensión su propósito de entregar el inmueble rendido, pedia 
que con citación del señor f'aeiro se nombrase un depositario 
qur lo reciba. 

6 o Que habiéndose designado audiencia para tratarse de la 
expresada manifestación y solicitud del señor Freitrs, el apode- 
rad del señor ( 'aeiro hi/o presentí- en diligencia, foja 9 f sin 
nejarla exposición del señor Freites, que creía intít ,} la audien- 
cia porque ia solicitud de la parle del señor Freiles era ajena al 
juicio ejecutivo, y en el iuf ir mi- precedente el señor Caeiro no 
niega tampoco la exactitud de la exposición del señor Freí tea, 
contenida en el anterior considerando, y dice lo siguiente: No 
podría el señor Freites alegar que cumplió con la ley al manifes- 
tar al juez que estaba pronto tí entreoír el campo; todo lo cual 
acredita la rerdad de los hechos referidos en el 5° considerando» 

7° Que el >eñor Freites cumplió < on ka obligación impuesta 
por el artículo 1409, requiriendo al señor ''iieiro para que reci- 
biera la cosa vendida, especialmente si se tiene presente que 
todos los ¡intendentes que he debido consultar manifiestan que 
la entrega no se t fectuó unirá y exclusivamente porque la re- 
husó el comprador. 
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8* Que habiendo cumplido el señor Freías con la obligación 
que tiene como Tendedor, respecto á la entrega do la cosa ten- 
dida sin haber nido requerido para ello por -1 comprador señor 
Cafciro, un puede éste exigirle bus frutos; de la misma manera 
que no puede el acreedor cobrar al deudor los interesen sino 
dásde que lo hubiera requerido por el principal y éste ae hu- 
léese constituido en mora. WÉÉ 509, 622 y 1053, Código 
Civil . 

y° Que li jo- <l* imponerse por el artículo 1431 , que invoca 
el señor Caeiro, una obligación al Tendedor en favor del com- 
prador, cuerda á aquél un derecho respecto de éste: el vende- 
dor, dice el artículo, tiene derecho á pedir al comprador que se 
nie¿a á recibir el inmmblr Tendido, los costos de eonserTacioíí 
é indemnización de perj icios y á poner la cosa endepósito judi- 
eial por cuenta y riesgo del comprador. La faltad-' ejercicio de 
ese der. cho, por parte del señor Freites, no puede, en manera 
alguna, imponer á lite el deber de restituir los frutos, ^ino el 
d.* continuar con el cargo de « onserTar la cosa Tendida tal como 
s<* bailaba el día del contratu, ba-ta que la entregue al com- 
prador, artículo 1408, Código Civil; y en tal caso. los frutos 
percibidos se compensan con los gastos de conservaci-m, articulo 

2430, Código Civil. 

10° Que es indiscutible que el señor Freites es poseedor de 
bnena fé, desde que hasta ahora es dueño del campo vendido y 
n.. entregado por omisión del comprad -r (art. 577, Código 
Civil). 

11" Que aunen el caso de que un estuviera establecida esta 
compensación, el señor Freites se habría enriquecido con 
pprjuioio del señor Caeiro al disfrutar de parte del precio y de 
lus frutos de la cosa Tendida, porque ésto lo bacía con su con- 
sentimiento, según el conocido axioma: Qui vidit ot non ímpe- 
dfl mm possit, davmum qupd ab atiio rebus suts ¿n (ertxvi, 
tllud consentiré videtur. 
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12° Que es inaceptable la observación que hace el señor 
Cteiro, de que si el vendedor hubiese depositado judíciaiinenic 
el campo, lo hubiera recibido, y percibido sus frutos ; puesto 
que tuvo conocimiento de que el señor Freites quería entregár- 
selo, y pedía al juez nombrase un depositario qu t»e hiciera 
cargo du él, y en Tez de concurrir á recibirlo, procuró impedir 
la audiencia designada por el señor jut z para tratar de e-a 
solicitud. 

Por estos fundamentos, fallo como arbitro de derecho, en 
sentido aftruMtivo el primar punto y en sentido negativo el 
segundo. Declarando que don P t cual Cu iro debe á don Severo 
Freites los interese» legales de la tercera cuota depositada en 
el Banco Nacional; y que Freites no es deudor á Caeiro del 
uMit r n t u del campo vendido que hubiera percibibo desde la 
fecha de la venta basta et presente ; sin especial condenacínn 
en costas. Hágase saber, y no siendo apelada, archívese. 

Temis tóeles f nstrltano. 



Córdoba, Junio * de IStí. 

Autos y Vistos : La apelación deducida por don Pascual Caeiro 
del laudo arbitral de foja la expresión y contestación du 
agravios presentada por las partes. 

X considerando: I o Que la consignación hecha por Caeiro ha 
nido, <:ou razón, implícitamente declarada ilegal por el Arbitro, 
pues ella se hizo mientras Ja Suprema Corte decidía la apela- 
ción interpuesta en una cansa ¿nálogu; y este tribunal ha 
resuelto en contra de las pretensiones que motivaron usa con- 
signación. 

2 o Que la consignación referida eru t además, ilegal por cuanto 
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no se mi* hecho en ninguno do los e~ establecidos « .1 
.Cfcul. 757 de; i"W.g. «.-.Til y por lo ta.l . «. procede « el 
¡«U, 4« por la, wnn felfe por el MAM. De consigu.ente, 
. ual.ie»d, pelota referida cuota a. acreedor, depos.tén- 
,,„!» á „ nombre, «i .ido declarada leg.l la ****** 

Cae.ro debe lo, ***** « el Uu,1 ° **** . . 

3 . Q„e Freitea ha usado de un dcre. bo, aun suponiendo que 
hubiera eipíuttdo el Campo, pu«to que era prep.etarn, de él y 
C» e ¡ro no habría querido .«¡birlo ni consentir que fuera depo- 
sitado conforme lo afirma el arbitro. 

1. üue es improcedente la «pertW» 4 prueba de.esta causa 
¿m l.s partes tienen estable, ido que el 4rbi.ro revuelca bayo 
L, antecedente» de los juicios ejecutivos mene.onados y os que 
ta. partes puedan ««ministrarle con un informe que producían 
■lentro de un término que lije el arbitro. 

B» ,n n,,itoypor los fundamentes del lando arb.tral de 
foja «.se confirma é,te, sin eapeot») condenación, peí no haber 
mérito para ello. ,-. . tf , ( , /l( „ u (iací(-ía. 



e-allo «l«> Mi '° P' M «•*■ 

Buenos Aire». Diciembre 11 de 190). 

Visto- y considerando: Que según con*, de la «entura 
,,ubl,ca. cuyo testimonio corre 4 foja tres, don Pascual Cae.ro 
le obligó i pagar 4 don Severo Froitas la suma de pesos cu.tr 
mil enatrocientos «no con cincuenta centavos moneda «oconal 
en el término de nueve mese, contados deede el ve.nt.su-to de 
Enero de mil ochocientos noventa y uno, fecha de la cada 
eseritnra, P «r razón de la tercera de 1.a cotas tomes rales 
en,... .e dividía, á los objetos de ser satisfecha I. parte dol 
predio que no se abonó de contado. 



350 FAI.LUS DK LA SUPREMA COPTE 

Que luego de vencida el plazo expresado, el acreedor dedujo 
acción ejecutiva para el pago, habiéndose dictado eo su virtud 
el auto de sol vendo de f-»ja do* que lleva la fecha seis de Ño- 
viembre del inisnio uño de mil ochocientos noventa y uno 

Que con esa interpelación el deudor quedó constituido en 
mora, siendo portal causa responsable por ios danos í- intere- 
ses que sn morosidad hubiese causado al acreedor, con sujeción 
ti lo dispuesto en ios artículos quiuientus ocho y quinientos 
nueve del Código Civil, aun cuando fuera verdad, cuino lo pre- 
tende aquél, que, con arreglo ¡i lo s términos del contrato, no 
estuviese convenido el curso continuado de los intereses sobre 
l is sumas debidas por precio de la cosa enajenada, basta tanto 
uo verifique el pago. 

Que la consignación lucha por Caeiro de la suma ú que ae 
refiere la demanda ejecutiva mencionada, no ha sido informada 
en la duda que él tuviere respecto :i la persona con derecho de 
recibir el pago, sino en el desconocimiento de la existencia ó 
exigibtlidad de la deuda, s-gun consta del escrito de foja ocho 
■ n que se hacía e-a consígnai-ioii para ^ue sirva á los lines d l 
pago, sólo en el caso de que Tácito fuese vencido en el juicio 
ejecutivo que estaba pendiente entre la» mismas ¡artes, p- r 
• obro de otra de las cuotas del precio. 

Que hecha la ct-usigiuicioii en esos términos, no se halla ella 
comprendida en el inciso cuarto, articulo setecientos cincuenta 
y siete del Código Civil, valiendo únicamente corno embargo, á 
los efectos dei juicio t jecutivo, en cuyo caso no puede fundar la 
suspensión de) curso de intereses que hubiera traído aparejado 
el psigo «lela deuda, verificado por consignación legítima reali- 
zada con tal propósito por el deudor. 

Que es un hecho constante que Freita* ofreció reiteradamen- 
te la entrega de! campo vendido, debiéndose sólo ala resistencia 
de Catiro, que esa entrega no se haya efectuado. 
Que ese antecedente, que sirve para que Frenes haya podido 



demandar con ciato derecho el pago del precio al vencimiento 
dé lo*pla*osc.tipulados,c n eje-ion á los arlículos quinientos 
die, y mil dos-ntos uno del C^tigo Civil, no obstante tratarse 
de un eonttii bilateral desde que ha ofrecido cumplir la 
obligación que le es respectiva J aun intentad, demanda 
con ese objet,. sirve igualmente para establecer que el domiDio 
«1, la cea enajenada no habla pasado del tendedor al compra- 
dor i,orqiiea«í lo dicen expresamente los artículos quinientos 
setenta y >iete v do, mil seiscientos nueve del código citado, 

S eguu mm> ****** la t^alUci0,l de Ia CÜS " e! aíTtíettür 1,0 

adquiere sobre ella ningún derecho real, manteniéndose la pro- 

piedad de ta misma en el deudor. 

Que el derecho á petoíbil los frutos corresponde al propieta- 

ri.de lacea que los produce (artículo dos mil quinientos trece, 

Código Civil), derivándose de ese principio, que Ins frutos perci- 
bidos, naturales ó civiles, untes de la tradición de la cosa, 
,uando se trata de dar cosa cierta con el fin de transar sobre 
«tía el dominio, pertenecen al deudor (articulo quinientos 
ochenta r tres del mismo Código). 

Qne si" Caeiro no ha percibido los frutos del .-ampo á conse- 
cuencia de no haber querido recibirlo, I pesar de la rolo atad J 
esterad de Preitas que instó por la entrega, debí imputarse a 
sí mismo un daño que «o le ha venido sino por su propio hecho 
y falta que no ha debido redundar en detrimento del derecho 
de Freitas para cobrar el péió en los plazos y condiciones con- 
venidas. 

Que eo el compromiso arbitral de foja dieciocho .,e conviene 
expresamente que las cuestiones «.melid*» se resolverían « bajo 
|„, accedente* de los juicios ejecutivos *, de que se haoe men- 
ción eu dicho compromiso, « y los que las partes puedan sumi- 
nistrar con un informe que producirán dentro del término que 
fijp el arbitro » y que ést» «deberá dictar sus falloa dentro de 
cuarenta días de vencido el término que Üjara para que las par- 
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tes produican el infonne expresado, sin otra snstanciacion que 
las medidas que, para mejor proveer, creyese necesarias ». 

C¿ue en atención a esas cláusulas del compromUo, la reoer- 
cion á prueba dejó de ser un trámite preciso, quedando á la 
prudencia del arbitro las medidas de investigaron que reputara 
pertinentes. 

Que, aun sin di has t ripulaciones, la recepción ú prueba no 
lia sido necesaria, porgue ios hechos en que 1 .l sentencia debiera 
informarse, estaban debidamente acreditados j'H lo* expedientas 
ejecutivos, que 'le conformidad con la voluntad de las partes, 
debían aer vi f de base para el lando* 

Por estos fund:iini'nt'>s, y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento tres, se cuntí rma ésta, con costas. 

Notifíquese con el original, y, repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ, — ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO PUNGE _ JUAN E TO- 
HIIENT . 



€ AUNA I>l* 

Don Juan Valsada contra don FéliatGodoy ; sobre cobro 

de pesos 

Sumario. — !• La ratificación de la sociedad cu la demanda 
salva el defecto de personería opuesto al socio que la interpuso 
personalmente. 

4* El capitán es responsable del valor de ta lancha que se per- 
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dió por haber -íirlo traid i & remolque, cuando, según el contrato 
del Beta mentó, debía ser transportada como carga. 

r*ll* del Jwet l ed«ml 

Uuenos .Vire*, Junio ¿« de liíÜN. 

Vistos estos autos seguido* por don Joan Calzóla contra el 
eapitan dei vap»r Sajüttia, don Félix Godoy, por cobro de pesos, 
de los Guales resultan los ¡siguientes antecedentes : 

A foja í) se presenta el demandante manifestando que acom- 
paña un conocimiento en e) cual consta haber sido eniregudaal 
ea pitan del Sajonia una lancha á vapor para ser transportada 
como carga A bordo del mencionado vapor, desde el puerto de 
Bella Vista hasta el de esta capital. Agreg.t que habiendo Hi ga- 
do el Sajorna en el viaje indicado, trató el demandante de ob- 
tener la entrega de la lancha a vapor, qu^ era de su propiedad, 
y fin la pudo obtener, habiendo resultado posteriormente que 
durante el viaje se había ido á pique. El demandante atribuye 
"ata pérdida á negligencia culpable en el capitán del Sajonia, 
á causa de haber traído á remolque ta lancha ¡í vapor en lugar 
de traerla sobre cubierta en calidad de carga, conforme estuna 
nbltgado y era de estricta prudencia hacerlo en vista del peligro 
que ofrecía el transporta á remolque. Período esto demandaba 
al e api tan del Sajonia, fundado en las disposiciones de los aT lí- 
enlos t"08, 909, Í)Í2 y 913 del Código de Comercio, cobrándole 
la cantidad de 8000 pesos en que avaluaba la lam ba perdida, 
eon más los interese» j costas. 

El demandado contestó á foja 20 manifestando que desde lin - 
go él demandante don Juan Calzada carecía de derecho para de- 
dueir la reclamación que instauraba, porque la lancha reclama- 
da y denominada \atin había sido cargada por los señores Cal- 
zada, Ginlianis y compañía a consignación de los señores J. 
t. mxtx. 83 
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Callada y compañía, que por tanto, aunque $ demandante don 
Juan Calzada fuera dueüo de la lancha, la acción instaurada na 
podría deducirla 01 sino Ion con-ignatarios, como representan- 
tes de los cargadora; que por aira parte, aun suponiendo que 
tüv«,radi r t eho,. urecíii de ratón pura reclamar, porque si la 
la* ha Xatin habfa >ido traída ¿remolque y esto forma de trans- 
porte había ocasionad, su pérdida, ella se hizo de acuerdo y con 
conocimiento del reprímante délos cargadores de Bella V.sta, 
don Fernando F. Ilutar i. quien estuvo presente al acto y no 
hizo objeción ni prole, ta alguna contra el trasporta por remol- 
que- que, en consecuencia, la perdida déla lancha no se debe úni- 
camente á la negligencia eulpuble del capitán del Sajorna, sino 
también, provine de enín* del representante de Ins cargadores 
en ,1 puerto de Bella Vista. Que ademas, ni endicho puerto ni A 
bordo del Sajorna, había lúa materiales nectarios p ira izar ín- 
tegra una lancha romo la Aflím, por lo cual los cargadores de- 
bieron entender v acepto! tácitamente qne la lancha vidria 
remolcada. Finalmente, que la suma reclamada eoino indemni- 
za ion era. en todo caso, eia-erada, pUP* la lancha en el estado 
en que se encontraba no valía mas de i 500 pesos moneda naco- 
uní En vista de la disconformidad de las partes, el Juzgado 
recibió a pn.elm la euusaá foja 24, habiéndose producido la 
que consta de autos, con la mal, y agregad.* los al, gatos do 
foja< i35v142, quedó la causa en estado de ser fallada. 

Y considerando: Que s i bien los eoosi^natarios de la lancha 
perdida son los señores J. Calzada y compañía, el demandante 
don Juan Calzada ha presentado como prueba el testimonio de 
e-erituru de sociedad que corre á foja 127, en el cual consta que 
dicho señor es el único (socio capitalista de dicha sociedad, que 
ébta es de capital é industria, teniendo únicamente el señor Cal- 
ada el nao de la firma social, que por todo esto se confunde su 
responsabilidad personal con la speial, deduciéndole implícita- 
mu te la acción y derecho que tiene para deducir instaurada, 
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pue> sería personal y directamente perjudicado si incurriera tu 
negligencia de deducir las aoonmes correspondientes á la socie- 
ilnd de que forma parte ; que además en id alegato de fojas 135 
la razón social J. raizada y compañía ha timado en prueba de 
conformidad para subsanar alguna delíeiencia, ai es que la hu- 
biera, lo mal ccrrolwra la identidad «le personería tiel (leuian- 1 
liante y df dicha tirina social. 

Que la responsabilidad del capitán del Sajorna en la pérdida 
de la lancha reclamada es evidente* y la ha reconoc ido él mismo 
al manifestar en su escrito de contestación á la demanda que la 
pérdida debe atribuirse no exclusivamente á culpa del capitán, 
>iuo también a la del representante de los cargadores, en Bella 
Vista, que cunsiutiú en qup la loncha foeta remolcada. Que 
el coimcimieiito de f»j.i8, que es la ley de las partes, establece 
mientras tanto pura el oargador la obligación de conducir la 
lam-ha como carga, á cuya obligación debió atenerse estricta- 
mente para salvar su responsabilidad. 

Que, ademas, la carta de foja 6, dirigida á dúo Femando P. 
Bottari, cayo carácter de agente del Sa/onia en Bella Vista ha 
sido expresamente reconocido pur el capitán Godoy, establece 
que el proposito? voluntad de los cargadores era que lancha 
lucra izada á burdo y, por consiguiente, tTaída como carga y no 
romo remolque, lo cual se confirma ¡llenamente por toda la tra- 
mitación aduanera que se siguió, y que no habría tenido ratón 
de ser sí la voluntad de los cargadores hubiera sido que la lau- 
cha fuera remolcada. 

Que, ¡idemas.el capitanes depositario de la carga, y obliga- 
do por lo tanto á tener todas las precauciones impuestas por la 
ley á un depositario, y de ¡.tis propia* manif elaciones resulta 
que la lancha Natin se encontraba en mal est ado, teniendo el 
casco en malísímiis condiciones, cuyas circunstancias eran sali- 
eientes para poner de manifiesto el peligro que había en con- 
ducirla remolcada, y que no d* bio correrse si el capitán hubie- 
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ra cumplid,, estrictamente con los dejares propio* de un depo- 
tario celoso. 

Que corrobora esta conclusión el hecho d* que el capitán no 
hubiera colocado una persona á bordo He la lancha para vigilarla 
á causa del peligro que ofrecía para el que ocupara ese pues- 
to; y que el capitán del vapor Iférce*», según lo ba alegro 
y probado el ummo demandado, se rehusó á transportar f 
remolque á la Natill por el peligro que había. 

,¿ue establecida la responsabilida i del capitán, solo falta de- 
terminar el importe de ella, a euyo efecto d, be tomara por base 
el valor -le compra que el demandante ha comprobado le costó la 
lancha mi», disminuido prudenciáronte en rista del tiempo 
n U H ha tenido de uso desde la fecha de la compra. 

Por estos fundamenta otros que se omiten y fundamento, 
de tos es- ritu.de demanda y alegato de bien probado, qae «orna 
A f y f y de acuerdo con lo dispuesto en Jos articulen 908, 
909 "y 918 del Código do Comercio, definitivamente juzgando, 
rallo": que debo comisar, como en efecto condeno a" don Feln 
Godo,, capitán del vapor Sajorna, a abonará don JoanCahada 
en el término de 10 días la suma de 7000 j*aM moneda nacio- 
nal con más sus inten ses á estilo do Banco, desde la fecha de 
ta demanda sin especial condenación en lis Cfcs***, por no en- 
contrar mérito pura pilo. 

Notifiquen original . ? 0/ae ^a y A toHa. 



Fallo delilüpf*-» 

Bueuos Aires, Diciembre ¿¿ de 1900. 

VMnsv considerando: Que el interés del demandudo de no 
.«tener el litigio sino con persona habilitada para deducir la 
acción ha quedado a cubierto de toda ulterioridad en virtud de 
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la ratificación hecha por la razón social Juan Callada y compa- 
ñía on el escrito de foja cienta treinta y cinco. 

Que, tanto ñor e? estado que se encontraba el vaporcito Nati», 
que lo haría impropio para ser remolcado sin gruv». peligro, Be- 
gun lo reconoce el demandado y lo dice el testigo por él presen- 
tado, como por el hecho de no haberse cumplido con ia ubicación 
de hacer el transporte dr «se vaporcito en calidad de carga, con 
urreglo al conocimiento, no puede sino haberse por bien funda- 
da la acción deducida á objeto de que se pague al demandante la 
correspondiente indemnización por la pérdida total de lidio 
vaporcito, siendo así justo que le sea abonado su valor « on los 
respectivos intereses, como se pide en la demanda. 

Que respecto al precio del A'aíin, la prueba producido no 
permite asignarle ni el pedido por el actor, ni el fijado en la 
sentencia del inferior, porque la rendida por el demandado 
sirve A acreditar que ese precio estaba distante de alcanzaT a 
cualquiera de los mencionados. 

Que, en efecto, la solicitud de la gul a de remolido de foja 
treinta y nueve presentada por el representante del cargador y 
Us declaraciones de los testigos de fojas ciento diez y seis, 
ciento diei y nueve, noventa y nueve, y ciento uno vuelta y es- 
critura de foja ochenta y siete demuestran, por su mérito en 
conjunto, que hecha una prudente apreciación de la lancha ó 
vaporcito ¡faifa *>« precio, cuando tuvo lugar el siniestro debía 
girar alrededor de tres mil pesos. 

Que aunque es verdad que el demandante adquirió el vaporci- 
to por el precio de ocho mil quinientos pesos, según la escritu- 
ra de foja treinta y siete, no puede ejercer séria influencia pira 
la determinación del ralor al tiempo del siniestro, porque entre 
la fecha de éste y ta de la escritura habían tianscnrrido cinc* 
años; y está probado que el vaporcito había sufrido deterioros da 
consideración, siendo precisamente ta cansa del transporte la ne- 
cesidad de repararlos. 
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Que la declaración de fojii sesenta y dos en tuque el testigo 
dice que sabe por referencias que el costo primitivo del vapor 
fué de diez mil pesos, que pag.'t el establecimiento Tacuarendi 
cuando en verdad no pagó ai no oeho mil quinientos, r la opi- 
nión ó creencia del misino testigo en el sentido +lt* que podía 
valer nueve mil pesos .i la época de su transporte, y d< reputar 
equitativo el precio de Ocho mil quinientos a nueve rail, es in- 
suficiente para haber por acreditada la pretensión del deman- 
dante. 

Que dado el rebultado del pleito, no es proeed"nte la conde* 
nación con costas. 

Foresto y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento cincuenta > uno. se confirma ésta, menos en 
cnanto al valor que asigna a la lunch* ó vaporcito Natin, el que 
bf lija en la cantidad de tres mil pesos moneda nacional, que- 
dando en éstos términos modificada dicha sentencia. Nolifí- 
quese con el original y repuestos los sellos, devuélvanse los autos 
at juzgado de su procedencia. 

BENJAMIN PA*. — ABEL BAZAR. - 

octavio BÉftée. — JUAN K* 

TOIUHEFtT . 



« AUNA DX 

Ihm Fabio Lucioni contra don Pedro f)inle % por interdicto de 
adquirir; svbrr [itero federal 

Sumario, — Para justificar el fuero federal, por razou de la 
diversa vecindad de los litigantes, es necesario acreditar que 
éstos son ciudadanos argentinos. 
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GOM, — Bióducitlft la iuformarion que ofreció el actor para 
acreditar el fuero ft -J^rnl, comprobando por ella la distint» ve- 
cindad de las partes, <e «lí**t ¿í el siguiente: 

FhMo del J«e« 

U PlM«, Mayo 2:* J « l 900 ' 

Para iusütiear el fuern federal por razón d*- las personas, no 
basta proti** la distinta vecindad ; es necesario probar también 
la nacionalidad (tomo b7, pá* 3S* S Fallo, de la Suprema Corte), 
porque el fuero federal, por la distinta lindad t no surge s,no 
en fator d* los argentinos. V, por . sto, a, declara insuficiente 
la información prudueula para acreditar el fuero. Repóngase el 
sello, 

Godoy, 



La P Id la, Jomo ¿0 lie 1Í*JU- 

Vistos v considerando : i* Que .«n esta causa se invoca la 
procedencia del fuero Mera) por la distint:» vecindad de las 
partes. (Véase 2 o otrosí del escrito de foja 10.) 

Que se pretende haberlo acreditado ron las constancias de 
las escritoras acompañadas y corriente de fojas * a 9 y la decla- 
ración délos testigos Jo*e Saibene y Cirios Marinoni. 

& Que las escrituras de su referencia tienen por objeto la 
venta de los inmuebles que en ellas se rHieren, y como tales, no 
pueden servir para probar la vecindad de los otorgantes, desde 
qu - los instrumentos públicos solo hacen nieoa fé de las enun- 
ciaciones de hechos ó actos jurídicos directamente relativos al 
acto jurídico que forma ¿1 objeto principal, artículo 995, Código 
CiviL 
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4" Que el domicilia como el Litado civil j la nacionalidad de 
loa otorgantes que Huelen poner I o a escriban oa no se prueban 
cqh la escritura, y no tienen más mérito que ti que resulta de 
la fé que merezca la palabra de la parte que le daol dato, hien- 
do otros loa medios probatorios que la lev elige para acreditar 
esos tu i' bu como ser la fé de bautismo, la papeleta del cónsul 
respectivo, la de enrolamiento y otTos documentos de esta na- 
turaleza, 

5° Que ruando el notario dice que conoce á los otorgantes 
solo afirma que lab pi-rsouas que tiene delante son efectiva- 
mente las que llevan los nombres que se hacen figurar en la 
escritura, y de ninguna muñera ponen bajo su f# las declaracio- 
nes que le hagan sobre su domicilio, estado civil y nacionalidad, 
porque bólo certifica la existencia material de los hei-hos que el 
oficial público hubiese anunciado como cumplidos por él mismo 
ó que han pasado en su presencia, articulo 993, código citado. 

6° Que el domicilio denunciado en una escritura pública podrá 
servir para determinar la competencia territorial del juez res- 
pecto rii*l cumplimiento di* [as obligaciones que de ella nacen, 
porque ésto depende de la voluntad de las paites, pero no para 
determinar el fuero federal, que es de excepción, y no puedeha- 
cerse surgir de ese modo, sino por loa liechoB establecidos en la 
Cunstitucion y leyes nacionales. 

7* Que examinando laa escrituras acompañadas, se comprueba 
la improcedencia de su prueba para acreditar la vecindad de 
las partes, pues sus enunciaciones son contradictorias á ese 
respecto. 

La di* foja 1 , fecha 16 de Mayo de 1896, dice que Pedro Di ale 
está domiciliado en Arrecifes. 

La de foja 4, fecha 3 de Febrero de 1896, dice que el mismo 
Pedro Dialc es vecino de la Capital Federal . 

La de foja 6, 12 de Noviembre de 1896, dice que dicho Pedro 
Diale está domiciliado en Capitán Sarmiento. 
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La defnja 8, fecha 7 de Febrero de 1897, dice que üiale está 
domiciliado en Arrecifes. 

Se^.jHKS, que no hay uniformidad, y suponiendo q ,ie 1. 
hubiera no tettdíi* el efecto de probar cual fué el domicilio 
efectiva de lo 8 otorgantes, y puede ser otro muy distinto 61 que 
tenga el día de la demanda. 

Si en la escriture se fijó un domicilio para el cumplimiento 
de las obligaciones emergentes de ella, indudablemente quv e 
¡ueí de ese lugar sera el competente para entender, pero será el 
del fuero común ó el del fuero federal, según las otra* circuns- 
tancias que concurren. 

Será el federal si e* alguno de lo. casos en que corretón le 
por raion de la materia ó por razón de las personáis. 

Ka bidente que no corresponde por remad, le materia desde 
que no e* ninguno de los casos enumerados por el articulo 100 
de la Constitución Nacional, ni esta regido ñor ninguna ley es- 
pecial nacional. 

Para saber si corresponde el fuero por monde las persona., 
hay que justificar su precedencia de acuerdo con lo dispuesto 
,n el articulo 2- de la ley de procedimientos. 

Se ha demostrado ye que la. escrituras publicas acompa- 
ñadas, no son los documentos a que se retiere el artículo 

citado. , - 

Lo» dos testigos que de.larado n« forman tampoco infer- 

maci-.n anaciente. pur,ueello. m de.l«*n «obre el doral» 
de la, parte» y cuando se trata del fuero pr razón de I» perso- 
,m ao basta probar la distinta vecindad, .¡noque es nemam, 
también, probar la nacionalidad (Fallo, Suprema Corte, tomo67. 
pi"ina S8Í), lo cual no ae ha hecho. 

V Que ee solicita repo.icion del autoqne declara ¡..afluente 
la prueba producida, fundAndose en ,oe la Suprema Corte ha 
aclarado en el fallo que se registra en el lomo 10. pagina «■». 
,ue «cuando el fuero federal procede por ladirersa Tecindad de 
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la. partes, es innecesaria la prueba de la nacionalidad peto 
se olvida que este fallo uo formó nanea jurisprudencia, habién- 
dole cimentado la doctrina contraría, haciendo constar la Su- 
prema Corte que. la palab.a i vecinos de diferentes provincia», 
empleada ti artículo i 00 de la Constitución Nacional, se 
n-uere á los nacionales y no á Lis » Uraujeros, y que n4 lo ha 
cou.a-rado invariablemente la Suprema Corle como el d recbo 
constitucional del pais, v en efecto, puede v^rse en lo. Fallo* 
'que se registran en el tomo í , página 452; tomo 15, página 365; 
tomu Ití, página 411; tomo 44, página 389; tomo 61, pagiua 
430; tomo 62. página 167; tomo 67, página 384. 

9* Que es de notarse que el fallo que nta el tecurrenU* ha 
si ¡o expresamente desautorizado por la Suprema Corte, por el 
que se registra .-n el tomo 16, página 477, efl el cual se hace 
c-n-tar que no tiene ■ ! alcance que s. le atribuye y se obserra 
«que aunque se hubiera decidido la misma cuestión en sentido 
contrario, 110 podría invocarse ese caso qu« sería aislado con 
preferencia a tantos otros anterinres y posteriores fallados uni- 
formemente ». 

Por tanto, y n-» obstante io dictaminado por el *eñor Fiscal, 
se resiieW. no hacer lugar A la reposición so!i« itada, y se con- 
cede el ie**ursu ile apelación interpuesto hh subsidie, en relaoion 
y en ambus efectos. Elévense loe autos á la Suprema Cotti A 
costa del apelante, con emplazamiento de 10día<. Notifíqueae 
original, preria reposición de sellos. 

Isaac Godoy , 

VISTA DKl. SE»t»B PHOCÜttAOOH GEHEKAL 

liupuos Aires, Setiembre *21 «te 1900. 

Suprema Corle. ; 

Encuentra ajustadas á derecho, á las constancias de autos y 
á la jurisprudencia establecida en los fallos de V. E., las consi- 
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deracijiies que sustentan A auto recurrido de foja 26, y su co- 
rrelativo de foja 20. Por ,1b. pido á % K. se sirva continuarlo 
por sus fundamentos. 

1 Sabnnano ñter. 

W ni lo d* «upptnw « •rtr 

lluentis Aires. Diciembre 24 de 1900. 

Vistos y considerando: Que la mfonnaiion producida sólo 
acredítala distinta «ciudad de las partas, sin haberse justili- 
cado !a nacionalidad de las mismas, reumsitu necesario en el 
cabo, pues como io tiene resuelto la jurisprudencia de esta Su- 
perna Corte, el fuero federal por razón de la diversa vecindad 
.le loa litigantes sólo comprende á los ciudadanos argentinos. 

Por esto, de acuerdo ion lo pedían por el señor Procurador 
general, y fundamentos concordantes del auto de foja veintiséis, 
ie coiiürma, con costas, el apelado de ioja diecinueve vuelta. 

Repuestos los sellos, devuélvanse, 

BEflMHIK PAZ. — ABEL BAZAR. — 
lUAlt E. TORRENT. 



CAUNA DXI 

El Banco ¡Sacwnat, en liquidación, contra don Manuel Oeantos, 
l>or cobro ejecutivo de pesos, sobre excepción de quita. 

Sumario. - El concordato celebrado por ios acreedores de la 
sociedad, no afecta á los acreedora particulares de los socios, 
si nal a se estipuló entre las partes en tal carácter. 
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Caso, 



FALLOS DE LA SU l>ftt.»A COME 

— Lo explicad 



ESCRITO Di. EXCEPCION 

Duenoi Aire?, Diciembre de 1900. 

Señor Juez Federal : 

Manuel Ocantos, constituyendo dotuuñlio legal en la calle de 
Perú número 158, en el juicio que me ha promovido el Banco 
Nacional, en liquidación, ante V. 8. según derecho, digo : 

I» Que citado de remate, vengo en tiempo y forma, ¡i oponer 
la excepción de quita autorizada por la ley nacional de praé*- 
d i míen tos. 

2° La sociedad Grané y Gcantos,de la cuai y<> formaba parte 
como miembro colectivo, tuvo dificultades en el giro de sus ne- 
goi ius que la obligaron á presentan ante el señor juei de 
comercio 'le esta capital, solicitando ser declarada en estado de 
quiebra, quien accedió á su pedido. Él 10 de Mayo de 1894 se 
abrió el juicio de quiebra y el Banco Nacional, en liquidación, 
presentó oportunamente sus créditos al síndico, uno de ellos á 
car-o de la razón social, otro a cargo raio particular y el que 
.'atá representado por la letra de fd||l. Ambos créditos se ve- 
rificaron. 

Llegada la oportunidad que señala el artículo 1461 del C- 
digo de Comercio, el señor jniz que conocía en el recordado 
juicio de concurso, declaró rasual la quiebra de Grané y Ocan- 
tos y entonces citó á los miembros que componían dicha firma 
para que hicieran una propuesta de concordato á sus acree- 
dores. 

Así 5 e hizo, ofreciéndoles pagar al contado el diez poT ciento 
de en» respectivos créditos. La propuesta fué aceptad* c»bí 
unánimemente por el gran numero de acreedores f erificados, 
entre los cuales figuraba el Banco Nacional, en liquidación, 
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quien eipre.ame.iteTotú pot el c-o.,e«dalo, sin ha. er reserva «• 
ninguna clase. 

Homologado el contrato ocurrí al Banco Nacional, en liquida- 
ción, con el objeto do abonar el diez por ciento que correspondía 
4 .ni respectivos créditos y con gran sorpreaa mfa, ase estable- 
cimiento se riego á recibir el dividendo que comalia por el 
documento de foja I y me eligió su pago íntegro, á lo cual na- 
turalmente un? resistí. 

3» Los haohoi que dejo mencionados con referencia al con- 
cluso Grané V Ocanto, los probaré oportunamente pid.endo a 
V.S. que solicite del señor juez que conoce en los autos su 
remisión ad cffectum videndi. 

4* La insólita pretensión del Banco da crearse una situac.on 
privilegiada entre 'os demás acreedores quirografarios, esta 
destituida de todo iundameulo legal. Él Bauc, presento al Sin- 
dico para la turna de razón el crédito que representa el docu- 
mento de foja r» é «rificado como quirografario. 
AcentO luego "1 co^ordato sin reserva alguna ¿ qué rutón ale- 
ga qué privilegio invoca, pues, para excluirá de la regla general 
Jo bu determinado la suerte de todos los acreedores comunes i 
Ninguna que pueda seriamente tomarse en consideraron. 
¿Apoya acaso su pretensión en el hecho de tratarse de una 
deuda particular d, uno de ios fallidos? Pero, sí es así. olvida 
que presentó su crédito al síndico del concurso formado á la ra- 
¿> n m m< olvida que los bienes de los socios colectivos respon- 
da preferentemente, en primer término á la. deudas de la 
raíon social v que, por consiguiente, no es posible presumir que 
pagando I aquéllas en moneda de quiebra se chancelen éstas 
íntegramente. 

5° No debo distraer mayormente la atención de \ . b. La pro- 
cedería de la exeepcion opuesta no ftecésitrt grandes demos- 
traciones para justificarse . 

La quita hecha por los acreedores que aceptaron el concor- 
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flato obligaría hasta aquellos que le rechazaron, cun más ra- 
Bon vincula ni Banco Nacional, en liquidación, q,tíe expresamente 
la euncedió. 

6 P En eonaccneticia V. S. ha de servirte, «sport unamente, ad- 
mitir la excepción opuesta nchazuud© esta demanda, con espe- 
cial con «le ii ación en costa*. 

Así lo pido ñor ><>r justicia. 

Manuel (kan tos. — Grané. 

fallo J«n l>«t*r»i 

Unenos Aires SHíüniIhv ÜnU' lí>OQ. 

Y vistos : para resolver la excepción de quita opuesta por don 
Manuel Oca utos. 

Y considerando : Que el artículo 270 de la ley nacional de 
procedimientus autoriza al deudor ejecutado para oponer de- 
fensas de la naturaleza de la deducida. 

t¿ue lat x- epcion de quita alegada en el caso suh judice, fun- 
dóla en las razones que ilustra el escrito de foja 22, es visi- 
blemente pmcídeute, desde que lo¡> antecedentes de ta causa 
comprueban suficientemente su existencia. 

Que, según el certificado de foja 77 y cnn-tnncius de foja 16 
vuelta, del expediente agregado con calidad de c para mejoT 
proveer la razón social frailé y Ocantos fué declarads en 
estado de quiebra con fecha 9 de Mayo de 1894. 

Que el Banco Nacional, en liquidación, present-i oportnno- 
mente ;*1 síndico del concurso los documentos justificados de 
sus créditos, consistentes, uno contra la razón social concur- 
sada, yi l otro, el que motiva la presente ejecución, particular 
contra Manuel Ocantos, habiendo sido verificados ambos cré- 
ditoB según coustadel mismo certificado v del de foja 81 vuelta, 
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y según aif resulta del optado de verificación y graduación de 
, rédito presentado a foja 570 do los autos del <oucurso. est|do 
qo* fué aprobado por auto firme de foja «34, pflieaya cansa 
queda desvirtuada la afirmación del Banc dé »o haber sido di- 
i ho crédito veri tieado. 

Que, posteriormente 1* sociedad concursada, por intermedio 
del «indico doctor Pellegrint profuso y oMnvn por mayoría de 
voto, de los acreedores cuyos créditos habían sido v.r.üeados 
una eropu^ta de concordato de un diez por ciento y el cu,l 
mereció la competente aprobación judicial, Ha (W7. foja 690 

vuelta v foia ($8. 

Que.* por consennm ia, dada la ¡ater*eneÍOÜ directa del Ban- 
co ejecutante en eso concordato, sin limitación ni observación 
de su parte, no le oa permitido boy oponen» á SOS eonelnsn- 
nes, y exigir el pfcgn íntegro de su codito particular contra 
uno de los socios de esa razón social, por wt para el res jwlt- 
vata, | por que lo» aeradores quirografarios puedan s<ht pa- 
g..* ¡«ii preferí un á los acreedores de la razón social concur- 
sada, ésto es, no pueden, como en justicia se ha observado, pa- 
garse á éstos con moneda de quiebra y aquéllos íntegramente f 
en mon. da legal, naciéndolos de mejores condiciones. 

Que, es tanto más convincente este razonamiento, cnanto que 
según resulta de foja 421 del primer cuerpo de autos del con- 
corso, el crédito en cueslion fué verificado como simplemente 
quirografaria para bacerse efectivo en los bienes de la masa 
sólo cuando hayan sido pagado, íntegramente los acreedores 

de él. 

Que no desnaturaliza las conexione* expuestas, los «n- 
g lo< de carácter privado concertado por el deudor Oenuios, con 
el Banco desde que ellos no podrían tener otro alcance del 
que queda espresado, y que con insistencia requirió aquel del 

establecimiento. 

Por estos fundamentos y demás concordantes aducidos por 
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el ejecutado y atento lo preceptuado por el articulo 277 del Có- 
digo de Procedimientos, fallo ■ admitiendo la excepción de quita 
deducida por el ejecutado en *u escrito de foja 22 y no hago 
lugar, en i-onsei-in-ncia, í\ la prosecución de la ejecución, con 

Notifiques!» con el original y repóngale los sellos. 

Agustín i ntinarmin. 

Unenos Aires, Diciembre 14 «Se 1900. 

Vistos y considerando; Que es un hecho Hu ra de cuestión 
por reconocerlo así ambos interesado* y constar de excedientes 
judiciales, que la sociedad Grané y Dea utos fui declarada en 
estado de quiebra. 

Que cmista igualmente que t dt>ciuiad:i CdSUal la quiebra, se 
llegó Aun concordato en i re los fallidas y sus aerei-dores me- 
diante el que aquéllos debían pagar ;i é^tos el diez por ciento 
de sus créditos. 

Que esa convenían relaiiv.i ;i la sociedad Grané y Ocantos, 
no puede hacerse extensiva á los acreedores pánica lares de los 
socios, porque nada se estipuló entre las parte- en tal carácter. 

Ql \ aunque el Banco Nacional presentó; en él concurso tam- 
bién su crédito particular contra el socio Ucuntos, verificado é 
informado por el sindico en el sentido de nu delR-r ser pagado 
sino después de haber sidu satisfechos los cie litos di* la socie- 
dad, informe con que quedaba apreciado en su debid" carácter, 
nada hay que <irva á demostrar la intención de los interesado? 
en incluir en el concordato este crédito que oorao particular, 
quedaba excluido de la convención relativa á las obligaciones 
sociales. 
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Por ésto, se revoca la sentencia apelada de foja H0 f decla- 
rándose, en consecuencia, que no procede la excepción. Notifi- 
ques^ original y repuesto* los cellos; devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
JUAN E, TORHENT. 



C' AUNA n\n 

A. iitiriU'Ua y cmtiftañia CÓnlta la empresa del l'^rromml del 
Sud, ¡Htr daños tj fivrjiticios ; xohrp compulsa 

Sumario, — i* Los informes y rv>t;isqoe el demandado haya 
pasado e! gobierno nacional y se hallen incorporadas á un ex- 
pediente administrativo, no son de su propiedad. 

2 o Kl no puede «munerse, mientras el ripedientc exista en su 
poder, áque el demandante pida, c»ino elemento de prueba, la 
compulsa en sus libros de dichos informes y nota*. 

Casa. — Lo explica el 

ESCRITO DEL FERROCARRIL 

Buenos Aires, Junio 12 de líKKX 

Señor Juez Federal i 

Jesús A. Tennrio, por el Ferrocarril de! Sud, en autos ron los 
señores Angel Gardell» y compañía, á V. E. respetuosamente 

T I TISIS 31 



Que he sido notificad., de un auto, por el rjue, entre otras 
medidas, se nombra al actuario, ó al señor Luis 9. Aliaga en su 
defecto, para qae practique una compulsa de los libro» déla 
empresa y obtenga testimonio de todo.- ¡os informes y notas pa- 
sadas por ésta a la Dirección del Ferrocarril con motivo de la 
reducción de >us tarifas en la linea Star del Plata, y que d «ben 
uiistir en sus copiadores correspondientes al último trimestre 
del ano 1897 y al primer semestre de 1898. 

Esta resolución no la creo arreglada A tieftifo W 1° W». 
vengo en tiempo y forma É deducir ante V. S. el correspondien- 
te recurso de reposición, conjuntamente con el de apelación, que 
en subsidio desde ya interpongo para ante la Excma. Supre- 
ma Corte. 

El pedirlo de toa sef.on s Gardella y compañía, de que sean sa- 
cado, testimonio, de todos los informes y notas pasados por la 
Empresa á la Dirección de Ferrocarriles, importa ona exh.bi- 
cion general de los libros, exhibición que sólo ¡mioma el artí- 
culo 58 del Código de Comercio para los casos de suc.siou, co- 
munión ó sociedad, administración ó gestión mercantil por 
cuenta ajena, y liquidación ó quiebra; de ninguno de esos casos 

se trata en el presente caso. 

Fuera de estas circunstancias, >ó1o puede ordenarse la exhi- 
bición parcial de los libro,, dice el articulo 59 del mismo Có- 
digo, cuando ella tiene relación con el punto 6 cuestión que se 

trata, ¿. . 

Ahora bien, el pedido de los BeSoíns í de 

que lesean eihibidos toa libros del Ferrocarril, ¿efecto de eii- 
edDttU lia ñutas 6 UM*M «M buya pa,a<lo á la üirece.on de 
ferrocarriles sobre la reducción de talilua y sin determinar oni- 

1.. sean las p.eías W n " " bM * ™ m& "" ra 

antojado por la disposición del arUcolo 59 citado, pue. una 
con.pnls.en In forma solicitada importaría nn «Amen general 
d. aquúllos, diligencia ooe la ley no autoii.a sin* en lo» casos 
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••nuucíados 1 imitativamente en el artículo 58, de ninguno de 
los cuales en A presente se trata; y linalmente, porque aceptar 
i'Sá exhibición importaría obligar ¡i mi parto á a u ministrarles 
prueba a los actores en apuJÓ de sus pretensiones, lo que es ab- 
surdo é inadmisible. 

Kl único propósito quo puede guiar á bis señores Gardella j 
compañía a) solicitar esa medida es el de hacer una reviaacion 
general de ios libios, porque los informes y notas que esta em- 
presa puede haber pasado á lu Dirección general de ferrocarri- 
les, se bailan todos á su disposición cu el ministerio de Obras 
Públicas, de donde pueden pedir los testimonio* i(ue deseen. 

Por otru lado, es de toda evidennaque uu determinándose 
las fechas en que esa* eomuhicaciuues han sido pasadas, para 
encontrar las que des"au testimoniar los señores Gardella ten- 
drán que recorrer una por una las hojas de los copiadores dea- 
de el I o de Octubre de 1897 hasta el 30 de Junio de 1898, es 
decir, podrán informarse de todas las operaciones y negocios 
de la empresa, contrariando así las expresas disposiciones del 
Código de Comercio. 

Finalmente, invoco á favur de la revocatoria que solicito, la 
constante jurisprudencia de nuestros tribunales federales, como 
puede verse en los casos coasignados en el tomo 31 (1 d de la 3* 
série), paginas 364 y 371 de los Fallos de la Suprema Corte 
Federal, endnnde ese alto tribunal declaró i que la compulsa 
de los libros debe limitarse á partidas y asientos determi- 
nados, que tengan relación con el punto ó cuestión de que se 
trata >. 

Portante: dígnese V, S, dejar sin afecto la parte de la 
la providencia resumida en que accede ala compulsado los 
libros á fin de sacar testimonio de las notas é informes pasados 
Á la Dirección de ferrocarriles sobre la reducción de tarifas á 
Mar del Plaia t no haciendu lugar a ese pedido, y en caso con- 
trario, concederme la apelación que en subsidio he interpuesto 
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p .ra úntela Suprema Corte M, ¡mponi.n l. A la véalas 
costas del incidente * lo. señores G.rdell. y c.mpanfa. 
Es justiois, etc. J. A. Tenorio. 

rail* *•» J«« r*íer«i 

Buenos Aires, Junio SI de 1900. 

Viste y MNWtt ' > e t,9tanii0 « latam ™ te «"«">» ioad0 
e„ „ «oHt. 0. toíl 1 , letra 4, del cuaderno de pruebas del * 
M los testimonio* que HfeN» *« ,a «""'""«a 
„ a c»d.o asimismo, i***» ¡ndividnaliredos 'os .sontos, 
fecha, v Hbro, del Ferrocarril del Sur que deberán ser cumpul- 
alus, io ,ne demuéstralo infundado de la opoamio» hecha p r 
Ce, andad.,, desde que no se trata en el * M£ 

Wli .in. genial de libros á que KM referencn, el artlcolo M 
c, Código de Comercio, y ai de una mera y lim.t.ttva comp I- 
s ad, ..ientos del libro cn f ¡ador relativa al punto obje ta . U 
e te ; por ello, ,0 « hace lugar á ta revocación dedn,da de 
S^'Nal.m^J * "torg. en reUcione, recorso , 
a ,,c,acio„ subsidiariamente, debiendo elevarse lo, .«tos i la 
Suprema Corte nacional en la fotín* de estilo. 

Eep.u,g. S e el papel, mimrrain . 



Bueno» Aires, Diítonbíe M de W» 

Vistos y considerando : Que según lo eipres. H P«tc de Car- 
,,,.11. y compañía, y aparece del «Multando coarto el decreta 
i t ¿m Lióte, ,o, informes y notas de qne ,e p.de tast.mo- 
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■iiu en el escrito de foja setenta y una, letra fe, se encuentran 
eu expediente administrativo, mm%* en poder de ii empresa 
de man datl a. 

Que se trata así de copias de instrumentos que dejaren de ser 
d* la propiedad del demandado, por haberse incorporada a ges- 
tiones ile carácter oficial. 

C¡ ue en tal virtud, el ferrocarril no puede privar, por hedió 
propio, á la parte actora de un elemento de prueba que reputa 
útil y de cuya importancia no es el momento juzgar. 

Que en ese concepto, y aunque la copia pedida no se refiere 
i actos comerciales celebrado! entre el demandante y el deman- 
dado v aunque, en principio, éste no está en el deber de sumi- 
nistrar á aquel sus medio, H prueba, no puede sino concluirse 
que Oardella y compañía han pedid, con derecho las egresa- 
das copias. j 

Que el demandado mismo no se lo niega, desde que a roja 
sienta y cuatro dice que los informe, y ñolas de que es cues- 
tión se bullan todos á su disposición en el ministerio de Obrae 
Públicas. 

l'or ésto se confirma el auto de foja setenta y desvuelta m 
81 punto recurrido, reiterado á foja ochenta j tres vuelta, con 
declaración de que, devolviéndose el eipedtente administrativo 
mencionado, no se practicara la compulsa á que el incidente 
traído para el conocimiento de esta Suprema Corte lac; refe- 
rencia, y de que las costas caneadas en el mismo ee pagarán 
por cada parte, por no haber mérito para imponerlas á la del 
Ferrocarril. Notifiquen con el original, y, repuestos los sellos, 
devuélvanse. bbumiim abbl babah. 

OCTAVIO BUNGE. — JUA» E. TO- 
RREN!. 



371 



FALLOS l»E LA SUI'MSKA r.O»TK 



El doctor thm liamon González rontra don José Muylio, 
por cobro ejecutivo de honorarios; sobre nulidad de remate 

Sumario. — Trabado embargo sobre un crédito, que no for- 
ma entre los derechos inherentes á la persona, el ejecutado no 
puede decir de nulidad de su venta hecha en remate, previas 
las publicaciones correspondientes, si asintió al embargo, no 
opuso eicep<:iones, y aceptó la sentencia que mandó llevar 
tul fiante la ejecución. 

Caso. - - Lo ei plica el 

Falle del J»*> PeJei»! 

Huecos Aires, Noviembre H de 1900 

I vistos: No existiendo, ajuicio del proveyeute, el vicio de 
nulidad que se invoca po Maglin **n su escrito de foja 55, y por 
los fundamentos aducidos por el acreedor ejecutante, no se 
hace logar, con costas, á la nulidad allí aloyada. Y, atenta la 
loctrina sustentada por la Suprema Corte Nacional en la causa 
seguida por Turnas Duggan contra el Banco de la provincia de 
Buenos Aires, sobre consignación, qae consagra, en caso de 
duda, la doctrina de que la apelación dtbe resolverse en favor 
dtj la defensa. Por ello, se concede en relación ai recurso subsi- 
dianameote deducido, debiendo elevarse los autos al superior en 
la forma de estilo. 

Aijustm ílrdniarratn. 
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Buenos Aire*, Mciembre ¿iüe 1900. 

Vistos y ronsiderando: Q»e regulados por el auto de foja 
veintinueve los honorarios del doctor Ramón Gouialei y libra- 
do mandamiento de ejecución pani el pago de la cantidad de 
cuatrocientos pésol monada nacional á que subía esa regulación, 
seeun se Te A foja treinta y ires, se trahú embargo del crédito 
que el ejecutado Maglio tenia contra doo Angel Vaccarí, dispo- 
niéndose á la vez que aqnél sea citado de remate (providencia 
de foja treinta y cuatro vuelta). 

Que notificada esa pryviuencia, el ejecutado no opuso exqep- 
Cion alguna, <-n cuya TÍrtud se dictó U sentía de trance y 
remate He foja treinta y cinco, mandando llevar adelante la 
ejecución hasta hacer pago al creedor del capital, intereses y 

las costas del juicio. 

Que el ejecutado se conformó con dicha sentencia y lleván- 
dose el procedimiento adelante se mandó vender el crédiro 
embargado, encargándose al efecto al martiliero público don 
Alberto M. Niño (foja treinta y seis vuelta), quien verificó el 
remate, del que dió cuenta á foja cincuenta. 

Qoe las cosas en ese estado, Haglio dice de nulidad del rema- 
te, basándose en las enunciaciones del aviso que se publicó 
anunciando la venta, y sosteniendo que el crédito embargado 
no podía ser enajenado, ó lo que es lo mismo, que no puede 

ordenarso su venta. 

Qae respecto al primero de esos motivos, el exúinen del aviso 
de referencia muestra ta insubsisteneia de las pretensiones del 
ejecutado, porque ese aviso'contiene cnanto debía contener. 

Que en cuanto al segundo de los motivos de nulidad alegados, 
ea evidente la inoportunidad con que se trae esa cuestión, por- 
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que según ae comprueba por antecedentes relacionad os, el 
ejecutado asintió al embargo del crédito, su ?enta y procedi- 
miento seguido con motivo de su ejecución, sin que hubiese 
hecho observación alguna cuando, < itadu de remate, debiá ha- 
blar ; ú que se agrega qne e! mencionado crédito no forma entre 
los derechos inherentes á la persona de qne habla el arlicuiu 
cuatrocientos noventa y ucho del Código Civil y el mil ruatro- 
cieutos cuarenta y cinco del misino código. 

Por esto, y fundamentos concordantes del auto andado de 
foja sesenta y eiiUM vuelta, se continua éste, con costas. 

Notifíquese original, y, repuestos ios sellos, devuélvanse. 

BEHJAHIH PA1, — ABEL BAZAN, — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN K. TOR- 
RENT. — 



4 D.VIV 

Piicolich íj compañía contra W. Samson y com¡mñ¡a, por cobro 
de pesos ; sobre tt¡M'laríoti denefjudft, arbitraje if costas 

Sumarto. — i a Procede la apelación, si el auto recurrido no 
resuelve una revocatoria siuó tina cneation nueva, | causa gra- 
vámen al recurrente. 

2 o Desde que, por pacto expreso del contrato, se ha convenido, 
en someter ¡i la jurisdicción arbitral cualquier cuestión sobre 
su interpretación ó cumplimiento, no puede sustraerse á esa 
jurisdicción la que se promueva sobre validei ó nulidad de una 
de sus cláusulas. 



&K justicia ruuo>AL 3/7 

3* ha* costas del incidente promovido üju raz«m probablede- 
ben ser á cargo del vencido . 



hoouos Aires, Sctiunilire 18 Je 1900. 

Señor Juez Federal. 

José HumÓD García por W, Sarnaon y compañía, en Ja «Aman- 
da promovida por los señores Nicolieb y compañía, sobra cobro 
de daños y perjuicios, ti V. S. digo : 

i° Que la Suprema Corte ai confirmar el uuto de V. tí,, en 
cuanto convoca á las partes pura nombrar árbitrou en un juicio 
verbal, lo ha hecho bajo la salvedad establecida ep el último 
i ■usiderando de foja!25, esto e», «*in perjuicio del derecho que 
Los señores bau^on hubieren > quisiesen hacer valer eu forma 
para oponerle a ello ante* de que se realice el objeto del com- 
pun-ndu >. 

Vengo, pues, antes de ese momento hacer valer las razones 
que asisten a mis representados para resistir el arbitraje que se 
propone en la demanda. 

±* El artículo i A del contrato de lletamento del vapor Julia 
Parck, foja 83, y el £2 del contrato del Kitburn, foja 95, esta- 
blecen de ana manera leruuuante que : * Es ti istmiamente con* 
venido tiitre los cargadores y los señores Samsou y compañía 
que el vapor no será responsable por mortalidad de animales ni 
por danos ó heridas á los mismos, cualquiera que sea la causa 
de la mortandad, daños ó heridas, aunque por negligencia ú 
otra manera > . 

3° La cláusula Í9, que establece el arbitraje, dice que «toda y 
cualquiera cuehüun que llegara á surgir subre interpretación ó 
ejecución de este contrato, será resuelta en la ciudad deliuenua 
Aires por arbitrados etc.. > 



4<> La cuestión que se promueve no W *obre interpretación 
ai itftre cumplimiento del ■ outrato. Es una demanda por cobro 
de animales que se dicen muer tus por las malas condiciones ds 

los buques fletados. 

Esa no es cuestión de interpretación ni de cumplimiento de 
contrate ¡ es una demanda contra el texto expreso del contrato, 
y para que pueda prosperar requeriría la declararon de que el 
contrato es nulo en esa cláu-ula. 

Msa es una cuestión de derecho que no corresponde á los ar- 
bitros, ui por la naturaleza de ella misma ni por la intención de 
la partes. 

5* Los señores Nicolich y compañía M W*m pretender que 
los contratos sean obligatorios en una cláusula y no lo sean en 
otras. 

Si se trata dv la nulidad <M contrato será nulo en todas sus 
partes ; pero uo puede pretenda el contrario que se cumpla en 
una parte y no se cumpla en otra, según sus cuuveuiencias. 

6* Si se me hubiese dado traslado de !a demanda desde un prin- 
cipio, hibría podido alegar las razones que dejo expuestas para 
negarme á someter á arbitraje un punto que, aégnn la convención 
en que se establece el arbitraje, estaba fuera de toda cuestión, 
y que, por lo tanto, no lia podido Bel la intención de las partes 
someter al fallo de arbitradoros. 

V No creo necesario dar más amplitud a lo expuesto i*ra de- 
jar demostrado el derecho con que mi parte se opone ala eos- 
tilucion de nu arbitraje eom pie lamente improcedente. 

8" En consecuencia, pido á V. S. se sirva declarar, con costas al 
contrario, que dados los términos de lo. contratos en que se funda 
bu demanda, no procede el arbitraje sobre responsabilidad de los 
vapores Julia Párele y Kiiburn, por mortalidad de animales. 
Es justicia. 

J t Fonrowje. J - * tiarcia ~ 
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1 1*11* 4*1 *u«* Wmúermt 

u U eoo> Aití**, Sel ¡eral,:* 22 Je 1900. 

Y vislos: para resolver la uposicion formulada en el escrito 
de foja 130 ú Ja couttiiucioii d«l tribunal arbitral que debe 
resolver ia cuestión que involucra la presente demanda. 

Y considerando; Que por expresa voluntad de loa interesados» 
la jurisdicción federal ha sido eiduida pura poder intervenir eu 
toda gestión que ae suscite entre las partos signatarias de los 
contratos de íletameuto de foja 82 y foja 85 (articulo;. 19 y 20 
respectivamente). 

Que, desde luego, sitado dichos contrato* ley paralas misma* 
(artículo M97 del Código Civil) DO lea es permitido jí ninguna 
de ellas destruir esainauifestai ion y eludir su cumplimiento» sb- 
■ ando la i ansa del conocimiento de los jueces e*pe. ialea elejidos 
para resolver toda cuestión que surgiere sobre interpretación 6 
ejecución de sus convenciones . 

Que la demanda instaurada versa, precisamente, sobre la in- 
terpretación j ejecución á que hacen referencia los artículos 19 
y 20 de loa contratos de lletamento presentados, y, por lo tanto, 
son los jueces especiales elegidos por las partes quienes están 
llamados á resolver en definitiva sobre la procedencia ó impro- 
cedencia de esa interpretación y no los jueces federales, cuya in- 
tervención ha sido eipimamente excluida. 

Por estascousideraciones.no se hace lugar á ta oposición for- 
mulada a la constitución del tribunal arbitral, y á sn mérito 
y con tal fin, cuín parearan las partes a juicio verbal, designan- 
dose al electo la audiencia del día 29 del corriente mes á las 
2 p. m. 

Agustín Unlinarrain. 
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Auto 4*1 Ju*/ Federal 

Bueno* Aires, Setiembre 26 de 1900. 

Autos y fistos; Importando til escrito de foja 130 una revo- 
catoria implícita del auto 4a foja 129 vuelta y encontrándose 
éste consentid», no ha lugar á La apelación interpuesta. 

Afjwtin Ldinanain. 

Fmlim de la gupm» Vrt* 

Buenos Aires, Diciembre 15 de 1900. 

Antes y fisto? : Considerando : Que según resulta de los autos 
que se tienen á la vista, el escrito de foja i lento treinta, presen- 
tado por la parte de W. Samson y compañía no importa tina re- 
catona implícita del auto de foja ciento ven t mueve vuelta, sinú 
la promoción de una cuestión nueva haciendo uso del derecho 
que se le dejó á salvo por la resolución de esta Suprema Corte, 
corriente á foja ciento veinticuatro. 

Que habiendo sido resuelta esa -uestiou recién por el auto de 
foja cieutro treinta y siete, del cual se recurre, y causando ese 
auto gravamen ú la parte, el recurso de apelación interpuesto 
e* procedente, en virtud de lo dispuesto en ei articulo doscien- 
tos sois de la iey de procedimientos. 

Por esto, se declara mal denegado el recurso deducido por la 
parte de Samson y compañía y se le coaeedeen relación. En- 
contrándose el expediente ante esta Suprema Corte en virtud 
de apelación sobre costas, otorgada a la parte aetora, agrégue- 
se á él estas actuaciones y corra la providencia de fecha ouec de 
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Octubre próximo pasado. Notifiques^ original y repóngase el 



abel razan. — octavio bunge. 
— juan e. tobrbnt. 

f «II» d« I* Suprem» C«r*« 

Buenos Aires, Diciembre 21 de 1900. 

Vistos : Pot sus fundamentos, se confirma el auto apelado de 
foja cientotreinta y siete, con declaración de que las costas del 
incidente que por él se resnelré son a cargo del vencido, por no 
haber tenido razón probable para promoverlo. 

Notifiques* con el original, y, repuestos los sellos, deruél- 

ABEl. BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TOIIHÉKT, 



tion José .4- Martineta y otra* contra don mitón l'anelo, en 
puño ejecutivo seguido ante ios trihmmles de Montevideo; 
sobre mandamiento de embargo y cum ¡tlt miento de exhorto. 

Sumario. — 1° Es principio reconocido por las naciones y 
aplicado por la Suprema Corteen sus fallos, que ios tribunales 
de un país carecen de jurisdicción para ordenar embargos sobre 
bu-nes existentes en pais extraño. 

2 fl La soberanía territorial, que es inalienable, exige que esta 
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regla sea observada, siempre que uo eiisU un tratado interna- 
cional que contenga una disposición ftipresa que la derogue, 

3* Esta disposición expresa un eiiste eu el tratado procesal 
celebrado entre la República Argentina y la República Orieutai 
del Uruguay, y uo se contiene en ¡os articulas 9 y iO de! inis- 
nín, en que se determína la forma de las cartas rogatorias y 
las atribuciones de i¿ autoridad requerida, y nada se concierta 
con referencia á ¡o* casos en que sea permitido decretar embar- 
gos de bienes situados fuera del territorio de la nación nqui- 
rente. 

4 o Por ti contrario, pii dicho tratado se advierte una estipula- 
ción que virtualmente significa la falta de atribución para de- 
cretarlos bajo el .-imple pedido de uu acreedor, y con el objeto 
final de ser él pagado, pues este efecto se deniega apresamente 
en la ejecución de las sentencias ejecutoriadas, al establecerse 
que éita se haga ante los tribunales del país donde están situa- 
dos los bienes sobre que quieran hacerse efectivas. 

5 o El título que sólo sirve i fundar un procedimiento ejecu- 
tivo tiene menor valor que la cosa juzgada, y uo es admisible 
que el auto de embargo decretado en él tenga el efecto que se 
niega áésta, y deba llevarse adelante por medio de cartas roga- 
torias. 



Caso. — Lo explica la siguiente 

PETICIOW 

Señor Juez Federal : 

Eduardo Rodríguez, constituyendo domicilio legal en el estu- 
dio dé mi letrado, calle de Defensa, número i 65, á V. S. digo: 

Que según consta del poder especial que acompaño, soy apo- 
derado de ios señores José A. HartinelU y demás propi< larios 
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del tranvía oriental, y un ta» carácter he recibido para V S 
exhorto del señor juez de t. civil de temer tamo de la ciudad 
,1c Montevideo, ,1 qm> dehidamente tegaliiado acompaño V por 
el que se pide se trabe embargo en los bienes que allí se expre- 
sa «orno de propiedad del señor Melitou Pénelo, y, de 1.* que 
vo. en mi . urácter de apoderado de los señores Mart.nelli y 
■ ompaftía, denuncio en ésta. 

Entre los bienes indicados para el embarga figuran las uun» 
m oue tenga el señor Panela en la soledad anónima denomi- 
nada < Cervecería Paiermo., cuya ubicación se hace en a calle 
Gentil Diaí número 600, é importando mío un error de poca 
importanoin» pM >e refiere á la calle eonmel Díaz numeroOOO, 
vengo i vivarlo haciendo presento áV. S. el fe,»»» q« puede 
ocasionar confusiontB al señor oficial de Justicia encargado de 
|,i r ¿pectiva diligencia. 

Por ello corresponde, y á V. S. suplico, se sirva proveer de 
acuerdo á las siguientes peticiones: 

1- Se me teng ■ por parte á mérito del poder acompañado y 
m constituido mi domidlio legal. 

Se dé inmediatamente cumplimiento i las diligencias 
solicitadas en el exhorto acompañado, habilitando días y ho- 
ras, atenta la urgencia de ellas y a efecto de que no queden 
burlados los derechos de mis representados. 

3- Se tenga presente y por subsanado el error que hace figu- 
rar la administración de la Cervecería Palermo en a cí e 
general Díaz en vez de coronel Díaz, como se denomina la calle 
donde se halla ubicada la administración de dicha sociedad. 
* Que denuncio el domicilio del ejecutado en la casa calle 

Santa Fé número 310?. 

Sírvase V. S. así proveerlo por ser justicia. 

Eduardo llodríyuez. 
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rallo 4IpI Jura r*#>r»l 

Buenos Aires, Julio ¿K de 1900. 

Por presentado, con el exhorto y testimonio de poder presen- 
tados, en mérito de éstese le tiene por parte y por constituido 
el domicilio legal indicado. Proveyendo al exhorto, sin Perjui- 
cio ríe la jurisdicción de este Juzgado y con citación fiscal, 
hágase como se pide en el citado exhorto, librándose manda- 
miento en forma, debiendo teñera* presente la manifestación 
hecha en el precedente escrito, respecto de la calle coronel 
Díaz. A los efectos de la ley 3649 se señalan los días martes y 
viérnes. Repóngaos*- los sellos. 

Urdtnafrain. 



VISTA BEL SUflOlt Pft(HHJIlAW)U FISCAL 

HiK'üds Air^s, Agosto de I90í> 

Señor Juez ; 

Eliminados, el exhorto que motiva esta? actuaciones así 
como los documentos que le acompañan, al objeto de averiguar 
gj ellos han sido proseniados en la manera que la ley lo exige, 
se apercibe sin esfu-uo, que tollos ellos están legalizados por 
el tribunal de justicia del país de donde procede, y las firmas 
respectivas se hallan al propio tiempo autenticadas por el st ñor 
cónsul argentino de aquel punto, y á su vei la íirma de éste, 
autenticada por nuestro ministro de Kelttoiones Exteriores. 

En tales condiciones puede decirse con propiedad que el 
exhorto presentado y legalizado en la formn espresnda que es 
la que establecen los artículos 3 y 4 del tratado procesal cele- 
brado con la República Oriental v actualmente en vigencia, 
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está dentro de las condiciones que establece el mencionado 
tratado, y es susceptible de ser diligenciado con arreglo ni 
teito expreso «i el artículo 9 del ya citado tratado. 

El artículo lOdel misnm, al referirse especial ú los oxhor- 
toe» como el presente, en que ne exhurta el diiigenciamieuto de 
un embargo, nu requiere mayores requisitos, y se limita, como 
su texto lo expresa, á determinar la extensión de facultades de] 
juez exhortado, A que, sin ejercer jurisdicción propia y sólo 
< uino deferente intermediario puede hacer lo- nombramientos 
que expresa y, * en general, todo aquello que sea conducente al 
mayor cumplimiento de la comisión *. 

No habla ni expresa otros requisitos, m se relien* á recaudos 
especiales, ni menos establece condiciones á que queda subor - 
diñado su cumplimiento, se^un el textudel mencionado artículo, 
clara y expresamente comentado por sus autores en la discusión 
del Contieno que lo sancionó, se ha tratado de simplificar en 
i-uanto ha sido posible el procedimiento, para que las medidas, 
■orno lude que se trata, tengan efecto en la otra nación contra* 
tan Le. 

No sucede lo mismo, como V. S. puede verlo, cuando se tra- 
íalo ya de una medida de simple seguridad, como es el embargo 
(presente caso), sin '- de la vigencia ü de hacer efectiva, una 
sentencia : entonces sí, el tratado tiene exigencias claras, 
expresas y terminantes que su refieren nu sólo a las condiciones 
externas de lo* documentos qm> se presenten, sino & su origen, 
á su carácter, á la constancia di- la préría citación de aquél 
contraminen se dictó la sentencia, y por último, á que la men- 
cionada sentencia no se oponga ni choque con nuestras leyes de 
órden público. 

Los artículos 5, 8 y 7 del citado tratado, son bien expresos 
en este sentido, y bien claro es su fundamento expuesto por la 
comisión que lo redactó en el Congreso de Montevideo. 

Y en el caso sub-judice np ha mediado sentencia, como V. S. 

T. i iiii, M 
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puedeverloen el escrito presentado; allí cenata que el ejecu- 
taote ae presenta y con título bastante, según afirma, pide sin 
mái. ttámite el manda miento de embargo, aje el Juez decreta, 
v á cuyo cnmplímiento 6 dilígencíamient» exhorta á V. S. 
" Como »e expresa en el aludido documento, el embargo sep.de 
y se decret de acoerdocou el articulo 880 del Código de Proce- 
dímíentoB ¿o la Kepúhlica Oriental, que lo establee en tal for- 
ma: no bar, pues, sentencia que sujetar á las cond.cioues y 
vigencias de los artículos &, 6 y 7 del tratado, sinó una simple 
medida de seguridad que la ley orienta) autoriza, como en caso 
parecido la autoriza nuestra propia ley. 

Para que V. S. pueda juzgar de la exactitud de lo que ahrmo, 
cuando digo que este embargo es ona diligencia de seguridad y 
no una sentencia, me permito transcribir a continuación el ar- 
tículo 880 del Código de Procedimientos de la República Orien- 
tal que le sirve de base : 

.Artículo 880. Cuando se pida al juez ejecución en virtud de 
alguno de los tratados mencionados en el artículo 874 (inciso**, 
loa instrumentos públicos presentados en forma), librará inme- 
diatamente mandamiento de embargo de bienes suficientes a 
cubrir la cantidad demandada, costos y costas. El mandamien- 
to * entregará al actor >. 

Esta disposición es, en distintos términos, ta de nuestra l,y, 
qne autoriza lo, embargos preventivos en iguales casos, sin jui- 
cio ni sentencia previa. 

No habiendo, pues, una sentencia que poner en vigencia, 11116 
practicar una simple diligencia de seguridad, no pueden eligirse 
otro, requisitos que los que ella «.upone, y que par otra i arte 
elige, sólo y terminantemente, un tetado vigente con el país 
de donde el exhorto procede. 

Bajo este ponto de ffiafcu, creo que V. S. debe mantener su 
providencia, ordenando el diligenciamiento del embargo ex- 
hüTtido, 
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No oreo que sea el caso, ai que V. S. e>te* habilitado para 
entrar á juzgar fie lúa antead entes del asunto, i,j someter á su 
juicio el criterio jurídico aplicado por el juez exhortante al cas,, 
sub-jwticc, por cuanto V. S. n<) puede, C on motivo de diligen- 
ciar un ex hurlo, sustituirse á la jurisdicción propia del juez que 
conoce **n el asunto que motiva el exhorto. 

No es tampoco el naso di- que V. S. tome en cuanta la cues- 
tión de competencia que pueda ú quiera suscitarse, por cnanto 
V. S. no puede entrar á estudiar tale» camiones, en un asunto 
en que no ejerce jurisdicción pro pin, sin ó que practica actos 
por comisión de una jurisdicción extr.iña que los exhorta y los 
pide. V. S. sabe uieu que los diligenciamientos de los exhorto*, 
de cualquier parte que vmgan, se h;ieen siempre sin ¡m juicio tk 
la jurisdicción del juzgado, lo que Tale decir, que dentro de ta 
jurisdicción del juez exhortado se viene á ejercer una jurisdic- 
ción extraña y por ello es que s. hace la salvedad expresada, eu 
guarda de la propia jurisdicción. 

Apartadas todas la* cuestiones qu- se relacionen con los pun- 
tos mencionados, por no ser pertinentes, conviene examinaT si 
el diligenciamient» del exhort < ordenado por V, S. lo ha sido 
en la forma que determina el artículo H del citado tratado 
en vigencia, es decir, sí se ha practicado con arre- lo a las leyes 
de la República. 

Es tan elemental y conocido et procedimiento en la República 
respecto de lo mencionado, que no habría para qué ocuparse de 
•dio, si no fuera que por la [>:irte recurrente de la providencia 
de V. S., se argumentara sosteniendo que el procedimiento ob- 
servado en el caso no es el que cui responde, pues el i-mbargo 
se ha decretado sin previo dictamen del ministerio fiscal, apare- 
ciendo dictado simplemente con su citación. 

La jurisprudencia constante, ta práctica no interrumpida, y 
lo que es más, el efecto conocido de la citación del ministerio 
público, que es darle á conocer de lo que se trata, en tiempo, á 
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fin ,le que oponga lo que crea que corre.ponde, autor,*., ta. 
nr.rid.ncias dictadas orno I. de V. S. en el e«»o presente. 

fil s ,l, n cio de ese ministerio en los casos «curremos, con." üi 
.¡lencioen ,1 cas» P»»"*. » «« t * ciU =•'»f» r '" l ' la,l °" n «' 
m.ndat.deY. S.yau acatamiento por encontrarle de .cuerdo 

con las prescripciones legales. 

Bl exhorto, pu,., d. que se «ata, ha «do dU.g«»c.do según 
| M leyes y la práctica de nuestro* tribunas, y debe, como lo 
lia hecho, producir lodos sus efecto-i. 

Por estas tottlfcfMiW» I >•* ««■*• » ,le ha d * UraDt " *' 
.taro criterio de V. S.. , reo que U revocatoria i.t.rpuesta debe 

,er rechazada. /. Boíeí. 



Ahí* «•*' *«" 

Unenos Aire., Setiembre 3 de 1900. 

Vistos: Siendo improcedentes las diligencias ^licitadas en -1 
perito de foja 6i. dad. .1 carácter que el ausento tiene para la 
polución de este incidente, y por los fundamento, expuestos 
en el escrito de foja 6*. no ha lugar. 

Y eonsideraudu : La inbibitoriadeducida por don Melilon Pa- 
nel, en mi eaerito de íoja2i. así como los remiraos de revocato- 
ria nubdad j apelación del d.ereto que ordena el cumplimento 
de ta, dUigenciasde embargo de sos bienes, «i**^ 
..toridades indiciarías de la República Oriental del ürugu > . 
Q,, »ie„do la jn,U.¡i,-ciou un atributo propio y «m» 1 d * 
ierunla. i U que ra ..nexo e, imperio. 6 sea la potesta 
p.rte d. fuerza pública qu. por la ley tiene» lo< jueces para 
.segurar ta ejecución de las decisiones y mandato* de la jus- 
ti.ia, ella «o pu.de ejercerse en »» fti extraño e .ndepe d e . 
t. ¿Á que lo, tribunales deun estado .41. ejercen jnn.d.cc.n 
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rectamente sobre las personas y cosas que se encuentran en su 
territorio: extra territortum jusdiceiisi impune non paretur. 
(Tumo 3 a , página 484, y tomos 7 y 8, páginas 267 j 58, de los 
Fallos de la Suprema Gotte de Justicia Nacional.) 

Que, por consecuencia, ta inhibitoria, deducida pof Pando 
unte i ate Juzgado, no puede en modo alguno prosperar, no 
hólo por la razón expu-stuy por ser ella contraria al espirita y 
letra de la ley nacional de Pr >ccdiinicntos, que necesariamente 
presupone la existencia de la contienda de competencia entre 
ju- (■> s que ejercen jurisdicción dentro del territorio de la Repú- 
blica, con apelación para ante la Suprema Cort--, sinó porque 
en la suposición de que la Justicia Federal argentina se avocase 
el conocimiento de la causa y las autoridades juiieiarias de la 
República Oriental del Uruguay sostuvieren Sti < ompeteneia, 
dicha contienda quedaría necesariamente, sin solución, por no 
exigir autoridad judicial suprema que pudiera intervenir é im- 
poner su decisión final, dado el carácter autónomo, soberano é 
independiente -i* cada estado. 

Que aun prescindiendo de las consideraciones precedentes, el 
Juzgado debe mantener el auto recurrido* desde que según cons- 
ta di> la exposición de Panelo y según así resulta de los antece- 
dentes que ilustran el expediente traido ud effécíunt videndi. 
el saldo personal por el que se ejecuta á éste, proviene de una 
obligación hipotecaria contraída en la ciudad de Montevidio, 
circunstancia que determina la competencia de las autoridades 
de este estado, con arreglo al tratado sudamericano de derecho 
internacional privado aprobado por el Congreso argentino y pro- 
mulgado por el ejecutivo nacional con fecha II de Noviembre 
de 1894, y porque el contrato establecía el lugar del pago, que 
es la ciudad de Montevideo, seguna*í expresamente lo tienen re- 
sucitólos tribunales ordinarios de la capital en los autos citados, 
de acuerdo con las alegaciones y defensas hechas por el mismo 
Panelo en el capítulo 7* del escrito de foja 55. 
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Que, en cuanto á las observaciones hechas al exhorto de la 
r-ferencia, por carecer de sos recaudos propios y légale*, fot. 
ellas infundadas, por referirse eso* requisitos Ú casos distintos 
de las medidas de carácter preventivas que .üch 9 1 xborto com- 
prende, bastando observar, para su mejor inteligencia y justifi- 
cación, que el articulo 10 del tratado no requiere, ni menos 
comprende, para el mejor cumplimiento de la comisión, la> cou- 
dicioiies eligidas por el articulo 5 o del mismo, las que lian 11*0 
expresamente excluidas para lOi tM«i especiales de embargo. 
5 desde que ese tratado es ia ley suprema del estado (artícu- 
lo 131 de la Constitución nacional), corresponde al tribunal 
cumplimentar ese exhorto en los propio, términos que lo ha 
hecho, de acuerdo con la doctrina y Tu tutanientos sustenta! os p«r 
la comisión en su informe respectivo, que requiere tan sóln, y 
ésto en obsequio a las conveniencias que de la reciprocidad re- 
saltan, cuanto por la corteja con que debe» tratarse las 
aciones entre sí, que las tirinas que lo suscriban hayan sido 
autenticadas y legalistas en forma, extremos éstos que han 
«ido observados en el sub-judicc. 

Que, finalmente, siendo principio inconcuso de dereeb" y de 
jurisprudencia, que ia nulidad proceden^ de v.eios de forma 
debe restringirse v no pueden aplicarse sin-, cuando sean san- 
cionados por la ley con cláusula irritante (t->mu 18, pígíun 
fallos invocad o>), la nulidad invoc ada por no haberse conferido 
Tista de dicho exhorto al ministerio tíscal, antes de <u diligen- 
ciamiento, no es procedente, no existe, desde que no hay ley que 
imponga tal trámite y sanción, bastando, como lo acredita la 
práctica estante, la simple citación fiscal, sin otra formalidad, 
para cumplimentar todo exhorto qu,* reúna les extremos del 
presentado, desde que eon ello, á la vez que se cumple con la ley 
y principio jurisdiccional, se imprime la emendad 

necesaria en su ditigenciamiento y se asegura -on ello el cum- 
plimiento de medidas preventivas y de natural^ urgente, 
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Por estos fundamentos, y de conformidad fiscal, fallo; no 
haciendo lugar á las dili^múas solicitadas en el escrito de 
foja 62, uí á la inhibitoria deducida, ni i la revocatoria inter- 
puesta por don Melilon Parido y ae le otorga en relación, ante 
la Suprema Corte, los recurso» de nulidad y apelación pedidos, 
debiendo elevarse los autos en la fonua de ■ etilo. 

Xotifíquese original, y repónganse ios sellos. 

Aftustin Urdinarrain. 

VISTA ÜKL SEfiOB PROCURADO!! GETIEUAL 

Buenos Air^ Selietutire ¿9 üe 1900. 

Suprema ¿torta : 

YA exhorto del señor jitei letrado de la capital de la Repú- 
blica Oriental da mérito á la cuestión sntt-judtce, en que se ha 
debatido la aplicaciou é ¡nterpretaci-n de algunas cláusulas del 
tratado procesal ajustada entre los gobiernos de e-ta República 
y aquella. 

Relacionándose el cumplimiento del exhorto con las estipula- 
ciones de un p;ic!o internacional, el oasucae bajo la jurwdic- 
eíon federal, cnn sujeción á lo dispuesto en el articulo 2* en su 
inciso I o , de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tri- 
bunales nacionales, de 14 de Setiembre de 1863» 

Es procedente por ello la jurisdicción ejercida pur el señor 
jaei a f/uo, al mandar cumplimentar el exhorto, pero este do- 
cumento, si bien *n su forma es ajustado, no evidencia que re - 
sulte la expresión fiel de antecedentes que le den carácter eje- 
cu tiTO, 

líl artículo 5* del tratado de derecho procesal ajusUdo con 
la República Oriental declara que las sentencias y fallos arbi- 
trales dictados en asuntos civiles y comerciales en uno de los 
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Estados signatarios, tendrán en los territorios fie los deniAs, 
la misma fuerza que en el país en que se han pronunciada. 

Pero el mismo artículo elige requisitos ineludibles pura 
aquel efecto, y entre esos requisitos declara que ha de tener 
el carácter de ejecutoriado ú pasado ni autoridad de cosa juz- 
gada, y que la parte contra quien se ba dictado lia va sido le- 
galmente citada y representada ó declar.ida rebelde. 

Lo- artículos 6 a y 7° se , ren á los documentos indispensa- 
bles para *j cumplimiento de las sentencias y fallos arbítrale* 
v al < aráctei ejecutivo ó de apremio (Je las ^ntencias ó fallos 
arbitrales. 

La intención de los contratantes al repetir con tanta insis- 
tencia sentencias ó fallos arbitrales, esta claramente manifes- 
tada en las clausulan del tratado internacional citado. 

Hado haber sentencia ó fallo arbitra, di tado por auto- 
ridad jurisdiccional, competente, con citación, audien- ia ó de- 
claración de rebeldía, y * t" comprado con ia copia de la 
sentencia ó fallo arbitral, con las copias de las pieaaa nece- 
sarias na* a acreditar que las partes han sido citadas y con la 
,-ópia auténtica del auto en que se declare que la sentencia .". 
taudu tiene el carácter de ejecutoriado 6 pasado en autoridad 
de co>a juzgada, para que aquellos actos jurisdiccionales pue- 
dan ejecutarse en país extranjero. 

Los autos de trámite 6 procedimiento que pueden dar lugar 
accidentalmente á alguna modificación del derecho privado, no 
son materia del tratado procesal. Su confusión con las senten- 
cias delinitivfis traería perturbaciones jurídii amenté improce- 
dentes cuando aquellos autos pueden ser modificados durante 
todo el prooed i míenlo del juicio hasta la sentencia definitiva. 
Es por ello que t siguiendo la mas autorizada doc trina del dere- 
cho público, el fritado procesal sólo autoriza la ejecución de 
las sentencias definitivas y de los laudos arbitrales que tienen 
bu misma fuena Inamovible cuando han quedado ejecutoria- 
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dos 6 pasados en autoridad de cosa juzgada. Si et artículo 10 
refiere exhortas ó cartas rogatorias, relativas á embargos, ta- 
saciones, etc., no se aparta 'le la regla fundamenta) de lo.s artí- 
culos 5 o , 6 o y 7 o , y sólo expresa el cumplimiento de a< t >b que 
s<rn su consecuencia, estu es. la consecuencia de una sentencia 
ó falto arbitral pasado eu autoridad de coba juzgada. 

Descendiendo déla cuestión jurídica á los hechos resultantes 
según La exposición del exhorto d* foja 1% aparece que no ha 
mediado juicio ni sentencia, ni citación, ni audiencia y sólo una 
petición de embargo previ ntivo á nombre de una ejecución que 
v;i recttM i infriarse para que se condene en definí tira segan la 
eapresiou textual de foja 3. Sólo resulta el anuncio de un juicio 
que puede envolver a las parte> en una grave cuestión relaciona- 
da con antecedentes qie* va aparecen complicados 

Un embargo en estas condiciones, que puede comprometer 
los Ínteres, s y « I crédito comercial de un ciudadano, es un acto 
de la mayor trascendencia, por cnanto afecta no sólo la juris- 
dicción dependiente «le la soberanía nacional, sino los intereses 
y el crédito de los habitantes, bajo el imperio de su jurisdic- 
ción. l*ar¡i que procediera, tendría que ajustara*' necesariamente 
á los términos explícitos y de interpretación restrictiva inhe- 
rentes á tndo privilegio, del tratado procesal tal en cuestión; 
y ya he eipneste que ese tratado se relaciona únicamniite con 
la ejecución de las s ntencias definitivas dictadas cin todos l»s. 
requisitas légale^ que las hacen inconmovibles y ejecutivas. 

No revirtiendo tale» formas, ni carácter, ni requisitos, lo3 he- 
chos qae resultan del eximen del aborto de foja 1", opino 
que no procede su cumplimiento y que habría lugar á la revo- 
cación del auto de foja 67. 

Sabmiano Kier, 
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w «lie de 1» SuprcM* f*r*» 

Buenos Aire*, Diciembre ai de 1900. 

Vistos v considerando: Lo* señores Antonio Piaggio, José 
A. Martinelli J otros han promovido ante los tribunales del Eh- 
ta lo Oriental del Uruguay demanda ejecutiva contr, don Meli- 
ton Panelo por obro de pesos. El juez de la causa, encontran- 
do prudente la acción, ha ordenado <>\ pago de la suma cobrada 
v ha decretado embargo sobre tos bienes del ejecutado (foja 

* 

cuatro vuelta). 

A los, fines -le ese embargo, el umav juez ha dispuso 
librar y ha librado carta rogatoria para que aquel se trabe so 
bre bienes del ejecutado, situado* en esta República (fojas una 

y cuatro vuelta). 

El principio internacional que .urge de la soberanía territo- 
rial, se opone al ejercicio de la jurisdicción de lo, jueces f*m 
de los límite- del territorio .leí paíí en cuyo nombre y autori- 
dad ejercen sus fu m- iones. 

Este principio, umversalmente reconocido, es de apli^on 
al caso ptesente, porque el embargo cuya traba se p^iigtW uo 
está comprendido en ninguna de ¡as excepciones que la practi- 
ca de las naciones autoriza. 

Ka ejecución múran de las sentencias pronunciadas en el ex- 
tranjero se hace en el país donde .-,tán sitoaios ^ 
bre los que ó «on los que se lia de realizar esa ejecución, res- 
pondiendo á tal propósito los artículos cinco, seis y siete del 
tratado internacional de derecho procesal celebrado en Mon- 
tevideo. 

Además de la doctrina que acepta y reconoce la* reglas del 
derecho interna* ional ya expresadas, también, en consecuencia 
con esas reglas, así lo tiene sentado la jurisprudencia de esta 
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Suprema Corte en caso análogo, como inicie Terse en el que se 
registra en el tomo cuarenta j seis, página cuatrocientas diez y 
seis desús fallos, en el que expresamente estableció que los 
tribunales del país carecen do tuda jurisdicción é imperio sobre 
bienes existentes fuera de su territorio y declaró no ser posi- 
ble, en su virtud, el emburro, en ¡oque se reliare á intereses 
existentes en el extranjero. 

Kl citsido tratado de derecho procesal celebrado en Montevi- 
deo, de que se hace mérito en esta oausa, no contiene disposi- 
ción alguna "n laque se modifique las citadas reglas, observán- 
dose que al hablar en su artículo diez de exhorto» ó cartas roga- 
torias que se refieran á embargos, se limita á determinar las 
funciones del jaez exhortado para * 1 mejor cumplimiento de la 
comisión, sin que, ni en ese artículo, ni en los nne le pnreden 
y siguen, las altas partes contratantes hayan manifestado vo- 
luntad de derogar en sus relaciones, la regla de soberanía terri- 
torial, ni de ampliar la procedencia de los embargos decreta- 
dos por fnefrts extranjeros, haciéndola extensiva, á casos aje- 
nos á la ley y práctica de las naciones. 

Se defiende y apoya la diligencia encargada á nuestras ;iuti>- 
ridades judiciales, en las disposiciones de l<-s artículos nueve y 
diez, título tercero, del tratado proeja! ajustado entre la Re- 
pública Argentina y ta República Orienta) del Tn gt. y y de 
que ya se ha he- lio mención. El artículo nueve consigna los 
requisitos á que donen sujetarse los exhortes y cartas rogato- 
rias que tengan por objeto hacer noi ilicaciones, Tecibir declara- 
ciones ó practicar cualquiera otra diligencia de caraeter judicial 
dentro del territorio de la nación á quien se requiere el cum- 
plimiento de tales diligencias. 

El articulo diex lija ciertas atribuciones de la autoridad 
requerida para Jus casos en que las cartas rogatoria? se refieran 
a embargo^, tasaeUmes, inventarios ó diligencias preventivas, 
facultando al juex exhortado para proveer lo que fuera oe- 
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cetario respecto del nombramiento de peritos, tasadores, de- 
positarios y, en general, para todo aquello que sea conveniente 
al mejor cumplimiento de la comisión. La letra de ambos uf- 
ticulos se relien-, como Beve, ú las sol* nulidad o* y formas ex- 
ternas de esos documentos, á iin de ^.e ellos puedan ser' admi- 
tidos como auténtico* y cumplido* por él juei exhortado, ™ m o 
expedido, en legLil íorma y á las funciones del juea »equ- 
lido. 

Knlas estipulaciones de materia peoCesal referida*, en la* que 
se determinan las formas de las cartas rogatorias y se habla de 
cieñas fa -altad -s de la autoridad aquerida, nada se COneierta 
ron referencia á los casos en que sea permitido decretar em- 
bargos -te bienes situada fuera üel torritorio de la nación re- 
quirente. Por ti contrario, en dicho tratado procesal se admi- 
te una estipulación que virtualmente «ignific» la falta de atri- 
bución de tas autoridades de los respectivos l-stadospara diotar 
embargos de bienes existentes en territorio extraño á su juris- 
dicción, bajo el simple pedido de un acreedor y al objeto final 
de **r él pagado, cuando tal efecto les es denegado espesamen- 
te en ese mismo trata lo á sus sentencias ejecutoriadas, emuo 
se ha hecho notar anteriormente; y es obvio que si li senten- 
cia pasada en autoridad de cosa júzgala hade ejecutarse en el 
,>ais en donde estén situados los bienes comprometidos en la 
ejvcucimi, no puede admitirse que otro de mm título que 
sirven al undar un procedimiento eje-utivn y que ciertamente 
valen menos que una sentencia, puedan hacerse efectiv a, lle- 
vándose adelant. la acción por medio de cartas rogatorias. 

La soberanía, que es inalienable, es la fuente de ta jurisdic- 
ción; la legislación general descansa en este fundamento, y las 
propias leyes son las que gobiernan y protegen los bienes con 
la misma autoridad privativa y excluyen* toda extraña in- 
gerencia. 

El artfrul" v. intiseis del tratado de derecho civil prescribe 
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textil al [lio iite que (los bienes, cualquiera que sea su naturaleza, 
^on exclusivamente regidos por la ley riel lugar donde exis- 
ten, en cuanto ásu calidad, a" su posesión, a su enajea aT>iliJa<! 
absoluta ó relativa y á todas la-, relaciones fíe derecho real <Je 
que don susceptibles ». 

La derogacii n de p?.js recios debe resollar de estipulaciones 
en término* expresos, como corresponde, j nu por ümple induo- 
ciun, pudiéndose observar que ¡M Re lia pro-edido en el congre- 
so internaci-mal reunido en Montevideo, íil tratar de caBos en 
queso admito la procidencia del embargo de bienes situados en 
1 1 extranjero. 

l'or otra parte, la faculta I ilimitada de de- retar embargos en 
tos plejtu> fjuese ventilan en un estado sobro bicne* existentes 
en otro país, bajo la mera condición de la observación de las 
solemnidades extrínsecas qui sólo legalizan su auienticidad, 
sería una amenaza constante á la propiedad nacional, afectando 
las garantías que la amparan y causando perjuicios considera- 
bles á lo* propietaria y á sus acreedores locales, y sometiendo 
la- tercenas, pesibles en juicio ejecutivo ó ^ea en juicio de 
Ja naturaleza del presente, á principios jurisdiccionales inaeep- 
tobles, si han de ser juzgados ror el juez que conoce de la 
ejecución. 

VA artículo diez del tr aludo procesal nada provee res peo to de 
esas situaciones é intereses comprometidos, precisamente por- 
que no tieno el alcance que le lia atribuido el juez exhortante. 

Los doreohos de propiedad e^tán directamente amparados 
por ta Constitución, formando, como en las demás naí lones, 
uno de los fines primordiales de la asociación política, y nadie, 
fuera de sus jueces legítimos, tiene facultad para decidir en 
contiendas que puedan alterarlas ó menoscabarlas. 

Como y;i se lia diebo, esta Suprema Corte ha consagrado esa 
verdad fundamental en decisión explícita dictada en pleitu sus- 
citado ante ella, y que forma su jurisprudencia, estableciendo 
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que lo* tribunales leí p«ís carecen da toda jurisdicción é impe- 
tio sobre bienes ententes fuera de su territorio y aclarando 
no ser posible el embargo solicitado en lo que se refiere a dieh.4 
bienes. 

La regia seguida v aplicada en este cas», no 1- 1 sido alterada 
en ninguna resolución! -sterior rie -te tribunal, ni en los tra- 
tado* celebrados entre las dos repoblas, que se han .avocado 
en esta causa, siendo ella perfe ctamente m>&m c ™ iuB ! ,nn - 
«pioad* derecho inleniarional adoptada por las naciones en 
aush paciones respectivas y enguada, por la generalidad de 
lug tratadistas. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por el 
H »or Procurador ge»*rai, se refoea el ante apelado de foja 
quince, reiterado á foja sesenta y siete, oVlarandi.se no hacer 
lugar al diligenciármelo del exhorto de foja una, y que no 
procede el recurso de nulidad t por no haber motivo que lo auto- 
rice, Notifícese con el original, y, repuestos lo* sellos, de- 

VU¿lTan * e * BElUAMItf PAE. -JOAW E» TORRENT. 

— abel BA1AS (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Vistos: resulta; Que el eihorto de foja una, dirigido por 
,1 juez letrado de tereer tumo déla capital del Estado Oriental 
del Üruguav A juez federal de .*sta capital, tiene por objeto 
pedir que se' cumpla, en bienes que don Meliton Panelo posee 
en esta ciudad, el embargo decretado contra él pos el primero 
de dichos jueces en el juicio ejecutivo que le han promovido en 
Ja ciudad de Montevideo los señores Antonio Piaggio J otros, 
por el pa^o de quinientos rinco mil pesos oro moneda oriental, 
por saldo de un crédito hipotecario que dicen le. adeuda. 



,>*. JUSTICIA NACIONAL 



399 



Que el juez requerida lia dado cumplimiento ai exhorto de U 
referencia, ce u si il erando, como ¡o resuelve en su auto de foja 
setenta y siete, que él ret ite las conde iones necesaria» para 
su ejecución, de conformidad con las d i* pus ic iones del tratado 
sobre derecho proc esal estipulado en el congreso internacional 
sudamericano de Montevideo y ratificado por los gobiernos ar- 
gentino y uruguayo. 

Que la parte de Pam lo, creyéndose agraviada con el auto que 
mandó cumplir dicho exhorto, interpuso contra él los recomo» 
de nulidad y apelación, que le han sido concedidos en relación, 
como ha sido concedida también en esta forma, a la parte de los 
acreedores la apelación ^ue ha deducido su apoderado contra el 
auto de foja sesenta y siete por no haberse condenado en él á 
Panelo en la* costea del recurso de reposición que igualmente 
interpuse y á que no se hizo lugar por cate último auto. 

Considerando, en cuanto al recurso de nulidad: Que Panel» 
ha fundado la nulidad que alega contra el auto recurrido, en la 
irregularidad del procedimiento que, dice, se ha observado en la 
s islanciaciun del exhorto y que hace consistir en que no se ha 
comunicado vista de éste al pro orador fiscal par:» oírlo previa- 
mente, autes de ordenar su cumplimiento sobre las solemnida- 
des y requisitos de que debe estar revestido. 

Que, como lo ha expuesto el procurador fiscal en su vista de 
foja cincuenta y seis al evacuar el traslado de la reposición so- 
licitada por Panelo en el escrito de foja veintiuna y lo demues- 
tra el juez en su auto de foja sesenta y siete» no hay ley que 
prescriba el trámite qie alega el recurrente, -o loque se refiere 
al procedimiento ante los tribunal* s federales, aun cuando él 
sea de razui y buena práctica, ni mucho menos hay ley que 
declare que su omisión eause la nulidad del auto de que se trata, 
siendo, por ello, evidente que no puede prosperar dicho recurso 
de nulidad. 

Considerando respecto del recurso de apelación: Que es cier- 
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tauient* un principio reconocido en el derecho de gentes, princi- 
pio que bu sido invoco v aplico c«m« T.-gla por esta Suprema 
C úr t t en varias de sus resoluciones, qne la jurisdicción es un 
atributo de la soberanía, que loa ttifcimales de »m astado «61. 
ejercen jurisdicción sobre las perruna y las eo-as que se en- 
cuentran « u su te. nr-riu, y que no be puede exitfir V** luai1 " 
datoa sean olM fuera de los límite* en que é.te incluye, 
nquiriéndoloasí el respeto debido á la indepón ioneiu recíproca 
fe estados, que & la base necearía de las relacionas 
internacionales « ouio loensHla«Í0S autora que tratan de la 
materia. 

Que esta regla no es t sin embargo, de UJi rigor é inflexible 
Hdad tal que no admita eieepciones ó impida que la« leye* «le 
un Estado, bajo promesa do reciprocidad y en condiciones deter- 
minadas, prescriban el cumplimiento d t - las resoluciones judi- 
ciales de otro ú otros Estados, ú bien que éstos, como ,ob. ranos 
6 io.lt .peo dienten ajustan tratados estipulando cumplir las sen- 
tencias ó providencias dictadas enel nnpy ruja ejecitóiun se 
pida en la jnrí ■dicción del ntro de lea contratantes. 

Que partiendo de esta base, y existiendo entre la República 
Ar-entinavel Kstado Oriental del Uruguay A tratado procesal 
que va se ha recordado, corresponde ex .minar tielaiit» apelado 
que Ka mandado cumplir y en virtud del cual se ha , nmplido e. 
exhorto aut<« mencionado se ajusta ó so atas pr-enpeiones de 
ese tratado, siendo evidenteque de la solución doeata cuestión 
depende, ta confirmación ' -evocaron de dicho auto. 

Que es de observar para la conveniente solución de la cues- 
tión propu^ta, que en las clausulas del tratado aludido y en tí- 
tulos aparados, se eetableceu principios generales que rigen la 
mauria de que se ocupa, disposiciones relativas á la légala-ion 
délas sentencias 6 laudos homologados expedido* en asuntos 
civiles 6 comerciales de las escrituras publicas y demás docu- 
mentos otorgados por los funcionarios de un Estado y de los 
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exhortos, sentencias y fallos arbitral, s, y disposiciones ^ene- 
rali-s sobre la vigenriu <iel tr;itado. 

Que la simpK' íeetura de la» diferentes cláusulas de este te- 
tado convence, >i»e hay necesariamente que hacer la eorrespon- 
dient** distinción entre loqo* son sentencias y fallos arbitrales 
y lo qne son exhorto* y escrituras, actos de jurisdicción voluu- 
lariay diligencias de carácter judicial para aplicarles las res- 
pectivas disposiciones, porque nu todos ellos son comunes ni 
pueden >erlo, .i W> diíerent ea objetos ó materias á que se re- 
fieren , 

Qne así las sentenciad y fallos arbitrales de que exclusiva- 
mente se ocupan los artículos cinco, seis y siete del tratado, im- 
plica» juicios tennir.ado-i »n l Kstudo en que se han dictado y 
pa^a cuya ejecución, cuando haya de efectuarse en ot ro de los Es- 
tados signatarios del tratadose eitablecen en los mi amos artículos 
las condiciones y requisitos necesarios para autorizarla y Horaria 
á cabo, sin que de eaui artkufos se desprenda que tal ejecución 
puebla pedirse en caso alguno, por exhorto*. 

Qu<', entretanto, ios exhortes y cartas rogativa* á que se re- 
fieren los artículo?, nueve, diez, onCey doce presuponen juicios á 
iniciarse, iniciados.) pendientes y tienen por <>b>to pedir el cum- 
plimiento de diligencias de carácter judicial, decretadas por los 
jueces decadaEsladoen sus respectivas jurisdicciones, con arre- 
glo ¡i la ley de procedimientos de la Nación, en cuyo territorio se 
promuevan esos juicios, según la expresa disposición del artícu- 
lo 1" del tratado. 

Que, en la economía de estose ve claramente que los exhortes 
y cartas rogatorias, y por consiguiente, las resoluciones cuyo 
cumplimiento se pida por ellos, no pueden confundirse con las 
sentencias y laudos arbitrales p^ra aplicar á los primero» lo que 
especialmente está dispuesto en el tratado \ ¡ira la ejecución de 
los últimos. 

Que así, respecto de las sentencia^ y laudos arbitrales s" Rsta- 
f. muí. 
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bleceu para su ejecución las condiciones que se contienen en el 
artículo quinto y que sustancial mente son las misma* que se 
con signaban en los incisos a,b r cy d, del artículo quinto del 
proyecto presentado por la respectiva comisión á la aprobación 
del congreso de Plenipotenciarios reunidos en Montevideo y que 
ge reyi>traen el Libro de Actas de sus sesiones, página ciento 
tres; dichas condiciones son: 

íi) Qtttí la sentencia ó fallo haya sido iironunciado por tribu- 
nal competente y tenga el carácter de i^cntoriado ó pasado en 
autoridad de cosa juzgada ei> el estado en que se ha expe- 
dido; 

b) Que la parte contra quien se ha dictado haya sido legal- 
mente citada y representada 6 declarada rebelde, conforme á la 
ley del país en donde se ha seguido el juicio; 

c) Que se haya dictado sin infracción 'le los principios consig- 
nados en nste tratado ; y, 

d) Que no se oponga i las leves de órden público del pats de 

su ejecución. 

Y en cuanto á los exhortes y cartas rogatorias que tienen por 
objeto las diligencias que se expresan en los artículos nueve j 
diez del tratado, conviene observar que en los artículos que lle- 
van los mismos números en el proyecto del tratado de la comi- 
sión a0 decía en el artículo noveno que» ese cumplirán en los 
Estados signatarios, siempre que dichos exhortos ó cartas roga- 
torias estén debidamente legalizados », cláusula ésta que se ha 
sustituido en el artículo sancionado, poT esta otra, siempre que 
dichos eihortos 6 c.irtas rogatorias, reúnan ías condiciones es- 
tablecidas en este tratado y en el artículo diez del proyectodün- 
de seducía que el juez exhortado pro reen'i á todo aquello que sea 
conducente al mejor cumplimiento de la comisión con tal que ia 
providencia solicitada reúna las condiciones establecidas en loa 
incisos e y d del artículo quinto y hayan sido expedidos porjue* 
competente y legalizados debidamente, se suprimió en la san- 
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cion del Congreso la parte riue se deja subrayada, quedando el 
artículo en lo demás, tal como lo presento la comisión por con- 
siderarla sin duda subentendida para el cumplimiento de lo 
■Impuesto en el artículo. 

Que esta simple reJ ación de las disposiciones del tratado sobre 
derecho procesal, en presencia de los que contenta el proyecto 
de la comisión, rielé para demostrar por sí aula, que no es de 
modo alguno correcta la interpretación que el recurrente Panelo 
faa dada en su informe in voce unte esta Suprema Corte á la parte 
lina) del artículo noveno del tratado que dice : siempre que dj- 
chos exhortos ó carcas rogatorias reuuin las condiciones esta- 
blecidas en este tratado, cuando ha sostenido que en su mérito, 
ios exhortos ó cartas rogatorias que tengan los objetos que se 
mencionan en el artículo noveno, lo mismo que los que se refie- 
ran á embargos, tasaciones, inv ntarios, 6 diligencias preventi- 
vas deque habla el artículo diez, sólo deben cumplirse á condi- 
ción de que Ules diligencias ó medidas sean el resultado de una 
sentencia d fallo que tenga d carácter de ejecutoriado ó pasado 
en autoridad de cosa juzgada, en el Estado de que procedan 
los exhortos ó carias rogatorias, y que al juicio ép que aquella* 
medidas ó diligencias se >»rdenen, sea citada legalmente y re- 
presentada ó declarada rebelde conforme á Ijs leyes del país eu 
que se ha seguido *■! juicio, la persona contra quien se dicten, a" 
más de que deban presentarse con dichos exhortos los recaudos 
proscriptos en el artículo sexto del mismo tratólo. 

Que dicha i-láuauta, rigiendo como rige la disposición del ar- 
tículo nueve y aunque sea y se haga extensiva al artí ulo die*, 
del citado, como lo quiere el recurrente, seguramente no tiene ni 
puede tener la significaeion y alcance que éste le atribuye, por 
vjue ello importaría hacer imposible el cumplimiento de lo* 
exhortos ó cartas rogatorias que se ha estipulado en el estado, 
desde que las diligencias prevenidas eu el artículo nueie y los 
embargos, tasaciones, inventarios y medidas preventivas de 
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que habla el artículo diez, se decretan ordinariamente ron 
arregla á las respectivas leyes de procedimiento de cada trata- 
do, antea de iniciarse los juicios, al iniciarse éstos j atirante 
ellos, loque impli i que no lia podido tenerse en mira al sancio- 
nar tu referida cláusula, que se observaran paru el cumplimiento 
de los exhortas y cartas rogatorias las condiciones y requisitos 
exigidos en los títulos cinco y seis riel tratado. 

Que no ha sido ésta la intención de los plenipotenciario- que 
negociaron ese tratado, lo prueba acabadamente no sólo lo dicho 
basta aquí, sino también la luminosa exposición del plenipo- 
tenciario del Perú, doctor Galves, cu:indo, informando ú nombre 
de la comisión respetiva en el congreso de Montevideo, dijo las 
siguientes palabras que se registran en la página veintinueve 
del libro de actas de dicho congreso (edición de mil ochoeien- 
Ojentos ochenta y nueve!. Siendo muy frecuentes los casos 
en los juicios que se tramitan en un Estado, de necesitarse 
que las autoridades de otro Estado practiquen una diligencia 
ó hagan una citación* se ha establecido tanto por la convenien- 
cia que do ?n reciprocidad resulta, cuanto por la wtesftt con 
que deben tratarse las naciones entre sí, la práefcioade no poner 
óbice al cumplimiento de Los eihottos y cartas rogatorias en 
que esas diligencias se solicitan, y La comisión conformán- 
dose con esa práctica, y teniendo en cuenta, además, las podero- 
sas raiones en que se apoya, no sólo hu consignado en el arti- 
culo nueve el precepto de que se cumplan los exhurtos y car- 
tas rogatorias que e^tán debidamente legalizados sino que ha 
ampliado el procedimiento en el artículo diez. En este artículo 
se estatuye que cuando lo> exhortes y cartas rogatorias con- 
tengan emisiones de trascendencia como son las de practicar 
embargos, nominar peritos, depositarios ú tasadores, no sólo 
debe el juez limitarle al « strictn cumplimiento del encargo, 
Bino dictar las prudencias que conduzcan a solucionar todas 
las dificultades que, con motivo de la comisión puedan susci- 
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tarse, ¡i üa de evitar diláeioiÉ«i perjudiciales v mayor-a gastos 

á los interesado». 

El articulo diez comp leí a, P ue> , las diaptfflioiWa generalmente 
aceptadas sobre el cumplimiento de lo- aborto, y eviU con 
\ts restricciones finales cualquiera atingencia que pudiera ba- 
ceta* sobre los fuero* de la jurisdicción local, por euantoex.-e 
pura el OWmpiimieilto de las comisiones que emanen de juei 
competente, que i téu lo* exhorto* debidamente legalizados, 
quu las diligencias no se opongan á lí>8 principios de derecho 
internacional sancionados en el tratado ni estén prohibidos por 
las leves di l lugar en que ae cumple ta comisión. 

Que sitados i-stos antecedentes ; teuien lo en vista los prin- 
cipios de derecho anteriormente apuestos, la incontestable 
competencia jurisdiccional del juei uruguayo requirente para 
conocer del asunto en que ha expedido el exhorto de foja pn- 
mm cerno resulta de la demuHraeion hecha por el juez a quo 
eu ,u auto de foja asenta j siete, que no ha sido rebatida, y 
conteniendo dieho exhorto la debida Irisación requerida por 
el tratado en su artículo cuatro, no puedo haber por el recto 
enfrio de esta Suprema C.rte la menor dn ta ó vacilación que 
la retraiga d- declarar que él auto de foja quin e mandando 
cumplir ■! exhorto de foja primera, en que se solicita el embargo 
de los bienes que en él se expresa pertenecientes .'.don Meliton 
Panelo, se ajusta perftctatóírite á la> disposiciones del tratado 
tanta/veces men. ionando, que e¿ ley suprema de la nación, 
desde luego que dicho embargo ui es un acto prohibido por las 
leyes de este país, ni mucho menos una diligencia que se opon- 
ga á loa principios de derecho internacional sancionados en el 
citado tratado. 

Que si alguna demostración pudiera faltar todavía, después 
de lo expuesto, para patentizar la verdad de la anterior conclu- 
sión, ella no sería otra que la simple transcripción del texto del 
artiéulu diez de di- ho tratado que estatuye: Artículo diei: 
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Cunado los eihortos ó cartas rogatorias se refieren i embargos, 
tasaciones, inventario! ó diligencias preventivas; el jnei exhor- 
tado proveen! lo que fuere necesario respecto al nombramiento 
de peritos, tasadores, depositarios y, en general, á todo aquello 
quesea conducente al mejor cumplimiento de la comisión. 

Que á vista del esplícito teñ ir de esta disposición, no puede 
ciertamente alegarst, que no exista en esta nación una ley que 
imperativamente ordene ú sus autoridades judiciales que cum- 
plan los exhortos en que se les pid:i el embargo de bienes de un 
deudor centra quien se haya decretado esta medida por jueces 
de algunos de los otros estados sudamericanos con quienes esta 
ligidu esta república por medio del tratado del derecho procesal 
ya mencionado. 

Que es evidente, también, que no puede eludirse el cumpli- 
miento del exhorto de foja una, oponiendo á sn validez y eficacia 
cí.molu ha \n choel recurrente, el argumento deque para dictar 
el embargo do que se trata, no se \ aya citado previamente en 
Montevideo, al deador Panelo, haciéndole saber el auto de sol* 
vendo que prescribe, para Jos juicios ejecutivos, la ley de proce- 
dimientos y lela justicia federal de la República Argentina. 

La raion es obvia : < Por el articulo primero del tratado Bobre 
derecho procesal, se ha estipulado que los juicio» y sus inciden- 
cias, eualquiera que sea su naturaleza, se tramitarán con arre- 
glo á la ley di- procedimientos de la nación en cuyo territorio se 
promuevan», por lo que tratándose de un mandamiento de 
embargo dictado en el Estad" Oriental en cuya ley de procedi- 
mientos uo existe para el juicio ejecutivo el de- reto de solvendo 
ni por Con-iguienti* la ''ilación prévia del deudor para eipedjr 
contra él el mandamiento de embarco, como sucedí- con la ley 
de procedimientos que rige en los tribunales nacionales de e>ta 
capital y territorios nacionales, es claro que no puede oponerle 
con buen suceso lo que dispone la ley de justicia federal aquí 
contra lo resuelto por el juez de Montevideo Con arreglo á su 
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lev i, forma, por cuanto ta, autoridades 4. 1. BepuWio. Argen- 
tina tienei. que respetar lo hecfco «« eB " r ' ul 
ta* prescripciones del tratado qu. la ligan con dicho e.tado . 

üuetampoe.. pu.de eludirse el cumplimiento del eihort.. de 
foja un» porque .c •tapie que el embargo de bi.ne. decretado 
ver autoridades eitranj.ras contra un ciudadano argentino como 
el sc ñor Panel... ee «na medida muy gt»< 3 de mayor trascen- 
dencia para sus int.re.es y d,rechoe, ai * ello « agrega, como 
se diceqoe sucede e. el presente caso.que ellaes.oinpletamcnte 

injusta é inicua. . 

Respecto á la primera debe obs.rear.e, qoe no se ba ocul- 
tado ú los plenipotenciarios que ajustaron los tratados del 
congreso .ud americano, que los embarg... tocfetad.» en unode 
U» «ta*, contratantes para efectuarse en los otros, eran med- 
itas erares y de traecendencia como lo dijo en .ueiposic.oo 
anteriormente transcripta, el mieml.ro informante de I. comi- 
sión n,mbrada para estudiar el tratado sobro derecho procesal 
v sin embargo, i pesar d. s.. graredad y trascendencia, toé 
.accionado y aeeptud., como ley de las naciones #M*"*»* 
tratado, el arUculo die,, por el cual se ordena .1 cumpUmren- 
,„ Je los ««orto, en ,oe se decrete esa med.da, que no nodia, 
por lo mismo, eludirse en ningún caso por las autoridades de 
cualquiera de esos .'atado.. 

En cuanto i la injusticia que pueda haber en 1. acc.on dedo, .da 
cetra Púnelo ante la autoridad que ha líbralo el eihort» de qu. 
se trata, no .oca juagar de .11. 4 ta. aulon.lades argent.n.s. 

Debe el señor P.nelo hacer usode .«.derechos que tenga ante 
aquella autoridad, que es la que ba sido de.larad. competente 
1. entender d,-l caso, sin que esto pueda obstar, para que lo. 
ribunales de la Argen.ina cumplan su deber, hacendó I. j...- 
üeia que corresponda, cando .«te ellos ee pida ejecución de ta 
sentencia que contra él se d.cta.e porl». tribunal., de aquella 
república. 
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Por estos Andamentos y concordantes del auto de foja sesenta 
y líete, se confirma el apelado 'le foja quince, y no ae baci* 
lugar al recurso de nulidad, con declaración de que las costa* 
de primeru instancia serán á cargo del recurrente, revocándose 
en esta parte el auto de foja sesenta y siete. Notifiquen con 
•1 original, y repuestos los sellos, dcTuéUanse. 

ABEL BA7.AN. 



4 ALNA VI 

El Banco Nacional, en liquidación, contra doña, Azucena Lastra 
de Fragueiro; sobre cobro ejecutivo de ¡tesos 

Sumano. — Siendo procedente la acción ejecutiva, y no 
habiéndose opuesto emprimes, oebe iiefurse adelante la rje- 
cution. 

Caso. — t¡n explica el 

* «11* del Juci F«d«r«l 

Córdoba. Mayo 12 de 1809. 

Aiitns y Tistes : La ejecución seguida por el Banco Nacional, 
en liquidación contra doña Azucena Lastra de Fragueíro, por 
cobro de la suma de 15.080 pe*0H moneda nacional y sus inte- 
reses 

T considerando : Que según c».r.stadi l certificado precedente 



DI. JUSTICIA *\t:il>»AL 



409 



ha vencido el término de la citación de remate sin que el ejecu- 
tado haya opuesto excepción alguna. 

Por lo expuesto y disposición de los autos 268 y 277 del 
Código de Procedimiento» Civiles, resuelvo se lleve esta ejecu- 
ción, por sus trémites t adelante hasta hacer trance y remate de 
Iob bienes embargados y con su producido, cumplido pago al 
ejecutante del capital, interesa y < o-dos demaudadoa. Hágase 

saber origina). „ ■* • 

C. MOfftino tiacüua. 



tallo dr I» Muprvm VmrU, 

Jlueiins Aires. Diciembre *7 de 1900, 

Vistos y considerando; Que el Banco Nacional demanda en 
el presente caso el pago de una cantidad d¿ moneda líquida, 
hallándose acreditada la deuda por documento privado, habido 
por reconocido con arreglo á den cha, y en la escritura pública 

de foj;i tn-inta y siete. 

Que con esos elementos la acción ejecutiva es procedente con 
sujeción á lo dispuesto en ton artículos doscientos cuarenta y 
ocho y doscientos cnareata y nueve de la ley de procedimientos 
y mil veintiséis del Código Civil. 

Que como se hace constar en la sentencia apelada, de confor- 
midad con el mérito de autos, la ejecutada citada de remate, 
no ha opuesto excepción alguna contra la ejecución, fin cuyo 
caso correspondía pronunciar, sin más trámite, la sentencia -le 
rem.itt' (artículo doscientos sesenta y ocho de la ley de procedi- 
mientos). 

Por esto y por sus fundamentos se confirma, con costas, la 
aentencia apelada de foja cuarenta y una, no tomándose en 
consideración el reeurso de nulidad, por no haber sido come- 
dido y haber la parte consentido la providencia de foja cuarenta 
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y cinco vuelta, que concede sfilo el de apelación ni existir motivo 
que lo autorice. 

Not i fiques e con el original y devuélvale, debiendo reponer- 
se los sellos que correspondan ante e'. inferior. 

BENJAMIN PAÍ - ABIL BAZA!*.— 
UA# E. TOflREST. 



El ¡ianco Racional^ en liquidación, contra don Emilio Gomes 
por cobro ejecutivo de ¿tesos; sobre prescripción 

Sumario. — En los créditos» cid Banco Nacional, en liquida- 
ción, m1 término para !a prescripción solo puede contarse desde 
el vencimiento de los plazos acordados ¡í los deudores por La ley 
de liquidación de dicho Raneo. 

rallo del Jum »>tf>r*l 

Santiago, Judió l 2l deiy97. 

Y vistos: los seguidos por «1 Banco Nacional, en liquidación, 
contra don Emilio < i. nuez, sobre « f>i>ru ijeoiitifo de M .750 pe- 
sos curso legal, intereses y costas, proveniente d 1 capital de 
la letra de cambio girada por el ejecutado á favor del ejecutante 
y contra don Nicolás Leiva que la aceptó y la misma qm fué 
protestada por falta de pago, el 20 de Octubre de 1891, por ser 
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ésta la época de su Tenci miento, conforme á la prórroga de 90 
días acordada por la ley 2781 de igual año. 

Con éste titulo, se presenta el acreedor y pide sea reconocido 
par el demandado, par no haber sido protestado en persona, 
efectuándose ésta presentación el 17 de Marzo de 1886. 

Hecho el reconocimiento de la Gruía, dictadu y notificado el 
auto de soWendo (23 de Junio del 96), el ejecutado deduce la 
prescripción liberatoria, autorizado por el artículo 848, inciso se- 
gundo, del Código deOomerrio, basándose, ,nque desde el Ten- 
cimiento de la letra de foja 11, hasta la fecha un que se dictó el 
auto de solvendo de foja II iba transcurrido 5 aftos y meses, 
sio que ocurriera posteriormente reconocimiento expreso ó tá- 
cito de laobligacion, y en que además, habiendo -I doctor LeWa 
otorgado hipoteca al Banco, por el mismo valor de la deuda, 
entendiéndole ambos directamente, su obligación de üador ha- 
bía caducado. 

Contestando, pide el ejecutante el rechazo de ta excepción, 
aduciendo al respecto dos - ons)deracione & : una, j.orquela letra 
en cuestión, no ha sido exigióle en su totalidad á su vencimiento, 
sino por partes, en los términos de las leyes 2841 > 3037; y 
la otra, porque á existir prescripción, é*tafué interrumpida por 
Us actuaciones que constaban de los expedientes tramitados 
ante este juzgado caratulados * Baucu Nuciooal contra Emilio 
G.'inez, sobre cobro de pesos • y * Banco Nacional contra Emilio 
Gómez y otros sobre inhibición », ú lo quedeV agregarse, que 
produjeron igual resultad ) las hipotecas constituidas por el 
doctor Leivay !a* diligencias posteriores, practicadas por la su- 
cción de éste, para el arreglo de la deuda, qn- quedaron >iu 
efecto en Abril del año próximo pusado. 
Con el mérito de la prueba rendida, 

Y considerando: Que conforme a la ley número 2841, de i 6 
de Octubre de 1891, que modifico de raíz las relaciones entre el 
Banco y sos deudores, en el sentido de que ese establecimiento, 
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si bien podía exigir de íüs olientes afianzamiento da los crédi- 
tos, do podía sin embargo obligarlos ¡i hacer pagua con amorti- 
zaciones mayores que las fijadas, en «.'I articulo 42, el venci- 
miento de tale* obligaciones, Tenía á producirse recién á los 6 
años de la promulgación de aquella. 

Que dicha lev ha sufrido una nueva moditicaciun, por la nu- 
mero 3037, «i- 18 de Noviembre de 1893, en virtud do la cual, 
W plazo de 6 a ñus anteriormente acontado, quedaba ampliado á 
15 año», dentro de los cuales sólo podía el Banco cobrar las t un- 
tas determinadas por el artículo 11, á mean* de producirse el 
calo previsto en el articulo 19. 

Que la obligación impuesta al Bañen, de abstenerse de hacer 
los cobros íntegros de sus crédu s, fuera de los términos de las 
leyes <|ue nosoctipau, ha sido consagrada por la jurisprudencia 
de Sa Suprema Corte Federal, como puede verse entre otros fa- 
llos, en los que se registran en lusérie 4', tomo i°, página 221; 
tomo 5 a , página i5f# y tomo 11°, págiua 56. 

Qoe con arreglo á estos precedentes, no es racion.il suponer, 
que prohibiéndosele al liando el cobro de sus créditos, p -r cuo- 
tas mayores que Las consignadas en las leyes que se han citado, 
puedan los deudores pr -valerse de esa circunstancia, para ampa- 
rarse en una prescripción, que sería necesariamente arbitraria, 
como contraria á todu espíritu de equidad J que destruje el 
principio que debe imperar en todos um juicios, de « que los li- 
tigantes sean juzgados bajo un pié de perfecta igualdad ■;, 

Que la obligación del ejecutado en el caso sub-judicc, no e3 la 
del mero íiador como lo pretende, para ha cr valeren su apoyo, 
los artículos 2040 y 2047 del Código Civil que invoca, sino que 
ella queda definida, por el artículo 736 del Código do Comercio, 
que establece la solidaridad entre todos los que giran 6 dan or- 
den paraelyiro, endosan ó aceptan tetras de cambio ó tirman 
aval , aunque no sean comerciantes 

Que de todo lo expuesto resulta que el rédito de foja 1, 
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, uya i^^ircúm ompexaría á contarse tole 1» fe c b» *<! su 
ten. imieuto (20.le0ct.hr, -1M891), est* reprendido en la 
W de If Al Octubre de igual ano, (pie *i í,Ue ' 

«.rodé la deuda* por ende, cualquier prescripción á .o respecto 
Lata pneadn 6 afina; que también eatf comprendido el £«9 
crédito en 1a otra ley de ««« ' 
plazo de 15 año. para su ehancla. ion y que por lo que hace a 
lo, interes-s y amortifaeiones, previéndose ellos por 4 anos, 
«egnnel inciso * del artículo 841 del Migo d, Corne a 
nmtar desde que ellos so» debid.*, con arreglo a la ley de 1» 
de Noviembre de 1893, y no habiendo transcurrido de.de éata 
fecha hasta el reqiiirimi. uto del pago d| ta deuda (Jun.o de 
1893) sino 2 años y 7 meses, no eii«te prescripción posible que 
pueda ralid amenté intentarse. 

P „r éstos fundamento, y no nuciendo lugar á la prescripción 
deducida, fallo mandando llerar adelante la ejecucon, con . es- 
tas. Hágase saber con el original y repónganle los sellos que 
el ementado adeudare. Saturnino Salva. 



Buenos Aires. Diciembre il de 1900. 

Vistos y considerando: Que con sojecion al artículo cuaren- 
ta v dos de la l *y de liquidación del Banco Nacional, éata no no- 
dfa ,-iigir el pago de su crédito con armonizaciones mar ores que 
las que se eipresau en el $i*mo artículo. 

Que no pudiendo en su mérito cobrar el Banco sino los inte- 
reses tle sus crédito, durante el primer año y los intereses > 
amortizaciones de un diez por ciento durante el segundo y otro 
tanto en ei tercero, el término para la pu-oeripcioii ha debido 
estar suspendido hasta tanto tem ieran los plazos acordado, por 
U ley i los deudores v cesase la imposibilidad en que el estable- 
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cimiento se hallaba de ejercitar aciones pura el pago de la 
■leuda, porque en las obligaciones á pliizo, la pn scripeion no 
empieza á correr sino desde el vencimiento del plazo, no 
corriendo en los condicionales sinó desde el cumplimiento 
de la condición (artículo trescientas noventa y siete del Código 
Civil) y porque, impedido el acreedor por la ley para ha<er va- 
ler su derecho, r*o pueden redundar en su perjuicio los efectos 
de esa imposibilidad (argumento delartícnlo tres mil ooTecien- 
tosoeheuta, C«V1igo Civil). 

Por ésto, por sus fundamentos y con arreglo á lo resuelto por 
esta Suprema Curte en chsos análogos, se ron ti r mu con costas, 
la sentencia, apelada de foja ochenta y ciñen. Notifiiue.se con el 
original, y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — ABEL BAZA«. - 
JUAS E. TOHUENT. 



Doña \Y<tl Bruneíti de Catan contra dott & S. Villain Catan 
fiur adulterio y sobre recurso ti la Suprema Corte 

Sumario. — La aplicación y la interpretación por los tribu- 
nales ordinarios del Código Penal y del Cdigo de Procedimien- 
tos en lo Criminal, no aut -riza el recurso á h Suprema Corte. 

Fallo *• la gwprrmft forte 

Hueno> Aire*. Diciembre 'ül ilc 

Autosy vistos: Resultando de la propia eipnsirion cunteniria 
en el escrito anterior, que en la causa á que s ■ reüere en él, 
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se ha tratado de la aplicación ¿ interpretación del Código Penal 
y del Código de Procedimientos en lo Criminal, en cuyo caso 
no procede el recurso autorizado por el artículo veintidós, inciso 
segundo, del último, con arreglo á lo dispuesto en el articulo 
quince 4e la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
fedérele», y jurisf.rudenria constante de e<ta Suprema Corte, 
se declara improcedente la apelación interpuesta. Y, obser- 
vándose que en el escrito anterior se emplean términos ineon- 
venieute*. téstense las palabras subrayadas, previniéndose al 
doctur F. Diaí Ibargureu, que en lo sucesivo debe guardar 
estila. 

Notiffquese con el ori-inal, y repácete el papel, archívese. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BALAN. — 
OCTAVIO BUNGE.- JÜAPt E. TO- 



Von Isidro ijmroqa contra d doctor don J. fi- Amarilla y 
herederos de don Antonio Galtino, citados de evtccion, por 
interdicto; sobre prueba de leslvjos* 

Sumario. - 1' Kn los juicios sumarios de posesión, la juris- 
prMdeucia que ha prevaled-, acerca de la admisión de la 
prueba de testigos ofrecida por las partes en la audtencia ver- 
bal que prescribe la ley, es, qne puede decretan* ordenando 
que las declaraciones de los que no han podido ser presentados 
en el primer día de ella, por causas ajenas á la voluntad del 
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interesado, se reciban en otro, ú otros días posteriores al desig- 
nado por dicha audiencia, 

2 o El interrogatorio para lo» testigo* residente* fuera del 
lugar del aliento de! Juzgado, debe s« r presentado al ju- z de la 
causa, para que determine las preguntas á su juicio pertinen- 
te y admisibles. eu\o tenor tengan aquellos que declarar uutt- 
las autoridades encargadas. 



Caso. — Lo explica el 

r allo del Juer ixler^i 

Corrientes. Setiembre 12 de 1H98. 

Vistos: Kl incidente prometido por el demandado, oponién- 
dose á la recepción de la prueba testimonial, ofrecida por el 
actor, de personas residentes en Misiones, donde debe hacerse 
bu examen, fundado en que esa prueba debe producirse en el 
acto miam«" del juicio verbal á jue fueron convocado*, de con- 
formidad al artículo 333 de la ley nacional de procedimientos, 
pues lo contrario importa desnaturalizar el juicio de interdicto, 
que debe ser breve y sumario. 

Y resultando I Que coi asistencia de) demandante \ deman- 
dado, feu?o lugar el juieio verbal á que fueron llamada, en el 
cual este último contestó la demanda y produjo pruebas de do- 
cumentos que si* agregar-n, y de testigos que se examinaron en 
ese mismo aCt >. 

Que el demandante, por su parte, pidió la agregación de 
expedientes que corren ante este Juzgado, la absulnciou de 
posiciones del demandado y la expedición de exhorto al señor 
juez letrado de Misiones, y oficio al juez de paz de San Carlos, 
para que examine á los testigos que nombra, residentes en esos 
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logases, a) tenor de l js interrogatorios que ofrece preso utar ¡inte 
aquellas autoridades en el acto del examen, y para el c aso que 
no fperVn habido- Les u-aligos de San Cirios, presenta oíros 
domiciliadua en Posadas. 

Que admitida la agregación de los ÉXf$d ientes indicados y 
Iuí posiciones propuestas, que fu f ron ahsuelt.is en el arto del 
juicio verbal» el demandado se opuso ú la recepción de Ja prue- 
ba testimoui:il, en razón de que la prepfittacinn y manifestación 
dee>os testigos deb.- hacerse en el juicio verbal ti que asistían 
y consignarse en el ü> ta que de.-éj se levantará. 

Que con lo expuesto en contestación por el demandante, se 
suspendió la audiencia y se pusieran los auto* ai despacho, 
para resolver el in-idente promovido. 

Y considerando : t¿ue es verdad lo que dice el demandado, 
que los artículos 332 y 333 de la ley nacional de p roce ti i mié n- 
tos establece que recibida la d email iu en el cano del interdicto 
«le recobrar, el juez mandará citar á las partea á juicio verba 1 
y qut? eil esi juicio la» <>ir;i y admitir. i lus pruebas que aduje- 
sen, extendiéndose acta en que Con claridad y precisión se 
consignarán los alegatos, Iíib pruebras aducidas y las imimfe>- 
taeiunes de testigo», pero también es cierto que esas di&posi- 
eiones» ú mejor, la del artículo 333, no excluye La admisión de 
eualqnler diligencia probatoria, sea de documento- ó tesiímu- 
uiai. cuando esas diligencia*, deb.iu necesariamente producirse ■'• 
evacuarse fuera del lugar del jtii< io, en razón de la existencia ó 
de La residencia en otros logares de los Uoeumentos ó i- ■ ■ s i j ^ ■ ■ s . 
y no es justo indtn ir tal exclusión, porque ello importaría *oar- 
tar ó hacer imposible en tunebos casos la defensa del deman- 
dante ó del demandado, por un liedlo que no U s es imputable, 
y que no les is daUu vencer con sus gestiones extrajudiciales. 
como cuando se trata de la presentación de documentos que no 
obran en poder de < dios, ó de testigo» que no quieren presen- 
tarse voluntariamente ó residen fuera del lugar del juicio, 

T. I.IXUX. Ti 
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easos éütQs en los cuales es forzoso proceder de conformidad á 
).»s artículos 10 J 139 de la ley nacional de procedimientos, so- 
peña d« hacer ineficaz, en la mayoría de loa raaos, la protección 
que la ley acuerda al hecho de la posesión, expréíioá y resulta- 
do del derecho de propiedad, 

Qu -ie acuerdo con lo expuesto, y tratándole en el casosu*- 
Mwte testigos residente fuera del municipio, su examen 
debe hacerse en .1 lugar de su* domicilios, sobre todo cuando 
*s el de la siiuaei.ni del inmmble que ha sufrido la usurpación 
que se alega. 

Que no oblante esta conclusión, que está de acuerdo con la 
doctrina que surge de los fallos de la Suprema Corte que se 
registran en los tomos 29, página 245, y 57, página 159, y en 
atención A que el preste juicio debe ser brete y sumario, la 
pane que propon* testigos, residentes fuera del municipio, de- 
berá designar con precisión y certidumbre sus respectivos 
domicilios, peto no proponer otros, para el caso de Une los 
primaros no fueran habidos, porque eso importuna dilatar á sa 
voluntad la producción de la prueba. 

Pnr esto, resuelvo: Admitir la pnvite» fcotmionial ofrecida 
por el actor en el 3» y 4* punto de sus peticiones, y señalar el 
término de 20 días, para qm dentro de él se produtea; debien- 
do librarse -1 exhorto y oficio correspondiente al señor ja*» 
letrada de Misiones, y jueí de paz de San Carlos, ú quien se 
suministrarán las cartas de fojas 2, 3 y 4, dejando de ellas copia 
en autos, para que examinen á lo, testigos propuestos, al tenor 
de los interrogatorios que presentará el doctor Dario Quirog;i, y 
00 hacer lugar á la petición contenida en el 5 o punto. 

Queda, por consiguiente, suspendida la audiencia hasta el 
vencimiento del pía*, acordado para el examen de U» testigos. 

Haga-e saber con el original, y repóii^ase. 

E. A. Lujambio. 
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F*lt* de I» Huprena i wrle 

Buenos Aires, Uiiiónibrr- í9 de 1900, 

Vj>tüs y coti&íderandu : Que s>ou numerosos loa casos de juicios 
sumarios de posesión, |n citcv hJ».h origiuariaiDeDtfi ante esta 
Suprema Corte, en que se ha decretado por rila la admisión de 
ka. prueba testtliCttl ofrecida por las partí ¡s en el juicio verbal a 
que se refiere el artículo it< ¡ciento* treinta y dus de la ley de 
enjuiciamiento de catorce de Setiembre de mil o< nocientes 
sesenta y tres, ordenando que >e reciba» eti uiru ú otro-* díus 
posteriores al designado [«ara la audiencia vcrbui, la» declara- 
ciones de testigua que no han podido ^er presentados en el 
primer día de ella, sea por encontrarse á considerable distancia 
del Tribunal, ú por otra causa ajena á la voluntad d«- ta* partes. 

Que esta práctica, que viene observándose desde largo tiempo 
por la Suprema Corte, consulta incjoi , >in duda* loa sagrades 
derechos de la defensa de las partes, facilitando la produce. un 
de la prueba testifical, tan neesesaria ¿importante en esta clase 
de juicios, y constituye una jurisprudencia que ha prevalecido 
sobre lo resuelto en contrario en muy pocos rasos, que se regis- 
tran * ü la roleccion de Fallón de esle Tribunal, sin que ella 
pueda ni deba couii'lt rai ae opuesta al texto del umculo tres- 
cientos treinta y tres de la ley de enjuiciamiento, en cuanto por 
él se prescribe que ni este juicio >e oiga á las partes y se 
admitan las pruebas que adujaren, extendiéndose acta en que 
*e consignen los alegatos, la* pruebas producidas y las mani- 
festaciones de los testigos ; porque esta disposición no implica 
prohibición de prorrogar la audiencia para días ulteriores, 
siempre que lo haga necesario la mejor sustancia- ion de la 
causa, ni que en ella deje de labrarse la correspondiente acta, 
dou ■ te consigne lo que expresa el citado artículo. 
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Qoe $FW&¿* isoal ratón en los j Hígados de sección para 
entendí v apli-ar dicho ajicillo trescientos lr>intn y tres -le 
Jaiey de ciijuh hmientoen los juicios sumarios de fosefteft, 0>1 
mo do conté lo ha entendida y aplicado «tu Suprema Corte en 
l„ mismos juLcín Sf eí*reei que debe puf ello «onhrmarse el 
,.,to apeado de foja doscientas treinta y una en la parte que 
manda recibir declaración á Immm ^ 
lagar ajenio d,1 Jugado, iegun lo Ha M l'^te del 

aetor en los puntos M y cuarto de sus peticione* m#W> 
Has en el acta de foja doscientas veinticuatro fuella. 

Que otottendose, sin embargo, que en el auto apelado se 
ordena que (a recepción de las declaración- de eso. testigos *e 
Haga por lo, jUee** á «lie se comisiona al efeeto, con arreglo 
a los interrogatorios que ante ellos, dice el actor, presenta- 
rá lo que no se .justa A la pr-enpeion del articulo ciento 
veintinueve d, la lev de enjuiciamiento, eu cuanto por ella se 
dispone que el eláinen de t.-atigo- fe baga ' arr( ^ á ***** * 
gatorioa que deben presentarse al juez de la eÜMfe quien orde- 
na* que se interrogue á aquellos ron la< pregunta, que ano 
juicio sean pertinente- j admtSlbíés. 

Por esto. fundam,nto« v los encordantes .leí auto apelado 
daíojá dosóientos tróinta y una, s* contirma éste ,n ta parte 
„,„. dispone se rec.bau las derUnota* de los testigos nfreei- 
doa por el actor e.i los puntoa tercero y cuarto de s«S peticiones 

P „„,¡™d** en el arte d, foja d.bi-ndo recibir» esa, 

declaración** previa presentación ante el juez de la causa de 
hw interrogatorios mpeetlTOS, en cuanto fueren pertinentes; 
Ms costa* d» la instancia se pagaran en el órdeu rausado. Noti- 
fiques* con el original, y, N$IM» los sellos, devuélvanse. 

«EL BAlA». — OCTAVIO HUWÜfc — 
JUAN E. TOHAKNT . 
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Exhorto ti* hs trilmtinlt* drt rW,u«y ai ¡nei invado tM 
territorio nacional rfa Forwm* W*« mtórgp de hit ' nes ,ie 
dan knhmw Mimssi, $iUmn Formosn, 

Suman». - Í?U* tribunal^ de ttft (Mü de juri- 

diccion par* ordenar embargo s<í%re bienes existente en paí* 
extraño. 

2« La soberanía territorial, >|ii»' es inalienable, exige qn<' e ta 
regla sea enervada, rahitri» n«e*Ms Qfl tratad, ir.fmacio- 
nal que contenga nrtn dip^icioii expresa*»*! I* drogue. 

3* É» tratado ajnstido ■ ntr^ -I Robierno argent ino y el 
U R- pút-lica del Paraguay no coWieiiedisppsiftiiíii expr-sa que 
antoría á onl n »r embarga *obre títulos q..*> ^>lo sirven 
« fundar nn juino "iecutivo entro ptótíwlttw. 

Ir «lio del Jhn tt«lr*«lo 

rormosi, Julio ¿¡i «i-- lítOO. 

Y mtos: Resultando: i Que en 10 .le Enero del .orneóte 
,ft,. el jm« de primera instan- ía .le fária .lv lu República del 
Paragoaj dirigió al de na», de Boníie*, un esta» hiriéndole 
saber que en Diciembre del ano anterior había dirijido a e*le 
juzgado letrado otro exhorto pidiendo el ...mplimienU, del de- 
creto de embargo presumo diHaao por el juez abortante en 
los bienes muebles y semoviente, que don Antonino Pet.ros*i 
posee en FotmfMft (itir* el rio Piícoma> o y que ese exhorto no 
había podido sel dilig^Bciatlu por el juez letrado á cauaa de 
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reentrarse en férin los tribunales argentinos, por lo mal pedía 
al jueide paz diera cumplimiento á lo exhortado al juez le- 
trado. 

2» Que el juez fie paz procedió á efectuar A embargo pre- 
ventivode que instruyen la-; actu.icionea di* foja^ 16 á 36, reint- 
tiéndolaB á este juigado juntamente con tos men< donados 
exhorto*, que corn il á foja 1 ly f-ja3i. reoibiéndo-' el 12 -le 
Febrero «VI año actual. 

a* Que don Alejandro Cam», en representación de don Antu- 
ninn Petirossi, presentó con fecha 96 de Uaizo el escrito de foja 
38, pidiendo lef ntamiento del embargo trabado por el juel de 
paz en ratón ue la incompetencia de dicho funcionario paja ej 
eumplimieiito de tales diligencias, 

4* Que el 30 de Marzo, tuvo entrada en vste juzgado otro 
i xhortu de! juel de primera instancia en lo e.ivil, y ad hoc - n 
locomeTCíal dé la Adición del Paraguay pidiendo eonflnna- 
cion de las actuaciones del juez de pAJ de Bonvi. r. 

5" Que corrida vista al señor agente Fiscal, ésto se expid- á 
fojas 40 y 47, aconseja n'do se declare nulo todo lo aetuadn por 
el juez de p;»z de Bouvier en razón d- la incompetencia de e^ 
funcionario para el cumplimiento de mandamientos de autoridad 
extranjera, fundándose, en la disposi* ion del artíeiuo 560 del 
Código d. Procedimiento cvil y las limitadas facultades Le- 
gales « one. didas a los jueces de paz y el artículo \i del tratado 
de .1 Techo procesal internacional de Montevideo, vigente con 
la República del Paraguay, 

Y considerando : Que no existe disprnieiou legal qu.- íaculle 
á los jueces le paz para el dil ¡genciana iento de exhorto* de au- 
toridad extrajera sinó por comisión emanada en cada caso del 
jui de primera instancia que tan bise sido exhorta ln (artículo 
3, Código de Procedimientos en lo civil). 

Que la anterior conclusión, que resulte de las disposiciones 
légale- iovoeadas por eUelor agenté fiscal y de los principios 
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Sv u-rak-i del derecho es aplicable al caso prtfttftft, por cnanto ka 
ausencia del jnei Í«tt»de no importa «na d-degaci >n que J n 
ningún caso ^©cedería » n asentía de WipóalftiMf expresa de la 
ley. 

Que ln nr-nnstancia d» tratarse en atecas*, de un embargo 
¡irmiHM no modifica la apreciación legal fe I* beeHos, por 
cnanto dicha* dittgenciM son la contenencia del dihgen-ia- 
m.entode) «horto mismo, y donde la ley no distingue no *« 

debe distinguir. 

Que por otra (jane, Hiendo íraprinciudihl* y previa U .ntet- 
Tencion fie*** en la tramitneinn «> xhortos. ella no puede ve- 
rificarse ante la justicia de paz, por canter de ese funcionario 
esa ruma de la *dmittÍ*ttaoMm d- justicia. 

Por estas roosideraciones y fundamento* légala invocados, 
d, acuerdo, t.mbien.c-u la jun^prudencin eatabl^a por la 
Snnr. ma Corte de Justicia, declarando la nulidad ab*,« . de 
ta .aetuarioneaobradassin juristoinn hadante, tomo 10 f pági- 
na 177 ; tomo 36, página 4» i tomo 48. pátina 102; se declara 
„„:o todo lo actuado por ,1 juez de paz de BoutW . Hágase a* 
b,r y, repuesto* ta -chi.ese. ^ ^ „ 
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Bueuüi Aires, Noviembre la de 1S00. 

t\ «xh.-rtu del seffOl juez a '/«o de tina en lo civil y couier- 
ci a d, la capital de la Uepúblwa del Paraguay, da mérito á la 
rrt sente cuestión, nn que se ha debatid U aplicación é. inter- 
pretación de alguna, cláusula* da) trat -ido pro. -.-«al aj untado 
entre los g&ftfM *■ &o«tttBl y W*Íta «1 H de 
Kn--ro de i 888. 

Relacionándose él cumplimento del referido exhorto con la 
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estipulación de un pacto internacional, el caso ocnru nte cae 
bajo la jurisdicción federal, con sujeción á lo dispuesto en el 
inciso !• del articulo 2? de la 1-y sobre jurisdicción y cnm pa- 
tencia de los Tribun .il- - n:iciomiles,de HdeSetiembre di 1863. 

En por ello procedente la jurisdicción di¡ señor juex a (füo 
para entender en el diligeueiamie ato de tul exhorto, pero no la 
jurisdicción He! juet de paz que lo ha diligenciiolo indebida- 
menfe, sfgvn la« Constancios de foja Mi y siguiente*. 

A este respecto encuentro iiju-tudas á derecho las considera- 
ciones en que se fonda el aoto recurrido de fttjn 65, de acuerdo 
con Iti expuesto en el dictamen lineal de foja 40, y por tales 
razones bastarían para solicitar de V. E. la confirmación del 
tuto recurrido. 

Pero ocurre que, si bien el exhorta de foja 31, en su furnia, 
está ajustado ¡í derechc. el mismo | one de inautuVslo queeareiv 
de mérito 1 egul pata ser ejecutado en esta KepúMica. 

Kl :i rt f milo 5 q del tintado sobre derecha procesal con la He- 
pública del Parognáy declara qin- las &onteneius y fallía ar- 
bitral' s di< tados- en ¡i so ni os civiles y e-mereiales t n uno de loa 
estados dignatarios, tendrán en los territorios de lo* demás la 
inism. foeria que en el país en qo<- «te hayan pronunciado» 

Kl mismo articulo elige requisitos ineludible* para aquel 
eleeto, 

Entre e?(o*. requisitos, declara que talo* sent< m u» ó fallfts 
dehm lenei "1 arácter délos ejecutoriados 6 piados en auto- 
ridad rio '*oaa juzgada, 

Eatíi circunstaneia no ocurre en el c^oKuh-ftttiice, puesto que 

de los propina i<-r i - del exhorto de foja 31 resolta que la 

parte ejecutada ha instaurado apelaeion del auto dictado por el 
señor joez exhortante en virtud del eunl se procura tr¡ibar el 
embar^- [ireveiitiTij, <-uy» diligenciamiento ocasiona e-tas ac- 
tuaciones. 

Lo> aftieñios 6* y V del tratado de la referenna señalan los 
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documento* indispensable* para el cumplimiento de tus senten- 
cias y fallos arbitrales y f i carácter ejecutivo 6 de apremio, de 
las sentencias ó latios uretrales. 

La iitti'Mi -ion <h las altas partes contratantes eslá duramente 
man if es Win en la- citadas oláii nías del solemne tftiftttffo. ti* 
menester que haya sentencia » fallo arbitral dictado por auto- 
ridad jurU ¡ccional competo nU t con litación, audiencia ú de- 
claración de rilo idía y tode esto comprobado con ta cúpia de la 
sentencia ó fallo arbitral, que no Ira. el eiborio de foja 31, y 
uon las pinzas necesaria* par * aere-m arque las parte* han sido 
citada», por la copia auténtica del amo en el cual sedcUre que 
la sentencia ó lau.lo tiene el aitwli r de ejerut "Hado ó pasado 
en aiitori4id de cosa juzgada p ira que tales actos jurisdictona- 
les puedan ejecutarse en país extranjero. 

Los autos de trámite 6 los pr .cedimicntos que puedan dar 
lugar amd?nt«lment- á alguna modificad"!! del derecho pri- 
vólo un son materia d-l tratado internacional citado, 

Su confusión c»n las sentemias definitivas traería frecuenta 
perturbaciones en los habitantes di ou país eitranjero. por 
cuanto aquellos autos de mero trámite pueden ser mod ideados 
durante la abuela dél juicio hasta la sentencia deÜnitiva. 

Ka por ello que siguiendo la más autorizada doctrina del dere- 
ch político, el tratado proce>at sólo autoriza la ejecución de las 
sentencias delinítÍTas ó laudos arbitrales que tienen fuerza in- 
conmovible cuando están ejecutoriados ó pasados en autoridad 

de cotia juzgada. 

Si su artículo 10 ha <e refer- ncia á exhorto» ó cartas rogato- 
rias sobre embargos tasaciones, etc., no *e aparra de la regla 
fundamental de los artículos 5 o , 6* y 9 o , y sólo se reliere al 
cumplimiento, que son la consecuencia de una sentencia defini- 
tiva ó faUo arbitral pagado en autoridad decosa juzgada. 

Por estas consideraciones, omitiendo dictaminar sobre lo> 
otros punió- que deciden de un iñteiéi privado y no afectan 
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por ello principios de orden público, opino: que no procede el 
cumplimiento del eihorto de foja 31. y de acuerdo con lo ei- 
puest>< al romtemo di* esta vista, pido á V. E.se sirva continuar, 
por sus fundamentos, el auto reeurridodi? foja 65. 

Sabiniana AVer. 



menos Aires, Dírirmbrp ¿9 <le 1^00. 

Visto- y considerando: El ^ short<í, al objeto dtjl embargo de 
que se traía en »"ita causa, ha debido en ifeeto, dirigido al 
juez letrado territorio de Formosa, ó en üii defecto, por 
ran-a líe imp> diiuriito í> vacancia, '-orrrspondUque él juea exhor- 
tante se entendiera « oh el fun ionario judñ ial que tiene encar- 
do por ley d* > reemplazar á aquel (lev número tres mil quinientos 
seh-ntu y Cinco). 

Fitr otra parte, el principio internacional que surge de la 
soberanía territorial se opone al eje rcicio de la jurisdicción de 
lus ju* ce, fuera di* los límite* del territorio del país, en cuyo 
nomine y autoridad ejercen sus funcionen. 

Éste principio, univervulniente reconocido, esde aplicación al 
caso presente, porque el embargo, cuya traba se persigue, no 
está comprendido en ninguna de las excepciones q'ip la practica 
de las naciones autoriza. 

La ejecución nmmn de las sentencia* pronunciadas en el 
extranj rose haré en el país donde están situados los fcíenes 
sol.re los que 6 cou ios que se h:* de realiiar esa ejecución, res- 
pondiendo á t¡il propósito tos artículos cinco, seis y sirte del 
tratado internacional de derecho procesal celébra lo en Monte- 
video. Además de la doctrina que acepta y reconoce las reglas 
del d. re bo internacional ya expresadas, también, en eon>onan- 
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fia con esas reglas, a*í lo tiene sancionado la jurisprudencia 
He esta Suprema Corte en caso análogo, comu puede verse en 
el que se registra en el tomo cuarenta y seis, página cuatrocien- 
tos dieciseis de su¿ Fallos, en el que expresamente estableció 
que los tribunales del país carecen de toda jurisdicción é impe- 
rio sobre bienes existentes fuera (te su territorio y declaró no 
ser posible, en su virtud, el embargo en lo que se refiere £ inte- 
r.-ses existentes en el eitranjern. 

El citado tratado de derecho procesal celebrado en Montevi- 
deo, de que se hace mérito en esta causa, no contiene disposición 
alguna en la que se mollifique las citadas reglas, observándose, 
que al hablar en su artículo dieide exhoíttw - cartas rogatorias 
que ee refieran á embargo-, se limita á determinar las funciones 
del juea exhortado para - i iu»-.ior cumplimenta de la comisión, 
mn qur, ni en ese articulo ni m los que h preceden y siguen, 
las altas partes contratantes hayan manifestado voluntad de 
derogar en sus relacione* la regla de soberanía territorial ni de 
ampliar la p roce i encía de les e tn b irgos decretados por jueces 
extranjeros haciéndola extensiva á osas ajenas á la ley y prác- 
tica de las naciones. 

Se defiende y apoya la diligencia encargad;! á nuestras anto- 
ndades judiciales en las disposiciones del articulo diez, titulo 
ten ero, del tratado ocesal ajustado entTe la República Argen- 
tina y la República d ( l Paraguay, de que ya se lia hecho 
mención. 

El artículo nueve consigna los requisitos á que deben suje- 
tarse los exhortes y carta- rogatorias que tengan por objeto 
haeer notificaciones, recibir deelaracii'ces o practicar cualquiera 
otra diligencia de carácter judicial dentro del territorio de la 
nación á quien se requiere el rumpl i miento le tales diligencias. 

El artículo diej lija ciertas atribuciones de 1 1 autoridad re- 
querida para loa - .;>os en que las cartas rogatorias se refieran 
á embargos, tasaciones, inventarios ó diligencias preventivas» 
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facultando (I juez exhortada para proveer lo que fuera aecesa- 
tío respecto del nombramiento -le perito- tajadores depositario*, 
y en genera!, para todo aquello que »lm condm ente ,il muj -r 

cumplimiento de la COilli-MÓn. 

Lu letra de amb s artículos se relian-, como sr- Te. a la- solem- 
nidades x forma* externas de ese» documentos, á fin de qm ello* 
puedan M-r admitido^ ' t,mo uit « ; rit i "-s y cumplido* por • 1 juez 
exhortado, eomo expedidos i n legal forma; y ¿i la- funciones del 
juez requ* rid<*. 

Kn las estipulaciones de, materia pro esa! referid;»*, etl lpft ui 
se di terniinun ía forma de las - artas njo :i ' (1 ria- y »e había le 
cierta* facultades de la autoridad requerí da, uada se cunner'a 
con referencia á los casos eu que sea permitido decretar embar- 
gu de bienes decretados fuera del leiritorio de ta nación requi- 
rente. Vm >4 contrario, en In h» iraiadu pruue-al se advierte 
una estipulación que virtoulmente significa la falta de atribu- 
eion de la- autoridades de !o* respectivos estados para dictar 
embnrgoe de bienes existentes en íertitotio eUrañu á *u jnri. — 
dieeion, bajo* i * imple pedido de un acreedor y al objeto lina i le 
ser él pagado* cuando ta! '*fe>-to es denegado expresamente <*n 
ese minino tratadu á sus sentencia- ejecutoriadas, como se Ka 
hecho notar anteriormente ; y es obvio que si la sentencia pasada 
en autoridad de eo*a juzgada ha de ejecutarse en el país donde 
estén situados los bien. 3 comprometidos en la ejecución, no 
puede admitirá que otm de lo- vari.»* títulos que sirven á fun- 
dar un procedimiento ejecutivo y qw ciertamente valen menos 
que una sentencia, puedan hacerse efectivos llevándose adelante 
la acción porm-dio de cartas rogatoria*. 

La soberanía qu- i-s inalieu;>Me, es La fuente de la jurisdicción ; 
la legislación gen ral de-can-a en este fundamento, y la-* pro- 
pias leyes ¡,011 la* que gobierna u y protegen los bienes con la 
misma autoridad privativa y excluyante de toda extr .ña inge- 
rencia. 



de justicia N.u;to«Ai 

El articuló reíntiitia del tratado <!e d.recbo mil prescribí 
l,xiualm,nt B qfli « Ion bienes, malquiera que seas* na.uralew, 
,o„ excluyamete regido* puf 1:. ! -v d,-l lugar donde existen, 

.,, caa.t -A .1. P-.-Í011, á .i. ó^ii-Hili,U4 aW.luU o relatiro 

v 4 Mas la» relaciones de d,r,cbo de carácter real do que son 

suseepi tblsi * . . • 

La derogación de esas reglas debe recitar -le esfpulacíoue.. 

,„ términos eífireacs, .urna *ri*W** y no por .imple mduc- 
eioB !lll( uénd,seobsen.rquea ;( (,eh a pro C ,.li l ln (; .Hn:ong I e 8 o 

..U^acio.ul reunid,, ai tratar d, , aso« en ^ 

se admite la procedería del embargo de Nú* situada en el 

extranjero. . 

P„r .tro Mfc, I» faeulM ¡«maria*>d«í«Ut ««HtgW*P 

* pirif »« u " " sti ' 10 ,io,,^, * bí,M,> ' s * ; ; 8 

„, otro p.b. tai* I» Wn 1» -*^'-»«» "* 

solemnidades ,«« WI9 s " "»>-'^'" i » d ' 

o-rfa unasmcns.a citante ¡ U propiedad «M 

b. g.í«nti« u y ■••»«•«• p" r j" ifius '•" is " , " ! ;- 

bl„ u« pr.pi.Urio. r * •"• J ^• t, '" d0 

M tercerías M»l«« * i*»**'» 10 »»^ '•«*P«» b *f». 

han de »« ilagado. |# - I ioeirequir-nte. hl articulo d.e, 
del tratado pro.-.»») »»da p««« esperto d. esas .iteWMOM « 
¡«terem Éw.pro»rt¡**. precia.»*.* l"»<t«e '"' tl - ne (l " 
- « „,,.■ I, ha atribuid, el J.« «borlante. Lo. d,.«oh,, d, pro- 
,¡e,i»d „tfn directameu.e amparados pot U Coort.tu iO«. 

f wmu d., M«e« l«.d*»fa M<**«. •»»»« lus ü»«P'H» or - 

.,!„„ .1, |o asociación «.litio J nadie, fuera de a., jueces legi- 
„. H| tiene facultad par. decidir -o contiendas que pucd.» 
alterarla, ó meiioscbarla», Cb». ,,sehadicho.e«t. Suprema 
,„rte ha con^rado esa cerdad fundamental eo decisión eipU- 
el», dictad» e« pleito suscitad» ante ella v que forma su juru- 
„ rll de„cia. estable.icndo que los tribunales del pais carecen d. 
tai. jurisdicción é imperio sobre bienes existentes fuera de ... 
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territorio y Aclarando no ser posible el embargo solicitado t*n 
lo que se refiere á dichus bienes. 

U regla seguida y aplicada en este t aso no ha sido alterada 
en ninguna resolución posterior de este tribu nal ni en los trata- 
dos celebrados entre las dos Repúblicas que se han invocado en 
esta cansa, siendo .-lia perfectamente conforme con las princi- 
pio» de derecho internacional adoptados por las naoionea en su- 
legislaciones respectivas y enseñadas por la generalidad dr los 
tratadistas. 

Kl embargo de que >e trata u-»está tampoco comprendido en 
e, acuerdo dttninta y uno di Agosto de mil ochocientos ochenta 
entre las Repúblicas Argentina y del Paraguay para la ejecu- 
ción de ftkholtos aprobados por la ley número mil cincuenta 
y tres. 

Kn virtud de estas consideraciones, nu lia d-bido eonüruiarse 
por el juei letrado el embargo decretad., y trabado por Orden 
del jutl de paz. 

Tor e-4os fundamento», y de acotado con lo pedido por el 
señor Procurado; general y con los concordantes por él aducido», 
se confirma, con coatas, la sentencia apelada dé fi ja sesenta y 
cinco. Notifiques* con el original, y, repuestos los sello*, de- 
vuélvale. 

mí si mi* paz. — octavio BDMr.e. 

— JUAN E. TOARKKT. — ABEI. BA- 

zan ( en disidencia). 



DISIDENCIA 

Buenos Aires, Diciembre 19 de 1900. 

Vistos: Considerando: Que ol auto apelado de foja sienta y 
cim o declara nulo el embargo preventivo trabado por el juez de 
pu* de la colonia liouvier, de la gobernación de Formos», en bie- 
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lie8 muebles y semoviente* de propiedad de do» Antonio Peti- 
roisi, y en cumplimiento de üü exhorto dintelo al efecto por el 
juez Ve primera iuataneia, de feria, de ta República del Pa- 
raguay 

Que en el citad-, exhorto, que se registra á foja mtnree, -I 
juez «quirente bace tcber al juez de paz qu.< el juzgado de 
comercio de la Repúblicadel Paraguay había dirigido coa fecha 
.ijeoUvís de líicieittbre de mil ocho-ient-s noventa y nueve un 
ixhortu al juei letrado de Formoaa suplicándola que en virtud 
,iel tratado procesal internacional de Montevideo, vigente entre 
el Paraguay y la República Argentina se sirviese ordenar el 
cumplimiento del decreto de embarco preventivo dictado por 
ese juzgado contra lo* bienes muebles y semovientes que don 
Antonio Petirossi posea en terTitunu de esta República, sobre 
la margen derecha del río Pilcomayu ; > que no habiendo podido 
ser diligenciado por el juez letrado de Formosa dicho exhorto, a 
enusa de encontrarse en féna los tribunales argentinos, y como 
los interesados en su cumplimiento le habían manifestad» que 
el juzgad*, de pai á quien se dirigía quedaba encargado de 1» 
práctica de tales diligencias, se permitía rugarte poner en ejecn- 
riun lo exhortado a) juez letrado de Formo»*, cuyos documentos 
y recaudos correspondientes serían entregados por don Juan 
Gross, comisionado al efecto por los interesado*. 

Que e&tando r restido este exhorto, como él de foja treinta y 
; ,na dirigido al juez letrado de- Fumosa, de la 1, galizacion If- 
qucñda por el artículo cuarto del tratado sobre derecho ptoce- 
8$l, para atribuir á ambos plena fé, y conteniendo el último á*> 
■■líos no sólo ta transcripción, que seria suficiente, del decreto 
en queae ordena por autoridad competente del Paraguy el em- 
baí -o preventivo y ampliativo de bienes cuyo cumplimiento se 
pide*, sino también la de tos artículos de la ley de forma de esa 
República, es evidente que "i juez de paz exhortado ha debido 
cumplirlo, procediendo, como , - ha hecho, con sujeción á lo dis- 
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presto en el artículo diez de] referido tratado, y al artículo 
cuatrocientos sesenta f úoi «1 ÓMígó de Procedimientos que 
rijy;^ para la justicia nación «I df# esta Capital y de lo* tt-rrít*»- 
rios nacionales como 1 1 de |a P mernaciori de Formnsa. 

Que pata demo-trarlu basta observar con respecto al primero 
de di- bo articulo, ó sea el dieft del tratado, que la deposición 
que contiene es imperativa y claramente establece, en lo perti- 
nente al caso, que * cuando los exburtos *'* earta* rogatorias 
se refieran á embargos >> diligencias preventivas; el juef ex- 
li orlado proveerá toque fu-re necesario respecto á todo aquello 
que se*i conducente al mejor cuín plimiento de la cu misión ». 

Que en cofasecuencía, j siendo cierto queel exhorto de «¡u* 
se trata se relie e á un embargo que por su naturaleza nu es 
más que tina medida preventiva que se derreta ordimiriamenU 
según la lev deforma de los estad os signatarios del tratado, an- 
i< s de pron ociarse la sentencias definitivas que p- neti término 
á los litigios y cuu el plausible objeto d* que no queden bur- 
lador los derechos dei aeree ior, mientras se ventilan en jui- 
cio, el dettdpr enajenase l° s biene-* ronque debe responder á sus 

obligaciones, e¡4 clara que para el cumplimiento u>l exhorto en 
cuestión no puede ni debe exigirse.eoiao lososti' iie el geiiot Pro- 
curador jjetier.il .-ti mi vista de f.ijii eieiito veinticuatM, que é. 
sea el resultado de una sentencia definitiva, pisau en autori- 
dad decora juzgada, cuya cuida sea también necesario presen- 
tar con •>! exhorto, de conformidad con los artfauloti quinto j 
sexto del mismo traía lo, porque evidentemente estos artículos 
se n hereu al eunipliniientode sentencias y landos, y no pueden, 
según ¡>u letra, aplicarse á resoluciones decretadas en los inicios 
en calidad de medidas preventivas, cotno los embargos if este 
género, y antes de dictarse sentencia definitiva ; \ porque acep- 
tar la inteligencia que el señor Procurador general atribuye 
ul articulo dié* del tratad.., cuando hablado exhortos pe se re- 
lie ren á embargos, importaría tanto como nacer i m pueble el 
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cnmplimiento de este articulo, por lo que no puede aceptarn, 
en virtud de la regí» 'le recta inlei pretaion que consignan los 
nuton-s ih> «l4'«-rh<> «le gentes, y que di e: c que debemos dese- 
char t»da interpretación de la que resultase que la ley ó la con- 
verjciou sería del tod ■ ilusoria >, 

(¿ue en cuanto al articula cuatrocientos sesenta y dos del Cd- 
go da Procedimientos de esta ¡tai es de tener presente, que 
él autoriza á Ion jueces de paz para dictar embargos preventi- 
va en lie, a«utitus que t"«r su cuantía «-or redunden i los jueces 
de primera instuneia en los partido- que 'listen ni.'n de diei te- 
gua- del punto donde se h illen situados los tribunales compe- 
tente*, «'ii cuyo ni*'», según do-e el artículo, el juez de paz re- 
mitirá las actuaciones al de primera instancia inmediatamente 
de trabado ■ I embargo. 

Que, romo se ve, si no *s incompetente según dich.i articulo, 
el juez de paz para dictar los embarcos que le pidan en asun- 
tos de mayor cuantía cuando "U residencia li>ta mis de diez 
legnas de la del jaez de primera instancia, con mayor 'razón no 
puede serle Cuando medie la eimmst niru de estar en acefalía 
el juzgad o de r -ite, como sucedió * ou el di 1 Juez letrado de For- 
mas», seguuconsta del eeifeiflottilo de foja einu-ma y una, en la 
épue» en que íoerou espedidos p ir los jueces del Paraguay los 
exhort a de Tojas catorce y treinta y una, desde que si la ley ha 
querido atribuir cumpetencia á los jueces de paz para dictar 
embargo eon el t'tu de tiiNdar derechos que por I» distancia co- 
rrerían pi'li(?iü d" perderse sitio se aseguraban con dicha mu- 
dida de la cnmurU-uen de ¡ns jn-ees de inferior jerarquía, mal 
puede negarle á aquellos la misma competencia en el caso de 
que se trata y qoe reclama con mayor necesidad el ejercicio de 
esa facultad. 

Que, finalmente, aúnenla hipótesis de que n-i fuese aplicable 
si caso la disposición del artículo cuatrocientos sesenta y dos, no 
por ello sería justa la resolución del auto apelado en cuanto iut- 
t. itxm. ** 
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plica dejar sin efecto el embargo preventivo de bienes, trabados 
por el juez de paz de la colonia Bouvier, porque esa resolución 
es direct umente contraria al artículo cuatrocientos sesenta y 
tres del Código de Procedimientos que rige en los ttriitoriüs na- 
cionales, y en el que se dispone, que lo* jueces deben eicusarse 
de dictar embargos preventivos en los asuntos que no sean de su 
competencia, pero agrega A artículo: « en caso de decretarse el 
embargo preventivo por un juez incompetente, será válido siem- 
pre que haya sido dictado en arreglo á la& disposiciones de este 
título y sin que esto importe prórroga de su jurisdicción para 
entender en el juicio que deba iniciarse en adelante». 

Que si en esta Tiituddebe manlenerte como válido un em- 
bargo dictado |»or jutz incompetente, incontestable es que debe 
también mantenerse cuando lo prescribe el artículo de un tra- 
tado internacional, que es ley suprema de la nación, como se La 
demostrado qui sucede en el sub-judicc, y euando, además, ese 
embargo no sólo está solicitado por exborto reiterado al juez le- 
trado de Formosa, por el del Paraguay, según se ve por el que se 
registra á foja cincuenta y ocho, sinó que está justificado tam- 
bién con arreglo á la prescripción del artículo cuatrocientos cua- 
renta y tres, inciso cuarto, correspondiente al título de los em- 
bargos preventivos del Código de procedimientos ya citado, como 
lo demuestra los documentos legalizados de foja una á trece que 
se han acompañado £ los eibortoa y presentado á los jueces de 

paz y deFormosa. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja sesenta y cinco, y se declara álido y firme el embargo tra- 
bado por el juez de paz y á que esta causa se reliere. Notifi- 
ques* con ei original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 
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I AUNA I 

Pase dcí ftreve Pontificio irire nombramiento del fluxtrisimo 
señor Obispo de La Piula, monseñor doctor don Juan A'. jTc- 
rrer<K 



Coso. — Lo explii'u la 

VISTA DBt SESOH PHOüURAOÜR ÜEHÉRAL 

Bueno* Aires, Febrero tí de 1901. 

Swpreffia Corte; 

El Honorable Senado de la nación comunicó al Poder Ejeoi - 
tivo Hti 16 de Agosto d-1 año pasado, la terna formada para la 
provisión de la St-de Episcopal de Lu Plata, designun<io en ella, 
y en primar término, al ilntrísimo y Reverendísimo Obispo titu- 
lar de Delcos, doctor Juan N. Terrero. 

El Poder Ejecutivo, ejerciendo los derechos del Patronato 
nacional, resolvió por superior decreto de 21 de Agioto de 1900 
presentar 4 la Santa Sede, para el Obispado de La Plata, al 
referido Ilustrísimo Obispo señor doctor Terrero, d i-poniendo 
las gestiones del caso por intermedio de la Legación Argentina 
en Francia. 

Llevadas usas gestione* á la Santa Sede tuvieron solución 



satisfactoria, puei < tomando en considerac.oa los deseo* del 
señor Prudente de la Confederación Argentina., según tos 
términos textualoadé (tt nota patada por «I cardenal Rampolla, 
limada en Roma en 6 da Octubre de 1000, < el Santo Padre 
ba nombrado a Monseñor Juan N. Terrero, Obispo titular de 
Delcos, para la ^11 -pise >nal d- La Plata. 
Omitiendo el recuerdo de otras estancia* del espediente 

obrado «,«« existe en el ministro d, frlwi 9 Kiterit.res $ 

Culto y que he tenido á la vista, las emulada* demuestran 
qu , el Jhfat Kjecuúvo ba ejercido en el cas, los deie- nos del 
mtwW «Ksionoi para la institución del Obispo de La Plata, 
con anjean á lo dispuesto en el arpulo 8fi, inciso 8*, de 1, 

Constitución nacional. 

térinmoa del breTepnotiíiciü repitiendo fórmula t radicio- 
nal^ en lo referente al privativo derechc invocado por la Santa 
Sede y al poder de liacer una un- va i ircunserip, ion de la Uióce- 
8 ís, siempre <|ue lo . ivyereuporruno,,.. M.bordiuau - n ¿st, t Comü 
en los cus-, anterior, s al t,Xt„ de las gestiones eoustantes en 

los do. u«uent08 Obrados pur encn«ud. i * -. no iian-nal. 

Resultando de éstos el compl ..mentó por parle de hs poderes 
uacionaie, de la prescripción oonstituomiliíl do! artículo 8(5, in- 

ciw 8", procede, i mi ¡úieio* ^ 9 a - el *™* tAa * lti Y ' b " 
podría prestar para el pase del Breve Pontificio que provee, por 
pr.seota.ion del P. K., la silla episcopal de La Plata; coa las 
reservas correspondiente al Patronato nacional, dados los tér- 
luiü os del documento epeu^iu,, Sah , niano Kt , r . 

Acuerde de I» nnprrm» Vori* 

BuenOS Aires Petnvro W dp 1901. 

De conformidad con el dictamen del señor Procurador general 
y con las reserva, correspondientes al Patronato nacional, la 



ÍIE JltSTlUv BUrJOBAL II* 

Corte Suprema .le justicia federal presta i acuerdo que la 
Constitución elige par, que el Presidente * RepúbUra ron- 
ceda el pase del Kreve espedido r or RuSantHal León XIII, en 
Roma, «1 día do<* «le Dioierabr. del kíío mil n- «cientos, insti- 
tuvendoObispo de La Plata á Mona-ñor doct r don Juan». 

fen¿ *m** r-> r - 1 « obM rno tie u Ií,,p " l> :a Argentma y 

pautado en forma al Sunm Pontíüee para el expresado targo. 

Devuélvase, en c<msecueueaa, ^te expediente con el WW* 
podiente oficio. pju _ ^ ^ 

— IUAW TORRUST. 



t A US A II 

5((mrtnÜÉ __ I* La facultad .le pagar por cuotas ta deuda por 
afirmado no inuditíc l la naturaleza de esta deuda única. 

2° No proceJe ta i icepoiun i« inciini'ttencia por razun de 
cantidad, si la suma cobrada eicede tffl 500 peaos. 



Caso - La Municipalidad de la Capital demandé ejecuti- 
vamente á dolí AntonioQuintela, extranjero, por cobro de lacan- 
tidad de 1747,0! peso* monada nacional, importe de una cuenta 
de afirmado visada por ta Intendencia. 

El ejecutólo, al ser citado «le remate, opuso laexcpeion de 
incompetencia de jurisdicción, fundado en que el asunto debía 
corresponder á la justicia de pat, y eu la prescripción, apoyado 
en el articulo 4027. incido *. Código ÓÍtII. 
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VISTA DEL btñOtL PROCURADO* FISCAL 

Bueoos Aires, iiclubre de 1900. 

Señor Juez: 

Estahlecida la competpnm de V. S. en pste asunto, por ra- 
■on de la distinta nacionalidad de l;is partes, se le pilé "bcra 
en discusión por rtfconde la cantidad que litiga, 

Ateniéndome al texto expreso de la demanda de foja... y pres- 
cindiendo, como corresponde, de toda otra consideración , dado 
que ese escrito (foja...) es el que determina la import ancia del 
juicio á los efectos legales, ereo que este asunto es aún, bajo este 

punto de vista, de la competencia de V. S. 

F J, Itotet. 



falla a>l Jhm PMl«r*l 

Uueuo* Aires. Oclubre 11 1900. 

Autos y fistos: Para resolver sobre las excepciones de incom- 
petencia de jurisdicción J prescripción opuestas en el escrito de 
foja 69. 

Y considerando, en cuanto á la excepción de incompetencia: 
|o Q»e es procedente el fuero federal en razón de la nacionali- 
dad del ejecutado, que según el documento de foja 50 y la rati- 
ficación de foja 53, es español; 2" Que cualquiera que sea el mon- 
to de la ejecución y aún cuando fuera e%te menur de 500 pesos 
este juigado es competente, pue* la ley de justicia de paz de la 
ciudad de Buenos Aire*, de 1891, ea una ley loca! de la capital, 
díctadi por el Congreso Nacional en carácter de legislatura 
de la capital y que por tanto no dor^a ni modifica la ley na- 
cional de procedimientos de 1863, dictada por el Congreso na- 
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...» lo reconoce el ■ni*»" ít,,dur - m1 ' 01 dC T 
m . lD ,lose U. «notas ,w se adeudan * '» *» n «T . 
f considerando, ,o cunto i IMMWÍ* de P^'P»'" ; 

CItU une ¡neoca el ejecutado no •« »pHe*bU al 
r ^U«-.,-eÍ«b«Q. l nt,UiU U»ni,ip.H««d e, «na 

en determinadas I—"* el *» por 
mensuales ó trimestrales. 

P " stos tond.*.»** J «P ■ uncordante. do! «.«i» de ti. 
70, del d.etimen &.0.1, «oh. lugar 4 l» ei.epclon.e opuesta», 
condenación en costas. E»su n,énto U*»«« *- 
cncion adelanto lut. Hacerse Integro pago .1 acr.edo. deV 
capital, intereses y coatas. 

Notifiquese origiual y repóngase el papel. 

Gaspar Ferrer. 



vist» ohl seSob phou)k»bi>h BBBMtl 

Buenos Airas. Diciembre 1 Je 1900. 

Suprema Corte: 

Kosal.a demostrado por las de auto, r.lnciona- 

J5 el .»«*> do foja 70 , e.sta ..«. de f*IM* P- 
¿i legalmente, ,n .1 el f.«. federal. ..orno b. .**»» 
o" el antn recurrido d. foja U «eltí, o„ea confirmaron 
por »ns f o nd.mcnto, «olioito de V. E. ^ 
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t a ti* im Huprru C«rte 

liueuos Airei, Febrero &i de 190L 

Vistos y considerando : Que cu e! presente easu tu acción de- 
ducida ;jf ut? por objeto el pago de la cuenta por alirmado que 
corre á foja una. 

Que con arreglo al artículo < meo de I:i Ley mimbro dos mil 
trescientos reintioubo, esa rúenla visada por la Intendencia ilu- 
nicipal, como lo está, tiene fuerza ejecutiva. 

Que Ja suma cobrada excede en mucho de los quinientos \ - 
sos, hasta la cual quid a excluida la competencia de los juzga- 
dos de sección en casos de jurisdicción concurrente, cuando, por 
otra parte, el conocimiento M caso caiga bajo la jurisdicción 
de Ja justicia di- paz, con arirglo al artículo primero de la ley 
da tres de Setiembre de mil ochocientos setenta y oebu 

Que, por consiguiente, es procedí rite Ja jurisdicción federal, 
con sujeción á lo dispuerto en el artículo dos, inciso dos, de la 
ley de catorce de Si liembre de mil ochocientos sesenta y tres, 
•obre jurisdicción y competencia. 

Que, como lo e>tablece la sentencia apelada, ¡a deuda qu<* 
se cobra no está couq nndida en el inciso tres, artículo cuatro 
mil veintisiete del Código Chil,no siéndole así aplicable el tér- 
mino de la prescripción que ese artículo cont i* ni . ;i que se agre- 
ga que tampoco han transcurrido loa cinco años que el mismo 
det¿rmiua para oponer la prescripción, con tanta más razón 
cuanto que la demanda judicial interrumpe aquella aunque se 
presente ante juez incompetente (artículo tres mil ochocien- 
tos nove uta y seis, Código citado). 

Por ésto, de acuerdo con lo pedido por el señor procurador res- 
pecto de la excepción de incompetencia y fundamentos concor- 
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«Jantes de ta sentencia apelada 4* ftij» settnla y cuatr*» fuella, 
se confirma ésta, con costa-, 

BF.tJAMM PAZ. — ABEL BaZAK. 
— JUAN E.TOHUtNT. 



« Al S.% III 

Han Pedro Haití tana contra ta \luwct f mtt>iad de la Capitel, 
¡ior cabra de honorarios; sobre prescripción 

Sumario. — i p Las declaraciones conieiiidaa en la sentencia 
que no han sido reclamada*, deben tenerau por iinues, y no aon 

materia de re? ision. 

2* La jurisprudencia de la Suprema Corte en materia de 
prescripciones, es (|ue la prescripción se interrumpe por deman- 
da judicial, y que la iufcerrupcion connuúa mientras dure la 
instancia. 



Caso. — I-n explica el 

tullo «el Jue/ *>•>*■»• 

Bueuoa Airea» Noviembre 31 de ltft)8. 

T fistos : Estos autos seguidos imr don Pedro Battilaiia 
contra la Municipalidad de la Capital, por cobro de honorarios, 

de los que resulta : 

Que el actor se presentó á fojal haciendo la eatimaccion de 
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•us honorarios, como perito tasador, en el juicio de expropiación 
Maguido contra don Víctor Casanabe. 

Que hecha saber la estimación, el señor Sañudo, por la Mu- 
nicipalidad, manifestó que no solamente «e oponía ó ia misma, 
sin 6 que le negaba al señor Battilana el derecho de pedir regu- 
lación, por cuanto éste desempeñaba á la época en que practicó 
la tasación, uu puesto municipal por fique tenía un sueldo 
para todos los trabajos que le encardase la Intendencia, com- 
prendidas la» tasaciones. 

Que convocadas las partes á juicio rerbal, y después de haber 
insistido en sus respectivas pretensiones, el juagado falló de- 
clarando que la Municipalidad debía abonar á BattiUna la 
cantidad pedida. 

Interpuestos loa recursos de apelación y nulidad, la Suprema 
Corte, teniendo presente la oposición formulada por la Munici- 
palidad sobre el derecho sostenido por el actor, dejó sin efecto 
dicha resolución, ordenando que el juzgado abriera la causa á 
prueba. 

Que devueltos los autos, y atento el decreto de foja 25, se 
dió cumplimiento á lo resuelto por la Suprema Corte, una vez 
que se repusieran la* fojas simples, produciéndose la pruebude 
que instruye el certificado de foja 67, y agregando los objetos 
correspondientes. La parte demandante en su alegato, opuso 
la prescripción de la acción instaurada, fundándose en que el 
actor ha abandonado su gestión durante más de cuatro años. 

Conferido traslado, el actor pidió que se rechazara la pres- 
cripción opuesta, por tratarse en el caso sub-judice de una ac- 
ción personal prescriptible á los !0 años, y afirmando que él no 
ha abandonadoel juicio, y que si éBte se ha paralizad" ha sido 
en virtud de no haberse certificado el auto de prueba; con lo 
que la causa quedó en estado de sentencia, y el juzgado llamó 
autos. 

Y considerando: Que del informe de la Intendencia, corrien- 
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té * foja 41, de las declaraciones de loa testigos Coprini, llóra- 
la y blat, resolta suboientemeiite i-oniprobado que entre las 
obligaciones inherentes a* puesto que desempeñaba el señor Bat- 
tilana en la Municipalidad no se hallaba comprendido la de 

practicar tasacinnes. 

Que tratándose de un cargo Uabitualmenie remunerado de 
una manera especial como lo es el de perito tasador en los jitiüióa 
.le expropiación, la no n munetacion del mismo importa una ex- 
cepción ¿ derogación dría regla general, cuya prueba ha in- 
cumbido ó la parte di mandada. 

Que la prueba rendida por la Municipalidad con este objeto 
ea insuficiente, por cuanto no ha quedado establecido si los se- 
ñores Morales v Capioni no practicaren la» tasaciones, cuyo» 
honorarios no cobraron, como miembros de la comisión especial, 
y por el contrario, Capioni (foja 47) afirma que los únicos em- 
pleados que se ocupan de las tasación^ forman parte de la 
.omisión, y el testigo Blot (foja 53 vuelta), contestando á una 
repregunta, dice que ei bun no ha cobrado en loa arreglo* pri- 
vado! para que fué donado, nunca ha hecho una tasación ju- 
dicial ; que por otra parte, el hecho de que rstos empleados no 
cobraran perlas tasaciones, no es prueba botante, para justi- 
ficar que el señor Battilana, que por su cargo no estaba obliga- 
do á practicarlas, uo tiene derecho a cobrar por las suyas. 

Que sí bien los testaos presentados por la parte demandada 
han sido tachados, «oes procedente la tacha en mérito de las 
razone! aducidas en el alegato de la misma parte. 

Por las consideraciones expuestas, el señor Buttilana tiene 
dt-rechoá cobrar los honorarios objeto de este juiciu. 

Considerando en cuanto á la prescripción : Que los honora- 
rios de los tajadores se encuentran comprendidos entre aquellos 
que se prescriben a los dos años, de acuerdo con lo dispuesto 
en el articulo 4034, inciso 2°, del Código CinK 

Que la pres ripcion liberatoria e opera por el solo silencio ó 
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inacción tic) acreedor por el tiempo designado por la lev (artículo 
4017, código citado). 

Que devueltos los autos de la Suprema Corte, el juigadu, 
cumpliendo lo resuelto por aquélla á foja 25, y ante* de abrir 
la causa á prueba, ordeno* la reposición «le sellos, providencia 
que quedó notificada á foja 27. 

Que el señor Battiluna se presentó pillando se recibiera á 
prueba la causa, cuatro años y siete ra- es después de notificada 
dicha providencia, y recién entonces fueron repuestos l"s sellos. 

Que, por consiguióte, n>> es exacto, chorno lo afirma A actor A 
foja 77, que el juicio se halla paralizado por no haberse noti- 
ficado el auto de prueba a las partes. 

Que habiendo dt-jado sin efecto, la Suprema Corte, ta reso- 
lucionde foja 13, no gr- trata de honorarios regulados y consen- 
tidos, caso en que sería de aplicarse la prescripción de f años 
correspondiente á las acciones personales. 

Por t atos fundamentos, fallo: declarando proscripto el derecho 
del señor Batt i lana para cobrar sus honorarios como perito ta- 
sador en el juicio de expropiación si-guído por la Municipa- 
lidad de la Capital contra Oasmiabe, sin costas. Notifique*» 
con el original, y repónganse tas fojas. 

Agustín Urdtnarrain. 

ralle de I* iuprfma Cer*« 

Buenos Aires, Mnrao 2 de 1901. 

Vistos y consideraudo : Que la neníenla ]de foja setenta y 
nueve ha sido consentida por la Municipalidad, con loque ha 
quedado ella firme en loque se refiere ála parte en que declara 
que el actor Battilaua tiene derecho á cnbrar los honorarios ob- 
jeto de este juicio. 
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Que a»f t corresponde á esta Suprema Corte juzgar tan sólo la 
excepción de prescripción que la misma Municipalidad ha opues- 
to, y que et inferior admite en virtud de la apelación inter- 
puesta ¡íesfi respecto por Battilana en el escrito lie fo.iu sesenta 
y cinco y á las costas del juicio; recurso concedido a foja 
ochenta ) cinco vuelta. 

Qui> Uattilana dedujo su acción en tiempo. 

Que o.n sujeción al artículo tre» mil noieoiaipcua oclietita y 
*eis del Código Civil, la prescripción se interrumpa por deman- 
da judicial. 

Que es principio de derecho rousagrado por la jurispruden- 
cia de esta Suprema Corte, que pendiente la instancia, la in- 
terrupción de la prescripción continúa .snriieudo su* efectos de 
acuerdo con la máxima actiones que (aupare ¡terciad semil in- 
clusa judicio valore permaneni. 

Que cae prim ipio ae halla bajo el amparo del artículo tres mil 
novecientos ochenta y siete del citado código, según el que la 
interrupción de la prescripción causada por la demanda se tiene 
por no sucedida si ha tenido lugar ía deserción de la instancia, 
lo que implica que durando ésta mantiene su fuerza aquélla. 

Por estos fundamentas, se revoca la sentencia apelada de foja 
setenta y nueve en la parte recurrida, ó sea, en cuanto admite 
la eieepciou de prescripción opuesta por la Municipalidad, de- 
hiendo las costas causadas pagarse por su orden; y no h »b¡ én- 
ilose pronuuciadu el inferior sobre el monto de los honorarios 
reclamados, vuekan loa autos á ese iin. Xotifíquese con el ori- 
ginal^ repóngase el papel. 

BMlJAMlN l*A¡£. — ABEL BAZAS.— 
— JLAIS K. TOHRfcVT. 
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1ADNA IV 

Don Guillermo C. Parody contra don Víctor Ratinor, por daños 
y perjuicios; sobre diligencia de prueba 

Sumario. — No puede negarse la diligencia do pericia pedida 
dentro del término, cuya demora do es imputable á la parte. 



Caso. — Lo explica el 

Buenos Aires, Mano 7 de 1900. 

Ant<»s y visto*: Por lo* fundamentos del escrito de foja .... 
por loque resolta del acta acompañada, cuya autenticidad do 
ha sido desconocida j á mérito de lo dispuesto en la Ley % tí- 
tu lo 22, partida 3\ y la doctrina contenida en t i t»uno 73, página 
215, de loa Fallos de la Suprema Corte, se retoca por contrario 
imperio el auto de fecba 28 de Febrero próximo puaado, y en su 
consecuencia intímese á los peritos Becber y Cor ti presenten 
su informe dentro de tercero día, ba^o apercibimiento de pres- 
cindirás de ellos, 

A <j ustin Urdiría rra ttt . 

Falla de la Suprema t#rw 

Büenos Aires, Máua 2 de 1901. 

Vistos y considerando : Que estando esta causa en estado de 
pruebael actor solicitó la diligencia pericial que se manda pro- 
ducir por el auto apelado. 
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Que esa solicitud se introdujo muchos días ante» del venci- 
miento de prueba. 

Que no ha dependido de la parte que el informe pericial se 
efectúe dentro de dicho término, no siendo así jauto que haya 
de asi primado por hecho ajeno de on medio probatorio de que 
ha usado en oportunidad. 

Que esn sería lanto menos aceptable cuanto que, como lo 
observa el inferior, aparece que los perito» han hecho el estu- 
dio do las cosas faltando tan sólo que den forma i su dictamen 
para presentarlo en el juicio. 

Por esto, y fundamentos concordantes del auto de foja noven- 
ta y seis vuelta, se confirma ésta, con costas. Notifíquese con el 
original, y, repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAl. — ABEL BAlAN. 
— JUAN E. TORKEWT. 



CAUSA V 

fion Telósforo Padilla contra don Félix Barben*; sobre 
restitución de documentos 

Sumario. — El comodatario no tiene derecho de negar la 
restitución de los documentos recibidos para hacer uso do ellos, 
& o pretestu de que no pertenecen al comodante. 



Coso. — Lo explicad siguiente escrito: 
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Señor Juez Federal : 

Telésforo Padilla, constituyendo domicilio *-n la calle Case- 
ros 254, á V. S. expongo : 

Que cuioo consta purel reribo que adjunto, el señor Félix 
Barberis, domiciliado en la calle Córdoba (Tucnmancito) reci- 
bió en calidad de préstamo, di 1 expolíente, dos pagarés á favor 
de ta señorita Mercedes Padilla y suscrito por don Justo Pan- 
toja ;í rue^o de dona Asumían Berasaluee, para presen tarloa 
como prueba i-n la ejecución que ante e.se juagado Beguía el 
referido señor Barb-ris contra la expresada señorita Asunción 
Bensaluce, y como tengo necesidad de dichos documentos, qui- 
no han sido prestados á plazo y que por otra parte uo han sido 
presentados en la referida ejecución, habiendo ya vencido en 
ella el término de prueba, teniendo también que rendir cuentas 
de lo> mismos ¡i quien corresponda y como *d señor Barberis s" 
resiste á devolvérmelos, a pesar de las gestione» extrajudiciates 
que tengo hechas con este objeto, ven^n á enlabiar demanda 
ordinari» contra el eipr-sado snñur Barb'-ris, por devolución 
de bis mencionados documentos á que alude el recibo que ar otu- 
paño y pido en consecuencia se condene en definitiva al deman- 
dado á la devolución de dichos documentos, con costas, Serú 
justicia, etc. 

Vicente Frías. — Tclésforo frutilla , 

t'«lU 4*1 Jnrs ft>«leml 

Solía, Octubre 18 de 1897, 

Vistos y considerando: Que habiendo confesado don Félix 
Barberis, al contestar la demanda, el contenido del recibo de foja 
4 en el cu:il expresa que recibió de don Trlésforo Padilla dos 



tlE JUSTICIA NACIONAL 



449 



pagarés pertenecientes á la señorita Mercedes Padilla, para 
presentarlos coiuo parte dt- prm-ba en la ejecución que sigue 
contra dona Asunción Be ru salo ce, resultu probado que la seño- 
rita Padilla no mandó los pagaras ú Barbería, y sí confesado 
que el préstamo se hizo directamente por el actor, ¡i nombre pto- 
pio y u<i r-n el de su hermana y como, fundado en ese hecho, 
don Telésforo demanda por sí ta devolución de dichos paga- 
rés y no á nombre ó invocando la representación de su her- 
mana, es evidente que el Balo no está comprendido en el artícu- 
lo 4° ni en el 5° de la ley de procedimientos, porque el primero 
se refiere s.ólo ú la representación legal, y el segundo á la pro- 
curación en juicio, y que ( g, por lo tanto impertinente la excep- 
ción de falta de personería. 

Que confesado por líarberis aquel recibo es prueba plena de 
haber él recibid-» prestados del señor Padilla los enunciados 
pagarés para servirse de ¿líos como de parte de prueba en la 
ejecución ¡i que se refiere, hecho que constituye un verdad aro 
comodato, según la clara definición del artículo 2255, rejido 
exclusivamente por laB disposiciones del libro 2°, sección S\ 
título XVII did Código Civil, y como el demandado reconoru que 
ha terminado el único servicio para el cual le fueron prestados, 
dígnese que está obligado á devolverlos, eon sujeción al precepto 
del artículo 2271 del mismo código, salvo las accionas que le 
competan contra la señorita Mercedes Padilla. 

m 

Por estas razones y considerando, además, que ninguna razón 
ha tenido el demandado para resistir la devolución de los paga- 
rés á quien se los prestó, confiado en su lealtad, condeno á 
don Félix Uarberis A entregar en el arto al oficial de justicia 
los pagarés expresados en el recibo de foja 4, bajo apercibimien- 
to de apremio y al pago de las rustas causadas. Repónganse y 
notifíquese original. 

David Zambrano. 
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Falle do 1» Suprema Carta 

Biii- no* Aires, Marzo á de 1901. 

Vistos y considerando: Que como resulta del documento de 
foja cuatro y lo establece el inferior, de conformidad con las 
constancias de autos y disposiciones legales pertinentes que 
invoca, el demandado Barberis recibió del demandante Padilla, 
•n comodato, los documentos cuya devolución se demanda. 

Que con arreglo ul artículo dos mil doscientos setenta y siete 
del Código Civil, el comodatario no tiene El r eeho para resistir 
la restitución da la cosa, alegando que la prestada no pertenece 
al comodante, 

Que, por tanto, Barberis no lia podido negarse á devolver los 
documentos que le prestó el actor Padilla, alegando que éste no 
es dueño de esos documentos va que ni siquiera ha pretendido 
que la cosa haya sido perdida por su propietario ó que le haya 
•ido robada. 

Por esto y por sus fundamentos, se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja quince. Notifíquese con el original y 
devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

BTUAHin PAZ. — ABEL BAZAR. — 
JUAN í, TORRBNT. 
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« AMA VI 



¡Ion Lino Sotan, apelando de una resolución de Aduana ; 

sobre comiso 

Sumario. — Según la ley de Aduana de 1898, el sobrante 
riel rancho del buque, que no haya sido manifestado, cae en 
comiso. 



tifcSOl.UCION liK ADVANA 

Hueuos Aires, Julio 25 de 1898. 

Visto el presente sumario número 93 y la declaración del 
agente, que consta de foja 3 vuelta y 4, por la que queda 
constatado queso ha incurrido en la falta prevista por el artícu- 
lo 1000 de las Ordenanius de Aduana y castigado por e) articu- 
lo 905 délas mismas; el administrador que suscribe resuelve : 

V Declarar caído en comiso la mercadería motivo del pre- 
sente parte, adjudicándosela á los descubridores y aprehensores 
por partea iguales, guardas segnudos, señor Manuel Gomei y 
don Juan B. Etulsuj. 

2 o Qoe habiendo solicitado el agente á foja 2 incita la entre- 
ga de la mercadería, responsabilizándose por las resultas del 
presente sumario, átodo lo que se te hizo lugar por decreto de 
fecha 15 del corriente, i foja 3, paae este eipediente i contadu- 
ría para que formule la liquidación de los derechos y multa que 
lo corresponda al agente, 



3" Notifíquese á los interesados y repónganse loa sellos, de 
acuerdo con el artículo 71 de la ley de sello». 

Diego Quintana, 

Mi* é*l J»« r*4mrm* 

La l'lata, Noviembre 3 de 1898. 

Vistos: Estando reconocida la infracción á la ley dé Aduana 
cometida en el presente caso, según así resulta del acta de foja 3 
á4 y no siendo por otra parte admisible la ignorancia de las 
disposiciones vigentes alegadas por el recnrrente, toda vez que 
loque lasOrdenanzas de Aduana castigasen los hecbos, con pres- 
ciencia absoluta de la Y-.luntad, dolo ó ignorancia. 

Por ,sto y los fundamoutos del auto recurrido, se « onñrma 
éste con cotas; debiendo, parala notificación del presente 
librarse ulicio al señor Administrador de A luana de esta ciudad. 
Repóngase la foja. 

M. S. de Aurrccoechea. 



VISTA OtL SfcfiOK PROCUBAÜOH GfcHEHAL 

- . Buenos Aire», Julio 6 de 190O. 

Suprema Corte : 

L» falta de manifestación de partí del rancho del Tapor 
.Brekfield-, es un hecho constante; y las disposiciones de los 
«tientos 1000 V 905 de las Ordenan*** de Aduana que lo cant- 
ean con nena de comiso son explícitas. Corresponde, en conse- 
cuencia, la confirmación por sus fundamentos del auto recurrido 
de foja 9, que soleto á V. S. 

Sabimano ftier. 
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Buenos Airea, Mayo 2 d# 1901. 

Vistos v ronsidoraiido; Que conforme al artículo sesent» y 
seis de la ley de Aduana vigente para el año mil ochocientos 
noventa y ocho, los capitanea de buques de vela d de vapor, aún 
cnando éstos tengan privilegio, están obliga** á hacer la ma- 
nifestación de su rancho. 

Que, porcousiguit-nte, no es dudoso que se ha violado en el 
caso que ha motivado esta causa, el artículo treinta y uno de 
las Ordenanzas de Aduana, correspondiendo, asi, la aplicación de 
|i p ena prevista por los artículoa mil y novecientos oinco de las 
citadas Ordenanzas en lo que se refiere al sobrante de ranoho 
no manifestad», y de que habla el parte de foja dos. 

Por este, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y fundamentos concordantes Je la sentencia 
de foja nueve, se confirma éBta, con costas. Notiftquese con el 
original y deTuélvause, debiendo reponerse los sellos ante el 
inferior. 

BRUJA MIH PAZ. — ABEL RAIAN , - 
JOAN B. TOBHENT. 



